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Ley 26/1984, de 19 de julio, General 
para la defensa de los 
consumidores y usuarios 

 
El artículo 51 de la Constitución de 27 de 

diciembre de 1978, establece que los poderes 
públicos garantizarán la defensa de los 
consumidores y usuarios, protegiendo, mediante 
procedimientos eficaces, la seguridad, la salud y 
los legítimos intereses económicos de los mismos. 
Asimismo promoverán su información y educación, 
fomentarán sus organizaciones y las oirán en las 
cuestiones que puedan afectarles.  

Con el fin de dar cumplimiento al citado 
mandato constitucional, la presente Ley, para 
cuya redacción se han contemplado los principios 
y directrices vigentes en esta materia en la 
Comunidad Económica Europea, aspira a dotar a 
los consumidores y usuarios de un instrumento legal 
de protección y defensa, que no excluye ni 
suplanta otras actuaciones y desarrollos normativos 
derivados de ámbitos competenciales cercanos o 
conexos, tales como la legislación mercantil, penal 
o procesal y las normas sobre seguridad industrial, 
higiene y salud pública, ordenación de la 
producción y comercio interior.  

Los objetivos de la Ley se concretan en:  
1. Establecer, sobre bases firmes y directas, 

los procedimientos eficaces para la defensa de los 
consumidores y usuarios.  

2. Disponer del marco legal adecuado para 
favorecer un desarrollo óptimo del movimiento 
asociativo en este campo.  

3. Declarar los principios, criterios, 
obligaciones y derechos que configuran la 
defensa de los consumidores y usuarios y que, en el 
ámbito de sus competencias, habrán de ser 
tenidos en cuenta por los poderes públicos en las 
actuaciones y desarrollos normativos futuros en el 
marco de la doctrina sentada por el Tribunal 
Constitucional.    

 
 
 CAPÍTULO I  
Ámbito de aplicación y derechos de los 

consumidores  
    Artículo 1  
1. En desarrollo del artículo 51.1 y 2 de la 

Constitución, esta Ley tiene por objeto la defensa 
de los consumidores y usuarios, lo que, de acuerdo 
con el artículo 53.3 de la misma tiene el carácter 
de principio general informador del ordenamiento 
jurídico.  

En todo caso la defensa de los consumidores 
y usuarios se hará en el marco del sistema 
económico diseñado en los artículos 38 y 128 de la 

Constitución y con sujeción a lo establecido en el 
artículo 139.  

2. A los efectos de esta Ley, son 
consumidores o usuarios las personas físicas o 
jurídicas que adquieren, utilizan o disfrutan como 
destinatarios finales, bienes muebles o inmuebles, 
productos, servicios, actividades o funciones, 
cualquiera que sea la naturaleza pública o 
privada, individual o colectiva de quienes los 
producen, facilitan, suministran o expiden.  

3. No tendrán la consideración de 
consumidores o usuarios quienes sin constituirse en 
destinatarios finales, adquieran, almacenen, 
utilicen o consuman bienes o servicios, con el fin de 
integrarlos en procesos de producción, 
transformación, comercialización o prestación a 
terceros.  

    Artículo 2  
1. Son derechos básicos de los consumidores 

y usuarios:  
a) La protección contra los riesgos que 

puedan afectar su salud o seguridad.  
b) La protección de sus legítimos intereses 

económicos y sociales; en particular, frente a la 
inclusión de cláusulas abusivas en los contratos.  

c) La indemnización o reparación de los 
daños y perjuicios sufridos.  

d) La información correcta sobre los 
diferentes productos o servicios y la educación y 
divulgación, para facilitar el conocimiento sobre su 
adecuado uso, consumo o disfrute.  

e) La audiencia en consulta, la participación 
en el procedimiento de elaboración de las 
disposiciones generales que les afectan 
directamente y la representación de sus intereses, 
todo ello a través de las asociaciones, 
agrupaciones o confederaciones de consumidores 
y usuarios legalmente constituidas.  

f) La protección jurídica, administrativa y 
técnica en las situaciones de inferioridad, 
subordinación o indefensión.  

2. Los derechos de los consumidores y 
usuarios serán protegidos prioritariamente cuando 
guarden relación directa con productos o servicios 
de uso o consumo común, ordinario y 
generalizado.  

3. La renuncia previa de los derechos que 
esta Ley reconoce a los consumidores y usuarios en 
la adquisición y utilización de bienes o servicios es 
nula.  

Asimismo son nulos los actos realizados en 
fraude de esta Ley, de conformidad con el artículo 
6 del Código Civil.  

 CAPÍTULO II  
Protección de la salud y seguridad.  
    Artículo 3  
1. Los productos, actividades y servicios 

puestos en el mercado a disposición de los 
consumidores o usuarios, no implicarán riesgos 
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para su salud o seguridad, salvo los usual o 
reglamentariamente admitidos en condiciones 
normales y previsibles de utilización.  

2. Con carácter general, los riesgos 
susceptibles de provenir de una utilización 
previsible de los bienes y servicios, habida cuenta 
de su naturaleza y de las personas a las que van 
destinados, deben ser puestos en conocimiento 
previo de los consumidores o usuarios por medios 
apropiados, conforme a lo indicado en el artículo 
13.f).  

    Artículo 4  
1. Los reglamentos reguladores de los 

diferentes productos, actividades o servicios 
determinarán al menos:  

a) Los conceptos, definiciones, naturaleza, 
características y clasificaciones.  

b) Las condiciones y requisitos de las 
instalaciones y del personal cualificado que deba 
atenderlas.  

c) Los procedimientos o tratamientos usuales 
de fabricación, distribución y comercialización, 
permitidos, sujetos a autorización previa o 
prohibidos.  

d) Las listas positivas de aditivos autorizadas y 
revisadas por el Ministerio de Sanidad y Consumo.  

e) El etiquetado, presentación y publicidad.  
f) Las condiciones y requisitos técnicos de 

distribución, almacenamiento, comercialización, 
suministro, importación y exportación, sin perjuicio 
de lo dispuesto en la legislación arancelaria y en la 
reguladora del comercio exterior.  

g) Los métodos oficiales de análisis, toma de 
muestras, control de calidad e inspección.  

h) Las garantías, responsabilidades, 
infracciones y sanciones.  

i) El régimen de autorización, registro y 
revisión.  

2. Los fertilizantes, plaguicidas y todos los 
artículos que en su composición lleven sustancias 
tóxicas, cáusticas, corrosivas o abrasivas deberán ir 
envasados con las debidas garantías y llevar de 
forma visible las oportunas indicaciones que 
adviertan el riesgo de su manipulación.  

3. Los extremos citados podrán ser objeto de 
codificación mediante normas comunes o 
generales, especialmente en materia de aditivos, 
productos tóxicos, material envasado, etiquetado, 
almacenaje, transporte y suministro, tomas de 
muestras, métodos de análisis, registro, inspección, 
responsabilidad y régimen sancionador.  

    Artículo 5  
Para la protección de la salud y seguridad 

física de los consumidores y usuarios se regulará la 
importación, producción, transformación, 
almacenamiento, transporte, distribución y uso de 
los bienes y servicios, así como su control, vigilancia 
e inspección, en especial para los bienes de 
primera necesidad.  

2. En todo caso, y como garantía de la salud 
y seguridad de las personas, se observará:  

a) La prohibición de utilizar cualquier aditivo 
que no figure expresamente citado en las listas 
positivas autorizadas y publicadas por el Ministerio 
de Sanidad y Consumo, y siempre teniendo en 
cuenta la forma, límites y condiciones que allí se 
establezcan. Dichas listas serán permanentemente 
revisables por razones de salud pública o interés 
sanitario, sin que, por tanto, generen ningún tipo 
de derecho adquirido.  

b) La prohibición de tener o almacenar 
productos reglamentariamente no permitidos o 
prohibidos, en los locales o instalaciones de 
producción, transformación, almacenamiento o 
transporte de alimentos o bebidas.  

c) Las exigencias de control de los productos 
tóxicos o venenosos incluidos los resultantes de 
mezclas y otras manipulaciones industriales, de 
forma que pueda comprobarse con rapidez y 
eficacia su origen, distribución, destino y utilización.  

d) La prohibición de venta a domicilio de 
bebidas y alimentos, sin perjuicio del reparto, 
distribución o suministro de los adquiridos o 
encargados por los consumidores en 
establecimientos comerciales autorizados para 
venta al público. Reglamentariamente, se regulará 
el régimen de autorización de ventas directas a 
domicilio que vengan siendo tradicionalmente 
practicadas en determinadas zonas del territorio 
nacional.  

e) El cumplimiento de la normativa que 
establezcan las Corporaciones Locales o, en su 
caso, las Comunidades Autónomas sobre los casos, 
modalidades y condiciones en que podrá 
efectuarse la venta ambulante de bebidas y 
alimentos.  

f) La prohibición de venta o suministro de 
alimentos envasados, cuando no conste en los 
envases, etiquetas, rótulos, cierres o precintos, el 
número del Registro General Sanitario de 
Alimentos, en la forma reglamentariamente 
establecida.  

g) la obligación de retirar o suspender, 
mediante procedimientos eficaces, cualquier 
producto o servicio que no se ajuste a las 
condiciones y requisitos exigidos o que, por 
cualquier otra causa, suponga un riesgo previsible 
para la salud o seguridad de las personas.  

h) La prohibición de importar artículos que 
no cumplan lo establecido en la presente Ley y 
disposiciones que la desarrollen.  

i) Las exigencias de control de los productos 
manufacturados susceptibles de afectar a la 
seguridad física de las personas, prestando a este 
respecto la debida atención a los servicios de 
reparación y mantenimiento.  

j) La prohibición de utilizar en la construcción 
de viviendas y locales de uso público materiales y 
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demás elementos susceptibles de generar riesgos 
para la salud y seguridad de las personas.  

k) La obligación de que las especialidades 
farmacéuticas se presenten envasadas y cerradas 
con sistemas apropiados aportando en sus envases 
o prospectos información sobre composición, 
indicaciones y efectos adversos, modo de empleo 
y caducidad, de suerte que los profesionales 
sanitarios sean convenientemente informados y se 
garantice la seguridad, especialmente de la 
infancia, y se promueva la salud de los 
ciudadanos.  

    Artículo 6  
Los poderes públicos, directamente o en 

colaboración con las organizaciones de 
consumidores o usuarios, organizarán en el ámbito 
de sus competencias, campañas o actuaciones 
programadas de control de calidad, 
especialmente en relación con los siguientes 
productos y servicios:  

a) Los de uso o consumo común, ordinario y 
generalizado.  

b) Los que reflejen una mayor incidencia en 
los estudios estadísticos o epidemiológicos.  

c) Los que sean objeto de reclamaciones o 
quejas, de las que razonablemente se deduzcan 
las situaciones de inferioridad, subordinación o 
indefensión a que se refiere el artículo 23.e).  

d) Los que sean objeto de programas 
específicos de investigación.  

e) Aquellos otros que, en razón de su 
régimen o proceso de producción y 
comercialización, puedan ser más fácilmente 
objeto de fraude o adulteración.  

 CAPÍTULO III  
Protección de los intereses económicos y 

sociales  
    Artículo 7  
Los legítimos intereses económicos y sociales 

de los consumidores y usuarios deberán ser 
respetados en los términos establecidos en esta 
Ley, aplicándose además lo previsto en las normas 
civiles y mercantiles y en las que regulan el 
comercio exterior e interior y el régimen de 
autorización de cada producto o servicio.  

    Artículo 8  
1.  La oferta, promoción y publicidad de los 

productos, actividades o servicios, se ajustarán a su 
naturaleza, características, condiciones, utilidad o 
finalidad, sin perjuicio de lo establecido en las 
disposiciones sobre publicidad y de acuerdo con el 
principio de conformidad con el contrato regulado 
en su legislación específica. Su contenido, las 
prestaciones propias de cada producto o servicio 
y las condiciones y garantías ofrecidas, serán 
exigibles por los consumidores y usuarios, aun 
cuando no figuren expresamente en el contrato 
celebrado o en el documento o comprobante 
recibido. 

2. No obstante lo dispuesto en el apartado 
anterior, si el contrato celebrado contuviese 
cláusulas más beneficiosas, éstas prevalecerán 
sobre el contenido de la oferta, promoción o 
publicidad.  

3. La oferta, promoción y publicidad falsa o 
engañosa de productos, actividades o servicios, 
será perseguida y sancionada como fraude. Las 
asociaciones de consumidores y usuarios estarán 
legitimadas para iniciar e intervenir en los 
procedimientos administrativos tendentes a 
hacerla cesar. 

[La redacción original de este último inciso 
era la siguiente: "Las asociaciones de consumidores 
y usuarios, constituidas de acuerdo con lo 
establecido en esta Ley, estarán legitimadas para 
iniciar e intervenir en los procedimientos 
administrativos tendentes a hacerla cesar ". La 
Sentencia del Tribunal Constitucional de 26 de 
enero de 1989, número 15/1989 (Suplemento del 
BOE número 43, de 20-02-1989) , declaró 
inconstitucional y, por tanto, nulo el texto aquí 
reproducido en cursiva].  

[El apartado 1 de este artículo está 
redactado conforme a la Ley 23/2003, de 10 de 
julio, de Garantías en la Venta de Bienes de 
Consumo (BOE núm. 165, de 11-07-2003, pp. 27160-
27164).]. 

    Artículo 9  
La utilización de concursos, sorteos, regalos, 

vales premio o similares, como métodos vinculados 
a la oferta, promoción o venta de determinados 
bienes, productos o servicios será objeto de 
regulación específica, fijando los casos, forma, 
garantías y efectos correspondientes.  

    Artículo 10  
1. Las cláusulas, condiciones o estipulaciones 

que se apliquen a la oferta o promoción de 
productos o servicios, y las cláusulas no 
negociadas individualmente relativas a tales 
productos o servicios, incluidos los que faciliten las 
Administraciones públicas y las entidades y 
empresas de ellas dependientes, deberán cumplir 
los siguientes requisitos:  

a) Concreción, claridad y sencillez en la 
redacción, con posibilidad de comprensión 
directa, sin reenvíos a textos o documentos que no 
se faciliten previa o simultáneamente a la 
conclusión del contrato, y a los que, en todo caso, 
deberán hacerse referencia expresa en el 
documento contractual  

b) Entrega, salvo renuncia expresa del 
interesado, de recibo justificante, copia o 
documento acreditativo de la operación, o en su 
caso, de presupuesto debidamente explicado.  

c) Buena fe y justo equilibrio entre los 
derechos y obligaciones de las partes, lo que en 
todo caso excluye la utilización de cláusulas 
abusivas.  
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2. En caso de duda sobre el sentido de, una 
cláusula prevalecerá la interpretación más 
favorable para el consumidor.  

3. Si las cláusulas tienen el carácter de 
condiciones generales, conforme a la Ley sobre 
Condiciones Generales de la Contratación, 
quedarán también sometidas a las prescripciones 
de ésta.  

4. Los convenios arbitrales establecidos en la 
contratación a que se refiere este artículo serán 
eficaces si, además de reunir los requisitos que 
para su validez exigen las leyes, resultan claros y 
explícitos. La negativa del consumidor o usuario a 
someterse a un sistema arbitral distinto del previsto 
en el artículo 31 de esta Ley no podrá impedir por sí 
misma la celebración del contrato principal.  

5. Las cláusulas, condiciones o estipulaciones 
que utilicen las empresas públicas o concesionarios 
de servicios públicos, estarán sometidas a la 
aprobación y control de las Administraciones 
públicas competentes, cuando así se disponga 
como requisito de validez y con independencia de 
la consulta prevista en el artículo 22 de esta Ley. 
Todo ello sin perjuicio de su sometimiento a las 
disposiciones generales de esta Ley.  

6. Los Notarios y los Registradores de la 
Propiedad y Mercantiles, en el ejercicio profesional 
de sus respectivas funciones públicas, no 
autorizarán ni inscribirán aquellos contratos o 
negocios jurídicos en los que se pretenda la 
inclusión de cláusulas declaradas nulas por 
abusivas en sentencia inscrita en el Registro de 
Condiciones Generales.  

Los Notarios, los Corredores de Comercio y 
los Registradores de la Propiedad y Mercantiles, en 
el ejercicio profesional de sus respectivas funciones 
públicas, informarán a los consumidores en los 
asuntos propios de su especialidad y 
competencia.»  

Artículo 10 bis.  
1. Se considerarán cláusulas abusivas todas 

aquellas estipulaciones no negociadas 
individualmente que en contra de las exigencias 
de la buena fe causen, en perjuicio del 
consumidor, un desequilibrio importante de los 
derechos y obligaciones de las partes que se 
deriven del contrato. En todo caso se considerarán 
cláusulas abusivas los supuestos de estipulaciones 
que se relacionan en la disposición adicional de la 
presente Ley.  

El hecho de que ciertos elementos de una 
cláusula o que una cláusula aislada se hayan 
negociado individualmente no excluirá la 
aplicación de este artículo al resto del contrato.  

El profesional que afirme que una 
determinada cláusula ha sido negociada 
individualmente, asumirá la carga de la prueba.  

El carácter abusivo de una cláusula se 
apreciará teniendo en cuenta la naturaleza de los 

bienes o servicios objeto del contrato y 
considerando todas las circunstancias 
concurrentes en el momento de su celebración, así 
como todas las demás cláusulas del contrato o de 
otro del que éste dependa.  

2. Serán nulas de pleno derecho y se tendrán 
por no puestas las cláusulas, condiciones y 
estipulaciones en las que se aprecie el carácter 
abusivo. La parte del contrato afectada por la 
nulidad se integrará con arreglo a lo dispuesto por 
el artículo 1258 del Código Civil. A estos efectos, el 
Juez que declara la nulidad de dichas cláusulas 
integrará el contrato y dispondrá de facultades 
moderadoras respecto de los derechos y 
obligaciones de las partes, cuando subsista el 
contrato, y de las consecuencias de su ineficacia 
en caso de perjuicio apreciable para el 
consumidor o usuario. Sólo cuando las cláusulas 
subsistentes determinen una situación no equitativa 
en la posición de las partes que no pueda ser 
subsanada podrá declarar la ineficacia del 
contrato.  

3. Las normas de protección de los 
consumidores frente a las cláusulas abusivas serán 
aplicables, cualquiera que sea la Ley que las 
partes hayan elegido para regir el contrato, en los 
términos previstos en el artículo 5 del Convenio de 
Roma de 1980, sobre la Ley aplicable a las 
obligaciones contractuales.  

Artículo 10 ter. 
1. Contra la utilización o la recomendación 

de utilización de cláusulas abusivas que lesionen 
intereses colectivos e intereses difusos de los 
consumidores y usuarios podrá ejercitarse la acción 
de cesación. 

2. La acción de cesación se dirige a obtener 
una sentencia que condene al demandado a 
cesar en la utilización o en la recomendación de 
utilización de dichas cláusulas y a prohibir la 
reiteración futura de dichas conductas. Asimismo, 
la acción podrá ejercerse para prohibir la 
realización de una conducta cuando ésta haya 
finalizado al tiempo de ejercitar la acción, si existen 
indicios suficientes que hagan temer su reiteración 
de modo inmediato. 

3. Estarán legitimados para ejercitar la 
acción de cesación: 

a) El Instituto Nacional del Consumo y los 
órganos o entidades correspondientes de las 
Comunidades Autónomas y de las Corporaciones 
locales competentes en materia de defensa de los 
consumidores. 

b) Las asociaciones de consumidores y 
usuarios que reúnan los requisitos establecidos en 
esta Ley o, en su caso, en la legislación 
autonómica en materia de defensa de los 
consumidores. 

c) El Ministerio Fiscal. 
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d) Las entidades de otros Estados miembros 
de la Comunidad Europea constituidas para la 
protección de los intereses colectivos y de los 
intereses difusos de los consumidores que estén 
habilitadas mediante su inclusión en la lista 
publicada a tal fin en el “Diario Oficial de las 
Comunidades Europeas”. 

Los Jueces y Tribunales aceptarán dicha lista 
como prueba de la capacidad de la entidad 
habilitada para ser parte, sin perjuicio de examinar 
si la finalidad de la misma y los intereses afectados 
legitiman el ejercicio de la acción. 

Todas las entidades citadas en este artículo 
podrán personarse en los procesos promovidos por 
otra cualquiera de ellas, si lo estiman oportuno 
para la defensa de los intereses que representan. 

[Este artículo ha sido añadido por la Ley 
39/2002, de 28 de octubre, de transposición al 
ordenamiento jurídico español de diversas 
directivas comunitarias en materia de protección 
de los intereses de los consumidores y usuarios (BOE 
núm. 259, de 29-10-2002, pp. 37922-37933)] 

Artículo 10 quáter. 
1. El Instituto Nacional del Consumo y los 

órganos o entidades correspondientes de las 
Comunidades Autónomas y de las Corporaciones 
locales competentes en materia de defensa de los 
consumidores podrán ejercitar acciones de 
cesación en otro Estado miembro de la 
Comunidad Europea, cuando estén incluidos en la 
lista publicada en el “Diario Oficial de las 
Comunidades Europeas”. 

El Ministerio de Justicia notificará a la 
Comisión Europea cada una de dichas entidades, 
con su denominación y finalidad, previa solicitud 
de dichos órganos o entidades, y dará traslado de 
esa notificación al Instituto Nacional del Consumo. 

2. Las asociaciones de consumidores y 
usuarios presentes en el Consejo de Consumidores 
y Usuarios podrán ejercitar acciones de cesación 
en otro Estado miembro de la Comunidad Europea 
cuando estén incluidas en la lista publicada en el 
“Diario Oficial de las Comunidades Europeas”, 
debiendo solicitar del Instituto Nacional del 
Consumo la incorporación a dicha lista. 

El Ministerio de Justicia notificará a la 
Comisión Europea cada una de dichas entidades, 
con su denominación y finalidad, a instancia del 
Instituto Nacional del Consumo. 

[Este artículo ha sido añadido por la Ley 
39/2002, de 28 de octubre, de transposición al 
ordenamiento jurídico español de diversas 
directivas comunitarias en materia de protección 
de los intereses de los consumidores y usuarios (BOE 
núm. 259, de 29-10-2002, pp. 37922-37933)] 

    Artículo 11  
1. El régimen de comprobación, 

reclamación, garantía y posibilidad de renuncia o 
devolución que se establezca en los contratos, 

deberá permitir que el consumidor o usuario se 
asegure de la naturaleza, características, 
condiciones y utilidad o finalidad del producto o 
servicio; pueda reclamar con eficacia en caso de 
error, defecto o deterioro; pueda hacer efectivas 
las garantías de calidad o nivel de prestación, y 
obtener la devolución equitativa del precio de 
mercado del producto o servicio, total o 
parcialmente, en caso de incumplimiento.  

2. En relación con los bienes de naturaleza 
duradera, el productor o suministrador deberá 
entregar una garantía que, formalizada por escrito, 
expresará necesariamente:  

a) El objeto sobre el que recaiga la garantía.  
b) El garante.  
c) El titular de la garantía.  
d) Los derechos del titular de la garantía.  
e) El plazo de duración de la garantía.  
3. Durante el período de vigencia de la 

garantía, el titular de la misma tendrá derecho 
como mínimo a:  

a) La reparación totalmente gratuita de los 
vicios o defectos originarios y de los daños y 
perjuicios por ellos ocasionados.  

b) En los supuestos en que la reparación 
efectuada no fuera satisfactoria y el objeto no 
revistiese las condiciones óptimas para cumplir el 
uso a que estuviese destinado, el titular de la 
garantía tendrá derecho a la sustitución del objeto 
adquirido por otro de idénticas características o a 
la devolución del precio pagado.  

4. Queda prohibido incrementar los precios 
de los repuestos al aplicarlos en las reparaciones y 
cargar por mano de obra, traslado o visita 
cantidades superiores a los costes medios 
estimados en cada sector, debiendo diferenciarse 
en la factura los distintos conceptos. La lista de 
precios de los repuestos deberá estar a disposición 
del público.  

5. En los bienes de naturaleza duradera, el 
consumidor o usuario tendrá derecho a un 
adecuado servicio técnico y a la existencia de 
repuestos durante un plazo determinado.  

    Artículo 12  
No se podrá hacer obligatoria la 

comparecencia personal del consumidor o usuario 
para realizar cobros, pagos o trámites similares.  

 CAPÍTULO IV  
Derecho a la información  
    Artículo 13  
1. Los bienes, productos y, en su caso, los 

servicios puestos a disposición de los consumidores 
y usuarios deberán incorporar, llevar consigo o 
permitir de forma cierta y objetiva una información 
veraz, eficaz y suficiente sobre sus características 
esenciales, y al menos sobre las siguientes:  

a) Origen, naturaleza, composición y 
finalidad.  
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b) Aditivos autorizados que, en su caso, 
lleven incorporados.  

c) Calidad, cantidad, categoría o 
denominación usual o comercial si la tienen.  

d) Precio completo o presupuesto, en su 
caso, y condiciones jurídicas y económicas de 
adquisición o utilización, indicando con claridad y 
de manera diferenciada el precio del producto o 
servicio y el importe de los incrementos o 
descuentos en su caso, y de los costes adicionales 
por servicios, accesorios, financiación, 
aplazamiento o similares.  

e) Fecha de producción o suministro, plazo 
recomendado para el uso o consumo o fecha de 
caducidad.  

f) Instrucciones o indicaciones para su 
correcto uso o consumo, advertencias y riesgos 
previsibles.  

2. Las exigencias concretas en esta materia 
se determinarán en los Reglamentos de 
etiquetado, presentación y publicidad de los 
productos o servicios, en las reglamentaciones o 
normativas especiales aplicables en cada caso, 
para garantizar siempre el derecho de los 
consumidores y usuarios a una información cierta, 
eficaz, veraz y objetiva. En el caso de viviendas 
cuya primera transmisión se efectúe después de la 
entrada en vigor de esta Ley, se facilitará además 
al comprador una documentación completa 
suscrita por el vendedor, en la que se defina, en 
planta a escala, la vivienda y el trazado de todas 
las instalaciones, así como los materiales 
empleados en su construcción, en especial 
aquellos a los que el usuario no tenga acceso 
directo.  

    Artículo 14  
1. Las oficinas y servicios de información al 

consumidor o usuario tendrán las siguientes 
funciones:  

a) La información, ayuda y orientación a los 
consumidores y usuarios para el adecuado 
ejercicio de sus derechos.  

b) La indicación de las direcciones y 
principales funciones de otros centros, públicos o 
privados, de interés para el consumidor o usuario.  

c) La recepción, registro y acuse de recibo 
de quejas y reclamaciones de los consumidores o 
usuarios y su remisión a las Entidades y Organismos 
correspondientes.  

d) En general la atención, defensa y 
protección de los consumidores y usuarios, de 
acuerdo con lo establecido en esta Ley y 
disposiciones que la desarrollen.  

2. Las oficinas de información de titularidad 
pública, sin perjuicio de las que verifiquen las 
organizaciones de consumidores y usuarios, podrán 
realizar tareas de educación y formación en 
materia de consumo y apoyar y servir de sede al 
sistema arbitral previsto en el artículo 31.  

3. Queda prohibida toda forma de 
publicidad expresa o encubierta en las oficinas de 
información.  

    Artículo 15  
De acuerdo con su ámbito y su carácter 

general o especializado, las oficinas de 
información al consumidor o usuario de titularidad 
pública podrán recabar información directamente 
de los Organismos públicos.  

Tendrán obligación de facilitar a los 
consumidores y usuarios, como mínimo los 
siguientes datos:  

1. Referencia sobre la autorización y registro 
de productos o servicios.  

2. Productos o servicios que se encuentran 
suspendidos, retirados o prohibidos expresamente 
por su riesgo o peligrosidad para la salud o 
seguridad de las personas.  

3. Sanciones firmes, impuestas por 
infracciones relacionadas con los derechos de los 
consumidores y usuarios. Esta información se 
facilitará en los casos, forma y plazos que 
reglamentariamente se establezca.  

4. Regulación de precios y condiciones de 
los productos y servicios de uso o consumo común, 
ordinario y generalizado.  

    Artículo 16  
1. Las oficinas de información al consumidor 

o usuario de titularidad pública podrán facilitar los 
resultados de los estudios, ensayos, análisis o 
controles de calidad realizados, conforme a las 
normas que reglamentariamente se determinen, 
en Centros públicos o privados oficialmente 
reconocidos, y dichos resultados podrán ser 
reproducidos en los medios de comunicación en 
los siguientes casos:  

a) Cuando, previa iniciativa de la 
Administración, exista conformidad expresa de la 
persona, Empresa o Entidad que suministra los 
correspondientes productos o servicios.  

b) Cuando dichos resultados hayan servido 
de base a los supuestos 2 y 3 del artículo 15.  

c) Cuando reflejen defectos o excesos que 
superen los índices o márgenes de tolerancia 
reglamentariamente establecidos y se haya 
facilitado su comprobación como garantía para 
los interesados o éstos hayan renunciado a la 
misma.  

d) Cuando reflejen datos sobre composición, 
calidad, presentación, etc., dentro de los índices o 
márgenes de tolerancia reglamentariamente 
establecidos.  

e) Cuando se trate de campañas o 
actuaciones programadas de control de calidad y 
se hagan constar sus condiciones de amplitud, 
extensión, precisión, comprobación y objetividad.  

2. En los supuestos a que se refieren las letras 
a), c) y d) del apartado anterior, la Administración 
titular de la oficina de información al consumidor, 
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oirá, antes de autorizar la publicación de los 
resultados de los estudios, ensayos, análisis o 
controles de calidad, y por plazo de diez días, a los 
fabricantes o productores implicados.  

    Artículo 17  
Los medios de comunicación social de 

titularidad pública dedicarán espacios y 
programas, no publicitarios, a la información y 
educación de los consumidores o usuarios. En tales 
espacios y programas, de acuerdo con su 
contenido y finalidad, sé facilitará el acceso o 
participación de las asociaciones de consumidores 
y usuarios y demás grupos o sectores interesados, 
en la forma que reglamentariamente se determine 
por los poderes públicos competentes en la 
materia.  

 CAPÍTULO V  
Derecho a la educación y formación en 

materia de consumo  
    Artículo 18  
1. La educación y formación de los 

consumidores y usuarios tendrá como objetivos:  
a) Promover la mayor libertad y racionalidad 

en el consumo de bienes y la utilización de 
servicios.  

b) Facilitar la comprensión y utilización de la 
información a que se refiere el capítulo IV.  

c) Difundir el conocimiento de los derechos y 
deberes del consumidor o usuario y las formas más 
adecuadas para ejercerlos.  

d) Fomentar la prevención de riesgos que 
puedan derivarse del consumo de productos o de 
la utilización de servicios.  

e) Adecuar las pautas de consumo a una 
utilización racional de los recursos naturales.  

f) Iniciar y potenciar la formación de los 
educadores en este campo.  

2. Para la consecución de los objetivos 
previstos en el número anterior, el sistema 
educativo incorporará los contenidos en materia 
de consumo adecuados a la formación de los 
alumnos.  

    Artículo 19  
Se fomentará la formación continuada del 

personal de los Organismos, Corporaciones y 
Entidades, públicos y privados, relacionados con la 
aplicación de esta Ley, especialmente de quienes 
desarrollen funciones de ordenación, inspección, 
control de calidad e información.  

 
 CAPÍTULO VI 
Derecho de representación, consulta y 

participación  
    Artículo 20  
1. Las Asociaciones de consumidores y 

usuarios se constituirán con arreglo a la Ley de 
Asociaciones y tendrán como finalidad la defensa 
de los intereses, incluyendo la información y 
educación de los consumidores y usuarios, bien 

sea con carácter general, bien en relación con 
productos o servicios determinados; podrán ser 
declarados de utilidad pública, integrarse en 
agrupaciones y federaciones de idénticos fines, 
percibir ayudas y subvenciones, representar a sus 
asociados y ejercer las correspondientes acciones 
en defensa de los mismos, de la asociación o de 
los intereses generales de los consumidores y 
usuarios, y disfrutarán del beneficio de justicia 
gratuita en los casos a que se refiere el artículo 2.2. 
Su organización y funcionamiento serán 
democráticos.  

2. También se considerarán Asociaciones de 
consumidores y usuarios las Entidades constituidas 
por consumidores con arreglo a la legislación 
cooperativa, entre cuyos fines figure, 
necesariamente la educación y formación de sus 
socios y estén obligados a constituir un fondo con 
tal objeto, según su legislación específica.  

3. Para poder gozar de cualquier beneficio 
que les otorgue la presente Ley y disposiciones 
reglamentarias y concordantes deberán figurar 
inscritas en un libro registro, que se llevará en el 
Ministerio de Sanidad y Consumo, y reunir las 
condiciones y requisitos que reglamentariamente 
se establezcan para cada tipo de beneficio.  

En la determinación reglamentaria de las 
condiciones y requisitos se tendrán en cuenta, 
entre otros, criterios de implantación territorial, 
número de asociados y programas de actividades 
a desarrollar.  

    Artículo 21  
No podrán disfrutar de los beneficios 

reconocidos en esta Ley las Asociaciones en que 
concurra alguna de las siguientes circunstancias:  

a) Incluir como asociados a personas 
jurídicas con ánimo de lucro.  

b) Percibir ayudas o subvenciones de las 
Empresas o agrupaciones de Empresas que 
suministran bienes, productos o servicios a los 
consumidores o usuarios.  

c) Realizar publicidad comercial o no 
meramente informativa de bienes, productos o 
servicios.  

d) Dedicarse a actividades distintas de la 
defensa de los intereses de los consumidores o 
usuarios, salvo lo previsto en el segundo párrafo del 
artículo anterior.  

e) Actuar con manifiesta temeridad, 
judicialmente apreciada.  

    Artículo 22  
1. Las Asociaciones de consumidores y 

usuarios serán oídas, en consulta, en el 
procedimiento de elaboración de las disposiciones 
de carácter general relativas a materias que 
afecten directamente a los consumidores o 
usuarios.  

2. Será preceptiva su audiencia en los 
siguientes casos:  
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a) Reglamentos de aplicación de esta Ley.  
b) Reglamentaciones sobre productos o 

servicios de uso y consumo.  
c) Ordenación del mercado interior y 

disciplina del mercado.  
d) Precios y tarifas de servicios, en cuanto 

afecten directamente a los consumidores o 
usuarios, y se encuentren legalmente sujetos a 
control de las Administraciones públicas.  

e) Condiciones generales de los contratos 
de Empresas que prestan servicios públicos en 
régimen de monopolio.  

f) En los casos en que una Ley así lo 
establezca.  

3. Las Asociaciones empresariales serán 
oídas en consulta en el procedimiento de 
elaboración de las disposiciones de carácter 
general relativas a materias que les afecten 
directamente.  

Será preceptiva su audiencia en los 
supuestos contenidos en los apartados a), b), c) y 
f) del apartado anterior.  

4. Se entenderá cumplido dicho trámite 
preceptivo de audiencia cuando las Asociaciones 
citadas se encuentren representadas en los 
órganos colegiados que participen en la 
elaboración de la disposición. En los demás casos, 
la notificación o comunicación se dirigirá a la 
federación o agrupación empresarial 
correspondiente y al Consejo a que se refiere el 
número siguiente.  

5. Como órgano de representación y 
consulta a nivel nacional, el Gobierno determinará 
la composición y funciones de un Consejo, 
integrado por representantes de las Asociaciones a 
que se refiere el artículo 20.  

6. La Administración fomentará la 
colaboración entre organizaciones de 
consumidores y de empresarios.  

 CAPÍTULO VII  
Situaciones de inferioridad, subordinación o 

indefensión  
    Artículo 23  
Los poderes públicos y, concretamente, los 

órganos y servicios de las Administraciones públicas 
competentes en materia de consumo, adoptarán 
o promoverán las medidas adecuadas para suplir 
o equilibrar las situaciones de inferioridad, 
subordinación o indefensión en que pueda 
encontrarse, individual o colectivamente, el 
consumidor o usuario. Sin perjuicio de las que en 
cada caso procedan, se promoverán las 
siguientes:  

a) Organización y funcionamiento de las 
oficinas y servicios de información a que se refiere 
el artículo 14.  

b) Campañas de orientación del consumo, 
generales o selectivas, dirigidas a las zonas 
geográficas o grupos sociales más afectados.  

c) Campañas o actuaciones programadas 
de control de calidad, con mención expresa de las 
personas, Empresas o Entidades que, previa y 
voluntariamente, se hayan incorporado.  

d) Análisis comparativo de los términos, 
condiciones, garantías, repuestos y servicios de 
mantenimiento o reparación de los bienes o 
servicios de consumo duradero, todo ello de 
acuerdo con la regulación correspondiente sobre 
práctica de tales análisis que garantice los 
derechos de las partes afectadas.  

e) Análisis de las reclamaciones o quejas y, 
en general, de todas aquellas actuaciones de 
personas o Entidades, públicas o privadas, que 
impliquen:  

1. Obligaciones innecesarias o abusivas de 
cumplimentar impresos, verificar cálculos y aportar 
datos en beneficio exclusivo de la Entidad 
correspondiente.  

2. Trámites, documentos o mediaciones sin 
utilidad para el consumidor o usuario o a costes 
desproporcionados.  

3. Esperas, permanencias excesivas o 
circunstancias lesivas para la dignidad de las 
personas.  

4. Limitaciones abusivas de controles, 
garantías, repuestos o reparaciones.  

5. Dudas razonables sobre la calidad o 
idoneidad del producto o servicio.  

6. Otros supuestos similares.  
Los resultados de estos estudios o análisis 

podrán ser hechos públicos, conforme a lo 
establecido en el capítulo IV.  

f) Otorgamiento de premios, menciones o 
recompensas a las personas, Empresas o Entidades 
que se distingan en el respeto, defensa y ayuda al 
consumidor, faciliten los controles de calidad y 
eviten obligaciones, trámites y costes innecesarios.  

Los poderes públicos asimismo velarán por 
exactitud en el peso y medida de los bienes y 
productos, la transparencia de los precios y las 
condiciones de los servicios postventa de los bienes 
duraderos.  

    Artículo 24  
En los supuestos más graves de ignorancia, 

negligencia o fraude que determinen una agresión 
indiscriminada a los consumidores o usuarios, el 
Gobierno podrá constituir un órgano excepcional 
que, con participación de representantes de las 
Comunidades Autónomas afectadas, asumirá, con 
carácter temporal, los poderes administrativos que 
se le encomienden para garantizar la salud y 
seguridad de las personas, sus intereses 
económicos, sociales y humanos, la reparación de 
los daños sufridos, la exigencia de 
responsabilidades y la publicación de los 
resultados. 

 CAPÍTULO VIII  
Garantías y responsabilidades  
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    Artículo 25  
El consumidor y el usuario tienen derecho a 

ser indemnizados por los daños y perjuicios 
demostrados que el consumo de bienes o la 
utilización de productos o servicios les irroguen 
salvo que aquellos daños y perjuicios estén 
causados por su culpa exclusiva o por la de las 
personas de las que deba responder civilmente.  

    Artículo 26  
Las acciones u omisiones de quienes 

producen, importan, suministran o facilitan 
productos o servicios a los consumidores o usuarios, 
determinantes de daños o perjuicios a los mismos, 
darán lugar a la responsabilidad de aquéllos, a 
menos que conste o se acredite que se han 
cumplido debidamente las exigencias y requisitos 
reglamentariamente establecidos y los demás 
cuidados y diligencias que exige la naturaleza del 
producto, servicio o actividad.  

    Artículo 27  
1. Con carácter general, y sin perjuicio de lo 

que resulte más favorable al consumidor o usuario, 
en virtud de otras disposiciones o acuerdos 
convencionales, regirán los siguientes criterios en 
materia de responsabilidad:  

a) El fabricante, importador, vendedor o 
suministrador de productos o servicios a los 
consumidores o usuarios, responde del origen, 
identidad e idoneidad de los mismos, de acuerdo 
con su naturaleza y finalidad y con las normas que 
los regulan.  

b) En el caso de productos a granel 
responde el tenedor de los mismos, sin perjuicio de 
que se pueda identificar y probar la 
responsabilidad del anterior tenedor o proveedor.  

c) En el supuesto de productos envasados, 
etiquetados y cerrados con cierre íntegro, 
responde la firma o razón social que figure en su 
etiqueta, presentación o publicidad. Podrá 
eximirse de esa responsabilidad probando su 
falsificación o incorrecta manipulación por 
terceros, que serán los responsables.  

2. Si a la producción de daños concurrieren 
varias personas, responderán solidariamente ante 
los perjudicados. El que pagare al perjudicado 
tendrá derecho a repetir de los otros responsables, 
según su participación en la causación de los 
daños.  

    Artículo 28  
1. No obstante lo dispuesto en los artículos 

anteriores, se responderá de los daños originados 
en el correcto uso y consumo de bienes y servicios, 
cuando por su propia naturaleza o estar así 
reglamentariamente establecido, incluyan 
necesariamente la garantía de niveles 
determinados de pureza, eficacia o seguridad, en 
condiciones objetivas de determinación y 
supongan controles técnicos, profesionales o 

sistemáticos de calidad, hasta llegar en debidas 
condiciones al consumidor o usuario.  

2. En todo caso, se consideran sometidos a 
este régimen de responsabilidad los productos 
alimenticios, los de higiene y limpieza, cosméticos, 
especialidades y productos farmacéuticos, 
servicios sanitarios, de gas y electricidad, 
electrodomésticos y ascensores, medios de 
transporte, vehículos a motor y juguetes y 
productos dirigidos a los niños.  

3. Sin perjuicio de lo establecido en otras 
disposiciones legales, las responsabilidades 
derivadas de este artículo tendrán como límite la 
cuantía de 500 millones de pesetas. Esta cantidad 
deberá ser revisada y actualizada periódicamente 
por el Gobierno, teniendo en cuenta la variación 
de los índices de precios al consumo.  

    Artículo 29  
1. El consumidor o usuario tiene derecho a 

una compensación, sobre la cuantía de la 
indemnización, por los daños contractuales y 
extracontractuales durante el tiempo que 
transcurra desde la declaración judicial de 
responsabilidad hasta su pago efectivo.  

2. Dicha compensación se determinará 
según lo establecido en la Ley de Enjuiciamiento 
Civil.  

    Artículo 30  
El Gobierno, previa audiencia de los 

interesados y de las Asociaciones de consumidores 
y usuarios, podrá establecer un sistema de seguro 
obligatorio de responsabilidad civil derivada de los 
daños causados por productos o servicios 
defectuosos y un fondo de garantía que cubra, 
total o parcialmente, los daños consistentes en 
muerte, intoxicación y lesiones personales.  

    Artículo 31  
1. Previa audiencia de los sectores 

interesados y de las Asociaciones de consumidores 
y usuarios, el Gobierno establecerá un sistema 
arbitral que, sin formalidades especiales, atienda y 
resuelva con carácter vinculante y ejecutivo para 
ambas partes las quejas o reclamaciones de los 
consumidores o usuarios, siempre que no concurra 
intoxicación, lesión o muerte, ni existan indicios 
racionales de delito, todo ello sin perjuicio de la 
protección administrativa y de la judicial, de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 24 de la 
Constitución.  

2. El sometimiento de las partes al sistema 
arbitral será voluntario y deberá constar 
expresamente por escrito.  

3. Los órganos de arbitraje estarán 
integrados por representantes de los sectores 
interesados, de las organizaciones de 
consumidores y usuarios y de las Administraciones 
públicas dentro del ámbito de sus competencias.  

4. Quedarán sin efecto los convenios 
arbitrales y las ofertas públicas de sometimiento al 
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arbitraje de consumo formalizados por quienes 
sean declarados en concurso de acreedores. a tal 
fin, el auto de declaración de concurso será 
notificado al órgano a través del cual se hubiere 
formalizado el convenio y a la Junta Arbitral 
Nacional, quedando desde ese momento el 
deudor concursado excluido a todos los efectos 
del sistema arbitral de consumo. 

[El apartado 4 de este artículo ha sido 
añadido por la Ley 22/2003, de 9 de julio, concursal 
(BOE núm. 164, de 10-07-2003, pp. 26905-26965)] 

 CAPÍTULO IX  
Infracciones y sanciones  
    Artículo 32  
1. Las infracciones en materia de consumo 

serán objeto de las sanciones administrativas 
correspondientes, previa instrucción del oportuno 
expediente, sin perjuicio de las responsabilidades 
civiles, penales o de otro orden que puedan 
concurrir.  

2. La instrucción de causa penal ante los 
Tribunales de Justicia suspenderá la tramitación del 
expediente administrativo sancionador que 
hubiera sido incoado por los mismos hechos, y en 
su caso la eficacia de los actos administrativos de 
imposición de sanción. Las medidas administrativas 
que hubieran sido adoptadas para salvaguardar la 
salud y seguridad de las personas se mantendrán 
en tanto la autoridad judicial se pronuncie sobre 
las mismas.  

    Artículo 33  
En ningún caso se producirá una doble 

sanción por los mismos hechos y en función de los 
mismos intereses públicos protegidos, si bien 
deberán exigirse las demás responsabilidades que 
se deduzcan de otros hechos o infracciones 
concurrentes.  

    Artículo 34  
Se consideran infracciones en materia de 

defensa de los consumidores y usuarios:  
1. El incumplimiento de los requisitos, 

condiciones, obligaciones o prohibiciones de 
naturaleza sanitaria.  

2. Las acciones u omisiones que produzcan 
riesgos o daños efectivos para la salud de los 
consumidores o usuarios, ya sea en forma 
consciente o deliberada, ya por abandono de la 
diligencia y precauciones exigibles en la actividad, 
servicio o instalación de que se trate.  

3. El incumplimiento o transgresión de los 
requerimientos previos que concretamente 
formulen las autoridades sanitarias para situaciones 
específicas, al objeto de evitar contaminaciones o 
circunstancias nocivas de otro tipo que puedan 
resultar gravemente perjudiciales para la salud 
pública.  

4. La alteración, adulteración o fraude en 
bienes o servicios susceptibles de consumo por 
adición o sustracción de cualquier sustancia o 

elemento, alteración de su composición o calidad, 
incumplimiento de las condiciones que 
correspondan a su naturaleza o la garantía, 
arreglo o reparación de bienes duraderos y en 
general cualquier situación que induzca a engaño 
o confusión o que impida reconocer la verdadera 
naturaleza del producto o servicio.  

5. El incumplimiento de las normas 
reguladoras de precios, la imposición injustificada 
de condiciones sobre prestaciones no solicitadas o 
cantidades mínimas o cualquier otro tipo de 
intervención o actuación ilícita que suponga un 
incremento de los precios o márgenes 
comerciales.  

6. El incumplimiento de las normas relativas a 
registro, normalización o tipificación, etiquetado, 
envasado y publicidad de bienes y servicios.  

7. El incumplimiento de las disposiciones 
sobre seguridad en cuanto afecten o puedan 
suponer un riesgo para el usuario o consumidor.  

8. La obstrucción o negativa a suministrar 
datos o a facilitar las funciones de información, 
vigilancia o inspección.  

9. La introducción de cláusulas abusivas en 
los contratos.  

10. En general, el incumplimiento de los 
requisitos, obligaciones o prohibiciones 
establecidas en esta Ley y disposiciones que la 
desarrollen.  

    Artículo 35  
Las infracciones se calificarán como leves, 

graves y muy graves atendiendo a los criterios de 
riesgo para la salud, posición en el mercado del 
infractor, cuantía del beneficio obtenido, grado de 
intencionalidad, gravedad de la alteración social 
producida, generalización de la infracción y la 
reincidencia.  

    Artículo 36  
1. Las infracciones en materia de defensa de 

los consumidores y usuarios serán sancionadas con 
multa de acuerdo con la siguiente graduación:  

- Infracciones leves, hasta 500.000 pesetas.  
- Infracciones graves, hasta 2.500.000 

pesetas, pudiendo rebasar dicha cantidad hasta 
alcanzar el quíntuplo del valor de los productos o 
servicios objeto de la infracción.  

- Infracciones muy graves, hasta 100.000.000 
de pesetas, pudiendo rebasar dicha cantidad 
hasta alcanzar el quíntuplo del valor de los 
productos o servicios objeto de la infracción.  

2. En los supuestos de infracciones muy 
graves, el Consejo de Ministros podrá acordar el 
cierre temporal del establecimiento, instalación o 
servicio por un plazo máximo de cinco años. En tal 
caso, será de aplicación lo prevenido en el artículo 
57.4 de la Ley 8/1980, de 10 de marzo por la que se 
aprueba el Estatuto de los Trabajadores.  

3. Las cuantías señaladas anteriormente 
deberán ser revisadas y actualizadas 
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periódicamente por el Gobierno, teniendo en 
cuenta la variación de los índices de precios al 
consumo.  

    Artículo 37  
No tendrán carácter de sanción la clausura 

o cierre de establecimientos, instalaciones o 
servicios que no cuenten con las autorizaciones o 
registros sanitarios preceptivos, o la suspensión de 
su funcionamiento hasta tanto se rectifiquen los 
defectos o se cumplan los requisitos exigidos por 
razones de sanidad, higiene o seguridad, ni la 
retirada del mercado precautoria o definitiva de 
productos o servicios por las mismas razones.  

    Artículo 38  
La autoridad a que corresponda resolver el 

expediente podrá acordar, como sanción 
accesoria, el decomiso de la mercancía 
adulterada, deteriorada, falsificada, fraudulenta, 
no identificada o que pueda entrañar riesgo para 
el consumidor.  

Los gastos de transporte, distribución, 
destrucción, etc., de la mercancía señalada en el 
párrafo anterior, serán por cuenta del infractor.  

 CAPÍTULO X  
Competencias  
    Artículo 39  
Corresponderá a la Administración del 

Estado promover y desarrollar la protección y 
defensa de los consumidores y usuarios, 
especialmente en los siguientes aspectos:  

1. Elaborar y aprobar el Reglamento General 
de esta Ley, las Reglamentaciones Técnico-
Sanitarias, los Reglamentos sobre etiquetado, 
presentación y publicidad, la ordenación sobre 
aditivos y las demás disposiciones de general 
aplicación en todo el territorio español. Asimismo, 
la aprobación o propuesta, en su caso, de las 
disposiciones que regulen los productos a que se 
refiere el artículo 5.1.  

El Reglamento General de la Ley 
determinará, en todo caso, los productos o 
servicios a que se refieren los artículos 2.2 y 5.1 de 
esta Ley, los casos, plazos y formas de publicidad 
de las sanciones, el régimen sancionador, los 
supuestos de concurrencia de dos o más 
Administraciones públicas y la colaboración y 
coordinación entre las mismas.  

Lo dispuesto en este número se entiende sin 
perjuicio de las potestades normativas que 
corresponden a las Comunidades Autónomas de 
acuerdo con sus respectivos Estatutos.  

2. Apoyar y, en su caso, subvencionar las 
asociaciones de consumidores y usuarios.  

3. Apoyar la actuación de las autoridades y 
corporaciones locales y de las Comunidades 
Autónomas, especialmente en los casos a que se 
refieren los apartados 3 y 5 del artículo 41.  

4. Promover la actuación de las demás 
Administraciones públicas y, en caso de necesidad 

o urgencia, adoptar cuantas medidas sean 
convenientes para proteger y defender los 
derechos de los consumidores o usuarios, 
especialmente en lo que hace referencia a su 
salud y seguridad.  

5. Ejercer la potestad sancionadora con el 
alcance que se determine en sus normas 
reguladoras.  

6. En general, adoptar en el ámbito de sus 
competencias cuantas medidas sean necesarias 
para el debido cumplimiento de lo establecido en 
esta Ley.  

    Artículo 40  
Corresponderá a las Comunidades 

Autónomas promover y desarrollar la protección y 
defensa de los consumidores o usuarios, de 
acuerdo con lo establecido en sus respectivos 
Estatutos y, en su caso, en las correspondientes 
Leyes Orgánicas complementarias de 
transferencia de competencias.  

[Artículo declarado inconstitucional por la 
STC 15/1989, de 26 de enero].  

    Artículo 41  
Corresponderá a las autoridades y 

Corporaciones locales promover y desarrollar la 
protección y defensa de los consumidores y 
usuarios en el ámbito de sus competencias y de 
acuerdo con la legislación estatal y, en su caso, de 
las Comunidades Autónomas, y especialmente en 
los siguientes aspectos:  

1. La información y educación de los 
consumidores y usuarios, estableciendo las oficinas 
y servicios correspondientes, de acuerdo con las 
necesidades de cada localidad.  

2. La inspección de los productos y servicios 
a que se refiere el artículo 28.2 para comprobar su 
origen e identidad, el cumplimiento de la 
normativa vigente en materia de precios, 
etiquetado, presentación y publicidad y los demás 
requisitos o signos externos que hacen referencia a 
sus condiciones de higiene, sanidad y seguridad.  

3. La realización directa de la inspección 
técnica o técnico-sanitaria y de los 
correspondientes controles y análisis, en la medida 
en que cuenten con medios para su realización, o 
promoviendo, colaborando o facilitando su 
realización por otras Entidades y Organismos.  

4. Apoyar y fomentar las asociaciones de 
consumidores y usuarios.  

5. Adoptar las medidas urgentes y requerir las 
colaboraciones precisas en los supuestos de crisis o 
emergencias que afecten a la salud o seguridad 
de los consumidores o usuarios.  

6. Ejercer la potestad sancionadora con el 
alcance que se determine en sus normas 
reguladoras.  

 Disposición adicional primera. Cláusulas 
abusivas.  
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A los efectos previstos en el artículo 10 bis, 
tendrán el carácter de abusivas al menos las 
cláusulas o estipulaciones siguientes:  

I. Vinculación del contrato a la voluntad del 
profesional.  

1.ª Las cláusulas que reserven al profesional 
que contrata con el consumidor un plazo 
excesivamente largo o insuficientemente 
determinado para aceptar o rechazar una oferta 
contractual o satisfacer la prestación debida, así 
como las que prevean la prórroga automática de 
un contrato de duración determinada si el 
consumidor no se manifiesta en contra, fijando una 
fecha límite que no permita de manera efectiva al 
consumidor manifestar su voluntad de no 
prorrogarlo.  

2.ª La reserva a favor del profesional de 
facultades de interpretación o modificación 
unilateral del contrato sin motivos válidos 
especificados en el mismo, así como la de resolver 
anticipadamente un contrato con plazo 
determinado si al consumidor no se le reconoce la 
misma facultad o la de resolver en un plazo 
desproporcionadamente breve o si previa 
notificación con antelación razonable un contrato 
por tiempo indefinido, salvo por incumplimiento del 
contrato o por motivos graves que alteren las 
circunstancias que motivaron la celebración del 
mismo.  

En los contratos referidos a servicios 
financieros lo establecido en el párrafo anterior se 
entenderá sin perjuicio de las cláusulas por las que 
el prestador de servicios se reserve la facultad de 
modificar sin previo aviso el tipo de interés 
adeudado por el consumidor o al consumidor, así 
como el importe de otros gastos relacionados con 
los servicios financieros, cuando aquéllos se 
encuentren adaptados a un índice, siempre que se 
trate de índices legales y se describa el modo de 
variación del tipo, o en otros casos de razón válida, 
a condición de que el profesional esté obligado a 
informar de ello en el más breve plazo a los otros 
contratantes y éstos puedan resolver 
inmediatamente el contrato. Igualmente podrán 
modificarse unilateralmente las condiciones de un 
contrato de duración indeterminada, siempre que 
el prestador de servicios financiero esté obligado a 
informar al consumidor can antelación razonable y 
éste tenga la facultad de resolver el contrato, o, en 
su caso, rescindir unilateralmente sin previo aviso 
en el supuesto de razón válida, a condición de que 
el profesional informe de ello inmediatamente a los 
demás contratantes.  

3.ª La vinculación incondicionada del 
consumidor al contrato aun cuando el profesional 
no hubiera cumplido con sus obligaciones, o la 
imposición de una indemnización 
desproporcionadamente alta, al consumidor que 
no cumpla sus obligaciones.  

4.ª La supeditación a una condición cuya 
realización dependa únicamente de la voluntad 
del profesional para el cumplimiento de las 
prestaciones, cuando al consumidor se le haya 
exigido un compromiso firme.  

5.ª La consignación de fechas de entrega 
meramente indicativas condicionadas a la 
voluntad del profesional.  

6.ª La exclusión o limitación de la obligación 
del profesional de respetar los acuerdos o 
compromisos adquiridos por sus mandatarios o 
representantes o supeditar sus compromisos al 
cumplimiento de determinadas formalidades.  

7.ª La estipulación del precio en el momento 
de la entrega del bien o servicio, o la facultad del 
profesional para aumentar el precio final sobre el 
convenido, sin que en ambos casos existan razones 
objetivas o sin reconocer al consumidor el derecho 
a rescindir el contrato si el precio final resultare muy 
superior al inicialmente estipulado.  

Lo establecido en el párrafo anterior se 
entenderá sin perjuicio de la adaptación de 
precios a un índice, siempre que sean legales y 
que en ellos se describa explícitamente el modo 
de variación del precio.  

8.ª La concesión al profesional del derecho a 
determinar si el bien o servicio se ajusta a lo 
estipulado en el contrato.  

II. Privación de derechos básicos del 
consumidor.  

9.ª La exclusión o limitación de forma 
inadecuada de los derechos legales del 
consumidor por incumplimiento total o parcial o 
cumplimiento defectuoso del profesional.  

En particular las cláusulas que modifiquen, 
en perjuicio del consumidor, las normas legales 
sobre vicios ocultos, salvo que se limiten a 
reemplazar la obligación de saneamiento por la 
de reparación o sustitución de la cosa objeto del 
contrato, siempre que no conlleve dicha 
reparación o sustitución gasto alguno para el 
consumidor y no excluyan o limiten los derechos de 
éste a la indemnización de los daños y perjuicios 
ocasionados por los vicios y al saneamiento 
conforme a las normas legales en el caso de que 
la reparación o sustitución no fueran posibles o 
resultasen insatisfactorias.  

10. La exclusión o limitación de 
responsabilidad del profesional en el cumplimiento 
del contrato, por los daños o por la muerte o 
lesiones causados al consumidor debidos a una 
acción u omisión por parte de aquél, o la 
liberación de responsabilidad por cesión del 
contrato a tercero, sin consentimiento del deudor, 
si puede engendrar merma de las garantías de 
éste.  

11. La privación o restricción al consumidor 
de las facultades de compensación de créditos, 
así como de la de retención o consignación.  
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12. La limitación o exclusión de forma 
inadecuada de la facultad del consumidor de 
resolver el contrato por incumplimiento del 
profesional.  

13. La imposición de renuncias a la entrega 
de documento acreditativo de la operación.  

14. La imposición de renuncias o limitación 
de los derechos del consumidor.  

III. Falta de reciprocidad.  
15. La imposición de obligaciones al 

consumidor para el cumplimiento de todos sus 
deberes y contraprestaciones, aun cuando el 
profesional no hubiere cumplido los suyos.  

16. La retención de cantidades abonadas 
por el consumidor por renuncia, sin contemplar 
indemnización por una cantidad equivalente si 
renuncia el profesional.  

17. La autorización al profesional para 
rescindir el contrato discrecionalmente, si al 
consumidor no se le reconoce la misma facultad, o 
la posibilidad de que aquél se quede con las 
cantidades abonadas en concepto de 
prestaciones aún no efectuadas cuando sea él 
mismo quien rescinda el contrato  

IV. Sobre garantías.  
18. La imposición de garantías 

desproporcionadas al riesgo asumido. Se presumirá 
que no existe desproporción en los contratos de 
financiación o de garantías pactadas por 
entidades financieras que se ajusten a su 
normativa específica.  

19. La imposición de la carga de la prueba 
en perjuicio del consumidor en los casos en que 
debería corresponder a la otra parte contratante.  

V. Otras.  
20. Las declaraciones de recepción o 

conformidad sobre hechos ficticios, y las 
declaraciones de adhesión del consumidor a 
cláusulas de las cuales no ha tenido la oportunidad 
de tomar con cimiento real antes de la 
celebración del contrato.  

21. La transmisión al consumidor de las 
consecuencias económicas de errores 
administrativos o de gestión que no le sean 
imputables.  

22. La imposición al consumidor de los gastos 
de documentación y tramitación que por Ley 
imperativa corresponda al profesional. En 
particular, en la primera venta de viviendas, la 
estipulación de que el comprador ha de cargar 
con los gastos derivados de la preparación de la 
titulación que por su naturaleza correspondan al 
vendedor (obra nueva, propiedad horizontal, 
hipotecas para financiar su construcción o su 
división y cancelación).  

23. La imposición al consumidor de bienes 
servicios complementarios o accesorios no 
solicitados.  

24. Los incrementos de precio por servicios 
accesorios, financiación, aplazamientos, recargos 
por indemnización o penalizaciones que no 
correspondan a prestaciones adicionales 
susceptibles de ser aceptados o rechazados en 
cada caso expresadas con la debida claridad o 
separación.  

25. La negativa expresa al cumplimiento de 
obligaciones o prestaciones propias del productor 
o suministrador, con reenvío automático a 
procedimientos administrativos o judiciales de 
reclamación.  

26. La sumisión a arbitrajes distintos del 
consumo, salvo que se trate de órganos de 
arbitraje institucionales creados por normas legales 
para sector o un supuesto específico.  

27. La previsión de pactos de sumisión 
expresa a Juez o Tribunal distinto del que 
corresponda al domicilio del consumidor, al lugar 
del cumplimiento de la obligación o aquél en que 
se encuentre bien si fuera inmueble, así como los 
de renuncia o transacción respecto al derecho del 
consumidor a la elección de fedatario 
competente según la Ley para autorizar el 
documento público en que inicial o ulteriormente 
haya de formalizarse el contrato.  

28. La sumisión del contrato a un Derecho 
extranjero con respecto al lugar donde el 
consumidor emita su declaración negocial o 
donde el profesional desarrolle la actividad dirigida 
a la promoción de contratos de igual o similar 
naturaleza.  

29. La imposición de condiciones de crédito 
que para los descubiertos en cuenta corriente 
superen los límites que se contienen en el artículo 
19.4 de la Ley 7/1995, de 23 de marzo, de Crédito 
al Consumo.  

Las cláusulas abusivas referidas a la 
modificación unilateral de los contratos y 
resolución anticipada de los de duración 
indefinida, y al incremento del precio de bienes y 
servicios, no se aplicarán a los contratos relativos a 
valores, con independencia de su forma de 
representación, instrumentos financieros y otros 
productos y servicios cuyo precio está vinculado a 
una cotización, índice bursátil, o un tipo del 
mercado financiero que el profesional no controle, 
ni a los contratos de compraventa de divisas, 
cheques de viaje, o giros postales internacionales 
en divisas.  

Se entenderá por profesional, a los efectos 
de esta disposición adicional, la persona física o 
jurídica que actúa dentro de su actividad 
profesional, ya sea pública o privada.  

 Disposición adicional segunda. Ámbito de 
aplicación.  

Lo dispuesto en la presente Ley será de 
aplicación a todo tipo de contratos en los que 
intervengan consumidores, con las condiciones y 
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requisitos en ella establecidos, a falta de normativa 
sectorial específica, que en cualquier caso 
respetará el nivel de protección del consumidor 
previsto en aquélla.  

 Disposición adicional tercera. Acciones de 
cesación. 

1. A falta de normativa sectorial específica, 
frente a las conductas de empresarios o 
profesionales contrarias a la presente Ley que 
lesionen intereses colectivos o intereses difusos de 
los consumidores y usuarios podrá ejercitarse la 
acción de cesación. 

2. La acción de cesación se dirige a obtener 
una sentencia que condene al demandado a 
cesar en la conducta y a prohibir su reiteración 
futura. Asimismo, la acción podrá ejercerse para 
prohibir la realización de una conducta cuando 
ésta haya finalizado al tiempo de ejercitar la 
acción, si existen indicios suficientes que hagan 
temer su reiteración de modo inmediato. 

3. La legitimación para el ejercicio de esta 
acción se regirá por lo dispuesto en el artículo 11, 
apartados 2 y 3, de la Ley 1/2000, de 7 de enero, 
de Enjuiciamiento Civil. 

En cualquier caso estará legitimado el 
Ministerio Fiscal. 

[Este disposición ha sido añadida por la Ley 
39/2002, de 28 de octubre, de transposición al 
ordenamiento jurídico español de diversas 
directivas comunitarias en materia de protección 
de los intereses de los consumidores y usuarios (BOE 
núm. 259, de 29-10-2002, pp. 37922-37933)] 

  DISPOSICIONES FINALES 
 1ª Dentro de los seis meses siguientes a la 

entrada en vigor de esta Ley, el Ministerio de 
Sanidad y Consumo promoverá, en colaboración 
con las Comunidades Autónomas, un plan para el 
tratamiento informático del Registro General 
Sanitario de Alimentos y de los demás registros 
sanitarios y datos de interés general para la 
defensa del consumidor o usuario.   

 2ª A efectos de lo establecido en el Capítulo 
IX, será de aplicación el Real Decreto 1945/1983, 
de 22 de junio, sin perjuicio de sus ulteriores 
modificaciones o adaptaciones por el Gobierno.   

 3ª Dentro del año siguiente a la entrada en 
vigor de esta Ley, el Gobierno adaptará la 
estructura organizativa y las competencias del 
Instituto Nacional del Consumo y de los restantes 
órganos de la Administración del Estado con 
competencia en la materia, al contenido de la 
misma.   

 4ª El Gobierno, en el plazo de un año a partir 
de la entrada en vigor de esta Ley, aprobará el 
Reglamento o Reglamentos necesarios para su 
aplicación y desarrollo.   

 DISPOSICIÓN DEROGATORIA  
Quedan derogadas todas las disposiciones 

que se opongan a lo dispuesto en esta Ley.  

 
Ley 7/1998, de 13 de abril, sobre 
condiciones generales de la 
contratación. 

CAPÍTULO I. DISPOSICIONES GENERALES. 
(arts.1-6)  

CAPÍTULO II. NO INCORPORACIÓN Y 
NULIDAD DE DETERMINADAS CONDICIONES 
GENERALES. (arts.7-10)  

CAPÍTULO III. DEL REGISTRO DE CONDICIONES 
GENERALES DE LA CONTRATACIÓN. (art.11)  

CAPÍTULO IV. ACCIONES COLECTIVAS DE 
CESACIÓN, RETRACTACIÓN Y DECLARATIVA DE 
CONDICIONES GENERALES. (arts.12-20)  

CAPÍTULO V. PUBLICIDAD DE LAS SENTENCIAS. 
(arts.21-22)  

CAPÍTULO VI. INFORMACIÓN SOBRE 
CONDICIONES GENERALES. (art.23)  

CAPÍTULO VII. RÉGIMEN SANCIONADOR. 
(art.24)  

DISPOSICIONES ADICIONALES  
PRIMERA. Modificación de la Ley 26/1984, de 

19 de julio, General para la Defensa de los 
Consumidores y Usuarios.  

SEGUNDA. Modificación de la legislación 
hipotecaria.  

TERCERA.  
cuarta.  
DISPOSICIÓN TRANSITORIA ÚNICA. Aplicación 

y adaptación.  
DISPOSICIÓN DEROGATORIA ÚNICA.  
DISPOSICIONES FINALES  
PRIMERA. Título competencial.  
SEGUNDA. Autorizaciones.  
TERCERA. Entrada en vigor.  
 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
Preámbulo. 
La presente Ley tiene por objeto la 

transposición de la Directiva 93/13/CEE, del 
Consejo, de 5 de abril de 1993, sobre cláusulas 
abusivas en los contratos celebrados con 
consumidores, así como la regulación de las 
condiciones generales de la contratación, y se 
dicta en virtud de los títulos competenciales que la 
Constitución Española atribuye en exclusiva al 
Estado en el artículo 149.1.6 y 8, por afectar a la 
legislación mercantil y civil. 

Se ha optado por llevar a cabo la 
incorporación de la Directiva citada mediante una 
Ley de Condiciones Generales de la Contratación, 
que al mismo tiempo, a través de su disposición 
adicional primera, modifique el marco jurídico 
preexistente de protección al consumidor, 
constituido por la Ley 26/1984, de 19 de julio, 
General para la Defensa de los Consumidores y 
Usuarios. 
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La protección de la igualdad de los 
contratantes es presupuesto necesario de la 
justicia de los contenidos contractuales y 
constituye uno de los imperativos de la política 
jurídica en el ámbito de la actividad económica. 
Por ello la Ley pretende proteger los legítimos 
intereses de los consumidores y usuarios, pero 
también de cualquiera que contrate con una 
persona que utilice condiciones generales en su 
actividad contractual. 

Se pretende así distinguir lo que son cláusulas 
abusivas de lo que son condiciones generales de 
la contratación. 

Una cláusula es condición general cuando 
está predispuesta e incorporada a una pluralidad 
de contratos exclusivamente por una de las partes, 
y no tiene por qué ser abusiva. Cláusula abusiva es 
la que en contra de las exigencias de la buena fe 
causa en detrimento del consumidor un 
desequilibrio importante e injustificado de las 
obligaciones contractuales y puede tener o no el 
carácter de condición general, ya que también 
puede, darse en contratos particulares cuando no 
existe negociación individual de sus cláusulas, esto 
es, en contratos de adhesión particulares. 

Las condiciones generales de la 
contratación se pueden dar tanto en las relaciones 
de profesionales entre sí como de éstos con los 
consumidores. En uno y otro caso, se exige que las 
condiciones generales formen parte del contrato, 
sean conocidas o -en ciertos casos de 
contratación no escrita- exista posibilidad real de 
ser conocidas, y que se redacten de forma 
transparente, con claridad, concreción y sencillez. 
Pero, además, se exige, cuando se contrata con 
un consumidor, que no sean abusivas. 

El concepto de cláusula contractual abusiva 
tiene así su ámbito propio en la relación con los 
consumidores. Y puede darse tanto en condiciones 
generales como en cláusulas predispuestas para 
un contrato particular al que el consumidor se 
limita a adherirse. Es decir, siempre que no ha 
existido negociación individual. 

Esto no quiere decir que en las condiciones 
generales entre profesionales no pueda existir 
abuso de una posición dominante. Pero tal 
concepto se sujetará a las normas generales de 
nulidad contractual. Es decir, nada impide que 
también judicialmente pueda declararse la 
nulidad de una condición general que sea abusiva 
cuando sea contraria a la buena fe y cause un 
desequilibrio importante entre los derechos y 
obligaciones de las partes, incluso aunque se trate 
de contratos entre profesionales o empresarios. 
Pero habrá de tener en cuenta en cada caso las 
características específicas de la contratación entre 
empresas. 

En este sentido, sólo cuando exista un 
consumidor frente a un profesional es cuando 

operan plenamente la lista de cláusulas 
contractuales abusivas recogidas en la Ley, en 
concreto en la disposición adicional primera de la 
Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la 
Defensa de los Consumidores y Usuarios, que ahora 
se introduce. De conformidad con la Directiva 
transpuesta, el consumidor protegido será no sólo 
el destinatario final de los bienes y servicios objeto 
del contrato, sino cualquier persona que actúe 
con un propósito ajeno a su actividad profesional. 

En el artículo 10 bis y en la disposición 
adicional primera de la misma Ley, que lo 
desarrolla, se han recogido las cláusulas 
declaradas nulas por la Directiva y además las que 
con arreglo a nuestro Derecho se han considerado 
claramente abusivas. 

Con ello se ejercita la facultad del Estado 
obligado a transponer la Directiva comunitaria de 
poder incrementar el nivel de protección más allá 
de las obligaciones mínimas que aquélla impone. 

La Ley se estructura en siete capítulos, tres 
disposiciones adicionales, una disposición 
transitoria, una disposición derogatoria y tres 
disposiciones finales. 

I. El Capítulo I relativo a Disposiciones 
generales, recoge el concepto de condición 
general de la contratación basado en la 
predisposición e incorporación unilateral de las 
mismas al contrato. En su formulación se han 
tenido en cuenta orientaciones jurisprudenciales 
anteriores, las aportaciones doctrinales sobre la 
materia y los criterios utilizados por el Derecho 
comparado. 

Se regula también su ámbito de aplicación 
tanto desde un punto de vista territorial como 
objetivo, siguiendo en lo primero el criterio de 
inclusión no sólo de los contratos sometidos a la 
legislación española sino también de aquellos 
contratos en los que, aun sometidos a la legislación 
extranjera, la adhesión se ha realizado en España 
por quien tiene en su territorio la residencia o 
domicilio. En definitiva, cuando la declaración 
negocial se haya producido en territorio español 
regirá (en cuanto a las condiciones generales) la 
Ley española conforme al Convenio sobre la Ley 
aplicable a las Obligaciones Contractuales, 
abierto a la firma en Roma el 19 de junio de 1980, 
ratificado por Instrumento de 7 de mayo de 1993 
(Boletín Oficial del Estado de 19 de julio), al 
atribuirle el carácter de disposición imperativa 
(artículos 3 y 5.2 de dicho Convenio). 

Desde el punto de vista objetivo se excluyen 
ciertos contratos que por sus características 
específicas, por la materia que tratan y por la 
alienidad de la idea de predisposición contractual, 
no deben estar comprendidos en la Ley, como son 
los administrativos, los de trabajo, los de 
constitución de sociedades, los que regulen 
relaciones familiares y los sucesorios. Tampoco se 
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extiende la Ley -siguiendo el criterio de la Directiva- 
a aquellos contratos en los que las condiciones 
generales ya vengan determinadas por un 
Convenio internacional en que España sea parte o 
por una disposición legal o administrativa de 
carácter general y de aplicación obligatoria para 
los contratantes. Conforme al criterio del 
considerando décimo de la Directiva, todos estos 
supuestos de exclusión deben entenderse referidos 
no sólo al ámbito de las condiciones generales, 
sino también al de cláusulas abusivas regulados en 
la Ley 26/1984, que ahora se modifica. 

La Ley regula además en este Capítulo los 
requisitos para que la incorporación de una 
cláusula general se considere ajustada a Derecho 
y opta por la interpretación de las cláusulas 
oscuras en la forma más ventajosa para el 
adherente. 

II. El Capítulo II sanciona con nulidad las 
cláusulas generales no ajustadas a la Ley, 
determina la ineficacia por no incorporación de las 
cláusulas que no reúnan los requisitos exigidos en el 
Capítulo anterior para que puedan entenderse 
incorporadas al contrato. Esta nulidad, al igual que 
la contravención de cualquier otra norma 
imperativa o prohibitiva, podrá ser invocada, en su 
caso, por los contratantes conforme a las reglas 
generales de la nulidad contractual, sin que 
puedan confundirse tales acciones individuales 
con las acciones colectivas de cesación o 
retractación reconocidas con carácter general a 
las entidades o corporaciones legitimadas para 
ello en el Capítulo IV y que tienen un breve plazo 
de prescripción. 

III. En el Capítulo III la Ley crea un Registro de 
Condiciones Generales de la Contratación, de 
acuerdo con lo previsto en el artículo 7 de la 
Directiva y conforme a los preceptos legales de 
otros Estados miembros de la Unión Europea. 
Registro que se estima sumamente conveniente 
como medio para hacer efectivo el ejercicio de 
acciones contra las condiciones generales no 
ajustadas a la Ley. Se trata de un Registro jurídico, 
regulado por el Ministerio de Justicia, que 
aprovechará la estructura dispensada por los 
Registradores de la Propiedad y Mercantiles. Ello no 
obstante, las funciones calificadoras nunca se 
extenderán a lo que es competencia judicial, 
como es la apreciación de la nulidad de las 
cláusulas, sin perjuicio de las funciones 
estrictamente jurídicas encaminadas a la práctica 
de las anotaciones preventivas reguladas en la 
Ley, a la inscripción de las resoluciones judiciales y 
a la publicidad de las cláusulas en los términos en 
que resulten de los correspondientes asientos. La 
inscripción en éste Registro, para buscar un 
equilibrio entre seguridad jurídica y agilidad en la 
contratación, se configura como voluntaria, si bien 
legitimando ampliamente para solicitar su 

inscripción a cualquier persona o entidad 
interesada, como fórmula para permitir la 
posibilidad efectiva de un conocimiento de las 
condiciones generales. Ello no obstante, se admite 
que en sectores específicos el Ministerio de Justicia, 
a instancia de parte interesada o de oficio, y en 
propuesta conjunta con otros departamentos 
ministeriales, pueda configurar la inscripción como 
obligatoria. 

El carácter eminentemente jurídico de este 
Registro deriva de los efectos erga omnes que la 
inscripción va a atribuir a la declaración judicial de 
nulidad, los efectos prejudiciales que van a 
producir los asientos relativos a sentencias firmes en 
otros procedimientos referentes a cláusulas 
idénticas, así como del cómputo del plazo de 
prescripción de las acciones colectivas, además 
del dictamen de conciliación que tendrá que 
emitir su titular. En definitiva, el Registro de 
Condiciones Generales va a posibilitar el ejercicio 
de las acciones colectivas y a coordinar la 
actuación judicial, permitiendo que ésta sea 
uniforme y no se produzca una multiplicidad de 
procesos sobre la misma materia descoordinados y 
sin posibilidad de acumulación. 

IV. El Capítulo IV regula las acciones 
colectivas encaminadas a impedir la utilización de 
condiciones generales que sean contrarias a la 
Ley, como son la acción de cesación, dirigida a 
impedir la utilización de tales condiciones 
generales; la de retractación, dirigida a prohibir y 
retractarse de su recomendación, siempre que en 
algún momento hayan sido efectivamente 
utilizadas, y que permitirá actuar no sólo frente al 
predisponente que utilice condiciones generales 
nulas, sino también frente a las organizaciones que 
las recomienden, y la declarativa, dirigida a 
reconocer su cualidad de condición general e 
instar la inscripción de las mismas en el Registro de 
Condiciones Generales de la Contratación. Todo 
ello sin perjuicio de la posibilidad de ejercitar las, 
acciones individuales de nulidad conforme a las 
reglas comunes de la nulidad contractual o la de 
no incorporación de determinadas cláusulas 
generales. 

La Ley parte de que el control de la validez 
de las cláusulas generales tan sólo corresponde a 
Jueces y Tribunales, sin perjuicio de la publicidad 
registral de las resoluciones judiciales relativas a 
aquéllas a través del Registro regulado en el 
Capítulo III y del deber de colaboración de los 
profesionales ejercientes de funciones públicas. 

Este Capítulo IV también regula la 
legitimación activa para la interposición de las 
acciones colectivas de cesación, retractación y 
declarativa, incluyendo entre las entidades 
legitimadas a las asociaciones de consumidores y 
usuarios, aunque sin ser las únicas por ser mayor el 
campo de actuación que tiene la Ley. 
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También se regula la legitimación pasiva, el 
plazo de prescripción (considerándose suficiente a 
efectos de seguridad jurídica dos años desde la 
inscripción de las condiciones generales en el 
correspondiente Registro, sin perjuicio de su posible 
ejercicio en todo caso si no hubiera transcurrido un 
año desde que se dictase una resolución judicial 
declarativa de la nulidad de las cláusulas), las 
reglas de su tramitación y la eficacia de las 
sentencias, que podrán ser no sólo invocadas en 
otros procedimientos sino que directamente 
vincularán al Juez en otros procedimientos dirigidos 
a obtener la nulidad contractual de cláusulas 
idénticas utilizadas por el mismo predisponente. 

V. El Capítulo V regula la publicidad, por 
decisión judicial, de las sentencias de cesación o 
retractación (aunque limitando la publicidad al 
fallo y a las cláusulas afectadas para no encarecer 
el proceso) y su necesaria inscripción en el Registro 
de Condiciones Generales de la Contratación. 

VI. El Capítulo VI regula la obligación 
profesional de los Notarios y de los Registradores de 
la Propiedad y Mercantiles en orden al 
cumplimiento de esta Ley, así como de los 
Corredores de Comercio en el ámbito de sus 
respectivas competencias. 

VII. El Capítulo VII regula el régimen 
sancionador por el incumplimiento de la normativa 
sobre condiciones generales de la contratación, 
en particular la persistencia en la utilización o 
recomendación de cláusulas generales nulas. 

VIII. La disposición adicional primera de la 
Ley está dirigida a la modificación de la Ley 
26/1984, de 19 de julio, General para la Defensa de 
los Consumidores y Usuarios. 

En la línea de incremento de protección 
respecto de los mínimos establecidos en la 
Directiva, la Ley mantiene el concepto amplio de 
consumidor hasta ahora existente, abarcando 
tanto a la persona física como a la jurídica que sea 
destinataria final de los bienes y servicios, si bien 
debe entenderse incluida también -según el 
criterio de la Directiva- a toda aquella persona que 
actúe con un propósito ajeno a su actividad 
profesional aunque no fuera destinataria final de 
los bienes o servicios objeto del contrato. 

A diferencia de las condiciones generales, se 
estima procedente que también las 
Administraciones públicas queden incluidas, como 
estaban hasta ahora, en el régimen de protección 
de consumidores y usuarios frente a la utilización 
de cláusulas abusivas. 

La Ley introduce una definición de cláusula 
abusiva, añadiendo un artículo 10 bis a la Ley 
26/1984, considerando como tal la que en contra 
de las exigencias de la buena fe cause, en 
detrimento del consumidor, un desequilibrio 
importante de los derechos y obligaciones 
contractuales. 

Al mismo tiempo se añade una disposición 
adicional primera a la citada Ley 26/1984, 
haciendo una enumeración enunciativa de las 
cláusulas abusivas, extraídas en sus líneas 
generales de la Directiva, pero añadiendo 
también aquellas otras que aún sin estar previstas 
en ella se estima necesario que estén incluidas en 
el Derecho español por su carácter claramente 
abusivo. 

La regulación específica de las cláusulas 
contractuales en el ámbito de los consumidores, 
cuando no se han negociado individualmente (por 
tanto también los contratos de adhesión 
particulares), no impide que cuando tengan el 
carácter de condiciones generales se rijan 
también por los preceptos de la Ley de 
Condiciones Generales de la Contratación. 

IX. La disposición adicional segunda 
modifica la Ley Hipotecaria para acomodar las 
obligaciones profesionales de los Registradores de 
la Propiedad a la normativa sobre protección al 
consumidor y sobre condiciones generales, 
adecuando a las mismas y a la legislación sobre 
protección de datos de las labores de calificación, 
información y publicidad formal. Dentro del ámbito 
de la seguridad jurídica extrajudicial, bajo la 
autoridad suprema y salvaguardia de Jueces y 
Tribunales, las normas registrales, dirigidas a la 
actuación profesional del Registrador, dados los 
importantes efectos de los asientos que practican, 
deben acomodarse a los nuevos requerimientos 
sociales, con la garantía añadida del recurso 
gubernativo contra la calificación, que goza de la 
naturaleza jurídica de los actos de jurisdicción 
voluntaria, todo lo cual contribuirá a la 
desjudicialización de la contratación privada y del 
tráfico jurídico civil y mercantil, sobre la base de 
que la inscripción asegura los derechos, actos y 
hechos jurídicos objeto de publicidad. 

X. La disposición transitoria prevé la 
inscripción voluntaria de los contratos celebrados 
con anterioridad a la entrada en vigor de esta Ley, 
salvo que norma expresa determine la 
obligatoriedad de su inscripción en el Registro de 
Condiciones Generales de la Contratación, y ello 
sin perjuicio de la inmediata aplicación de los 
preceptos relativos a las acciones de cesación y 
retractación. 

XI. La disposición derogatoria deja sin efecto 
el punto 2 de la disposición adicional segunda de 
la Ley 36/1988, de 5 de diciembre, de Arbitraje, 
como consecuencia de la reforma del artículo 10, 
número 3, de la Ley 26/1984, de 19 de julio, 
General para la Defensa de los Consumidores y 
Usuarios. 

XII. La disposición final primera regula el título 
competencial, atribuyendo aplicación plena a los 
preceptos de la Ley por tratarse de materias 
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afectantes al Derecho civil y mercantil y por la 
regulación de un Registro jurídico estatal. 

XIII. La disposición final segunda regula la 
autorización al Gobierno para el desarrollo 
reglamentario de la Ley. 

XIV. La disposición final tercera determina la 
fecha de entrada en vigor de la Ley. 

CAPÍTULO I. 
Disposiciones generales. 
 
Artículo 1. Ámbito objetivo. 
1. Son condiciones generales de la 

contratación las cláusulas predispuestas cuya 
incorporación al contrato sea impuesta por una de 
las partes, con independencia de la autoría 
material de las mismas, de su apariencia externa, 
de su extensión y de cualesquiera otras 
circunstancias, habiendo sido redactadas con la 
finalidad de ser incorporadas a una pluralidad de 
contratos. 

2. El hecho de que ciertos elementos de una 
cláusula o que una o varias cláusulas aisladas se 
hayan negociado individualmente no excluirá la 
aplicación de esta Ley al resto del contrato si la 
apreciación global lleva a la conclusión de que se 
trata de un contrato de adhesión. 

Artículo 2. Ámbito subjetivo. 
1. La presente Ley será de aplicación a los 

contratos que contengan condiciones generales 
celebrados entre un profesional -predisponente- y 
cualquier persona física o jurídica -adherente-. 

2. A los efectos de esta Ley se entiende por 
profesional a toda persona física o jurídica que 
actúe dentro del marco de su actividad 
profesional o empresarial, ya sea pública o 
privada. 

3. El adherente podrá ser también un 
profesional, sin necesidad de que actúe en el 
marco de su actividad 

Artículo 3. Ámbito territorial. Disposiciones 
imperativas. 

La presente Ley se aplicará a las cláusulas de 
condiciones generales que formen parte de 
contratos sujetos a la legislación española. 

También se aplicará a los contratos 
sometidos a legislación extranjera cuando el 
adherente haya emitido su declaración negocial 
en territorio español y tenga en éste su residencia 
habitual, sin perjuicio de lo establecido en Tratados 
o Convenios internacionales. 

Artículo 4. Contratos excluidos. 
La presente Ley no se aplicará a los 

contratos administrativos, a los contratos de 
trabajo, a los de constitución de sociedades, a los 
que regulan relaciones familiares y a los contratos 
sucesorios. 

Tampoco será de aplicación esta Ley a las 
condiciones generales que reflejen las 
disposiciones o los principios de los Convenios 

internacionales en que el Reino de España sea 
parte, ni las que vengan reguladas 
específicamente por una disposición legal o 
administrativa de carácter general y que sean de 
aplicación obligatoria para los contratantes. 

Artículo 5. Requisitos de incorporación. 
1. Las condiciones generales pasarán a 

formar parte del contrato cuando se acepte por el 
adherente su incorporación al mismo y sea firmado 
por todos los contratantes. Todo contrato deberá 
hacer referencia a las condiciones generales 
incorporadas. 

No podrá entenderse que ha habido 
aceptación de la incorporación de las condiciones 
generales al contrato cuando el predisponente no 
haya informado expresamente al adherente 
acerca de su existencia y no le haya facilitado un 
ejemplar de las mismas. 

2.  Los adherentes podrán exigir que el 
Notario autorizante no transcriba las condiciones 
generales de la contratación en las escrituras que 
otorgue y que se deje constancia de ellas en la 
matriz, incorporándolas como anexo. En este caso 
el Notario comprobará que los adherentes tienen 
conocimiento íntegro de su contenido y que las 
aceptan. 

3. En los casos de contratación telefónica o 
electrónica será necesario que conste en los 
términos que reglamentariamente se establezcan 
la aceptación de todas y cada una de las 
cláusulas del contrato, sin necesidad de firma 
convencional. En este supuesto, se enviará 
inmediatamente al consumidor justificación escrita 
de la contratación efectuada, donde constarán 
todos los términos de la misma. 

4. La redacción de las cláusulas generales 
deberá ajustarse a los criterios de transparencia, 
claridad, concreción y sencillez. 

Artículo 6. Reglas de interpretación. 
1. Cuando exista contradicción entre las 

condiciones generales y las condiciones 
particulares específicamente previstas para ese 
contrato, prevalecerán éstas sobre aquéllas, salvo 
que las condiciones generales resulten más 
beneficiosas para el adherente que las 
condiciones particulares. 

2. Las dudas en la interpretación de las 
condiciones generales oscuras se resolverán a 
favor del adherente. 

3. Sin perjuicio de lo establecido en el 
presente artículo, y en lo no previsto en el mismo, 
serán de aplicación las disposiciones del Código 
Civil sobre la interpretación de los contratos. 

CAPÍTULO II. 
No incorporación y nulidad de determinadas 

condiciones generales. 
 
Artículo 7. No incorporación. 
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No quedarán incorporadas al contrato las 
siguientes condiciones generales: 

Las que el adherente no haya tenido 
oportunidad real de conocer de manera completa 
al tiempo de la celebración del contrato o cuando 
no hayan sido firmadas, cuando sea necesario, en 
los términos resultantes del artículo 5. 

Las que sean ilegibles, ambiguas, oscuras e 
incomprensibles, salvo, en cuanto a estas últimas, 
que hubieren sido expresamente aceptadas por 
escrito por el adherente y se ajusten a la normativa 
específica que discipline en su ámbito la necesaria 
transparencia de las cláusulas contenidas en el 
contrato. 

Artículo 8. Nulidad. 
1. Serán nulas de pleno derecho las 

condiciones generales que contradigan en 
perjuicio del adherente lo dispuesto en esta Ley o 
en cualquier otra norma imperativa o prohibitiva, 
salvo que en ellas se establezca un efecto distinto 
para el caso de contravención. 

2. En particular, serán nulas las condiciones 
generales que sean abusivas, cuando el contrato 
se haya celebrado con un consumidor, 
entendiendo por tales en todo caso las definidas 
en el artículo 10 bis y disposición adicional primera 
de la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la 
Defensa de los Consumidores y Usuarios. 

Artículo 9. Régimen aplicable. 
1. La declaración judicial de no 

incorporación al contrato o de nulidad de las 
cláusulas de condiciones generales podrá ser 
instada por el adherente de acuerdo con las 
reglas generales reguladoras de la nulidad 
contractual. 

La sentencia estimatoria, obtenida en un 
proceso incoado mediante el ejercicio de la 
acción individual de nulidad o de declaración de 
no incorporación, decretará la nulidad o no 
incorporación al contrato de las cláusulas 
generales afectadas y aclarará la eficacia del 
contrato de acuerdo con el artículo 10, o 
declarará la nulidad del propio contrato cuando la 
nulidad de aquéllas o su no incorporación afectará 
a uno de los elementos esenciales del mismo en los 
términos del artículo 1261 del Código Civil. 

3.   
Artículo 10. Efectos. 
1. La no incorporación al contrato de las 

cláusulas de las condiciones generales o la 
declaración de nulidad de las mismas no 
determinará la ineficacia total del contrato, si éste 
puede subsistir sin tales cláusulas, extremo sobre el 
que deberá pronunciarse la sentencia. 

2. La parte del contrato afectada por la no 
incorporación o por la nulidad se integrará con 
arreglo a lo dispuesto por el artículo 1258 del 
Código Civil y disposiciones en materia de 
interpretación contenidas en el mismo. 

CAPÍTULO III. 
Del registro de condiciones generales de la 

contratación. 
 
Artículo 11. Registro de Condiciones 

Generales. 
1. Se crea el Registro de Condiciones 

Generales de la Contratación, que estará a cargo 
de un Registrador de la Propiedad y Mercantil, 
conforme a las normas de provisión previstas en la 
Ley Hipotecaria. 

La organización del citado Registro se 
ajustará a las normas que se dicten 
reglamentariamente. 

2. En dicho Registro podrán inscribirse las 
cláusulas contractuales que tengan el carácter de 
condiciones generales de la contratación con 
arreglo a lo dispuesto en la presente Ley, a cuyo 
efecto se presentarán para su depósito, por 
duplicado, los ejemplares, tipo o modelos en que 
se contengan, a instancia de cualquier interesado, 
conforme a lo establecido en el apartado 8 del 
presente artículo. No obstante, el Gobierno, a 
propuesta conjunta del Ministerio de Justicia y del 
Departamento ministerial correspondiente, podrá 
imponer la inscripción obligatoria en el Registro de 
las condiciones generales en determinados 
sectores específicos de la contratación. 

3. Serán objeto de anotación preventiva la 
interposición de las demandas ordinarias de 
nulidad o de declaración de no incorporación de 
cláusulas generales, así como las acciones 
colectivas de cesación, de retractación y 
declarativa previstas en el Capítulo IV, así como las 
resoluciones judiciales que acuerden la suspensión 
cautelar de la eficacia de una condición general. 

Dichas anotaciones preventivas tendrán una 
vigencia de cuatro años a contar desde su fecha, 
siendo prorrogable hasta la terminación del 
procedimiento en virtud de mandamiento judicial 
de prórroga. 

4. Serán objeto de inscripción las ejecutorias 
en que se recojan sentencias firmes estimatorias de 
cualquiera de las acciones a que se refiere el 
apartado anterior. También, podrán ser objeto de 
inscripción, cuando se acredite suficientemente al 
Registrador, la persistencia en la utilización de 
cláusulas declaradas judicialmente nulas. 

5. El Registro de Condiciones Generales de la 
Contratación será público. 

6. Todas las personas tienen derecho a 
conocer el contenido de los asientos registrales. 

7. La publicidad de los asientos registrales se 
realizará bajo la responsabilidad y control 
profesional del Registrador. 

8. La inscripción de las condiciones 
generales podrá solicitarse: 

Por el predisponente. 
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Por el adherente y los legitimados para 
ejercer la acción colectiva, si consta la 
autorización en tal sentido del predisponente. En 
caso contrario, se estará al resultado de la acción 
declarativa. 

En caso de anotación de demanda o 
resolución judicial, en virtud del mismo 
mandamiento, que las incorporará. 

9. El Registrador extenderá, en todo caso, el 
asiento solicitado, previa, calificación de la 
concurrencia de los requisitos establecidos. 

10. Contra la actuación del Registrador 
podrán interponerse los recursos establecidos en la 
legislación hipotecaria. 

CAPÍTULO IV. 
Acciones colectivas de cesación, 

retractación y declarativa de condiciones 
generales. 

 
Artículo 12. Acciones de cesación, 

retractación y declarativa. 
1. Contra la utilización o la recomendación 

de utilización de condiciones generales que 
resulten contrarias a lo dispuesto en esta Ley, o en 
otras leyes imperativas o prohibitivas, podrán 
interponerse, respectivamente, acciones de 
cesación y retractación. 
 

2. La acción de cesación se dirige a obtener 
una sentencia que condene al demandado a 
eliminan de sus condiciones generales las que se 
reputen nulas y a abstenerse de utilizarlas en lo 
sucesivo, determinando o aclarando, cuando sea 
necesario, el contenido del contrato que ha de 
considerarse válido y eficaz. 

A la acción de cesación podrá acumularse, 
como accesoria, la de devolución de cantidades 
que se hubiesen cobrado en virtud de las 
condiciones a que afecte la sentencia y la de 
indemnización de daños y perjuicios que hubiere 
causado la aplicación de dichas condiciones. 

3. La acción de retractación tendrá por 
objeto obtener una sentencia que declare e 
imponga al demandado, sea o no el 
predisponente, el deben de retractarse de la 
recomendación que haya efectuado de utilizar las 
cláusulas de condiciones generales que se 
consideren nulas y de abstenerse de seguir 
recomendándolas en el futuro. 

4. La acción declarativa se dirigirá a obtener 
una sentencia que reconozca una cláusula como 
condición general de la contratación y ordene su 
inscripción, cuando ésta proceda conforme a lo 
previsto en el inciso final del apartado 2 del artículo 
11 de la presente Ley. 

Artículo 13. Sometimiento a dictamen de 
conciliación. 

Previamente a la interposición de las 
acciones colectivas de cesación, retractación o 

declarativa, podrán las partes someter la cuestión 
ante el Registrador de Condiciones Generales en 
el plazo de quince días hábiles sobre la 
adecuación a la Ley de las cláusulas 
controvertidas, pudiendo proponer una redacción 
alternativa a las mismas. El dictamen del 
Registrador no será vinculante. 

Artículo 14. Competencia material y 
tramitación del proceso.  

Artículo 15. Competencia territorial.  
Artículo 16. Legitimación activa.  
Las acciones previstas en el artículo 12 

podrán ser ejercitadas por las siguientes entidades: 
Las asociaciones o corporaciones de 

empresarios, profesionales y agricultores que 
estatutariamente tengan encomendada la 
defensa de los intereses de sus miembros.  

Las Cámaras de Comercio, Industria y 
Navegación.  

Las asociaciones de consumidores y usuarios 
que reúnan los requisitos establecidos en la Ley 
26/1984, de 19 de julio, General para la Defensa de 
los Consumidores y Usuarios, o, en su caso, en la 
legislación autonómica en materia de defensa de 
los consumidores.  

El Instituto Nacional del Consumo y los 
órganos o entidades correspondientes de las 
Comunidades Autónomas y de las Corporaciones 
locales competentes en materia de defensa de los 
consumidores.  

Los colegios profesionales legalmente 
constituidos.  

El Ministerio Fiscal.  
Las entidades de otros Estados miembros de 

la Comunidad Europea constituidas para la 
protección de los intereses colectivos y de los 
intereses difusos de los consumidores que estén 
habilitadas mediante su inclusión en la lista 
publicada a tal fin en el Diario Oficial de las 
Comunidades Europeas.  

Los Jueces y Tribunales aceptarán dicha lista 
como prueba de la capacidad de la entidad 
habilitada para ser parte, sin perjuicio de examinar 
si la finalidad de la misma y los intereses afectados 
legitiman el ejercicio de la acción. 

Todas las entidades citadas en este artículo 
podrán personarse en los procesos promovidos por 
otra cualquiera de ellas, si lo estiman oportuno, 
para la defensa de los intereses que representan.  

Artículo 17. Legitimación pasiva. 
1. La acción de cesación procederá contra 

cualquier profesional que utilice condiciones 
generales que se reputen nulas. 

2. La acción de retractación procederá 
contra cualquier profesional que recomiende 
públicamente la utilización de determinadas 
condiciones generales que se consideren nulas o 
manifieste de la misma manera su voluntad de 
utilizarlas en el tráfico, siempre que en alguna 
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ocasión hayan sido efectivamente utilizadas por 
algún predisponente. 

3. La acción declarativa procederá contra 
cualquier profesional que utilice las condiciones 
generales. 

4. Las acciones mencionadas en los 
apartados anteriores podrán dirigirse 
conjuntamente contra varios profesionales del 
mismo sector económico o contra sus asociaciones 
que utilicen o recomienden la utilización de 
condiciones generales idénticas que se consideren 
nulas. 

Artículo 18. Intervinientes en el proceso y 
recurso de casación.   

Artículo 19. Prescripción.  
1. Las acciones colectivas de cesación y 

retractación son, con carácter general, 
imprescriptibles. 

2. No obstante, si las condiciones generales 
se hubieran depositado en el Registro General de 
Condiciones Generales de la Contratación, dichas 
acciones prescribirán a los cinco años, 
computados a partir del día en que se hubiera 
practicado dicho depósito y siempre y cuando 
dichas condiciones generales hayan sido objeto 
de utilización efectiva. 

3. Tales acciones podrán ser ejercitadas en 
todo caso durante los cinco años siguientes a la 
declaración judicial firme de nulidad o no 
incorporación que pueda dictarse con 
posterioridad como consecuencia de la acción 
individual. 

4. La acción declarativa es imprescriptible.  
Artículo 20. Efectos de la sentencia.  
CAPÍTULO V. 
Pubicidad de las sentencias 
. 
Artículo 21. Publicación. 
El fallo de la sentencia dictada en el 

ejercicio de una acción colectiva, una vez firme, 
junto con el texto de la cláusula afectada, podrá 
publicarse por decisión judicial en el Boletín Oficial 
del Registro Mercantil o en un periódico de los de 
mayor circulación de la provincia correspondiente 
al Juzgado donde se hubiera dictado la sentencia, 
salvo que el Juez o Tribunal acuerde su publicación 
en ambos, con los gastos a cargo del demandado 
y condenado, para lo cual se le dará un plazo de 
quince días desde la notificación de la sentencia. 

Artículo 22. Inscripción en el Registro de 
Condiciones Generales. 

En todo caso en que hubiere prosperado 
una acción colectiva o una acción individual de 
nulidad o no incorporación relativa a condiciones 
generales, el Juez dictará mandamiento al titular 
del Registro de Condiciones Generales de la 
Contratación para la inscripción de la sentencia en 
el mismo. 

CAPÍTULO VI. 

Informaciones sobre condiciones generales. 
 
Artículo 23. Información. 
1. Los Notarios y Registradores de la 

Propiedad y Mercantiles advertirán en el ámbito 
de sus respectivas competencias de la 
aplicabilidad de esta Ley, tanto en sus aspectos 
generales como en cada caso concreto sometido 
a su intervención. 

2. Los Notarios, en el ejercicio profesional de 
su función pública, velarán por el cumplimiento, en 
los documentos que autoricen, de los requisitos de 
incorporación a que se refieren los artículos 5 y 7 
de esta Ley. Igualmente advertirán de la 
obligatoriedad de la inscripción de las condiciones 
generales en los casos legalmente establecidos. 

3. En todo caso, el Notario hará constar en el 
contrato el carácter de condiciones generales de 
las cláusulas que tengan esta naturaleza y que 
figuren previamente inscritas en el Registro de 
Condiciones Generales de la Contratación, o la 
manifestación en contrario de los contratantes. 

4. Los Corredores de Comercio en el ámbito 
de sus competencias, conforme a los artículos 93 y 
95 del Código de Comercio, informarán sobre la 
aplicación de esta Ley. 

CAPÍTULO VII. 
Régimen sancionador. 
 
Artículo 24. Régimen sancionador. 
La falta de inscripción de las condiciones 

generales de la contratación en el Registro 
regulado en el Capítulo III cuando sea obligatoria 
o la persistencia en la utilización o recomendación 
de condiciones generales respecto de las que ha 
prosperado una acción de cesación o 
retractación, será sancionada con multa del tanto 
al duplo de la cuantía de cada contrato por la 
Administración del Estado a través del Ministerio de 
Justicia, en los términos que reglamentariamente 
se determinen, en función del volumen de 
contratación, del número de personas afectadas y 
del tiempo transcurrido desde su utilización. 

No obstante, las sanciones derivadas de la 
infracción de la normativa sobre consumidores y 
usuarios, se regirá por su legislación específica. 

DISPOSICIONES ADICIONALS  
Primera. Modificación de la Ley 26/1984, de 

19 de julio, General para la Defensa de los 
Consumidores y Usuarios. 

Se introducen las siguientes modificaciones 
en la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la 
Defensa de los Consumidores y Usuarios: 

Uno. El párrafo b) del apartado 1 del artículo 
2 queda redactado de la forma siguiente: 

La protección de sus legítimos intereses 
económicos y sociales; en particular, frente a la 
inclusión de cláusulas abusivas en los contratos. 
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Dos. El artículo 10 queda redactado en los 
siguientes términos: 

Artículo 10. 
1. Las cláusulas, condiciones o estipulaciones 

que se apliquen a la oferta o promoción de 
productos o servicios, y las cláusulas no 
negociadas individualmente relativas a tales 
productos o servicios, incluidos los que faciliten las 
Administraciones públicas y las entidades y 
empresas de ellas dependientes, deberán cumplir 
los siguientes requisitos: 

Concreción, claridad y sencillez en la 
redacción, con posibilidad de comprensión 
directa, sin reenvíos a textos o documentos que no 
se faciliten previa o simultáneamente a la 
conclusión del contrato, y a los que, en todo caso, 
deberán hacerse referencia expresa en el 
documento contractual. 

Entrega, salvo renuncia expresa del 
interesado, de recibo justificante, copia o 
documento acreditativo de la operación, o en su 
caso, de presupuesto debidamente explicado. 

Buena fe y justo equilibrio entre los derechos 
y obligaciones de las partes, lo que en todo caso 
excluye la utilización de cláusulas abusivas. 

2. En caso de duda sobre el sentido de una 
cláusula prevalecerá la interpretación más 
favorable para el consumidor. 

3. Si las cláusulas tienen el carácter de 
condiciones generales, conforme a la Ley sobre 
Condiciones Generales de la Contratación, 
quedarán también sometidas a las prescripciones 
de ésta. 

4. Los convenios arbitrales establecidos en la 
contratación a que se refiere este artículo serán 
eficaces si, además de reunir los requisitos que 
para su validez exigen las leyes, resultan claros y 
explícitos. La negativa del consumidor o usuario a 
someterse a un sistema arbitral distinto del previsto 
en el artículo 31 de esta Ley no podrá impedir por sí 
misma la celebración del contrato principal. 

5. Las cláusulas, condiciones o estipulaciones 
que utilicen las empresas públicas o concesionarias 
de servicios públicos, estarán sometidas a la 
aprobación y control de las Administraciones 
públicas competentes, cuando así se disponga 
como requisito de validez y con independencia de 
la consulta prevista en el artículo 22 de esta Ley. 
Todo ello sin perjuicio de su sometimiento a las 
disposiciones generales de esta Ley. 

6. Los Notarios y los Registradores de la 
Propiedad y Mercantiles, en el ejercicio profesional 
de sus respectivas funciones públicas, no 
autorizarán ni inscribirán aquellos contratos o 
negocios jurídicos en los que se pretenda la 
inclusión de cláusulas declaradas nulas por 
abusivas en sentencia inscrita en el Registro de 
Condiciones Generales. 

Los Notarios, los Corredores de Comercio y 
los Registradores de la Propiedad y Mercantiles, en 
el ejercicio profesional de sus respectivas funciones 
públicas, informarán a los consumidores en los 
asuntos propios de su especialidad y competencia. 

Tres. Se añade un nuevo artículo 10 bis con la 
siguiente redacción: 

Artículo 10 bis. 
1. Se considerarán cláusulas abusivas todas 

aquellas estipulaciones no negociadas 
individualmente que en contra de las exigencias 
de la buena fe causen, en perjuicio del 
consumidor, un desequilibrio importante de los 
derechos y obligaciones de las partes que se 
deriven del contrato. En todo caso se considerarán 
cláusulas abusivas los supuestos de estipulaciones 
que se relacionan en la disposición adicional 
primera de la presente Ley. 

El hecho de que ciertos elementos de una 
cláusula o que una cláusula aislada se hayan 
negociado individualmente no excluirá la 
aplicación de este artículo al resto del contrato. 

El profesional que afirme que una 
determinada cláusula ha sido negociada 
individualmente, asumirá la carga de la prueba. 

El carácter abusivo de una cláusula se 
apreciará teniendo en cuenta la naturaleza de los 
bienes o servicios objeto del contrato y 
considerando todas las circunstancias 
concurrentes en el momento de su celebración, así 
como todas las demás cláusulas del contrato o de 
otro del que éste dependa. 

2. Serán nulas de pleno derecho y se tendrán 
por no puestas las cláusulas, condiciones y 
estipulaciones en las que se aprecie el carácter 
abusivo. La parte del contrato afectada por la 
nulidad se integrará con arreglo a lo dispuesto por 
el artículo 1258 del Código Civil. A estos efectos el 
Juez que declara la nulidad de dichas cláusulas 
integrará el contrato y dispondrá de facultades 
moderadoras respecto de los derechos y 
obligaciones de las partes, cuando subsista el 
contrato, y de las consecuencias de su ineficacia 
en caso de perjuicio apreciable para el 
consumidor o usuario. Sólo cuando las cláusulas 
subsistentes determinen una situación no equitativa 
en la posición de las partes que no pueda ser 
subsanada podrá declarar la ineficacia del 
contrato. 

3. Las normas de protección de los 
consumidores frente a las cláusulas abusivas serán 
aplicables, cualquiera que sea la Ley que las 
partes hayan elegido para regir el contrato, en los 
términos previstos en el artículo 5 del Convenio de 
Roma de 1980, sobre la Ley aplicable a las 
obligaciones contractuales. 

Cuatro. Se añade un último párrafo al 
artículo 23 en los siguientes términos: 
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Los poderes públicos asimismo velarán por la 
exactitud en el peso y medida de los bienes y 
productos, la transparencia de los precios y las 
condiciones de los servicios postventa de los bienes 
duraderos. 

Cinco. Se añade un nuevo apartado 9 al 
artículo 34 con la siguiente redacción: 

9. La introducción de cláusulas abusivas en 
los contratos. 

El actual apartado 9 pasa a numerarse 
como 10, con el mismo contenido. 

Seis. Se añade una disposición adicional 
primera con esta redacción: 

DISPOSICIÓN ADICIONAL PRIMERA. Cláusulas 
abusivas. 

A los efectos previstos en el artículo 10 bis, 
tendrán el carácter de abusivas al menos las 
cláusulas o estipulaciones siguientes: 

Vinculación del contrato a la voluntad del 
profesional. 

Las cláusulas que reserven al profesional que 
contrata con el consumidor un plazo 
excesivamente largo o insuficientemente 
determinado para aceptar o rechazar una oferta 
contractual o satisfacer la prestación debida, así 
como las que prevean la prórroga automática de 
un contrato de duración determinada si el 
consumidor no se manifiesta en contra, fijando una 
fecha límite que no permita de manera efectiva al 
consumidor manifestar su voluntad de no 
prorrogarlo. 

La reserva a favor del profesional de 
facultades de interpretación o modificación 
unilateral del contrato sin motivos válidos 
especificados en el mismo, así como la de resolver 
anticipadamente un contrato con plazo 
determinado si al consumidor no se le reconoce la 
misma facultad o la de resolver en un plazo 
desproporcionadamente breve o sin previa 
notificación con antelación razonable un contrato 
por tiempo indefinido, salvo por incumplimiento del 
contrato o por motivos graves que alteren las 
circunstancias que motivaron la celebración del 
mismo. 

En los contratos referidos a servicios 
financieros lo establecido en el párrafo anterior se 
entenderá sin perjuicio de las cláusulas por las que 
el prestador de servicios se reserve la facultad de 
modificar sin previo aviso el tipo de interés 
adeudado por el consumidor o al consumidor, así 
como el importe de otros gastos relacionados con 
los servicios financieros, cuando aquéllos se 
encuentren adaptados a un índice, siempre que se 
trate de índices legales y se describa el modo de 
variación del tipo, o en otros casos de razón válida, 
a condición de que el profesional esté obligado a 
informar de ello en el más breve plazo a los otros 
contratantes y éstos puedan resolver 
inmediatamente el contrato. Igualmente podrán 

modificarse unilateralmente las condiciones de un 
contrato de duración indeterminada, siempre que 
el prestador de servicios financieros esté obligado 
a informar al consumidor con antelación razonable 
y éste tenga la facultad de resolver el contrato, o, 
en su caso, rescindir unilateralmente sin previo 
aviso en el supuesto de razón válida, a condición 
de que el profesional informe de ello 
inmediatamente a los demás contratantes. 

La vinculación incondicionada del 
consumidor al contrato aun cuando el profesional 
no hubiera cumplido con sus obligaciones, o la 
imposición de una indemnización 
desproporcionadamente alta, al consumidor que 
no cumpla sus obligaciones. 

La supeditación a una condición cuya 
realización dependa únicamente de la voluntad 
del profesional para el cumplimiento de las 
prestaciones, cuando al consumidor se le haya 
exigido un compromiso firme. 

La consignación de fechas de entrega 
meramente indicativas condicionadas a la 
voluntad del profesional. 

La exclusión o limitación de la obligación del 
profesional de respetar los acuerdos o 
compromisos adquiridos por sus mandatarios o 
representantes o supeditar sus compromisos al 
cumplimiento de determinadas formalidades. 

La estipulación del precio en el momento de 
la entrega del bien o servicio, o la facultad del 
profesional para aumentar el precio final sobre el 
convenido, sin que en ambos casos existan razones 
objetivas o sin reconocer al consumidor el derecho 
a rescindir el contrato si el precio final resultare muy 
superior al inicialmente estipulado. 

Lo establecido en el párrafo anterior se 
entenderá sin perjuicio de la adaptación de 
precios a un índice, siempre que sean legales y 
que en ellos se describa explícitamente el modo 
de variación del precio. 

La concesión al profesional del derecho a 
determinar si el bien o servicio se ajusta a lo 
estipulado en el contrato. 

Privación de derechos básicos del 
consumidor. 

La exclusión o limitación de forma 
inadecuada de los derechos legales del 
consumidor por incumplimiento total o parcial o 
cumplimiento defectuoso del profesional. 

En particular las cláusulas que modifiquen, 
en perjuicio del consumidor, las normas legales 
sobre vicios ocultos, salvo que se limiten a 
reemplazar la obligación de saneamiento por la 
de reparación o sustitución de la cosa objeto del 
contrato, siempre que no conlleve dicha 
reparación o sustitución gasto alguno para el 
consumidor y no excluyan o limiten los derechos de 
éste a la indemnización de los daños y perjuicios 
ocasionados por los vicios y al saneamiento 
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conforme a las normas legales en el caso de que 
la reparación o sustitución no fueran posibles o 
resultasen insatisfactorias. 

La exclusión o limitación de responsabilidad 
del profesional en el cumplimiento del contrato, 
por los daños o por la muerte o lesiones causados 
al consumidor debidos a una acción u omisión por 
parte de aquél, o la liberación de responsabilidad 
por cesión del contrato a tercero, sin 
consentimiento del deudor, si puede engendrar 
merma de las garantías de éste. 

La privación o restricción al consumidor de 
las facultades de compensación de créditos, así 
como de la de retención o consignación. 

La limitación o exclusión de forma 
inadecuada de la facultad del consumidor de 
resolver el contrato por incumplimiento del 
profesional. 

La imposición de renuncias a la entrega de 
documento acreditativo de la operación. 

La imposición de renuncias o limitación de 
los derechos del consumidor. 

Falta de reciprocidad. 
La imposición de obligaciones al consumidor 

para el cumplimiento de todos sus deberes y 
contraprestaciones, aun cuando el profesional no 
hubiere cumplido los suyos. 

La retención de cantidades abonadas por el 
consumidor por renuncia, sin contemplar la 
indemnización por una cantidad equivalente si 
renuncia el profesional. 

La autorización al profesional para rescindir 
el contrato discrecionalmente, si al consumidor no 
se le reconoce la misma facultad, o la posibilidad 
de que aquél se quede con las cantidades 
abonadas en concepto de prestaciones aún no 
efectuadas cuando sea él mismo quien rescinda el 
contrato. 

Sobre garantías. 
La imposición de garantías 

desproporcionadas al riesgo asumido. Se presumirá 
que no existe desproporción en los contratos de 
financiación o de garantías pactadas por 
entidades financieras que se ajusten a su 
normativa específica. 

La imposición de la carga de la pruebe en 
perjuicio del consumidor en los casos en que 
debería corresponder a la otra parte contratante. 

Otras. 
Las declaraciones de recepción o 

conformidad sobre hechos ficticios, y las 
declaraciones de adhesión del consumidor a 
cláusulas de las cuales no ha tenido la oportunidad 
de tomar conocimiento real antes de la 
celebración del contrato. 

La transmisión al consumidor de las 
consecuencias económicas de errores 
administrativos o de gestión que no le sean 
imputables. 

La imposición al consumidor de los gastos de 
documentación y tramitación que por Ley 
imperativa corresponda al profesional. En 
particular, en la primera venta de viviendas, la 
estipulación de que el comprador ha de cargar 
con los gastos derivados de la preparación de la 
titulación que por su naturaleza correspondan al 
vendedor (obra nueva, propiedad horizontal, 
hipotecas para financiar su construcción o su 
división y cancelación). 

La imposición al consumidor de bienes y 
servicios complementarios o accesorios no 
solicitados. 

Los incrementos de precio por servicios 
accesorios, financiación, aplazamientos, recargos, 
indemnización o penalizaciones que no 
correspondan a prestaciones adicionales 
susceptibles de ser aceptados o rechazados en 
cada caso expresados con la debida claridad o 
separación. 

La negativa expresa al cumplimiento de las 
obligaciones o prestaciones propias del productor 
o suministrador, con reenvío automático a 
procedimientos administrativos o judiciales de 
reclamación. 

La sumisión a arbitrajes distintos del de 
consumo, salvo que se trate de órganos de 
arbitraje institucionales creados por normas legales 
para un sector o un supuesto específico. 

La previsión de pactos de sumisión expresa a 
Juez o Tribunal distinto del que corresponda al 
domicilio del consumidor, al lugar del cumplimiento 
de la obligación o aquél en que se encuentre el 
bien si fuera inmueble, así como los de renuncia o 
transacción respecto al derecho del consumidor a 
la elección de fedatario competente según la Ley 
para autorizar el documento público en que inicial 
o ulteriormente haya de formalizarse el contrato. 

La sumisión del contrato a un Derecho 
extranjero con respecto al lugar donde el 
consumidor emita su declaración negocial o 
donde el profesional desarrolle la actividad dirigida 
a la promoción de contratos de igual o similar 
naturaleza. 

La imposición de condiciones de crédito que 
para los descubiertos en cuenta corriente superen 
los límites que se contienen en el artículo 19.4 de la 
Ley 7/1995, de 23 de marzo, de Crédito al 
Consumo. 

Las cláusulas abusivas referidas a la 
modificación unilateral de los contratos y 
resolución anticipada de los de duración 
indefinida, y al incremento del precio de bienes y 
servicios, no se aplicarán a los contratos relativos a 
valores, con independencia de su forma de 
representación, instrumentos financieros y otros 
productos y servicios cuyo precio esté vinculado a 
una cotización, índice bursátil o un tipo del 
mercado financiero que el profesional no controle, 



e-consumidores. Consumidores y usuarios ante las nuevas tecnologías 
 

 26 

ni a los contratos de compraventa de divisas, 
cheques de viaje, o giros postales internacionales 
en divisas. 

Se entenderá por profesional, a los efectos 
de esta disposición adicional, la persona física o 
jurídica que actúa dentro de su actividad 
profesional, ya sea pública o privada. 

Siete. Se añade una disposición adicional 
segunda con la siguiente redacción: 

DISPOSICIÓN ADICIONAL SEGUNDA. Ámbito 
de aplicación. 

Lo dispuesto en la presente Ley será de 
aplicación a todo tipo de contratos en los que 
intervengan consumidores, con las condiciones y 
requisitos en ella establecidos, a falta de normativa 
sectorial específica, que en cualquier caso 
respetará el nivel de protección del consumidor 
previsto en aquélla. 

Segunda. Modificación de la legislación 
hipotecaria. 

Se modifican los artículos 222, 253 y 258 de la 
Ley Hipotecaria, aprobada por Decreto de 8 de 
febrero de 1946, en los siguientes términos: 

Uno. El artículo 222 bajo el epígrafe Sección I. 
De la información registral queda con la siguiente 
redacción: 

1. Los Registradores pondrán de manifiesto 
los libros del Registro en la parte necesaria a las 
personas que, a su juicio, tengan interés en 
consultarlos, sin sacar los libros de la oficina, y con 
las precauciones convenientes para asegurar su 
conservación. 

2. La manifestación, que debe realizar el 
Registrador, del contenido de los asientos 
registrales tendrá lugar por nota simple informativa 
o por certificación, mediante el tratamiento 
profesional de los mismos, de modo que sea 
efectiva la posibilidad de publicidad sin 
intermediación, asegurando, al mismo tiempo, la 
imposibilidad de su manipulación o televaciado. 

Se prohíbe a estos efectos al acceso directo, 
por cualquier medio físico o telemático, a los 
archivos de los Registradores de la Propiedad, que 
responderán de su custodia, integridad y 
conservación, así como la incorporación de la 
publicidad registral obtenida a bases de datos 
para su comercialización. 

3. En cada tipo de manifestación se hará 
constar su valor jurídico. La información 
continuada no alterará la naturaleza de la forma 
de manifestación elegida, según su respectivo 
valor jurídico. 

4. La obligación del Registrador y al 
tratamiento profesional de la publicidad formal 
implica que la misma se exprese con claridad y 
sencillez, sin perjuicio de los supuestos legalmente 
previstos de certificaciones literales a instancia de 
autoridad judicial o administrativa o de cualquier 
interesado. 

5. La nota simple tiene valor puramente 
informativo y consiste en un extracto sucinto del 
contenido de los asientos relativos a la finca objeto 
de manifestación, donde conste la identificación 
de la misma, la identidad del titular o titulares de 
los derechos inscritos sobre la misma, y la extensión, 
naturaleza y limitaciones de éstos. Asimismo, se 
harán constar las prohibiciones o restricciones que 
afecten a los titulares o derechos inscritos. 

6. Los Registradores, al calificar el contenido 
de los asientos registrales, informarán y velarán por 
el cumplimiento de las normas aplicables sobre la 
protección de datos de carácter personal. 

7. Los Registradores en el ejercicio 
profesional de su función pública deberán informar 
a cualquier persona que lo solicite en materias 
relacionadas con el Registro. La información 
versará sobre los medios registrales más 
adecuados para el logro de los fines lícitos que se 
propongan quienes la soliciten. 

8. Los interesados podrán elegir libremente el 
Registrador a través del cual obtener la 
información registral relativa a cualquier finca, 
aunque no pertenezca a la demarcación de su 
Registro, siempre que deba expedirse mediante 
nota simple informativa o consista en información 
sobre el contenido del índice General 
Informatizado de fincas y derechos. La llevanza por 
el Colegio de Registradores de la Propiedad y 
Mercantiles del citado Índice General no excluye 
la necesidad de que las solicitudes de información 
acerca de su contenido se realicen a través de un 
Registrador. 

Los Registradores, en el ejercicio profesional 
de su función pública, están obligados a colaborar 
entre sí, y estarán interconectados por telefax o 
correo electrónico a los efectos de solicitud y 
remisión de notas simples informativas. 

Dos. A continuación del artículo 222, se 
añadirá el siguiente epígrafe: Sección II. De las 
certificaciones. 

Tres. El artículo 253 queda redactado así: 
1. Al pie de todo título que se inscriba en el 

Registro de la Propiedad pondrá el Registrador una 
nota, firmada por él, que exprese la calificación 
realizada, y en virtud de la misma el derecho que 
se ha inscrito, la persona a favor de quien se ha 
practicado, la especie de inscripción o asiento que 
haya realizado, el tomo y folio en que se halle, el 
número de finca y el de la inscripción practicada, 
y los efectos de la misma, haciendo constar la 
protección judicial del contenido del asiento. 
Asimismo se expresarán los derechos que se han 
cancelado como menciones o por caducidad, al 
practicar la inscripción del título. 

2. Simultáneamente a la nota de inscripción, 
extenderá nota simple informativa expresiva de la 
libertad o gravamen del derecho inscrito, así como 
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de las limitaciones, restricciones o prohibiciones 
que afecten al derecho inscrito. 

3. En los supuestos de denegación o 
suspensión de la inscripción del derecho contenido 
en el título, después de la nota firmada por el 
Registrador, hará constar éste, si lo solicita el 
interesado en la práctica del asiento, en un 
apartado denominado "observaciones", los medios 
de subsanación, rectificación o convalidación de 
las faltas o defectos subsanables e insubsanables 
de que adolezca la documentación presentada a 
efectos de obtener el asiento solicitado. En este 
supuesto, si la complejidad del caso lo aconseja, el 
interesado en la inscripción podrá solicitar 
dictamen vinculante o no vinculante, bajo la 
premisa, cuando sea vinculante, del 
mantenimiento de la situación jurídico registral y de 
la adecuación del medio subsanatorio al 
contenido de dicho dictamen. Todo ello sin 
perjuicio de la plena libertad del interesado para 
subsanar los defectos a través de los medios que 
estime más adecuados para la protección de su 
derecho. 

Cuatro. El artículo 258, que irá precedido del 
epígrafe Información y protección al consumidor, 
queda redactado así: 

1. El Registrador, sin perjuicio de los servicios 
prestados a los consumidores por los centros de 
información creados por su colegio profesional, 
garantizará a cualquier persona interesada la 
información que le sea requerida, durante el 
horario habilitado al efecto, en orden a la 
inscripción de derechos sobre bienes inmuebles, los 
requisitos registrales, los recursos contra la 
calificación y la minuta de inscripción. 

2. El Registrador denegará la inscripción de 
aquellas cláusulas declaradas nulas de 
conformidad con lo dispuesto en el párrafo 
segundo del artículo 10 bis de la Ley 26/1984, de 19 
de julio, General para la Defensa de los 
Consumidores y Usuarios. 

3. Los interesados en una inscripción, 
anotación preventiva o cancelación, podrán exigir 
que antes de extenderse estos asientos en los libros 
se les dé conocimiento de su minuta. 

Si los interesados notaren en la minuta de 
inscripción realizada por el Registrador algún error 
u omisión, podrán pedir que se subsane, 
acudiendo al Juzgado de Primera Instancia en el 
caso de que el Registrador se negare a hacerlo. 

El Juez, en el término de seis días, resolverá lo 
que proceda sin forma de juicio, pero oyendo al 
Registrador. 

4. El Registrador cuando, al calificar si el título 
entregado o remitido reúne los requisitos del 
artículo 249 de esta Ley, deniegue en su caso la 
práctica del asiento de presentación solicitado, 
pondrá nota al pie de dicho título con indicación 
de las omisiones advertidas y de los medios para 

subsanarlas, comunicándolo a quien lo entregó o 
remitió en el mismo día o en el siguiente hábil. 

5. La calificación del Registrador, en orden a 
la práctica de la inscripción del derecho, acto o 
hecho jurídico, y del contenido de los asientos 
registrales, deberá ser global y unitaria. 

Tercera 
Existirá un Registro de Condiciones Generales 

de la Contratación al menos en la cabecera de 
cada Tribunal Superior de Justicia. 

Cuarta.  
Las referencias contenidas en la Ley de 

Enjuiciamiento Civil a los consumidores y usuarios, 
deberán entenderse realizadas a todo adherente, 
sea o no consumidor o usuario, en los litigios en que 
se ejerciten acciones individuales o colectivas 
derivadas de la presente Ley de Condiciones 
Generales de la Contratación. 

Asimismo, las referencias contenidas en la 
Ley de Enjuiciamiento Civil a las asociaciones de 
consumidores y usuarios, deberan considerarse 
aplicables igualmente, en los litigios en que se 
ejerciten acciones colectivas contempladas en la 
presente Ley de Condiciones Generales de la 
Contratación, a las demás personas y entes 
legitimados activamente para su ejercicio. 

DISPOSICIÓN TRANSITORIA ÚNICA.  
Aplicación y adaptación. 
Los contratos celebrados antes de la 

entrada en vigor de esta Ley, que contengan 
condiciones generales, podrán inscribirse en el 
Registro de Condiciones Generales de la 
Contratación, salvo que por norma expresa se 
determine la obligatoriedad de la inscripción, en 
cuyo caso deberán hacerlo en el plazo que 
indique dicha norma. 

Desde la entrada en vigor de esta Ley, 
podrán ejercitarse las acciones de cesación, de 
retractación y declarativa reguladas en la misma. 

DISPOSICIÓN DEROGATORIA ÚNICA. 
Queda derogado el apartado 2 de la 

disposición adicional segunda de la Ley 36/1988, 
de 5 de diciembre, de Arbitraje. 

DISPOSICIONES FINALES  
Primera. Título competencial. 
Todo el contenido de la presente Ley es, 

conforme al artículo 149.1.6 y 8 de la Constitución 
Española, de competencia exclusiva del Estado. 

Segunda. Autorizaciones. 
Se autoriza al Gobierno para dictar las 

disposiciones de desarrollo o ejecución de la 
presente Ley, en las que podrán tomarse en 
consideración las especialidades de los distintos 
sectores económicos afectados, así como para 
fijar el número y la residencia de los Registros de 
Condiciones Generales de la Contratación. 

Tercera. Entrada en vigor. 
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La presente Ley entrará en vigor a los veinte 
días de su publicación en el Boletín Oficial del 
Estado. 

Por tanto, mando a todos los españoles, 
particulares y autoridades que guarden y hagan 
guardar esta Ley. 

Madrid, 13 de abril de 1998. 
- Juan Carlos R. - 
El Presidente del Gobierno, 
José María Aznar López. 

 
Ley 7/1996, de 15 de enero, de 
Ordenación del comercio minorista 

1

Exposición de Motivos  
 Título I Principios generales  
 Título II Actividades de promoción de ventas  
 Título III Ventas especiales  
 Título IV Infracciones y sancionesº  
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
Los profundos cambios que ha 

experimentado la distribución comercial minorista 
en España, la incorporación de nuevas tecnologías 
y formas de venta y el reto que ha supuesto la 
Unión Europea, así como la dispersión de la 
normativa vigente obligan a un esfuerzo legislativo 
de sistematización, modernización y adecuación a 
la realidad de los mercados. 

                                                 
1 [Modificada por la Ley 55/1999, de 29 de 

diciembre, de medidas fiscales, administrativas y del 
orden social (BOE núm. 312, de 30-12-1999)]. 

[Modificada por la Ley 47/2002, de 28 de octubre, 
para la transposición al ordenamiento jurídico español 
de la Directiva 97/7/CE, en materia de contratos a 
distancia, y para la adaptación de la Ley a diversas 
Directivas comunitarias (BOE núm. 304, de 20-12-2002)] 

[El TC ha declarado inconstitucionales y nulos los 
arts. 37 y 53 de esta Ley, salvo el inciso inicial de éste 
último, y que el inciso final del art. 6.2 es constitucional si 
se interpreta en los términos recogidos en el FJ 4º de su 
sentencia (STC 124/2003, de 19 de junio de 2003, que 
resuelve los recursos de inconstitucionalidad planteados 
por la Comunidad Foral de Navarra contra 
determinados preceptos de la Ley 7/1996, de 15 de 
enero, de ordenación del comercio minorista y de la Ley 
Orgánica 2/1996, de 17 de enero, complementaria de la 
de ordenación del comercio minorista).] 

[Mediante providencia de 30 de septiembre de 
2003, el Tribunal Constitucional ha admitido a trámite la 
cuestión de inconstitucionalidad núm. 3863/2003, 
planteada por el Juzgado de lo Contencioso-
Administrativo núm. 2 de Santander, contra el art. 64.h) 
de esta Ley por posible vulneración del art. 25.1 CE (BOE 
núm. 244, de 11-10-2003, p. 36653).] 

[Modificada por la Ley 3/2004, de 29 de 
diciembre, por la que se establecen medidas de lucha 
contra la morosidad en las operaciones comerciales 
(BOE núm. 314, de 30-12-2004, pp. 42334-42338). Se ha 
modificado el art. 17 y se ha añadido una disposición 
transitoria segunda.] 

La economía española precisa, para su 
adecuado funcionamiento, un sistema de 
distribución eficiente, que permita asegurar el 
aprovisionamiento de los consumidores con el 
mejor nivel de servicio posible y con el mínimo 
coste de distribución. Para alcanzar este objetivo, 
es preciso que el mercado garantice la óptima 
asignación de los recursos a través del 
funcionamiento de la libre y leal competencia. 

En este sentido, el establecimiento de un 
marco de buenas prácticas comerciales deberá 
producir un mejor comportamiento de todos los 
agentes del sector, cuyos efectos redundarán en 
un mejor funcionamiento de la competencia. Estos 
efectos se consiguen mediante la creación de un 
marco legal de mínimos, que podrá completarse 
con los Códigos de Conducta, que libremente 
surjan en el sector para su autorregulación. 

Por otra parte, y debido a la evolución 
experimentada en los últimos años, coexisten en 
España dos sistemas de distribución 
complementarios entre sí: el primero constituido 
por empresas y tecnologías modernas, y el 
segundo integrado por las formas tradicionales de 
comercio que siguen prestando importantes 
servicios a la sociedad española y juegan un papel 
trascendental en la estabilidad de la población 
activa, pero que deben emprender una 
actualización y tecnificación que les permita 
afrontar el marco de la libre competencia. 

La relación de complementariedad entre los 
dos sistemas mencionados debe también ser 
tenida, especialmente, en cuenta por el 
Legislador. 

También resulta imprescindible no demorar el 
establecimiento del régimen jurídico de las nuevas 
modalidades de venta al público que, por su 
carácter de materia mercantil, se encuentran 
entregadas actualmente al principio de libertad 
contractual, del que, en no pocas ocasiones, 
resultan notorios abusos en perjuicio de los 
adquirentes, situación que interesa corregir 
mediante la promulgación de normas imperativas 
y una eficaz intervención de las Administraciones 
públicas. 

Por consiguiente, la Ley no sólo pretende 
establecer unas reglas de juego en el sector de la 
distribución y regular nuevas fórmulas 
contractuales, sino que aspira, también, a ser la 
base para la modernización de las estructuras 
comerciales españolas, contribuyendo a corregir 
los desequilibrios entre las grandes y las pequeñas 
empresas comerciales y, sobre todo, al 
mantenimiento de la libre y leal competencia. No 
es preciso insistir en que los efectos más inmediatos 
y tangibles de una situación de libre y leal 
competencia se materializan en una mejora 
continuada de los precios y de la calidad y demás 
condiciones de la oferta y servicio al público, lo 
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que significa, en definitiva, la más eficaz actuación 
en beneficio de los consumidores. 

Por último, interesa destacar que, como ha 
puesto de relieve reiterada jurisprudencia del 
Tribunal Constitucional, en este ámbito material se 
produce un complejo entrecruzamiento de títulos 
competenciales, tanto estatales como 
autonómicos, lo cual conlleva que los diversos 
aspectos de la regulación propuesta deban tener 
un grado de aplicación diverso, tal como se 
especifica en la disposición final única de esta Ley. 

TITULO I 
Principios generales 
CAPITULO I 
Conceptos básicos 
     Artículo 1. Objeto. 
1. La presente Ley tiene por objeto principal 

establecer el régimen jurídico general del 
comercio minorista, así como regular determinadas 
ventas especiales y actividades de promoción 
comercial, sin perjuicio de las leyes dictadas por las 
Comunidades Autónomas en el ejercicio de sus 
competencias en la materia. 

2. A los efectos de la presente Ley, se 
entiende por comercio minorista aquella actividad 
desarrollada profesionalmente con ánimo de lucro 
consistente en ofertar la venta de cualquier clase 
de artículos a los destinatarios finales de los mismos, 
utilizando o no un establecimiento. 

     Artículo 2. Establecimientos comerciales. 
1. Tendrán la consideración de 

establecimientos comerciales los locales y las 
construcciones o instalaciones de carácter fijo y 
permanente, destinados al ejercicio regular de 
actividades comerciales, ya sea de forma 
continuada o en días o en temporadas 
determinadas. 

2. Quedan incluidos en la definición anterior 
los quioscos y, en general, las instalaciones de 
cualquier clase que cumplan la finalidad señalada 
en el mismo, siempre que tengan el carácter de 
inmuebles de acuerdo con el artículo 334 del 
Código Civil. 

3. Las Comunidades Autónomas 
establecerán los requisitos, en virtud de los cuales 
se otorgará la calificación de gran 
establecimiento. En todo caso, tendrán esta 
consideración, a efectos de las autorizaciones y de 
lo establecido en la normativa mercantil, los 
establecimientos comerciales, que destinándose al 
comercio al por menor de cualquier clase de 
artículos, tengan una superficie útil para la 
exposición y venta al público superior a los 2.500 
metros cuadrados. 

     Artículo 3. Libertad de empresa. 
La actividad comercial se ejerce bajo el 

principio de libertad de empresa y en el marco de 
la economía de mercado, de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 38 de la Constitución. 

     Artículo 4. Libre circulación de bienes. 
1. Se reconoce el principio de libre 

circulación de mercancías dentro del territorio 
español, de acuerdo con lo establecido en el 
artículo 139.2 de la Constitución. 

2. Las distintas Administraciones públicas 
adoptarán las medidas adecuadas, para evitar 
que la libertad de circulación de los bienes resulte 
falseada. 

     Artículo 5. Libertad de establecimiento 
comercial. 

1. La utilización legitima del suelo para la 
instalación de establecimientos comerciales 
constituye una facultad que se ampara en el 
principio de libertad de empresa recogido en el 
artículo 3 de la presente Ley. 

2. Los poderes públicos protegerán la libre 
iniciativa empresarial para la instalación y 
acondicionamiento de los establecimientos 
comerciales en el marco de lo dispuesto en la 
legislación vigente. 

     Artículo 6. Instalación de grandes 
establecimientos. 

1. La apertura de grandes establecimientos 
comerciales estará sujeta a una licencia comercial 
específica, cuyo otorgamiento corresponderá a la 
Administración Autonómica, sin perjuicio de que 
ésta pueda también someter a autorización 
administrativa otros supuestos relacionados con la 
actividad comercial. 

2. El otorgamiento o la denegación de la 
licencia mencionada en el apartado anterior se 
acordará ponderando especialmente la 
existencia, o no, de un equipamiento comercial 
adecuado en la zona afectada por el nuevo 
emplazamiento y los efectos que éste pudiera 
ejercer sobre la estructura comercial de aquélla. 

En todo caso, será preceptivo el informe del 
Tribunal de Defensa de la Competencia, que 
tendrá carácter no vinculante. 

[EL TC ha establecido que el inciso final del 
art. 6.2 es constitucional "si se entiende referido a 
las licencias comerciales específicas para grandes 
establecimientos cuando su instalación en la zona 
de que se trate pueda alterar la libre competencia 
en su ámbito supraautónomico" (FJ 4º de la STC 
124/2003, de 19 de junio de 2003, que resuelve los 
recursos de inconstitucionalidad planteados por la 
Comunidad Foral de Navarra contra determinados 
preceptos de la Ley 7/1996, de 15 de enero, de 
ordenación del comercio minorista y de la Ley 
Orgánica 2/1996, de 17 de enero, complementaria 
de la de ordenación del comercio minorista).]  

3. Se considerará que una zona está dotada 
de un adecuado equipamiento comercial cuando 
éste garantice a la población existente y, en su 
caso, a la prevista a medio plazo, una oferta de 
artículos en condiciones de calidad, variedad, 
servicio, precios y horarios conforme con la 
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situación actual y con las tendencias de desarrollo 
y modernización del comercio al por menor. 

4. El efecto sobre la estructura comercial 
existente se valorará teniendo en cuenta la mejora 
que para la libre competencia suponga la 
apertura de un nuevo gran establecimiento en la 
zona, así como los efectos negativos que aquélla 
pudiera representar para el pequeño comercio 
existente con anterioridad. 

5. Las Comunidades Autónomas con 
competencias en la materia podrán crear 
comisiones territoriales de equipamientos 
comerciales para informar sobre la instalación de 
grandes establecimientos, de acuerdo con lo que, 
en su caso, establezcan las correspondientes 
normas autonómicas. 

     Artículo 7. Tramitación de las licencias. 
El otorgamiento de las licencias a que se 

refiere el artículo anterior corresponderá a la 
respectiva Comunidad Autónoma. 

 
 CAPITULO II 
Oferta comercial 
     Artículo 8. Prohibición de ventas al por 

menor. 
1. No podrán ejercer el comercio al por 

menor además de las personas físicas y jurídicas a 
quienes les esté específicamente prohibido, los 
empresarios individuales o sociales a quienes la 
normativa especial de la actividad que desarrollan 
les exija dedicarse exclusivamente a la misma. 

2. Se prohíbe expresamente la exposición y 
venta de mercancías al comprador cuando éstas 
procedan de personas cuya actividad sea distinta 
a la comercial y, como consecuencia de la 
actividad que les es propia tengan como finalidad 
principal la realización de préstamos, depósitos u 
operaciones de análoga naturaleza adheridas a la 
oferta comercial de la mercancía, de tal forma 
que una no se pudiera hacer efectiva sin la otra. 

En todo caso, se presumirá la existencia de 
estas actuaciones en el supuesto de que el 
comprador pudiera realizar pedidos o adquirir 
mercancías en los establecimientos de aquéllas. 

3. La infracción a lo dispuesto en el apartado 
anterior será sancionable con arreglo a lo 
establecido en la presente Ley, con 
independencia de las responsabilidades 
derivadas, en su caso, de la respectiva legislación 
especial y sin perjuicio de la improcedencia de 
que un mismo hecho sea objeto de una doble 
sanción administrativa. 

     Artículo 9. Obligación de vender. 
1. La oferta pública de venta o la exposición 

de artículos en establecimientos comerciales 
constituye a su titular en la obligación de proceder 
a su venta a favor de los demandantes que 
cumplan las condiciones de adquisición, 
atendiendo, en el segundo caso, al orden 

temporal de las solicitudes. Quedan exceptuados 
de esta obligación los objetos sobre los que se 
advierta, expresamente, que no se encuentran a 
la venta o que, claramente, formen parte de la 
instalación o decorado. 

2. Los comerciantes no podrán limitar la 
cantidad de artículos que pueden ser adquiridos 
por cada comprador ni establecer precios más 
elevados o suprimir reducciones o incentivos para 
las compras que superen un determinado 
volumen. En el caso de que, en un establecimiento 
abierto al público, no se dispusiera de existencias 
suficientes para cubrir la demanda, se atenderá a 
la prioridad temporal en la solicitud. 

     Artículo 10. Derecho de desistimiento. 
1. Cuando en el ejercicio de un derecho 

previamente reconocido se proceda a la 
devolución de un producto, el comprador no 
tendrá obligación de indemnizar al vendedor por 
el desgaste o deterioro del mismo debido 
exclusivamente a su prueba para tomar una 
decisión sobre su adquisición definitiva sin alterar 
las condiciones del producto en el momento de la 
entrega. Se prohíbe al vendedor exigir anticipo de 
pago o prestación de garantías, incluso la 
aceptación de efectos que garanticen un 
eventual resarcimiento en su favor para el caso de 
que se devuelva la mercancía. 

2. Caso de no haberse fijado el plazo, dentro 
del cual el comprador podrá desistir del contrato, 
aquél será de siete días. 

     Artículo 11. Forma de los contratos. 
1. Los contratos de compraventa a que se 

refiere la presente Ley no estarán sujetos a 
formalidad alguna con excepción de los supuestos 
expresamente señalados en los Códigos Civil y de 
Comercio y en ésta o en otras leyes especiales. 

2. Esto no obstante, cuando la perfección 
del contrato no sea simultánea con la entrega del 
objeto o cuando el comprador tenga la facultad 
de desistir del contrato, el comerciante deberá 
expedir factura, recibo u otro documento análogo 
en el que deberán constar los derechos o 
garantías especiales del comprador y la parte del 
precio que, en su caso, haya sido satisfecha. 

3. En todo caso, el comprador podrá exigir la 
entrega de un documento en el que, al menos, 
conste el objeto, el precio y la fecha del contrato. 

     Artículo 12. Garantía y servicio postventa. 
1. El vendedor de los bienes responderá de 

la falta de conformidad de los mismos con el 
contrato de compraventa, en los términos 
definidos por la legislación vigente. 

2. Los productos puestos a la venta se 
podrán ofrecer acompañados de una garantía 
comercial que obligará a la persona que la 
ofrezca en las condiciones establecidas en el 
documento de garantía y en la correspondiente 
publicidad. La garantía comercial adicional 
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ofrecida por el vendedor deberá en todo caso 
recoger las obligaciones que, en materia de 
garantías de bienes de consumo, vengan 
impuestas por Ley. 

3. El productor o, en su defecto, el 
importador garantizará, en todo caso, frente a los 
compradores la existencia de un adecuado 
servicio técnico para los bienes de carácter 
duradero que fabrica o importa, así como el 
suministro de piezas de repuesto durante un plazo 
mínimo de cinco años a contar desde la fecha en 
que el producto deje de fabricarse. 

4. La acción o derecho de recuperación de 
los bienes entregados por el consumidor o usuario 
al comerciante para su reparación prescribirá a los 
tres años a partir del momento de la entrega. 
Reglamentariamente, se establecerán los datos 
que deberá hacer constar el comerciante en el 
momento en que se le entrega un objeto para su 
reparación y las formas en que podrá acreditarse 
la mencionada entrega.» 

[Modificada por la Ley 47/2002, de 28 de 
octubre, para la transposición al ordenamiento 
jurídico español de la Directiva 97/7/CE, en materia 
de contratos a distancia, y para la adaptación de 
la Ley a diversas Directivas comunitarias (BOE núm. 
304, de 20-12-2002)] 

 
 CAPITULO III 
Precios 
     Artículo 13. Libertad de precios. 
1. Los precios de venta de los artículos serán 

libremente determinados y ofertados con carácter 
general de acuerdo con lo dispuesto en la 
legislación de defensa de la libre y leal 
competencia, con las excepciones establecidas 
en leyes especiales. 

2. Esto, no obstante, el Gobierno del Estado, 
previa audiencia de los sectores afectados, podrá 
fijar los precios o los márgenes de comercialización 
de determinados productos, así como someter sus 
modificaciones a control o a previa autorización 
administrativa, en los casos siguientes: 

a) Cuando se trate de productos de primera 
necesidad o de materias primas estratégicas. 

b) Cuando se trate de bienes producidos o 
comercializados en régimen de monopolio o 
mediante concesión administrativa. 

c) Como medida complementaria de las 
políticas de regulación de producciones o de 
subvenciones u otras ayudas a empresas o 
sectores específicos. 

d) Excepcionalmente y mientras persistan las 
circunstancias que aconsejen la intervención, 
cuando, en un sector determinado, se aprecie 
ausencia de competencia efectiva, existan 
obstáculos graves al funcionamiento del mercado 
o se produzcan situaciones de desabastecimiento. 

     Artículo 14. Prohibición de la venta con 
pérdida. 

1. No obstante lo dispuesto en el artículo 
anterior, no se podrán ofertar ni realizar ventas al 
público con pérdida, fuera de los supuestos 
regulados en los capítulos IV y V del Título II de la 
presente Ley, a menos que, quien la realice, tenga 
por objetivo alcanzar los precios de uno o varios 
competidores con capacidad para afectar, 
significativamente, a sus ventas, o se trate de 
artículos perecederos en las fechas próximas a su 
inutilización. 

En todo caso, deberá respetarse lo dispuesto 
en la Ley sobre Competencia Desleal. 

2. A los efectos señalados en el apartado 
anterior, se considerará que existe venta con 
pérdida, cuando el precio aplicado a un producto 
sea inferior al de adquisición según factura, 
deducida la parte proporcional de los descuentos 
que figuren en la misma, o al de reposición si éste 
fuese inferior a aquél o al coste efectivo de 
producción si el artículo hubiese sido fabricado por 
el propio comerciante, incrementados, en las 
cuotas de los impuestos indirectos que graven la 
operación. 

Las facturas se entenderán aceptadas en 
todos sus términos y reconocidas por sus 
destinatarios, cuando no hayan sido objeto de 
reparo en el plazo de los veinticinco días siguientes 
a su remisión. En el caso de que no sean conformes 
se dispone sobre la anterior un plazo adicional de 
diez días para su subsanación y nueva remisión de 
la correspondiente factura rectificada. A los 
efectos de lo dispuesto en este artículo, no se 
tendrán en cuenta las modificaciones contenidas 
en facturas rectificativas emitidas en fecha 
posterior a los plazos indicados. 

[El segundo párrafo de este apartado fue 
añadido por el art. 56.Uno.1 de la Ley 55/1999, de 
29 de diciembre, de medidas fiscales, 
administrativas y del orden social (BOE núm. 312, 
de 30-12-1999)]. 

3. No se computarán, a los efectos de la 
deducción en el precio a que se refiere el párrafo 
anterior, las retribuciones o las bonificaciones de 
cualquier tipo que signifiquen compensación por 
servicios prestados. 

4. En ningún caso, las ofertas conjuntas o los 
obsequios a los compradores podrán utilizarse para 
evitar la aplicación de lo dispuesto en el presente 
artículo. 

     Artículo 15. Ventas con precios reducidos 
para colectivos especiales. 

Los establecimientos comerciales creados 
para suministrar productos a colectivos 
determinados y que reciban para esta finalidad 
cualquier tipo de ayuda o subvención, no podrán 
ofertar dichos productos al público en general ni a 
personas distintas a los referidos beneficiarios. 
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 CAPITULO IV 
Adquisiciones de los comerciantes 
     Artículo 16. Régimen general. 
El régimen jurídico de las adquisiciones de 

toda clase de productos efectuadas por 
comerciantes se sujetará a lo dispuesto en la 
legislación civil y mercantil con las especialidades 
contenidas en el artículo siguiente. 

     Artículo 17. Pagos a los proveedores. 
1. A falta de plazo expreso, se entenderá 

que los comerciantes deben efectuar el pago del 
precio de las mercancías que compren antes de 
treinta días a partir de la fecha de su entrega. 

2. Los comerciantes a quienes se efectúen 
las correspondientes entregas quedarán obligados 
a documentar, en el mismo acto, la operación de 
entrega y recepción con mención expresa de su 
fecha. 

Del mismo modo, los proveedores deberán 
indicar en su factura el día del calendario en que 
debe producirse el pago. 

Si todas o alguna de las mercancías 
estuvieran afectadas por una cláusula de reserva 
de dominio, la factura expresará asimismo esta 
circunstancia, que deberá responder en todo caso 
a un acuerdo entre proveedor y comerciante 
documentado con anterioridad a la entrega. 

Las facturas deberán hacerse llegar a los 
comerciantes antes de que se cumplan treinta días 
desde la fecha de entrega y recepción de las 
mercancías. 

[Apartado redactado conforme a la Ley 
47/2002, de 28 de octubre, para la transposición al 
ordenamiento jurídico español de la Directiva 
97/7/CE, en materia de contratos a distancia, y 
para la adaptación de la Ley a diversas Directivas 
comunitarias (BOE núm. 304, de 20-12-2002)] 

3. Los aplazamientos de pago de productos 
de alimentación frescos y de los perecederos no 
excederán en ningún caso de treinta días. Los 
aplazamientos de pago para los demás productos 
de alimentación y gran consumo no excederán 
del plazo de sesenta días, salvo pacto expreso en 
el que se prevean compensaciones económicas 
equivalentes al mayor aplazamiento y de las que 
el proveedor sea beneficiario, sin que en ningún 
caso pueda exceder el plazo de noventa días. 

Se entenderá por productos de alimentación 
frescos y perecederos aquellos que por sus 
características naturales conservan sus cualidades 
aptas para comercialización y consumo durante 
un plazo inferior a treinta días o que precisan 
condiciones de temperatura regulada de 
comercialización y transporte. Son productos de 
gran consumo aquellos fungibles de compra 
habitual y repetitiva por los consumidores y que 
presenten alta rotación. 

El Gobierno determinará 
reglamentariamente en el plazo de tres meses la 
definición de los productos a los que se refiere el 
apartado anterior. 

4. Con relación a los productos que no sean 
frescos o perecederos ni de alimentación y gran 
consumo, cuando los comerciantes acuerden con 
sus proveedores aplazamientos de pago que 
excedan de los sesenta días desde la fecha de 
entrega y recepción de las mercancías, el pago 
deberá quedar instrumentado en documento que 
lleve aparejada acción cambiaria, con mención 
expresa de la fecha de pago indicada en la 
factura. En el caso de aplazamientos superiores a 
noventa días, este documento será endosable a la 
orden. En todo caso, el documento se deberá 
emitir o aceptar por los comerciantes dentro del 
plazo de treinta días, a contar desde la fecha de 
recepción de la mercancía, siempre que la factura 
haya sido enviada. 

Para la concesión de aplazamientos de 
pago superiores a ciento veinte días, el vendedor 
podrá exigir que queden garantizados mediante 
aval bancario o seguro de crédito o caución. 

5. En cualquier caso, se producirá el 
devengo de intereses moratorios en forma 
automática a partir del día siguiente al señalado 
para el pago o, en defecto de pacto, a aquel en 
el cual debiera efectuarse de acuerdo con lo 
establecido en el apartado 1. En esos supuestos, el 
tipo aplicable para determinar la cuantía de los 
intereses será el previsto en el artículo 7 de la Ley 
por la que se establecen medidas de lucha contra 
la morosidad en las operaciones comerciales, salvo 
que las partes hubieren acordado en el contrato 
un tipo distinto, que en ningún caso será inferior al 
señalado para el interés legal incrementado en un 
50 por ciento. 

6. A los efectos prevenidos en el presente 
artículo y con referencia exclusiva a los bienes 
consumibles, se entenderá como fecha de 
entrega aquella en la que efectivamente se haya 
producido, aunque, inicialmente, el título de la 
entrega fuese distinto del de compraventa, 
siempre que las mercancías hayan sido, 
finalmente, adquiridas por el receptor. 

[La numeración de estos apartados 5 y 6 es 
la establecida por el art. 56.Uno.5 de la Ley 
55/1999, de 29 de diciembre, de medidas fiscales, 
administrativas y del orden social (BOE núm. 312, 
de 30-12-1999)]. 

[Los apartados 1, 3, 4 y 5 de este artículo 
están redactados conforme a la Ley 3/2004, de 29 
de diciembre, por la que se establecen medidas 
de lucha contra la morosidad en las operaciones 
comerciales (BOE núm. 314, de 30-12-2004, pp. 
42334-42338). Para ver la antigua redacción, haga 
clic aquí.] 
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 TITULO II 
Actividades de promoción de ventas 
CAPITULO I 
Generalidades 
     Artículo 18. Concepto. 
1. Tendrán la consideración de actividades 

de promoción de ventas, las ventas en rebajas, las 
ventas en oferta o promoción, las ventas de saldos, 
las ventas en liquidación, las ventas con obsequio y 
las ofertas de venta directa. 

2. Las denominaciones antes señaladas 
únicamente podrán emplearse para anunciar las 
ventas que se ajusten a la regulación 
respectivamente establecida en la presente Ley, 
quedando expresamente prohibida la utilización 
de las citadas denominaciones u otras similares 
para anunciar ventas que no respondan al 
correspondiente concepto legal. 

     Artículo 19. Información. 
1. En los anuncios de las ventas a las que se 

refiere el artículo anterior deberá especificarse la 
duración y, en su caso, las reglas especiales 
aplicables a las mismas. 

2. Cuando las ofertas especiales no 
comprendan, al menos, la mitad de los artículos 
puestos a la venta, la práctica de promoción de 
que se trate no se podrá anunciar como una 
medida general, sino referida exclusivamente a los 
artículos o sectores a los que realmente afecte.  

3. Se considerará engañosa la oferta de 
productos con premio o regalo, cuando el 
consumidor no reciba real y efectivamente lo que 
razonablemente cabía esperar de acuerdo con la 
oferta realizada. 

     Artículo 20. Constancia de la reducción 
de precios. 

1. Siempre que se oferten artículos con 
reducción de precio, deberá figurar con claridad, 
en cada uno de ellos, el precio anterior junto con 
el precio reducido, salvo en el supuesto de que se 
trate de artículos puestos a la venta por primera 
vez. 

Se entenderá por precio anterior, el que 
hubiese sido aplicado sobre productos idénticos 
durante un período continuado de al menos 
treinta días, en el curso de los seis meses 
precedentes. 

2. No obstante lo señalado en el apartado 
precedente, cuando se trate de una reducción 
porcentual de un conjunto de artículos, bastará 
con el anuncio genérico de la misma sin 
necesidad de que conste individualmente en 
cada artículo ofertado. 

     Artículo 21. Determinación de los artículos 
ofertados. 

En el caso de que se oferten artículos a 
precio normal y a precio reducido, unos y otros 
deberán estar suficientemente separados, de 
forma que no pueda, razonablemente, existir error 

entre los que son objeto de una u otra oferta, 
distinguiendo, en su caso, la existencia de rebajas, 
saldos, liquidaciones, promociones u obsequios. 

     Artículo 22. Venta multinivel. 
1. La venta multinivel constituye una forma 

especial de comercio en la que un fabricante o un 
comerciante mayorista vende sus productos o 
servicios al consumidor final a través de una red de 
comerciantes y/o agentes distribuidores 
independientes, pero coordinados dentro de una 
misma red comercial y cuyos beneficios 
económicos se obtienen mediante un único 
margen sobre el precio de venta al público, que se 
distribuye mediante la percepción de porcentajes 
variables sobre el total de la facturación generada 
por el conjunto de los consumidores y de los 
comerciantes y/o distribuidores independientes 
integrados en la red comercial, y 
proporcionalmente al volumen de negocio que 
cada componente haya creado. 

2. Entre el fabricante o el mayorista y el 
consumidor final sólo será admisible la existencia 
de un distribuidor. 

3. Queda prohibido organizar la 
comercialización de productos y servicios cuando: 

a) El beneficio económico de la 
organización y de los vendedores no se obtenga 
exclusivamente de la venta o servicio distribuido a 
los consumidores finales sino de la incorporación 
de nuevos vendedores, o 

b) No se garantice adecuadamente que los 
distribuidores cuenten con la oportuna 
contratación laboral o cumplan con los requisitos 
que vienen exigidos legalmente para el desarrollo 
de una actividad comercial. 

c) Exista la obligación de realizar una 
compra mínima de los productos distribuidos por 
parte de los nuevos vendedores sin pacto de 
recompra en las mismas condiciones. 

4. En ningún caso el fabricante o mayorista 
titular de la red podrá condicionar el acceso a la 
misma al abono de una cuota o canon de 
entrada que no sea equivalente a los productos y 
material promocional, informativo o formativo 
entregados a un precio similar al de otros 
homólogos existentes en el mercado y que no 
podrán superar la cantidad que se determine 
reglamentariamente. 

     Artículo 23. Prohibición de ventas en 
pirámide. 

1. Se prohíbe la venta realizada por el 
procedimiento llamado «en cadena o piramidal» y 
cualquier otro análogo, consistente en ofrecer 
productos o servicios al público a un precio inferior 
a su valor de mercado o de forma gratuita, a 
condición de que se consiga la adhesión de otras 
personas. 

2. Se prohíbe proponer la obtención de 
adhesiones o inscripciones con la esperanza de 
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obtener un beneficio económico relacionado con 
la progresión geométrica del número de personas 
reclutadas o inscritas. 

3. Las condiciones contractuales contrarias a 
lo previsto en este artículo serán nulas de pleno 
derecho. 

 
 CAPITULO II 
Venta en rebajas 
     Artículo 24. Concepto. 
1. Se entiende que existe venta en rebajas 

cuando los artículos objeto de la misma se ofertan, 
en el mismo establecimiento en el que se ejerce 
habitualmente la actividad comercial, a un precio 
inferior al fijado antes de dicha venta. 

2. No cabe calificar como venta en rebajas 
la de aquellos productos no puestos a la venta en 
condiciones de precio ordinario con anterioridad, 
así como la de los productos deteriorados o 
adquiridos con objeto de ser vendidos a precio 
inferior al ordinario. 

     Artículo 25. Temporada de rebajas. 
1. Las ventas en rebajas sólo podrán tener 

lugar como tales en dos temporadas anuales; una 
iniciada al principio de año, y la otra, en torno al 
período estival de vacaciones. 

2. La duración de cada período de rebajas 
será como mínimo de una semana y como 
máximo de dos meses, de acuerdo con la decisión 
de cada comerciante dentro de las fechas 
concretas que fijarán las Comunidades Autónomas 
competentes. 

     Artículo 26. Calidad de los productos 
rebajados. 

1. Los artículos objeto de la venta en rebajas 
deberán haber estado incluidos con anterioridad 
y, durante el plazo mínimo de un mes, en la oferta 
habitual de ventas y no podrán haber sido objeto 
de práctica de promoción alguna en el curso del 
mes que preceda a la fecha de inicio de la venta 
en rebajas. 

2. Especialmente, queda prohibido ofertar, 
como rebajados, artículos deteriorados. 

 
 CAPITULO III 
Ventas de promoción 
     Artículo 27. Concepto. 
1. Se consideran ventas de promoción o en 

oferta aquellas no contempladas específicamente 
en otro de los capítulos del presente Título, que se 
realicen por precio inferior o en condiciones más 
favorables que las habituales, con el fin de 
potenciar la venta de ciertos productos o el 
desarrollo de uno o varios comercios o 
establecimientos. 

2. Los productos en promoción no podrán 
estar deteriorados o ser de peor calidad que los 
mismos productos que vayan a ser objeto de futura 
oferta ordinaria a precio normal. 

3. Será de aplicación a las ventas de 
promoción lo dispuesto en los artículos 33 y 34 de la 
presente Ley. 

 
 CAPITULO IV 
Venta de saldos 
     Artículo 28. Concepto. 
1. Se considera venta de saldos la de 

productos cuyo valor de mercado aparezca 
manifiestamente disminuido a causa del deterioro, 
desperfecto, desuso u obsolescencia de los 
mismos. 

2. No cabe calificar como venta de saldos la 
de aquellos productos cuya venta bajo tal régimen 
implique riesgo o engaño para el comprador, ni la 
de aquellos productos que no se venden 
realmente por precio inferior al habitual. 

3. Tampoco cabe calificar como venta de 
saldos aquella en que los productos no 
pertenecieran al comerciante seis meses antes de 
la fecha de comienzo de este tipo de actividad 
comercial, excepción hecha de los 
establecimientos dedicados específicamente al 
referido sistema de venta. 

     Artículo 29. Deber de información. 
1. Las ventas de saldos deberán anunciarse 

necesariamente con esta denominación o con la 
de «venta de restos». 

2. Cuando se trate de artículos deteriorados 
o defectuosos, deberá constar tal circunstancia de 
manera precisa y ostensible. 

 
 CAPITULO V 
Ventas en liquidación 
     Artículo 30. Concepto. 
1. Se entiende por venta en liquidación la 

venta de carácter excepcional y de finalidad 
extintiva de determinadas existencias de 
productos que, anunciada con esta denominación 
u otra equivalente, tiene lugar en ejecución de 
una decisión judicial o administrativa, o es llevada 
a cabo por el comerciante o por el adquirente por 
cualquier título del negocio de aquél en alguno de 
los casos siguientes: 

a) Cesación total o parcial de la actividad 
de comercio. En el supuesto de cese parcial 
tendrá que indicarse la clase de mercancías 
objeto de liquidación. 

b) Cambio de ramo de comercio o 
modificación sustancial en la orientación del 
negocio. 

c) Cambio de local o realización de obras 
de importancia en el mismo.  

d) Cualquier supuesto de fuerza mayor que 
cause grave obstáculo al normal desarrollo de la 
actividad comercial. 

2. No podrán ser objeto de este tipo de 
actividad comercial aquellos productos que no 
formaran parte de las existencias del 



Dossier para el III Congreso DerechoTICs  Red www.derechotics.com 
 

 35

establecimiento, o aquellos que fueron adquiridos 
por el comerciante con objeto de incluirlos en la 
liquidación misma. 

3. En todo caso deberá cesar la venta en 
liquidación si desaparece la causa que la motivó o 
si se liquidan efectivamente los productos objeto 
de la misma. 

4. Los anuncios de las ventas en liquidación 
deberán indicar la causa de ésta. 

     Artículo 31. Duración y reiteración. 
1. La duración máxima de la venta en 

liquidación será de tres meses, salvo en el caso de 
cesación total de la actividad, que será de un año. 

2. En el curso de los tres años siguientes a la 
finalización de una venta en liquidación, el 
vendedor no podrá ejercer el comercio en la 
misma localidad, sobre productos similares a los 
que hubiesen sido objeto de liquidación, por 
cualquiera de los motivos señalados en los párrafos 
a) y b) del apartado 1 del artículo anterior. 

Tampoco podrá proceder a una nueva 
liquidación en el mismo establecimiento, excepto 
cuando esta última tenga lugar en ejecución de 
decisión judicial o administrativa, por cesación 
total de la actividad o por causa de fuerza mayor. 

 
 CAPITULO VI 
Ventas con obsequios 
     Artículo 32. Concepto. 
1. Con la finalidad de promover las ventas, 

podrá ofertarse a los compradores otro producto o 
servicio gratuito o a precio especialmente 
reducido, ya sea en forma automática, o bien, 
mediante la participación en un sorteo o concurso. 

2. Cuando el incentivo consista en un sorteo, 
lo dispuesto en la presente Ley será aplicable sin 
perjuicio de lo establecido en la legislación 
sectorial correspondiente. 

3. En todo caso, la comunicación a 
cualquier persona que haya resultado agraciada 
con un premio, deberá advertir inexcusablemente 
que éste no se encuentra condicionado a la 
adquisición de determinados productos o servicios. 

     Artículo 33. Entrega de los obsequios. 
1. Los bienes o servicios en que consistan los 

obsequios o incentivos promocionales deberán 
entregarse a los compradores en el plazo máximo 
que determinarán las Comunidades Autónomas, 
sin que pueda exceder de tres meses, a contar 
desde el momento en que el comprador reúna los 
requisitos exigidos. Cuando el ofrecimiento se haya 
hecho en los envases de los correspondientes 
productos, el derecho a obtener la prima ofrecida 
podrá ejercerse, como mínimo, durante los tres 
meses siguientes a la fecha de caducidad de la 
promoción. 

2. En el caso de que los obsequios ofrecidos 
formen parte de un conjunto o colección, la 
empresa responsable de la oferta estará obligada 

a canjear cualquiera de aquéllos por otro distinto, 
a no ser que en la oferta pública del incentivo se 
haya establecido otro procedimiento para obtener 
las diferentes piezas de la colección. 

     Artículo 34. Prohibición de ofertas 
conjuntas. 

1. Queda prohibido ofrecer conjuntamente y 
como una unidad de contratación dos o más 
clases o unidades de artículos excepto en los casos 
siguientes: 

a) Cuando exista una relación funcional 
entre los artículos ofertados. 

b) Cuando sea práctica comercial común 
vender ciertos artículos en cantidades superiores a 
un determinado mínimo. 

c) Cuando se ofrezca, simultáneamente, la 
posibilidad de adquirir los artículos por separado y 
a su precio habitual. 

d) Cuando se trate de lotes o grupos de 
artículos presentados conjuntamente por razones 
estéticas o para ser destinados a la realización de 
obsequios. 

2. En todo caso, será de aplicación lo 
dispuesto al respecto en la legislación sobre 
defensa de la competencia. 

 
 CAPITULO VII 
Oferta de venta directa 
     Artículo 35. Veracidad de la oferta. 
Queda prohibido que, en la oferta al público 

de mercancías de cualquier clase, se invoque por 
el vendedor su condición de fabricante o 
mayorista, a menos que reúna las circunstancias 
siguientes: 

a) Que, en el primer caso, fabrique 
realmente la totalidad de los productos puestos a 
la venta y, en el segundo, realice sus operaciones 
de venta fundamentalmente a comerciantes 
minoristas. 

b) Que los precios ofertados sean los mismos 
que aplica a otros comerciantes, mayoristas o 
minoristas, según los casos. 

 
 TITULO III 
Ventas especiales 
CAPITULO I 
Generalidades 
     Artículo 36. Concepto. 
1. Se consideran ventas especiales, a efectos 

de la presente Ley, las ventas a distancia, las 
ventas ambulantes o no sedentarias, las ventas 
automáticas y las ventas en pública subasta. 

2. Las ventas de bienes muebles a plazos se 
regirán por su normativa específica. 

     Artículo 37. Autorización. 
Los comerciantes que ejerzan cualquiera de 

las actividades objeto del presente Título deberán 
ser autorizados por la respectiva Comunidad 
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Autónoma y figurar inscritos en el Registro que, a 
estos efectos, puedan establecer las mismas. 

[Este artículo ha sido declarado 
inconstitucional y nulo por la STC 124/2003, de 19 
de junio de 2003, que resuelve los recursos de 
inconstitucionalidad planteados por la Comunidad 
Foral de Navarra contra determinados preceptos 
de la Ley 7/1996, de 15 de enero, de ordenación 
del comercio minorista y de la Ley Orgánica 
2/1996, de 17 de enero, complementaria de la de 
ordenación del comercio minorista).] 

 
 CAPITULO II 
Ventas a distancia 
     Artículo 38. Concepto. 
1. Se consideran ventas a distancia las 

celebradas sin la presencia física simultánea del 
comprador y del vendedor, siempre que su oferta 
y aceptación se realicen de forma exclusiva a 
través de una técnica cualquiera de 
comunicación a distancia y dentro de un sistema 
de contratación a distancia organizado por el 
vendedor. 

2. Las empresas de ventas a distancia que 
difundan sus ofertas por medios que abarquen el 
territorio de más de una Comunidad Autónoma se 
inscribirán en el Registro especial que a tal efecto 
funcione en el Ministerio de Economía, que 
recogerá los datos suministrados por las 
Comunidades Autónomas donde cada empresa 
tenga su domicilio social, coincidentes con los que 
figuren en el respectivo Registro autonómico, 
cuando haya sido establecido de acuerdo con lo 
previsto en el anterior artículo 37. 

Las empresas no establecidas en España 
que practiquen ventas a distancia en territorio 
español se inscribirán directamente, a efectos 
informativos, en el Registro del Ministerio de 
Economía. 

El Ministerio de Economía informará a las 
Comunidades Autónomas de las empresas de 
venta a distancia registradas. 

Del mismo modo, las Comunidades 
Autónomas comunicarán a la Administración 
General del Esta do las modificaciones que se 
produzcan en el registro autonómico 
correspondiente. 

3. La regulación establecida en la presente 
Ley para las ventas a distancia no será de 
aplicación a: 

a) Las ventas celebradas mediante 
distribuido res automáticos o locales comerciales 
automatiza dos. 

b) Las ventas celebradas en subastas, 
excepto las efectuadas por vía electrónica. 

4. Los artículos 39.1, 40, 43.1, 44 y 47 no serán 
de aplicación a los contratos de suministro de 
productos alimenticios, de bebidas o de otros 
bienes del hogar de consumo corriente 

suministrados en el domicilio del consumidor, en su 
residencia o en su lugar de trabajo por 
distribuidores que realicen visitas frecuentes y 
regulares. 

5. El apartado 2 anterior y el artículo 37 no se 
aplicarán a las actividades de prestación de 
servicios de la sociedad de la información y 
comercio electrónico. 

6. Cuando la contratación a distancia de 
bienes o servicios se lleve a cabo a través de 
medios electrónicos, se aplicará preferentemente 
la normativa específica sobre servicios de la 
sociedad de la información y comercio 
electrónico. 

7. Las comunicaciones comerciales por 
correo electrónico u otros medios de 
comunicación electrónica equivalentes se regirán 
por su normativa específica. 

8. La validez y eficacia de los contratos 
relativos a bienes inmuebles quedará 
condicionada al cumplimiento de los requisitos que 
impone su legislación específica. 

[Modificado por la Ley 47/2002, de 28 de 
octubre, para la transposición al ordenamiento 
jurídico español de la Directiva 97/7/CE, en materia 
de contratos a distancia, y para la adaptación de 
la Ley a diversas Directivas comunitarias (BOE núm. 
304, de 20-12-2002)] 

     Artículo 39. Propuesta de contratación. 
1. En todas las propuestas de contratación 

deberá constar inequívocamente que se trata de 
una oferta comercial. Concretamente, en el caso 
de comunicaciones telefónicas, deberá precisarse 
explícita y claramente, al principio de cualquier 
conversación con el comprador, la identidad del 
vendedor y la finalidad comercial de la llamada. 

2. La utilización por parte del vendedor de 
las técnicas de comunicación que consistan en un 
sistema automatizado de llamada sin intervención 
humana o el telefax necesitará el consentimiento 
previo del consumidor. 

3. En todo caso, deberán cumplirse las 
disposiciones vigentes sobre condiciones generales 
de contratación, protección de los menores y 
respeto a la intimidad. Cuando se utilicen datos 
personales procedentes de fuentes accesibles al 
público para la realización de comunicaciones 
comerciales, se proporcionará al destinatario la 
información que señala la Ley Orgánica 15/1999, 
de 13 de diciembre, de Protección de Datos de 
Carácter Personal, y se ofrecerá al destinatario la 
oportunidad de oponerse a la recepción de las 
mismas. 

[Modificado por la Ley 47/2002, de 28 de 
octubre, para la transposición al ordenamiento 
jurídico español de la Directiva 97/7/CE, en materia 
de contratos a distancia, y para la adaptación de 
la Ley a diversas Directivas comunitarias (BOE núm. 
304, de 20-12-2002)] 
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     Artículo 40. Contenido de las propuestas. 
1. Antes de iniciar el procedimiento de 

contratación y con la antelación necesaria, el 
vendedor deberá suministrar al consumidor, de 
forma veraz, eficaz y suficiente, la siguiente 
información: 

a) La identidad del vendedor y su dirección. 
b) Las características esenciales del 

producto. 
c) El precio, incluidos todos los impuestos. 
d) Los gastos de entrega y transporte, en su 

caso. 
e) La forma de pago y modalidades de 

entrega o de ejecución. 
f) La existencia de un derecho de 

desistimiento o resolución, o su ausencia en los 
contratos a que se refiere el artículo 45. 

g) El coste de la utilización de la técnica de 
comunicación a distancia cuando se calcule 
sobre una base distinta de la tarifa básica. 

h) El plazo de validez de la oferta y del 
precio. 

i) La duración mínima del contrato, si 
procede, cuando se trate de contratos de 
suministro de productos destinados a su ejecución 
permanente o repetida. 

j) Las circunstancias y condiciones en que el 
vendedor podría suministrar un producto de 
calidad y precio equivalentes, en sustitución del 
solicitado por el consumidor, cuando se quiera 
prever esta posibilidad. 

k) En su caso, indicación de si el vendedor 
dispone o está adherido a algún procedimiento 
extra judicial de solución de conflictos. 

2. La información contenida en el apartado 
anterior, cuya finalidad comercial debe ser 
indudable, deberá facilitarse al comprador de 
modo claro, comprensible e inequívoco, mediante 
cualquier técnica adecuada al medio de 
comunicación a distancia utilizado, y deberá 
respetar, en particular, el principio de buena fe en 
las transacciones comerciales, así como los 
principios de protección de quienes sean 
incapaces de contratar. 

[Modificado por la Ley 47/2002, de 28 de 
octubre, para la transposición al ordenamiento 
jurídico español de la Directiva 97/7/CE, en materia 
de contratos a distancia, y para la adaptación de 
la Ley a diversas Directivas comunitarias (BOE núm. 
304, de 20-12-2002)] 

     Artículo 41. Necesidad de consentimiento 
expreso. 

1. En ningún caso la falta de respuesta a la 
oferta de venta a distancia podrá considerarse 
como aceptación de ésta. 

2. Si el vendedor, sin aceptación explícita del 
destinatario de la oferta, enviase a éste el 
producto ofertado, se aplicará lo dispuesto en el 
artículo siguiente. 

[Modificado por la Ley 47/2002, de 28 de 
octubre, para la transposición al ordenamiento 
jurídico español de la Directiva 97/7/CE, en materia 
de contratos a distancia, y para la adaptación de 
la Ley a diversas Directivas comunitarias (BOE núm. 
304, de 20-12-2002)] 

     Artículo 42. Prohibición de envíos no 
solicitados. 

Queda prohibido enviar al consumidor 
artículos o mercancías no pedidos por él al 
comerciante cuando dichos suministros incluyan 
una petición de pago. En caso de que así se haga, 
y sin perjuicio de la infracción que ello suponga, el 
receptor de tales artículos no estará obligado a su 
devolución, ni podrá reclamársele el precio. 

En caso de que decida devolverlo no 
deberá indemnizar por los daños o deméritos 
sufridos por el producto. 

No será de aplicación lo dispuesto en el 
párrafo primero cuando quede claramente de 
manifiesto al receptor que el envío no solicitado se 
debía a un error, correspondiendo al vendedor la 
carga de la prueba. El receptor tendrá derecho a 
ser indemnizado por los gastos y por los daños y 
perjuicios que se le hubieran causado. 

[Modificado por la Ley 47/2002, de 28 de 
octubre, para la transposición al ordenamiento 
jurídico español de la Directiva 97/7/CE, en materia 
de contratos a distancia, y para la adaptación de 
la Ley a diversas Directivas comunitarias (BOE núm. 
304, de 20-12-2002)] 

     Artículo 43. Plazo de ejecución y pago. 
1. Salvo que las partes hayan acordado otra 

cosa, el vendedor deberá ejecutar el pedido a 
más tardar en el plazo de treinta días a partir del 
día siguiente a aquel en que el comprador le haya 
comunicado su pedido. 

2. En caso de no ejecución del contrato por 
parte del vendedor por no encontrarse disponible 
el bien objeto del pedido, el comprador deberá 
ser informado de esta falta de disponibilidad y 
deberá poder recuperar cuanto antes, y en 
cualquier caso en un plazo de treinta días como 
máximo, las sumas que haya abonado. En el 
supuesto de que el vendedor no realice este 
abono en el plazo señalado, el comprador podrá 
reclamar que se le pague el doble de la suma 
adeudada, sin perjuicio a su derecho de ser 
indemnizado por los daños y perjuicios sufridos en 
lo que excedan de dicha cantidad. 

3. De no hallarse disponible el bien objeto del 
pedido, cuando el consumidor hubiera sido 
informado expresamente de tal posibilidad, el 
vendedor podrá suministrar sin aumento de precio 
un producto de características similares que tenga 
la misma o superior calidad. En este caso, el 
comprador podrá ejercer sus derechos de 
desistimiento y resolución en los mismos términos 
que si se tratara del bien inicialmente requerido. 
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[Modificado por la Ley 47/2002, de 28 de 
octubre, para la transposición al ordenamiento 
jurídico español de la Directiva 97/7/CE, en materia 
de contratos a distancia, y para la adaptación de 
la Ley a diversas Directivas comunitarias (BOE núm. 
304, de 20-12-2002)] 

     Artículo 44. Derecho de desistimiento. 
1. El comprador dispondrá de un plazo 

mínimo de siete días hábiles para desistir del 
contrato sin penalización alguna y sin indicación 
de los motivos. Será la ley del lugar donde se ha 
entregado el bien la que determine qué días han 
de tenerse por hábiles. 

2. El ejercicio del derecho de desistimiento 
no estará sujeto a formalidad alguna, bastando 
que se acredite en cualquier forma admitida en 
derecho. 

3. El derecho de desistimiento no puede 
implicar la imposición de penalidad alguna, si bien 
podrá exigirse al comprador que se haga cargo 
del coste directo de devolución del producto al 
vendedor. 

No obstante lo anterior, en los supuestos en 
que el vendedor pueda suministrar un producto de 
calidad y precio equivalentes, en sustitución del 
solicitado por el consumidor, los costes directos de 
devolución, si se ejerce el derecho de 
desistimiento, serán por cuenta del vendedor que 
habrá debido informar de ello al consumidor. 

Serán nulas de pleno derecho las cláusulas 
que impongan al consumidor una penalización por 
el ejercicio de su derecho de desistimiento o la 
renuncia al mismo. 

4. A efectos del ejercicio del derecho de 
desistimiento, el plazo se calculará a partir del día 
de recepción del bien, siempre que se haya 
cumplido el deber de información que impone el 
artículo 47. 

5. En el caso de que el vendedor no haya 
cumplido con tal deber de información, el 
comprador podrá resolver el contrato en el plazo 
de tres meses a contar desde aquel en que se 
entregó el bien. Si la información a que se refiere el 
artículo 47 se facilita durante el citado plazo de 
tres meses, el período de siete días hábiles para el 
desistimiento empezará a correr desde ese 
momento. Cuando el comprador ejerza su 
derecho a resolver el con trato por incumplimiento 
del deber de información que incumbe al 
vendedor, no podrá éste exigir que aquél se haga 
cargo de los gastos de devolución del producto. 

6. Cuando el comprador haya ejercido el 
derecho de desistimiento o el de resolución 
conforme a lo establecido en el presente artículo, 
el vendedor estará obligado a devolver las sumas 
abonadas por el comprador sin retención de 
gastos. La devolución de estas sumas deberá 
efectuarse lo antes posible y, en cualquier caso, en 
un plazo máximo de treinta días desde el 

desistimiento o la resolución. Corresponde al 
vendedor la carga de la prueba sobre el 
cumplimiento del plazo. Transcurrido el mismo sin 
que el comprador haya recuperado la suma 
adeudada, tendrá derecho a reclamarla 
duplicada, sin perjuicio de que además se le 
indemnicen los daños y perjuicios que se le hayan 
causado en lo que excedan de dicha cantidad. 

7. En caso de que el precio haya sido total o 
parcialmente financiado mediante un crédito con 
cedido al comprador por parte del vendedor o por 
parte de un tercero previo acuerdo de éste con el 
vendedor, el ejercicio del derecho de desistimiento 
o de resolución contemplados en este artículo 
implicará al tiempo la resolución del crédito sin 
penalización alguna para el comprador. 

8. El transcurso del plazo del derecho de 
desistimiento sin ejecutarlo no será obstáculo para 
el posterior ejercicio de las acciones de nulidad o 
resolución del contrato cuando procedan 
conforme a derecho. 

[Modificado por la Ley 47/2002, de 28 de 
octubre, para la transposición al ordenamiento 
jurídico español de la Directiva 97/7/CE, en materia 
de contratos a distancia, y para la adaptación de 
la Ley a diversas Directivas comunitarias (BOE núm. 
304, de 20-12-2002)] 

     Artículo 45. Excepciones al derecho de 
desistimiento. 

Salvo pacto en contrario, lo dispuesto en el 
artículo anterior no será aplicable a los siguientes 
contratos: 

a) Contratos de suministro de bienes cuyo 
precio esté sujeto a fluctuaciones de coeficientes 
del mercado financiero que el vendedor no pueda 
controlar. 

b) Contratos de suministro de bienes 
confeccionados conforme a las especificaciones 
del consumidor o claramente personalizados, o 
que, por su naturaleza, no puedan ser devueltos o 
puedan deteriorarse o caducar con rapidez. 

c) Contratos de suministro de grabaciones 
sonoras o de vídeo, de discos y de programas 
informáticos que hubiesen sido desprecintados por 
el consumidor, así como de ficheros informáticos, 
suministrados por vía electrónica, susceptibles de 
ser descargados o reproducidos con carácter 
inmediato para su uso permanente. 

d) Contratos de suministro de prensa diaria, 
publicaciones periódicas y revistas. 

[Modificado por la Ley 47/2002, de 28 de 
octubre, para la transposición al ordenamiento 
jurídico español de la Directiva 97/7/CE, en materia 
de contratos a distancia, y para la adaptación de 
la Ley a diversas Directivas comunitarias (BOE núm. 
304, de 20-12-2002)] 

     Artículo 46. Pago mediante tarjeta de 
crédito. 
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1. Cuando el importe de una compra 
hubiese sido cargado fraudulenta o 
indebidamente utilizan do el número de una 
tarjeta de pago, su titular podrá exigir la inmediata 
anulación del cargo. En tal caso, las 
correspondientes anotaciones de adeudo y 
reabono en las cuentas del proveedor y del titular 
se efectuarán a la mayor brevedad. 

2. Sin embargo, si la compra hubiese sido 
efectivamente realizada por el titular de la tarjeta y 
la exigencia de devolución no fuera consecuencia 
de haberse ejercido el derecho de desistimiento o 
de resolución reconocido en el artículo 44 y, por 
tanto, hubiese exigido indebidamente la anulación 
del correspondiente cargo, aquél quedará 
obligado frente al vendedor al resarcimiento de los 
daños y perjuicios ocasionados como 
consecuencia de dicha anulación. 

[Modificado por la Ley 47/2002, de 28 de 
octubre, para la transposición al ordenamiento 
jurídico español de la Directiva 97/7/CE, en materia 
de contratos a distancia, y para la adaptación de 
la Ley a diversas Directivas comunitarias (BOE núm. 
304, de 20-12-2002)] 

     Artículo 47. Información. 
1. Además de la información señalada en el 

artículo 40, el consumidor deberá haber recibido, a 
la ejecución del contrato, las siguientes 
informaciones y documentos: 

a) Información escrita sobre las condiciones 
y modalidades de ejercicio de los derechos de 
desistimiento y resolución, así como un documento 
de desistimiento o revocación, identificado 
claramente como tal, que exprese el nombre y 
dirección de la persona a quien debe enviarse y 
los datos de identificación del contrato y de los 
contratantes a que se refiere. 

b) La dirección del establecimiento del 
vendedor donde el comprador pueda presentar 
sus reclamaciones. 

c) Información relativa a los servicios 
postventa y a las garantías comerciales existentes. 

d) En caso de celebración de un contrato 
de duración indeterminada o de duración superior 
a un año, las condiciones de rescisión del contrato. 

2. La información a que se refiere el 
apartado anterior deberá facilitarse por escrito o, 
salvo oposición expresa del consumidor, en 
cualquier otro soporte duradero adecuado a la 
técnica de comunicación empleada y en la 
lengua utilizada en la propuesta de contratación. 

[Modificado por la Ley 47/2002, de 28 de 
octubre, para la transposición al ordenamiento 
jurídico español de la Directiva 97/7/CE, en materia 
de contratos a distancia, y para la adaptación de 
la Ley a diversas Directivas comunitarias (BOE núm. 
304, de 20-12-2002)] 

     Artículo 48. Irrenunciabilidad de los 
derechos. 

1. Cuando el comprador sea un consumidor, 
entendiendo por tal el definido en los aparta dos 2 
y 3 del artículo 1 de la Ley 26/1984, de 19 de julio, 
General para la Defensa de los Consumidores y 
Usuarios, los derechos que el presente capítulo le 
reconoce serán irrenunciables y podrán ser 
ejercidos por los mismos aunque la legislación 
aplicable al contrato sea otra distinta de la 
española, si el contrato presenta un vínculo 
estrecho con el territorio de cualquier Estado 
miembro de la Unión Europea. 

2. Los operadores de las técnicas de 
comunicación a distancia, entendiendo por tales a 
las personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, 
que sean titulares de las técnicas de 
comunicación a distancia utilizadas por los 
proveedores, están obligados a procurar, en la 
medida de sus posibilidades, que los comerciantes 
respeten los derechos que el presente capítulo 
reconoce a los consumidores y cumplan las 
obligaciones que en él se les imponen. 

3. Contra las conductas contrarias a lo 
dispuesto en el presente capítulo que lesionen 
intereses colectivos e intereses difusos de los 
consumidores y usuarios, podrá ejercitarse la 
acción de cesación dirigida a obtener una 
sentencia que condene al demandado a cesar en 
dichas conductas y a prohibir su reiteración futura. 
Asimismo, la acción podrá ejercerse para prohibir 
la realización de una conducta cuando ésta haya 
finalizado al tiempo de ejercitar la acción, si existen 
indicios suficientes que hagan temer su reiteración 
de modo inmediato. 

La acción de cesación se ejercerá conforme 
a las prescripciones que para esta clase de 
acciones se contienen en la Ley 1/2000, de 7 de 
enero, de Enjuiciamiento Civil, y en la Ley 26/1984, 
de 19 de julio, General para la Defensa de los Con 
sumidores y Usuarios.’ 

[Modificado por la Ley 47/2002, de 28 de 
octubre, para la transposición al ordenamiento 
jurídico español de la Directiva 97/7/CE, en materia 
de contratos a distancia, y para la adaptación de 
la Ley a diversas Directivas comunitarias (BOE núm. 
304, de 20-12-2002)] 

 
 CAPITULO III 
Venta automática 
     Artículo 49. Concepto. 
1. Es venta automática la forma de 

distribución detallista, en la cual se pone a 
disposición del consumidor el producto o servicio 
para que éste lo adquiera mediante el 
accionamiento de cualquier tipo de mecanismo y 
previo pago de su importe. 

2. Todas las máquinas para la venta 
automática deberán haber sido objeto de previa 
homologación por la correspondiente Comunidad 
Autónoma. 
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3. Para la instalación de máquinas de venta 
automática se requerirá autorización específica de 
las autoridades competentes por razón del 
producto objeto de la actividad comercial y la de 
las autoridades competentes en materia de 
comercio. Deberán también exigirse las 
autorizaciones que resulten necesarias por otras 
razones de carácter sectorial. 

     Artículo 50. Advertencias obligatorias. 
En todas las máquinas de venta deberá 

figurar con claridad cuál es el producto que 
expenden, su precio, tipo de monedas que 
admiten, instrucciones para la obtención del 
producto deseado, datos de homologación del 
aparato, identidad del oferente y número de 
inscripción en el correspondiente Registro, así 
como una dirección y teléfono donde se 
atenderán las reclamaciones. 

     Artículo 51. Recuperación del importe. 
Todas las máquinas de venta deberán 

permitir la recuperación automática del importe 
introducido en el caso de no facilitarse el artículo 
solicitado. 

     Artículo 52. Responsabilidad. 
En el caso de que las máquinas de venta 

estén instaladas en un local destinado al desarrollo 
de una empresa o actividad privada, los titulares 
de la misma responderán solidariamente con el de 
la propia máquina frente al comprador del 
cumplimiento de las obligaciones derivadas de la 
venta automática. 

 
 CAPITULO IV 
Venta ambulante o no sedentaria 
     Artículo 53. Concepto. 
Se considera venta ambulante o no 

sedentaria la realizada por comerciantes, fuera de 
un establecimiento comercial permanente, de 
forma habitual, ocasional, periódica o continuada, 
en los perímetros o lugares debidamente 
autorizados en instalaciones comerciales 
desmontables o transportables, incluyendo los 
camiones-tienda. En todo caso, la venta no 
sedentaria únicamente podrá llevarse a cabo en 
mercados fijos, periódicos u ocasionales así como 
en lugares instalados en la vía pública para 
productos de naturaleza estacional. 

[Este artículo ha sido declarado 
inconstitucional y nulo -excepto el inciso inicial 
según el cual "es venta ambulante o no sedentaria 
la realizada por comerciantes, fuera de un 
establecimiento comercial permanente- por la STC 
124/2003, de 19 de junio de 2003, que resuelve los 
recursos de inconstitucionalidad planteados por la 
Comunidad Foral de Navarra contra determinados 
preceptos de la Ley 7/1996, de 15 de enero, de 
ordenación del comercio minorista y de la Ley 
Orgánica 2/1996, de 17 de enero, complementaria 
de la de ordenación del comercio minorista).] 

     Artículo 54. Autorización. 
Corresponderá a los Ayuntamientos otorgar 

las autorizaciones para el ejercicio de la venta 
ambulante en sus respectivos términos municipales, 
de acuerdo con sus normas específicas y las 
contenidas en la legislación vigente. 

     Artículo 55. Identificación. 
Quienes ejerzan el comercio ambulante 

deberán tener expuesto en forma fácilmente 
visible para el público sus datos personales y el 
documento en el que conste la correspondiente 
autorización municipal, así como una dirección 
para la recepción de las posibles reclamaciones. 

 
 CAPITULO V 
Venta en pública subasta 
     Artículo 56. Concepto. 
1. La celebración de una pública subasta 

consiste en ofertar, pública e irrevocablemente, la 
venta de un bien a favor de quien ofrezca, 
mediante el sistema de pujas y dentro del plazo 
concedido al efecto, el precio más alto por 
encima de un mínimo, ya se fije éste inicialmente o 
mediante ofertas descendentes realizadas en el 
curso del propio acto. 

2. La regulación de las ventas en pública 
subasta contenida en la presente Ley se aplicará a 
las efectuadas por empresas que se dediquen 
habitualmente a esta actividad o al comercio al 
por menor. 

Las subastas de títulos, así como las subastas 
judiciales y administrativas, se regirán por su 
normativa específica. 

     Artículo 57. Contrato de subasta. 
1. En el supuesto de que los bienes a subastar 

no pertenezcan a la empresa que desarrolla esta 
actividad, las relaciones con el propietario de los 
mismos se ajustarán a lo estipulado entre las partes 
de acuerdo con la normativa general sobre 
contratación. 
 

2. En defecto de pacto expreso, se 
entenderá que todos los gastos de la subasta, 
incluidos los de custodia y, en su caso, tasación, 
corresponden a la empresa de subastas, sin que el 
propietario deba entregar por este concepto 
remuneración adicional alguna, fuera del precio o 
gratificación establecido. 

También corresponderá a la referida 
empresa, salvo estipulación en contrario, la 
obligación de custodia y exposición de los bienes 
y, en su caso, los de inclusión en el catálogo. 

3. La empresa subastadora deberá 
comprobar, en su caso, el cumplimiento de los 
requisitos establecidos en la legislación para la 
protección del tesoro artístico, histórico y 
bibliográfico de España.  

4. El encargo de subasta deberá 
documentarse por escrito en el que se 
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identificarán las partes, el objeto y condiciones de 
la venta, así como la retribución de la empresa 
subastadora. 

     Artículo 58. Oferta de venta en subasta. 
1. La oferta de venta en subasta deberá 

contener una descripción veraz de los objetos que 
salen a la misma, con identificación de si sus 
calidades son ciertas o, simplemente, supuestas o 
adveradas por determinado experto. 

2. En especial, cuando, en salas 
especializadas en objetos de arte o de valor, se 
oferte la venta en subasta de una imitación o de 
un artículo que, aunque aparentemente precioso, 
no lo sea en realidad, deberá hacerse constar, 
expresamente, esta circunstancia tanto en los 
anuncios como en las invitaciones en las pujas. 

Cuando se oferte la venta en subasta de un 
objeto acompañado del nombre o de las iniciales 
de un determinado autor o precisando que 
aparece firmado por el mismo, se considerará que 
se vende como original de dicho autor, a menos 
que consten con claridad las oportunas 
advertencias. 

3. Lo dispuesto en el apartado 2 del presente 
artículo será también de aplicación a las ventas de 
objetos preciosos o artísticos que se oferten al 
público en forma distinta a la subasta. 

     Artículo 59. Relaciones entre la empresa 
subastadora y los licitadores. 

1. Únicamente podrá exigirse la constitución 
de fianza a los licitadores, cuando expresamente 
se haya consignado esta condición en los 
anuncios de la subasta. 

En ningún caso, el importe de las fianzas 
podrá ser superior al 5 por 100 del precio de salida 
de los bienes en cuya licitación se quiera 
participar. 

2. La fianza constituida por los licitadores a 
quienes no hubiese sido adjudicado el remate les 
deberá ser reintegrada dentro del plazo máximo 
de tres días a contar desde la finalización del acto. 

3. En el caso de que el rematante no 
satisfaciere [sic] el precio en las condiciones en 
que se hizo la adjudicación, perderá la fianza 
constituida que, en defecto de pacto, 
corresponderá al titular del bien subastado, una 
vez deducido el premio o comisión atribuible a la 
empresa subastadora, sin perjuicio del derecho del 
vendedor a exigir el cumplimiento del contrato. 

     Artículo 60. Documentación. 
1. Adjudicado un bien se consignará 

inmediatamente por escrito procediéndose a la 
entrega del mismo una vez satisfecho el precio del 
remate o la parte del mismo determinada en los 
correspondientes anuncios. 

2. Las ventas en pública subasta deberán, 
necesariamente, formalizarse mediante 
documento público o privado que, en su caso, 
podrá ser otorgado por la empresa subastadora 

como mandataria del propietario del bien 
subastado. 

     Artículo 61. Efectos de la venta en 
subasta. 

1. La adquisición de bienes muebles 
mediante una venta en pública subasta de 
acuerdo con lo previsto en la presente Ley 
determinará su irreivindicabilidad en la forma 
establecida en el artículo 85 del Código de 
Comercio. 

2. La empresa subastadora responderá 
solidariamente con el titular del bien subastado por 
la falta de conformidad de éste con el anuncio de 
la subasta, así como por los vicios o defectos 
ocultos de la cosa vendida, cuando hubiese 
incumplido las obligaciones de información que le 
impone el artículo 58 de la presente Ley.» 

[Modificado por la Ley 47/2002, de 28 de 
octubre, para la transposición al ordenamiento 
jurídico español de la Directiva 97/7/CE, en materia 
de contratos a distancia, y para la adaptación de 
la Ley a diversas Directivas comunitarias (BOE núm. 
304, de 20-12-2002)] 

 
 CAPITULO VI 
De la actividad comercial en régimen de 

franquicia 
     Artículo 62. Regulación del régimen de 

franquicia. 
1. La actividad comercial en régimen de 

franquicia es la que se lleva a efecto en virtud de 
un acuerdo o contrato por el que una empresa, 
denominada franquiciadora, cede a otra, 
denominada franquiciada, el derecho a la 
explotación de un sistema propio de 
comercialización de productos o servicios. 

2. Las personas físicas o jurídicas que 
pretendan desarrollar en España la actividad de 
franquiciadores a que se refiere el apartado 
anterior, deberán inscribirse, en su caso, en el 
Registro que pueden establecer las 
Administraciones competentes. 

3. Asimismo, con una antelación mínima de 
veinte días a la firma de cualquier contrato o 
precontrato de franquicia o entrega por parte del 
futuro franquiciado al franquiciador de cualquier 
pago, el franquiciador deberá haber entregado al 
futuro franquiciado por escrito la información 
necesaria para que pueda decidir libremente y 
con conocimiento de causa su incorporación a la 
red de franquicia y, en especial, los datos 
principales de identificación del franquiciador, 
descripción del sector de actividad del negocio 
objeto de franquicia, contenido y características 
de la franquicia y de su explotación, estructura y 
extensión de la red y elementos esenciales del 
acuerdo de franquicia. Reglamentariamente se 
establecerán las demás condiciones básicas para 
la actividad de cesión de franquicias.  
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 TITULO IV 
Infracciones y sanciones 
CAPITULO I 
Principios generales 
     Artículo 63. Competencias sancionadoras. 
1. Las Administraciones Públicas 

comprobarán el cumplimiento de lo dispuesto en 
la presente Ley, a cuyo fin podrán desarrollar las 
actuaciones inspectoras precisas en las 
correspondientes empresas. También sancionarán 
las infracciones cometidas, previa instrucción del 
oportuno expediente, sin perjuicio de las 
responsabilidades civiles, penales o de otro orden 
que puedan concurrir. 

La competencia sancionadora 
corresponderá a las respectivas Comunidades 
Autónomas. 

2. La instrucción de causa penal ante los 
Tribunales de Justicia o la incoación de expediente 
por infracción de las normas de defensa de la 
competencia, suspenderá la tramitación del 
expediente administrativo sancionador que 
hubiera sido incoado por los mismos hechos y, en 
su caso, la eficacia de las resoluciones 
sancionadoras. 

3. Serán de aplicación a las infracciones 
recogidas en esta Ley las reglas y principios 
sancionadores contenidos en la legislación general 
sobre régimen jurídico de las administraciones 
públicas y procedimiento administrativo común. 

4. En ningún caso se podrá imponer una 
doble sanción por los mismos hechos y en función 
de los mismos intereses públicos protegidos, si bien 
deberán exigirse las demás responsabilidades que 
se deduzcan de otros hechos o infracciones 
concurrentes. 

 
 CAPITULO II 
Clases de infracciones 
     Artículo 64. Infracciones leves. 
Tendrán la consideración de infracciones 

leves: 
a) No exhibir la necesaria autorización, 

homologación o comunicación en la forma legal o 
reglamentariamente establecida. 

b) La realización de actividades comerciales 
en horario superior al máximo que, en su caso, se 
haya establecido. 

c) Realizar ventas en rebajas fuera de los 
casos autorizados en la presente Ley. 

d) No hacer figurar en los artículos rebajados 
los precios habituales de los mismos. 

e) El incumplimiento de lo dispuesto en la 
presente Ley acerca de las ofertas de venta 
conjunta. 

f) Omitir en los anuncios de las subastas los 
requisitos establecidos en la presente Ley. 

g) El retraso en la devolución de las fianzas 
constituidas por los licitadores no adjudicatarios de 
las ventas en subasta. 

h) En general, el incumplimiento de las 
obligaciones establecidas en la presente Ley o en 
las normas dictadas para su desarrollo, que no 
sean objeto de sanción específica. 

[Mediante providencia de 30 de septiembre 
de 2003, el Tribunal Constitucional ha admitido a 
trámite la cuestión de inconstitucionalidad núm. 
3863/2003, planteada por el Juzgado de lo 
Contencioso-Administrativo núm. 2 de Santander, 
contra el apartado h) de este artículo por posible 
vulneración del art. 25.1 CE (BOE núm. 244, de 11-
10-2003, p. 36653).] 

     Artículo 65. Infracciones graves. 
1. Tendrán la consideración de infracciones 

graves: 
a) Ejercer una actividad comercial sin previa 

autorización en el caso de que ésta fuera 
preceptiva, o sin estar inscrito en el 
correspondiente Registro especial, o no realizar las 
comunicaciones o notificaciones a la 
administración comercial exigidas por la normativa 
vigente. 

b) Exigir precios superiores a aquellos que 
hubiesen sido objeto de fijación administrativa. 

c) Realizar ventas con pérdida, con 
excepción de los supuestos señalados en la Ley, e 
incumplir las normas sobre facturas que recoge el 
artículo 14. 

[Apartado redactado conforme al art. 
56.Uno.6 de la Ley 55/1999, de 29 de diciembre, de 
medidas fiscales, administrativas y del orden social 
(BOE núm. 312, de 30-12-1999)]. 

d) La realización por parte de las entidades 
a que se refiere el artículo 15 de operaciones de 
venta con personas distintas a sus socios o 
beneficiarios. 

e) La realización de actividades comerciales 
en domingos y días festivos en los casos de 
prohibición. 

f) El incumplimiento de los plazos máximos de 
pago que contempla el apartado 3 del artículo 17, 
así como la falta de entrega por los comerciantes 
a sus proveedores de un documento que lleve 
aparejada ejecución cambiaria, y la falta de 
entrega de un efecto endosable a la orden en los 
supuestos y plazos contemplados en el apartado 4 
del artículo 17. 

[Apartado redactado conforme al art. 
56.Uno.7 de la Ley 55/1999, de 29 de diciembre, de 
medidas fiscales, administrativas y del orden social 
(BOE núm. 312, de 30-12-1999)]. 

g) No dejar constancia documental de la 
fecha de entrega de mercancías por los 
proveedores o falsear este dato. 

h) La oferta de operaciones comerciales en 
pirámide en la forma prohibida por la presente Ley. 
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i) La falta de veracidad en los anuncios de 
prácticas promocionales calificando 
indebidamente las correspondientes ventas u 
ofertas. 

j) Ofertar como rebajados artículos 
defectuosos o adquiridos expresamente con tal 
finalidad. 

k) El incumplimiento del régimen establecido 
sobre entrega y canje de los obsequios 
promocionales. 

l) Anunciar o realizar operaciones de venta 
en liquidación con incumplimiento de los requisitos 
establecidos al respecto. 

m) Anunciar ventas como directas de 
fabricante o mayorista con incumplimiento de lo 
establecido al respecto en la presente Ley. 

n) El incumplimiento del régimen establecido 
en la Ley 26/1991, de 21 de noviembre, para las 
ventas domiciliarias. 

ñ) El incumplimiento de las obligaciones que 
la regulación de las ventas a distancia impone en 
materia de información y documentación que se 
debe suministrar al consumidor; de los plazos de 
ejecución y de devolución de cantidades 
abonadas; el envío con pretensión de cobro de 
artículos no solicitados por el consumidor, y el uso 
de técnicas de comunicación que requieran 
consentimiento previo o falta de oposición del 
consumidor, cuando no concurra la circunstancia 
correspondiente. 

[Apartado redactado conforme a la Ley 
47/2002, de 28 de octubre, para la transposición al 
ordenamiento jurídico español de la Directiva 
97/7/CE, en materia de contratos a distancia, y 
para la adaptación de la Ley a diversas Directivas 
comunitarias (BOE núm. 304, de 20-12-2002)] 

o) Admitir objetos para su venta en subasta 
sin haber comprobado el cumplimiento de los 
requisitos exigidos en la legislación en defensa del 
patrimonio histórico, artístico y bibliográfico de 
España. 

p) La resistencia, negativa u obstrucción a la 
acción comprobadora o inspectora de las 
administraciones comerciales. 

q) La reincidencia en la comisión de faltas 
leves. 

r) El incumplimiento por parte de quienes 
otorguen contrato de franquicia de la obligación 
de inscripción en el Registro a que se refiere el 
artículo 62.2. 

2. La imposición de sanciones administrativas 
en los supuestos recogidos en los apartados f) y g) 
del apartado 1 del presente artículo no prejuzgará, 
en modo alguno, la validez de los correspondientes 
contratos o de las obligaciones, respectivamente, 
asumidas por las partes. 

     Artículo 66. Infracciones muy graves. 
Se considerará infracción muy grave 

cualquiera de las definidas como graves en el 

artículo anterior cuando concurran algunas de las 
circunstancias siguientes: 

a) Que el volumen de la facturación 
realizada o el precio de los artículos ofertados a 
que se refiere la infracción sea superior a 
100.000.000 de pesetas. 

b) Que exista reincidencia. 
     Artículo 67. Reincidencia. 
1. Se entenderá que existe reincidencia, por 

comisión en el término de un año de más de una 
infracción de la misma naturaleza cuando así haya 
sido declarado por resolución firme. 

2. No obstante lo señalado en el párrafo 
anterior, para calificar una infracción como muy 
grave, sólo se atenderá a la reincidencia en 
infracciones graves y la reincidencia en 
infracciones leves sólo determinará que una 
infracción de este tipo sea calificada como grave 
cuando se incurra en el cuarto supuesto 
sancionable. 

 
 CAPITULO III 
Sanciones 
     Artículo 68. Cuantía de las multas. 
1. Las infracciones muy graves se 

sancionarán con multa de 2.500.001 pesetas hasta 
100.000.000 de pesetas. 

2. Las infracciones graves se sancionarán 
con multa de 500.001 pesetas hasta 2.500.000 
pesetas. 

3. Las infracciones leves se sancionarán con 
apercibimiento o multa de hasta 500.000 pesetas. 

4. Cuando la sanción lo sea por la forma de 
actividad comercial que se realiza o por los 
productos comercializados, las sanciones 
comportarán la incautación y pérdida de la 
mercancía objeto de la actividad comercial de 
que se trate. 

5. En el caso de tercera reincidencia en 
infracciones calificadas como muy graves, las 
Comunidades Autónomas podrán decretar el 
cierre temporal de la empresa, el establecimiento 
o la industria infractora, por un período máximo de 
un año. 

El acuerdo de cierre debe determinar las 
medidas complementarias para su plena eficacia. 

     Artículo 69. Graduación. 
1. Las sanciones se graduarán 

especialmente en función del volumen de la 
facturación a la que afecte, cuantía del beneficio 
obtenido, grado de intencionalidad, plazo de 
tiempo durante el que se haya venido cometiendo 
la infracción y reincidencia. 

2. La sanción no podrá suponer más del 5 
por 100 de la facturación del comerciante 
afectada por la infracción en el caso de 
infracciones leves, del 50 por 100 en el caso de 
infracciones graves y del volumen total de dicha 
facturación en el caso de infracciones muy graves. 
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     Artículo 70. Prescripción. 
1. Las infracciones muy graves prescribirán a 

los tres años, las graves a los dos años y las leves a 
los seis meses. Estos plazos se contarán a partir de 
la producción del hecho sancionable o de la 
terminación del período de comisión si se trata de 
infracciones continuadas. 

2. Las sanciones prescribirán en los mismos 
plazos contados a partir de la firmeza de la 
resolución sancionadora. 

     Artículo 71. Suspensión temporal de la 
actividad. 

La Comunidad Autónoma competente 
podrá adoptar la medida de cierre de las 
instalaciones o los establecimientos que no 
dispongan de las autorizaciones preceptivas o la 
suspensión de su funcionamiento hasta que se 
rectifiquen los defectos o se cumplan los requisitos 
exigidos en los supuestos de falta muy grave. 
Asimismo, podrá suspender la venta cuando, en su 
ejercicio, advierta las mismas irregularidades. 

 
 Disposición adicional primera. 
Cuando el proveedor actúe en el marco de 

su actividad económica y la otra parte sea un 
consumidor, lo dispuesto en los artículos 38 a 48 y 
65.1, párrafo ñ), de la presente Ley será de 
aplicación a los contratos negociados a distancia 
referentes a la prestación de servicios, incluidos los 
arrendamientos de bienes inmuebles, con las 
particularidades siguientes: 

1. La regulación señalada no se aplicará a 
los contratos que se refieran a servicios financieros 
tales como servicios de inversión, seguro, 
reaseguro, bancarios, relativos a fondos de 
pensiones y a operaciones a plazo y de opción; a 
los celebrados con los operadores de 
telecomunicaciones debido a la utilización de los 
teléfonos públicos; a los celebrados para la 
construcción de bienes inmuebles; a los que 
regulen relaciones familiares y sucesorias, y a los 
contratos societarios. 

2. Los artículos 39.1, 40, 43.1, 44 y 47 no se 
aplicarán a los contratos de suministro de servicios 
de alojamiento, de transporte, de comidas o de 
esparcimiento, cuando el proveedor se 
comprometa al celebrarse el contrato a suministrar 
tales prestaciones en una fecha determinada o en 
un período concreto. 

3. El artículo 47 no se aplicará a los servicios 
cuya ejecución se realice utilizando una técnica 
de comunicación a distancia que se presten de 
una sola vez y cuya facturación sea efectuada por 
el operador de la técnica de comunicación. No 
obstante, el consumidor, en cualquier caso, 
deberá estar en condiciones de conocer la 
dirección geográfica del establecimiento del 
proveedor donde pueda presentar sus 
reclamaciones. 

4. El plazo para el desistimiento se contará a 
partir del día de celebración del contrato o a partir 
del día en que se hubiera completado la 
información a que se refiere el artículo 47, cuando 
ello se hiciera con posterioridad a la celebración 
del contrato. Esta forma de computarse el plazo 
deberá constar en la información previa que ha de 
suministrarse al adquirente según lo dispuesto en el 
artículo 40. 

5. Será la ley del lugar donde ha de prestarse 
el servicio la que determine qué días son hábiles 
para el ejercicio del derecho de desistimiento. 

6. El plazo de tres meses para la resolución 
del contrato por falta de cumplimiento del deber 
de información se cuenta a partir de la fecha de 
celebración del contrato. 

7. Salvo pacto en contrario, el adquirente no 
dispondrá de los derechos de desistimiento que 
contempla el artículo 44 en los contratos de 
prestación de servicios cuya ejecución haya 
comenzado, con el acuerdo del consumidor, antes 
de finalizar el plazo de siete días hábiles, ni en los 
contratos de servicios de apuestas y loterías. 

[Modificada por la Ley 47/2002, de 28 de 
octubre, para la transposición al ordenamiento 
jurídico español de la Directiva 97/7/CE, en materia 
de contratos a distancia, y para la adaptación de 
la Ley a diversas Directivas comunitarias (BOE núm. 
304, de 20-12-2002)] 

 Disposición adicional segunda. 
Los órganos de la Administración 

competente, así como los órganos, asociaciones o 
personas a que se refiere el artículo 25.1 de la Ley 
34/1988, de 11 de noviembre, General de 
Publicidad, estarán legitimados para instar, en el 
procedimiento establecido en el capítulo IV de la 
citada Ley, la cesación o, en su caso, la 
rectificación de la publicidad que resulte contraria 
a la normativa vigente. 

[La remisión al capítulo IV de la Ley General 
de Publicidad ha de entenderse referida a su Título 
IV]. 

 Disposición adicional tercera. 
Se añade el siguiente inciso final al apartado 

1 del artículo 221 de la Ley de Sociedades 
Anónimas: 

«Cuando la sociedad tenga un volumen de 
facturación anual superior a 1.000.000.000 de 
pesetas el límite de la multa para cada año de 
retraso se elevará a 50.000.000 de pesetas». 

 Disposición adicional cuarta. 
1. Las entidades de cualquier naturaleza 

jurídica que se dediquen al comercio mayorista o 
minorista o a la realización de adquisiciones o 
presten servicios de intermediación para negociar 
las mismas, por cuenta o encargo de los 
comerciantes al por menor, deberán formalizar su 
inscripción, así como el depósito anual de sus 
cuentas en el Registro Mercantil en la forma en 
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que se determine reglamentariamente, cuando en 
el ejercicio inmediato anterior las adquisiciones 
realizadas o intermediadas o sus ventas, hayan 
superado la cifra de 100.000.000 de pesetas. 

Estas obligaciones no serán aplicables a los 
comerciantes que sean personas físicas. 

2. La falta de inscripción o de depósito de las 
cuentas será sancionada en la forma prevista en el 
artículo 221 de la Ley de Sociedades Anónimas. 

3. Lo dispuesto en los apartados 1 y 2 se 
aplicará sin perjuicio de la obligación de 
inscripción y depósito de cuentas establecida para 
otras entidades de acuerdo con sus normas 
específicas. 

 Disposición adicional quinta. 
La presente Ley no será de aplicación a los 

establecimientos dedicados a la venta y 
expedición de productos farmacéuticos, ni a las 
expendedurías de tabaco y timbre del Estado, en 
los aspectos regulados por sus normativas 
específicas. 

 Disposición adicional sexta. 
Lo dispuesto en los artículos 9, 14 y 17 de la 

presente Ley, será de aplicación a las entidades 
de cualquier naturaleza jurídica, que se dediquen 
al comercio mayorista o que realicen adquisiciones 
o presten servicios de intermediación para 
negociar las mismas por cuenta o encargo de 
otros comerciantes 

[Disposición adicional añadida por el art. 
56.Uno.8 de la Ley 55/1999, de 29 de diciembre, de 
medidas fiscales, administrativas y del orden social 
(BOE núm. 312, de 30-12-1999)]. 

 Disposición transitoria única. 
Lo dispuesto en el artículo 8 no será de 

aplicación a las ofertas y promociones ya iniciadas 
a la fecha de publicación de la presente Ley, 
hasta transcurrido un plazo de seis meses desde la 
indicada fecha. 

 Disposición transitoria segunda. Régimen de 
aplazamientos de pagos a los proveedores del 
comercio minorista. 

El plazo fijado para los productos frescos y 
perecederos seguirá siendo el ya exigible de 30 
días. La limitación máxima de 60 días a la que se 
refiere el artículo 17.3 de esta Ley se aplicará a 
partir del 1 de julio de 2006. Entre tanto, los 
aplazamientos de pago de los productos de 
alimentación que no tengan carácter de frescos ni 
perecederos y los productos de gran consumo no 
excederán de noventa días desde la entrega de la 
mercancía. 

[Esta disposición transitoria ha sido añadida 
por la Ley 3/2004, de 29 de diciembre, por la que 
se establecen medidas de lucha contra la 
morosidad en las operaciones comerciales (BOE 
núm. 314, de 30-12-2004, pp. 42334-42338).] 

 Disposición derogatoria única. 

Quedan derogadas cuantas disposiciones 
de igual o inferior rango se opongan a lo dispuesto 
en la presente Ley, y el artículo 5 del Real Decreto-
ley 2/1985, de 30 de abril, sobre medidas de 
política económica. 

 Disposición final única. 
La presente Ley será de aplicación supletoria 

en defecto de las normas dictadas por las 
Comunidades Autónomas en ejercicio de sus 
competencias en estas materias. 

Los artículos 1,8, 10, 11, 12, 16, 17, 38.1, 38.3, 
38.4, 38.8, 39, 40, 41, 42, 43, 44, 45, 46, 47, 48, 49.1, 
51, 52, 53, 56, 57, 59, 60, 61, 62, 63, y las 
disposiciones adicionales primera, segunda, 
tercera y cuarta de la presente Ley constituyen 
legislación civil y mercantil, y serán de aplicación 
general por ampararse en la competencia 
exclusiva del Estado para regular el contenido del 
derecho privado de los contratos, resultante de las 
reglas 6.a y 8. del artículo 149.1 de la Constitución. 

Los artículos 38.5, 38.6 y 38.7 constituyen 
asimismo legislación civil y mercantil y se amparan 
en las competencias exclusivas del Estado para 
regular el contenido del derecho privado de los 
con tratos y para regular las telecomunicaciones, 
resultantes de las reglas 6. 8. y 21. del artículo 149.1 
de la Constitución. 

Los artículos 14, 15, 23.3, 24, 25, 28.1, 30.1, 
31.2 y 33 de la presente Ley se amparan en la 
competencia exclusiva del Estado para regular el 
derecho mercantil de la competencia, resultante 
de la regla 6. del artículo 149.1 de la Constitución. 

Los artículos 2,3,4,5,6.1,6.2,7, 13, 37, 38.2, 62.2, 
65.1.b), 65.1.c), 65.1.e). 65.1.f), 65.1.ñ) y 65.1.r) de la 
presente Ley tendrán la consideración de 
normativa básica dictada al amparo de la regla 1 
del artículo 149.1 de la Constitución. 

Los artículos 67, 69.1 y 70 se dictan al amparo 
de lo dispuesto en las reglas 1a y 1 8. del artículo 
149.1 de la Constitución. 

Los restantes preceptos de esta Ley podrán 
ser de aplicación en defecto de legislación 
específica dictada por las Comunidades 
Autónomas. 

El artículo 48.3 se dicta, además, al amparo 
de las competencias exclusivas del Estado en 
materia de legislación procesal contenidas en la 
regla 6 del artículo 149.1 de la Constitución. 

 
Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de 
arbitraje 

(BOE nº 309, de 26 de diciembre de 2003) 
•Título i. Disposiciones generales.  
Artículo 1. Ámbito de aplicación.  
Artículo 2. Materias objeto de arbitraje.  
Artículo 3. Arbitraje internacional.  
Artículo 4. Reglas de interpretación.  
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Artículo 5. Notificaciones, comunicaciones y 
cómputo de plazos.  

Artículo 6. Renuncia tácita a las facultades 
de impugnación.  

Artículo 7. Intervención judicial.  
Artículo 8. Tribunales competentes para las 

funciones de apoyo y control del arbitraje.  
•Título ii. Del convenio arbitral y sus efectos.  
Artículo 9. Forma y contenido del convenio 

arbitral.  
Artículo 10. Arbitraje testamentario.  
Artículo 11. Convenio arbitral y demanda en 

cuanto al fondo ante un tribunal.  
•Título iii. De los árbitros.  
Artículo 12. Número de árbitros.  
Artículo 13. Capacidad para ser árbitro.  
Artículo 14. Arbitraje institucional.  
Artículo 15. Nombramiento de los árbitros.  
Artículo 16. Aceptación de los árbitros.  
Artículo 17. Motivos de abstención y 

recusación.  
Artículo 18. Procedimiento de recusación.  
Artículo 19. Falta o imposibilidad de ejercicio 

de las funciones.  
Artículo 20. Nombramiento de árbitro 

sustituto.  
Artículo 21. Responsabilidad de los árbitros y 

de las instituciones arbitrales. Provisión de fondos.  
•Título iv. De la competencia de los árbitros.  
Artículo 22. Potestad de los árbitros para 

decidir sobre su competencia.  
Artículo 23. Potestad de los árbitros de 

adoptar medidas cautelares.  
•Título v. De la sustanciación de las 

actuaciones arbitrales.  
Artículo 24. Principios de igualdad, audiencia 

y contradicción.  
Artículo 25. Determinación del 

procedimiento.  
Artículo 26. Lugar del arbitraje.  
Artículo 27. Inicio del arbitraje.  
Artículo 28. Idioma del arbitraje.  
Artículo 29. Demanda y contestación.  
Artículo 30. Forma de las actuaciones 

arbitrales.  
Artículo 31. Falta de comparecencia de las 

partes.  
Artículo 32. Nombramiento de peritos por los 

árbitros.  
Artículo 33. Asistencia judicial para la 

práctica de pruebas.  
•Título vi. Del pronunciamiento del laudo y 

de la terminación de las actuaciones.  
Artículo 34. Normas aplicables al fondo de la 

controversia.  
Artículo 35. Adopción de decisiones 

colegiadas.  
Artículo 36. Laudo por acuerdo de las partes.  

Artículo 37. Plazo, forma, contenido y 
notificación del laudo.  

Artículo 38. Terminación de las actuaciones.  
Artículo 39. Corrección, aclaración y 

complemento del laudo.  
•Título vii. De la anulación y de la revisión del 

laudo.  
Artículo 40. Acción de anulación del laudo.  
Artículo 41. Motivos.  
Artículo 42. Procedimiento.  
Artículo 43. Cosa juzgada y revisión de 

laudos firmes.  
•Título viii. De la ejecución forzosa del laudo.  
Artículo 44. Normas aplicables.  
Artículo 45. Suspensión, sobreseimiento y 

reanudación de la ejecución en caso de ejercicio 
de la acción de anulación del laudo.  

•Título ix. Del exequátur de laudos 
extranjeros.  

Artículo 46. Carácter extranjero del laudo. 
Normas aplicables.  

Disposición adicional única. Arbitrajes de 
consumo.  

Disposición transitoria única. Régimen 
transitorio.  

Disposición derogatoria única. 
Derogaciones.  

Disposiciones finales  
•primera. Modificación de la ley 1/2000, de 7 

de enero, de enjuiciamiento civil.  
•segunda. Habilitación competencial.  
•tercera. Entrada en vigor.  
 
 
Juan Carlos I 
Rey de España. 
A todos los que la presente vieren y 

entendieren. Sabed: 
Que las Cortes Generales han aprobado y 

Yo vengo en sancionar la siguiente Ley. 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
I 
España se ha mostrado siempre sensible a los 

requerimientos de armonización del régimen 
jurídico del arbitraje, en particular del comercial 
internacional, para favorecer la difusión de su 
práctica y promover la unidad de criterios en su 
aplicación, en la convicción de que una mayor 
uniformidad en las Leyes reguladoras del arbitraje 
ha de propiciar su mayor eficacia como medio de 
solución de controversias. 

La Ley 36/1988, de 5 de diciembre, de 
Arbitraje, es tributaria de esta vocación, ya antes 
manifestada explícitamente en el Real Decreto 
1094/1981, de 22 de mayo, que abrió las puertas al 
arbitraje comercial internacional, teniendo en 
cuenta que el incremento de las relaciones 
comerciales internacionales, en particular en el 
área iberoamericana, y la inexistencia de 
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adecuados servicios de arbitraje comercial 
internacional en nuestro país determina que la 
utilización de la técnica arbitral por empresarios y 
comerciantes de la citada área se efectúe con 
referencia a instituciones de otro contexto cultural 
idiomático, con el efecto negativo que ello 
representa para España y la pérdida que para 
nuestro país significa la ruptura de las vinculaciones 
con los citados países en materia de tan creciente 
interés común. 

Esta Ley prolonga esa sensibilidad, esa 
vocación y esa práctica, pero con la pretensión de 
producir un salto cualitativo. Así, su principal criterio 
inspirador es el de basar el régimen jurídico 
español del arbitraje en la Ley Modelo elaborada 
por la Comisión de las Naciones Unidas para el 
Derecho Mercantil Internacional, de 21 de junio de 
1985 (Ley Modelo de CNUDMI/UNCITRAL), 
recomendada por la Asamblea General en su 
Resolución 40/72, de 11 de diciembre de 1985, 
teniendo en cuenta las exigencias de la 
uniformidad del derecho procesal arbitral y las 
necesidades de la práctica del arbitraje comercial 
internacional. El legislador español sigue la 
recomendación de las Naciones Unidas, acoge 
como base la Ley Modelo y, además, toma en 
consideración los sucesivos trabajos emprendidos 
por aquella Comisión con el propósito de 
incorporar los avances técnicos y atender a las 
nuevas necesidades de la práctica arbitral, 
particularmente en materia de requisitos del 
convenio arbitral y de adopción de medidas 
cautelares. 

La Ley Modelo responde a un sutil 
compromiso entre las tradiciones jurídicas europeo-
continental y anglosajona producto de un cuidado 
estudio del derecho comparado. Su redacción no 
responde, por ello, plenamente a los cánones 
tradicionales de nuestro ordenamiento, pero 
facilita su difusión entre operadores pertenecientes 
a áreas económicas con las que España mantiene 
activas y crecientes relaciones comerciales. Los 
agentes económicos de dichas áreas adquirirán, 
por tanto, mayor certidumbre sobre el contenido 
del régimen jurídico del arbitraje en España, lo que 
facilitará y aun impulsará que se pacten convenios 
arbitrales en los que se establezca nuestro país 
como lugar del arbitraje. La Ley Modelo resulta 
más asequible a los operadores económicos del 
comercio internacional, habituados a una mayor 
flexibilidad y adaptabilidad de las normas a las 
peculiaridades de casos concretos surgidos en 
escenarios muy diversos. 

La nueva Ley se dicta con conciencia de los 
innegables avances que su precedente, la Ley 
36/1988, de 5 de diciembre, de Arbitraje, supuso 
para la regulación y modernización del régimen de 
esta institución en nuestro ordenamiento jurídico. 
Durante su vigencia se ha producido una notable 

expansión del arbitraje en nuestro país; ha 
aumentado en gran medida el tipo y el número de 
relaciones jurídicas, sobre todo contractuales, para 
las que las partes pactan convenios arbitrales; se 
ha asentado el arbitraje institucional; se han 
consolidado prácticas uniformes, sobre todo en 
arbitrajes internacionales; se ha generado un 
cuerpo de doctrina estimable; y se ha normalizado 
la utilización de los procedimientos judiciales de 
apoyo y control del arbitraje. 

Sin embargo, las consideraciones hechas 
anteriormente revelan que, partiendo del acervo 
descrito, resulta necesario impulsar otro nuevo e 
importante avance en la regulación de la 
institución mediante la señalada incorporación de 
nuestro país al elenco creciente de Estados que 
han adoptado la Ley Modelo. Además, el tiempo 
transcurrido desde la entrada en vigor de la Ley 
36/1988 ha permitido detectar en ella lagunas e 
imperfecciones. 

El arbitraje es una institución que, sobre todo 
en su vertiente comercial internacional, ha de 
evolucionar al mismo ritmo que el tráfico jurídico, 
so pena de quedarse desfasada. La legislación 
interna de un país en materia de arbitraje ha de 
ofrecer ventajas o incentivos a las personas físicas y 
jurídicas para que opten por esta vía de resolución 
de conflictos y porque el arbitraje se desarrolle en 
el territorio de ese Estado y con arreglo a sus 
normas. Por consiguiente, tanto las necesidades de 
mejora y seguimiento de la evolución del arbitraje 
como la acomodación a la Ley Modelo hacen 
necesaria la promulgación de esta Ley. 

II 
La nueva regulación se sistematiza en nueve 

títulos. 
El título I contiene las disposiciones generales 

sobre arbitraje. 
El artículo 1 determina el ámbito de 

aplicación de la Ley sobre la base de los siguientes 
criterios: 

En primer lugar, se dejan a salvo, como no 
podía ser de otro modo, las disposiciones 
contenidas en convenios internacionales de los 
que España sea parte. 

En segundo lugar, en lo que respecta a la 
contraposición entre arbitraje ordinario y arbitrajes 
especiales, esta Ley pretende ser una Ley general, 
aplicable, por tanto, íntegramente a todos los 
arbitrajes que no tengan una regulación especial; 
pero también supletoriamente a los arbitrajes que 
la tengan, salvo en lo que sus especialidades se 
opongan a lo previsto en esta Ley o salvo que 
alguna norma legal disponga expresamente su 
inaplicabilidad. 

En tercer lugar, en lo que respecta a la 
contraposición entre arbitraje interno y arbitraje 
internacional, esta Ley opta claramente por una 
regulación unitaria de ambos. 
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Dentro de lo que se ha dado en llamar la 
alternativa entre dualismo (que el arbitraje 
internacional sea regulado totalmente o en gran 
medida por preceptos distintos que el arbitraje 
interno) y monismo (que, salvo contadas 
excepciones, los mismos preceptos se apliquen por 
igual al arbitraje interno e internacional), la Ley 
sigue el sistema monista. Son pocas y muy 
justificadas las normas en que el arbitraje 
internacional requiere una regulación distinta de la 
del arbitraje interno. Aun con la conciencia de que 
el arbitraje internacional responde en muchas 
ocasiones a exigencias distintas, esta Ley parte de 
la base -corroborada por la tendencia actual en la 
materia- de que una buena regulación del 
arbitraje internacional ha de serlo también para el 
arbitraje interno, y viceversa. La Ley Modelo, dado 
que se gesta en el seno de la CNUDMI/UNCITRAL, 
está concebida específicamente para el arbitraje 
comercial internacional; pero su inspiración y 
soluciones son perfectamente válidas, en la 
inmensa mayoría de los casos, para el arbitraje 
interno. Esta Ley sigue en este aspecto el ejemplo 
de otras recientes legislaciones extranjeras, que 
han estimado que la Ley Modelo no sólo resulta 
adecuada para el arbitraje comercial 
internacional, sino para el arbitraje en general. 

En cuarto lugar, la delimitación del ámbito 
de aplicación de la Ley es territorial. No obstante, 
hay determinados preceptos, relativos a ciertos 
casos de intervención judicial, que deben 
aplicarse también a aquellos arbitrajes que se 
desarrollen o se hayan desarrollado en el 
extranjero. El criterio, en todo caso, es también 
territorial, puesto que se trata de normas 
procesales que han de ser aplicadas por nuestros 
tribunales. 

El artículo 2 regula las materias objeto de 
arbitraje sobre la base del criterio de la libre 
disposición, como hacía la Ley 36/1988. Sin 
embargo, se reputa innecesario que esta Ley 
contenga ningún elenco, siquiera ejemplificativo, 
de materias que no son de libre disposición. Basta 
con establecer que la arbitrabilidad de una 
controversia coincide con la disponibilidad de su 
objeto para las partes. En principio, son cuestiones 
arbitrables las cuestiones disponibles. Es concebible 
que por razones de política jurídica haya o pueda 
haber cuestiones que sean disponibles para las 
partes y respecto de las que se quiera excluir o 
limitar su carácter arbitrable. Pero ello excede del 
ámbito de una regulación general del arbitraje y 
puede ser objeto, en su caso, de disposiciones 
específicas en otros textos legales. 

Respecto de las materias objeto de arbitraje 
se introduce también la regla, para el arbitraje 
internacional, de que los Estados y entes 
dependientes de ellos no puedan hacer valer las 
prerrogativas de su ordenamiento jurídico. Se 

pretende con ello que, a estos efectos, el Estado 
sea tratado exactamente igual que un particular. 

El artículo 3 regula la determinación del 
carácter internacional del arbitraje, que resulta 
relevante para la aplicación de aquellos artículos 
que contienen reglas especiales para los arbitrajes 
internacionales que se desarrollen en nuestro 
territorio. Así, se establece por primera vez en 
nuestro ordenamiento en qué casos un arbitraje es 
internacional; lo que debe facilitar la interpretación 
y aplicación de esta Ley en el contexto del tráfico 
jurídico internacional. Además, debe tenerse en 
cuenta que existen convenios internacionales cuya 
aplicación exige una definición previa del arbitraje 
internacional. La determinación del carácter 
internacional del arbitraje sigue sustancialmente los 
criterios de la Ley Modelo. A éstos resulta 
conveniente añadir otro: que la relación jurídica 
de la que dimana la controversia afecte a los 
intereses del comercio internacional. Se trata de un 
criterio ampliamente desarrollado en otros 
ordenamientos, con el que se pretende dar 
cabida a supuestos en que, aunque no concurran 
los elementos anteriormente establecidos por la 
Ley, resulte indudable su carácter internacional a 
la luz de las circunstancias del caso. Por otra parte, 
la Ley evita la confusión que la pluralidad de 
domicilios de una persona, admitida en otros 
ordenamientos, podría causar a la hora de 
determinar si un arbitraje es internacional o no. 

El artículo 4 contiene una serie de reglas de 
interpretación, entre las que tienen especial 
relevancia las que dotan de contenido a las 
normas legales dispositivas de esta Ley mediante la 
remisión, por voluntad de las partes, a la de una 
institución arbitral o al contenido de un reglamento 
arbitral. Así, esta Ley parte en la mayoría de sus 
reglas de que debe primar la autonomía de la 
voluntad de las partes. Mas esa voluntad se 
entiende integrada por las decisiones que pueda 
adoptar, en su caso, la institución administradora 
del arbitraje, en virtud de sus normas, o las que 
puedan adoptar los árbitros, en virtud del 
reglamento arbitral al que las partes se hayan 
sometido. Se produce, por tanto, una suerte de 
integración del contenido del contrato de arbitraje 
o convenio arbitral, que, por mor de esta 
disposición, pasa a ser en tales casos un contrato 
normativo. De este modo, la autonomía privada en 
materia de arbitraje se puede manifestar tanto 
directamente, a través de declaraciones de 
voluntad de las partes, como indirectamente, 
mediante la declaración de voluntad de que el 
arbitraje sea administrado por una institución 
arbitral o se rija por un reglamento arbitral. En este 
sentido, la expresión institución arbitral hace 
referencia a cualquier entidad, centro u 
organización de las características previstas que 
tenga un reglamento de arbitraje y, conforme a él, 
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se dedique a la administración de arbitrajes. Pero 
se precisa que las partes pueden someterse a un 
concreto reglamento sin encomendar la 
administración del arbitraje a una institución, en 
cuyo caso el reglamento arbitral también integra 
la voluntad de las partes. 

El artículo 5 establece las reglas sobre 
notificaciones, comunicaciones y cómputo de 
plazos, que se aplican tanto a las actuaciones 
tendentes a poner en marcha el arbitraje como al 
conjunto de su tramitación. Se regulan la forma, el 
lugar y el tiempo de las notificaciones y 
comunicaciones. Respecto del cómputo de los 
plazos por días, se dispone que se trata de días 
naturales. Esta regla no es aplicable en el seno de 
los procedimientos judiciales de apoyo o control 
del arbitraje, en que rigen las normas procesales, 
pero sí a los plazos establecidos, en su caso, para 
la iniciación de dichos procedimientos, como, por 
ejemplo, el ejercicio de la acción de anulación del 
laudo. 

El artículo 6 contiene una disposición sobre 
renuncia tácita a las facultades de impugnación, 
directamente inspirada -como tantas otras- en la 
Ley Modelo, que obliga a las partes en el arbitraje 
a la denuncia tempestiva e inmediata de las 
violaciones de normas dispositivas, esto es, 
aplicables en defecto de voluntad de las partes. 

El artículo 7, sobre intervención judicial en el 
arbitraje, es un corolario del denominado efecto 
negativo del convenio arbitral, que impide a los 
tribunales conocer de las controversias sometidas a 
arbitraje. De este modo, la intervención judicial en 
los asuntos sometidos a arbitraje ha de limitarse a 
los procedimientos de apoyo y control, 
expresamente previstos por la Ley. 

El artículo 8 contiene, directamente o por 
remisión, las normas de competencia objetiva y 
territorial para el conocimiento de todos los 
procedimientos de apoyo y control del arbitraje, 
incluso de aquellos que no se encuentran 
regulados en esta Ley, sino en la de Enjuiciamiento 
Civil. Para el exequátur de laudos extranjeros se 
atribuye competencia a las Audiencias 
Provinciales, en vez de -como hasta ahora- a la 
Sala Primera del Tribunal Supremo, con la finalidad 
de descargar a ésta y ganar celeridad. 

III 
El título II regula los requisitos y efectos del 

convenio arbitral, sin perjuicio de la aplicación de 
las normas generales sobre contratos en todo lo no 
específicamente previsto en esta Ley. En líneas 
generales, la Ley trata de perfeccionar la 
legislación anterior, precisando algunos puntos que 
se habían revelado problemáticos. 

Han de destacarse algunas novedades 
introducidas respecto de los requisitos de forma del 
convenio arbitral. 

La Ley refuerza el criterio antiformalista. Así, 
aunque se mantiene la exigencia de que el 
convenio conste por escrito y se contemplan las 
diversas modalidades de constancia escrita, se 
extiende el cumplimiento de este requisito a los 
convenios arbitrales pactados en soportes que 
dejen constancia, no necesariamente escrita, de 
su contenido y que permitan su consulta posterior. 
Se da así cabida y se reconoce la validez al uso de 
nuevos medios de comunicación y nuevas 
tecnologías. Se consagra también la validez de la 
llamada cláusula arbitral por referencia, es decir, la 
que no consta en el documento contractual 
principal, sino en un documento separado, pero se 
entiende incorporada al contenido del primero por 
la referencia que en él se hace al segundo. 
Asimismo, la voluntad de las partes sobre la 
existencia del convenio arbitral se superpone a sus 
requisitos de forma. En lo que respecta a la Ley 
aplicable al convenio arbitral, se opta por una 
solución inspirada en un principio de conservación 
o criterio más favorable a la validez del convenio 
arbitral. De este modo, basta que el convenio 
arbitral sea válido con arreglo a cualquiera de los 
tres regímenes jurídicos señalados en el apartado 6 
del artículo 9: las normas elegidas por las partes, las 
aplicables al fondo de la controversia o el derecho 
español. 

La Ley mantiene los llamados efectos 
positivo y negativo del convenio arbitral. Respecto 
de este último, se mantiene la regla de que debe 
ser hecho valer por las partes y específicamente 
por el demandado a través de la declinatoria. 
Además, se precisa que la pendencia de un 
proceso judicial en el que se haya interpuesto 
declinatoria no impide que el procedimiento 
arbitral se inicie o prosiga; de modo que la 
incoación de un proceso judicial no puede ser sin 
más utilizada con la finalidad de bloquear o 
dificultar el arbitraje. Y se aclara que la solicitud de 
medidas cautelares a un tribunal no supone en 
modo alguno renuncia tácita al arbitraje; aunque 
tampoco hace actuar sin más el efecto negativo 
del convenio arbitral. Con ello se despeja cualquier 
duda que pudiere subsistir acerca de la posibilidad 
de que se acuerden judicialmente medidas 
cautelares respecto de una controversia sometida 
a arbitraje, aun antes de que el procedimiento 
arbitral haya comenzado. Esta posibilidad es 
indudable a la luz de la Ley de Enjuiciamiento Civil, 
pero es importante que se recoja también en la 
legislación de arbitraje. Además, da cobertura a 
una eventual solicitud de medidas cautelares ante 
un tribunal extranjero respecto de un arbitraje 
regido por la Ley española. 

IV 
El título III se dedica a la regulación de la 

figura del árbitro o árbitros. La Ley prefiere las 
expresiones árbitro o árbitros a la de tribunal 
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arbitral, que puede causar confusión con los 
tribunales judiciales. Además, en la mayor parte de 
los preceptos la referencia a los árbitros incluye 
tanto los supuestos en que hay un colegio arbitral 
como aquellos en los que el árbitro es único. 

La Ley opta por establecer que a falta de 
acuerdo de las partes se designará un solo árbitro. 
Es ésta una opción guiada por razones de 
economía. En cuanto a la capacidad para ser 
árbitro, se opta por el criterio de la mayor libertad 
de las partes, como es hoy la regla general en los 
países más avanzados en materia de arbitraje: 
nada impone la Ley, salvo que se trate de 
personas naturales con capacidad de obrar plena. 
Serán las partes directamente o las instituciones 
arbitrales las que con total libertad y sin 
restricciones -no adecuadas a la realidad del 
arbitraje- designen a los árbitros. Sólo para los 
casos en que resulte necesario suplir la voluntad de 
las partes, la Ley prevé y regula las situaciones que 
pueden presentarse en la designación de los 
árbitros, para evitar la paralización del arbitraje. En 
estos casos es necesaria la actuación judicial, si 
bien se pretende, de un lado, que el 
procedimiento judicial pueda ser rápido y, de otro, 
dar criterios al Juez de Primera Instancia para 
realizar la designación. Muestras de lo primero son 
la remisión al juicio verbal y la no recurribilidad 
separada de las resoluciones interlocutorias que el 
Juzgado dicte en este procedimiento, así como de 
la que proceda a la designación. Muestra de lo 
segundo es la regla acerca de la conveniencia de 
que en los arbitrajes internacionales el árbitro único 
o el tercer árbitro sea de nacionalidad diferente a 
la de las partes. Debe destacarse, además, que el 
juez no está llamado en este procedimiento a 
realizar, ni de oficio ni a instancia de parte, un 
control de validez del convenio arbitral o una 
verificación de la arbitrabilidad de la controversia, 
lo que, de permitirse, ralentizaría indebidamente la 
designación y vaciaría de contenido la regla de 
que son los árbitros los llamados a pronunciarse, en 
primer término, sobre su propia competencia. Por 
ello, el juez sólo debe desestimar la petición de 
nombramiento de árbitros en el caso excepcional 
de inexistencia de convenio arbitral, esto es, 
cuando prima facie pueda estimar que realmente 
no existe un convenio arbitral; pero el juez no está 
llamado en este procedimiento a realizar un 
control de los requisitos de validez del convenio. 

Se establece el deber de todos los árbitros, al 
margen de quien los haya designado, de guardar 
la debida imparcialidad e independencia frente a 
las partes en el arbitraje. Garantía de ello es su 
deber de revelar a las partes cualquier hecho o 
circunstancia susceptible de poner en duda su 
imparcialidad o independencia. Se elimina el 
reenvío a los motivos de abstención y recusación 
de jueces y magistrados, por considerar que no 

siempre son adecuados en materia de arbitraje ni 
cubren todos los supuestos, y se prefiere una 
cláusula general. Respecto del procedimiento de 
recusación, la premisa es una vez más la libertad 
de las partes, ya sea por acuerdo directo o por 
remisión a un reglamento arbitral. En su defecto, se 
establece que sean el árbitro o los árbitros quienes 
decidan sobre la recusación, sin perjuicio de poder 
hacer valer los motivos de recusación como causa 
de anulación del laudo. La posibilidad de acudir 
directamente a los tribunales frente a la decisión 
desestimatoria de la recusación tendría, sin duda, 
la ventaja de una certidumbre preliminar sobre la 
imparcialidad, pero se prestaría a una utilización 
dilatoria de esta facultad. 

Se estima que serán mucho menos 
frecuentes los supuestos en que una recusación 
será indebidamente desestimada y dará lugar a la 
nulidad de todo el procedimiento arbitral que los 
casos en que se formularían pretensiones 
inmediatas ante la autoridad judicial con la 
finalidad de dilatar el procedimiento. 

La Ley se ocupa igualmente de otros 
supuestos que pueden conducir al cese de alguno 
de los árbitros en sus funciones y al nombramiento 
de sustituto. Se prevé la posibilidad de que en tales 
casos haya que repetir actuaciones ya 
practicadas, pero no se obliga a ello. 

V 
El título IV se dedica a la importante cuestión 

de la competencia de los árbitros. 
El artículo 22 establece la regla, capital para 

el arbitraje, de que los árbitros tienen potestad 
para decidir sobre su competencia. Es la regla que 
la doctrina ha bautizado con la expresión alemana 
Kompetenz-Kompetenz y que la Ley de 1988 ya 
consagraba en términos menos precisos. Esta regla 
abarca lo que se conoce como separabilidad del 
convenio arbitral respecto del contrato principal, 
en el sentido de que la validez del convenio 
arbitral no depende de la del contrato principal y 
que los árbitros tienen competencia para juzgar 
incluso sobre la validez del convenio arbitral. 
Además, bajo el término genérico de 
competencia han de entenderse incluidas no sólo 
las cuestiones que estrictamente son tales, sino 
cualesquiera cuestiones que puedan obstar a un 
pronunciamiento de fondo sobre la controversia 
(salvo las relativas a las personas de los árbitros, 
que tienen su tratamiento propio). La Ley 
establece la carga de que las cuestiones relativas 
a la competencia de los árbitros sean planteadas 
a limine. Ha de resaltarse que el hecho de que una 
de las partes colabore activamente en la 
designación de los árbitros no supone ningún tipo 
de renuncia tácita a hacer valer la incompetencia 
objetiva de éstos. Es una lógica consecuencia de 
la regla de Kompetenz-Kompetenz: si son los 
árbitros los que han de decidir sobre su propia 
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competencia, la parte está simplemente 
contribuyendo a designar a quien o a quienes 
podrán decidir sobre dicha competencia. Lo 
contrario abocaría a la parte a una situación 
absurda: debería permanecer pasiva durante la 
designación de los árbitros para poder luego 
alegar su falta de competencia sobre la 
controversia. La regla de la alegación previa de las 
cuestiones atinentes a la competencia de los 
árbitros tiene una razonable modulación en los 
casos en que la alegación tardía está, a juicio de 
los árbitros, justificada, en la medida en que la 
parte no pudo realizar esa alegación con 
anterioridad y que su actitud durante el 
procedimiento no puede ser interpretada como 
una aceptación de la competencia de los árbitros. 
Queda a la apreciación de los árbitros la 
conveniencia de que las cuestiones relativas a su 
competencia sean resueltas con carácter previo o 
junto con las cuestiones de fondo. 

La Ley parte de la base de que los árbitros 
pueden dictar tantos laudos como consideren 
necesarios, ya sea para resolver cuestiones 
procesales o de fondo; o dictar un solo laudo 
resolviendo todas ellas. 

El artículo 23 incorpora una de las principales 
novedades de la Ley: la potestad de los árbitros 
para adoptar medidas cautelares. Dicha potestad 
puede ser excluida por las partes, directamente o 
por remisión a un reglamento arbitral; pero en otro 
caso se considera que la aceptan. La Ley ha 
considerado preferible no entrar a determinar el 
ámbito de esta potestad cautelar. Obviamente, los 
árbitros carecen de potestad ejecutiva, por lo que 
para la ejecución de las medidas cautelares será 
necesario recurrir a la autoridad judicial, en los 
mismos términos que si de un laudo sobre el fondo 
se tratara. 

Sin embargo, si dentro de la actividad 
cautelar cabe distinguir entre una vertiente 
declarativa y otra ejecutiva, esta Ley les reconoce 
a los árbitros la primera, salvo acuerdo en contrario 
de las partes. Esta norma no deroga ni restringe la 
posibilidad, prevista en los artículos 8 y 11 de esta 
Ley y en la Ley de Enjuiciamiento Civil, de que la 
parte interesada inste de la autoridad judicial la 
adopción de medidas cautelares. Las potestades 
arbitral y judicial en materia cautelar son 
alternativas y concurrentes, sin perjuicio del juego 
del principio de buena fe procesal. 

VI 
El título V regula las actuaciones arbitrales. La 

Ley vuelve a partir del principio de autonomía de 
la voluntad y establece como únicos límites al 
mismoyalaactuación de los árbitros el derecho de 
defensa de las partes y el principio de igualdad, 
que se erigen en valores fundamentales del 
arbitraje como proceso que es. Garantizado el 
respeto a estas normas básicas, las reglas que 

sobre el procedimiento arbitral se establecen son 
dispositivas y resultan, por tanto, aplicables sólo si 
las partes nada han acordado directamente o por 
su aceptación de un arbitraje institucional o de un 
reglamento arbitral. 

De este modo, las opciones de política 
jurídica que subyacen a estos preceptos quedan 
subordinadas siempre a la voluntad de las partes. 

En lo que respecta al lugar del arbitraje, hay 
que destacar que se permite la celebración de 
audiencias y de deliberaciones en sede distinta de 
la del arbitraje. La determinación del lugar o sede 
del arbitraje es jurídicamente relevante en muchos 
aspectos, pero su fijación no debe suponer rigidez 
para el desarrollo del procedimiento. 

El inicio del arbitraje se fija en el momento en 
que una parte recibe el requerimiento de la otra 
de someter la controversia a decisión arbitral. 
Parece lógico que los efectos jurídicos propios del 
inicio del arbitraje se produzcan ya en ese 
momento, incluso aunque no esté perfectamente 
delimitado el objeto de la controversia. Las 
soluciones alternativas permitirían actuaciones 
tendentes a dificultar el procedimiento. 

La determinación del idioma o idiomas del 
arbitraje corresponde lógicamente a las partes y, 
en su defecto, a los árbitros. No obstante, salvo 
que alguna de las partes se oponga, se permite 
que se aporten documentos o se practiquen 
actuaciones en idioma no oficial del arbitraje sin 
necesidad de traducción. Con ello se consagra 
una regla práctica muy extendida, que admite la 
aportación de documentos o declaraciones en 
otro idioma. 

En el arbitraje no se reproducen 
necesariamente siempre las posiciones procesales 
activa y pasiva de un proceso judicial; o no en los 
mismos términos. Al fin y al cabo, la determinación 
del objeto de la controversia, siempre dentro del 
ámbito del convenio arbitral, se produce de forma 
progresiva. Sin embargo, la práctica arbitral 
demuestra que quien inicia el arbitraje formula en 
todo caso una pretensión frente a la parte o partes 
contrarias y se convierte, por tanto, en actor; y ello 
sin perjuicio de que el demandado pueda 
reconvenir. Parece, por tanto, razonable que, sin 
perjuicio de la libertad de las partes, el 
procedimiento arbitral se estructure sobre la base 
de una dualidad de posiciones entre demandante 
y demandado. Esta conveniencia, sin embargo, 
debe ser flexibilizada a la hora de configurar los 
requisitos de los actos de las partes en defensa de 
sus respectivas posiciones. De este modo, no se 
establecen propiamente requisitos de forma y 
contenido de los escritos de alegaciones de las 
partes. La función de la demanda y de la 
contestación a que se refiere el artículo 29 no es 
sino la de ilustrar a los árbitros sobre el objeto de la 
controversia, sin perjuicio de alegaciones ulteriores. 
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No entran aquí en juego las reglas propias de los 
procesos judiciales en cuanto a requisitos de 
demanda y contestación, documentos a 
acompañar o preclusión. El procedimiento arbitral, 
incluso en defecto de acuerdo de las partes, se 
configura con gran flexibilidad, acorde con las 
exigencias de la institución. 

Esa flexibilidad se da también en el desarrollo 
ulterior del procedimiento. Cabe que el 
procedimiento sea en ciertos casos 
predominantemente escrito, si las circunstancias 
del caso no exigen la celebración de audiencias. 

Sin embargo, la regla es la celebración de 
audiencias para la práctica de pruebas. La Ley 
trata de evitar, además, que la inactividad de las 
partes pueda paralizar el arbitraje o comprometer 
la validez del laudo. 

La fase probatoria del arbitraje está también 
presidida por la máxima libertad de las partes y de 
los árbitros -siempre que se respeten el derecho de 
defensa y el principio de igualdad- y por la máxima 
flexibilidad. La Ley establece únicamente normas 
sobre la prueba pericial, de singular importancia 
en el arbitraje contemporáneo, aplicables en 
defecto de voluntad de las partes. 

Estas normas están encaminadas a permitir 
tanto los dictámenes emitidos por peritos 
designados directamente por las partes como los 
emitidos por peritos designados, de oficio o a 
instancia de parte, por los árbitros, y a garantizar la 
debida contradicción respecto de la pericia. 

Se regula igualmente la asistencia judicial 
para la práctica de pruebas, que es una de las 
tradicionales funciones de apoyo judicial al 
arbitraje. La asistencia no tiene que consistir 
necesariamente en que el tribunal practique 
determinadas pruebas; en ciertos casos, bastará 
con otras medidas que permitan a los árbitros 
practicarlas por sí mismos, como, por ejemplo, 
medidas de aseguramiento o requerimientos de 
exhibición de documentos. 

VII 
El título VI se dedica al laudo y a otras 

posibles formas de terminación del procedimiento 
arbitral. El artículo 34 regula la importante cuestión 
de qué normas han de aplicarse a la resolución del 
fondo de la controversia, sobre la base de los 
siguientes criterios: 

La premisa es, una vez más, como en la Ley 
de 1988, la libertad de las partes. 

Se invierte la regla que la Ley de 1988 
contenía a favor del arbitraje de equidad. La 
preferencia por el arbitraje de derecho en defecto 
de acuerdo de las partes es la orientación más 
generalizada en el panorama comparado. 
Resulta, además, muy discutible que la voluntad 
de las partes de someterse a arbitraje, sin más 
especificaciones, pueda presumirse que incluya la 
de que la controversia sea resuelta en equidad y 

no sobre la base de los mismos criterios jurídicos 
que si hubiere de resolver un tribunal. El arbitraje de 
equidad queda limitado a los casos en que las 
partes lo hayan pactado expresamente, ya sea a 
través de una remisión literal a la equidad, o a 
términos similares como decisión en conciencia, ex 
aequo et bono, o que el árbitro actuará como 
amigable componedor. No obstante, si las partes 
autorizan la decisión en equidad y al tiempo 
señalan normas jurídicas aplicables, los árbitros no 
pueden ignorar esta última indicación. 

Siguiendo la orientación de los 
ordenamientos más avanzados, se suprime la 
exigencia de que el derecho aplicable deba tener 
relación con la relación jurídica o con la 
controversia, ya que se trata de un requisito de 
difusos contornos y difícil control. 

La Ley prefiere la expresión normas jurídicas 
aplicables a la de derecho aplicable, en la 
medida en que esta última parece englobar la 
exigencia de remisión a un concreto 
ordenamiento jurídico de un Estado, cuando en 
algunos casos lo que ha de aplicarse son normas 
de varios ordenamientos o reglas comunes del 
comercio internacional. 

La Ley no sujeta a los árbitros a un sistema de 
reglas de conflicto. 

En la adopción de decisiones, cuando se 
trata de un colegio arbitral, y sin perjuicio de las 
reglas que directa o indirectamente puedan fijar 
las partes, se mantiene la lógica regla de la 
mayoría y la de que a falta de decisión mayoritaria 
decide el presidente. Se introduce la norma que 
permite habilitar al presidente para decidir 
cuestiones de procedimiento, entendiéndose por 
tales, a estos efectos, no cualesquiera cuestiones 
distintas al fondo de la controversia, sino, más 
limitadamente, las relativas a la mera tramitación o 
impulso procesales. 

Se prevé la posibilidad de que los árbitros 
dicten un laudo sobre la base del contenido de un 
previo acuerdo alcanzado por las partes. Esta 
previsión, que podría reputarse innecesaria -dado 
que las partes tienen poder de disposición sobre el 
objeto de la controversia-, no lo es, porque a través 
de su incorporación a un laudo el contenido del 
acuerdo adquiere la eficacia jurídica de aquél. Los 
árbitros no pueden rechazar esta petición 
discrecionalmente, sino sólo por una causa jurídica 
fundada. 

La Ley no hace sino dar cobertura legal a 
algo ya frecuente en la práctica y que no merece 
objeción alguna. 

En cuanto al contenido del laudo, ha de 
destacarse el reconocimiento legal de la 
posibilidad de dictar laudos parciales, que pueden 
versar sobre alguna parte del fondo de la 
controversia o sobre otras cuestiones, como la 
competencia de los árbitros o medidas cautelares. 
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La Ley pretende dar cabida a fórmulas 
flexibles de resolución de los litigios que son 
comunes en la práctica arbitral. Así, por ejemplo, 
que primero se decida acerca de si existe 
responsabilidad del demandado y sólo después se 
decida, si es el caso, la cuantía de la condena. 

El laudo parcial tiene el mismo valor que el 
laudo definitivo y, respecto de la cuestión que 
resuelve, su contenido es invariable. 

Respecto de la forma del laudo, debe 
destacarse que -análogamente a lo dispuesto 
para el convenio arbitral- la Ley permite no sólo 
que el laudo conste por escrito en soportes 
electrónicos, ópticos o de otro tipo, sino también 
que no conste en forma escrita, siempre que en 
todo caso quede constancia de su contenido y 
sea accesible para su ulterior consulta. Tanto en la 
regulación de los requisitos de forma del convenio 
arbitral como en la de los del laudo la Ley 
considera necesario admitir la utilización de 
cualesquiera tecnologías que cumplan los 
requisitos señalados. Pueden, pues, desarrollarse 
arbitrajes en que se utilicen tan sólo soportes 
informáticos, electrónicos o digitales, si las partes 
así lo consideran conveniente. 

La Ley introduce la novedad de que el plazo 
para emitir el laudo, en defecto de acuerdo de las 
partes, se compute desde la presentación de la 
contestación o desde la expiración del plazo para 
presentarla. Esta novedad responde a la 
necesidad de que la celeridad propia del arbitraje 
sea adecuada a las exigencias prácticas. Un plazo 
de seis meses desde la aceptación de los árbitros 
se ha revelado en no pocos casos de imposible 
cumplimiento y obliga en ocasiones a una 
tramitación excesivamente rápidaoalaomisión de 
ciertos actos de alegación o, sobre todo, de 
prueba, por la exigencia de cumplir el plazo para 
dictar el laudo. La Ley considera que es 
igualmente razonable que la prórroga del plazo 
pueda ser acordada por los árbitros directamente 
y que no necesite el acuerdo de todas las partes. 

El freno a un posible retraso injustificado en la 
decisión de la controversia se encuentra, entre 
otras causas, en la responsabilidad de los árbitros. 

En materia de condena en costas se 
introducen ciertas precisiones sobre su contenido 
posible. 

Se suprime el carácter preceptivo de la 
protocolización notarial del laudo. Esta exigencia 
es desconocida en prácticamente todas las 
legislaciones de arbitraje, por lo que se opta por no 
mantenerla, salvo que alguna de las partes lo pida 
antes de que el laudo se notifique, por considerarlo 
conveniente a sus intereses. El laudo es, por tanto, 
válido y eficaz aunque no haya sido protocolizado, 
de modo que el plazo para ejercitar la acción de 
anulación transcurre desde su notificación, sin que 
sea necesario que la protocolización, cuando 

haya sido pedida, preceda a la notificación. Y 
tampoco la fuerza ejecutiva del laudo se hace 
depender de su protocolización, aunque en el 
proceso de ejecución, llegado el caso, el 
ejecutado podrá hacer valer por vía de oposición 
la falta de autenticidad del laudo, supuesto que 
puede presumirse excepcional. 

La Ley contempla determinadas formas de 
terminación anormal del procedimiento arbitral y 
da respuesta al problema de la extensión del 
deber de los árbitros de custodia de las 
actuaciones. 

En la regulación de la corrección y 
aclaración del laudo se modifican los plazos, para 
hacerlos más adecuados a la realidad, y se 
distingue en función de que el arbitraje sea interno 
o internacional, dado que en este último caso 
puede bien suceder que las dificultades de 
deliberación de los árbitros en un mismo lugar sean 
mayores. Se introduce además la figura del 
complemento del laudo para suplir omisiones. 

VIII 
El título VII regula la anulación y revisión del 

laudo. 
Respecto de la anulación, se evita la 

expresión recurso, por resultar técnicamente 
incorrecta. Lo que se inicia con la acción de 
anulación es un proceso de impugnación de la 
validez del laudo. Se sigue partiendo de la base de 
que los motivos de anulación del laudo han de ser 
tasados y no han de permitir, como regla general, 
una revisión del fondo de la decisión de los árbitros. 
El elenco de los motivos y su apreciabilidad de 
oficio o sólo a instancia de parte se inspiran en la 
Ley Modelo. Se amplía el plazo para el ejercicio de 
la acción de anulación, lo que no ha de perjudicar 
a la parte que haya obtenido pronunciamientos 
de condena a su favor, porque el laudo, aun 
impugnado, tiene fuerza ejecutiva. 

El procedimiento para el ejercicio de la 
acción de anulación trata de conjugar las 
exigencias de rapidez y de mejor defensa de las 
partes. Así, tras una demanda y una contestación 
escritas, se siguen los trámites del juicio verbal. 

IX 
El título VIII se dedica a la ejecución forzosa 

del laudo. 
En realidad, la Ley de Enjuiciamiento Civil 

contiene todas las normas, tanto generales como 
específicas, sobre esta materia. Esta Ley se ocupa 
únicamente de la posibilidad de ejecución forzosa 
del laudo durante la pendencia del procedimiento 
en que se ejercite la acción de anulación. 

La Ley opta por atribuir fuerza ejecutiva al 
laudo aunque sea objeto de impugnación. Ningún 
sentido tendría que la ejecutividad del laudo 
dependiera de su firmeza en un ordenamiento que 
permite ampliamente la ejecución provisional de 
sentencias. La ejecutividad del laudo no firme se 
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ve matizada por la facultad del ejecutado de 
obtener la suspensión de la ejecución mediante la 
prestación de caución para responder de lo 
debido, más las costas y los daños y perjuicios 
derivados de la demora en la ejecución. Se trata 
de una regulación que trata de ponderar los 
intereses de ejecutante y ejecutado. 

X 
El título IX regula el exequátur de laudos 

extranjeros, compuesto por un único precepto en 
el que, además de mantenerse la definición de 
laudo extranjero como aquel que no ha sido 
dictado en España, se hace un reenvío a los 
convenios internacionales en los que España sea 
parte y, sobre todo, al Convenio de Nueva York de 
1958. Dado que España no ha formulado reserva 
alguna a este convenio, resulta aplicable con 
independencia de la naturaleza comercial o no de 
la controversia y de si el laudo ha sido o no dictado 
en un Estado parte en el convenio. Esto significa 
que el ámbito de aplicación del Convenio de 
Nueva York en España hace innecesario un 
régimen legal interno de exequátur de laudos 
extranjeros, sin perjuicio de lo que pudieran 
disponer otros convenios internacionales más 
favorables. 

TÍTULO I. 
Disposiciones generales. 
Artículo 1. Ámbito de aplicación. 
1. Esta Ley se aplicará a los arbitrajes cuyo 

lugar se halle dentro del territorio español, sean de 
carácter interno o internacional, sin perjuicio de lo 
establecido en tratados de los que España sea 
parte o en Leyes que contengan disposiciones 
especiales sobre arbitraje. 

2. Las normas contenidas en los apartados 3, 
4 y 6 del artículo 8, en el artículo 9, excepto el 
apartado 2, en los artículos 11 y 23 y en los títulos 
VIII y IX de esta Ley se aplicarán aun cuando el 
lugar del arbitraje se encuentre fuera de España. 

3. Esta Ley será de aplicación supletoria a los 
arbitrajes previstos en otras Leyes. 

4. Quedan excluidos del ámbito de 
aplicación de esta Ley los arbitrajes laborales. 

Artículo 2. Materias objeto de arbitraje. 
1. Son susceptibles de arbitraje las 

controversias sobre materias de libre disposición 
conforme a derecho. 

2. Cuando el arbitraje sea internacional y 
una de las partes sea un Estado o una sociedad, 
organización o empresa controlada por un Estado, 
esa parte no podrá invocar las prerrogativas de su 
propio derecho para sustraerse a las obligaciones 
dimanantes del convenio arbitral. 

Artículo 3. Arbitraje internacional. 
1. El arbitraje tendrá carácter internacional 

cuando en él concurra alguna de las siguientes 
circunstancias: 

a.Que, en el momento de celebración del 
convenio arbitral, las partes tengan sus domicilios 
en Estados diferentes. 

b.Que el lugar del arbitraje, determinado en 
el convenio arbitral o con arreglo a éste, el lugar 
de cumplimiento de una parte sustancial de las 
obligaciones de la relación jurídica de la que 
dimane la controversia o el lugar con el que ésta 
tenga una relación más estrecha, esté situado 
fuera del Estado en que las partes tengan sus 
domicilios. 

c.Que la relación jurídica de la que dimane 
la controversia afecte a intereses del comercio 
internacional. 

2. A los efectos de lo dispuesto en el 
apartado anterior, si alguna de las partes tiene más 
de un domicilio, se estará al que guarde una 
relación más estrecha con el convenio arbitral; y si 
una parte no tiene ningún domicilio, se estará a su 
residencia habitual. 

Artículo 4. Reglas de interpretación. 
Cuando una disposición de esta Ley: 
a.Deje a las partes la facultad de decidir 

libremente sobre un asunto, esa facultad 
comprenderá la de autorizar a un tercero, incluida 
una institución arbitral, a que adopte esa decisión, 
excepto en el caso previsto en el artículo 34. 

b.Se refiera al convenio arbitral o a cualquier 
otro acuerdo entre las partes, se entenderá que 
integran su contenido las disposiciones del 
reglamento de arbitraje al que las partes se hayan 
sometido. 

c.Se refiera a la demanda, se aplicará 
también a la reconvención, y cuando se refiera a 
la contestación, se aplicará asimismo a la 
contestación a esa reconvención, excepto en los 
casos previstos en el párrafo a del artículo 31 y en 
el párrafo a del apartado 2 del artículo 38. 

Artículo 5. Notificaciones, comunicaciones y 
cómputo de plazos. 

Salvo acuerdo en contrario de las partes y 
con exclusión, en todo caso, de los actos de 
comunicación realizados dentro de un 
procedimiento judicial, se aplicarán las 
disposiciones siguientes: 

a.Toda notificación o comunicación se 
considerará recibida el día en que haya sido 
entregada personalmente al destinatario o en que 
haya sido entregada en su domicilio, residencia 
habitual, establecimiento o dirección. Asimismo, 
será válida la notificación o comunicación 
realizada por télex, fax u otro medio de 
telecomunicación electrónico, telemático o de 
otra clase semejante que permitan el envío y la 
recepción de escritos y documentos dejando 
constancia de su remisión y recepción y que 
hayan sido designados por el interesado. En el 
supuesto de que no se descubra, tras una 
indagación razonable, ninguno de esos lugares, se 
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considerará recibida el día en que haya sido 
entregada o intentada su entrega, por correo 
certificado o cualquier otro medio que deje 
constancia, en el último domicilio, residencia 
habitual, dirección o establecimiento conocidos 
del destinatario. 

b.Los plazos establecidos en esta Ley se 
computarán desde el día siguiente al de 
recepción de la notificación o comunicación. Si el 
último día del plazo fuere festivo en el lugar de 
recepción de la notificación o comunicación, se 
prorrogará hasta el primer día laborable siguiente. 
Cuando dentro de un plazo haya de presentarse 
un escrito, el plazo se entenderá cumplido si el 
escrito se remite dentro de aquél, aunque la 
recepción se produzca con posterioridad. Los 
plazos establecidos por días se computarán por 
días naturales. 

Artículo 6. Renuncia tácita a las facultades 
de impugnación. 

Si una parte, conociendo la infracción de 
alguna norma dispositiva de esta Ley o de algún 
requisito del convenio arbitral, no la denunciare 
dentro del plazo previsto para ello o, en su 
defecto, tan pronto como le sea posible, se 
considerará que renuncia a las facultades de 
impugnación previstas en esta Ley. 

Artículo 7. Intervención judicial. 
En los asuntos que se rijan por esta Ley no 

intervendrá ningún tribunal, salvo en los casos en 
que ésta así lo disponga. 

Artículo 8. Tribunales competentes para las 
funciones de apoyo y control del arbitraje. 

1. Para el nombramiento judicial de árbitros 
será competente el Juzgado de Primera Instancia 
del lugar del arbitraje; de no estar éste aún 
determinado, el del domicilio o residencia habitual 
de cualquiera de los demandados; si ninguno de 
ellos tuviere domicilio o residencia habitual en 
España, el del domicilio o residencia habitual del 
actor, y si éste tampoco los tuviere en España, el 
de su elección. 

2. Para la asistencia judicial en la práctica de 
pruebas será competente el Juzgado de Primera 
Instancia del lugar del arbitraje o el del lugar 
donde hubiere de prestarse la asistencia. 

3. Para la adopción judicial de medidas 
cautelares será tribunal competente el del lugar en 
que el laudo deba ser ejecutado y, en su defecto, 
el del lugar donde las medidas deban producir su 
eficacia, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 724 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. 

4. Para la ejecución forzosa del laudo será 
competente el Juzgado de Primera Instancia del 
lugar en que se haya dictado, de acuerdo con lo 
previsto en el apartado 2 del artículo 545 de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil y, en su caso, el previsto en 
el artículo 958 de la Ley de Enjuiciamiento Civil de 
1881. 

5. Para conocer de la acción de anulación 
del laudo será competente la Audiencia Provincial 
del lugar donde aquél se hubiere dictado. 

6. Para el exequátur de laudos extranjeros 
será competente el órgano jurisdiccional al que el 
ordenamiento procesal civil atribuya la ejecución 
de las sentencias dictadas por tribunales 
extranjeros. 

TÍTULO II. 
Del Convenio Arbitral y sus efectos. 
Artículo 9. Forma y contenido del convenio 

arbitral.  
1. El convenio arbitral, que podrá adoptar la 

forma de cláusula incorporada a un contrato o de 
acuerdo independiente, deberá expresar la 
voluntad de las partes de someter a arbitraje todas 
o algunas de las controversias que hayan surgido o 
puedan surgir respecto de una determinada 
relación jurídica, contractual o no contractual. 

2. Si el convenio arbitral está contenido en 
un contrato de adhesión, la validez de dicho 
convenio y su interpretación se regirán por lo 
dispuesto en las normas aplicables a ese tipo de 
contrato. 

3. El convenio arbitral deberá constar por 
escrito, en un documento firmado por las partes o 
en un intercambio de cartas, telegramas, télex, fax 
u otros medios de telecomunicación que dejen 
constancia del acuerdo. 

Se considerará cumplido este requisito 
cuando el convenio arbitral conste y sea accesible 
para su ulterior consulta en soporte electrónico, 
óptico o de otro tipo. 

4. Se considerará incorporado al acuerdo 
entre las partes el convenio arbitral que conste en 
un documento al que éstas se hayan remitido en 
cualquiera de las formas establecidas en el 
apartado anterior. 

5. Se considerará que hay convenio arbitral 
cuando en un intercambio de escritos de 
demanda y contestación su existencia sea 
afirmada por una parte y no negada por la otra. 

6. Cuando el arbitraje fuere internacional, el 
convenio arbitral será válido y la controversia será 
susceptible de arbitraje si cumplen los requisitos 
establecidos por las normas jurídicas elegidas por 
las partes para regir el convenio arbitral, o por las 
normas jurídicas aplicables al fondo de la 
controversia, o por el derecho español. 

Artículo 10. Arbitraje testamentario. 
También será válido el arbitraje instituido por 

disposición testamentaria para solucionar 
diferencias entre herederos no forzosos o legatarios 
por cuestiones relativas a la distribución o 
administración de la herencia. 

Artículo 11. Convenio arbitral y demanda en 
cuanto al fondo ante un Tribunal. 

1. El convenio arbitral obliga a las partes a 
cumplir lo estipulado e impide a los tribunales 
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conocer de las controversias sometidas a arbitraje, 
siempre que la parte a quien interese lo invoque 
mediante declinatoria. 

2. La declinatoria no impedirá la iniciación o 
prosecución de las actuaciones arbitrales. 

3. El convenio arbitral no impedirá a ninguna 
de las partes, con anterioridad a las actuaciones 
arbitrales o durante su tramitación, solicitar de un 
tribunal la adopción de medidas cautelares ni a 
éste concederlas. 

TÍTULO III. 
De los Árbitros. 
Artículo 12. Número de árbitros.  
Las partes podrán fijar libremente el número 

de árbitros, siempre que sea impar. A falta de 
acuerdo, se designará un solo árbitro. 

Artículo 13. Capacidad para ser árbitro. 
Pueden ser árbitros las personas naturales 

que se hallen en el pleno ejercicio de sus derechos 
civiles, siempre que no se lo impida la legislación a 
la que puedan estar sometidos en el ejercicio de su 
profesión. Salvo acuerdo en contrario de las partes, 
la nacionalidad de una persona no será obstáculo 
para que actúe como árbitro. 

Artículo 14. Arbitraje institucional. 
1. Las partes podrán encomendar la 

administración del arbitraje y la designación de 
árbitros a: 

a.Corporaciones de derecho público que 
puedan desempeñar funciones arbitrales, según 
sus normas reguladoras, y en particular el Tribunal 
de Defensa de la Competencia. 

b.Asociaciones y entidades sin ánimo de 
lucro en cuyos estatutos se prevean funciones 
arbitrales. 

2. Las instituciones arbitrales ejercerán sus 
funciones conforme a sus propios reglamentos. 

Artículo 15. Nombramiento de los árbitros. 
1. En los arbitrajes internos que no deban 

decidirse en equidad de acuerdo con el artículo 
34, se requerirá la condición de abogado en 
ejercicio, salvo acuerdo expreso en contrario. 

2. Las partes podrán acordar libremente el 
procedimiento para la designación de los árbitros, 
siempre que no se vulnere el principio de igualdad. 
A falta de acuerdo, se aplicarán las siguientes 
reglas: 

a.En el arbitraje con un solo árbitro, éste será 
nombrado por el tribunal competente a petición 
de cualquiera de las partes. 

b.En el arbitraje con tres árbitros, cada parte 
nombrará uno y los dos árbitros así designados 
nombrarán al tercero, quien actuará como 
presidente del colegio arbitral. Si una parte no 
nombra al árbitro dentro de los 30 días siguientes a 
la recepción del requerimiento de la otra para que 
lo haga, la designación del árbitro se hará por el 
tribunal competente, a petición de cualquiera de 
las partes. Lo mismo se aplicará cuando los árbitros 

designados no consigan ponerse de acuerdo 
sobre el tercer árbitro dentro de los 30 días 
contados desde la última aceptación. 

En caso de pluralidad de demandantes o de 
demandados, éstos nombrarán un árbitro y 
aquéllos otro. Si los demandantes o los 
demandados no se pusieran de acuerdo sobre el 
árbitro que les corresponde nombrar, todos los 
árbitros serán designados por el tribunal 
competente a petición de cualquiera de las 
partes. 

c.En el arbitraje con más de tres árbitros, 
todos serán nombrados por el tribunal competente 
a petición de cualquiera de las partes. 

3. Si no resultare posible designar árbitros a 
través del procedimiento acordado por las partes, 
cualquiera de ellas podrá solicitar al tribunal 
competente el nombramiento de los árbitros o, en 
su caso, la adopción de las medidas necesarias 
para ello. 

4. Las pretensiones que se ejerciten en 
relación con lo previsto en los apartados anteriores 
se sustanciarán por los cauces del juicio verbal. 

5. El tribunal únicamente podrá rechazar la 
petición formulada cuando aprecie que, de los 
documentos aportados, no resulta la existencia de 
un convenio arbitral. 

6. Si procede la designación de árbitros por 
el tribunal, éste confeccionará una lista con tres 
nombres por cada árbitro que deba ser 
nombrado. Al confeccionar dicha lista el tribunal 
tendrá en cuenta los requisitos establecidos por las 
partes para ser árbitro y tomará las medidas 
necesarias para garantizar su independencia e 
imparcialidad. En el supuesto de que proceda 
designar un solo árbitro o un tercer árbitro, el 
tribunal tendrá también en cuenta la conveniencia 
de nombrar un árbitro de nacionalidad distinta a la 
de las partes y, en su caso, a la de los árbitros ya 
designados, a la vista de las circunstancias 
concurrentes. A continuación, se procederá al 
nombramiento de los árbitros mediante sorteo. 

7. Contra las resoluciones definitivas que 
decidan sobre las cuestiones atribuidas en este 
artículo al tribunal competente no cabrá recurso 
alguno, salvo aquellas que rechacen la petición 
formulada de conformidad con lo establecido en 
el apartado 5. 

Artículo 16. Aceptación de los árbitros. 
Salvo que las partes hayan dispuesto otra 

cosa, cada árbitro, dentro del plazo de 15 días a 
contar desde el siguiente a la comunicación del 
nombramiento, deberá comunicar su aceptación 
a quien lo designó. Si en el plazo establecido no 
comunica la aceptación, se entenderá que no 
acepta su nombramiento. 

Artículo 17. Motivos de abstención y 
recusación. 
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1. Todo árbitro debe ser y permanecer 
durante el arbitraje independiente e imparcial. En 
todo caso, no podrá mantener con las partes 
relación personal, profesional o comercial. 

2. La persona propuesta para ser árbitro 
deberá revelar todas las circunstancias que 
puedan dar lugar a dudas justificadas sobre su 
imparcialidad e independencia. El árbitro, a partir 
de su nombramiento, revelará a las partes sin 
demora cualquier circunstancia sobrevenida. 

En cualquier momento del arbitraje 
cualquiera de las partes podrá pedir a los árbitros 
la aclaración de sus relaciones con algunas de las 
otras partes. 

3. Un árbitro sólo podrá ser recusado si 
concurren en él circunstancias que den lugar a 
dudas justificadas sobre su imparcialidad o 
independencia, o si no posee las cualificaciones 
convenidas por las partes. Una parte sólo podrá 
recusar al árbitro nombrado por ella, o en cuyo 
nombramiento haya participado, por causas de 
las que haya tenido conocimiento después de su 
designación. 

Artículo 18. Procedimiento de recusación. 
1. Las partes podrán acordar libremente el 

procedimiento de recusación de los árbitros. 
2. A falta de acuerdo, la parte que recuse a 

un árbitro expondrá los motivos dentro de los 
quince días siguientes a aquel en que tenga 
conocimiento de la aceptación o de cualquiera 
de las circunstancias que puedan dar lugar a 
dudas justificadas sobre su imparcialidad o 
independencia. A menos que el árbitro recusado 
renuncie a su cargo o que la otra parte acepte la 
recusación, corresponderá a los árbitros decidir 
sobre ésta. 

3. Si no prosperase la recusación planteada 
con arreglo al procedimiento acordado por las 
partes o al establecido en el apartado anterior, la 
parte recusante podrá, en su caso, hacer valer la 
recusación al impugnar el laudo. 

Artículo 19. Falta o imposibilidad de ejercicio 
de las funciones. 

1. Cuando un árbitro se vea impedido de 
hecho o de derecho para ejercer sus funciones, o 
por cualquier otro motivo no las ejerza dentro de 
un plazo razonable, cesará en su cargo si renuncia 
o si las partes acuerdan su remoción. Si existe 
desacuerdo sobre la remoción y las partes no han 
estipulado un procedimiento para salvar dicho 
desacuerdo, se aplicarán las siguientes reglas: 

a.La pretensión de remoción se sustanciará 
por los trámites del juicio verbal. Se podrá 
acumular la solicitud de nombramiento de árbitros, 
en los términos previstos en el artículo 15, para el 
caso de que se estime la de remoción. 

Contra las resoluciones definitivas que se 
dicten no cabrá recurso alguno. 

b.En el arbitraje con pluralidad de árbitros los 
demás árbitros decidirán la cuestión. Si no pudieren 
alcanzar una decisión, se aplicará lo dispuesto en 
el párrafo anterior. 

2. La renuncia de un árbitro a su cargo o la 
aceptación por una de las partes de su cese, 
conforme a lo dispuesto en el presente artículo o 
en el apartado 2 del artículo anterior, no se 
considerará como un reconocimiento de la 
procedencia de ninguno de los motivos 
mencionados en las citadas normas. 

Artículo 20. Nombramiento de árbitro 
sustituto. 

1. Cualquiera que sea la causa por la que 
haya que designar un nuevo árbitro, se hará según 
las normas reguladoras del procedimiento de 
designación del sustituido. 

2. Una vez nombrado el sustituto, los árbitros, 
previa audiencia de las partes, decidirán si ha 
lugar a repetir actuaciones ya practicadas. 

Artículo 21. Responsabilidad de los árbitros y 
de las instituciones arbitrales. Provisión de fondos. 

1. La aceptación obliga a los árbitros y, en su 
caso, a la institución arbitral, a cumplir fielmente el 
encargo, incurriendo, si no lo hicieren, en 
responsabilidad por los daños y perjuicios que 
causaren por mala fe, temeridad o dolo. En los 
arbitrajes encomendados a una institución, el 
perjudicado tendrá acción directa contra la 
misma, con independencia de las acciones de 
resarcimiento que asistan a aquélla contra los 
árbitros. 

2. Salvo pacto en contrario, tanto los árbitros 
como la institución arbitral podrán exigir a las 
partes las provisiones de fondos que estimen 
necesarias para atender a los honorarios y gastos 
de los árbitros y a los que puedan producirse en la 
administración del arbitraje. A falta de provisión de 
fondos por las partes, los árbitros podrán suspender 
o dar por concluidas las actuaciones arbitrales. Si 
dentro del plazo alguna de las partes no hubiere 
realizado su provisión, los árbitros, antes de acordar 
la conclusión o suspensión de las actuaciones, lo 
comunicarán a las demás partes, por si tuvieren 
interés en suplirla dentro del plazo que les fijaren. 

TÍTULO IV. 
De la competencia de los árbitros. 
Artículo 22. Potestad de los árbitros para 

decidir sobre su competencia.  
1. Los árbitros estarán facultados para 

decidir sobre su propia competencia, incluso sobre 
las excepciones relativas a la existenciaoalavalidez 
del convenio arbitral o cualesquiera otras cuya 
estimación impida entrar en el fondo de la 
controversia. A este efecto, el convenio arbitral 
que forme parte de un contrato se considerará 
como un acuerdo independiente de las demás 
estipulaciones del mismo. La decisión de los árbitros 
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que declare la nulidad del contrato no entrañará 
por sí sola la nulidad del convenio arbitral. 

2. Las excepciones a las que se refiere el 
apartado anterior deberán oponerse a más tardar 
en el momento de presentar la contestación, sin 
que el hecho de haber designado o participado 
en el nombramiento de los árbitros impida 
oponerlas. La excepción consistente en que los 
árbitros se exceden del ámbito de su competencia 
deberá oponerse tan pronto como se plantee, 
durante las actuaciones arbitrales, la materia que 
exceda de dicho ámbito. 

Los árbitros sólo podrán admitir excepciones 
opuestas con posterioridad si la demora resulta 
justificada. 

3. Los árbitros podrán decidir las excepciones 
de que trata este artículo con carácter previo o 
junto con las demás cuestiones sometidas a su 
decisión relativas al fondo del asunto. La decisión 
de los árbitros sólo podrá impugnarse mediante el 
ejercicio de la acción de anulación del laudo en el 
que se haya adoptado. Si la decisión fuese 
desestimatoria de las excepciones y se adoptase 
con carácter previo, el ejercicio de la acción de 
anulación no suspenderá el procedimiento arbitral. 

Artículo 23. Potestad de los árbitros de 
adoptar medidas cautelares. 

1. Salvo acuerdo en contrario de las partes, 
los árbitros podrán, a instancia de cualquiera de 
ellas, adoptar las medidas cautelares que estimen 
necesarias respecto del objeto del litigio. Los 
árbitros podrán exigir caución suficiente al 
solicitante. 

2. A las decisiones arbitrales sobre medidas 
cautelares, cualquiera que sea la forma que 
revistan, les serán de aplicación las normas sobre 
anulación y ejecución forzosa de laudos. 

TÍTULO V. 
De la sustanciación de las actuaciones 

arbitrales. 
Artículo 24. Principios de igualdad, audiencia 

y contradicción.  
1. Deberá tratarse a las partes con igualdad 

y darse a cada una de ellas suficiente oportunidad 
de hacer valer sus derechos. 

2. Los árbitros, las partes y las instituciones 
arbitrales, en su caso, están obligadas a guardar la 
confidencialidad de las informaciones que 
conozcan a través de las actuaciones arbitrales. 

Artículo 25. Determinación del 
procedimiento. 

1. Conforme a lo dispuesto en el artículo 
anterior, las partes podrán convenir libremente el 
procedimiento al que se hayan de ajustar los 
árbitros en sus actuaciones. 

2. A falta de acuerdo, los árbitros podrán, 
con sujeción a lo dispuesto en esta Ley, dirigir el 
arbitraje del modo que consideren apropiado. Esta 
potestad de los árbitros comprende la de decidir 

sobre admisibilidad, pertinencia y utilidad de las 
pruebas, sobre su práctica, incluso de oficio, y 
sobre su valoración. 

Artículo 26. Lugar del arbitraje. 
1. Las partes podrán determinar libremente 

el lugar del arbitraje. A falta de acuerdo, lo 
determinarán los árbitros, atendidas las 
circunstancias del caso y la conveniencia de las 
partes. 

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el 
apartado anterior, los árbitros podrán, previa 
consulta a las partes y salvo acuerdo en contrario 
de éstas, reunirse en cualquier lugar que estimen 
apropiado para oír a los testigos, a los peritos o a 
las partes, o para examinar o reconocer objetos, 
documentos o personas. Los árbitros podrán 
celebrar deliberaciones en cualquier lugar que 
estimen apropiado. 

Artículo 27. Inicio del arbitraje. 
Salvo que las partes hayan convenido otra 

cosa, la fecha en que el demandado haya 
recibido el requerimiento de someter la 
controversia a arbitraje se considerará la de inicio 
del arbitraje. 

Artículo 28. Idioma del arbitraje. 
1. Las partes podrán acordar libremente el 

idioma o los idiomas del arbitraje. A falta de 
acuerdo, decidirán los árbitros, atendidas las 
circunstancias del caso. Salvo que en el acuerdo 
de las partes o en la decisión de los árbitros se 
haya previsto otra cosa, el idioma o los idiomas 
establecidos se utilizarán en los escritos de las 
partes, en las audiencias, en los laudos y en las 
decisiones o comunicaciones de los árbitros. 

2. Los árbitros, salvo oposición de alguna de 
las partes, podrán ordenar que, sin necesidad de 
proceder a su traducción, cualquier documento 
sea aportado o cualquier actuación realizada en 
idioma distinto al del arbitraje. 

Artículo 29. Demanda y contestación. 
1. Dentro del plazo convenido por las partes 

o determinado por los árbitrosyamenos que las 
partes hayan acordado otra cosa respecto del 
contenido de la demanda y de la contestación, el 
demandante deberá alegar los hechos en que se 
funda, la naturaleza y las circunstancias de la 
controversia y las pretensiones que formula, y el 
demandado podrá responder a lo planteado en la 
demanda. Las partes, al formular sus alegaciones, 
podrán aportar todos los documentos que 
consideren pertinentes o hacer referencia a los 
documentos u otras pruebas que vayan a 
presentar o proponer. 

2. Salvo acuerdo en contrario de las partes, 
cualquiera de ellas podrá modificar o ampliar su 
demanda o contestación durante el curso de las 
actuaciones arbitrales, a menos que los árbitros lo 
consideren improcedente por razón de la demora 
con que se hubiere hecho. 
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Artículo 30. Forma de las actuaciones 
arbitrales. 

1. Salvo acuerdo en contrario de las partes, 
los árbitros decidirán si han de celebrarse 
audiencias para la presentación de alegaciones, 
la práctica de pruebas y la emisión de 
conclusiones, o si las actuaciones se sustanciarán 
solamente por escrito. No obstante, a menos que 
las partes hubiesen convenido que no se celebren 
audiencias, los árbitros las señalarán, en la fase 
apropiada de las actuaciones, si cualquiera de las 
partes lo solicitara. 

2. Las partes serán citadas a todas las 
audiencias con suficiente antelación y podrán 
intervenir en ellas directamente o por medio de sus 
representantes. 

3. De todas las alegaciones escritas, 
documentos y demás instrumentos que una parte 
aporte a los árbitros se dará traslado a la otra 
parte. Asimismo, se pondrán a disposición de las 
partes los documentos, dictámenes periciales y 
otros instrumentos probatorios en que los árbitros 
puedan fundar su decisión. 

Artículo 31. Falta de comparecencia de las 
partes. 

Salvo acuerdo en contrario de las partes, 
cuando, sin alegar causa suficiente a juicio de los 
árbitros: 

a.El demandante no presente su demanda 
en plazo, los árbitros darán por terminadas las 
actuaciones, a menos que, oído el demandado, 
éste manifieste su voluntad de ejercitar alguna 
pretensión. 

b.El demandado no presente su 
contestación en plazo, los árbitros continuarán las 
actuaciones, sin que esa omisión se considere 
como allanamiento o admisión de los hechos 
alegados por el demandante. 

c.Una de las partes no comparezca a una 
audiencia o no presente pruebas, los árbitros 
podrán continuar las actuaciones y dictar el laudo 
con fundamento en las pruebas de que 
dispongan. 

Artículo 32. Nombramiento de peritos por los 
árbitros. 

1. Salvo acuerdo en contrario de las partes, 
los árbitros podrán nombrar, de oficio o a instancia 
de parte, uno o más peritos para que dictaminen 
sobre materias concretas y requerir a cualquiera 
de las partes para que facilite al perito toda la 
información pertinente, le presente para su 
inspección todos los documentos u objetos 
pertinentes o le proporcione acceso a ellos. 

2. Salvo acuerdo en contrario de las partes, 
cuando una parte lo solicite o cuando los árbitros 
lo consideren necesario, todo perito, después de la 
presentación de su dictamen, deberá participar en 
una audiencia en la que los árbitros y las partes, 
por sí o asistidas de peritos, podrán interrogarle. 

3. Lo previsto en los apartados precedentes 
se entiende sin perjuicio de la facultad de las 
partes, salvo acuerdo en contrario, de aportar 
dictámenes periciales por peritos libremente 
designados. 

Artículo 33. Asistencia judicial para la 
práctica de pruebas. 

1. Los árbitros o cualquiera de las partes con 
su aprobación podrán solicitar del tribunal 
competente asistencia para la práctica de 
pruebas, de conformidad con las normas que le 
sean aplicables sobre medios de prueba. Esta 
asistencia podrá consistir en la práctica de la 
prueba ante el tribunal competente o en la 
adopción por éste de las concretas medidas 
necesarias para que la prueba pueda ser 
practicada ante los árbitros. 

2. Si así se le solicitare, el tribunal practicará 
la prueba bajo su exclusiva dirección. En otro caso, 
el tribunal se limitará a acordar las medidas 
pertinentes. En ambos supuestos el tribunal 
entregará al solicitante testimonio de las 
actuaciones. 

TÍTULO VI. 
Del pronunciamiento del laudo y de la 

terminación de las actuaciones. 
Artículo 34. Normas aplicables al fondo de la 

controversia.  
1. Los árbitros sólo decidirán en equidad si las 

partes les han autorizado expresamente para ello. 
2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el 

apartado anterior, cuando el arbitraje sea 
internacional, los árbitros decidirán la controversia 
de conformidad con las normas jurídicas elegidas 
por las partes. Se entenderá que toda indicación 
del derecho u ordenamiento jurídico de un Estado 
determinado se refiere, a menos que se exprese lo 
contrario, al derecho sustantivo de ese Estado y no 
a sus normas de conflicto de Leyes. 

Si las partes no indican las normas jurídicas 
aplicables, los árbitros aplicarán las que estimen 
apropiadas. 

3. En todo caso, los árbitros decidirán con 
arreglo a las estipulaciones del contrato y tendrán 
en cuenta los usos aplicables. 

Artículo 35. Adopción de decisiones 
colegiadas. 

1. Cuando haya más de un árbitro, toda 
decisión se adoptará por mayoría, salvo que las 
partes hubieren dispuesto otra cosa. Si no hubiere 
mayoría, la decisión será tomada por el presidente. 

2. Salvo acuerdo de las partes o de los 
árbitros en contrario, el presidente podrá decidir 
por sí solo cuestiones de ordenación, tramitación e 
impulso del procedimiento. 

Artículo 36. Laudo por acuerdo de las partes. 
1. Si durante las actuaciones arbitrales las 

partes llegan a un acuerdo que ponga fin total o 
parcialmente a la controversia, los árbitros darán 
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por terminadas las actuaciones con respecto a los 
puntos acordados y, si ambas partes lo solicitan y 
los árbitros no aprecian motivo para oponerse, 
harán constar ese acuerdo en forma de laudo en 
los términos convenidos por las partes. 

2. El laudo se dictará con arreglo a lo 
dispuesto en el artículo siguiente y tendrá la misma 
eficacia que cualquier otro laudo dictado sobre el 
fondo del litigio. 

Artículo 37. Plazo, forma, contenido y 
notificación del laudo. 

1. Salvo acuerdo en contrario de las partes, 
los árbitros decidirán la controversia en un solo 
laudo o en tantos laudos parciales como estimen 
necesarios. 

2. Si las partes no hubieren dispuesto otra 
cosa, los árbitros deberán decidir la controversia 
dentro de los seis meses siguientes a la fecha de 
presentación de la contestación a que se refiere el 
artículo 29 o de expiración del plazo para 
presentarla. Salvo acuerdo en contrario de las 
partes, este plazo podrá ser prorrogado por los 
árbitros, por un plazo no superior a dos meses, 
mediante decisión motivada. 

La expiración del plazo sin que se haya 
dictado laudo definitivo determinará la 
terminación de las actuaciones arbitrales y el cese 
de los árbitros. No obstante, no afectará a la 
eficacia del convenio arbitral, sin perjuicio de la 
responsabilidad en que hayan podido incurrir los 
árbitros. 

3. Todo laudo deberá constar por escrito y 
ser firmado por los árbitros, quienes podrán 
expresar su parecer discrepante. Cuando haya 
más de un árbitro, bastarán las firmas de la 
mayoría de los miembros del colegio arbitral o sólo 
la de su presidente, siempre que se manifiesten las 
razones de la falta de una o más firmas. 

A los efectos de lo dispuesto en el párrafo 
anterior, se entenderá que el laudo consta por 
escrito cuando de su contenido y firmas quede 
constancia y sean accesibles para su ulterior 
consulta en soporte electrónico, óptico o de otro 
tipo. 

4. El laudo deberá ser motivado, a menos 
que las partes hayan convenido otra cosa o que 
se trate de un laudo pronunciado en los términos 
convenidos por las partes conforme al artículo 
anterior. 

5. Constarán en el laudo la fecha en que ha 
sido dictado y el lugar del arbitraje, determinado 
de conformidad con el apartado 1 del artículo 26. 
El laudo se considerará dictado en ese lugar. 

6. Con sujeción a lo acordado por las partes, 
los árbitros se pronunciarán en el laudo sobre las 
costas del arbitraje, que incluirán los honorarios y 
gastos de los árbitros y, en su caso, los honorarios y 
gastos de los defensores o representantes de las 
partes, el coste del servicio prestado por la 

institución administradora del arbitraje y los demás 
gastos originados en el procedimiento arbitral. 

7. Los árbitros notificarán el laudo a las partes 
en la forma y en el plazo que éstas hayan 
acordado o, en su defecto, mediante entrega a 
cada una de ellas de un ejemplar firmado de 
conformidad con lo dispuesto en el apartado 3, 
dentro del mismo plazo establecido en el apartado 
2. 

8. El laudo podrá ser protocolizado 
notarialmente. 

Cualquiera de las partes, a su costa, podrá 
instar de los árbitros, antes de la notificación, que 
el laudo sea protocolizado. 

Artículo 38. Terminación de las actuaciones. 
1. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 

anterior, sobre notificación y, en su caso, 
protocolización del laudo, y en el artículo siguiente, 
sobre su corrección, aclaración y complemento, 
las actuaciones arbitrales terminarán y los árbitros 
cesarán en sus funciones con el laudo definitivo. 

2. Los árbitros también ordenarán la 
terminación de las actuaciones cuando: 

a.El demandante desista de su demanda, a 
menos que el demandado se oponga a ello y los 
árbitros le reconozcan un interés legítimo en 
obtener una solución definitiva del litigio. 

b.Las partes acuerden dar por terminadas las 
actuaciones. 

c.Los árbitros comprueben que la 
prosecución de las actuaciones resulta innecesaria 
o imposible. 

3. Transcurrido el plazo que las partes hayan 
señalado a este fin o, en su defecto, el de dos 
meses desde la terminación de las actuaciones, 
cesará la obligación de los árbitros de conservar la 
documentación del procedimiento. Dentro de ese 
plazo, cualquiera de las partes podrá solicitar a los 
árbitros que le remitan los documentos 
presentados por ella. Los árbitros accederán a la 
solicitud siempre que no atente contra el secreto 
de la deliberación arbitral y que el solicitante 
asuma los gastos correspondientes al envío, en su 
caso. 

Artículo 39. Corrección, aclaración y 
complemento del laudo. 

1. Dentro de los 10 días siguientes a la 
notificación del laudo, salvo que las partes hayan 
acordado otro plazo, cualquiera de ellas podrá, 
con notificación a la otra, solicitar a los árbitros: 

a.La corrección de cualquier error de 
cálculo, de copia, tipográfico o de naturaleza 
similar.  

b.La aclaración de un punto o de una parte 
concreta del laudo.  

c.El complemento del laudo respecto de 
peticiones formuladas y no resueltas en él.  

2. Previa audiencia de las demás partes, los 
árbitros resolverán sobre las solicitudes de 
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corrección de errores y de aclaración en el plazo 
de 10 días, y sobre la solicitud de complemento en 
el plazo de 20 días. 

3. Dentro de los 10 días siguientes a la fecha 
del laudo, los árbitros podrán proceder de oficio a 
la corrección de errores a que se refiere el párrafo 
a del apartado 1. 

4. Lo dispuesto en el artículo 37 se aplicará a 
las resoluciones arbitrales sobre corrección, 
aclaración y complemento del laudo. 

5. Cuando el arbitraje sea internacional, los 
plazos de 10 y 20 días establecidos en los 
apartados anteriores serán plazos de uno y dos 
meses, respectivamente. 

TÍTULO VII. 
De la anulación y de la revisión del Laudo. 
Artículo 40. Acción de anulación del laudo. 
Contra un laudo definitivo podrá ejercitarse 

la acción de anulación en los términos previstos en 
este título. 

Artículo 41. Motivos. 
1. El laudo sólo podrá ser anulado cuando la 

parte que solicita la anulación alegue y pruebe: 
a.Que el convenio arbitral no existe o no es 

válido. 
b.Que no ha sido debidamente notificada 

de la designación de un árbitro o de las 
actuaciones arbitrales o no ha podido, por 
cualquier otra razón, hacer valer sus derechos. 

c.Que los árbitros han resuelto sobre 
cuestiones no sometidas a su decisión. 

d.Que la designación de los árbitros o el 
procedimiento arbitral no se han ajustado al 
acuerdo entre las partes, salvo que dicho acuerdo 
fuera contrario a una norma imperativa de esta 
Ley, o, a falta de dicho acuerdo, que no se han 
ajustado a esta Ley. 

e.Que los árbitros han resuelto sobre 
cuestiones no susceptibles de arbitraje. 

f.Que el laudo es contrario al orden público. 
2. Los motivos contenidos en los párrafos b, e 

y f del apartado anterior podrán ser apreciados 
por el tribunal que conozca de la acción de 
anulación de oficio o a instancia del Ministerio 
Fiscal en relación con los intereses cuya defensa le 
está legalmente atribuida. 

3. En los casos previstos en los párrafos c y e 
del apartado 1, la anulación afectará sólo a los 
pronunciamientos del laudo sobre cuestiones no 
sometidas a decisión de los árbitros o no 
susceptibles de arbitraje, siempre que puedan 
separarse de las demás. 
 

4. La acción de anulación del laudo habrá 
de ejercitarse dentro de los dos meses siguientes a 
su notificación o, en caso de que se haya 
solicitado corrección, aclaración o complemento 
del laudo, desde la notificación de la resolución 

sobre esta solicitud, o desde la expiración del plazo 
para adoptarla. 

Artículo 42. Procedimiento. 
1. La acción de anulación se sustanciará por 

los cauces del juicio verbal. No obstante, la 
demanda deberá presentarse conforme a lo 
establecido en el artículo 399 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil, acompañada de los 
documentos justificativos del convenio arbitral y 
del laudo, y, en su caso, contendrá la proposición 
de los medios de prueba cuya práctica interese el 
actor. De la demanda se dará traslado al 
demandado, para que conteste en el plazo de 20 
días. En la contestación deberá el demandado 
proponer los medios de prueba de que intente 
valerse. Contestada la demanda o transcurrido el 
correspondiente plazo, se citará a las partes a la 
vista, en la que el actor podrá proponer la práctica 
de prueba en relación con lo alegado por el 
demandado en su contestación. 

2. Frente a la sentencia que se dicte no 
cabrá recurso alguno. 

Artículo 43. Cosa juzgada y revisión de 
laudos firmes. 

El laudo firme produce efectos de cosa 
juzgada y frente a él sólo cabrá solicitar la revisión 
conforme a lo establecido en la Ley de 
Enjuiciamiento Civil para las sentencias firmes. 

TÍTULO VIII. 
De la ejecución forzosa del Laudo. 
Artículo 44. Normas aplicables.  
La ejecución forzosa de los laudos se regirá 

por lo dispuesto en la Ley de Enjuiciamiento Civil y 
en este título. 

Artículo 45. Suspensión, sobreseimiento y 
reanudación de la ejecución en caso de ejercicio 
de la acción de anulación del laudo. 

1. El laudo es ejecutable aun cuando contra 
él se haya ejercitado acción de anulación. No 
obstante, en ese caso el ejecutado podrá solicitar 
al tribunal competente la suspensión de la 
ejecución, siempre que ofrezca caución por el 
valor de la condena más los daños y perjuicios que 
pudieren derivarse de la demora en la ejecución 
del laudo. La caución podrá constituirse en 
cualquiera de las formas previstas en el párrafo 
segundo del apartado 3 del artículo 529 de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil. Presentada la solicitud de 
suspensión, el tribunal, tras oír al ejecutante, 
resolverá sobre la caución. 

Contra esta resolución no cabrá recurso 
alguno. 

2. Se alzará la suspensión y se ordenará que 
continúe la ejecución cuando conste al tribunal la 
desestimación de la acción de anulación, sin 
perjuicio del derecho del ejecutante a solicitar, en 
su caso, indemnización de los daños y perjuicios 
causados por la demora en la ejecución, a través 



e-consumidores. Consumidores y usuarios ante las nuevas tecnologías 
 

 62 

de los cauces ordenados en los artículos 712 y 
siguientes de la Ley de Enjuiciamiento Civil. 

3. Se alzará la ejecución, con los efectos 
previstos en los artículos 533 y 534 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil, cuando conste al tribunal que 
ha sido estimada la acción de anulación. 

Si la anulación afectase sólo a las cuestiones 
a que se refiere el apartado 3 del artículo 41 y 
subsistiesen otros pronunciamientos del laudo, se 
considerará estimación parcial, a los efectos 
previstos en el apartado 2 del artículo 533 de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil. 

TÍTULO IX. 
Del exequátur de laudos extranjeros. 
Artículo 46. Carácter extranjero del laudo. 

Normas aplicables.  
1. Se entiende por laudo extranjero el 

pronunciado fuera del territorio español. 
2. El exequátur de laudos extranjeros se 

regirá por el Convenio sobre reconocimiento y 
ejecución de las sentencias arbitrales extranjeras, 
hecho en Nueva York, el 10 de junio de 1958, sin 
perjuicio de lo dispuesto en otros convenios 
internacionales más favorables a su concesión, y se 
sustanciará según el procedimiento establecido en 
el ordenamiento procesal civil para el de 
sentencias dictadas por tribunales extranjeros. 

DISPOSICIÓN ADICIONAL ÚNICA.  
Arbitrajes de consumo. 
Esta Ley será de aplicación supletoria al 

arbitraje a que se refiere la Ley 26/1984, de 19 de 
julio, general de defensa de consumidores y 
usuarios, que en sus normas de desarrollo podrá 
establecer la decisión en equidad, salvo que las 
partes opten expresamente por el arbitraje en 
derecho. 

DISPOSICIÓN TRANSITORIA ÚNICA. 
Régimen transitorio. 
1. En los casos en que con anterioridad a la 

entrada en vigor de esta Ley el demandado 
hubiere recibido el requerimiento de someter la 
controversia a arbitraje o se hubiere iniciado el 
procedimiento arbitral, éste se regirá por lo 
dispuesto en la Ley 36/1988, de 5 de diciembre, de 
Arbitraje. No obstante, se aplicarán en todo caso 
las normas de esta Ley relativas al convenio arbitral 
y a sus efectos. 

2. A los laudos dictados con posterioridad a 
la entrada en vigor de esta Ley les serán de 
aplicación las normas de ésta relativas a anulación 
y revisión. 

3. Los procedimientos de ejecución forzosa 
de laudos y de exequátur de laudos extranjeros 
que se encontraren pendientes a la entrada en 
vigor de esta Ley se seguirán sustanciando por lo 
dispuesto en la Ley 36/1988, de 5 de diciembre, de 
Arbitraje. 

DISPOSICIÓN DEROGATORIA ÚNICA.  
Derogaciones. 

Queda derogada la Ley 36/1988, de 5 de 
diciembre, de Arbitraje. 

DISPOSICIONES FINALES 
Primera. Modificación de la Ley 1/2000, de 7 

de enero, de Enjuiciamiento Civil. 
1. El número 2 del apartado 2 del artículo 

517, queda redactado en los siguientes términos: 
2. Los laudos o resoluciones arbitrales.  
2. Se añade un nuevo párrafo al número 1 

del apartado 1 del artículo 550 con la siguiente 
redacción: 

Cuando el título sea un laudo, se 
acompañarán, además, el convenio arbitral y los 
documentos acreditativos de la notificación de 
aquél a las partes.  

3. Se adiciona un número 4 al apartado 1 del 
artículo 559 con esta redacción: 

4. Si el título ejecutivo fuera un laudo arbitral 
no protocolizado notarialmente, la falta de 
autenticidad de éste.  

Segunda. Habilitación competencial. 
Esta Ley se dicta al amparo de la 

competencia exclusiva del Estado en materia de 
legislación mercantil, procesal y civil, establecida 
en el artículo 149.1.6 y 8 de la Constitución. 

Tercera. Entrada en vigor. 
La presente Ley entrará en vigor a los tres 

meses de su publicación en el Boletín Oficial del 
Estado. 

Por tanto, Mando a todos los españoles, 
particulares y autoridades, que guarden y hagan 
guardar esta Ley. 

Madrid, 23 de diciembre de 2003. 
- Juan Carlos R. - 
El Presidente del Gobierno,  
José María Aznar López. 

 
Ley 34/2002, de 11 julio, Servicios de 
la sociedad de la información y de 
comercio electrónico  

Texto:   
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
I. 
La presente Ley tiene como objeto la 

incorporación al ordenamiento jurídico español de 
la Directiva 2000/31/CE, del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 8 de junio (LCEur 2000, 1838), 
relativa a determinados aspectos de los servicios 
de la sociedad de la información, en particular, el 
comercio electrónico en el mercado interior 
(Directiva sobre el comercio electrónico). 
Asimismo, incorpora parcialmente la Directiva 
98/27/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 19 de mayo (LCEur 1998, 1788), relativa a las 
acciones de cesación en materia de protección 
de los intereses de los consumidores, al regular, de 
conformidad con lo establecido en ella, una 
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acción de cesación contra las conductas que 
contravengan lo dispuesto en esta Ley. 

Lo que la Directiva 2000/31/CE denomina 
«sociedad de la información» viene determinado 
por la extraordinaria expansión de las redes de 
telecomunicaciones y, en especial, de Internet 
como vehículo de transmisión e intercambio de 
todo tipo de información. Su incorporación a la 
vida económica y social ofrece innumerables 
ventajas, como la mejora de la eficiencia 
empresarial, el incremento de las posibilidades de 
elección de los usuarios y la aparición de nuevas 
fuentes de empleo. Pero la implantación de 
Internet y las nuevas tecnologías tropieza con 
algunas incertidumbres jurídicas, que es preciso 
aclarar con el establecimiento de un marco 
jurídico adecuado, que genere en todos los 
actores intervinientes la confianza necesaria para 
el empleo de este nuevo medio. 

Eso es lo que pretende esta Ley, que parte 
de la aplicación a las actividades realizadas por 
medios electrónicos de las normas tanto generales 
como especiales que las regulan, ocupándose tan 
sólo de aquellos aspectos que, ya sea por su 
novedad o por las peculiaridades que implica su 
ejercicio por vía electrónica, no están cubiertos por 
dicha regulación. 

II. 
Se acoge, en la Ley, un concepto amplio de 

«servicios de la sociedad de la información», que 
engloba, además de la contratación de bienes y 
servicios por vía electrónica, el suministro de 
información por dicho medio (como el que 
efectúan los periódicos o revistas que pueden 
encontrarse en la red), las actividades de 
intermediación relativas a la provisión de acceso a 
la red, a la transmisión de datos por redes de 
telecomunicaciones, a la realización de copia 
temporal de las páginas de Internet solicitadas por 
los usuarios, al alojamiento en los propios servidores 
de información, servicios o aplicaciones facilitados 
por otros o a la provisión de instrumentos de 
búsqueda o de enlaces a otros sitios de Internet, así 
como cualquier otro servicio que se preste a 
petición individual de los usuarios (descarga de 
archivos de vídeo o audio...), siempre que 
represente una actividad económica para el 
prestador. Estos servicios son ofrecidos por los 
operadores de telecomunicaciones, los 
proveedores de acceso a Internet, los portales, los 
motores de búsqueda o cualquier otro sujeto que 
disponga de un sitio en Internet a través del que 
realice alguna de las actividades indicadas, 
incluido el comercio electrónico. 

Desde un punto de vista subjetivo, la Ley se 
aplica, con carácter general, a los prestadores de 
servicios establecidos en España. Por 
«establecimiento» se entiende el lugar desde el 
que se dirige y gestiona una actividad económica, 

definición esta que se inspira en el concepto de 
domicilio fiscal recogido en las normas tributarias 
españolas y que resulta compatible con la noción 
material de establecimiento predicada por el 
Derecho comunitario. La Ley resulta igualmente 
aplicable a quienes sin ser residentes en España 
prestan servicios de la sociedad de la información 
a través de un «establecimiento permanente» 
situado en España. En este último caso, la sujeción 
a la Ley es únicamente parcial, respecto a 
aquellos servicios que se presten desde España. 

El lugar de establecimiento del prestador de 
servicios es un elemento esencial en la Ley, porque 
de él depende el ámbito de aplicación no sólo de 
esta Ley, sino de todas las demás disposiciones del 
ordenamiento español que les sean de aplicación, 
en función de la actividad que desarrollen. 
Asimismo, el lugar de establecimiento del prestador 
determina la ley y las autoridades competentes 
para el control de su cumplimiento, de acuerdo 
con el principio de la aplicación de la ley del país 
de origen que inspira la Directiva 2000/31/CE. 

Por lo demás, sólo se permite restringir la libre 
prestación en España de servicios de la sociedad 
de la información procedentes de otros países 
pertenecientes al Espacio Económico Europeo en 
los supuestos previstos en la Directiva 2000/31/CE, 
que consisten en la producción de un daño o 
peligro graves contra ciertos valores 
fundamentales como el orden público, la salud 
pública o la protección de los menores. 
Igualmente, podrá restringirse la prestación de 
servicios provenientes de dichos Estados cuando 
afecten a alguna de las materias excluidas del 
principio de país de origen, que la Ley concreta en 
su artículo 3, y se incumplan las disposiciones de la 
normativa española que, en su caso, resulte 
aplicable a las mismas. 

III. 
Se prevé la anotación del nombre o 

nombres de dominio de Internet que correspondan 
al prestador de servicios en el registro público en 
que, en su caso, dicho prestador conste inscrito 
para la adquisición de personalidad jurídica o a los 
solos efectos de publicidad, con el fin de 
garantizar que la vinculación entre el prestador, su 
establecimiento físico y su «establecimiento» o 
localización en la red, que proporciona su 
dirección de Internet, sea fácilmente accesible 
para los ciudadanos y la Administración pública. 

La Ley establece, asimismo, las obligaciones 
y responsabilidades de los prestadores de servicios 
que realicen actividades de intermediación como 
las de transmisión, copia, alojamiento y 
localización de datos en la red. En general, éstas 
imponen a dichos prestadores un deber de 
colaboración para impedir que determinados 
servicios o contenidos ilícitos se sigan divulgando. 
Las responsabilidades que pueden derivar del 



e-consumidores. Consumidores y usuarios ante las nuevas tecnologías 
 

 64 

incumplimiento de estas normas no son sólo de 
orden administrativo, sino de tipo civil o penal, 
según los bienes jurídicos afectados y las normas 
que resulten aplicables. 

Destaca, por otra parte, en la Ley, su afán 
por proteger los intereses de los destinatarios de 
servicios, de forma que éstos puedan gozar de 
garantías suficientes a la hora de contratar un 
servicio o bien por Internet. Con esta finalidad, la 
Ley impone a los prestadores de servicios la 
obligación de facilitar el acceso a sus datos de 
identificación a cuantos visiten su sitio en Internet, 
la de informar a los destinatarios sobre los precios 
que apliquen a sus servicios y la de permitir a éstos 
visualizar, imprimir y archivar las condiciones 
generales a que se someta, en su caso, el 
contrato. Cuando la contratación se efectúe con 
consumidores, el prestador de servicios deberá, 
además, guiarles durante el proceso de 
contratación, indicándoles los pasos que han de 
dar y la forma de corregir posibles errores en la 
introducción de datos, y confirmar la aceptación 
realizada una vez recibida. 

En lo que se refiere a las comunicaciones 
comerciales, la Ley establece que éstas deban 
identificarse como tales, y prohíbe su envío por 
correo electrónico u otras vías de comunicación 
electrónica equivalente, salvo que el destinatario 
haya prestado su consentimiento. 

IV. 
Se favorece igualmente la celebración de 

contratos por vía electrónica, al afirmar la Ley, de 
acuerdo con el principio espiritualista que rige la 
perfección de los contratos en nuestro Derecho, la 
validez y eficacia del consentimiento prestado por 
vía electrónica, declarar que no es necesaria la 
admisión expresa de esta técnica para que el 
contrato surta efecto entre las partes, y asegurar la 
equivalencia entre los documentos en soporte 
papel y los documentos electrónicos a efectos del 
cumplimiento del requisito de «forma escrita» que 
figura en diversas leyes. 

Se aprovecha la ocasión para fijar el 
momento y lugar de celebración de los contratos 
electrónicos, adoptando una solución única, 
también válida para otros tipos de contratos 
celebrados a distancia, que unifica el criterio 
dispar contenido hasta ahora en los Códigos Civil y 
de Comercio. 

Las disposiciones contenidas en esta Ley 
sobre aspectos generales de la contratación 
electrónica, como las relativas a la validez y 
eficacia de los contratos electrónicos o al 
momento de prestación del consentimiento, serán 
de aplicación aun cuando ninguna de las partes 
tenga la condición de prestador o destinatario de 
servicios de la sociedad de la información. 

La Ley promueve la elaboración de códigos 
de conducta sobre las materias reguladas en esta 

Ley, al considerar que son un instrumento de 
autorregulación especialmente apto para adaptar 
los diversos preceptos de la Ley a las 
características específicas de cada sector. Por su 
sencillez, rapidez y comodidad para los usuarios, se 
potencia igualmente el recurso al arbitraje y a los 
procedimientos alternativos de resolución de 
conflictos que puedan crearse mediante códigos 
de conducta, para dirimir las disputas que puedan 
surgir en la contratación electrónica y en el uso de 
los demás servicios de la sociedad de la 
información. Se favorece, además, el uso de 
medios electrónicos en la tramitación de dichos 
procedimientos, respetando, en su caso, las 
normas que, sobre la utilización de dichos medios, 
establezca la normativa específica sobre arbitraje. 

De conformidad con lo dispuesto en las 
Directivas 2000/31/CE y 98/27/CE, se regula la 
acción de cesación que podrá ejercitarse para 
hacer cesar la realización de conductas contrarias 
a la presente Ley que vulneren los intereses de los 
consumidores y usuarios. Para el ejercicio de esta 
acción, deberá tenerse en cuenta, además de lo 
dispuesto en esta Ley, lo establecido en la Ley 
general de incorporación de la Directiva 98/27/CE. 

La Ley prevé, asimismo, la posibilidad de que 
los ciudadanos y entidades se dirijan a diferentes 
Ministerios y órganos administrativos para obtener 
información práctica sobre distintos aspectos 
relacionados con las materias objeto de esta Ley, 
lo que requerirá el establecimiento de mecanismos 
que aseguren la máxima coordinación entre ellos y 
la homogeneidad y coherencia de la información 
suministrada a los usuarios. 

Finalmente, se establece un régimen 
sancionador proporcionado pero eficaz, como 
indica la Directiva 2000/31/CE, para disuadir a los 
prestadores de servicios del incumplimiento de lo 
dispuesto en esta Ley. 

Asimismo, se contempla en la Ley una serie 
de previsiones orientadas a hacer efectiva la 
accesibilidad de las personas con discapacidad a 
la información proporcionada por medios 
electrónicos, y muy especialmente a la 
información suministrada por las Administraciones 
públicas, compromiso al que se refiere la 
Resolución del Consejo de la Unión Europea de 25 
de marzo de 2002 (LCEur 2002, 950), sobre 
accesibilidad de los sitios web públicos y de su 
contenido. 

La presente disposición ha sido elaborada 
siguiendo un amplio proceso de consulta pública y 
ha sido sometida al procedimiento de información 
en materia de normas y reglamentaciones 
técnicas previsto en la Directiva 98/34/CE, del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 22 de junio 
(LCEur 1998, 2316), modificada por la Directiva 
98/48/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 20 de julio (LCEur 1998, 2497), y en el Real 
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Decreto 1337/1999, de 31 de julio (RCL 1999, 2062, 
2391). 

TÍTULO I 
Disposiciones generales 
CAPÍTULO I 
Objeto 
    Artículo 1.Objeto. 
1. Es objeto de la presente Ley la regulación 

del régimen jurídico de los servicios de la sociedad 
de la información y de la contratación por vía 
electrónica, en lo referente a las obligaciones de 
los prestadores de servicios incluidos los que 
actúan como intermediarios en la transmisión de 
contenidos por las redes de telecomunicaciones, 
las comunicaciones comerciales por vía 
electrónica, la información previa y posterior a la 
celebración de contratos electrónicos, las 
condiciones relativas a su validez y eficacia y el 
régimen sancionador aplicable a los prestadores 
de servicios de la sociedad de la información. 

2. Las disposiciones contenidas en esta Ley 
se entenderán sin perjuicio de lo dispuesto en otras 
normas estatales o autonómicas ajenas al ámbito 
normativo coordinado, o que tengan como 
finalidad la protección de la salud y seguridad 
pública, incluida la salvaguarda de la defensa 
nacional, los intereses del consumidor, el régimen 
tributario aplicable a los servicios de la sociedad 
de la información, la protección de datos 
personales y la normativa reguladora de defensa 
de la competencia. 

CAPÍTULO II 
Ámbito de aplicación 
    Artículo 2.Prestadores de servicios 

establecidos en España. 
1. Esta Ley será de aplicación a los 

prestadores de servicios de la sociedad de la 
información establecidos en España y a los 
servicios prestados por ellos. 

Se entenderá que un prestador de servicios 
está establecido en España cuando su residencia 
o domicilio social se encuentren en territorio 
español, siempre que éstos coincidan con el lugar 
en que esté efectivamente centralizada la gestión 
administrativa y la dirección de sus negocios. En 
otro caso, se atenderá al lugar en que se realice 
dicha gestión o dirección. 

2. Asimismo, esta Ley será de aplicación a los 
servicios de la sociedad de la información que los 
prestadores residentes o domiciliados en otro 
Estado ofrezcan a través de un establecimiento 
permanente situado en España. 

Se considerará que un prestador opera 
mediante un establecimiento permanente situado 
en territorio español cuando disponga en el mismo, 
de forma continuada o habitual, de instalaciones o 
lugares de trabajo, en los que realice toda o parte 
de su actividad. 
3. A los efectos previstos en este artículo, se 

presumirá que el prestador de servicios está 
establecido en España cuando el prestador o 
alguna de sus sucursales se haya inscrito en el 
Registro Mercantil o en otro registro público 
español en el que fuera necesaria la inscripción 
para la adquisición de personalidad jurídica. 

La utilización de medios tecnológicos 
situados en España, para la prestación o el acceso 
al servicio, no servirá como criterio para 
determinar, por sí solo, el establecimiento en 
España del prestador. 

4. Los prestadores de servicios de la 
sociedad de la información establecidos en 
España estarán sujetos a las demás disposiciones 
del ordenamiento jurídico español que les sean de 
aplicación, en función de la actividad que 
desarrollen, con independencia de la utilización de 
medios electrónicos para su realización. 

    Artículo 3.Prestadores de servicios 
establecidos en otro Estado miembro de la Unión 
Europea o del Espacio Económico Europeo. 

1. Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 
7.1 y 8, esta Ley se aplicará a los prestadores de 
servicios de la sociedad de la información 
establecidos en otro Estado miembro de la Unión 
Europea o del Espacio Económico Europeo 
cuando el destinatario de los servicios radique en 
España y los servicios afecten a las materias 
siguientes: 

a) Derechos de propiedad intelectual o 
industrial. 

b) Emisión de publicidad por instituciones de 
inversión colectiva. 

c) Actividad de seguro directo realizada en 
régimen de derecho de establecimiento o en 
régimen de libre prestación de servicios. 

d) Obligaciones nacidas de los contratos 
celebrados por personas físicas que tengan la 
condición de consumidores. 

e) Régimen de elección por las partes 
contratantes de la legislación aplicable a su 
contrato. 

f) Licitud de las comunicaciones comerciales 
por correo electrónico u otro medio de 
comunicación electrónica equivalente no 
solicitadas. 

2. En todo caso, la constitución, transmisión, 
modificación y extinción de derechos reales sobre 
bienes inmuebles sitos en España se sujetará a los 
requisitos formales de validez y eficacia 
establecidos en el ordenamiento jurídico español. 

3. Los prestadores de servicios a los que se 
refiere el apartado 1 quedarán igualmente 
sometidos a las normas del ordenamiento jurídico 
español que regulen las materias señaladas en 
dicho apartado. 

4. No será aplicable lo dispuesto en los 
apartados anteriores a los supuestos en que, de 
conformidad con las normas reguladoras de las 
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materias enumeradas en el apartado 1, no fuera 
de aplicación la ley del país en que resida o esté 
establecido el destinatario del servicio. 

    Artículo 4.Prestadores establecidos en un 
Estado no perteneciente a la Unión Europea o al 
Espacio Económico Europeo. 

A los prestadores establecidos en países que 
no sean miembros de la Unión Europea o del 
Espacio Económico Europeo les será de aplicación 
lo dispuesto en los artículos 7.2 y 8. 

Los prestadores que dirijan sus servicios 
específicamente al territorio español quedarán 
sujetos, además, a las obligaciones previstas en 
esta Ley, siempre que ello no contravenga lo 
establecido en tratados o convenios 
internacionales que sean aplicables. 
    Artículo 5.Servicios excluidos del ámbito de 
aplicación de la Ley. 

1. Se regirán por su normativa específica las 
siguientes actividades y servicios de la sociedad de 
la información: 

a) Los servicios prestados por notarios y 
registradores de la propiedad y mercantiles en el 
ejercicio de sus respectivas funciones públicas. 

b) Los servicios prestados por abogados y 
procuradores en el ejercicio de sus funciones de 
representación y defensa en juicio. 

2. Las disposiciones de la presente Ley, con 
la excepción de lo establecido en el artículo 7.1, 
serán aplicables a los servicios de la sociedad de la 
información relativos a juegos de azar que 
impliquen apuestas de valor económico, sin 
perjuicio de lo establecido en su legislación 
específica estatal o autonómica. 

TÍTULO II 
Prestación de servicios de la sociedad de la 

información 
CAPÍTULO I 
Principio de libre prestación de servicios 
    Artículo 6.No sujeción a autorización 

previa. 
La prestación de servicios de la sociedad de 

la información no estará sujeta a autorización 
previa. 

Esta norma no afectará a los regímenes de 
autorización previstos en el ordenamiento jurídico 
que no tengan por objeto específico y exclusivo la 
prestación por vía electrónica de los 
correspondientes servicios. 

    Artículo 7.Principio de libre prestación de 
servicios. 

1. La prestación de servicios de la sociedad 
de la información que procedan de un prestador 
establecido en algún Estado miembro de la Unión 
Europea o del Espacio Económico Europeo se 
realizará en régimen de libre prestación de 
servicios, sin que pueda establecerse ningún tipo 
de restricciones a los mismos por razones derivadas 

del ámbito normativo coordinado, excepto en los 
supuestos previstos en los artículos 3 y 8. 

2. La aplicación del principio de libre 
prestación de servicios de la sociedad de la 
información a prestadores establecidos en Estados 
no miembros del Espacio Económico Europeo se 
atendrá a los acuerdos internacionales que 
resulten de aplicación. 

    Artículo 8.Restricciones a la prestación de 
servicios. 

1. En caso de que un determinado servicio 
de la sociedad de la información atente o pueda 
atentar contra los principios que se expresan a 
continuación, los órganos competentes para su 
protección, en ejercicio de las funciones que 
tengan legalmente atribuidas, podrán adoptar las 
medidas necesarias para que se interrumpa su 
prestación o para retirar los datos que los vulneran. 
Los principios a que alude este apartado son los 
siguientes: 

a) La salvaguarda del orden público, la 
investigación penal, la seguridad pública y la 
defensa nacional. 

b) La protección de la salud pública o de las 
personas físicas que tengan la condición de 
consumidores o usuarios, incluso cuando actúen 
como inversores. 

c) El respeto a la dignidad de la persona y al 
principio de no discriminación por motivos de raza, 
sexo, religión, opinión, nacionalidad, discapacidad 
o cualquier otra circunstancia personal o social, y 

d) La protección de la juventud y de la 
infancia. 

En la adopción y cumplimiento de las 
medidas de restricción a que alude este apartado 
se respetarán, en todo caso, las garantías, normas 
y procedimientos previstos en el ordenamiento 
jurídico para proteger los derechos a la intimidad 
personal y familiar, a la protección de los datos 
personales, a la libertad de expresión o a la 
libertad de información, cuando éstos pudieran 
resultar afectados. 

En todos los casos en que la Constitución, las 
normas reguladoras de los respectivos derechos y 
libertades o las que resulten aplicables a las 
diferentes materias atribuyan competencia a los 
órganos jurisdiccionales para intervenir en el 
ejercicio de actividades o derechos, sólo la 
autoridad judicial competente podrá adoptar las 
medidas previstas en este artículo. 

2. Si para garantizar la efectividad de la 
resolución que acuerde la interrupción de la 
prestación de un servicio o la retirada de datos 
procedentes de un prestador establecido en otro 
Estado, el órgano competente estimara necesario 
impedir el acceso desde España a los mismos, 
podrá ordenar a los prestadores de servicios de 
intermediación establecidos en España, 
directamente o mediante solicitud motivada al 
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Ministerio de Ciencia y Tecnología, que tomen las 
medidas necesarias para impedir dicho acceso. 

Será de aplicación lo dispuesto en el artículo 
11 cuando los datos que deban retirarse o el 
servicio que deba interrumpirse procedan de un 
prestador establecido en España. 

3. Las medidas de restricción a que hace 
referencia este artículo serán objetivas, 
proporcionadas y no discriminatorias, y se 
adoptarán de forma cautelar o en ejecución de 
las resoluciones que se dicten, conforme a los 
procedimientos administrativos legalmente 
establecidos o a los previstos en la legislación 
procesal que corresponda. 

4. Fuera del ámbito de los procesos 
judiciales, cuando se establezcan restricciones que 
afecten a un servicio de la sociedad de la 
información que proceda de alguno de los Estados 
miembros de la Unión Europea o del Espacio 
Económico Europeo distinto de España, se seguirá 
el siguiente procedimiento: 

a) El órgano competente requerirá al Estado 
miembro en que esté establecido el prestador 
afectado para que adopte las medidas oportunas. 
En el caso de que no las adopte o resulten 
insuficientes, dicho órgano notificará, con carácter 
previo, a la Comisión Europea o, en su caso, al 
Comité Mixto del Espacio Económico Europeo y al 
Estado miembro de que se trate las medidas que 
tiene intención de adoptar. 

b) En los supuestos de urgencia, el órgano 
competente podrá adoptar las medidas 
oportunas, notificándolas al Estado miembro de 
procedencia y a la Comisión Europea o, en su 
caso, al Comité Mixto del Espacio Económico 
Europeo en el plazo de quince días desde su 
adopción. Asimismo, deberá indicar la causa de 
dicha urgencia. 

Los requerimientos y notificaciones a que 
alude este apartado se realizarán siempre a través 
del órgano de la Administración General del 
Estado competente para la comunicación y 
transmisión de información a las Comunidades 
Europeas. 

CAPÍTULO II 
Obligaciones y régimen de responsabilidad 

de los prestadores de servicios de la sociedad de 
la información 

SECCIÓN 1ª. Obligaciones 
    Artículo 9.Constancia registral del nombre 

de dominio. 
1. Los prestadores de servicios de la 

sociedad de la información establecidos en 
España deberán comunicar al Registro Mercantil 
en el que se encuentren inscritos, o a aquel otro 
registro público en el que lo estuvieran para la 
adquisición de personalidad jurídica o a los solos 
efectos de publicidad, al menos, un nombre de 
dominio o dirección de Internet que, en su caso, 

utilicen para su identificación en Internet, así como 
todo acto de sustitución o cancelación de los 
mismos, salvo que dicha información conste ya en 
el correspondiente registro. 

2. Los nombres de dominio y su sustitución o 
cancelación se harán constar en cada registro, de 
conformidad con sus normas reguladoras. 

Las anotaciones practicadas en los Registros 
Mercantiles se comunicarán inmediatamente al 
Registro Mercantil Central para su inclusión entre 
los datos que son objeto de publicidad informativa 
por dicho Registro. 

3. La obligación de comunicación a que se 
refiere el apartado 1 deberá cumplirse en el plazo 
de un mes desde la obtención, sustitución o 
cancelación del correspondiente nombre de 
dominio o dirección de Internet. 

    Artículo 10.Información general. 
1. Sin perjuicio de los requisitos que en 

materia de información se establecen en la 
normativa vigente, el prestador de servicios de la 
sociedad de la información estará obligado a 
disponer de los medios que permitan, tanto a los 
destinatarios del servicio como a los órganos 
competentes, acceder por medios electrónicos, 
de forma permanente, fácil, directa y gratuita, a la 
siguiente información: 

a) Su nombre o denominación social; su 
residencia o domicilio o, en su defecto, la 
dirección de uno de sus establecimientos 
permanentes en España; su dirección de correo 
electrónico y cualquier otro dato que permita 
establecer con él una comunicación directa y 
efectiva. 

b) Los datos de su inscripción en el Registro a 
que se refiere el artículo 9. 

c) En el caso de que su actividad estuviese 
sujeta a un régimen de autorización administrativa 
previa, los datos relativos a dicha autorización y los 
identificativos del órgano competente encargado 
de su supervisión. 

d) Si ejerce una profesión regulada deberá 
indicar: 

1º Los datos del Colegio profesional al que, 
en su caso, pertenezca y número de colegiado. 

2º El título académico oficial o profesional 
con el que cuente. 

3º El Estado de la Unión Europea o del 
Espacio Económico Europeo en el que se expidió 
dicho título y, en su caso, la correspondiente 
homologación o reconocimiento. 

4º Las normas profesionales aplicables al 
ejercicio de su profesión y los medios a través de 
los cuales se puedan conocer, incluidos los 
electrónicos. 

e) El número de identificación fiscal que le 
corresponda. 

f) Información clara y exacta sobre el precio 
del producto o servicio, indicando si incluye o no 
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los impuestos aplicables y, en su caso, sobre los 
gastos de envío. 

g) Los códigos de conducta a los que, en su 
caso, esté adherido y la manera de consultarlos 
electrónicamente. 

2. La obligación de facilitar esta información 
se dará por cumplida si el prestador la incluye en 
su página o sitio de Internet en las condiciones 
señaladas en el apartado 1. 

    Artículo 11.Deber de colaboración de los 
prestadores de servicios de intermediación. 

1. Cuando un órgano competente por razón 
de la materia hubiera ordenado, en ejercicio de 
las funciones que legalmente tenga atribuidas, que 
se interrumpa la prestación de un servicio de la 
sociedad de la información o la retirada de 
determinados contenidos provenientes de 
prestadores establecidos en España, y para ello 
fuera necesaria la colaboración de los prestadores 
de servicios de intermediación, podrá ordenar a 
dichos prestadores, directamente o mediante 
solicitud motivada al Ministerio de Ciencia y 
Tecnología, que suspendan la transmisión, el 
alojamiento de datos, el acceso a las redes de 
telecomunicaciones o la prestación de cualquier 
otro servicio equivalente de intermediación que 
realizaran. 

2. En la adopción y cumplimiento de las 
medidas a que se refiere el apartado anterior, se 
respetarán, en todo caso, las garantías, normas y 
procedimientos previstos en el ordenamiento 
jurídico para proteger los derechos a la intimidad 
personal y familiar, a la protección de los datos 
personales, a la libertad de expresión o a la 
libertad de información, cuando éstos pudieran 
resultar afectados. 

En todos los casos en que la Constitución, las 
normas reguladoras de los respectivos derechos y 
libertades o las que resulten aplicables a las 
diferentes materias atribuyan competencia a los 
órganos jurisdiccionales para intervenir en el 
ejercicio de actividades o derechos, sólo la 
autoridad judicial competente podrá adoptar las 
medidas previstas en este artículo. 

3. Las medidas a que hace referencia este 
artículo serán objetivas, proporcionadas y no 
discriminatorias, y se adoptarán de forma cautelar 
o en ejecución de las resoluciones que se dicten, 
conforme a los procedimientos administrativos 
legalmente establecidos o a los previstos en la 
legislación procesal que corresponda. 

    Artículo 12.Deber de retención de datos 
de tráfico relativos a las comunicaciones 
electrónicas. 

1. Los operadores de redes y servicios de 
comunicaciones electrónicas, los proveedores de 
acceso a redes de telecomunicaciones y los 
prestadores de servicios de alojamiento de datos 
deberán retener los datos de conexión y tráfico 

generados por las comunicaciones establecidas 
durante la prestación de un servicio de la sociedad 
de la información por un período máximo de doce 
meses, en los términos establecidos en este artículo 
y en su normativa de desarrollo. 

2. Los datos que, en cumplimiento de lo 
dispuesto en el apartado anterior, deberán 
conservar los operadores de redes y servicios de 
comunicaciones electrónicas y los proveedores de 
acceso a redes de telecomunicaciones serán 
únicamente los necesarios para facilitar la 
localización del equipo terminal empleado por el 
usuario para la transmisión de la información. 

Los prestadores de servicios de alojamiento 
de datos deberán retener sólo aquéllos 
imprescindibles para identificar el origen de los 
datos alojados y el momento en que se inició la 
prestación del servicio. 

En ningún caso, la obligación de retención 
de datos afectará al secreto de las 
comunicaciones. 

Los operadores de redes y servicios de 
comunicaciones electrónicas y los prestadores de 
servicios a que se refiere este artículo no podrán 
utilizar los datos retenidos para fines distintos de los 
indicados en el apartado siguiente u otros que 
estén permitidos por la Ley, y deberán adoptar 
medidas de seguridad apropiadas para evitar su 
pérdida o alteración y el acceso no autorizado a 
los mismos. 

3. Los datos se conservarán para su 
utilización en el marco de una investigación 
criminal o para la salvaguardia de la seguridad 
pública y la defensa nacional, poniéndose a 
disposición de los Jueces o Tribunales o del 
Ministerio Fiscal que así los requieran. La 
comunicación de estos datos a las Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad se hará con sujeción a lo 
dispuesto en la normativa sobre protección de 
datos personales. 

4. Reglamentariamente, se determinarán las 
categorías de datos que deberán conservarse 
según el tipo de servicio prestado, el plazo durante 
el que deberán retenerse en cada supuesto dentro 
del máximo previsto en este artículo, las 
condiciones en que deberán almacenarse, 
tratarse y custodiarse y la forma en que, en su 
caso, deberán entregarse a los órganos 
autorizados para su solicitud y destruirse, 
transcurrido el plazo de retención que proceda, 
salvo que fueran necesarios para estos u otros fines 
previstos en la Ley. 

SECCIÓN 2ª. Régimen de responsabilidad 
    Artículo 13.Responsabilidad de los 

prestadores de los servicios de la sociedad de la 
información. 

1. Los prestadores de servicios de la 
sociedad de la información están sujetos a la 
responsabilidad civil, penal y administrativa 
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establecida con carácter general en el 
ordenamiento jurídico, sin perjuicio de lo dispuesto 
en esta Ley. 

2. Para determinar la responsabilidad de los 
prestadores de servicios por el ejercicio de 
actividades de intermediación, se estará a lo 
establecido en los artículos siguientes. 

    Artículo 14.Responsabilidad de los 
operadores de redes y proveedores de acceso. 

1. Los operadores de redes de 
telecomunicaciones y proveedores de acceso a 
una red de telecomunicaciones que presten un 
servicio de intermediación que consista en 
transmitir por una red de telecomunicaciones 
datos facilitados por el destinatario del servicio o 
en facilitar acceso a ésta no serán responsables 
por la información transmitida, salvo que ellos 
mismos hayan originado la transmisión, modificado 
los datos o seleccionado éstos o a los destinatarios 
de dichos datos. 

No se entenderá por modificación la 
manipulación estrictamente técnica de los 
archivos que alberguen los datos, que tiene lugar 
durante su transmisión. 

2. Las actividades de transmisión y provisión 
de acceso a que se refiere el apartado anterior 
incluyen el almacenamiento automático, 
provisional y transitorio de los datos, siempre que 
sirva exclusivamente para permitir su transmisión 
por la red de telecomunicaciones y su duración no 
supere el tiempo razonablemente necesario para 
ello. 

    Artículo 15.Responsabilidad de los 
prestadores de servicios que realizan copia 
temporal de los datos solicitados por los usuarios. 

Los prestadores de un servicio de 
intermediación que transmitan por una red de 
telecomunicaciones datos facilitados por un 
destinatario del servicio y, con la única finalidad de 
hacer más eficaz su transmisión ulterior a otros 
destinatarios que los soliciten, los almacenen en sus 
sistemas de forma automática, provisional y 
temporal, no serán responsables por el contenido 
de esos datos ni por la reproducción temporal de 
los mismos, si: 

a) No modifican la información. 
b) Permiten el acceso a ella sólo a los 

destinatarios que cumplan las condiciones 
impuestas a tal fin, por el destinatario cuya 
información se solicita. 

c) Respetan las normas generalmente 
aceptadas y aplicadas por el sector para la 
actualización de la información. 

d) No interfieren en la utilización lícita de 
tecnología generalmente aceptada y empleada 
por el sector, con el fin de obtener datos sobre la 
utilización de la información, y 

e) Retiran la información que hayan 
almacenado o hacen imposible el acceso a ella, 
en cuanto tengan conocimiento efectivo de: 

1º Que ha sido retirada del lugar de la red en 
que se encontraba inicialmente. 

2º Que se ha imposibilitado el acceso a ella, 
o 

3º Que un tribunal u órgano administrativo 
competente ha ordenado retirarla o impedir que 
se acceda a ella. 

    Artículo 16.Responsabilidad de los 
prestadores de servicios de alojamiento o 
almacenamiento de datos. 

1. Los prestadores de un servicio de 
intermediación consistente en albergar datos 
proporcionados por el destinatario de este servicio 
no serán responsables por la información 
almacenada a petición del destinatario, siempre 
que: 

a) No tengan conocimiento efectivo de que 
la actividad o la información almacenada es ilícita 
o de que lesiona bienes o derechos de un tercero 
susceptibles de indemnización, o 

b) Si lo tienen, actúen con diligencia para 
retirar los datos o hacer imposible el acceso a ellos. 

Se entenderá que el prestador de servicios 
tiene el conocimiento efectivo a que se refiere el 
párrafo a) cuando un órgano competente haya 
declarado la ilicitud de los datos, ordenado su 
retirada o que se imposibilite el acceso a los 
mismos, o se hubiera declarado la existencia de la 
lesión, y el prestador conociera la correspondiente 
resolución, sin perjuicio de los procedimientos de 
detección y retirada de contenidos que los 
prestadores apliquen en virtud de acuerdos 
voluntarios y de otros medios de conocimiento 
efectivo que pudieran establecerse. 

2. La exención de responsabilidad 
establecida en el apartado 1 no operará en el 
supuesto de que el destinatario del servicio actúe 
bajo la dirección, autoridad o control de su 
prestador. 

    Artículo 17.Responsabilidad de los 
prestadores de servicios que faciliten enlaces a 
contenidos o instrumentos de búsqueda. 

1. Los prestadores de servicios de la 
sociedad de la información que faciliten enlaces a 
otros contenidos o incluyan en los suyos directorios 
o instrumentos de búsqueda de contenidos no 
serán responsables por la información a la que 
dirijan a los destinatarios de sus servicios, siempre 
que: 

a) No tengan conocimiento efectivo de que 
la actividad o la información a la que remiten o 
recomiendan es ilícita o de que lesiona bienes o 
derechos de un tercero susceptibles de 
indemnización, o 

b) Si lo tienen, actúen con diligencia para 
suprimir o inutilizar el enlace correspondiente. 
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Se entenderá que el prestador de servicios 
tiene el conocimiento efectivo a que se refiere el 
párrafo a) cuando un órgano competente haya 
declarado la ilicitud de los datos, ordenado su 
retirada o que se imposibilite el acceso a los 
mismos, o se hubiera declarado la existencia de la 
lesión, y el prestador conociera la correspondiente 
resolución, sin perjuicio de los procedimientos de 
detección y retirada de contenidos que los 
prestadores apliquen en virtud de acuerdos 
voluntarios y de otros medios de conocimiento 
efectivo que pudieran establecerse. 

2. La exención de responsabilidad 
establecida en el apartado 1 no operará en el 
supuesto de que el destinatario del servicio actúe 
bajo la dirección, autoridad o control del prestador 
que facilite la localización de esos contenidos. 

CAPÍTULO III 
Códigos de conducta 
    Artículo 18.Códigos de conducta. 
1. Las Administraciones públicas impulsarán, 

a través de la coordinación y el asesoramiento, la 
elaboración y aplicación de códigos de conducta 
voluntarios, por parte de las corporaciones, 
asociaciones u organizaciones comerciales, 
profesionales y de consumidores, en las materias 
reguladas en esta Ley. La Administración General 
del Estado fomentará, en especial, la elaboración 
de códigos de conducta de ámbito comunitario o 
internacional. 

Los códigos de conducta podrán tratar, en 
particular, sobre los procedimientos para la 
detección y retirada de contenidos ilícitos y la 
protección de los destinatarios frente al envío por 
vía electrónica de comunicaciones comerciales no 
solicitadas, así como sobre los procedimientos 
extrajudiciales para la resolución de los conflictos 
que surjan por la prestación de los servicios de la 
sociedad de la información. 

2. En la elaboración de dichos códigos, 
habrá de garantizarse la participación de las 
asociaciones de consumidores y usuarios y la de las 
organizaciones representativas de personas con 
discapacidades físicas o psíquicas, cuando 
afecten a sus respectivos intereses. 

Cuando su contenido pueda afectarles, los 
códigos de conducta tendrán especialmente en 
cuenta la protección de los menores y de la 
dignidad humana, pudiendo elaborarse, en caso 
necesario, códigos específicos sobre estas 
materias. 

Los poderes públicos estimularán, en 
particular, el establecimiento de criterios comunes 
acordados por la industria para la clasificación y 
etiquetado de contenidos y la adhesión de los 
prestadores a los mismos. 

3. Los códigos de conducta a los que hacen 
referencia los apartados precedentes deberán ser 
accesibles por vía electrónica. Se fomentará su 

traducción a otras lenguas oficiales en la 
Comunidad Europea, con objeto de darles mayor 
difusión. 

TÍTULO III 
Comunicaciones comerciales por vía 

electrónica 
    Artículo 19.Régimen jurídico. 
1. Las comunicaciones comerciales y las 

ofertas promocionales se regirán, además de por 
la presente Ley, por su normativa propia y la 
vigente en materia comercial y de publicidad. 

2. En todo caso, será de aplicación la Ley 
Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre (RCL 1999, 
3058), de Protección de Datos de Carácter 
Personal, y su normativa de desarrollo, en especial, 
en lo que se refiere a la obtención de datos 
personales, la información a los interesados y la 
creación y mantenimiento de ficheros de datos 
personales. 

    Artículo 20.Información exigida sobre las 
comunicaciones comerciales, ofertas 
promocionales y concursos. 

1. Las comunicaciones comerciales 
realizadas por vía electrónica deberán ser 
claramente identificables como tales y deberán 
indicar la persona física o jurídica en nombre de la 
cual se realizan. 

En el caso en el que tengan lugar a través 
de correo electrónico u otro medio de 
comunicación electrónica equivalente incluirán al 
comienzo del mensaje la palabra «publicidad». 

2. En los supuestos de ofertas promocionales, 
como las que incluyan descuentos, premios y 
regalos, y de concursos o juegos promocionales, 
previa la correspondiente autorización, se deberá 
asegurar, además del cumplimiento de los 
requisitos establecidos en el apartado anterior y en 
las normas de ordenación del comercio, que 
queden claramente identificados como tales y 
que las condiciones de acceso y, en su caso, de 
participación se expresen de forma clara e 
inequívoca. 

    Artículo 21.Prohibición de comunicaciones 
comerciales no solicitadas realizadas a través de 
correo electrónico o medios de comunicación 
electrónica equivalentes. 

Queda prohibido el envío de 
comunicaciones publicitarias o promocionales por 
correo electrónico u otro medio de comunicación 
electrónica equivalente que previamente no 
hubieran sido solicitadas o expresamente 
autorizadas por los destinatarios de las mismas. 

    Artículo 22.Derechos de los destinatarios 
de comunicaciones comerciales. 

1. Si el destinatario de servicios debiera 
facilitar su dirección de correo electrónico durante 
el proceso de contratación o de suscripción a 
algún servicio y el prestador pretendiera utilizarla 
posteriormente para el envío de comunicaciones 



Dossier para el III Congreso DerechoTICs  Red www.derechotics.com 
 

 71

comerciales, deberá poner en conocimiento de su 
cliente esa intención y solicitar su consentimiento 
para la recepción de dichas comunicaciones, 
antes de finalizar el procedimiento de 
contratación. 

2. El destinatario podrá revocar en cualquier 
momento el consentimiento prestado a la 
recepción de comunicaciones comerciales con la 
simple notificación de su voluntad al remitente. 

A tal efecto, los prestadores de servicios 
deberán habilitar procedimientos sencillos y 
gratuitos para que los destinatarios de servicios 
puedan revocar el consentimiento que hubieran 
prestado. 

Asimismo, deberán facilitar información 
accesible por medios electrónicos sobre dichos 
procedimientos. 

TÍTULO IV 
Contratación por vía electrónica 
    Artículo 23.Validez y eficacia de los 

contratos celebrados por vía electrónica. 
1. Los contratos celebrados por vía 

electrónica producirán todos los efectos previstos 
por el ordenamiento jurídico, cuando concurran el 
consentimiento y los demás requisitos necesarios 
para su validez. 

Los contratos electrónicos se regirán por lo 
dispuesto en este Título, por los Códigos Civil y de 
Comercio y por las restantes normas civiles o 
mercantiles sobre contratos, en especial, las 
normas de protección de los consumidores y 
usuarios y de ordenación de la actividad 
comercial. 

2. Para que sea válida la celebración de 
contratos por vía electrónica no será necesario el 
previo acuerdo de las partes sobre la utilización de 
medios electrónicos. 

3. Siempre que la Ley exija que el contrato o 
cualquier información relacionada con el mismo 
conste por escrito, este requisito se entenderá 
satisfecho si el contrato o la información se 
contiene en un soporte electrónico. 

4. No será de aplicación lo dispuesto en el 
presente Título a los contratos relativos al Derecho 
de familia y sucesiones. 

Los contratos, negocios o actos jurídicos en 
los que la Ley determine para su validez o para la 
producción de determinados efectos la forma 
documental pública, o que requieran por Ley la 
intervención de órganos jurisdiccionales, notarios, 
registradores de la propiedad y mercantiles o 
autoridades públicas, se regirán por su legislación 
específica. 

    Artículo 24.Prueba de los contratos 
celebrados por vía electrónica. 

1. La prueba de la celebración de un 
contrato por vía electrónica y la de las 
obligaciones que tienen su origen en él se sujetará 
a las reglas generales del ordenamiento jurídico y, 

en su caso, a lo establecido en la legislación sobre 
firma electrónica. 

2. En todo caso, el soporte electrónico en 
que conste un contrato celebrado por vía 
electrónica será admisible en juicio como prueba 
documental. 

    Artículo 25.Intervención de terceros de 
confianza. 

1. Las partes podrán pactar que un tercero 
archive las declaraciones de voluntad que 
integran los contratos electrónicos y que consigne 
la fecha y la hora en que dichas comunicaciones 
han tenido lugar. La intervención de dichos 
terceros no podrá alterar ni sustituir las funciones 
que corresponde realizar a las personas facultadas 
con arreglo a Derecho para dar fe pública. 

2. El tercero deberá archivar en soporte 
informático las declaraciones que hubieran tenido 
lugar por vía telemática entre las partes por el 
tiempo estipulado que, en ningún caso, será 
inferior a cinco años. 

    Artículo 26.Ley aplicable. 
Para la determinación de la ley aplicable a 

los contratos electrónicos se estará a lo dispuesto 
en las normas de Derecho internacional privado 
del ordenamiento jurídico español, debiendo 
tomarse en consideración para su aplicación lo 
establecido en los artículos 2 y 3 de esta Ley. 

    Artículo 27.Obligaciones previas al inicio 
del procedimiento de contratación. 

1. Además del cumplimiento de los requisitos 
en materia de información que se establecen en la 
normativa vigente, el prestador de servicios de la 
sociedad de la información que realice 
actividades de contratación electrónica tendrá la 
obligación de informar al destinatario de manera 
clara, comprensible e inequívoca, y antes de 
iniciar el procedimiento de contratación, sobre los 
siguientes extremos: 

a) Los distintos trámites que deben seguirse 
para celebrar el contrato. 

b) Si el prestador va a archivar el documento 
electrónico en que se formalice el contrato y si éste 
va a ser accesible. 

c) Los medios técnicos que pone a su 
disposición para identificar y corregir errores en la 
introducción de los datos, y 

d) La lengua o lenguas en que podrá 
formalizarse el contrato. 

2. El prestador no tendrá la obligación de 
facilitar la información señalada en el apartado 
anterior cuando: 

a) Ambos contratantes así lo acuerden y 
ninguno de ellos tenga la consideración de 
consumidor, o 

b) El contrato se haya celebrado 
exclusivamente mediante intercambio de correo 
electrónico u otro tipo de comunicación 
electrónica equivalente, cuando estos medios no 
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sean empleados con el exclusivo propósito de 
eludir el cumplimiento de tal obligación. 

3. Sin perjuicio de lo dispuesto en la 
legislación específica, las ofertas o propuestas de 
contratación realizadas por vía electrónica serán 
válidas durante el período que fije el oferente o, en 
su defecto, durante todo el tiempo que 
permanezcan accesibles a los destinatarios del 
servicio. 

4. Con carácter previo al inicio del 
procedimiento de contratación, el prestador de 
servicios deberá poner a disposición del 
destinatario las condiciones generales a que, en su 
caso, deba sujetarse el contrato, de manera que 
éstas puedan ser almacenadas y reproducidas por 
el destinatario. 

    Artículo 28.Información posterior a la 
celebración del contrato. 

1. El oferente está obligado a confirmar la 
recepción de la aceptación al que la hizo por 
alguno de los siguientes medios: 

a) El envío de un acuse de recibo por correo 
electrónico u otro medio de comunicación 
electrónica equivalente a la dirección que el 
aceptante haya señalado, en el plazo de las 
veinticuatro horas siguientes a la recepción de la 
aceptación, o 

b) La confirmación, por un medio 
equivalente al utilizado en el procedimiento de 
contratación, de la aceptación recibida, tan 
pronto como el aceptante haya completado 
dicho procedimiento, siempre que la confirmación 
pueda ser archivada por su destinatario. 

En los casos en que la obligación de 
confirmación corresponda a un destinatario de 
servicios, el prestador facilitará el cumplimiento de 
dicha obligación, poniendo a disposición del 
destinatario alguno de los medios indicados en 
este apartado. Esta obligación será exigible tanto si 
la confirmación debiera dirigirse al propio 
prestador o a otro destinatario. 

2. Se entenderá que se ha recibido la 
aceptación y su confirmación cuando las partes a 
que se dirijan puedan tener constancia de ello. 

En el caso de que la recepción de la 
aceptación se confirme mediante acuse de 
recibo, se presumirá que su destinatario puede 
tener la referida constancia desde que aquél haya 
sido almacenado en el servidor en que esté dada 
de alta su cuenta de correo electrónico, o en el 
dispositivo utilizado para la recepción de 
comunicaciones. 

3. No será necesario confirmar la recepción 
de la aceptación de una oferta cuando: 

a) Ambos contratantes así lo acuerden y 
ninguno de ellos tenga la consideración de 
consumidor, o 

b) El contrato se haya celebrado 
exclusivamente mediante intercambio de correo 

electrónico u otro tipo de comunicación 
electrónica equivalente, cuando estos medios no 
sean empleados con el exclusivo propósito de 
eludir el cumplimiento de tal obligación. 

    Artículo 29.Lugar de celebración del 
contrato. 

Los contratos celebrados por vía electrónica 
en los que intervenga como parte un consumidor 
se presumirán celebrados en el lugar en que éste 
tenga su residencia habitual. 

Los contratos electrónicos entre empresarios 
o profesionales, en defecto de pacto entre las 
partes, se presumirán celebrados en el lugar en 
que esté establecido el prestador de servicios. 

TÍTULO V 
Solución judicial y extrajudicial de conflictos 
CAPÍTULO I 
Acción de cesación 
    Artículo 30.Acción de cesación. 
1. Contra las conductas contrarias a la 

presente Ley que lesionen intereses colectivos o 
difusos de los consumidores podrá interponerse 
acción de cesación. 

2. La acción de cesación se dirige a obtener 
una sentencia que condene al demandado a 
cesar en la conducta contraria a la presente Ley y 
a prohibir su reiteración futura. Asimismo, la acción 
podrá ejercerse para prohibir la realización de una 
conducta cuando ésta haya finalizado al tiempo 
de ejercitar la acción, si existen indicios suficientes 
que hagan temer su reiteración de modo 
inminente. 

3. La acción de cesación se ejercerá 
conforme a las prescripciones de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil para esta clase de acciones. 

    Artículo 31.Legitimación activa. 
Están legitimados para interponer la acción 

de cesación: 
a) Las personas físicas o jurídicas titulares de 

un derecho o interés legítimo. 
b) Los grupos de consumidores o usuarios 

afectados, en los casos y condiciones previstos en 
la Ley de Enjuiciamiento Civil. 

c) Las asociaciones de consumidores y 
usuarios que reúnan los requisitos establecidos en 
la Ley 26/1984, de 19 de julio (RCL 1984, 1906; 
ApNDL 2943), General para la Defensa de los 
Consumidores y Usuarios, o, en su caso, en la 
legislación autonómica en materia de defensa de 
los consumidores. 

d) El Ministerio Fiscal. 
e) El Instituto Nacional del Consumo y los 

órganos correspondientes de las Comunidades 
Autónomas y de las Corporaciones Locales 
competentes en materia de defensa de los 
consumidores. 

f) Las entidades de otros Estados miembros 
de la Unión Europea constituidas para la 
protección de los intereses colectivos o difusos de 
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los consumidores que estén habilitadas ante la 
Comisión Europea mediante su inclusión en la lista 
publicada a tal fin en el «Diario Oficial de las 
Comunidades Europeas». 

Los Jueces y Tribunales aceptarán dicha lista 
como prueba de la capacidad de la entidad 
habilitada para ser parte, sin perjuicio de examinar 
si la finalidad de la misma y los intereses afectados 
legitiman el ejercicio de la acción. 

CAPÍTULO II 
Solución extrajudicial de conflictos 
    Artículo 32.Solución extrajudicial de 

conflictos. 
1. El prestador y el destinatario de servicios 

de la sociedad de la información podrán someter 
sus conflictos a los arbitrajes previstos en la 
legislación de arbitraje y de defensa de los 
consumidores y usuarios, y a los procedimientos de 
resolución extrajudicial de conflictos que se 
instauren por medio de códigos de conducta u 
otros instrumentos de autorregulación. 

2. En los procedimientos de resolución 
extrajudicial de conflictos a que hace referencia el 
apartado anterior, podrá hacerse uso de medios 
electrónicos, en los términos que establezca su 
normativa específica. 

TÍTULO VI 
Información y control 
    Artículo 33.Información a los destinatarios y 

prestadores de servicios. 
Los destinatarios y prestadores de servicios 

de la sociedad de la información podrán dirigirse a 
los Ministerios de Ciencia y Tecnología, de Justicia, 
de Economía y de Sanidad y Consumo, y a los 
órganos que determinen las respectivas 
Comunidades Autónomas y Entidades Locales, 
para: 

a) Conseguir información general sobre sus 
derechos y obligaciones contractuales en el 
marco de la normativa aplicable a la contratación 
electrónica. 

b) Informarse sobre los procedimientos de 
resolución judicial y extrajudicial de conflictos, y 

c) Obtener los datos de las autoridades, 
asociaciones u organizaciones que puedan 
facilitarles información adicional o asistencia 
práctica. 

La comunicación con dichos órganos podrá 
hacerse por medios electrónicos. 

    Artículo 34.Comunicación de resoluciones 
relevantes. 

1. El Consejo General del Poder Judicial 
remitirá al Ministerio de Justicia, en la forma y con 
la periodicidad que se acuerde mediante 
Convenio entre ambos órganos, todas las 
resoluciones judiciales que contengan 
pronunciamientos relevantes sobre la validez y 
eficacia de los contratos celebrados por vía 
electrónica, sobre su utilización como prueba en 

juicio, o sobre los derechos, obligaciones y régimen 
de responsabilidad de los destinatarios y los 
prestadores de servicios de la sociedad de la 
información. 
 

2. Los órganos arbitrales y los responsables de 
los demás procedimientos de resolución 
extrajudicial de conflictos a que se refiere el 
artículo 32.1 comunicarán al Ministerio de Justicia 
los laudos o decisiones que revistan importancia 
para la prestación de servicios de la sociedad de 
la información y el comercio electrónico de 
acuerdo con los criterios indicados en el apartado 
anterior. 

3. En la comunicación de las resoluciones, 
laudos y decisiones a que se refiere este artículo, se 
tomarán las precauciones necesarias para 
salvaguardar el derecho a la intimidad y a la 
protección de los datos personales de las personas 
identificadas en ellos. 

4. El Ministerio de Justicia remitirá a la 
Comisión Europea y facilitará el acceso de 
cualquier interesado a la información recibida de 
conformidad con este artículo. 

    Artículo 35.Supervisión y control. 
1. El Ministerio de Ciencia y Tecnología 

controlará el cumplimiento por los prestadores de 
servicios de la sociedad de la información de las 
obligaciones establecidas en esta Ley y en sus 
disposiciones de desarrollo, en lo que se refiere a 
los servicios propios de la sociedad de la 
información. 

No obstante, las referencias a los órganos 
competentes contenidas en los artículos 8, 10, 11, 
15, 16, 17 y 38 se entenderán hechas a los órganos 
jurisdiccionales o administrativos que, en cada 
caso, lo sean en función de la materia. 

2. El Ministerio de Ciencia y Tecnología podrá 
realizar las actuaciones inspectoras que sean 
precisas para el ejercicio de su función de control. 

Los funcionarios adscritos al Ministerio de 
Ciencia y Tecnología que ejerzan la inspección a 
que se refiere el apartado anterior tendrán la 
consideración de autoridad pública en el 
desempeño de sus cometidos. 

3. En todo caso, y no obstante lo dispuesto 
en el apartado anterior, cuando las conductas 
realizadas por los prestadores de servicios de la 
sociedad de la información estuvieran sujetas, por 
razón de la materia o del tipo de entidad de que 
se trate, a ámbitos competenciales, de tutela o de 
supervisión específicos, con independencia de que 
se lleven a cabo utilizando técnicas y medios 
telemáticos o electrónicos, los órganos a los que la 
legislación sectorial atribuya competencias de 
control, supervisión, inspección o tutela específica 
ejercerán las funciones que les correspondan. 

    Artículo 36.Deber de colaboración. 
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1. Los prestadores de servicios de la 
sociedad de la información tienen la obligación de 
facilitar al Ministerio de Ciencia y Tecnología y a los 
demás órganos a que se refiere el artículo anterior 
toda la información y colaboración precisas para 
el ejercicio de sus funciones. 

Igualmente, deberán permitir a sus agentes o 
al personal inspector el acceso a sus instalaciones 
y la consulta de cualquier documentación 
relevante para la actividad de control de que se 
trate, siendo de aplicación, en su caso, lo 
dispuesto en el artículo 8.5 de la Ley 29/1998, de 13 
de julio (RCL 1998, 1741), Reguladora de la 
Jurisdicción Contencioso-Administrativa. 

2. Cuando, como consecuencia de una 
actuación inspectora, se tuviera conocimiento de 
hechos que pudieran ser constitutivos de 
infracciones tipificadas en otras leyes, estatales o 
autonómicas, se dará cuenta de los mismos a los 
órganos u organismos competentes para su 
supervisión y sanción. 

TÍTULO VII 
Infracciones y sanciones 
    Artículo 37.Responsables. 
Los prestadores de servicios de la sociedad 

de la información están sujetos al régimen 
sancionador establecido en este Título cuando la 
presente Ley les sea de aplicación. 

    Artículo 38.Infracciones. 
1. Las infracciones de los preceptos de esta 

Ley se calificarán como muy graves, graves y leves. 
2. Son infracciones muy graves: 
a) El incumplimiento de las órdenes dictadas 

en virtud del artículo 8 en aquellos supuestos en 
que hayan sido dictadas por un órgano 
administrativo. 

b) El incumplimiento de la obligación de 
suspender la transmisión, el alojamiento de datos, 
el acceso a la red o la prestación de cualquier otro 
servicio equivalente de intermediación, cuando un 
órgano administrativo competente lo ordene, en 
virtud de lo dispuesto en el artículo 11. 

c) El incumplimiento de la obligación de 
retener los datos de tráfico generados por las 
comunicaciones establecidas durante la 
prestación de un servicio de la sociedad de la 
información, prevista en el artículo 12. 

d) La utilización de los datos retenidos, en 
cumplimiento del artículo 12, para fines distintos de 
los señalados en él. 

3. Son infracciones graves: 
a) El incumplimiento de lo establecido en los 

párrafos a) y f) del artículo 10.1. 
b) El envío masivo de comunicaciones 

comerciales por correo electrónico u otro medio 
de comunicación electrónica equivalente a 
destinatarios que no hayan autorizado o solicitado 
expresamente su remisión, o el envío, en el plazo 
de un año, de más de tres comunicaciones 

comerciales por los medios aludidos a un mismo 
destinatario, cuando éste no hubiera solicitado o 
autorizado su remisión. 

c) No poner a disposición del destinatario del 
servicio las condiciones generales a que, en su 
caso, se sujete el contrato, en la forma prevista en 
el artículo 27. 

d) El incumplimiento habitual de la 
obligación de confirmar la recepción de una 
aceptación, cuando no se haya pactado su 
exclusión o el contrato se haya celebrado con un 
consumidor. 

e) La resistencia, excusa o negativa a la 
actuación inspectora de los órganos facultados 
para llevarla a cabo con arreglo a esta Ley. 

4. Son infracciones leves: 
a) La falta de comunicación al registro 

público en que estén inscritos, de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 9, del nombre o nombres 
de dominio o direcciones de Internet que empleen 
para la prestación de servicios de la sociedad de 
la información. 
 

b) No informar en la forma prescrita por el 
artículo 10.1 sobre los aspectos señalados en los 
párrafos b), c), d), e) y g) del mismo. 

c) El incumplimiento de lo previsto en el 
artículo 20 para las comunicaciones comerciales, 
ofertas promocionales y concursos. 

d) El envío de comunicaciones comerciales 
por correo electrónico u otro medio de 
comunicación electrónica equivalente a los 
destinatarios que no hayan solicitado o autorizado 
expresamente su remisión, cuando no constituya 
infracción grave. 

e) No facilitar la información a que se refiere 
el artículo 27.1, cuando las partes no hayan 
pactado su exclusión o el destinatario sea un 
consumidor. 

f) El incumplimiento de la obligación de 
confirmar la recepción de una petición en los 
términos establecidos en el artículo 28, cuando no 
se haya pactado su exclusión o el contrato se 
haya celebrado con un consumidor, salvo que 
constituya infracción grave. 

    Artículo 39.Sanciones. 
1. Por la comisión de las infracciones 

recogidas en el artículo anterior, se impondrán las 
siguientes sanciones: 

a) Por la comisión de infracciones muy 
graves, multa de 150.001 hasta 600.000 euros. 

La reiteración en el plazo de tres años de dos 
o más infracciones muy graves, sancionadas con 
carácter firme, podrá dar lugar, en función de sus 
circunstancias, a la sanción de prohibición de 
actuación en España, durante un plazo máximo de 
dos años. 

b) Por la comisión de infracciones graves, 
multa de 30.001 hasta 150.000 euros. 
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c) Por la comisión de infracciones leves, 
multa de hasta 30.000 euros. 

2. Las infracciones graves y muy graves 
podrán llevar aparejada la publicación, a costa 
del sancionado, de la resolución sancionadora en 
el «Boletín Oficial del Estado», o en el diario oficial 
de la Administración pública que, en su caso, 
hubiera impuesto la sanción; en dos periódicos 
cuyo ámbito de difusión coincida con el de 
actuación de la citada Administración pública o 
en la página de inicio del sitio de Internet del 
prestador, una vez que aquélla tenga carácter 
firme. 

Para la imposición de esta sanción, se 
considerará la repercusión social de la infracción 
cometida, por el número de usuarios o de 
contratos afectados, y la gravedad del ilícito. 

3. Cuando las infracciones sancionables con 
arreglo a lo previsto en esta Ley hubieran sido 
cometidas por prestadores de servicios 
establecidos en Estados que no sean miembros de 
la Unión Europea o del Espacio Económico 
Europeo, el órgano que hubiera impuesto la 
correspondiente sanción podrá ordenar a los 
prestadores de servicios de intermediación que 
tomen las medidas necesarias para impedir el 
acceso desde España a los servicios ofrecidos por 
aquéllos por un período máximo de dos años en el 
caso de infracciones muy graves, un año en el de 
infracciones graves y seis meses en el de 
infracciones leves. 

    Artículo 40.Graduación de la cuantía de 
las sanciones. 

La cuantía de las multas que se impongan se 
graduará atendiendo a los siguientes criterios: 

a) La existencia de intencionalidad. 
b) Plazo de tiempo durante el que se haya 

venido cometiendo la infracción. 
c) La reincidencia por comisión de 

infracciones de la misma naturaleza, cuando así 
haya sido declarado por resolución firme. 

d) La naturaleza y cuantía de los perjuicios 
causados. 

e) Los beneficios obtenidos por la infracción. 
f) Volumen de facturación a que afecte la 

infracción cometida. 
    Artículo 41.Medidas de carácter 

provisional. 
1. En los procedimientos sancionadores por 

infracciones graves o muy graves se podrán 
adoptar, con arreglo a la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre (RCL 1992, 2512, 2775 y RCL 1993, 246), 
de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, y sus normas de desarrollo, las medidas de 
carácter provisional previstas en dichas normas 
que se estimen necesarias para asegurar la 
eficacia de la resolución que definitivamente se 
dicte, el buen fin del procedimiento, evitar el 

mantenimiento de los efectos de la infracción y las 
exigencias de los intereses generales. 

En particular, podrán acordarse las 
siguientes: 

a) Suspensión temporal de la actividad del 
prestador de servicios y, en su caso, cierre 
provisional de sus establecimientos. 

b) Precinto, depósito o incautación de 
registros, soportes y archivos informáticos y de 
documentos en general, así como de aparatos y 
equipos informáticos de todo tipo. 

c) Advertir al público de la existencia de 
posibles conductas infractoras y de la incoación 
del expediente sancionador de que se trate, así 
como de las medidas adoptadas para el cese de 
dichas conductas. 

2. En la adopción y cumplimiento de las 
medidas a que se refiere el apartado anterior, se 
respetarán, en todo caso, las garantías, normas y 
procedimientos previstos en el ordenamiento 
jurídico para proteger los derechos a la intimidad 
personal y familiar, a la protección de los datos 
personales, a la libertad de expresión o a la 
libertad de información, cuando éstos pudieran 
resultar afectados. 

En todos los casos en que la Constitución, las 
normas reguladoras de los respectivos derechos y 
libertades o las que resulten aplicables a las 
diferentes materias atribuyan competencia a los 
órganos jurisdiccionales para intervenir en el 
ejercicio de actividades o derechos, sólo la 
autoridad judicial competente podrá adoptar las 
medidas previstas en este artículo. 

3. En todo caso, se respetará el principio de 
proporcionalidad de la medida a adoptar con los 
objetivos que se pretendan alcanzar en cada 
supuesto. 

4. En casos de urgencia y para la inmediata 
protección de los intereses implicados, las medidas 
provisionales previstas en el presente artículo 
podrán ser acordadas antes de la iniciación del 
expediente sancionador. Las medidas deberán ser 
confirmadas, modificadas o levantadas en el 
acuerdo de iniciación del procedimiento, que 
deberá efectuarse dentro de los quince días 
siguientes a su adopción, el cual podrá ser objeto 
del recurso que proceda. 

En todo caso, dichas medidas quedarán sin 
efecto si no se inicia el procedimiento sancionador 
en dicho plazo o cuando el acuerdo de iniciación 
no contenga un pronunciamiento expreso acerca 
de las mismas. 

    Artículo 42.Multa coercitiva. 
El órgano administrativo competente para 

resolver el procedimiento sancionador podrá 
imponer multas coercitivas por importe que no 
exceda de 6.000 euros por cada día que 
transcurra sin cumplir las medidas provisionales que 
hubieran sido acordadas. 
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    Artículo 43.Competencia sancionadora. 
1. La imposición de sanciones por el 

incumplimiento de lo previsto en esta Ley 
corresponderá, en el caso de infracciones muy 
graves, al Ministro de Ciencia y Tecnología, y en el 
de infracciones graves y leves, al Secretario de 
Estado de Telecomunicaciones y para la Sociedad 
de la Información. 

No obstante lo anterior, la imposición de 
sanciones por incumplimiento de las resoluciones 
dictadas por los órganos competentes en función 
de la materia o entidad de que se trate a que se 
refieren los párrafos a) y b) del artículo 38.2 de esta 
Ley corresponderá al órgano que dictó la 
resolución incumplida. 

2. La potestad sancionadora regulada en 
esta Ley se ejercerá de conformidad con lo 
establecido al respecto en la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, y en sus normas de 
desarrollo. 

    Artículo 44.Concurrencia de infracciones y 
sanciones. 

1. No podrá ejercerse la potestad 
sancionadora a que se refiere la presente Ley 
cuando haya recaído sanción penal, en los casos 
en que se aprecie identidad de sujeto, hecho y 
fundamento. 

No obstante, cuando se esté tramitando un 
proceso penal por los mismos hechos o por otros 
cuya separación de los sancionables con arreglo a 
esta Ley sea racionalmente imposible, el 
procedimiento quedará suspendido respecto de 
los mismos hasta que recaiga pronunciamiento 
firme de la autoridad judicial. 

Reanudado el expediente, en su caso, la 
resolución que se dicte deberá respetar los hechos 
declarados probados en la resolución judicial. 

2. La imposición de una sanción prevista en 
esta Ley no impedirá la tramitación y resolución de 
otro procedimiento sancionador por los órganos u 
organismos competentes en cada caso cuando la 
conducta infractora se hubiera cometido 
utilizando técnicas y medios telemáticos o 
electrónicos y resulte tipificada en otra Ley, 
siempre que no haya identidad del bien jurídico 
protegido. 

3. No procederá la imposición de sanciones 
según lo previsto en esta Ley cuando los hechos 
constitutivos de infracción lo sean también de otra 
tipificada en la normativa sectorial a la que esté 
sujeto el prestador del servicio y exista identidad 
del bien jurídico protegido. 

Cuando, como consecuencia de una 
actuación sancionadora, se tuviera conocimiento 
de hechos que pudieran ser constitutivos de 
infracciones tipificadas en otras leyes, se dará 

cuenta de los mismos a los órganos u organismos 
competentes para su supervisión y sanción. 

    Artículo 45.Prescripción. 
Las infracciones muy graves prescribirán a los 

tres años, las graves a los dos años y las leves a los 
seis meses, las sanciones impuestas por faltas muy 
graves prescribirán a los tres años, las impuestas 
por faltas graves a los dos años y las impuestas por 
faltas leves al año. 

Disposición adicional primera.Significado de 
los términos empleados por esta Ley 

A los efectos de la presente Ley, los términos 
definidos en el anexo tendrán el significado que allí 
se les asigna. 

Disposición adicional 
segunda.Medicamentos y productos sanitarios 

La prestación de servicios de la sociedad de 
la información relacionados con los medicamentos 
y los productos sanitarios se regirá por lo dispuesto 
en su legislación específica. 

Disposición adicional tercera.Sistema Arbitral 
de Consumo 

El prestador y el destinatario de servicios de 
la sociedad de la información podrán someter sus 
conflictos al arbitraje de consumo, mediante la 
adhesión de aquéllos al Sistema Arbitral de 
Consumo. 

La Junta Arbitral Nacional de Consumo y 
aquellas otras de ámbito territorial inferior, 
autorizadas para ello por el Instituto Nacional del 
Consumo, podrán dirimir los conflictos planteados 
por los consumidores de acuerdo con lo dispuesto 
en el Real Decreto 636/1993, de 3 de mayo (RCL 
1993, 1564), que regula el Sistema Arbitral de 
Consumo, a través de medios telemáticos. 

Disposición adicional cuarta.Modificación de 
los Códigos Civil y de Comercio 

Uno. Se modifica el artículo 1262 del Código 
Civil, que queda redactado de la siguiente 
manera: 

«El consentimiento se manifiesta por el 
concurso de la oferta y de la aceptación sobre la 
cosa y la causa que han de constituir el contrato. 

Hallándose en lugares distintos el que hizo la 
oferta y el que la aceptó, hay consentimiento 
desde que el oferente conoce la aceptación o 
desde que, habiéndosela remitido el aceptante, 
no pueda ignorarla sin faltar a la buena fe. El 
contrato, en tal caso, se presume celebrado en el 
lugar en que se hizo la oferta. 

En los contratos celebrados mediante 
dispositivos automáticos hay consentimiento desde 
que se manifiesta la aceptación». 

Dos. Se modifica el artículo 54 del Código de 
Comercio, que queda redactado de la siguiente 
manera: 

«Hallándose en lugares distintos el que hizo la 
oferta y el que la aceptó, hay consentimiento 
desde que el oferente conoce la aceptación o 
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desde que, habiéndosela remitido el aceptante, 
no pueda ignorarla sin faltar a la buena fe. El 
contrato, en tal caso, se presume celebrado en el 
lugar en que se hizo la oferta. 

En los contratos celebrados mediante 
dispositivos automáticos hay consentimiento desde 
que se manifiesta la aceptación». 

Disposición adicional quinta.Accesibilidad 
para las personas con discapacidad y de edad 
avanzada a la información proporcionada por 
medios electrónicos 

Uno. Las Administraciones públicas 
adoptarán las medidas necesarias para que la 
información disponible en sus respectivas páginas 
de Internet pueda ser accesible a personas con 
discapacidad y de edad avanzada, de acuerdo 
con los criterios de accesibilidad al contenido 
generalmente reconocidos, antes del 31 de 
diciembre de 2005. 

Asimismo, podrán exigir que las páginas de 
Internet cuyo diseño o mantenimiento financien 
apliquen los criterios de accesibilidad antes 
mencionados. 

Dos. Igualmente, se promoverá la adopción 
de normas de accesibilidad por los prestadores de 
servicios y los fabricantes de equipos y «software», 
para facilitar el acceso de las personas con 
discapacidad o de edad avanzada a los 
contenidos digitales. 

Disposición adicional sexta.Sistema de 
asignación de nombres de dominio bajo el «.es» 

Uno. Esta disposición regula, en 
cumplimiento de lo previsto en la disposición 
adicional decimosexta de la Ley 17/2001, de 7 de 
diciembre (RCL 2001, 3001), de Marcas, los 
principios inspiradores del sistema de asignación 
de nombres de dominio bajo el código de país 
correspondiente a España «.es». 

Dos. La entidad pública empresarial Red.es 
es la autoridad de asignación, a la que 
corresponde la gestión del registro de nombres de 
dominio de Internet bajo el «.es», de acuerdo con 
lo establecido en la disposición adicional sexta de 
la Ley 11/1998, de 24 de abril (RCL 1998, 1056, 
1694), General de Telecomunicaciones. 

Tres. La asignación de nombres de dominio 
de Internet bajo el «.es» se realizará de 
conformidad con los criterios que se establecen en 
esta disposición, en el Plan Nacional de Nombres 
de Dominio de Internet, en las demás normas 
específicas que se dicten en su desarrollo por la 
autoridad de asignación y, en la medida en que 
sean compatibles con ellos, con las prácticas 
generalmente aplicadas y las recomendaciones 
emanadas de las entidades y organismos 
internacionales que desarrollan actividades 
relacionadas con la gestión del sistema de 
nombres de dominio de Internet. 

Los criterios de asignación de nombres de 
dominio bajo el «.es» deberán garantizar un 
equilibrio adecuado entre la confianza y seguridad 
jurídica precisas para el desarrollo del comercio 
electrónico y de otros servicios y actividades por 
vía electrónica, y la flexibilidad y agilidad 
requeridas para posibilitar la satisfacción de la 
demanda de asignación de nombres de dominio 
bajo el «.es», contribuyendo, de esta manera, al 
desarrollo de la sociedad de la información en 
España. 

Podrán crearse espacios diferenciados bajo 
el «.es», que faciliten la identificación de los 
contenidos que alberguen en función de su titular 
o del tipo de actividad que realicen. Entre otros, 
podrán crearse indicativos relacionados con la 
educación, el entretenimiento y el adecuado 
desarrollo moral de la infancia y juventud. Estos 
nombres de dominio de tercer nivel se asignarán 
en los términos que se establezcan en el Plan 
Nacional de Nombres de Dominio de Internet. 

Cuatro. Podrán solicitar la asignación de 
nombres de dominio bajo el «.es», en los términos 
que se prevean en el Plan Nacional de Nombres 
de Dominio de Internet, todas las personas o 
entidades, con o sin personalidad jurídica, que 
tengan intereses o mantengan vínculos con 
España, siempre que reúnan los demás requisitos 
exigibles para la obtención de un nombre de 
dominio. 

Los nombres de dominio bajo el «.es» se 
asignarán al primer solicitante que tenga derecho 
a ello, sin que pueda otorgarse, con carácter 
general, un derecho preferente para la obtención 
o utilización de un nombre de dominio a los 
titulares de determinados derechos. 

La asignación de un nombre de dominio 
confiere a su titular el derecho a su utilización, el 
cual estará condicionado al cumplimiento de los 
requisitos que en cada caso se establezcan, así 
como a su mantenimiento en el tiempo. La 
verificación por parte de la autoridad de 
asignación del incumplimiento de estos requisitos 
dará lugar a la cancelación del nombre de 
dominio, previa la tramitación del procedimiento 
que en cada caso se determine y que deberá 
garantizar la audiencia de los interesados. 

Los beneficiarios de un nombre de dominio 
bajo el «.es» deberán respetar las reglas y 
condiciones técnicas que pueda establecer la 
autoridad de asignación para el adecuado 
funcionamiento del sistema de nombres de 
dominio bajo el «.es». 

La responsabilidad del uso correcto de un 
nombre de dominio de acuerdo con las leyes, así 
como del respeto a los derechos de propiedad 
intelectual o industrial, corresponde a la persona u 
organización para la que se haya registrado dicho 
nombre de dominio, en los términos previstos en 
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esta Ley. La autoridad de asignación procederá a 
la cancelación de aquellos nombres de dominio 
cuyos titulares infrinjan esos derechos o 
condiciones, siempre que así se ordene en la 
correspondiente resolución judicial, sin perjuicio de 
lo que se prevea en aplicación del apartado ocho 
de esta disposición adicional. 

Cinco. En el Plan Nacional de Nombres de 
Dominio de Internet se establecerán mecanismos 
apropiados para prevenir el registro abusivo o 
especulativo de nombres de dominio, el 
aprovechamiento indebido de términos de 
significado genérico o topónimos y, en general, 
para prevenir los conflictos que se puedan derivar 
de la asignación de nombres de dominio. 

Asimismo, el Plan incluirá las cautelas 
necesarias para minimizar el riesgo de error o 
confusión de los usuarios en cuanto a la titularidad 
de nombres de dominio. 

A estos efectos, la entidad pública 
empresarial Red.es establecerá la necesaria 
coordinación con los registros públicos españoles. 
Sus titulares deberán facilitar el acceso y consulta 
a dichos registros públicos, que, en todo caso, 
tendrá carácter gratuito para la entidad. 

Seis. La asignación de nombres de dominio 
se llevará a cabo por medios telemáticos que 
garanticen la agilidad y fiabilidad de los 
procedimientos de registro. La presentación de 
solicitudes y la práctica de notificaciones se 
realizarán por vía electrónica, salvo en los 
supuestos en que así esté previsto en los 
procedimientos de asignación y demás 
operaciones asociadas al registro de nombres de 
dominio. 

Los agentes registradores, como 
intermediarios en los procedimientos relacionados 
con el registro de nombres de dominio, podrán 
prestar servicios auxiliares para la asignación y 
renovación de éstos, de acuerdo con los requisitos 
y condiciones que determine la autoridad de 
asignación, los cuales garantizarán, en todo caso, 
el respeto al principio de libre competencia entre 
dichos agentes. 

Siete. El Plan Nacional de Nombres de 
Dominio de Internet se aprobará mediante Orden 
del Ministro de Ciencia y Tecnología, a propuesta 
de la entidad pública empresarial Red.es. 

El Plan se completará con los procedimientos 
para la asignación y demás operaciones 
asociadas al registro de nombres de dominio y 
direcciones de Internet que establezca el 
Presidente de la entidad pública empresarial 
Red.es, de acuerdo con lo previsto en la 
disposición adicional decimoctava de la Ley 
14/2000, de 29 de diciembre (RCL 2000, 3029 y RCL 
2001, 1566), de Medidas Fiscales, Administrativas y 
del Orden Social. 

Ocho. En los términos que permitan las 
disposiciones aplicables, la autoridad de 
asignación podrá establecer un sistema de 
resolución extrajudicial de conflictos sobre la 
utilización de nombres de dominio, incluidos los 
relacionados con los derechos de propiedad 
industrial. Este sistema, que asegurará a las partes 
afectadas las garantías procesales adecuadas, se 
aplicará sin perjuicio de las eventuales acciones 
judiciales que las partes puedan ejercitar. 

Nueve. Con la finalidad de impulsar el 
desarrollo de la Administración electrónica, la 
entidad pública empresarial Red.es podrá prestar 
el servicio de notificaciones administrativas 
telemáticas y acreditar de forma fehaciente la 
fecha y hora de su recepción. 

Disposición transitoria única.Anotación en los 
correspondientes registros públicos de los nombres 
de dominio otorgados antes de la entrada en vigor 
de esta Ley 

Los prestadores de servicios que, a la 
entrada en vigor de esta Ley, ya vinieran utilizando 
uno o más nombres de dominio o direcciones de 
Internet deberán solicitar la anotación de, al 
menos, uno de ellos en el registro público en que 
figuraran inscritos a efectos constitutivos o de 
publicidad, en el plazo de un año desde la referida 
entrada en vigor. 

Disposición final primera.Modificación del 
artículo 37 de la Ley 11/1998, de 24 de abril (RCL 
1998, 1056, 1694), General de Telecomunicaciones 

Se modifica el párrafo a) del apartado 1 del 
artículo 37 de la Ley 11/1998, de 24 de abril, 
General de Telecomunicaciones, que queda 
redactada en los siguientes términos: 

«a) Que los ciudadanos puedan recibir 
conexión a la red telefónica pública fija y acceder 
a la prestación del servicio telefónico fijo disponible 
para el público. La conexión debe ofrecer al 
usuario la posibilidad de emitir y recibir llamadas 
nacionales e internacionales y permitir la 
transmisión de voz, fax y datos a velocidad 
suficiente para acceder de forma funcional a 
Internet. 

A estos efectos, se considerará que la 
velocidad suficiente a la que se refiere el párrafo 
anterior es la que se utiliza de manera 
generalizada para acceder a Internet por los 
abonados al servicio telefónico fijo disponible para 
el público con conexión a la red mediante pares 
de cobre y módem para banda vocal». 

Disposición final segunda.Modificación de la 
disposición adicional sexta de la Ley 11/1998, de 24 
de abril (RCL 1998, 1056, 1694), General de 
Telecomunicaciones 

Se modifica el apartado 10 de la disposición 
adicional sexta de la Ley 11/1998, de 24 de abril, 
General de Telecomunicaciones, que quedará 
redactado como sigue: 
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«10. Tasa por asignación del recurso limitado 
de nombres de dominio y direcciones de Internet. 

a) Hecho imponible. 
El hecho imponible de la tasa por asignación 

de nombres de dominio y direcciones de Internet 
estará constituido por la realización por la entidad 
pública empresarial Red.es de las actividades 
necesarias para la asignación y renovación de 
nombres de dominio y direcciones de Internet bajo 
el código de país correspondiente a España (.es). 

b) Sujetos pasivos. 
Serán sujetos pasivos de la tasa los 

solicitantes de la asignación o renovación de los 
nombres y direcciones de Internet. 

c) Cuantía. 
La cuantía de la tasa será única por cada 

nombre o dirección cuya asignación o renovación 
se solicite. En ningún caso se procederá a la 
asignación o a la renovación del nombre o 
dirección sin que se haya efectuado previamente 
el pago de la tasa. 

Sólo podrán modificarse mediante Ley el 
número e identidad de los elementos y criterios de 
cuantificación con base en los cuales se 
determinan las cuotas exigibles. 

A los efectos previstos en el párrafo anterior, 
se consideran elementos y criterios de 
cuantificación del importe exigible por asignación 
anual inicial de los nombres de dominio o 
direcciones de Internet el número asignado, el 
coste de las actividades de comprobación y 
verificación de las solicitudes de asignación, así 
como el nivel en que se produzca la asignación y, 
en el caso de renovación anual en los años 
sucesivos, el coste del mantenimiento de la 
asignación y de las actividades de comprobación 
y de actualización de datos. Igualmente, se 
atenderá al número de nombres o direcciones de 
Internet asignados y a la actuación a través de 
agentes registradores para concretar la cuantía de 
la tasa. 

El establecimiento y modificación de las 
cuantías resultantes de la aplicación de los 
elementos y criterios de cuantificación a que se 
refieren los párrafos anteriores podrá efectuarse 
mediante Orden Ministerial. 

No obstante lo dispuesto en los párrafos 
anteriores de este apartado, en los supuestos de 
carácter excepcional en que así esté previsto en el 
Plan Nacional de Nombres de Dominio de Internet 
y en los términos que en el mismo se fijen, con base 
en el especial valor de mercado del uso de 
determinados nombres y direcciones, la cuantía 
por asignación anual inicial podrá sustituirse por la 
que resulte de un procedimiento de licitación en el 
que se fijará un valor inicial de referencia estimado. 
Si el valor de adjudicación de la licitación resultase 
superior a dicho valor de referencia, aquél 
constituirá el importe de la tasa. En los supuestos en 

que se siga este procedimiento de licitación, el 
Ministerio de Ciencia y Tecnología requerirá, con 
carácter previo a su convocatoria, a la autoridad 
competente para el Registro de Nombres de 
Dominio para que suspenda el otorgamiento de los 
nombres y direcciones que considere afectados 
por su especial valor económico. A continuación, 
se procederá a aprobar el correspondiente pliego 
de bases que establecerá, tomando en 
consideración lo previsto en el Plan Nacional de 
Nombres de Dominio de Internet, los requisitos, 
condiciones y régimen aplicable a la licitación. 

d) Devengo. 
La tasa se devengará en la fecha en que se 

proceda, en los términos que se establezcan 
reglamentariamente, a la admisión de la solicitud 
de asignación o de renovación de los nombres o 
direcciones de Internet, que no se tramitará sin que 
se haya efectuado el pago correspondiente. 

e) Exacción y gestión recaudatoria. 
La exacción de la tasa se producirá a partir 

de la atribución de su gestión a la entidad pública 
empresarial Red.es y de la determinación del 
procedimiento para su liquidación y pago, 
mediante Orden Ministerial. 

Los modelos de declaración, plazos y formas 
de pago de la tasa se aprobarán mediante 
resolución de la entidad pública empresarial 
Red.es. 

El importe de los ingresos obtenidos por esta 
tasa se destinará a financiar los gastos de la 
entidad pública empresarial Red.es por las 
actividades realizadas en el cumplimiento de las 
funciones asignadas a la misma en los párrafos a), 
b), c) y d) del apartado 4 de esta disposición, 
ingresándose, en su caso, el excedente en el 
Tesoro Público, de acuerdo con la proporción y 
cuantía que se determine mediante resolución 
conjunta de las Secretarías de Estado de 
Presupuestos y Gastos y de Telecomunicaciones y 
para la Sociedad de la Información, a propuesta 
de esta última». 

Disposición final tercera.Adición de una 
nueva disposición transitoria a la Ley 11/1998, de 24 
de abril (RCL 1998, 1056, 1694), General de 
Telecomunicaciones 

Se añade a la Ley 11/1998, de 24 de abril, 
General de Telecomunicaciones, una nueva 
disposición transitoria duodécima, con la siguiente 
redacción: 

«Disposición transitoria duodécima. Criterios 
para el desarrollo del plan de actualización 
tecnológica de la red de acceso de la red 
telefónica pública fija. 

En el plazo máximo de cinco meses a partir 
de la entrada en vigor de esta disposición, el 
operador designado para la prestación del servicio 
universal presentará al Ministerio de Ciencia y 
Tecnología, para su aprobación en el plazo de un 
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mes, previo informe de la Comisión del Mercado 
de las Telecomunicaciones, un plan de actuación 
detallado para garantizar que las conexiones a la 
red telefónica pública fija posibiliten a sus 
abonados el acceso funcional a Internet y, en 
particular, a los conectados mediante Telefonía 
Rural de Acceso Celular (TRAC). 

El desarrollo del plan estará sujeto a las 
siguientes condiciones: 

a) Incluirá soluciones tecnológicas eficientes 
disponibles en el mercado para garantizar el 
derecho de los usuarios a disponer, previa solicitud 
a partir de la aprobación del plan, de la 
posibilidad de acceso funcional a Internet en el 
plazo máximo de sesenta días desde la fecha de 
dicha solicitud en las zonas con cobertura. Estas 
soluciones tecnológicas deberán prever su 
evolución a medio plazo hacia velocidades de 
banda ancha sin que ello conlleve 
necesariamente su sustitución. 

b) La implantación en la red de acceso de 
las soluciones tecnológicas a las que se refiere el 
párrafo a) deberá alcanzar a los abonados al 
servicio telefónico fijo disponible al público que, en 
la fecha de aprobación del plan, no tienen la 
posibilidad de acceso funcional a Internet, de 
acuerdo con el siguiente calendario: 

1º Al menos al 30 por 100 antes del 30 de 
junio de 2003. 

2º Al menos al 70 por 100 antes del 31 de 
diciembre de 2003. 

3º El 100 por 100 antes del 31 de diciembre 
de 2004. 

En todo caso, esta implantación alcanzará, 
al menos, al 50 por 100 de los citados abonados en 
cada una de las Comunidades Autónomas antes 
del 31 de diciembre de 2003. 

c) En el plan de actuación deberá priorizarse 
el despliegue al que se refiere el párrafo b) con 
arreglo al criterio de mayor densidad de abonados 
afectados. 

d) A los efectos de lo dispuesto en los 
apartados anteriores y en caso de que sea 
necesario, el operador designado para la 
prestación del servicio universal podrá concluir con 
otros operadores titulares de concesiones de 
dominio público radioeléctrico, contratos de 
cesión de derechos de uso de las bandas de 
frecuencias necesarias para el cumplimiento de los 
objetivos establecidos en esta disposición. Dichos 
contratos deberán ser sometidos a la previa 
aprobación por parte del Ministerio de Ciencia y 
Tecnología, que podrá establecer las condiciones 
de salvaguarda del interés público que estime 
necesarias». 

Disposición final cuarta.Modificación de la 
disposición derogatoria única de la Ley 11/1998, de 
24 de abril (RCL 1998, 1056, 1694), General de 
Telecomunicaciones 

Se modifica el último párrafo de la 
disposición derogatoria única de la Ley 11/1998, de 
24 de abril, General de Telecomunicaciones, que 
queda redactado de la siguiente forma: 

«Igualmente, quedan derogadas cuantas 
otras disposiciones de igual o inferior rango a la 
presente Ley se opongan a lo dispuesto en ella y, 
en especial, a lo dispuesto en el artículo 37.1.a), en 
lo relativo a la velocidad de transmisión de datos». 

Disposición final quinta.Adecuación de la 
regulación reglamentaria sobre contratación 
telefónica o electrónica con condiciones 
generales a esta Ley 

El Gobierno, en el plazo de un año, 
modificará el Real Decreto 1906/1999, de 17 de 
diciembre (RCL 1999, 3260), por el que se regula la 
contratación telefónica o electrónica con 
condiciones generales en desarrollo del artículo 5.3 
de la Ley 7/1998, de 13 de abril (RCL 1998, 960), 
sobre condiciones generales de la contratación, 
para adaptar su contenido a lo dispuesto en esta 
Ley. 

En dicha modificación, el Gobierno tendrá 
especialmente en cuenta la necesidad de facilitar 
la utilización real de los contratos electrónicos, 
conforme al mandato recogido en el artículo 9.1 
de la Directiva 2000/31/CE (LCEur 2000, 1838). 

Disposición final sexta.Fundamento 
constitucional 

Esta Ley se dicta al amparo del artículo 
149.1.6ª, 8ª y 21ª de la Constitución (RCL 1978, 2836; 
ApNDL 2875), sin perjuicio de las competencias de 
las Comunidades Autónomas. 

Disposición final séptima.Habilitación al 
Gobierno 

Se habilita al Gobierno para desarrollar 
mediante Reglamento lo previsto en esta Ley. 

Disposición final octava.Distintivo de 
adhesión a códigos de conducta que incorporen 
determinadas garantías 

En el plazo de un año a partir de la entrada 
en vigor de esta Ley, el Gobierno aprobará un 
distintivo que permita identificar a los prestadores 
de servicios que respeten códigos de conducta 
adoptados con la participación del Consejo de 
Consumidores y Usuarios, y que incluyan, entre 
otros contenidos, la adhesión al Sistema Arbitral de 
Consumo o a otros sistemas de resolución 
extrajudicial de conflictos que respeten los 
principios establecidos en la normativa comunitaria 
sobre sistemas alternativos de resolución de 
conflictos con consumidores, en los términos que 
reglamentariamente se establezcan. 

Disposición final novena.Entrada en vigor 
Esta Ley entrará en vigor a los tres meses de 

su publicación en el «Boletín Oficial del Estado». 
No obstante, las disposiciones adicional 

sexta y finales primera, segunda, tercera y cuarta 
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de esta Ley entrarán en vigor el día siguiente al de 
su publicación en el «Boletín Oficial del Estado». 

 
ANEXO  
Definiciones 
A los efectos de esta Ley, se entenderá por: 
a) «Servicios de la sociedad de la 

información» o «servicios»: todo servicio prestado 
normalmente a título oneroso, a distancia, por vía 
electrónica y a petición individual del destinatario. 

El concepto de servicio de la sociedad de la 
información comprende también los servicios no 
remunerados por sus destinatarios, en la medida en 
que constituyan una actividad económica para el 
prestador de servicios. 

Son servicios de la sociedad de la 
información, entre otros y siempre que representen 
una actividad económica, los siguientes: 

1º La contratación de bienes o servicios por 
vía electrónica. 

2º La organización y gestión de subastas por 
medios electrónicos o de mercados y centros 
comerciales virtuales. 

3º La gestión de compras en la red por 
grupos de personas. 

4º El envío de comunicaciones comerciales. 
5º El suministro de información por vía 

telemática. 
6º El vídeo bajo demanda, como servicio en 

que el usuario puede seleccionar a través de la 
red, tanto el programa deseado como el 
momento de su suministro y recepción, y, en 
general, la distribución de contenidos previa 
petición individual. 

No tendrán la consideración de servicios de 
la sociedad de la información los que no reúnan 
las características señaladas en el primer párrafo 
de este apartado y, en particular, los siguientes: 

1º Los servicios prestados por medio de 
telefonía vocal, fax o télex. 

2º El intercambio de información por medio 
de correo electrónico u otro medio de 
comunicación electrónica equivalente para fines 
ajenos a la actividad económica de quienes lo 
utilizan. 

3º Los servicios de radiodifusión televisiva 
(incluidos los servicios de cuasivídeo a la carta), 
contemplados en el artículo 3.a) de la Ley 25/1994, 
de 12 de julio (RCL 1994, 1999), por la que se 
incorpora al ordenamiento jurídico español la 
Directiva 89/552/CEE, del Consejo, de 3 de octubre 
(LCEur 1989, 1386), sobre la coordinación de 
determinadas disposiciones legales, reglamentarias 
y administrativas de los Estados miembros relativas 
al ejercicio de actividades de radiodifusión 
televisiva, o cualquier otra que la sustituya. 

4º Los servicios de radiodifusión sonora, y 
5º El teletexto televisivo y otros servicios 

equivalentes como las guías electrónicas de 

programas ofrecidas a través de las plataformas 
televisivas. 

b) «Servicio de intermediación»: servicio de la 
sociedad de la información por el que se facilita la 
prestación o utilización de otros servicios de la 
sociedad de la información o el acceso a la 
información. 

Son servicios de intermediación la provisión 
de servicios de acceso a Internet, la transmisión de 
datos por redes de telecomunicaciones, la 
realización de copia temporal de las páginas de 
Internet solicitadas por los usuarios, el alojamiento 
en los propios servidores de datos, aplicaciones o 
servicios suministrados por otros y la provisión de 
instrumentos de búsqueda, acceso y recopilación 
de datos o de enlaces a otros sitios de Internet. 

c) «Prestador de servicios» o «prestador»: 
persona física o jurídica que proporciona un 
servicio de la sociedad de la información. 

d) «Destinatario del servicio» o «destinatario»: 
persona física o jurídica que utiliza, sea o no por 
motivos profesionales, un servicio de la sociedad 
de la información. 

e) «Consumidor»: persona física o jurídica en 
los términos establecidos en el artículo 1 de la Ley 
26/1984, de 19 de julio (RCL 1984, 1906; ApNDL 
2943), General para la Defensa de los 
Consumidores y Usuarios. 

f) «Comunicación comercial»: toda forma de 
comunicación dirigida a la promoción, directa o 
indirecta, de la imagen o de los bienes o servicios 
de una empresa, organización o persona que 
realice una actividad comercial, industrial, 
artesanal o profesional. 
 

A efectos de esta Ley, no tendrán la 
consideración de comunicación comercial los 
datos que permitan acceder directamente a la 
actividad de una persona, empresa u 
organización, tales como el nombre de dominio o 
la dirección de correo electrónico, ni las 
comunicaciones relativas a los bienes, los servicios 
o la imagen que se ofrezca cuando sean 
elaboradas por un tercero y sin contraprestación 
económica. 

g) «Profesión regulada»: toda actividad 
profesional que requiera para su ejercicio la 
obtención de un título, en virtud de disposiciones 
legales o reglamentarias. 

h) «Contrato celebrado por vía electrónica» 
o «contrato electrónico»: todo contrato en el que 
la oferta y la aceptación se transmiten por medio 
de equipos electrónicos de tratamiento y 
almacenamiento de datos, conectados a una red 
de telecomunicaciones. 

i) «Ámbito normativo coordinado»: todos los 
requisitos aplicables a los prestadores de servicios 
de la sociedad de la información, ya vengan 
exigidos por la presente Ley u otras normas que 
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regulen el ejercicio de actividades económicas 
por vía electrónica, o por las leyes generales que 
les sean de aplicación, y que se refieran a los 
siguientes aspectos: 

1º Comienzo de la actividad, como las 
titulaciones profesionales o cualificaciones 
requeridas, la publicidad registral, las 
autorizaciones administrativas o colegiales 
precisas, los regímenes de notificación a cualquier 
órgano u organismo público o privado, y 

2º Posterior ejercicio de dicha actividad, 
como los requisitos referentes a la actuación del 
prestador de servicios, a la calidad, seguridad y 
contenido del servicio, o los que afectan a la 
publicidad y a la contratación por vía electrónica 
y a la responsabilidad del prestador de servicios. 

No quedan incluidos en este ámbito las 
condiciones relativas a las mercancías y bienes 
tangibles, a su entrega ni a los servicios no 
prestados por medios electrónicos. 

j) «Órgano competente»: todo órgano 
jurisdiccional o administrativo, ya sea de la 
Administración General del Estado, de las 
Administraciones Autonómicas, de las Entidades 
locales o de sus respectivos organismos o entes 
públicos dependientes, que actúe en el ejercicio 
de competencias legalmente atribuidas. 

 
Ley orgánica 15/1999, de 13 de 
diciembre, de Protección de Datos 
de Carácter Personal  

Afectada por stc 292/2000, modificada por 
ley 62/2003.   

Título I. Disposiciones generales (arts.1-3)  
Título II. Principios de la protección de datos. 

(arts.4-12)  
Título III. Derechos de las personas (arts.13-19)  
Título IV. Disposiciones sectoriales  
Capítulo I. Ficheros de titularidad pública 

(arts.20-24)  
Capítulo I. Ficheros de titularidad privada 

(arts.25-32)  
Título V. Movimiento internacional de datos 

(arts.33-34)  
Título VI. Agencia de protección de datos 

(arts.35-42)  
Título VII. Infracciones y sanciones (arts.43-49)  
Disposiciones adicionales  
Primera. Ficheros preexistentes.  
Segunda. Ficheros y registro de población de 

las administraciones públicas.  
Tercera. Tratamiento de los expedientes de 

las derogadas leyes de vagos y maleantes y de 
peligrosidad y rehabilitación social  

Cuarta. Modificación del artículo 112.4 de la 
ley general tributaria  

Quinta. Competencias del defensor del 
pueblo y órganos autonómicos semejantes.  

Sexta. Modificación del artículo 24.3 de la ley 
de ordenación y supervisión de los seguros 
privados.  

Disposiciones transitorias  
Primera. Tratamientos creados por convenios 

internacionales.  
Segunda. Utilización del censo promocional.  
Tercera. Subsistencia de normas 

preexistentes.  
Disposición derogatoria única. Derogación 

normativa.  
Disposiciones finales  
Primera. Habilitación para el desarrollo 

reglamentario.  
Segunda. Preceptos con carácter de ley 

ordinaria.  
Tercera. Entrada en vigor. 
  
TÍTULO I  
Disposiciones generales  
Artículo 1. Objeto.  
La presente Ley Orgánica tiene por objeto 

garantizar y proteger, en lo que concierne al 
tratamiento de los datos personales, las libertades 
públicas y los derechos fundamentales de las 
personas físicas, y especialmente de su honor e 
intimidad personal y familiar.  

Artículo 2. Ámbito de aplicación.  
1. La presente Ley Orgánica será de 

aplicación a los datos de carácter personal 
registrados en soporte físico, que los haga 
susceptibles de tratamiento, y a toda modalidad 
de uso posterior de estos datos por los sectores 
público y privado. Se regirá por la presente Ley 
Orgánica todo tratamiento de datos de carácter 
personal:  

a) Cuando el tratamiento sea efectuado en 
territorio español en el marco de las actividades de 
un establecimiento del responsable del 
tratamiento.  

b) Cuando al responsable del tratamiento no 
establecido en territorio español, le sea de 
aplicación la legislación española en aplicación 
de normas de Derecho Internacional público.  

c) Cuando el responsable del tratamiento no 
esté establecido en territorio de la Unión Europea y 
utilice en el tratamiento de datos medios situados 
en territorio español, salvo que tales medios se 
utilicen únicamente con fines de tránsito.  

2. El régimen de protección de los datos de 
carácter personal que se establece en la presente 
Ley Orgánica no será de aplicación:  

a) A los ficheros mantenidos por personas 
físicas en el ejercicio de actividades 
exclusivamente personales o domésticas.  

b) A los ficheros sometidos a la normativa 
sobre protección de materias clasificadas.  

c) A los ficheros establecidos para la 
investigación del terrorismo y de formas graves de 
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delincuencia organizada. No obstante, en estos 
supuestos el responsable del fichero comunicará 
previamente la existencia del mismo, sus 
características generales y su finalidad a la 
Agencia de Protección de Datos.  

3. Se regirán por sus disposiciones específicas, 
y por lo especialmente previsto, en su caso, por 
esta Ley Orgánica los siguientes tratamientos de 
datos personales:  

a) Los ficheros regulados por la legislación de 
régimen electoral.  

b) Los que sirvan a fines exclusivamente 
estadísticos, y estén amparados por la legislación 
estatal o autonómica sobre la función estadística 
pública.  

c) Los que tengan por objeto el 
almacenamiento de los datos contenidos en los 
informes personales de calificación a que se refiere 
la legislación del régimen del personal de las 
Fuerzas Armadas.  

d) Los derivados del Registro Civil y del 
Registro Central de penados y rebeldes.  

e) Los procedentes de imágenes y sonidos 
obtenidos mediante la utilización de videocámaras 
por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, de 
conformidad con la legislación sobre la materia.  

Artículo 3. Definiciones.  
A los efectos de la presente Ley Orgánica se 

entenderá por:  
a) Datos de carácter personal: cualquier 

información concerniente a personas físicas 
identificadas o identificables.  

b) Fichero: todo conjunto organizado de 
datos de carácter personal, cualquiera que fuere 
la forma o modalidad de su creación, 
almacenamiento, organización y acceso.  

c) Tratamiento de datos: operaciones y 
procedimientos técnicos de carácter 
automatizado o no, que permitan la recogida, 
grabación, conservación, elaboración, 
modificación, bloqueo y cancelación, así como las 
cesiones de datos que resulten de 
comunicaciones, consultas, interconexiones y 
transferencias.  

d) Responsable del fichero o tratamiento: 
persona física o jurídica, de naturaleza pública o 
privada, u órgano administrativo, que decida 
sobre la finalidad, contenido y uso del tratamiento.  

e) Afectado o interesado: persona física 
titular de los datos que sean objeto del tratamiento 
a que se refiere el apartado c) del presente 
artículo.  

f) Procedimiento de disociación: todo 
tratamiento de datos personales de modo que la 
información que se obtenga no pueda asociarse a 
persona identificada o identificable.  

g) Encargado del tratamiento: la persona 
física o jurídica, autoridad pública, servicio o 
cualquier otro organismo que, sólo o 

conjuntamente con otros, trate datos personales 
por cuenta del responsable del tratamiento.  

h) Consentimiento del interesado: toda 
manifestación de voluntad, libre, inequívoca, 
específica e informada, mediante la que el 
interesado consienta el tratamiento de datos 
personales que le conciernen.  

i) Cesión o comunicación de datos: toda 
revelación de datos realizada a una persona 
distinta del interesado.  

j) Fuentes accesibles al público: aquellos 
ficheros cuya consulta puede ser realizada, por 
cualquier persona, no impedida por una norma 
limitativa o sin más exigencia que, en su caso, el 
abono de una contraprestación. Tienen la 
consideración de fuentes de acceso público, 
exclusivamente, el censo promocional, los 
repertorios telefónicos en los términos previstos por 
su normativa específica y las listas de personas 
pertenecientes a grupos de profesionales que 
contengan únicamente los datos de nombre, 
título, profesión, actividad, grado académico, 
dirección e indicación de su pertenencia al grupo. 
Asimismo, tienen el carácter de fuentes de acceso 
público los diarios y boletines oficiales y los medios 
de comunicación.  

TÍTULO II  
Principios de la protección de datos  
Artículo 4. Calidad de los datos.  
1. Los datos de carácter personal sólo se 

podrán recoger para su tratamiento, así como 
someterlos a dicho tratamiento, cuando sean 
adecuados, pertinentes y no excesivos en relación 
con el ámbito y las finalidades determinadas, 
explícitas y legítimas para las que se hayan 
obtenido.  

2. Los datos de carácter personal objeto de 
tratamiento no podrán usarse para finalidades 
incompatibles con aquellas para las que los datos 
hubieran sido recogidos. No se considerará 
incompatible el tratamiento posterior de éstos con 
fines históricos, estadísticos o científicos.  

3. Los datos de carácter personal serán 
exactos y puestos al día de forma que respondan 
con veracidad a la situación actual del afectado.  

4. Si los datos de carácter personal 
registrados resultaran ser inexactos, en todo o en 
parte, o incompletos, serán cancelados y 
sustituidos de oficio por los correspondientes datos 
rectificados o completados, sin perjuicio de las 
facultades que a los afectados reconoce el 
artículo 16.  

5. Los datos de carácter personal serán 
cancelados cuando hayan dejado de ser 
necesarios o pertinentes para la finalidad para la 
cual hubieran sido recabados o registrados. No 
serán conservados en forma que permita la 
identificación del interesado durante un período 
superior al necesario para los fines en base a los 
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cuales hubieran sido recabados o registrados. 
Reglamentariamente se determinará el 
procedimiento por el que, por excepción, 
atendidos los valores históricos, estadísticos o 
científicos de acuerdo con la legislación 
específica, se decida el mantenimiento íntegro de 
determinados datos.  

6. Los datos de carácter personal serán 
almacenados de forma que permitan el ejercicio 
del derecho de acceso, salvo que sean 
legalmente cancelados.  

7. Se prohíbe la recogida de datos por 
medios fraudulentos, desleales o ilícitos.  

Artículo 5. Derecho de información en la 
recogida de datos.  

1. Los interesados a los que se soliciten datos 
personales deberán ser previamente informados 
de modo expreso, preciso e inequívoco:  

a) De la existencia de un fichero o 
tratamiento de datos de carácter personal, de la 
finalidad de la recogida de éstos y de los 
destinatarios de la información.  

b) Del carácter obligatorio o facultativo de 
su respuesta a las preguntas que les sean 
planteadas.  

c) De las consecuencias de la obtención de 
los datos o de la negativa a suministrarlos.  

d) De la posibilidad de ejercitar los derechos 
de acceso, rectificación, cancelación y oposición.  

e) De la identidad y dirección del 
responsable del tratamiento o, en su caso, de su 
representante.  

Cuando el responsable del tratamiento no 
esté establecido en el territorio de la Unión 
Europea y utilice en el tratamiento de datos 
medios situados en territorio español, deberá 
designar, salvo que tales medios se utilicen con 
fines de trámite, un representante en España, sin 
perjuicio de las acciones que pudieran 
emprenderse contra el propio responsable del 
tratamiento.  

2. Cuando se utilicen cuestionarios u otros 
impresos para la recogida, figurarán en los mismos, 
en forma claramente legible, las advertencias a 
que se refiere el apartado anterior.  

3. No será necesaria la información a que se 
refieren las letras b), c) y d) del apartado 1 si el 
contenido de ella se deduce claramente de la 
naturaleza de los datos personales que se solicitan 
o de las circunstancias en que se recaban.  

4. Cuando los datos de carácter personal no 
hayan sido recabados del interesado, éste deberá 
ser informado de forma expresa, precisa e 
inequívoca, por el responsable del fichero o su 
representante, dentro de los tres meses siguientes 
al momento del registro de los datos, salvo que ya 
hubiera sido informado con anterioridad, del 
contenido del tratamiento, de la procedencia de 

los datos, así como de lo previsto en las letras a), d) 
y e) del apartado 1 del presente artículo.  

5. No será de aplicación lo dispuesto en el 
apartado anterior, cuando expresamente una ley 
lo prevea, cuando el tratamiento tenga fines 
históricos, estadísticos o científicos, o cuando la 
información al interesado resulte imposible o exija 
esfuerzos desproporcionados, a criterio de la 
Agencia de Protección de Datos o del organismo 
autonómico equivalente, en consideración al 
número de interesados, a la antigüedad de los 
datos y a las posibles medidas compensatorias.  

Asimismo, tampoco regirá lo dispuesto en el 
apartado anterior cuando los datos procedan de 
fuentes accesibles al público y se destinen a la 
actividad de publicidad o prospección comercial, 
en cuyo caso, en cada comunicación que se dirija 
al interesado se le informará del origen de los datos 
y de la identidad del responsable del tratamiento 
así como de los derechos que le asisten.  

Artículo 6. Consentimiento del afectado.  
1. El tratamiento de los datos de carácter 

personal requerirá el consentimiento inequívoco 
del afectado, salvo que la ley disponga otra cosa.  

2. No será preciso el consentimiento cuando 
los datos de carácter personal se recojan para el 
ejercicio de las funciones propias de las 
Administraciones públicas en el ámbito de sus 
competencias; cuando se refieran a las partes de 
un contrato o precontrato de una relación 
negocial, laboral o administrativa y sean 
necesarios para su mantenimiento o cumplimiento; 
cuando el tratamiento de los datos tenga por 
finalidad proteger un interés vital del interesado en 
los términos del artículo 7, apartado 6, de la 
presente Ley, o cuando los datos figuren en 
fuentes accesibles al público y su tratamiento sea 
necesario para la satisfacción del interés legítimo 
perseguido por el responsable del fichero o por el 
del tercero a quien se comuniquen los datos, 
siempre que no se vulneren los derechos y 
libertades fundamentales del interesado.  

3. El consentimiento a que se refiere el 
artículo podrá ser revocado cuando exista causa 
justificada para ello y no se le atribuyan efectos 
retroactivos.  

4. En los casos en los que no sea necesario el 
consentimiento del afectado para el tratamiento 
de los datos de carácter personal, y siempre que 
una ley no disponga lo contrario, éste podrá 
oponerse a su tratamiento cuando existan motivos 
fundados y legítimos relativos a una concreta 
situación personal. En tal supuesto, el responsable 
del fichero excluirá del tratamiento los datos 
relativos al afectado.  

Artículo 7. Datos especialmente protegidos.  
1. De acuerdo con lo establecido en el 

apartado 2 del artículo 16 de la Constitución, 
nadie podrá ser obligado a declarar sobre su 
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ideología, religión o creencias. Cuando en relación 
con estos datos se proceda a recabar el 
consentimiento a que se refiere el apartado 
siguiente, se advertirá al interesado acerca de su 
derecho a no prestarlo.  

2. Sólo con el consentimiento expreso y por 
escrito del afectado podrán ser objeto de 
tratamiento los datos de carácter personal que 
revelen la ideología, afiliación sindical, religión y 
creencias. Se exceptúan los ficheros mantenidos 
por los partidos políticos, sindicatos, iglesias, 
confesiones o comunidades religiosas y 
asociaciones, fundaciones y otras entidades sin 
ánimo de lucro, cuya finalidad sea política, 
filosófica, religiosa o sindical, en cuanto a los datos 
relativos a sus asociados o miembros, sin perjuicio 
de que la cesión de dichos datos precisará 
siempre el previo consentimiento del afectado.  

3. Los datos de carácter personal que hagan 
referencia al origen racial, a la salud y a la vida 
sexual sólo podrán ser recabados, tratados y 
cedidos cuando, por razones de interés general, 
así lo disponga una ley o el afectado consienta 
expresamente.  

4. Quedan prohibidos los ficheros creados 
con la finalidad exclusiva de almacenar datos de 
carácter personal que revelen la ideología, 
afiliación sindical, religión, creencias, origen racial 
o étnico, o vida sexual.  

5. Los datos de carácter personal relativos a 
la comisión de infracciones penales o 
administrativas sólo podrán ser incluidos en ficheros 
de las Administraciones públicas competentes en 
los supuestos previstos en las respectivas normas 
reguladoras.  

6. No obstante lo dispuesto en los apartados 
anteriores, podrán ser objeto de tratamiento los 
datos de carácter personal a que se refieren los 
apartados 2 y 3 de este artículo, cuando dicho 
tratamiento resulte necesario para la prevención o 
para el diagnóstico médicos, la prestación de 
asistencia sanitaria o tratamientos médicos o la 
gestión de servicios sanitarios, siempre que dicho 
tratamiento de datos se realice por un profesional 
sanitario sujeto al secreto profesional o por otra 
persona sujeta asimismo a una obligación 
equivalente de secreto. También podrán ser objeto 
de tratamiento los datos a que se refiere el párrafo 
anterior cuando el tratamiento sea necesario para 
salvaguardar el interés vital del afectado o de otra 
persona, en el supuesto de que el afectado esté 
física o jurídicamente incapacitado para dar su 
consentimiento.  

Artículo 8. Datos relativos a la salud.  
Sin perjuicio de lo que se dispone en el 

artículo 11 respecto de la cesión, las instituciones y 
los centros sanitarios públicos y privados y los 
profesionales correspondientes podrán proceder al 
tratamiento de los datos de carácter personal 

relativos a la salud de las personas que a ellos 
acudan o hayan de ser tratados en los mismos, de 
acuerdo con lo dispuesto en la legislación estatal o 
autonómica sobre sanidad.  

Artículo 9. Seguridad de los datos.  
1. El responsable del fichero, y, en su caso, el 

encargado del tratamiento deberán adoptar las 
medidas de índole técnica y organizativas 
necesarias que garanticen la seguridad de los 
datos de carácter personal y eviten su alteración, 
pérdida, tratamiento o acceso no autorizado, 
habida cuenta del estado de la tecnología, la 
naturaleza de los datos almacenados y los riesgos 
a que están expuestos, ya provengan de la acción 
humana o del medio físico o natural.  

2. No se registrarán datos de carácter 
personal en ficheros que no reúnan las condiciones 
que se determinen por vía reglamentaria con 
respecto a su integridad y seguridad y a las de los 
centros de tratamiento, locales, equipos, sistemas y 
programas.  

3. Reglamentariamente se establecerán los 
requisitos y condiciones que deban reunir los 
ficheros y las personas que intervengan en el 
tratamiento de los datos a que se refiere el artículo 
7 de esta Ley.   

Artículo 10. Deber de secreto.  
El responsable del fichero y quienes 

intervengan en cualquier fase del tratamiento de 
los datos de carácter personal están obligados al 
secreto profesional respecto de los mismos y al 
deber de guardarlos, obligaciones que subsistirán 
aun después de finalizar sus relaciones con el titular 
del fichero o, en su caso, con el responsable del 
mismo.  

Artículo 11. Comunicación de datos.  
1. Los datos de carácter personal objeto del 

tratamiento sólo podrán ser comunicados a un 
tercero para el cumplimiento de fines 
directamente relacionados con las funciones 
legítimas del cedente y del cesionario con el 
previo consentimiento del interesado.  

2. El consentimiento exigido en el apartado 
anterior no será preciso:  

a) Cuando la cesión está autorizada en una 
ley.  

b) Cuando se trate de datos recogidos de 
fuentes accesibles al público.  

c) Cuando el tratamiento responda a la libre 
y legítima aceptación de una relación jurídica 
cuyo desarrollo, cumplimiento y control implique 
necesariamente la conexión de dicho tratamiento 
con ficheros de terceros. En este caso la 
comunicación sólo será legítima en cuanto se 
limite a la finalidad que la justifique.  

d) Cuando la comunicación que deba 
efectuarse tenga por destinatario al Defensor del 
Pueblo, el Ministerio Fiscal o los Jueces o Tribunales 
o el Tribunal de Cuentas, en el ejercicio de las 
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funciones que tiene atribuidas. Tampoco será 
preciso el consentimiento cuando la 
comunicación tenga como destinatario a 
instituciones autonómicas con funciones análogas 
al Defensor del Pueblo o al Tribunal de Cuentas.  

e) Cuando la cesión se produzca entre 
Administraciones públicas y tenga por objeto el 
tratamiento posterior de los datos con fines 
históricos, estadísticos o científicos.  

f) Cuando la cesión de datos de carácter 
personal relativos a la salud sea necesaria para 
solucionar una urgencia que requiera acceder a 
un fichero o para realizar los estudios 
epidemiológicos en los términos establecidos en la 
legislación sobre sanidad estatal o autonómica.  

3. Será nulo el consentimiento para la 
comunicación de los datos de carácter personal a 
un tercero, cuando la información que se facilite al 
interesado no le permita conocer la finalidad a 
que destinarán los datos cuya comunicación se 
autoriza o el tipo de actividad de aquel a quien se 
pretenden comunicar.  

4. El consentimiento para la comunicación 
de los datos de carácter personal tiene también un 
carácter de revocable.  

5. Aquel a quien se comuniquen los datos de 
carácter personal se obliga, por el solo hecho de la 
comunicación, a la observancia de las 
disposiciones de la presente Ley.  

6. Si la comunicación se efectúa previo 
procedimiento de disociación, no será aplicable lo 
establecido en los apartados anteriores.  

Artículo 12. Acceso a los datos por cuenta de 
terceros.  

1. No se considerará comunicación de datos 
el acceso de un tercero a los datos cuando dicho 
acceso sea necesario para la prestación de un 
servicio al responsable del tratamiento.  

2. La realización de tratamientos por cuenta 
de terceros deberá estar regulada en un contrato 
que deberá constar por escrito o en alguna otra 
forma que permita acreditar su celebración y 
contenido, estableciéndose expresamente que el 
encargado del tratamiento únicamente tratará los 
datos conforme a las instrucciones del responsable 
del tratamiento, que no los aplicará o utilizará con 
fin distinto al que figure en dicho contrato, ni los 
comunicará, ni siquiera para su conservación, a 
otras personas. En el contrato se estipularán, 
asimismo, las medidas de seguridad a que se 
refiere el artículo 9 de esta Ley que el encargado 
del tratamiento está obligado a implementar.  

3. Una vez cumplida la prestación 
contractual, los datos de carácter personal 
deberán ser destruidos o devueltos al responsable 
del tratamiento, al igual que cualquier soporte o 
documentos en que conste algún dato de 
carácter personal objeto del tratamiento.  

4. En el caso de que el encargado del 
tratamiento destine los datos a otra finalidad, los 
comunique o los utilice incumpliendo las 
estipulaciones del contrato, será considerado 
también responsable del tratamiento, 
respondiendo de las infracciones en que hubiera 
incurrido personalmente.  

TÍTULO III  
Derechos de las personas  
Artículo 13. Impugnación de valoraciones.  
1. Los ciudadanos tienen derecho a no verse 

sometidos a una decisión con efectos jurídicos, 
sobre ellos o que les afecte de manera 
significativa, que se base únicamente en un 
tratamiento de datos destinados a evaluar 
determinados aspectos de su personalidad.  

2. El afectado podrá impugnar los actos 
administrativos o decisiones privadas que 
impliquen una valoración de su comportamiento, 
cuyo único fundamento sea un tratamiento de 
datos de carácter personal que ofrezca una 
definición de sus características o personalidad.  

3. En este caso, el afectado tendrá derecho 
a obtener información del responsable del fichero 
sobre los criterios de valoración y el programa 
utilizados en el tratamiento que sirvió para adoptar 
la decisión en que consistió el acto.  

4. La valoración sobre el comportamiento de 
los ciudadanos, basada en un tratamiento de 
datos, únicamente podrá tener valor probatorio a 
petición del afectado.  

Artículo 14. Derecho de consulta al Registro 
General de Protección de Datos.  

Cualquier persona podrá conocer, 
recabando a tal fin la información oportuna del 
Registro General de Protección de Datos, la 
existencia de tratamientos de datos de carácter 
personal, sus finalidades y la identidad del 
responsable del tratamiento. El Registro General 
será de consulta pública y gratuita.  

Artículo 15. Derecho de acceso.  
1. El interesado tendrá derecho a solicitar y 

obtener gratuitamente información de sus datos 
de carácter personal sometidos a tratamiento, el 
origen de dichos datos, así como las 
comunicaciones realizadas o que se prevén hacer 
de los mismos.  

2. La información podrá obtenerse mediante 
la mera consulta de los datos por medio de su 
visualización, o la indicación de los datos que son 
objeto de tratamiento mediante escrito, copia, 
telecopia o fotocopia, certificada o no, en forma 
legible e inteligible, sin utilizar claves o códigos que 
requieran el uso de dispositivos mecánicos 
específicos.  

3. El derecho de acceso a que se refiere este 
artículo sólo podrá ser ejercitado a intervalos no 
inferiores a doce meses, salvo que el interesado 
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acredite un interés legítimo al efecto, en cuyo caso 
podrán ejercitarlo antes.  

Artículo 16. Derecho de rectificación y 
cancelación.  

1. El responsable del tratamiento tendrá la 
obligación de hacer efectivo el derecho de 
rectificación o cancelación del interesado en el 
plazo de diez días.  

2. Serán rectificados o cancelados, en su 
caso, los datos de carácter personal cuyo 
tratamiento no se ajuste a lo dispuesto en la 
presente Ley y, en particular, cuando tales datos 
resulten inexactos o incompletos.  

3. La cancelación dará lugar al bloqueo de 
los datos, conservándose únicamente a disposición 
de las Administraciones públicas, Jueces y 
Tribunales, para la atención de las posibles 
responsabilidades nacidas del tratamiento, 
durante el plazo de prescripción de éstas. 
Cumplido el citado plazo deberá procederse a la 
supresión.  

4. Si los datos rectificados o cancelados 
hubieran sido comunicados previamente, el 
responsable del tratamiento deberá notificar la 
rectificación o cancelación efectuada a quien se 
hayan comunicado, en el caso de que se 
mantenga el tratamiento por este último, que 
deberá también proceder a la cancelación.  

5. Los datos de carácter personal deberán 
ser conservados durante los plazos previstos en las 
disposiciones aplicables o, en su caso, en las 
relaciones contractuales entre la persona o 
entidad responsable del tratamiento y el 
interesado.  

Artículo 17. Procedimiento de oposición, 
acceso, rectificación o cancelación.  

1. Los procedimientos para ejercitar el 
derecho de oposición, acceso, así como los de 
rectificación y cancelación serán establecidos 
reglamentariamente.  

2. No se exigirá contraprestación alguna por 
el ejercicio de los derechos de oposición, acceso, 
rectificación o cancelación.  

Artículo 18. Tutela de los derechos.  
1. Las actuaciones contrarias a lo dispuesto 

en la presente Ley pueden ser objeto de 
reclamación por los interesados ante la Agencia 
de Protección de Datos, en la forma que 
reglamentariamente se determine.  

2. El interesado al que se deniegue, total o 
parcialmente, el ejercicio de los derechos de 
oposición, acceso, rectificación o cancelación, 
podrá ponerlo en conocimiento de la Agencia de 
Protección de Datos o, en su caso, del organismo 
competente de cada Comunidad Autónoma, que 
deberá asegurarse de la procedencia o 
improcedencia de la denegación.  

3. El plazo máximo en que debe dictarse la 
resolución expresa de tutela de derechos será de 
seis meses.  

4. Contra las resoluciones de la Agencia de 
Protección de Datos procederá recurso 
contencioso-administrativo.  

Artículo 19. Derecho a indemnización.  
1. Los interesados que, como consecuencia 

del incumplimiento de lo dispuesto en la presente 
Ley por el responsable o el encargado del 
tratamiento, sufran daño o lesión en sus bienes o 
derechos tendrán derecho a ser indemnizados.  

2. Cuando se trate de ficheros de titularidad 
pública, la responsabilidad se exigirá de acuerdo 
con la legislación reguladora del régimen de 
responsabilidad de las Administraciones públicas.  

3. En el caso de los ficheros de titularidad 
privada, la acción se ejercitará ante los órganos 
de la jurisdicción ordinaria.  

TÍTULO IV  
Disposiciones sectoriales  
CAPÍTULO I  
Ficheros de titularidad pública  
Artículo 20. Creación, modificación o 

supresión.  
1. La creación, modificación o supresión de 

los ficheros de las Administraciones públicas sólo 
podrán hacerse por medio de disposición general 
publicada en el "Boletín Oficial del Estado" o Diario 
oficial correspondiente.  

2. Las disposiciones de creación o de 
modificación de ficheros deberán indicar:  

a) La finalidad del fichero y los usos previstos 
para el mismo.  

b) Las personas o colectivos sobre los que se 
pretenda obtener datos de carácter personal o 
que resulten obligados a suministrarlos.  

c) El procedimiento de recogida de los datos 
de carácter personal.  

d) La estructura básica del fichero y la 
descripción de los tipos de datos de carácter 
personal incluidos en el mismo.  

e) Las cesiones de datos de carácter 
personal y, en su caso, las transferencias de datos 
que se prevean a países terceros.  

f) Los órganos de las Administraciones 
responsables del fichero.  

g) Los servicios o unidades ante los que 
pudiesen ejercitarse los derechos de acceso, 
rectificación, cancelación y oposición.  

h) Las medidas de seguridad con indicación 
del nivel básico, medio o alto exigible.  

3. En las disposiciones que se dicten para la 
supresión de los ficheros, se establecerá el destino 
de los mismos o, en su caso, las previsiones que se 
adopten para su destrucción.  

Artículo 21. Comunicación de datos entre 
Administraciones públicas.  
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1. Los datos de carácter personal recogidos 
o elaborados por las Administraciones públicas 
para el desempeño de sus atribuciones no serán 
comunicados a otras Administraciones públicas 
para el ejercicio de competencias diferentes o de 
competencias que versen sobre materias distintas, 
salvo cuando la comunicación hubiere sido 
prevista por las disposiciones de creación del 
fichero o por disposición de superior rango que 
regule su uso, o cuando la comunicación tenga 
por objeto el tratamiento posterior de los datos con 
fines históricos, estadísticos o científicos. Inciso 
declarado inconstitucional por la Sentencia 
292/2000, de 30 de noviembre de 2000, del Tribunal 
Constitucional.  

2. Podrán, en todo caso, ser objeto de 
comunicación los datos de carácter personal que 
una Administración pública obtenga o elabore 
con destino a otra. 

3. No obstante lo establecido en el artículo 
11.2.b), la comunicación de datos recogidos de 
fuentes accesibles al público no podrá efectuarse 
a ficheros de titularidad privada, sino con el 
consentimiento del interesado o cuando una ley 
prevea otra cosa. 

4. En los supuestos previstos en los apartados 
1 y 2 del presente artículo no será necesario el 
consentimiento del afectado a que se refiere el 
artículo 11 de la presente Ley. 

Artículo 22. Ficheros de las Fuerzas y Cuerpos 
de Seguridad.  

1. Los ficheros creados por las Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad que contengan datos de 
carácter personal que, por haberse recogido para 
fines administrativos, deban ser objeto de registro 
permanente, estarán sujetos al régimen general de 
la presente Ley.  

2. La recogida y tratamiento para fines 
policiales de datos de carácter personal por las 
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad sin consentimiento 
de las personas afectadas están limitados a 
aquellos supuestos y categorías de datos que 
resulten necesarios para la prevención de un 
peligro real para la seguridad pública o para la 
represión de infracciones penales, debiendo ser 
almacenados en ficheros específicos establecidos 
al efecto, que deberán clasificarse por categorías 
en función de su grado de fiabilidad.  

3. La recogida y tratamiento por las Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad de los datos, a que hacen 
referencia los apartados 2 y 3 del artículo 7, podrán 
realizarse exclusivamente en los supuestos en que 
sea absolutamente necesario para los fines de una 
investigación concreta, sin perjuicio del control de 
legalidad de la actuación administrativa o de la 
obligación de resolver las pretensiones formuladas 
en su caso por los interesados que corresponden a 
los órganos jurisdiccionales.  

4. Los datos personales registrados con fines 
policiales se cancelarán cuando no sean 
necesarios para las averiguaciones que motivaron 
su almacenamiento. A estos efectos, se 
considerará especialmente la edad del afectado y 
el carácter de los datos almacenados, la 
necesidad de mantener los datos hasta la 
conclusión de una investigación o procedimiento 
concreto, la resolución judicial firme, en especial la 
absolutoria, el indulto, la rehabilitación y la 
prescripción de responsabilidad.  

Artículo 23. Excepciones a los derechos de 
acceso, rectificación y cancelación.  

1. Los responsables de los ficheros que 
contengan los datos a que se refieren los 
apartados 2, 3 y 4 del artículo anterior podrán 
denegar el acceso, la rectificación o cancelación 
en función de los peligros que pudieran derivarse 
para la defensa del Estado o la seguridad pública, 
la protección de los derechos y libertades de 
terceros o las necesidades de las investigaciones 
que se estén realizando.  

2. Los responsables de los ficheros de la 
Hacienda Pública podrán, igualmente, denegar el 
ejercicio de los derechos a que se refiere el 
apartado anterior cuando el mismo obstaculice las 
actuaciones administrativas tendentes a asegurar 
el cumplimiento de las obligaciones tributarias y, en 
todo caso, cuando el afectado esté siendo objeto 
de actuaciones inspectoras.  

3. El afectado al que se deniegue, total o 
parcialmente, el ejercicio de los derechos 
mencionados en los apartados anteriores podrá 
ponerlo en conocimiento del Director de la 
Agencia de Protección de Datos o del organismo 
competente de cada Comunidad Autónoma en el 
caso de ficheros mantenidos por Cuerpos de 
Policía propios de éstas, o por las Administraciones 
tributarias autonómicas, quienes deberán 
asegurarse de la procedencia o improcedencia 
de la denegación.  

Artículo 24. Otras excepciones a los derechos 
de los afectados.  

1. Lo dispuesto en los apartados 1 y 2 del 
artículo 5 no será aplicable a la recogida de datos 
cuando la información al afectado impida o 
dificulte gravemente el cumplimiento de las 
funciones de control y verificación de las 
Administraciones Públicas o afecte a la Defensa 
Nacional, a la seguridad pública o a la 
persecución de infracciones penales o 
administrativas. Incisos declarados 
inconstitucionales por la Sentencia 292/2000, de 30 
de noviembre de 2000, del Tribunal Constitucional.  

2. Apartado declarado contrario a la 
Constitución y nulo según Sentencia 292/2000, de 
30 de noviembre de 2000, del Tribunal 
Constitucional  

CAPÍTULO II  
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Ficheros de titularidad privada  
Artículo 25. Creación.  
Podrán crearse ficheros de titularidad 

privada que contengan datos de carácter 
personal cuando resulte necesario para el logro de 
la actividad u objeto legítimos de la persona, 
empresa o entidad titular y se respeten las 
garantías que esta Ley establece para la 
protección de las personas.  

Artículo 26. Notificación e inscripción registral.  
1. Toda persona o entidad que proceda a la 

creación de ficheros de datos de carácter 
personal lo notificará previamente a la Agencia de 
Protección de Datos.  

2. Por vía reglamentaria se procederá a la 
regulación detallada de los distintos extremos que 
debe contener la notificación, entre los cuales 
figurarán necesariamente el responsable del 
fichero, la finalidad del mismo, su ubicación, el tipo 
de datos de carácter personal que contiene, las 
medidas de seguridad, con indicación del nivel 
básico, medio o alto exigible y las cesiones de 
datos de carácter personal que se prevean realizar 
y, en su caso, las transferencias de datos que se 
prevean a países terceros.  

3. Deberán comunicarse a la Agencia de 
Protección de Datos los cambios que se produzcan 
en la finalidad del fichero automatizado, en su 
responsable y en la dirección de su ubicación.  

4. El Registro General de Protección de Datos 
inscribirá el fichero si la notificación se ajusta a los 
requisitos exigibles. En caso contrario podrá pedir 
que se completen los datos que falten o se 
proceda a su subsanación.  

5. Transcurrido un mes desde la presentación 
de la solicitud de inscripción sin que la Agencia de 
Protección de Datos hubiera resuelto sobre la 
misma, se entenderá inscrito el fichero 
automatizado a todos los efectos.  

Artículo 27. Comunicación de la cesión de 
datos.  

1. El responsable del fichero, en el momento 
en que se efectúe la primera cesión de datos, 
deberá informar de ello a los afectados, 
indicando, asimismo, la finalidad del fichero, la 
naturaleza de los datos que han sido cedidos y el 
nombre y dirección del cesionario.  

2. La obligación establecida en el apartado 
anterior no existirá en el supuesto previsto en los 
apartados 2, letras c), d), e) y 6 del artículo 11, ni 
cuando la cesión venga impuesta por ley.  

Artículo 28. Datos incluidos en las fuentes de 
acceso público.  

1. Los datos personales que figuren en el 
censo promocional, o las listas de personas 
pertenecientes a grupos de profesionales a que se 
refiere el artículo 3, j) de esta Ley deberán limitarse 
a los que sean estrictamente necesarios para 
cumplir la finalidad a que se destina cada listado. 

La inclusión de datos adicionales por las entidades 
responsables del mantenimiento de dichas fuentes 
requerirá el  

consentimiento del interesado, que podrá ser 
revocado en cualquier momento.  

2. Los interesados tendrán derecho a que la 
entidad responsable del mantenimiento de los 
listados de los Colegios profesionales indique 
gratuitamente que sus datos personales no pueden 
utilizarse para fines de publicidad o prospección 
comercial. Los interesados tendrán derecho a 
exigir gratuitamente la exclusión de la totalidad de 
sus datos personales que consten en el censo 
promocional por las entidades encargadas del 
mantenimiento de dichas fuentes. La atención a la 
solicitud de exclusión de la información innecesaria 
o de inclusión de la objeción al uso de los datos 
para fines de publicidad o venta a distancia 
deberá realizarse en el plazo de diez días respecto 
de las informaciones que se realicen mediante 
consulta o comunicación telemática y en la 
siguiente edición del listado cualquiera que sea el 
soporte en que se edite.  

3. Las fuentes de acceso público que se 
editen en forma de libro o algún otro soporte físico, 
perderán el carácter de fuente accesible con la 
nueva edición que se publique. En el caso de que 
se obtenga telemáticamente una copia de la lista 
en formato electrónico, ésta perderá el carácter 
de fuente de acceso público en el plazo de un 
año, contado desde el momento de su obtención.  

4. Los datos que figuren en las guías de 
servicios de telecomunicaciones disponibles al 
público se regirán por su normativa específica.  

Artículo 29. Prestación de servicios de 
información sobre solvencia patrimonial y crédito.  

1. Quienes se dediquen a la prestación de 
servicios de información sobre la solvencia 
patrimonial y el crédito sólo podrán tratar datos de 
carácter personal obtenidos de los registros y las 
fuentes accesibles al público establecidos al 
efecto o procedentes de informaciones facilitadas 
por el interesado o con su consentimiento.  

2. Podrán tratarse también datos de carácter 
personal relativos al cumplimiento o 
incumplimiento de obligaciones dinerarias 
facilitados por el acreedor o por quien actúe por 
su cuenta o interés. En estos casos se notificará a 
los interesados respecto de los que hayan 
registrado datos de carácter personal en ficheros, 
en el plazo de treinta días desde dicho registro, 
una referencia de los que hubiesen sido incluidos y 
se les informará de su derecho a recabar 
información de la totalidad de ellos, en los términos 
establecidos por la presente Ley.  

3. En los supuestos a que se refieren los dos 
apartados anteriores, cuando el interesado lo 
solicite, el responsable del tratamiento le 
comunicará los datos, así como las evaluaciones y 
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apreciaciones que sobre el mismo hayan sido 
comunicadas durante los últimos seis meses y el 
nombre y dirección de la persona o entidad a 
quien se hayan revelado los datos.  

4. Sólo se podrán registrar y ceder los datos 
de carácter personal que sean determinantes para 
enjuiciar la solvencia económica de los interesados 
y que no se refieran, cuando sean adversos, a más 
de seis años, siempre que respondan con 
veracidad a la situación actual de aquéllos.  

Artículo 30. Tratamientos con fines de 
publicidad y de prospección comercial.  

1. Quienes se dediquen a la recopilación de 
direcciones, reparto de documentos, publicidad, 
venta a distancia, prospección comercial y otras 
actividades análogas, utilizarán nombres y 
direcciones u otros datos de carácter personal 
cuando los mismos figuren en fuentes accesibles al 
público o cuando hayan sido facilitados por los 
propios interesados u obtenidos con su 
consentimiento.  

2. Cuando los datos procedan de fuentes 
accesibles al público, de conformidad con lo 
establecido en el párrafo segundo del artículo 5.5 
de esta Ley, en cada comunicación que se dirija al 
interesado se informará del origen de los datos y 
de la identidad del responsable del tratamiento, 
así como de los derechos que le asisten.  

3. En el ejercicio del derecho de acceso los 
interesados tendrán derecho a conocer el origen 
de sus datos de carácter personal, así como del 
resto de información a que se refiere el artículo 15.  

4. Los interesados tendrán derecho a 
oponerse, previa petición y sin gastos, al 
tratamiento de los datos que les conciernan, en 
cuyo caso serán dados de baja del tratamiento, 
cancelándose las informaciones que sobre ellos 
figuren en aquél, a su simple solicitud.  

Artículo 31. Censo promocional.  
1. Quienes pretendan realizar permanente o 

esporádicamente la actividad de recopilación de 
direcciones, reparto de documentos, publicidad, 
venta a distancia, prospección comercial u otras 
actividades análogas, podrán solicitar del Instituto 
Nacional de Estadística o de los órganos 
equivalentes de las Comunidades Autónomas una 
copia del censo promocional, formado con los 
datos de nombre, apellidos y domicilio que 
constan en el censo electoral.  

2. El uso de cada lista de censo promocional 
tendrá un plazo de vigencia de un año. 
Transcurrido el plazo citado, la lista perderá su 
carácter de fuente de acceso público.  

3. Los procedimientos mediante los que los 
interesados podrán solicitar no aparecer en el 
censo promocional se regularán 
reglamentariamente. Entre estos procedimientos, 
que serán gratuitos para los interesados, se incluirá 
el documento de empadronamiento. 

Trimestralmente se editará una lista actualizada del 
censo promocional, excluyendo los nombres y 
domicilios de los que así lo hayan solicitado.  

4. Se podrá exigir una contraprestación por la 
facilitación de la citada lista en soporte 
informático.  

Artículo 32. Códigos tipo.  
1. Mediante acuerdos sectoriales, convenios 

administrativos o decisiones de empresa, los 
responsables de tratamientos de titularidad pública 
y privada, así como las organizaciones en que se 
agrupen, podrán formular códigos tipo que 
establezcan las condiciones de organización, 
régimen de funcionamiento, procedimientos 
aplicables, normas de seguridad del entorno, 
programas o equipos, obligaciones de los 
implicados en el tratamiento y uso de la 
información personal, así como las garantías, en su 
ámbito, para el ejercicio de los derechos de las 
personas con pleno respeto a los principios y 
disposiciones de la presente Ley y sus normas de 
desarrollo.  

2. Los citados códigos podrán contener o no 
reglas operacionales detalladas de cada sistema 
particular y estándares técnicos de aplicación. En 
el supuesto de que tales reglas o estándares no se 
incorporen directamente al código, las 
instrucciones u órdenes que los establecieran 
deberán respetar los principios fijados en aquél.  

3. Los códigos tipo tendrán el carácter de 
códigos deontológicos o de buena práctica 
profesional, debiendo ser depositados o inscritos en 
el Registro General de Protección de Datos y, 
cuando corresponda, en los creados a estos 
efectos por las Comunidades Autónomas, de 
acuerdo con el artículo 41. El Registro General de 
Protección de Datos podrá denegar la inscripción 
cuando considere que no se ajusta a las 
disposiciones legales y reglamentarias sobre la 
materia, debiendo, en este caso, el Director de la 
Agencia de Protección de Datos requerir a los 
solicitantes para que efectúen las correcciones 
oportunas.  

TÍTULO V  
Movimiento internacional de datos  
Artículo 33. Norma general.  
1. No podrán realizarse transferencias 

temporales ni definitivas de datos de carácter 
personal que hayan sido objeto de tratamiento o 
hayan sido recogidos para someterlos a dicho 
tratamiento con destino a países que no 
proporcionen un nivel de protección equiparable 
al que presta la presente Ley, salvo que, además 
de haberse observado lo dispuesto en ésta, se 
obtenga autorización previa del Director de la 
Agencia de Protección de Datos, que sólo podrá 
otorgarla si se obtienen garantías adecuadas.  

2. El carácter adecuado del nivel de 
protección que ofrece el país de destino se 
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evaluará por la Agencia de Protección de Datos 
atendiendo a todas las circunstancias que 
concurran en la transferencia o categoría de 
transferencia de datos. En particular, se tomará en 
consideración la naturaleza de los datos, la 
finalidad y la duración del tratamiento o de los 
tratamientos previstos, el país de origen y el país de 
destino final, las normas de derecho, generales o 
sectoriales, vigentes en el país tercero de que se 
trate, el contenido de los informes de la Comisión 
de la Unión Europea, así como las normas 
profesionales y las medidas de seguridad en vigor 
en dichos países.  

Artículo 34. Excepciones.  
Lo dispuesto en el artículo anterior no será de 

aplicación:  
a) Cuando la transferencia internacional de 

datos de carácter personal resulte de la aplicación 
de tratados o convenios en los que sea parte 
España.  

b) Cuando la transferencia se haga a 
efectos de prestar o solicitar auxilio judicial 
internacional.  

c) Cuando la transferencia sea necesaria 
para la prevención o para el diagnóstico médicos, 
la prestación de asistencia sanitaria o tratamiento 
médicos o la gestión de servicios sanitarios.  

d) Cuando se refiera a transferencias 
dinerarias conforme a su legislación específica.  

e) Cuando el afectado haya dado su 
consentimiento inequívoco a la transferencia 
prevista.  

f) Cuando la transferencia sea necesaria 
para la ejecución de un contrato entre el 
afectado y el responsable del fichero o para la 
adopción de medidas precontractuales 
adoptadas a petición del afectado.  

g) Cuando la transferencia sea necesaria 
para la celebración o ejecución de un contrato 
celebrado o por celebrar, en interés del afectado, 
por el responsable del fichero y un tercero.  

h) Cuando la transferencia sea necesaria o 
legalmente exigida para la salvaguarda de un 
interés público. Tendrá esta consideración la 
transferencia solicitada por una Administración 
fiscal o aduanera para el cumplimiento de sus 
competencias.  

i) Cuando la transferencia sea precisa para 
el reconocimiento, ejercicio o defensa de un 
derecho en un proceso judicial.  

j) Cuando la transferencia se efectúe, a 
petición de persona con interés legítimo, desde un 
Registro público y aquélla sea acorde con la 
finalidad del mismo.  

k) Cuando la transferencia tenga como 
destino un Estado miembro de la Unión Europea, o 
un Estado respecto del cual la Comisión de las 
Comunidades Europeas, en el ejercicio de sus 

competencias, haya declarado que garantiza un 
nivel de protección adecuado.  

TÍTULO VI  
Agencia de Protección de Datos  
Artículo 35. Naturaleza y régimen jurídico.  
1. La Agencia de Protección de Datos es un 

ente de derecho público, con personalidad 
jurídica propia y plena capacidad pública y 
privada, que actúa con plena independencia de 
las Administraciones públicas en el ejercicio de sus 
funciones. Se regirá por lo dispuesto en la presente 
Ley y en un Estatuto propio, que será aprobado 
por el Gobierno.  

2. En el ejercicio de sus funciones públicas, y 
en defecto de lo que disponga la presente Ley y 
sus disposiciones de desarrollo, la Agencia de 
Protección de Datos actuará de conformidad con 
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común. En sus 
adquisiciones patrimoniales y contratación estará 
sujeta al derecho privado.  

3. Los puestos de trabajo de los órganos y 
servicios que integren la Agencia de Protección de 
Datos serán desempeñados por funcionarios de las 
Administraciones públicas y por personal 
contratado al efecto, según la naturaleza de las 
funciones asignadas a cada puesto de trabajo. 
Este personal está obligado a guardar secreto de 
los datos de carácter personal de que conozca en 
el desarrollo de su función.  

4. La Agencia de Protección de Datos 
contará, para el cumplimiento de sus fines, con los 
siguientes bienes y medios económicos:  

a) Las asignaciones que se establezcan 
anualmente con cargo a los Presupuestos 
Generales del Estado.  

b) Los bienes y valores que constituyan su 
patrimonio, así como los productos y rentas del 
mismo.  

c) Cualesquiera otros que legalmente 
puedan serle atribuidos.  

5. La Agencia de Protección de Datos 
elaborará y aprobará con carácter anual el 
correspondiente anteproyecto de presupuesto y lo 
remitirá al Gobierno para que sea integrado, con 
la debida independencia, en los Presupuestos 
Generales del Estado.  

Artículo 36. El Director.  
1. El Director de la Agencia de Protección de 

Datos dirige la Agencia y ostenta su 
representación. Será nombrado, de entre quienes 
componen el Consejo Consultivo, mediante Real 
Decreto, por un período de cuatro años.  

2. Ejercerá sus funciones con plena 
independencia y objetividad y no estará sujeto a 
instrucción alguna en el desempeño de aquéllas. 
En todo caso, el Director deberá oír al Consejo 
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Consultivo en aquellas propuestas que éste le 
realice en el ejercicio de sus funciones.  

3. El Director de la Agencia de Protección de 
Datos sólo cesará antes de la expiración del 
período a que se refiere el apartado 1, a petición 
propia o por separación acordada por el 
Gobierno, previa instrucción de expediente, en el 
que necesariamente serán oídos los restantes 
miembros del Consejo Consultivo, por 
incumplimiento grave de sus obligaciones, 
incapacidad sobrevenida para el ejercicio de su 
función, incompatibilidad o condena por delito 
doloso.  

4. El Director de la Agencia de Protección de 
Datos tendrá la consideración de alto cargo y 
quedará en la situación de servicios especiales si 
con anterioridad estuviera desempeñando una 
función pública. En el supuesto de que sea 
nombrado para el cargo algún miembro de la 
carrera judicial o fiscal, pasará asimismo a la 
situación administrativa de servicios especiales.  

Artículo 37. Funciones.  
1. Son funciones de la Agencia de Protección 

de Datos:  
a) Velar por el cumplimiento de la legislación 

sobre protección de datos y controlar su 
aplicación, en especial en lo relativo a los 
derechos de información, acceso, rectificación, 
oposición y cancelación de datos.  

b) Emitir las autorizaciones previstas en la Ley 
o en sus disposiciones reglamentarias.  

c) Dictar, en su caso, y sin perjuicio de las 
competencias de otros órganos, las instrucciones 
precisas para adecuar los tratamientos a los 
principios de la presente Ley.  

d) Atender las peticiones y reclamaciones 
formuladas por las personas afectadas.  

e) Proporcionar información a las personas 
acerca de sus derechos en materia de tratamiento 
de los datos de carácter personal.  

f) Requerir a los responsables y los 
encargados de los tratamientos, previa audiencia 
de éstos, la adopción de las medidas necesarias 
para la adecuación del tratamiento de datos a las 
disposiciones de esta Ley y, en su caso, ordenar la 
cesación de los tratamientos y la cancelación de 
los ficheros, cuando no se ajuste a sus 
disposiciones.  

g) Ejercer la potestad sancionadora en los 
términos previstos por el Título VII de la presente 
Ley.  

h) Informar, con carácter preceptivo, los 
proyectos de disposiciones generales que 
desarrollen esta Ley.  

i) Recabar de los responsables de los ficheros 
cuanta ayuda e información estime necesaria 
para el desempeño de sus funciones.  

j) Velar por la publicidad de la existencia de 
los ficheros de datos con carácter personal, a cuyo 

efecto publicará periódicamente una relación de 
dichos ficheros con la información adicional que el 
Director de la Agencia determine.  

k) Redactar una memoria anual y remitirla al 
Ministerio de Justicia.  

l) Ejercer el control y adoptar las 
autorizaciones que procedan en relación con los 
movimientos internacionales de datos, así como 
desempeñar las funciones de cooperación 
internacional en materia de protección de datos 
personales.  

m) Velar por el cumplimiento de las 
disposiciones que la Ley de la Función Estadística 
Pública establece respecto a la recogida de datos 
estadísticos y al secreto estadístico, así como dictar 
las instrucciones precisas, dictaminar sobre las 
condiciones de seguridad de los ficheros 
constituidos con fines exclusivamente estadísticos y 
ejercer la potestad a la que se refiere el artículo 46.  

n) Cuantas otras le sean atribuidas por 
normas legales o reglamentarias.  

2. Añadido por Ley 62/2003, de 30 de 
diciembre. Las resoluciones de la Agencia 
Española de Protección de Datos se harán 
públicas, una vez hayan sido notificadas a los 
interesados. La publicación se realizará 
preferentemente a través de medios informáticos o 
telemáticos.  

Reglamentariamente podrán establecerse 
los términos en que se lleve a cabo la publicidad 
de las citadas resoluciones. 

Lo establecido en los párrafos anteriores no 
será aplicable a las resoluciones referentes a la 
inscripción de un fichero o tratamiento en el 
Registro General de Protección de Datos ni a 
aquéllas por las que se resuelva la inscripción en el 
mismo de los Códigos tipo, regulados por el artículo 
32 de la presente Ley Orgánica. 

Artículo 38. Consejo Consultivo.  
El Director de la Agencia de Protección de 

Datos estará asesorado por un Consejo Consultivo 
compuesto por los siguientes miembros:  

Un Diputado, propuesto por el Congreso de 
los Diputados.  

Un Senador, propuesto por el Senado.  
Un representante de la Administración 

Central, designado por el Gobierno.  
Un representante de la Administración Local, 

propuesto por la Federación Española de 
Municipios y Provincias.  

Un miembro de la Real Academia de la 
Historia, propuesto por la misma.  

Un experto en la materia, propuesto por el 
Consejo Superior de Universidades.  

Un representante de los usuarios y 
consumidores, seleccionado del modo que se 
prevea reglamentariamente.  

Un representante de cada Comunidad 
Autónoma que haya creado una agencia de 
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protección de datos en su ámbito territorial, 
propuesto de acuerdo con el procedimiento que 
establezca la respectiva Comunidad Autónoma.  

Un representante del sector de ficheros 
privados, para cuya propuesta se seguirá el 
procedimiento que se regule reglamentariamente.  

El funcionamiento del Consejo Consultivo se 
regirá por las normas reglamentarias que al efecto 
se establezcan.  

Artículo 39. El Registro General de Protección 
de Datos.  

1. El Registro General de Protección de Datos 
es un órgano integrado en la Agencia de 
Protección de Datos.  

2. Serán objeto de inscripción en el Registro 
General de Protección de Datos:  

a) Los ficheros de que sean titulares las 
Administraciones públicas.  

b) Los ficheros de titularidad privada.  
c) Las autorizaciones a que se refiere la 

presente Ley.  
d) Los códigos tipo a que se refiere el artículo 

32 de la presente Ley.  
e) Los datos relativos a los ficheros que sean 

necesarios para el ejercicio de los derechos de 
información, acceso, rectificación, cancelación y 
oposición.  

3. Por vía reglamentaria se regulará el 
procedimiento de inscripción de los ficheros, tanto 
de titularidad pública como de titularidad privada, 
en el Registro General de Protección de Datos, el 
contenido de la inscripción, su modificación, 
cancelación, reclamaciones y recursos contra las 
resoluciones correspondientes y demás extremos 
pertinentes.  

Artículo 40. Potestad de inspección.  
1. Las autoridades de control podrán 

inspeccionar los ficheros a que hace referencia la 
presente Ley, recabando cuantas informaciones 
precisen para el cumplimiento de sus cometidos. A 
tal efecto, podrán solicitar la exhibición o el envío 
de documentos y datos y examinarlos en el lugar 
en que se encuentren depositados, así como 
inspeccionar los equipos físicos y lógicos utilizados 
para el tratamiento de los datos, accediendo a los 
locales donde se hallen instalados.  

2. Los funcionarios que ejerzan la inspección 
a que se refiere el apartado anterior tendrán la 
consideración de autoridad pública en el 
desempeño de sus cometidos. Estarán obligados a 
guardar secreto sobre las informaciones que 
conozcan en el ejercicio de las mencionadas 
funciones, incluso después de haber cesado en las 
mismas.  

Artículo 41. Órganos correspondientes de las 
Comunidades Autónomas.  

1. Las funciones de la Agencia de Protección 
de Datos reguladas en el artículo 37, a excepción 
de las mencionadas en los apartados j), k) y l), y en 

los apartados f) y g) en lo que se refiere a las 
transferencias internacionales de datos, así como 
en los artículos 46 y 49, en relación con sus 
específicas competencias serán ejercidas, cuando 
afecten a ficheros de datos de carácter personal 
creados o gestionados por las Comunidades 
Autónomas y por la Administración Local de su 
ámbito territorial, por los órganos correspondientes 
de cada Comunidad, que tendrán la 
consideración de autoridades de control, a los que 
garantizarán plena independencia y objetividad 
en el ejercicio de su cometido.  

2. Las Comunidades Autónomas podrán 
crear y mantener sus propios registros de ficheros 
para el ejercicio de las competencias que se les 
reconoce sobre los mismos.  

3. El Director de la Agencia de Protección de 
Datos podrá convocar regularmente a los órganos 
correspondientes de las Comunidades Autónomas 
a efectos de cooperación institucional y 
coordinación de criterios o procedimientos de 
actuación. El Director de la Agencia de Protección 
de Datos y los órganos correspondientes de las 
Comunidades Autónomas podrán solicitarse 
mutuamente la información necesaria para el 
cumplimiento de sus funciones.  

Artículo 42. Ficheros de las Comunidades 
Autónomas en materia de su exclusiva 
competencia.  

1. Cuando el Director de la Agencia de 
Protección de Datos constate que el 
mantenimiento o uso de un determinado fichero 
de las Comunidades Autónomas contraviene 
algún precepto de esta Ley en materia de su 
exclusiva competencia podrá requerir a la 
Administración correspondiente que se adopten 
las medidas correctoras que determine en el plazo 
que expresamente se fije en el requerimiento.  

2. Si la Administración pública 
correspondiente no cumpliera el requerimiento 
formulado, el Director de la Agencia de Protección 
de Datos podrá impugnar la resolución adoptada 
por aquella Administración.  

TÍTULO VII  
Infracciones y sanciones  
Artículo 43. Responsables.  
1. Los responsables de los ficheros y los 

encargados de los tratamientos estarán sujetos al 
régimen sancionador establecido en la presente 
Ley.  

2. Cuando se trate de ficheros de los que 
sean responsables las Administraciones públicas se 
estará, en cuanto al procedimiento y a las 
sanciones, a lo dispuesto en el artículo 46, 
apartado 2.  

Artículo 44. Tipos de infracciones.  
1. Las infracciones se calificarán como leves, 

graves o muy graves.  
2. Son infracciones leves:  
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a) No atender, por motivos formales, la 
solicitud del interesado de rectificación o 
cancelación de los datos personales objeto de 
tratamiento cuando legalmente proceda.  

b) No proporcionar la información que 
solicite la Agencia de Protección de Datos en el 
ejercicio de las competencias que tiene 
legalmente atribuidas, en relación con aspectos 
no sustantivos de la protección de datos.  

c) No solicitar la inscripción del fichero de 
datos de carácter personal en el Registro General 
de Protección de Datos, cuando no sea 
constitutivo de infracción grave.  

d) Proceder a la recogida de datos de 
carácter personal de los propios afectados sin 
proporcionarles la información que señala el 
artículo 5 de la presente Ley.  

e) Incumplir el deber de secreto establecido 
en el artículo 10 de esta Ley, salvo que constituya 
infracción grave.  

3. Son infracciones graves:  
a) Proceder a la creación de ficheros de 

titularidad pública o iniciar la recogida de datos 
de carácter personal para los mismos, sin 
autorización de disposición general, publicada en 
el "Boletín Oficial del Estado" o Diario oficial 
correspondiente.  

b) Proceder a la creación de ficheros de 
titularidad privada o iniciar la recogida de datos 
de carácter personal para los mismos con 
finalidades distintas de las que constituyen el 
objeto legítimo de la empresa o entidad.  

c) Proceder a la recogida de datos de 
carácter personal sin recabar el consentimiento 
expreso de las personas afectadas, en los casos en 
que éste sea exigible.  

d) Tratar los datos de carácter personal o 
usarlos posteriormente con conculcación de los 
principios y garantías establecidos en la presente 
Ley o con incumplimiento de los preceptos de 
protección que impongan las disposiciones 
reglamentarias de desarrollo, cuando no 
constituya infracción muy grave.  

e) El impedimento o la obstaculización del 
ejercicio de los derechos de acceso y oposición y 
la negativa a facilitar la información que sea 
solicitada.  

f) Mantener datos de carácter personal 
inexactos o no efectuar las rectificaciones o 
cancelaciones de los mismos que legalmente 
procedan cuando resulten afectados los derechos 
de las personas que la presente Ley ampara.  

g) La vulneración del deber de guardar 
secreto sobre los datos de carácter personal 
incorporados a ficheros que contengan datos 
relativos a la comisión de infracciones 
administrativas o penales, Hacienda Pública, 
servicios financieros, prestación de servicios de 
solvencia patrimonial y crédito, así como aquellos 

otros ficheros que contengan un conjunto de datos 
de carácter personal suficientes para obtener una 
evaluación de la personalidad del individuo.  

h) Mantener los ficheros, locales, programas 
o equipos que contengan datos de carácter 
personal sin las debidas condiciones de seguridad 
que por vía reglamentaria se determinen.  

i) No remitir a la Agencia de Protección de 
Datos las notificaciones previstas en esta Ley o en 
sus disposiciones de desarrollo, así como no 
proporcionar en plazo a la misma cuantos 
documentos e informaciones deba recibir o sean 
requeridos por aquél a tales efectos.  

j) La obstrucción al ejercicio de la función 
inspectora.  

k) No inscribir el fichero de datos de carácter 
personal en el Registro General de Protección 
Datos, cuando haya sido requerido para ello por el 
Director de la Agencia de Protección de Datos.  

l) Incumplir el deber de información que se 
establece en los artículos 5, 28 y 29 de esta Ley, 
cuando los datos hayan sido recabados de 
persona distinta del afectado.  

4. Son infracciones muy graves:  
a) La recogida de datos en forma engañosa 

y fraudulenta.  
b) La comunicación o cesión de los datos de 

carácter personal, fuera de los casos en que estén 
permitidas.  

c) Recabar y tratar los datos de carácter 
personal a los que se refiere el apartado 2 del 
artículo 7 cuando no medie el consentimiento 
expreso del afectado; recabar y tratar los datos 
referidos en el apartado 3 del artículo 7 cuando no 
lo disponga una ley o el afectado no haya 
consentido expresamente, o violentar la 
prohibición contenida en el apartado 4 del artículo 
7.  

d) No cesar en el uso ilegítimo de los 
tratamientos de datos de carácter personal 
cuando sea requerido para ello por el Director de 
la Agencia de Protección de Datos o por las 
personas titulares del derecho de acceso.  

e) La transferencia temporal o definitiva de 
datos de carácter personal que hayan sido objeto 
de tratamiento o hayan sido recogidos para 
someterlos a dicho tratamiento, con destino a 
países que no proporcionen un nivel de protección 
equiparable sin autorización del Director de la 
Agencia de Protección de Datos.  

f) Tratar los datos de carácter personal de 
forma ilegítima o con menosprecio de los principios 
y garantías que les sean de aplicación, cuando 
con ello se impida o se atente contra el ejercicio 
de los derechos fundamentales.  

g) La vulneración del deber de guardar 
secreto sobre los datos de carácter personal a que 
hacen referencia los apartados 2 y 3 del artículo 7, 
así como los que hayan sido recabados para fines 
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policiales sin consentimiento de las personas 
afectadas.  

h) No atender, u obstaculizar de forma 
sistemática el ejercicio de los derechos de acceso, 
rectificación, cancelación u oposición.  

i) No atender de forma sistemática el deber 
legal de notificación de la inclusión de datos de 
carácter personal en un fichero.  

Artículo 45. Tipo de sanciones.  
1. Las infracciones leves serán sancionadas 

con multa de 100.000 a 10.000.000 de pesetas.  
2. Las infracciones graves serán sancionadas 

con multa de 10.000.000 a 50.000.000 de pesetas.  
3. Las infracciones muy graves serán 

sancionadas con multa de 50.000.000 a 
100.000.000 de pesetas.  

4. La cuantía de las sanciones se graduará 
atendiendo a la naturaleza de los derechos 
personales afectados, al volumen de los 
tratamientos efectuados, a los beneficios 
obtenidos, al grado de intencionalidad, a la 
reincidencia, a los daños y perjuicios causados a 
las personas interesadas y a terceras personas, y a 
cualquier otra circunstancia que sea relevante 
para determinar el grado de antijuridicidad y de 
culpabilidad presentes en la concreta actuación 
infractora.  

5. Si, en razón de las circunstancias 
concurrentes, se apreciara una cualificada 
disminución de la culpabilidad del imputado o de 
la antijuridicidad del hecho, el órgano sancionador 
establecerá la cuantía de la sanción aplicando la 
escala relativa a la clase de infracciones que 
preceda inmediatamente en gravedad a aquella 
en que se integra la considerada en el caso de 
que se trate.  

6. En ningún caso podrá imponerse una 
sanción más grave que la fijada en la Ley para la 
clase de infracción en la que se integre la que se 
pretenda sancionar.  

7. El Gobierno actualizará periódicamente la 
cuantía de las sanciones de acuerdo con las 
variaciones que experimenten los índices de 
precios.  

Artículo 46. Infracciones de las 
Administraciones públicas.  

1. Cuando las infracciones a que se refiere el 
artículo 44 fuesen cometidas en ficheros de los que 
sean responsables las Administraciones públicas, el 
Director de la Agencia de Protección de Datos 
dictará una resolución estableciendo las medidas 
que procede adoptar para que cesen o se corrijan 
los efectos de la infracción. Esta resolución se 
notificará al responsable del fichero, al órgano del 
que dependa jerárquicamente y a los afectados si 
los hubiera.  

2. El Director de la Agencia podrá proponer 
también la iniciación de actuaciones disciplinarias, 
si procedieran. El procedimiento y las sanciones a 

aplicar serán las establecidas en la legislación 
sobre régimen disciplinario de las Administraciones 
públicas.  

3. Se deberán comunicar a la Agencia las 
resoluciones que recaigan en relación con las 
medidas y actuaciones a que se refieren los 
apartados anteriores.  

4. El Director de la Agencia comunicará al 
Defensor del Pueblo las actuaciones que efectúe y 
las resoluciones que dicte al amparo de los 
apartados anteriores.  

Artículo 47. Prescripción.  
1. Las infracciones muy graves prescribirán a 

los tres años, las graves a los dos años y las leves al 
año.  

2. El plazo de prescripción comenzará a 
contarse desde el día en que la infracción se 
hubiera cometido.  

3. Interrumpirá la prescripción la iniciación, 
con conocimiento del interesado, del 
procedimiento sancionador, reanudándose el 
plazo de prescripción si el expediente sancionador 
estuviere paralizado durante más de seis meses por 
causas no imputables al presunto infractor.  

4. Las sanciones impuestas por faltas muy 
graves prescribirán a los tres años, las impuestas 
por faltas graves a los dos años y las impuestas por 
faltas leves al año.  

5. El plazo de prescripción de las sanciones 
comenzará a contarse desde el día siguiente a 
aquel en que adquiera firmeza la resolución por la 
que se impone la sanción.  

6. La prescripción se interrumpirá por la 
iniciación, con conocimiento del interesado, del 
procedimiento de ejecución, volviendo a 
transcurrir el plazo si el mismo está paralizado 
durante más de seis meses por causa no imputable 
al infractor.  

Artículo 48. Procedimiento sancionador.  
1. Por vía reglamentaria se establecerá el 

procedimiento a seguir para la determinación de 
las infracciones y la imposición de las sanciones a 
que hace referencia el presente Título.  

2. Las resoluciones de la Agencia de 
Protección de Datos u órgano correspondiente de 
la Comunidad Autónoma agotan la vía 
administrativa.  

3. Los procedimientos sancionadores 
tramitados por la Agencia Española de Protección 
de Datos, en ejercicio de las potestades que a la 
misma atribuyan esta u otras Leyes, salvo los 
referidos a infracciones de la Ley 32/2003, de 3 de 
noviembre, General de Telecomunicaciones, 
tendrán una duración máxima de seis meses. 
Añadido por Ley 62/2003, de 30 de diciembre.  

Artículo 49. Potestad de inmovilización de 
ficheros.  

En los supuestos, constitutivos de infracción 
muy grave, de utilización o cesión ilícita de los 
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datos de carácter personal en que se impida 
gravemente o se atente de igual modo contra el 
ejercicio de los derechos de los ciudadanos y el 
libre desarrollo de la personalidad que la 
Constitución y las leyes garantizan, el Director de la 
Agencia de Protección de Datos podrá, además 
de ejercer la potestad sancionadora, requerir a los 
responsables de ficheros de datos de carácter 
personal, tanto de titularidad pública como 
privada, la cesación en la utilización o cesión ilícita 
de los datos. Si el requerimiento fuera desatendido, 
la Agencia de Protección de Datos podrá, 
mediante resolución motivada, inmovilizar tales 
ficheros a los solos efectos de restaurar los 
derechos de las personas afectadas.  

DISPOSICIONES ADICIONALES  
Primera. Ficheros preexistentes.  
Los ficheros y tratamientos automatizados 

inscritos o no en el Registro General de Protección 
de Datos deberán adecuarse a la presente Ley 
Orgánica dentro del plazo de tres años, a contar 
desde su entrada en vigor. En dicho plazo, los 
ficheros de titularidad privada deberán ser 
comunicados a la Agencia de Protección de 
Datos y las Administraciones públicas, responsables 
de ficheros de titularidad pública, deberán 
aprobar la pertinente disposición de regulación del 
fichero o adaptar la existente. En el supuesto de 
ficheros y tratamientos no automatizados, su 
adecuación a la presente Ley Orgánica, y la 
obligación prevista en el párrafo anterior deberán 
cumplimentarse en el plazo de doce años a contar 
desde el 24 de octubre de 1995, sin perjuicio del 
ejercicio de los derechos de acceso, rectificación 
y cancelación por parte de los afectados.  

Segunda. Ficheros y Registro de Población de 
las Administraciones públicas.  

1. La Administración General del Estado y las 
Administraciones de las Comunidades Autónomas 
podrán solicitar al Instituto Nacional de Estadística, 
sin consentimiento del interesado, una copia 
actualizada del fichero formado con los datos del 
nombre, apellidos, domicilio, sexo y fecha de 
nacimiento que constan en los padrones 
municipales de habitantes y en el censo electoral 
correspondientes a los territorios donde ejerzan sus 
competencias, para la creación de ficheros o 
registros de población.  

2. Los ficheros o registros de población 
tendrán como finalidad la comunicación de los 
distintos órganos de cada Administración pública 
con los interesados residentes en los respectivos 
territorios, respecto a las relaciones jurídico 
administrativas derivadas de las competencias 
respectivas de las Administraciones públicas.  

Tercera. Tratamiento de los expedientes de 
las derogadas Leyes de Vagos y Maleantes y de 
Peligrosidad y Rehabilitación Social.  

Los expedientes específicamente instruidos al 
amparo de las derogadas Leyes de Vagos y 
Maleantes, y de Peligrosidad y Rehabilitación 
Social, que contengan datos de cualquier índole 
susceptibles de afectar a la seguridad, al honor, a 
la intimidad o a la imagen de las personas, no 
podrán ser consultados sin que medie 
consentimiento expreso de los afectados, o hayan 
transcurrido cincuenta años desde la fecha de 
aquéllos.  

En este último supuesto, la Administración 
General del Estado, salvo que haya constancia 
expresa del fallecimiento de los afectados, pondrá 
a disposición del solicitante la documentación, 
suprimiendo de la misma los datos aludidos en el 
párrafo anterior, mediante la utilización de los 
procedimientos técnicos pertinentes en cada 
caso.  

Cuarta. Modificación del artículo 112.4 de la 
Ley General Tributaria.  

El apartado cuarto del artículo 112 de la Ley 
General Tributaria pasa a tener la siguiente 
redacción: "4. La cesión de aquellos datos de 
carácter personal, objeto de tratamiento, que se 
debe efectuar a la Administración tributaria 
conforme a lo dispuesto en el artículo 111, en los 
apartados anteriores de este artículo o en otra 
norma de rango legal, no requerirá el 
consentimiento del afectado. En este ámbito 
tampoco será de aplicación lo que respecto a las 
Administraciones públicas establece el apartado 1 
del artículo 21 de la Ley Orgánica de Protección 
de Datos de carácter personal."  

Quinta. Competencias del Defensor del 
Pueblo y órganos autonómicos semejantes.  

Lo dispuesto en la presente Ley Orgánica se 
entiende sin perjuicio de las competencias del 
Defensor del Pueblo y de los órganos análogos de 
las Comunidades Autónomas.  

Sexta. Modificación del artículo 24.3 de la Ley 
de Ordenación y Supervisión de los Seguros 
Privados.  

Se modifica el artículo 24.3, párrafo 2.º de la 
Ley 30/1995, de 8 de noviembre, de Ordenación y 
Supervisión de los Seguros Privados, con la siguiente 
redacción:  

"Las entidades aseguradoras podrán 
establecer ficheros comunes que contengan datos 
de carácter personal para la liquidación de 
siniestros y la colaboración estadístico actuarial 
con la finalidad de permitir la tarificación y 
selección de riesgos y la elaboración de estudios 
de técnica aseguradora.  

La cesión de datos a los citados ficheros no 
requerirá el consentimiento previo del afectado, 
pero sí la comunicación al mismo de la posible 
cesión de sus datos personales a ficheros comunes 
para los fines señalados con expresa indicación del 
responsable para que se puedan ejercitar los 
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derechos de acceso, rectificación y cancelación 
previstos en la ley. También podrán establecerse 
ficheros comunes cuya finalidad sea prevenir el 
fraude en el seguro sin que sea necesario el 
consentimiento del afectado. No obstante, será 
necesaria en estos casos la comunicación al 
afectado, en la primera introducción de sus datos, 
de quién sea el responsable del fichero y de las 
formas de ejercicio de los derechos de acceso, 
rectificación y cancelación. En todo caso, los 
datos relativos a la salud sólo podrán ser objeto de 
tratamiento con el consentimiento expreso del 
afectado."  

DISPOSICIONES TRANSITORIAS  
Primera. Tratamientos creados por Convenios 

internacionales.  
La Agencia de Protección de Datos será el 

organismo competente para la protección de las 
personas físicas en lo que respecta al tratamiento 
de datos de carácter personal respecto de los 
tratamientos establecidos en cualquier Convenio 
Internacional del que sea parte España que 
atribuya a una autoridad nacional de control esta 
competencia, mientras no se cree una autoridad 
diferente para este cometido en desarrollo del 
Convenio.  

Segunda. Utilización del censo promocional.  
Reglamentariamente se desarrollarán los 

procedimientos de formación del censo 
promocional, de oposición a aparecer en el 
mismo, de puesta a disposición de sus solicitantes, 
y de control de las listas difundidas. El Reglamento 
establecerá los plazos para la puesta en operación 
del censo promocional.  

Tercera. Subsistencia de normas 
preexistentes.  

Hasta tanto se lleven a efectos las previsiones 
de la disposición final primera de esta Ley, 
continuarán en vigor, con su propio rango, las 
normas reglamentarias existentes y, en especial, los 
Reales Decretos 428/1993, de 26 de marzo; 
1332/1994, de 20 de junio, y 994/1999, de 11 de 
junio, en cuanto no se opongan a la presente Ley.  

DISPOSICIÓN DEROGATORIA ÚNICA.  
Derogación normativa.  
Queda derogada la Ley Orgánica 5/1992, de 

29 de octubre, de Regulación del tratamiento 
automatizado de los datos de carácter personal.  

DISPOSICIONES FINALES  
Primera. Habilitación para el desarrollo 

reglamentario.  
El Gobierno aprobará, o modificará, las 

disposiciones reglamentarias necesarias para la 
aplicación y desarrollo de la presente Ley.  

Segunda. Preceptos con carácter de Ley 
ordinaria.  

Los Títulos IV, VI excepto el último inciso del 
párrafo 4 del artículo 36 y VII de la presente Ley, la 
disposición adicional cuarta, la disposición 

transitoria primera y la final primera tienen el 
carácter de Ley ordinaria.  

Tercera. Entrada en vigor.  
La presente Ley entrará en vigor en el plazo 

de un mes, contado desde su publicación en el 
"Boletín Oficial del Estado".  

Por tanto,  
Mando a todos los españoles, particulares y 

autoridades, que guarden y hagan  
guardar esta Ley Orgánica.  
Madrid, 13 de diciembre de 1999.  
JUAN CARLOS R.  
El Presidente del Gobierno,  
JOSÉ MARÍA AZNAR LÓPEZ  

 
Ley 32/2003, de 3 de noviembre, 
General de Telecomunicaciones 

2

JUAN CARLOS I 
REY DE ESPAÑA 
A todos los que la presente vieren y 

entendieren. 
Sabed: Que las Cortes Generales han 

aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 
Ley. 

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
I 
La Ley 11/1998, de 24 de abril, General de 

Telecomunicaciones, instauró un régimen 
plenamente liberalizado en la prestación de 
servicios y el establecimiento y explotación de 
redes de telecomunicaciones, abriendo el sector a 
la libre competencia entre operadores. El marco 
normativo establecido por ella ha demostrado una 
eficacia que ha permitido que en nuestro país 
haya surgido una multiplicidad de operadores 
para los distintos servicios, redundando en una 
mayor capacidad de elección por los usuarios, y la 
aparición de un importante sector de las 
telecomunicaciones, lo que, a su vez, ha 
proporcionado las infraestructuras y condiciones 
idóneas para fomentar el desarrollo de la sociedad 
de la información, mediante su convergencia con 
el sector audiovisual y el de los servicios 
telemáticos, en torno a la implantación de internet. 

                                                 
2 (BOE núm. 264, de 4-11-2003, pp. 38890-38924; 

corrección de errores BOE núm. 68, de 19-03-2004, p. 
12202) 

[Mediante providencia de 24 de febrero de 2004, 
el Tribunal Constitucional ha admitido a trámite el 
recurso de inconstitucionalidad núm. 581/2004, 
promovido por el Gobierno de la Generalitat de 
Catalunya, en relación con los arts. 4.5; 25.1; 25.2 a), b) y 
c); 38.1, primer inciso del párrafo segundo; 40.5 y 41.3 de 
esta Ley (BOE núm. 59, de 9-03-2004, p. 10284).] 
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Consciente de los importantes logros 
obtenidos, la Unión Europea ha dirigido sus 
esfuerzos a consolidar el marco armonizado de 
libre competencia en las telecomunicaciones 
alcanzado en sus Estados miembros. Este esfuerzo 
ha desembocado en la aprobación de un nuevo 
marco regulador de las comunicaciones 
electrónicas, compuesto por diversas disposiciones 
comunitarias. Se trata de la Directiva 2002/21/CE, 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 7 de 
marzo de 2002, relativa a un marco regulador 
común de las redes y los servicios de 
comunicaciones electrónicas; la Directiva 
2002/20/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 7 de marzo de 2002, relativa a la autorización 
de redes y servicios de comunicaciones 
electrónicas; la Directiva 2002/22/CE, del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 7 de marzo 
de 2002, relativa al servicio universal y los derechos 
de los usuarios en relación con las redes y los 
servicios de comunicaciones electrónicas; la 
Directiva 2002/19/CE, del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 7 de marzo de 2002, relativa al 
acceso a las redes de comunicaciones 
electrónicas y recursos asociados, y a su 
interconexión; la Directiva 2002/58/CE, del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de julio 
de 2002, relativa al tratamiento de los datos 
personales y a la protección de la intimidad en el 
sector de las comunicaciones electrónicas; la 
Directiva 2002/77/CE, de la Comisión, de 16 de 
septiembre de 2002, relativa a la competencia en 
los mercados de redes y servicios de 
comunicaciones electrónicas; y, finalmente, la 
Decisión n.o 676/2002/CE, del Parlamento Europeo 
y del Consejo, de 7 de marzo de 2002, sobre un 
marco regulador de la política del espectro 
radioeléctrico en la Comunidad Europea. 
Mediante esta ley se trasponen las citadas 
directivas. Cabe señalar que la Directiva 
2002/58/CE se traspone en la medida en que 
afecta a las redes y servicios de comunicaciones 
electrónicas. 

La nueva regulación comunitaria supone 
una profundización en los principios ya 
consagrados en la normativa anterior, basados en 
un régimen de libre competencia, la introducción 
de mecanismos correctores que garanticen la 
aparición y viabilidad de operadores distintos a los 
titulares del antiguo monopolio, la protección de 
los derechos de los usuarios, la mínima intervención 
de la Administración en el sector, el respeto de la 
autonomía de las partes en las relaciones entre 
operadores y la supervisión administrativa de los 
aspectos relacionados con el servicio público, el 
dominio público y la defensa de la competencia. 

Esta ley, junto con su necesario desarrollo 
reglamentario, incorpora al ordenamiento jurídico 
español el contenido de la normativa comunitaria 

citada, respetando plenamente los principios 
recogidos en ella, aunque adaptándolo a las 
peculiaridades propias del derecho y la situación 
económica y social de nuestro país. Esto último, 
además, propiciado por el instrumento jurídico 
formal en que se plasma la regulación comunitaria, 
esto es, la directiva, que permite que los Estados 
miembros elijan la vía idónea para incorporar a 
cada país la regulación armonizada. 

Ha sido un criterio inspirador de este texto 
legal una simplificación de la regulación contenida 
en él. De este modo, se pretende la existencia de 
una norma legal que garantice los principios 
básicos ya expuestos, pero que, a la vez, aporte la 
necesaria flexibilidad para un texto con vocación 
de permanencia. 

 
II 
Es preciso destacar los siguientes aspectos 

de la nueva regulación. 
En primer lugar, se dirige a regular 

exclusivamente el sector de las 
telecomunicaciones, en ejercicio de la 
competencia exclusiva del Estado prevista en el 
artículo 149.1.21.a de la Constitución. La ley 
excluye expresamente de su regulación los 
contenidos difundidos a través de medios 
audiovisuales, que constituyen parte del régimen 
de los medios de comunicación social, y que se 
caracterizan por ser transmitidos en un solo sentido 
de forma simultánea a una multiplicidad de 
usuarios. Igualmente se excluye de su regulación la 
prestación de servicios sobre las redes de 
telecomunicaciones que no consistan 
principalmente en el transporte de señales a través 
de dichas redes. Estos últimos son objeto de 
regulación en la Ley 34/2002, de 11 de julio, de 
Servicios de la Sociedad de la Información y de 
Comercio Electrónico. No obstante, las redes 
utilizadas como soporte de los servicios de 
radiodifusión sonora y televisiva, las redes de 
televisión por cable y los recursos asociados, como 
parte integrante de las comunicaciones 
electrónicas, estarán sujetos a lo establecido en 
esta ley. 

El conjunto de directivas citadas tiene por 
objeto la regulación de las comunicaciones 
electrónicas. El concepto de «comunicaciones 
electrónicas» tiene un ámbito más restringido que 
el de «telecomunicaciones». En efecto, al regular 
las comunicaciones electrónicas, las directivas se 
refieren a ámbitos concretos de las 
telecomunicaciones, como serían, entre otros, la 
habilitación para actuar como operador en este 
sector, los derechos y obligaciones de los 
operadores, las obligaciones en materia de 
interconexión y acceso, la necesidad de garantizar 
unas prestaciones mínimas bajo el epígrafe del 
servicio universal y los derechos de los usuarios. 
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Sin embargo, como puede fácilmente 
advertirse, las directivas no abordan ciertos temas 
que se encuentran dentro del régimen de las 
telecomunicaciones, como podrían ser los 
requisitos para la evaluación de la conformidad y 
puesta en el mercado de los aparatos de 
telecomunicaciones. De ahí que el término «tele 
comunicaciones » se mantenga en la rúbrica de la 
ley, siendo así que su articulado distingue entre los 
supuestos en que se están regulando aspectos 
relativos al régimen de las comunicaciones 
electrónicas y los que no se incluyen en tal 
epígrafe, todos ellos, eso sí, bajo el denominador 
común de las telecomunicaciones.  

Como consecuencia, toda la regulación de 
las comunicaciones electrónicas se entiende 
incluida en el concepto más amplio de 
telecomunicaciones y, por lo tanto, dictada por el 
Estado en virtud de su atribución competencial 
exclusiva del artículo 149.1.21.a de la Constitución. 

Se avanza en la liberalización de la 
prestación de servicios y la instalación y 
explotación de redes de comunicaciones 
electrónicas. En este sentido, cumpliendo con el 
principio de intervención mínima, se entiende que 
la habilitación para dicha prestación y explotación 
a terceros viene concedida con carácter general 
e inmediato por la ley. Únicamente será requisito 
previo la notificación a la Comisión del Mercado 
de las Telecomunicaciones para iniciar la 
prestación del servicio. Desaparecen, pues, las 
figuras de las autorizaciones y licencias previstas en 
la Ley 11/1998, de 24 de abril, General de 
Telecomunicaciones, como títulos habilitantes 
individualizados de que era titular cada operador 
para la prestación de cada red o servicio. 

Se refuerzan las competencias y facultades 
de la Comisión del Mercado de las 
Telecomunicaciones en relación con la supervisión 
y regulación de los mercados. Se contempla un 
sistema que gana en flexibilidad, mediante el cual 
este organismo realizará análisis periódicos de los 
distintos mercados de referencia, detectando 
aquellos que no se estén desarrollando en un 
contexto de competencia efectiva e imponiendo, 
en ese caso, obligaciones específicas a los 
operadores con poder significativo en el mercado. 
Es novedoso también el cambio en la definición de 
este tipo de operadores, pasando de un concepto 
«formal», esto es, basado en la superación de una 
determinada cuota de mercado, a uno «material», 
más cercano al tradicional derecho de la 
competencia, es decir, basado en la posición de 
fuerza del operador que le permite actuar con 
independencia de sus competidores o de los 
consumidores que sean personas físicas y usuarios. 

En relación con la garantía de los derechos 
de los usuarios, la ley recoge la ampliación de las 
prestaciones, que, como mínimo esencial, deben 

garantizarse a todos los ciudadanos, bajo la 
denominación de «servicio universal ». Se incluye el 
acceso funcional a internet, ya incorporado 
anticipadamente por la Ley 34/2002, de 11 de julio, 
de Servicios de la Sociedad de la Información y de 
Comercio Electrónico, y la posibilidad de que se 
ofrezcan opciones tarifarias especiales que 
permitan un mayor control del gasto por los 
usuarios. Además, se amplía el catálogo de 
derechos de los consumidores que sean personas 
físicas y usuarios reconocidos con rango legal.  

La regulación de la ocupación del dominio 
público o la propiedad privada para la instalación 
de redes, pretende establecer unos criterios 
generales, que deberán ser respetados por las 
Administraciones públicas titulares del dominio 
público. De este modo, se reconocen derechos de 
ocupación a todos los operadores que practiquen 
la notificación a la Comisión del Mercado de las 
Telecomunicaciones, en la medida que sea 
necesario para la instalación de sus redes, a la vez 
que se detallan los principios básicos que 
garanticen el ejercicio de dicho derecho en 
condiciones de igualdad y transparencia, con 
independencia de la Administración o el titular del 
dominio público o la propiedad privada.  

En lo referente al dominio público 
radioeléctrico, se incorporan la regulación y 
tendencias comunitarias en la materia, esto es, la 
garantía del uso eficiente del espectro 
radioeléctrico, como principio superior que debe 
guiar a planificación y la asignación de 
frecuencias por la Administración y el uso de éstas 
por los operadores. Asimismo, se abre la posibilidad 
de la cesión de derechos de uso del espectro 
radioeléctrico, en las condiciones que se 
determinen reglamentariamente. En los supuestos 
en que las bandas de frecuencias asignadas a 
determinados servicios sean insuficientes para 
atender la demanda de los operadores, se prevé 
la celebración de procedimientos de licitación. 
Como requisito esencial en la prestación de 
servicios mediante tecnologías que usen el dominio 
público radioeléctrico, se establece el respeto a los 
límites de las emisiones radioeléctricas establecidas 
en la normativa vigente. 

La ley también tiene como objetivo el 
establecimiento de una serie de criterios que guíen 
la actuación en la imposición de tasas que 
afecten a los servicios de telecomunicaciones. 
Distingue entre aquellas tasas que respondan a la 
necesidad de compensar actuaciones 
administrativas, donde la cuantía se fijará en 
función de su coste, de aquellas impuestas sobre el 
uso de recursos asociados, como el dominio 
público, las frecuencias o la numeración. En este 
último caso se perseguirá garantizar su uso óptimo, 
teniendo en cuenta el valor del bien y su escasez. 
Como principios básicos de estas exacciones se 
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establecen la transparencia, la proporcionalidad y 
su justificación objetiva. 

En la tipificación de infracciones y la 
imposición de las correspondientes sanciones se 
han reforzado las potestades administrativas, como 
necesario contrapunto a una mayor simplificación 
en las condiciones para obtener la habilitación 
para prestar servicios. Con ello, el control «ex ante» 
que suponía la obtención de una autorización 
individualizada para cada operador con la Ley 
11/1998, de 24 de abril, General de 
Telecomunicaciones, viene a ser sustituido por uno 
«ex post», mediante la posibilidad de obtener 
información de los operadores, de imponer 
medidas cautelares en el procedimiento 
sancionador o de inhabilitar a las empresas que 
cometan infracciones muy graves. 

En sus disposiciones adicionales y transitorias, 
la ley aborda ciertos problemas derivados de su 
entrada en vigor o conexos con esta regulación. 
Entre ellos, cabe destacar la adaptación 
automática prevista para los títulos habilitantes 
anteriores a esta ley, que será llevada a cabo por 
la Comisión del Mercado de las 
Telecomunicaciones. 

 TÍTULO I 
Disposiciones generales 
   Artículo  1. Objeto de la ley. 
1. El objeto de esta ley es la regulación de las 

telecomunicaciones, que comprenden la 
explotación de las redes y la prestación de los 
servicios de comunicaciones electrónicas y los 
recursos asociados, de conformidad con el artículo 
149.1.21.ª de la Constitución. 

2. Quedan excluidos del ámbito de esta ley 
el régimen aplicable a los contenidos de carácter 
audiovisual transmitidos a través de las redes, así 
como el régimen básico de los medios de 
comunicación social de naturaleza audiovisual a 
que se refiere el artículo 149.1.27.ª de la 
Constitución. 

Asimismo, se excluye del ámbito de esta ley 
la regulación de los servicios que suministren 
contenidos transmitidos mediante redes y servicios 
de comunicaciones electrónicas, de las 
actividades que consistan en el ejercicio del 
control editorial sobre dichos contenidos y los 
servicios de la Sociedad de la Información, 
regulados en la Ley 34/2002, de 11 de julio, de 
servicios de la sociedad de la información y de 
comercio electrónico, que no consistan, en su 
totalidad o principalmente, en el transporte de 
señales a través de redes de comunicaciones 
electrónicas. 

   Artículo  2. Las telecomunicaciones como 
servicios de interés general. 

1. Las telecomunicaciones son servicios de 
interés general que se prestan en régimen de libre 
competencia.  

2. Sólo tienen la consideración de servicio 
público o están sometidos a obligaciones de 
servicio público los servicios regulados en el artículo 
4 y en el título III de esta ley. 

La imposición de obligaciones de servicio 
público perseguirá la consecución de los objetivos 
establecidos en el artículo 3 de esta ley y podrá 
recaer sobre los operadores que obtengan 
derechos de ocupación del dominio público o de 
la propiedad privada, de derechos de uso del 
dominio público radioeléctrico, o que ostenten la 
condición de operador con poder significativo en 
un determinado mercado de referencia. 

 Artículo 3. Objetivos y principios de la ley. 
Los objetivos y principios de esta ley son los 

siguientes: 
a) Fomentar la competencia efectiva en los 

mercados de telecomunicaciones y, en particular, 
en la explotación de las redes y en la prestación 
de los servicios de comunicaciones electrónicas y 
en el suministro de los recursos asociados a ellos. 
Todo ello promoviendo una inversión eficiente en 
materia de infraestructuras y fomentando la 
innovación. 

b) Garantizar el cumplimiento de las referidas 
condiciones y de las obligaciones de servicio 
público en la explotación de redes y la prestación 
de servicios de comunicaciones electrónicas, en 
especial las de servicio universal. 

c) Promover el desarrollo del sector de las 
telecomunicaciones, así como la utilización de los 
nuevos servicios y el despliegue de redes, y el 
acceso a éstos, en condiciones de igualdad, e 
impulsar la cohesión territorial, económica y social. 

d) Hacer posible el uso eficaz de los recursos 
limitados de telecomunicaciones, como la 
numeración y el espectro radioeléctrico, y la 
adecuada protección de este último, y el acceso 
a los derechos de ocupación de la propiedad 
pública y privada. 

e) Defender los intereses de los usuarios, 
asegurando su derecho al acceso a los servicios 
de comunicaciones electrónicas en adecuadas 
condiciones de elección, precio y calidad, y 
salvaguardar, en la prestación de éstos, la vigencia 
de los imperativos constitucionales, en particular, el 
de no discriminación, el del respeto a los derechos 
al honor, a la intimidad, a la protección de los 
datos personales y al secreto en las 
comunicaciones, el de la protección a la juventud 
y a la infancia y la satisfacción de las necesidades 
de los grupos con necesidades especiales, tales 
como las personas con discapacidad. A estos 
efectos, podrán imponerse obligaciones a los 
prestadores de los servicios para la garantía de 
dichos derechos. 

f) Fomentar, en la medida de lo posible, la 
neutralidad tecnológica en la regulación. 
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En el marco de las funciones relacionadas 
con la defensa civil, corresponde al Ministerio de 
Ciencia y Tecnología estudiar, planear, programar, 
proponer y ejecutar cuantas medidas se 
relacionen con su aportación a la defensa 
nacional en el ámbito de las telecomunicaciones. 

g) Promover el desarrollo de la industria de 
productos y servicios de telecomunicaciones. 

h) Contribuir al desarrollo del mercado 
interior de servicios de comunicaciones 
electrónicas en la Unión Europea. 

   Artículo  4. Servicios de 
telecomunicaciones para la defensa nacional y la 
protección civil. 

1. Las redes, servicios, instalaciones y equipos 
de telecomunicaciones que desarrollen 
actividades esenciales para la defensa nacional 
integran los medios destinados a ésta, se reservan 
al Estado y se rigen por su normativa específica. 

2. El Ministerio de Ciencia y Tecnología es el 
órgano de la Administración General del Estado 
con competencia, de conformidad con la 
legislación específica sobre la materia y lo 
establecido en esta ley, para ejecutar, en la 
medida que le afecte, la política de defensa 
nacional en el sector de las telecomunicaciones, 
con la debida coordinación con el Ministerio de 
Defensa y siguiendo los criterios fijados por éste. 

A tales efectos, los Ministerios de Defensa y 
de Ciencia y Tecnología coordinarán la 
planificación del sistema de telecomunicaciones 
de las Fuerzas Armadas, a fin de asegurar, en la 
medida de lo posible, su compatibilidad con los 
servicios civiles. Asimismo elaborarán los programas 
de coordinación tecnológica precisos que faciliten 
la armonización, homologación y utilización, 
conjunta o indistinta, de los medios, sistemas y 
redes civiles y militares en el ámbito de las 
telecomunicaciones. Para el estudio e informe de 
estas materias, se constituirán los órganos 
interministeriales que se consideren adecuados, 
con la composición y competencia que se 
determinen reglamentariamente. 

3. En los ámbitos de la seguridad pública y 
de la protección civil, en su específica relación con 
el uso de las telecomunicaciones, el Ministerio de 
Ciencia y Tecnología cooperará con el Ministerio 
del Interior y con los órganos responsables de las 
comunidades autónomas con competencias sobre 
las citadas materias. 

4. Los bienes muebles o inmuebles vinculados 
a los centros, establecimientos y dependencias 
afectos a la explotación de las redes y a la 
prestación de los servicios de telecomunicaciones 
dispondrán de las medidas y sistemas de 
seguridad, vigilancia, difusión de información, 
prevención de riesgos y protección que se 
determinen por el Gobierno, a propuesta de los 
Ministerios de Defensa, del Interior o de Ciencia y 

Tecnología, dentro del ámbito de sus respectivas 
competencias. Estas medidas y sistemas deberán 
estar disponibles en las situaciones de normalidad 
o en las de crisis, así como en los supuestos 
contemplados en la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de 
junio, reguladora de los Estados de Alarma, 
Excepción y Sitio, y en la Ley 2/1985, de 21 de 
enero, de Protección Civil. 

5. El Gobierno, con carácter excepcional y 
transitorio, podrá acordar la asunción por la 
Administración General del Estado de la gestión 
directa de determinados servicios o de la 
explotación de ciertas redes de comunicaciones 
electrónicas, de acuerdo con el texto refundido de 
la Ley de Contratos de las Administraciones 
Públicas, aprobado por el Real Decreto Legislativo 
2/2000, de 16 de junio, para garantizar la seguridad 
pública y la defensa nacional. Asimismo, en el caso 
de incumplimiento de las obligaciones de servicio 
público a las que se refiere el título III de esta ley, el 
Gobierno, previo informe preceptivo de la 
Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones, 
e igualmente con carácter excepcional y 
transitorio, podrá acordar la asunción por la 
Administración General del Estado de la gestión 
directa de los correspondientes servicios o de la 
explotación de las correspondientes redes. En este 
último caso, podrá, con las mismas condiciones, 
intervenir la prestación de los servicios de 
comunicaciones electrónicas. 

Los acuerdos de asunción de la gestión 
directa del servicio y de intervención de éste o los 
de intervenir o explotar las redes a los que se refiere 
el párrafo anterior se adoptarán por el Gobierno 
por propia iniciativa o a instancia de una 
Administración pública territorial. En este último 
caso será preciso que la Administración pública 
territorial tenga competencias en materia de 
seguridad o para la prestación de los servicios 
públicos afectados por el anormal funcionamiento 
del servicio o de la red de comunicaciones 
electrónicas. En el supuesto de que el 
procedimiento se inicie a instancia de una 
Administración distinta de la del Estado, aquélla 
tendrá la consideración de interesada y podrá 
evacuar informe con carácter previo a la 
resolución final.  

6. La regulación contenida en esta ley se 
entiende sin perjuicio de lo previsto en la normativa 
específica sobre telecomunicaciones relacionadas 
con la seguridad pública y la defensa nacional.  

[Mediante providencia de 24 de febrero de 
2004, el Tribunal Constitucional ha admitido a 
trámite el recurso de inconstitucionalidad núm. 
581/2004, promovido por el Gobierno de la 
Generalitat de Catalunya, en relación con el 
apartado 5 de este artículo (BOE núm. 59, de 9-03-
2004, p. 10284).] 

TÍTULO II 
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Explotación de redes y prestación de 
servicios de comunicaciones electrónicas en 
régimen de libre competencia 

CAPÍTULO I 
Disposiciones generales 
   Artículo  5. Principios aplicables. 
1. La explotación de las redes y la prestación 

de los servicios de comunicaciones electrónicas se 
realizará en régimen de libre competencia sin más 
limitaciones que las establecidas en esta ley y su 
normativa de desarrollo. 

2. La adquisición de los derechos de uso de 
dominio público radioeléctrico, de ocupación del 
dominio público o de la propiedad privada y de 
los recursos de numeración necesarios para la 
explotación de redes y para la prestación de 
servicios de comunicaciones electrónicas deberá 
realizarse conforme a lo dispuesto en su normativa 
específica. 

   Artículo  6. Requisitos exigibles para la 
explotación de las redes y la prestación de los 
servicios de comunicaciones electrónicas. 

1. Podrán explotar redes y prestar servicios 
de comunicaciones electrónicas a terceros las 
personas físicas o jurídicas nacionales de un Estado 
miembro de la Unión Europea o con otra 
nacionalidad, cuando, en el segundo caso, así 
esté previsto en los acuerdos internacionales que 
vinculen al Reino de España. Para el resto de 
personas físicas o jurídicas, el Gobierno podrá 
autorizar excepciones de carácter general o 
particular a la regla anterior.  

En todo caso, las personas físicas o jurídicas 
que exploten redes o presten servicios de 
comunicaciones electrónicas a terceros deberán 
designar una persona responsable a efecto de 
notificaciones domiciliada en España, sin perjuicio 
de lo que puedan prever los acuerdos 
internacionales. 

2. Los interesados en la explotación de una 
determinada red o en la prestación de un 
determinado servicio de comunicaciones 
electrónicas deberán, con anterioridad al inicio de 
la actividad, notificarlo fehacientemente a la 
Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones 
en los términos que se determinen mediante real 
decreto, sometiéndose a las condiciones previstas 
para el ejercicio de la actividad que pretendan 
realizar. Quedan exentos de esta obligación 
quienes exploten redes y se presten servicios de 
comunicaciones electrónicas en régimen de 
autoprestación. 

3. Cuando la Comisión del Mercado de las 
Telecomunicaciones constate que la notificación 
no reúne los requisitos establecidos en el apartado 
anterior, dictará resolución motivada en un plazo 
máximo de 15 días, no teniendo por realizada 
aquélla. 

   Artículo  7. Registro de operadores.  

Se crea, dependiente de la Comisión del 
Mercado de las Telecomunicaciones, el Registro 
de operadores. Dicho registro será de carácter 
público y su regulación se hará por real decreto. En 
él deberán inscribirse los datos relativos a las 
personas físicas o jurídicas que hayan notificado su 
intención de explotar redes o prestar servicios de 
comunicaciones electrónicas, las condiciones para 
desarrollar la actividad y sus modificaciones. 

   Artículo  8. Condiciones para la prestación 
de servicios o la explotación de redes de 
comunicaciones electrónicas. 

1. La explotación de las redes y la prestación 
de los servicios de comunicaciones electrónicas se 
sujetarán a las condiciones previstas en esta ley y 
su normativa de desarrollo, entre las cuales se 
incluirán las de salvaguarda de los derechos de los 
usuarios finales.  

2. Con arreglo a los principios de objetividad 
y de proporcionalidad, el Gobierno podrá 
modificar las condiciones impuestas previa 
audiencia de los interesados, del Consejo de 
Consumidores y Usuarios y, en su caso, de las 
asociaciones más representativas de los restantes 
usuarios, e informe de la Comisión del Mercado de 
las Telecomunicaciones. La modificación se 
realizará mediante real decreto, que establecerá 
un plazo para que los operadores se adapten a 
aquélla.  

3. Las entidades públicas o privadas que, de 
acuerdo con la legislación vigente, tengan 
derechos especiales o exclusivos para la 
prestación de servicios en otro sector económico y 
que exploten redes públicas o presten servicios de 
comunicaciones electrónicas disponibles al 
público deberán llevar cuentas separadas y 
auditadas para sus actividades de 
comunicaciones electrónicas, o establecer una 
separación estructural para las actividades 
asociadas con la explotación de redes o la 
prestación de servicios de comunicaciones 
electrónicas. Mediante real decreto podrá 
establecerse la exención de esta obligación para 
las entidades cuyo volumen de negocios anual en 
actividades asociadas con las redes o servicios de 
comunicaciones electrónicas sea inferior a 50 
millones de euros. 

4. La explotación de redes o la prestación de 
servicios de comunicaciones electrónicas por las 
Administraciones públicas, directamente o a través 
de sociedades en cuyo capital participen 
mayoritariamente, se ajustará a lo dispuesto en 
esta ley y sus normas de desarrollo y se realizará 
con la debida separación de cuentas y con 
arreglo a los principios de neutralidad, 
transparencia y no discriminación. La Comisión del 
Mercado de las Telecomunicaciones podrá 
imponer condiciones especiales que garanticen la 
no distorsión de la libre competencia. 
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   Artículo  9. Obligaciones de suministro de 
información. 

1. Las Autoridades Nacionales de 
Reglamentación podrán, en el ámbito de su 
actuación, requerir a las personas físicas o jurídicas 
que exploten redes o presten servicios de 
comunicaciones electrónicas, la información 
necesaria para el cumplimiento de alguna de las 
siguientes finalidades: 

a) Comprobar el cumplimiento de las 
obligaciones que resulten de los derechos de uso 
del dominio público radioeléctrico, de la 
numeración o de la ocupación del dominio 
público o de la propiedad privada.  

b) Satisfacer necesidades estadísticas o de 
análisis.  

c) Evaluar la procedencia de las solicitudes 
de derechos de uso del dominio público 
radioeléctrico y de la numeración. 

d) La publicación de síntesis comparativas 
sobre precios y calidad de los servicios, en interés 
de los usuarios. 

e) Elaborar análisis que permitan la definición 
de los mercados de referencia, la determinación 
de los operadores encargados de prestar el 
servicio universal y el establecimiento de 
condiciones específicas a los operadores con 
poder significativo de mercado en aquéllos.  

f) Cumplir los requerimientos que vengan 
impuestos en el ordenamiento jurídico. 

g) Comprobar el cumplimiento del resto de 
obligaciones nacidas de esta ley. 

Esta información, excepto aquella a la que 
se refiere el párrafo c), no podrá exigirse antes del 
inicio de la actividad y se suministrará en el plazo 
que se establezca en cada requerimiento, 
atendidas las circunstancias del caso. Las 
Autoridades Nacionales de Reglamentación 
garantizarán la confidencialidad de la información 
suministrada que pueda afectar al secreto 
comercial o industrial.  

2. Las solicitudes de información que se 
realicen de conformidad con el apartado anterior 
habrán de ser motivadas y proporcionadas al fin 
perseguido. 

 CAPÍTULO II 
Mercados de referencia y operadores con 

poder significativo en el mercado 
   Artículo  10. Mercados de referencia y 

operadores con poder significativo en el mercado. 
1. La Comisión del Mercado de las 

Telecomunicaciones, teniendo en cuenta las 
Directrices de la Comisión Europea para el análisis 
de mercados y determinación de operadores con 
peso significativo en el mercado, así como la 
Recomendación de Mercados Relevantes, 
definirá, mediante resolución publicada en el 
«Boletín Oficial del Estado», los mercados de 
referencia relativos a redes y servicios de 

comunicaciones electrónicas, entre los que se 
incluirán los correspondientes mercados de 
referencia al por mayor y al por menor, y el ámbito 
geográfico de los mismos, cuyas características 
pueden justificar la imposición de obligaciones 
específicas. 

2. Asimismo, la Comisión del Mercado de las 
Telecomunicaciones llevará a cabo, como mínimo 
cada dos años, un análisis de los citados 
mercados, teniendo en cuenta las directrices 
establecidas por la Comisión Europea. Dicho 
análisis se realizará previo informe del Servicio de 
Defensa de la Competencia. 

3. El análisis a que s refiere el apartado 
anterior tendrá como finalidad determinar si los 
distintos mercados de referencia se desarrollan en 
un entorno de competencia efectiva. En caso 
contrario, la Comisión del Mercado de las 
Telecomunicaciones identificará y hará públicos el 
operador u operadores que poseen un poder 
significativo en cada mercado considerado.  

Cuando un operador u operadores tengan, 
individual o conjuntamente, poder significativo en 
un mercado de referencia, la Comisión del 
Mercado de las Telecomunicaciones podrá 
declarar que lo tienen también en otro mercado 
de referencia estrechamente relacionado con el 
anterior cuando los vínculos entre ambos sean 
tales que resulte posible hacer que el poder que se 
tiene en un mercado produzca repercusiones en el 
otro, reforzando de esta manera el poder en el 
mercado del operador. 

4. En aquellos mercados en que se constate 
la inexistencia de un entorno de competencia 
efectiva, la Comisión del Mercado de las 
Telecomunicaciones podrá imponer, mantener o 
modificar determinadas obligaciones específicas a 
los operadores que, de conformidad con el 
apartado anterior, hayan sido identificados como 
operadores con poder significativo en dichos 
mercados. En la imposición de dichas obligaciones 
se otorgará preferencia a las medidas en materia 
de acceso, interconexión, selección y preselección 
frente a otras con mayor incidencia en la libre 
competencia.  

Las obligaciones específicas a que se 
refieren los párrafos anteriores se basarán en la 
naturaleza del problema identificado, serán 
proporcionadas y estarán justificadas en el 
cumplimiento de los objetivos del artículo 3 de esta 
ley. Dichas obligaciones se mantendrán en vigor 
durante el tiempo estrictamente imprescindible.  

A la hora de imponer obligaciones 
específicas, se tomarán en consideración, en su 
caso, las condiciones peculiares presentes en 
nuevos mercados en expansión, esto es, aquellos 
con perspectivas de crecimiento elevadas y 
niveles reducidos de contratación por los usuarios y 
en los que todavía no se ha alcanzado una 
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estructura estable, para evitar que se limite o 
retrase su desarrollo.  

5. En los mercados en los que se constate la 
existencia de competencia efectiva, la Comisión 
del Mercado de las Telecomunicaciones suprimirá 
las obligaciones específicas que, en su caso, 
tuvieran impuestas los operadores por haber sido 
declarados con poder significativo en dichos 
mercados. 

6. Reglamentariamente, el Gobierno 
establecerá las obligaciones específicas para los 
mercados de referencia previstas en este artículo, 
entre las que se incluirán las recogidas en el 
artículo 13 de esta ley y las relativas a los mercados 
al por menor, así como las condiciones para su 
imposición, modificación o supresión. 

 CAPÍTULO III 
Acceso a las redes y recursos asociados e 

interconexión 
 Artículo 11. Principios generales aplicables al 

acceso a las redes y recursos asociados y a su 
interconexión. 

1. Este capítulo y su desarrollo reglamentario 
serán aplicables a la interconexión y a los accesos 
a redes públicas de comunicaciones electrónicas y 
a sus recursos asociados, salvo que el beneficiario 
del acceso sea un usuario final. 

2. Los operadores de redes públicas de 
comunicaciones electrónicas tendrán el derecho 
y, cuando se solicite por otros operadores de redes 
públicas de comunicaciones electrónicas, la 
obligación de negociar la interconexión mutua 
con el fin de prestar servicios de comunicaciones 
electrónicas disponibles al público, con el objeto 
de garantizar así la prestación de servicios y su 
interoperabilidad. 

3. No existirán restricciones que impidan que 
los operadores negocien entre sí acuerdos de 
acceso o interconexión. La persona física o jurídica 
habilitada para explotar redes o prestar servicios 
en otro Estado miembro de la Unión Europea que 
solicite acceso o interconexión en España no 
necesitará llevar a cabo la notificación a la que se 
refiere el artículo 6 de la ley, cuando no explote 
redes ni preste servicios de comunicaciones 
electrónicas en el territorio nacional. 

4. La Comisión del Mercado de las 
Telecomunicaciones podrá intervenir en las 
relaciones entre operadores, a petición de 
cualquiera de las partes implicadas, o de oficio 
cuando esté justificado, con objeto de fomentar y, 
en su caso, garantizar la adecuación del acceso, 
la interconexión y la interoperabilidad de los 
servicios, así como la consecución de los objetivos 
establecidos en el artículo 3. Asimismo, el Ministerio 
de Ciencia y tecnología podrá actuar, en el 
ámbito de sus competencias, para conseguir los 
citados objetivos.  

5. Las obligaciones y condiciones que se 
impongan de conformidad con este capítulo serán 
objetivas, transparentes, proporcionadas y no 
discriminatorias.  

6. Los operadores que obtengan información 
de otros, en el proceso de negociación de 
acuerdos de acceso o interconexión, destinarán 
dicha información exclusivamente a los fines para 
los que les fue facilitada y respetarán en todo 
momento la confidencialidad de la información 
transmitida o almacenada, en especial respecto 
de terceros, incluidos otros departamentos de la 
propia empresa, filiales o asociados. 

   Artículo  12. Condiciones aplicables al 
acceso a las redes y recursos asociados y a su 
interconexión. 

1. Cuando se impongan obligaciones a un 
operador de redes públicas de comunicaciones 
electrónicas para que facilite acceso, la Comisión 
del Mercado de las Telecomunicaciones podrá 
establecer determinadas condiciones técnicas u 
operativas al citado operador o a los beneficiarios 
de dicho acceso cuando ello sea necesario para 
garantizar el funcionamiento normal de la red, 
conforme se establezca reglamentariamente. 

2. La Comisión del Mercado de las 
Telecomunicaciones, en la medida en que sea 
necesario garantizar la posibilidad de conexión de 
extremo a extremo, podrá imponer obligaciones a 
los operadores que controlen el acceso a los 
usuarios finales, incluida, en casos justificados, la 
obligación de interconectar sus redes cuando no 
lo hayan hecho. 

   Artículo  13. Obligaciones aplicables a los 
operadores con poder significativo en mercados 
de referencia. 

1. La Comisión del Mercado de las 
Telecomunicaciones, en la forma y en las 
condiciones que se determinen en desarrollo del 
apartado 6 del artículo 10, podrá imponer a los 
operadores que, de conformidad con dicho 
artículo, hayan sido declarados con poder 
significativo en el mercado obligaciones en 
materia de: 

a) Transparencia, en relación con la 
interconexión y el acceso, conforme a las cuales 
los operadores deberán hacer público 
determinado tipo de información, como la relativa 
a contabilidad, especificaciones técnicas, 
características de las redes, condiciones de 
suministro y utilización, y precios. En particular, 
cuando se impongan obligaciones de no 
discriminación a un operador, se le podrá exigir 
que publique una oferta de referencia. 

b) No discriminación, que garantizarán, en 
particular, que el operador aplique condiciones 
equivalentes en circunstancias semejantes a otros 
operadores que presten servicios equivalentes y 
proporcione a terceros servicios e información de 
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la misma calidad que los que proporcione para sus 
propios servicios o los de sus filiales o asociados y 
en las mismas condiciones.  

c) Separación de cuentas, en el formato y 
con la metodología que, en su caso, se 
especifiquen. 

d) Acceso a recursos específicos de las redes 
y a su utilización. 

e) Control de precios, tales como la 
orientación de los precios en función de los costes, 
y contabilidad de costes, para evitar precios 
excesivos o la compresión de los precios en 
detrimento de los usuarios finales.  

2. En circunstancias excepcionales y 
debidamente justificadas, la Comisión del 
Mercado de las Telecomunicaciones, previo 
sometimiento al mecanismo de consulta previsto 
en la disposición adicional octava, podrá imponer 
obligaciones relativas al acceso o a la 
interconexión que no se limiten a las materias 
enumeradas en el apartado anterior, así como a 
operadores que no hayan sido declarados con 
poder significativo en el mercado. 

   Artículo  14. Resolución de conflictos. 
1. De los conflictos en materia de 

obligaciones de interconexión y acceso derivadas 
de esta ley y de sus normas de desarrollo conocerá 
la Comisión del Mercado de las 
Telecomunicaciones. Ésta, previa audiencia de las 
partes, dictará resolución vinculante sobre los 
extremos objeto del conflicto, en el plazo máximo 
de cuatro meses a partir del momento en que se 
pida su intervención, sin perjuicio de que puedan 
adoptarse medidas provisionales hasta el 
momento en que se dicte la resolución definitiva. 

2. En caso de producirse un conflicto 
transfronterizo en el que una de las partes esté 
radicada en otro Estado miembro de la Unión 
Europea, la Comisión del Mercado de las 
Telecomunicaciones, en caso de que cualquiera 
de las partes así lo solicite, coordinará, en los 
términos que se establezcan mediante real 
decreto, sus esfuerzos para encontrar una solución 
al conflicto con la otra u otras autoridades 
nacionales de reglamentación afectadas.  

   Artículo  15. Normas técnicas. 
La Comisión del Mercado de las 

Telecomunicaciones, en los acuerdos de acceso e 
interconexión, fomentará el uso de las normas o 
especificaciones técnicas identificadas en la 
relación que la Comisión Europea elabore a tal 
efecto, que se publicarán en el «Boletín Oficial del 
Estado» cuando hayan sido declaradas de uso 
obligatorio, para garantizar la interoperabilidad de 
los servicios y para potenciar la libertad de 
elección de los usuarios. 

En defecto de dichas normas, la Comisión 
del Mercado de las Telecomunicaciones 
fomentará la aplicación de las normas, 

especificaciones o recomendaciones que se 
aprueben por los organismos europeos o, en 
ausencia de éstas, por los organismos 
internacionales de normalización.  

 CAPÍTULO IV 
Numeración, direccionamiento y 

denominación 
   Artículo  16. Principios generales. 
1. Para los servicios de comunicaciones 

electrónicas disponibles al público se 
proporcionarán los números y direcciones que se 
necesiten para permitir su efectiva prestación, 
tomándose esta circunstancia en consideración en 
los planes nacionales de numeración y 
direccionamiento, respectivamente. 

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el 
apartado anterior, la regulación de los nombres de 
dominio de internet bajo el indicativo del país 
correspondiente a España («.es») se regirá por su 
normativa específica.  

3. Corresponde al Gobierno la aprobación 
de los planes nacionales de numeración y, en su 
caso, de direccionamiento y nombres, teniendo en 
cuenta las decisiones aplicables que se adopten 
en el seno de las organizaciones y los foros 
internacionales. El procedimiento y los plazos para 
la asignación de números, así como las 
condiciones asociadas al uso de los números, que 
serán no discriminatorias, proporcionadas y 
transparentes, se establecerán 
reglamentariamente. Transcurrido el plazo máximo 
sin haberse notificado la resolución expresa, se 
podrá entender desestimada la solicitud por 
silencio administrativo. 

4. Corresponde a la Comisión del Mercado 
de las Telecomunicaciones la gestión y control de 
los planes nacionales de numeración y de códigos 
de puntos de señalización. Mediante real decreto 
se determinarán las entidades encargadas de la 
gestión y control de otros planes nacionales de 
direccionamiento y, en su caso, de nombres. 

5. Los operadores a los que se haya 
asignado una serie de números no podrán 
discriminar a otros operadores en lo que se refiere 
a las secuencias de números utilizadas para dar 
acceso a los servicios de éstos.  

6. Los operadores que exploten redes 
públicas telefónicas o presten servicios telefónicos 
disponibles al público deberán cursar las llamadas 
que se efectúen a los rangos de numeración 
telefónica nacional, al espacio europeo de 
numeración telefónica y a otros rangos de 
numeración internacional, en los términos que se 
especifiquen en los planes nacionales de 
numeración o en sus disposiciones de desarrollo. 

7. La asignación de recursos públicos de 
numeración no supondrá el otorgamiento de más 
derechos que el de su uso conforme a lo que se 
establece en esta ley. Todos los operadores y, en 
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su caso, los fabricantes y los comerciantes estarán 
obligados a tomar las medidas necesarias para el 
cumplimiento de las decisiones que se adopten 
por el Ministerio de Ciencia y Tecnología o por la 
Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones, 
en el ámbito de sus respectivas competencias 
sobre numeración, direcciones y nombres. Los 
usuarios finales tendrán, en los términos que 
determine la normativa de desarrollo de la ley, 
acceso a la numeración. Esta normativa podrá 
prever, cuando esté justificado, el acceso por los 
usuarios finales a los números de forma directa e 
independiente de los operadores para 
determinados rangos que se definan en los planes 
nacionales de numeración o en sus disposiciones 
de desarrollo. 

   Artículo  17. Planes nacionales.  
1. Los planes nacionales y sus disposiciones 

de desarrollo designarán los servicios para los que 
puedan utilizarse los números y, en su caso, 
direcciones y nombres correspondientes, incluido 
cualquier requisito relacionado con la prestación 
de tales servicios. 

2. El contenido de los citados planes y el de 
los actos derivados de su desarrollo y gestión serán 
públicos, salvo en lo relativo a materias que 
puedan afectar a la seguridad nacional. 

3. A fin de cumplir con las obligaciones y 
recomendaciones internacionales o para 
garantizar la disponibilidad suficiente de números, 
direcciones y nombres, el Ministerio de Ciencia y 
Tecnología, de oficio o a instancia de la entidad 
encargada de la gestión y control del plan 
nacional correspondiente y mediante orden 
ministerial publicada en el «Boletín Oficial del 
Estado», podrá modificar la estructura y la 
organización de los planes nacionales o, en 
ausencia de éstos o de planes específicos para 
cada servicio, establecer medidas sobre la 
utilización de los recursos numéricos y 
alfanuméricos necesarios para la prestación de los 
servicios. Se habrán de tener en cuenta, a tales 
efectos, los intereses de los afectados y los gastos 
de adaptación que, de todo ello, se deriven para 
los operadores y para los usuarios. Las 
modificaciones que se pretendan realizar deberán 
ser publicadas antes de su entrada en vigor y con 
una antelación suficiente. 

4. Los planes nacionales y sus disposiciones 
de desarrollo podrán establecer procedimientos 
de selección competitiva o comparativa para la 
asignación de números y nombres con valor 
económico excepcional.  

   Artículo  18. Conservación de los números 
telefónicos por los abonados. 

Los operadores que exploten redes públicas 
telefónicas o presten servicios telefónicos 
disponibles al público garantizarán que los 
abonados a dichos servicios puedan conservar, 

previa solicitud, los números que les hayan sido 
asignados, con independencia del operador que 
preste el servicio. Mediante real decreto se fijarán 
los supuestos a los que sea de aplicación la 
conservación de números, así como los aspectos 
técnicos y administrativos necesarios para que ésta 
se lleve a cabo. 

Los costes derivados de la actualización de 
los elementos de la red y de los sistemas necesarios 
para hacer posible la conservación de los números 
deberán ser sufragados por cada operador sin 
que, por ello, tengan derecho a percibir 
indemnización alguna. Los demás costes que 
produzca la conservación de los números 
telefónicos se repartirán, a través del oportuno 
acuerdo, entre los operadores afectados por el 
cambio. A falta de acuerdo, resolverá la Comisión 
del Mercado de las Telecomunicaciones. Los 
precios de interconexión para la aplicación de las 
facilidades de conservación de los números 
habrán de estar orientados en función de los 
costes y, en caso de imponerse cuotas directas a 
los abonados, no deberán tener, en ningún caso, 
efectos disuasorios para el uso de dichas 
facilidades.  

   Artículo  19. Selección de operador. 
Los operadores que, de conformidad con el 

artículo 10, hayan sido declarados con poder 
significativo en el suministro de conexión a la red 
telefónica pública y utilización de ésta desde una 
ubicación fija, permitirán a sus abonados, en los 
términos que reglamentariamente se determinen 
por el Gobierno, el acceso a los servicios de 
cualquier proveedor interconectado de servicios 
telefónicos disponibles al público en cada 
llamada, mediante la marcación de un código de 
selección de operador, y por preselección, con 
posibilidad de anularla llamada a llamada 
mediante marcación de un código de selección 
de operador. Los precios de interconexión 
relacionados con las facilidades arriba 
mencionadas se establecerán en función de los 
costes. 

Asimismo, mediante real decreto se podrán 
establecer obligaciones de selección y 
preselección de operador en redes distintas de las 
mencionadas en el párrafo anterior. 

La obligación de confidencialidad 
contemplada en el apartado 6 del artículo 11 es 
aplicable a los operadores respecto de los 
procesos de negociación de acuerdos de 
preselección.  

 TÍTULO III 
Obligaciones de servicio público y derechos 

y obligaciones de carácter público en la 
explotación de redes y en la prestación de 
servicios de comunicaciones electrónicas 

CAPÍTULO I 
Obligaciones de servicio público 
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SECCIÓN 1.ª DELIMITACIÓN 
   Artículo  20. Delimitación de las 

obligaciones de servicio público. 
1. Este capítulo tiene por objeto garantizar la 

existencia de servicios de comunicaciones 
electrónicas disponibles al público, de adecuada 
calidad en todo el territorio nacional a través de 
una competencia y una libertad de elección 
reales, y tratar las circunstancias en que las 
necesidades de los usuarios finales no se vean 
atendidas de manera satisfactoria por el mercado.  

2. Los operadores se sujetarán al régimen de 
obligaciones de servicio público y de carácter 
público, de acuerdo con lo establecido en este 
título. Cuando se impongan obligaciones de 
servicio público, conforme a lo dispuesto en este 
capítulo, se aplicará con carácter supletorio el 
régimen establecido para la concesión de servicio 
público determinado por el texto refundido de la 
Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2000, 
de 16 de junio. 

3. El cumplimiento de las obligaciones de 
servicio público en la explotación de redes 
públicas y en la prestación de servicios de 
comunicaciones electrónicas para los que 
aquéllas sean exigibles se efectuará con respeto a 
los principios de igualdad, transparencia, no 
discriminación, continuidad, adaptabilidad, 
disponibilidad y permanencia y conforme a los 
términos y condiciones que reglamentariamente se 
determinen. 

4. Corresponde al Ministerio de Ciencia y 
Tecnología el control y el ejercicio de las 
facultades de la Administración relativas a las 
obligaciones de servicio público y de carácter 
público a que se refiere este artículo.  

   Artículo  21. Categorías de obligaciones de 
servicio público. 

Los operadores están sometidos a las 
siguientes categorías de obligaciones de servicio 
público:  

a) El servicio universal en los términos 
contenidos en la sección 2.ª de este capítulo. 

b) Otras obligaciones de servicio público 
impuestas por razones de interés general, en la 
forma y con las condiciones establecidas en la 
sección 3.ª de este capítulo. 

 SECCIÓN 2.ª EL SERVICIO UNIVERSAL 
   Artículo  22. Concepto y ámbito de 

aplicación. 
1. Se entiende por servicio universal el 

conjunto definido de servicios cuya prestación se 
garantiza para todos los usuarios finales con 
independencia de su localización geográfica, con 
una calidad determinada y a un precio asequible. 

Bajo el mencionado concepto de servicio 
universal se deberá garantizar, en los términos y 

condiciones que reglamentariamente se 
determinen por el Gobierno: 

a) Que todos los usuarios finales puedan 
obtener una conexión a la red telefónica pública 
desde una ubicación fija y acceder a la prestación 
del servicio telefónico disponible al público, 
siempre que sus solicitudes se consideren 
razonables en los términos que 
reglamentariamente se determinen. La conexión 
debe ofrecer al usuario final la posibilidad de 
efectuar y recibir llamadas telefónicas y permitir 
comunicaciones de fax y datos a velocidad 
suficiente para acceder de forma funcional a 
internet. 

b) Que se ponga a disposición de los 
abonados al servicio telefónico disponible al 
público una guía general de números de 
abonados, ya sea impresa o electrónica, o ambas, 
y se actualice, como mínimo, una vez al año. 
Asimismo, que se ponga a disposición de todos los 
usuarios finales de dicho servicio, incluidos los 
usuarios de teléfonos públicos de pago, al menos 
un servicio de información general sobre números 
de abonados. Todos los abonados al servicio 
telefónico disponible al público tendrán derecho a 
figurar en la mencionada guía general, sin 
perjuicio, en todo caso, del respeto a las normas 
que regulen la protección de los datos personales 
y el derecho a la intimidad. 

c) Que exista una oferta suficiente de 
teléfonos públicos de pago, en todo el territorio 
nacional, que satisfaga razonablemente las 
necesidades de los usuarios finales, en cobertura 
geográfica, en número de aparatos, accesibilidad 
de estos teléfonos por los usuarios con 
discapacidades y calidad de los servicios, y que 
sea posible efectuar gratuitamente llamadas de 
emergencia desde los teléfonos públicos de pago 
sin tener que utilizar ninguna forma de pago, 
utilizando el número único de llamadas de 
emergencia 112 y otros números de emergencia 
españoles. 

d) Que los usuarios finales con discapacidad 
tengan acceso al servicio telefónico disponible al 
público desde una ubicación fija y a los demás 
elementos del servicio universal citados en este 
artículo en condiciones equiparables a las que se 
ofrecen al resto de usuarios finales. 

e) Que, cuando así se establezca 
reglamentariamente, se ofrezcan a los 
consumidores que sean personas físicas, de 
acuerdo con condiciones transparentes, públicas y 
no discriminatorias, opciones o paquetes de tarifas 
que difieran de las aplicadas en condiciones 
normales de explotación comercial, con objeto de 
garantizar, en particular, que las personas con 
necesidades sociales especiales puedan tener 
acceso al servicio telefónico disponible al público 
o hacer uso de éste. 
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f) Que se apliquen, cuando proceda, 
opciones tarifarias especiales o limitaciones de 
precios, tarifas comunes, equiparación geográfica 
u otros regímenes similares, de acuerdo con 
condiciones transparentes, públicas y no 
discriminatorias. 

2. Reglamentariamente se podrán adoptar 
medidas a fin de garantizar que los usuarios finales 
con discapacidad también puedan beneficiarse 
de la capacidad de elección de operadores de 
que disfruta la mayoría de los usuarios finales. 
Asimismo, podrán establecerse sistemas de ayuda 
directa a los consumidores que sean personas 
físicas con rentas bajas o con necesidades sociales 
especiales. 

3. Todas las obligaciones que se incluyen en 
el servicio universal estarán sujetas a los 
mecanismos de financiación que se establecen en 
el artículo 24. 

4. El Gobierno, de conformidad con la 
normativa comunitaria, podrá revisar el alcance 
de las obligaciones de servicio universal. 

   Artículo  23. Prestación del servicio 
universal. 

1. El Ministerio de Ciencia y Tecnología podrá 
designar uno o más operadores para que 
garanticen la prestación del servicio universal a 
que se refiere el artículo anterior, de manera que 
quede cubierta la totalidad del territorio nacional. 
A estos efectos podrán designarse operadores 
diferentes para la prestación de diversos elementos 
del servicio universal y abarcar distintas zonas del 
territorio nacional. 

2. El sistema de designación de operadores 
encargados de garantizar la prestación de los 
servicios, prestaciones y ofertas del servicio 
universal se establecerá mediante real decreto, 
con sujeción a los principios de eficacia, 
objetividad, transparencia y no discriminación. En 
todo caso, contemplará un mecanismo de 
licitación pública para todos o algunos de dichos 
servicios, prestaciones y ofertas, que, con pleno 
respeto de los derechos anteriormente señalados, 
deberá utilizarse cuando de un proceso de 
consulta pública resulte que varios operadores 
están interesados en ser designados para 
garantizar la prestación del servicio universal en 
una zona geográfica determinada, con carácter 
exclusivo o en competencia con otros operadores. 
Estos procedimientos de designación se podrán 
utilizar como medio para determinar el coste neto 
derivado de las obligaciones asignadas, a los 
efectos de lo dispuesto en el artículo 24.1. 

   Artículo  24. Coste y financiación del 
servicio universal. 

1. La Comisión del Mercado de las 
Telecomunicaciones determinará si la obligación 
de la prestación del servicio universal puede 
implicar una carga injustificada para los 

operadores obligados a su prestación. En caso de 
que se considere que puede existir dicha carga 
injustificada, el coste neto de prestación del 
servicio universal será determinado 
periódicamente de acuerdo con los 
procedimientos de designación previstos en el 
artículo 23.2, o en función del ahorro neto que el 
operador conseguiría si no tuviera la obligación de 
prestar el servicio universal. Este ahorro neto se 
calculará de acuerdo con el procedimiento que se 
establezca reglamentariamente. 

2. El coste neto de la obligación de 
prestación del servicio universal será financiado por 
un mecanismo de compensación, en condiciones 
de transparencia, por todas o determinadas 
categorías de operadores en las condiciones 
fijadas en los apartados siguientes de este artículo. 
Mediante real decreto se fijarán los términos y 
condiciones en los que se harán efectivas las 
aportaciones al citado mecanismo de 
compensación. 

3. En caso de aplicarse total o parcialmente 
un mecanismo de reparto entre los operadores 
referidos en el apartado anterior y una vez fijado 
este coste, la Comisión del Mercado de las 
Telecomunicaciones determinará las aportaciones 
que correspondan a cada uno de los operadores 
con obligaciones de contribución a la financiación 
del servicio universal.  

Dichas aportaciones, así como, en su caso, 
las deducciones y exenciones aplicables, se fijarán 
en las condiciones que se establezcan en el 
reglamento citado en el apartado anterior.  

Las aportaciones recibidas se depositarán en 
el Fondo nacional del servicio universal, que se 
crea por esta ley.  

4. El Fondo nacional del servicio universal 
tiene por finalidad garantizar la financiación del 
servicio universal. Los activos en metálico 
procedentes de los operadores con obligaciones 
de contribuir a la financiación del servicio universal 
se depositarán en este fondo, en una cuenta 
específica designada a tal efecto. Los gastos de 
gestión de esta cuenta serán deducidos de su 
saldo, y los rendimientos que éste genere, si los 
hubiere, minorarán la contribución de los 
aportantes. 

En la cuenta podrán depositarse aquellas 
aportaciones que sean realizadas por cualquier 
persona física o jurídica que desee contribuir, 
desinteresadamente, a la financiación de 
cualquier prestación propia del servicio universal. 

Los operadores sujetos a obligaciones de 
prestación del servicio universal recibirán de este 
fondo la cantidad correspondiente al coste neto 
que les supone dicha obligación, calculado según 
el procedimiento establecido en este artículo. 

La Comisión del Mercado de las 
Telecomunicaciones se encargará de la gestión 
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del Fondo nacional del servicio universal. Mediante 
real decreto se determinará su estructura, 
organización, mecanismos de control y la forma y 
plazos en los que se realizarán las aportaciones. 
Asimismo podrá prever la existencia de un 
mecanismo de compensación directa entre 
operadores cuando la magnitud del coste no 
justifique los costes de gestión del fondo. 

 SECCIÓN 3.ª OTRAS OBLIGACIONES DE 
SERVICIO PÚBLICO 

   Artículo  25. Otras obligaciones de servicio 
público. 

1. El Gobierno podrá, por necesidades de la 
defensa nacional, de la seguridad pública o de los 
servicios que afecten a la seguridad de las 
personas o a la protección civil, imponer otras 
obligaciones de servicio público distintas de las de 
servicio universal a los operadores.  

2. El Gobierno podrá, asimismo, imponer 
otras obligaciones de servicio público, previo 
informe de la Comisión del Mercado de las 
Telecomunicaciones, motivadas por: 

a) Razones de cohesión territorial. 
b) Razones de extensión del uso de nuevos 

servicios y tecnologías, en especial a la sanidad, a 
la educación, a la acción social y a la cultura. 

c) Razones de facilitar la comunicación 
entre determinados colectivos que se encuentren 
en circunstancias especiales y estén 
insuficientemente atendidos con la finalidad de 
garantizar la suficiencia de su oferta. 

d) Por necesidad de facilitar la disponibilidad 
de servicios que comporten la acreditación de 
fehaciencia del contenido del mensaje remitido o 
de su remisión o recepción. 

3. Mediante real decreto se regulará el 
procedimiento de imposición de las obligaciones a 
las que se refiere el apartado anterior y su forma 
de financiación. 

4. En cualquier caso, la obligación de 
encaminar las llamadas a los servicios de 
emergencia sin derecho a contraprestación 
económica de ningún tipo deberá ser asumida 
tanto por los operadores que presten servicios 
telefónicos disponibles al público como por los que 
exploten redes telefónicas públicas. Esta 
obligación se impondrá a dichos operadores 
respecto de las llamadas dirigidas al número 
telefónico 112 de atención a emergencias y a 
otros que se determinen mediante real decreto, 
incluidas aquellas que se efectúen desde teléfonos 
públicos de pago, sin que sea necesario utilizar 
ninguna forma de pago en estos casos. Asimismo, 
se establecerán las condiciones para que pongan 
a disposición de las autoridades receptoras de 
dichas llamadas la información relativa a la 
ubicación de su procedencia, en la medida en 
que ello sea técnicamente viable. En todo caso, el 
servicio de llamadas de emergencia será gratuito 

para los usuarios, cualquiera que sea la 
Administración pública responsable de su 
prestación y con independencia del tipo de 
terminal que se utilice.  

[Mediante providencia de 24 de febrero de 
2004, el Tribunal Constitucional ha admitido a 
trámite el recurso de inconstitucionalidad núm. 
581/2004, promovido por el Gobierno de la 
Generalitat de Catalunya, en relación con los 
apartados 1 y 2, letras a), b) y c) de este artículo 
(BOE núm. 59, de 9-03-2004, p. 10284).] 

 CAPÍTULO II 
Derechos de los operadores a la ocupación 

del dominio público, a ser beneficiarios en el 
procedimiento de expropiación forzosa y al 
establecimiento a su favor de servidumbres y de 
limitaciones a la propiedad 

   Artículo  26. Derecho de ocupación del 
dominio público. 

1. Los operadores tendrán derecho, en los 
términos de este capítulo, a la ocupación del 
dominio público en la medida en que ello sea 
necesario para el establecimiento de la red 
pública de comunicaciones electrónicas de que 
se trate. 

2. Los órganos encargados de la redacción 
de los distintos instrumentos de planificación 
territorial o urbanística deberán recabar de la 
Administración General del Estado el oportuno 
informe sobre las necesidades de redes públicas 
de comunicaciones electrónicas en el ámbito 
territorial a que se refieran. 

Los instrumentos de planificación territorial o 
urbanística deberán recoger las necesidades de 
redes públicas de comunicaciones electrónicas 
contenidas en los informes emitidos por el Ministerio 
de Ciencia y Tecnología y garantizarán la no 
discriminación entre los operadores y el 
mantenimiento de condiciones de competencia 
efectiva en el sector. 

   Artículo  27. Derecho de ocupación de la 
propiedad privada. 

1. Los operadores también tendrán derecho, 
en los términos de este capítulo, a la ocupación de 
la propiedad privada cuando resulte estrictamente 
necesario para la instalación de la red en la 
medida prevista en el proyecto técnico 
presentado y siempre que no existan otras 
alternativas económicamente viables, ya sea a 
través de su expropiación forzosa o mediante la 
declaración de servidumbre forzosa de paso para 
la instalación de infraestructura de redes públicas 
de comunicaciones electrónicas. 

En ambos casos tendrán la condición de 
beneficiarios en los expedientes que se tramiten, 
conforme a lo dispuesto en la legislación sobre 
expropiación forzosa. 

2. La aprobación del proyecto técnico por el 
órgano competente de la Administración General 
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del Estado llevará implícita, en cada caso 
concreto, la declaración de utilidad pública y la 
necesidad de ocupación para la instalación de 
redes públicas de comunicaciones electrónicas, a 
efectos de lo previsto en la legislación de 
expropiación forzosa.  

3. Con carácter previo a la aprobación del 
proyecto técnico, se recabará informe de la 
comunidad autónoma competente en materia de 
ordenación del territorio, que habrá de ser emitido 
en el plazo máximo de 15 días desde su solicitud. 
No obstante, previa solicitud de la comunidad 
autónoma, este plazo será ampliado hasta dos 
meses si el proyecto afecta a un área geográfica 
relevante. 

4. En las expropiaciones que se lleven a 
cabo para la instalación de redes públicas de 
comunicaciones electrónicas cuyos titulares 
tengan impuestas obligaciones de servicio público 
indicadas en el artículo 22 o en los apartados 1 y 2 
del artículo 25, se seguirá el procedimiento 
especial de urgencia establecido en la Ley de 
Expropiación Forzosa, cuando así se haga constar 
en la resolución del órgano competente de la 
Administración General del Estado que apruebe el 
oportuno proyecto técnico. 

   Artículo  28. Normativa aplicable a la 
ocupación del dominio público y la propiedad 
privada. 

1. En la autorización de ocupación del 
dominio público será de aplicación, además de lo 
previsto en esta ley, la normativa específica 
relativa a la gestión del dominio público concreto 
de que se trate y la regulación dictada por su 
titular en aspectos relativos a su protección y 
gestión. 

2. Asimismo será de aplicación en la 
ocupación del dominio público y la propiedad 
privada para la instalación de redes públicas de 
comunicaciones electrónicas la normativa 
específica dictada por las Administraciones 
públicas con competencias en medio ambiente, 
salud pública, seguridad pública, defensa 
nacional, ordenación urbana o territorial y 
tributación por ocupación del dominio público, en 
los términos que se establecen en el artículo 
siguiente. 

   Artículo  29. Límites de la normativa a que 
se refiere el artículo anterior. 

1. La normativa a que se refiere el artículo 
anterior deberá, en todo caso, reconocer el 
derecho de ocupación del dominio público o la 
propiedad privada para el despliegue de las redes 
públicas de comunicaciones electrónicas de 
conformidad con lo dispuesto en este título. En 
cumplimiento de la normativa de la Unión 
Europea, se podrán imponer condiciones al 
ejercicio de este derecho de ocupación por los 
operadores, que estarán justificadas por razones 

de protección del medio ambiente, la salud 
pública, la seguridad pública, la defensa nacional 
o la ordenación urbana y territorial. La entidad de 
la limitación que entrañen para el ejercicio de ese 
derecho deberá resultar proporcionada en 
relación con el concreto interés público que se 
trata de salvaguardar. 

Estas condiciones o límites no podrán 
implicar restricciones absolutas al derecho de 
ocupación del dominio público y privado de los 
operadores. En este sentido, cuando una 
condición pudiera implicar la imposibilidad, por 
falta de alternativas, de llevar a cabo la 
ocupación del dominio público o la propiedad 
privada, el establecimiento de dicha condición 
deberá ir acompañado de las medidas necesarias, 
entre ellas el uso compartido de infraestructuras, 
para garantizar e derecho de ocupación de los 
operadores y su ejercicio en igualdad de 
condiciones. 

2. Las normas que se dicten por las 
correspondientes Administraciones, de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 
anterior, deberán cumplir, al menos, los siguientes 
requisitos:  

a) Ser publicadas en un diario oficial del 
ámbito correspondiente a la Administración 
competente. De dicha publicación y de un 
resumen de ésta, ajustado al modelo que se 
establezca mediante orden del Ministro de Ciencia 
y Tecnología, así como del texto de las ordenanzas 
fiscales municipales que impongan las tasas por 
utilización privativa o aprovechamientos 
especiales constituidos en el suelo, subsuelo o 
vuelo de las vías públicas municipales 
contempladas en el artículo 24.1.c) de la Ley 
39/1988, de 2 8 de diciembre, reguladora de las 
Haciendas Locales, y del de cuantas disposiciones 
de naturaleza tributaria afecten a la utilización de 
bienes de dominio público de otra titularidad se 
deberán dar traslado a la Comisión del Mercado 
de las Telecomunicaciones a fin de que ésta 
publique una sinopsis en internet. 

b) Incluir un procedimiento rápido y no 
discriminatorio de resolución de las solicitudes de 
ocupación.  

c) Garantizar la transparencia de los 
procedimientos y que las normas aplicables 
fomenten una competencia leal y efectiva entre 
los operadores. 

d) Garantizar el respeto de los límites 
impuestos a la intervención administrativa en esta 
ley en protección de los derechos de los 
operadores. En particular, las solicitudes de 
información que se realicen a los operadores 
deberán ser motivadas, tener una justificación 
objetiva, ser proporcionadas al fin perseguido y 
limitarse a lo estrictamente necesario.  
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3. Si las Administraciones públicas 
reguladoras o titulares del dominio público a que 
se refiere este artículo ostentan la propiedad o 
ejercen el control directo o indirecto de 
operadores que explotan redes de 
comunicaciones electrónicas, deberán mantener 
una separación estructural entre dichos 
operadores y los órganos encargados de la 
regulación y gestión de estos derechos.  

   Artículo  30. Ubicación compartida y uso 
compartido de la propiedad pública o privada. 

1. Las Administraciones públicas fomentarán 
la celebración de acuerdos voluntarios entre 
operadores para la ubicación compartida y el uso 
compartido de infraestructuras situadas en bienes 
de titularidad pública o privada. 

2. Cuando los operadores tengan derecho a 
la ocupación de la propiedad pública o privada y 
no puedan ejercitar por separado dichos 
derechos, por no existir alternativas por motivos 
justificados en razones de medio ambiente, salud 
pública, seguridad pública u ordenación urbana y 
territorial, la Administración competente en dichas 
materias, previo trámite de información pública, 
acordará la utilización compartida del dominio 
público o la propiedad privada en que se van a 
establecer las redes públicas de comunicaciones 
electrónicas o el uso compartido de las 
infraestructuras en que se vayan a apoyar tales 
redes, según resulte necesario.  

3. El uso compartido se articulará mediante 
acuerdos entre los operadores interesados. A falta 
de acuerdo, las condiciones del uso compartido se 
establecerán, previo informe preceptivo de la 
citada Administración competente, mediante 
Resolución de la Comisión del Mercado de las 
Telecomunicaciones. Dicha resolución deberá 
incorporar, en su caso, los contenidos del informe 
emitido por la Administración competente 
interesada que ésta califique como esenciales 
para la salvaguarda de los intereses públicos cuya 
tutela tenga encomendados.  

4. Cuando en aplicación de lo dispuesto en 
este artículo se imponga el uso compartido de 
instalaciones radioeléctricas emisoras 
pertenecientes a redes públicas de 
comunicaciones electrónicas y de ello se derive la 
obligación de reducir los niveles de potencia de 
emisión, deberán autorizarse más emplazamientos 
si son necesarios para garantizar la cobertura de la 
zona de servicio. 

   Artículo  31. Información pública y 
acreditación de los derechos de ocupación. 

1. La Comisión del Mercado de las 
Telecomunicaciones publicará en internet un 
resumen de las normas que cada Administración le 
haya comunicado en cumplimiento de lo 
establecido en el artículo 29.2.  

2. Los operadores podrán dirigirse a la 
Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones 
para que ésta les emita en el plazo de seis días una 
certificación registral acreditativa de su inscripción 
en el Registro de operadores y de su consiguiente 
derecho a obtener derechos de ocupación del 
dominio público o de la propiedad privada. 

   Artículo  32. Otras servidumbres y 
limitaciones a la propiedad. 

1. La protección del dominio público 
radioeléctrico tiene como finalidades su 
aprovechamiento óptimo, evitar su degradación y 
el mantenimiento de un adecuado nivel de 
calidad en el funcionamiento de los distintos 
servicios de radiocomunicaciones. 

Podrán establecerse las limitaciones a la 
propiedad y a la intensidad de campo eléctrico y 
las servidumbres que resulten necesarias para la 
protección radioeléctrica de determinadas 
instalaciones o para asegurar el adecuado 
funcionamiento de estaciones o instalaciones 
radioeléctricas utilizadas para la prestación de 
servicios públicos, por motivos de seguridad 
pública o cuando así sea necesario en virtud de 
acuerdos internacionales, en los términos de la 
disposición adicional primera y las normas de 
desarrollo de esta ley.  

2. Asimismo podrán imponerse límites a los 
derechos de uso del dominio público 
radioeléctrico para la protección de otros bienes 
jurídicamente protegidos prevalentes o de servicios 
públicos que puedan verse afectados por la 
utilización de dicho dominio público, en los 
términos que mediante real decreto se 
determinen, que deberán regirse, en cualquier 
caso, por los principios de contradicción, 
transparencia y publicidad.  

 CAPÍTULO III 
Secreto de las comunicaciones y protección 

de los datos personales y derechos y obligaciones 
de carácter público vinculados con las redes y 
servicios de comunicaciones electrónicas 

   Artículo  33. Secreto de las 
comunicaciones. 

Los operadores que exploten redes públicas 
de comunicaciones electrónicas o que presten 
servicios de comunicaciones electrónicas 
disponibles al público deberán garantizar el 
secreto de las comunicaciones de conformidad 
con los artículos 18.3 y 55.2 de la Constitución, 
debiendo adoptar las medidas técnicas 
necesarias. 

Asimismo, los operadores deberán adoptar a 
su costa las medidas que se establezcan 
reglamentariamente para la ejecución de las 
interceptaciones dispuestas conforme a lo 
establecido en el artículo 579 de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal y en la Ley Orgánica 
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2/2002, de 6 de mayo, reguladora del control 
judicial previo del Centro Nacional de Inteligencia. 

   Artículo  34. Protección de los datos de 
carácter personal.  

Sin perjuicio de lo previsto en el apartado 6 
del artículo 4 y en el segundo párrafo del artículo 
anterior, así como en la restante normativa 
específica aplicable, los operadores que exploten 
redes públicas de comunicaciones electrónicas o 
que presten servicios de comunicaciones 
electrónicas disponibles al público deberán 
garantizar, en el ejercicio de su actividad, la 
protección de los datos de carácter personal 
conforme a la legislación vigente. 

Los operadores a los que se refiere el párrafo 
anterior deberán adoptar las medidas técnicas y 
de gestión adecuadas para preservar la seguridad 
en la explotación de su red o en la prestación de 
sus servicios, con el fin de garantizar los niveles de 
protección de los datos de carácter personal que 
sean exigidos por la normativa de desarrollo de 
esta ley en esta materia. En caso de que exista un 
riesgo particular de violación de la seguridad de la 
red pública de comunicaciones electrónicas, el 
operador que explote dicha red o preste el servicio 
de comunicaciones electrónicas informará a los 
abonados sobre dicho riesgo y sobre las medidas a 
adoptar.  

   Artículo  35. Interceptación de las 
comunicaciones electrónicas por los servicios 
técnicos. 

1. Con pleno respeto al derecho al secreto 
de las comunicaciones y a la exigencia, conforme 
a lo establecido en la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal, de autorización judicial para la 
interceptación de contenidos, cuando para la 
realización de las tareas de control para la eficaz 
utilización del dominio público radioeléctrico sea 
necesaria la utilización de equipos, infraestructuras 
e instalaciones técnicas de interceptación de 
señales no dirigidas al público en general, será de 
aplicación lo siguiente: 

a) La Administración de las 
telecomunicaciones deberá diseñar y establecer 
sus sistemas técnicos de interceptación de señales 
en forma tal que se reduzca al mínimo el riesgo de 
afectar a los contenidos de las comunicaciones. 

b) Cuando, como consecuencia de las 
interceptaciones técnicas efectuadas, quede 
constancia de los contenidos, los soportes en los 
que éstos aparezcan no podrán ser ni 
almacenados ni divulgados y serán 
inmediatamente destruidos. 

2. Las mismas reglas se aplicarán para la 
vigilancia del adecuado empleo de las redes y la 
correcta prestación de los servicios de 
comunicaciones electrónicas. 

3. Lo establecido en este artículo se entiende 
sin perjuicio de las facultades que a la 
Administración atribuye el artículo 43.2. 

   Artículo  36. Cifrado en las redes y servicios 
de comunicaciones electrónicas. 

1. Cualquier tipo de información que se 
transmita por redes de comunicaciones 
electrónicas podrá ser protegida mediante 
procedimientos de cifrado. 

2. El cifrado es un instrumento de seguridad 
de la información. Entre sus condiciones de uso, 
cuando se utilice para proteger la 
confidencialidad de la información, se podrá 
imponer la obligación de facilitar a un órgano de 
la Administración General del Estado o a un 
organismo público, los algoritmos o cualquier 
procedimiento de cifrado utilizado, así como la 
obligación de facilitar sin coste alguno los aparatos 
de cifra a efectos de su control de acuerdo con la 
normativa vigente.  

   Artículo  37. Redes de comunicaciones 
electrónicas en el interior de los edificios. 

1. Mediante real decreto se desarrollará la 
normativa legal en materia de infraestructuras 
comunes de comunicaciones electrónicas. Dicho 
reglamento determinará, tanto el punto de 
interconexión de la red interior con las redes 
públicas, como las condiciones aplicables a la 
propia red interior. Asimismo regulará las garantías 
aplicables al acceso a los servicios de 
comunicaciones electrónicas a través de sistemas 
individuales en defecto de infraestructuras 
comunes de comunicaciones electrónicas y el 
régimen de instalación de las redes de 
comunicaciones electrónicas en los edificios ya 
existentes o futuros, en todos aquellos aspectos no 
previstos en las disposiciones con rango legal 
reguladoras de la materia.  

2. La normativa técnica básica de 
edificación que regule la infraestructura de obra 
civil en el interior de los edificios deberá tomar en 
consideración las necesidades de soporte de los 
sistemas y redes de comunicaciones electrónicas 
fijadas de conformidad con la normativa a que se 
refiere el apartado anterior, previendo que la 
infraestructura de obra civil disponga de 
capacidad suficiente para permitir el paso de las 
redes de los distintos operadores, de forma que se 
facilite la posibilidad de uso compartido de estas 
infraestructuras por aquéllos. 

   Artículo  38. Derechos de los consumidores 
y usuarios finales. 

1. Los operadores que exploten redes o que 
presten servicios de comunicaciones electrónicas y 
los consumidores que sean personas físicas y otros 
usuarios finales podrán someter las controversias 
que les enfrenten al conocimiento de las juntas 
arbitrales de consumo, de acuerdo con la 
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legislación vigente sobre defensa de los 
consumidores y usuarios. 

Para el supuesto de que no se sometan a las 
juntas arbitrales de consumo o que éstas no 
resulten competentes para la resolución del 
conflicto, el Ministerio de Ciencia y Tecnología 
establecerá reglamentariamente un 
procedimiento conforme al cual los usuarios finales 
podrán someterle dichas controversias. En 
cualquier caso, los procedimientos que se adopten 
deberán ser rápidos y gratuitos y establecerán el 
plazo máximo en el que deberá notificarse la 
resolución expresa, transcurrido el cual se podrá 
entender desestimada la reclamación por silencio 
administrativo. La resolución que se dicte podrá 
impugnarse ante la jurisdicción contencioso- 
administrativa. 

2. Las normas básicas de utilización de los 
servicios de comunicaciones electrónicas 
disponibles al público en general que 
determinarán los derechos de los consumidores 
que sean personas físicas y otros usuarios finales se 
aprobarán por real decreto que, entre otros 
extremos, regulará: 

a) La responsabilidad por los daños que se 
les produzcan.  

b) Los derechos de información de los 
consumidores que sean personas físicas y usuarios 
finales, que deberá ser veraz, eficaz, suficiente, 
transparente y actualizada. 

c) Los plazos para la modificación de las 
ofertas. 

d) Los derechos de desconexión de 
determinados servicios, previa solicitud del usuario. 

e) El derecho a obtener una compensación 
por la interrupción del servicio. 

f) El derecho a celebrar contratos por parte 
de los consumidores que sean personas físicas y 
usuarios finales con los operadores que faciliten la 
conexión o el acceso a la red de telefonía pública, 
así como el contenido mínimo de dichos contratos. 

g) Los supuestos en que serán exigibles y el 
contenido mínimo de los contratos celebrados 
entre consumidores que sean personas físicas u 
otros usuarios finales y prestadores de servicios de 
comunicaciones electrónicas que no sean los que 
facilitan conexión o acceso a la red telefónica 
pública. 

h) El derecho a resolver anticipadamente y 
sin penalización el contrato, en los supuestos de 
propuestas de modificación de las condiciones 
contractuales por motivos válidos especificados en 
aquél y sin perjuicio de otras causas de resolución 
unilateral. 

i) Los supuestos de aprobación por parte del 
Ministerio de Ciencia y Tecnología de contratos 
tipo entre consumidores que sean personas físicas 
u otros tipos de usuarios finales y operadores que 
exploten redes o presten servicios de 

comunicaciones electrónicas con obligaciones de 
servicio público o con poder significativo en los 
mercados de referencia específicos 
correspondientes.  

j) El derecho a recibir información 
comparable, pertinente y actualizada sobre la 
calidad de los servicios de comunicaciones 
electrónicas disponibles al público. 

k) El derecho a elegir un medio de pago 
para el abono de los correspondientes servicios 
entre los comúnmente utilizados en el tráfico 
comercial. 

En el citado reglamento podrá ampliarse la 
aplicación del régimen de protección de 
consumidores y usuarios finales a otras categorías 
de usuarios. 

3. En particular, los abonados a los servicios 
de comunicaciones electrónicas tendrán los 
siguientes derechos:  

a) A que se hagan anónimos o se cancelen 
sus datos de tráfico cuando ya no sean necesarios 
a los efectos de la transmisión de una 
comunicación. Los datos de tráfico necesarios a 
efectos de la facturación de los abonados y los 
pagos de las interconexiones podrán ser tratados 
únicamente hasta que haya expirado el plazo 
para la impugnación de la factura del servicio o 
para que el operador pueda exigir su pago. 

b) A que sus datos de tráfico sean utilizados 
con fines comerciales o para la prestación de 
servicios de valor añadido únicamente cuando 
hubieran prestado su consentimiento informado 
para ello. 

c) A recibir facturas no desglosadas cuando 
así lo solicitasen. 

d) A que sólo se proceda al tratamiento de 
sus datos de localización distintos a los datos de 
tráfico cuando se hayan hecho anónimos o previo 
su consentimiento informado y únicamente en la 
medida y por el tiempo necesarios para la 
prestación, en su caso, de servicios de valor 
añadido, con conocimiento inequívoco de los 
datos que vayan a ser sometidos a tratamiento, la 
finalidad y duración del mismo y el servicio de valor 
añadido que vaya a ser prestado. 

e) A detener el desvío automático de 
llamadas efectuado a su terminal por parte de un 
tercero. 

f) A impedir, mediante un procedimiento 
sencillo y gratuito, la presentación de la 
identificación de su línea en las llamadas que 
genere o la presentación de la identificación de su 
línea al usuario que le realice una llamada. 

g) A impedir, mediante un procedimiento 
sencillo y gratuito, la presentación de la 
identificación de la línea de origen en las llamadas 
entrantes y a rechazar las llamadas entrantes en 
que dicha línea no aparezca identificada.  
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h) A no recibir llamadas automáticas sin 
intervención humana o mensajes de fax, con fines 
de venta directa sin haber prestado su 
consentimiento previo e informado para ello. 

4. Los usuarios de los servicios de 
comunicaciones electrónicas que no tengan la 
condición de abonados tendrán asimismo los 
derechos reconocidos en los párrafos a), b), d) y 
en el primer inciso del párrafo f) del apartado 
anterior. 

5. Los usuarios finales no podrán ejercer los 
derechos reconocidos en los párrafos d) y f) del 
apartado 3 cuando se trate de llamadas 
efectuadas a entidades que presten servicios de 
llamadas de urgencia que se determinen 
reglamentariamente, en especial a través del 
número 112. 

Del mismo modo, y por un período de 
tiempo limitado, los usuarios finales no podrán 
ejercer el derecho reconocido en el párrafo f) del 
apartado 3 cuando el abonado a la línea de 
destino haya solicitado la identificación de las 
llamadas maliciosas o molestas realizadas a su 
línea.  

Lo dispuesto en el párrafo a) del apartado 3 
se entiende sin perjuicio de lo dispuesto en el 
artículo 12 de la Ley 34/2002, de 11 de julio, de 
Servicios de la Sociedad de la Información y de 
Comercio Electrónico. 

6. La elaboración y comercialización de las 
guías de abonados a los servicios de 
comunicaciones electrónicas y la prestación de los 
servicios de información sobre ellos se realizará en 
régimen de libre competencia, garantizándose, en 
todo caso, a los abonados el derecho a la 
protección de sus datos personales, incluyendo el 
de no figurar en dichas guías. A tal efecto, las 
empresas que asignen números de teléfono a los 
abonados habrán de dar curso a todas las solicitud 
s razonables de suministro de información 
pertinente para la prestación de los servicios de 
información sobre números de abonados y guías 
accesibles al público, en un formato aprobado y 
en unas condiciones equitativas, objetivas, 
orientadas en función de los costes y no 
discriminatorias, estando sometido el suministro de 
la citada información y su posterior utilización a la 
normativa en materia de protección de datos 
vigente en cada momento.  

7. El Ministerio de Ciencia y Tecnología podrá 
introducir cláusulas de modificación de los 
contratos celebrados entre los operadores y los 
consumidores que sean personas físicas y usuarios 
finales, para evitar el trato abusivo a éstos. 

8. Lo establecido en este artículo se entiende 
sin perjuicio de la aplicación de la Ley 26/1984, de 
19 de julio, General para la Defensa de los 
Consumidores y Usuarios. 

[Mediante providencia de 24 de febrero de 
2004, el Tribunal Constitucional ha admitido a 
trámite el recurso de inconstitucionalidad núm. 
581/2004, promovido por el Gobierno de la 
Generalitat de Catalunya, en relación con el 
primer inciso del párrafo segundo del apartado 1 
de este artículo (BOE núm. 59, de 9-03-2004, p. 
10284).] 

 TÍTULO IV 
 Evaluación de la conformidad de equipos y 

aparatos 
   Artículo  39. Normalización técnica. 
1. El Ministerio de Ciencia y Tecnología 

velará por que los operadores de redes públicas 
de comunicaciones electrónicas publiquen las 
especificaciones técnicas precisas y adecuadas 
de las interfaces de red ofrecidas en España, con 
anterioridad a la posibilidad de acceso público a 
los servicios prestados a través de dichas interfaces 
y por que publiquen las especificaciones técnicas 
actualizadas cuando se produzca alguna 
modificación en aquéllas.  

Estas especificaciones serán lo 
suficientemente detalladas como para permitir el 
diseño de equipos terminales de 
telecomunicaciones capaces de utilizar todos los 
servicios prestados a través de la interfaz 
correspondiente, e incluirán una descripción 
completa de las pruebas necesarias para que los 
fabricantes de los equipos que se conectan a las 
interfaces puedan garantizar su compatibilidad 
con ellas. 

2. Reglamentariamente se determinarán las 
formas de elaboración, en su caso, de las 
especificaciones técnicas aplicables a los equipos 
y aparatos de telecomunicaciones, a efectos de 
garantizar el cumplimiento de los requisitos 
esenciales en los procedimientos de evaluación de 
conformidad y se fijarán los equipos y aparatos 
exceptuados de la aplicación de dicha 
evaluación.  

En los supuestos en que la normativa lo 
prevea, el Ministerio de Ciencia y Tecnología 
podrá aprobar especificaciones técnicas distintas 
de las anteriores para aparatos de 
telecomunicación, previo informe de la Comisión 
del Mercado de las Telecomunicaciones. 

   Artículo  40. Evaluación de la conformidad.  
1. Los aparatos de telecomunicación, 

entendiendo por tales cualquier dispositivo no 
excluido expresamente del reglamento que 
desarrolle este título que sea equipo radioeléctrico 
o equipo terminal de telecomunicación, o ambas 
cosas a la vez, deberán evaluar su conformidad 
con los requisitos esenciales recogidos en las 
disposiciones que lo determinen, ser conformes 
con todas las disposiciones que se establezcan e 
incorporar el marcado correspondiente como 
consecuencia de la evaluación realizada. Podrá 
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exceptuarse de la aplicación de lo dispuesto en 
este título el uso de determinados equipos de 
radioaficionados construidos por el propio usuario y 
no disponibles para venta en el mercado, 
conforme a lo dispuesto en su regulación 
específica.  

2. Para la importación desde terceros países 
no pertenecientes a la Unión Europea, la puesta en 
el mercado, la puesta en servicio y la utilización de 
un aparato de telecomunicaciones de los 
indicados en el apartado anterior será requisito 
imprescindible que el fabricante establecido en la 
Unión Europea o su representante establecido en 
ella, caso de que el fabricante no lo estuviese, o el 
importador, o la persona responsable de la puesta 
en el mercado del aparato o el usuario de éste, 
haya verificado previamente la conformidad de 
los aparatos con los requisitos esenciales que les 
sean aplicables mediante los procedimientos que 
se determinen en el reglamento que se establezca 
al efecto. 

3. El cumplimiento de todos los requisitos que 
se establezcan en el reglamento indicado incluye 
la habilitación para la conexión de los aparatos 
destinados a conectarse a los puntos de 
terminación de una red pública de 
comunicaciones electrónicas. Dicho cumplimiento 
no supone autorización de uso para los equipos 
radioeléctricos sujetos a la obtención de 
autorización o concesión de dominio público 
radioeléctrico en los términos establecidos en esta 
ley. 

4. El Ministerio de Ciencia y Tecnología podrá 
promover procedimientos complementarios de 
certificación voluntaria para los aparatos de 
telecomunicación que incluirán, al menos, la 
evaluación de la conformidad indicada en los 
capítulos anteriores. 

5. El Ministerio de Ciencia y Tecnología 
realizará los controles adecuados para asegurar 
que los equipos puestos en el mercado han 
evaluado su conformidad de acuerdo con lo 
dispuesto en este título. Los costes ocasionados 
con ocasión de la realización de dichos controles 
correrán a cargo de la persona física o jurídica 
responsable de los equipos puestos en el mercado 
objeto de control. 

Mediante real decreto se establecerá el 
procedimiento aplicable a la retirada del mercado 
de productos que incumplan lo dispuesto en este 
título. 

[Mediante providencia de 24 de febrero de 
2004, el Tribunal Constitucional ha admitido a 
trámite el recurso de inconstitucionalidad núm. 
581/2004, promovido por el Gobierno de la 
Generalitat de Catalunya, en relación con el 
apartado 5 de este artículo (BOE núm. 59, de 9-03-
2004, p. 10284).] 

   Artículo  41. Reconocimiento mutuo. 

1. Los aparatos de telecomunicación que 
hayan evaluado su conformidad con los requisitos 
esenciales en otro Estado miembro de la Unión 
Europea o en virtud de los acuerdos de 
reconocimiento mutuo celebrados por ella con 
terceros países, y cumplan con las demás 
disposiciones aplicables en la materia, tendrán la 
misma consideración, en lo que se refiere a lo 
dispuesto en este título IV, que los aparatos cuya 
conformidad se ha verificado en España y 
cumplan, asimismo, las demás disposiciones 
legales en la materia. 

2. El Ministerio de Ciencia y Tecnología 
establecerá los procedimientos para el 
reconocimiento de la conformidad de los aparatos 
de telecomunicación afectos a los acuerdos de 
reconocimiento mutuo que establezca la Unión 
Europea con terceros países. 

3. Los aparatos de telecomunicación que 
utilicen el espectro radioeléctrico con parámetros 
de radio no armonizados en la Unión Europea no 
podrán ser puestos en el mercado mientras no 
hayan sido autorizados por el Ministerio de Ciencia 
y Tecnología, además de haber evaluado la 
conformidad con las normas aplicables a aquéllos 
y ser conformes con el resto de disposiciones que 
les sean aplicables. 

[Mediante providencia de 24 de febrero de 
2004, el Tribunal Constitucional ha admitido a 
trámite el recurso de inconstitucionalidad núm. 
581/2004, promovido por el Gobierno de la 
Generalitat de Catalunya, en relación con el 
apartado 3 de este artículo (BOE núm. 59, de 9-03-
2004, p. 10284).] 

   Artículo  42. Condiciones que deben 
cumplir las instalaciones e instaladores. 

La instalación de los aparatos de 
telecomunicación deberá ser realizada siguiendo 
las instrucciones proporcionadas por su fabricante 
y manteniendo, en cualquier caso, inalteradas las 
condiciones bajo las cuales se ha verificado su 
conformidad con los requisitos esenciales, en los 
términos establecidos en los artículos anteriores de 
este título.  

Reglamentariamente por el Gobierno se 
establecerán, previa audiencia de los colegios 
profesionales afectados y de las asociaciones 
representativas de las empresas de construcción e 
instalación, las condiciones aplicables los 
operadores e instaladores de equipos, aparatos y 
sistemas de telecomunicaciones, a fin de que, 
acreditando su competencia profesional, se 
garantice su puesta en servicio. 

 
... 
 
TÍTULO VIII 
Inspección y régimen sancionador 
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   Artículo  50. Funciones inspectoras y 
sancionadoras. 

1. La función inspectora en materia de 
telecomunicaciones corresponde a: 

a) La Agencia Estatal de 
Radiocomunicaciones.  

b) La Comisión del Mercado de las 
Telecomunicaciones. 

c) El Ministerio de Ciencia y Tecnología. 
2. Será competencia del Ministerio de 

Ciencia y Tecnología la inspección de los servicios 
y de las redes de telecomunicaciones, de sus 
condiciones de prestación, de los equipos, de los 
aparatos, de las instalaciones y de los sistemas 
civiles, que contará con un servicio central de 
inspección técnica de telecomunicaciones. 

3. Corresponderá a la Comisión del Mercado 
de las Telecomunicaciones la inspección de las 
actividades de los operadores de 
telecomunicaciones respecto de las cuales tenga 
competencia sancionadora de conformidad con 
esta ley. 

4. Corresponderá a la Agencia Estatal de 
Radiocomunicaciones la competencia de control 
e inspección del dominio público radioeléctrico, 
así como la realización de actividades de 
inspección conforme a lo establecido en el 
apartado siguiente. 

5. Para la realización de determinadas 
actividades de inspección técnica, el Ministerio de 
Ciencia y Tecnología o la Comisión del Mercado 
de las Telecomunicaciones, en materias de su 
competencia, podrán solicitar la actuación de la 
Agencia Estatal de Radiocomunicaciones.  

6. Los funcionarios de la Agencia Estatal de 
Radiocomunicaciones, del Ministerio de Ciencia y 
Tecnología y el personal de la Comisión del 
Mercado de las Telecomunicaciones 
específicamente designado para ello tendrán, en 
el ejercicio de sus funciones inspectoras, la 
consideración de autoridad pública y podrán 
solicitar, a través de la autoridad gubernativa 
correspondiente, el apoyo necesario de los 
Cuerpos y Fuerzas de Seguridad.  

Los operadores o quienes realicen las 
actividades a las que se refiere esta ley vendrán 
obligados a facilitar al personal de inspección, en 
el ejercicio de sus funciones, el acceso a sus 
instalaciones. También deberán permitir que dicho 
personal lleve a cabo el control de los elementos 
afectos a los servicios o actividades que realicen, 
de las redes que instalen o exploten y de cuantos 
documentos están obligados a poseer o conservar. 
Las personas físicas y jurídicas comprendidas en 
este párrafo quedan obligadas a poner a 
disposición del personal de inspección cuantos 
libros, registros y documentos, sea cual fuere su 
soporte, éste considere precisos, incluidos los 

programas informáticos y los archivos magnéticos, 
ópticos o de cualquier otra clase. 

Las actuaciones de comprobación o 
investigación llevadas a cabo por la Agencia 
Estatal de Radiocomunicaciones, el Ministerio de 
Ciencia y Tecnología y la Comisión del Mercado 
de las Telecomunicaciones en el ámbito de sus 
competencias podrán desarrollarse, a elección de 
sus servicios: 

a) En cualquier despacho, oficina o 
dependencia de la persona o entidad 
inspeccionada o de quien las represente.  

b) En los propios locales de la Agencia 
Estatal de Radiocomunicaciones, del Ministerio de 
Ciencia y Tecnología o de la Comisión del 
Mercado de las Telecomunicaciones. 

Cuando las actuaciones de comprobación 
o investigación se desarrollen en los lugares 
señalados en el párrafo a) anterior, se observará la 
jornada laboral de los mismos, sin perjuicio de que 
pueda actuarse de común acuerdo en otras horas 
o días. 

Las obligaciones establecidas en los párrafos 
anteriores serán también exigibles a quienes, 
careciendo de título habilitante, aparezcan como 
responsables de la prestación del servicio, de la 
instalación o de la explotación de la red o del 
ejercicio de la actividad. 

7. La aplicación del régimen sancionador, 
corresponde al Ministerio de Ciencia y Tecnología 
y a la Comisión del Mercado de las 
Telecomunicaciones de conformidad con lo 
establecido en el artículo 58 de esta ley.  

   Artículo  51. Responsabilidad por las 
infracciones en materia de telecomunicaciones. 

La responsabilidad administrativa por las 
infracciones de las normas reguladoras de las 
telecomunicaciones será exigible: 

a) En el caso de incumplimiento de las 
condiciones establecidas para la explotación de 
redes o la prestación de servicios de 
comunicaciones electrónicas, a la persona física o 
jurídica que desarrolle la actividad. 

b) En las cometidas con motivo de la 
explotación de redes o la prestación de servicios 
sin haber efectuado la notificación a que se refiere 
el artículo 6 de esta ley, a la persona física o 
jurídica que realice la actividad o, 
subsidiariamente, a la que tenga la disponibilidad 
de los equipos e instalaciones por cualquier título 
jurídico válido en derecho o careciendo de éste. 

c) En las cometidas por los usuarios o por 
otras personas que, sin estar comprendidas en los 
párrafos anteriores, realicen actividades reguladas 
en la normativa sobre telecomunicaciones, a la 
persona física o jurídica cuya actuación se halle 
tipificada por el precepto infringido o a la que las 
normas correspondientes atribuyen 
específicamente la responsabilidad.  
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   Artículo  52. Clasificación de las 
infracciones.  

Las infracciones de las normas reguladoras 
de las telecomunicaciones se clasifican en muy 
graves, graves y leves. 

   Artículo  53. Infracciones muy graves. 
Se consideran infracciones muy graves: 
a) La realización de actividades sin título 

habilitante cuando sea legalmente necesario o 
utilizando parámetros técnicos diferentes de los 
propios del título y la utilización de potencias de 
emisión notoriamente superiores a las permitidas o 
de frecuencias radioeléctricas sin autorización o 
distintas de las autorizadas, siempre que, en estos 
dos últimos casos, se produzcan daños graves a las 
redes o a la prestación de los servicios de 
comunicaciones electrónicas. 

b) El uso, en condiciones distintas a las 
autorizadas, del espectro radioeléctrico que 
provoque alteraciones que impidan la correcta 
prestación de otros servicios por otros operadores.  

c) El incumplimiento grave o reiterado por los 
titulares de concesiones, afectaciones demaniales 
o autorizaciones para el uso del dominio público 
radioeléctrico de las condiciones esenciales que se 
les impongan por el Ministerio de Ciencia y 
Tecnología. 

d) La transmisión total o parcial de 
concesiones o autorizaciones para el uso privativo 
del dominio público radioeléctrico, sin cumplir con 
los requisitos establecidos a tal efecto por la 
normativa de desarrollo de esta ley.  

e) La producción deliberada de 
interferencias definidas como perjudiciales en esta 
ley, incluidas las causadas por estaciones 
radioeléctricas que estén instaladas o en 
funcionamiento a bordo de un buque, de una 
aeronave o de cualquier otro objeto flotante o 
aerotransportado que transmita emisiones desde 
fuera del territorio español para su posible 
recepción total o parcial en éste. 

f) Efectuar emisiones radioeléctricas que 
incumplan gravemente los límites de exposición 
establecidos en la normativa de desarrollo del 
artículo 44 de esta ley e incumplir gravemente las 
demás medidas de seguridad establecidas en 
dicha normativa, incluidas las obligaciones de 
señalización o vallado de las instalaciones 
radioeléctricas. 

g) Permitir el empleo de enlaces 
procedentes del exterior del territorio nacional que 
se faciliten a través de satélites cuyo uso no haya 
sido previamente autorizado. 

h) La instalación, puesta en servicio o 
utilización de terminales o de equipos conectados 
a las redes públicas de comunicaciones 
electrónicas que no hayan evaluado su 
conformidad, conforme al título IV de esta ley, si se 
producen daños muy graves a aquéllas. 

i) La importación o la venta al por mayor de 
equipos o aparatos cuya conformidad no haya 
sido evaluada de acuerdo con lo dispuesto en el 
título IV de esta ley, o con los acuerdos o 
convenios internacionales celebrados por el Estado 
español. 

j) El incumplimiento grave y reiterado por los 
titulares de los laboratorios designados o por las 
entidades colaboradoras de la Administración de 
las obligaciones que reglamentariamente se 
establezcan para su funcionamiento o de las 
derivadas de su acreditación o concierto, en el 
proceso de evaluación de los aparatos de 
telecomunicaciones, de conformidad con las 
especificaciones técnicas que les sean de 
aplicación. 

k) La negativa o la obstrucción a ser 
inspeccionado, y la no colaboración con la 
inspección cuando ésta sea requerida. 

l) El incumplimiento grave o reiterado de las 
obligaciones de servicio público, según lo 
establecido en el título III. 

m) El incumplimiento reiterado de la 
obligación de mantener los niveles de calidad 
establecidos para la prestación de los servicios. 

n) La interceptación, sin autorización, de 
telecomunicaciones no destinadas al público en 
general.  

ñ) La divulgación del contenido, o de la 
simple existencia, de mensajes no destinados al 
público en general emitidos o recibidos a través de 
servicios de telecomunicaciones, a los que se 
acceda mediante la interceptación voluntaria o 
involuntaria, su publicación o cualquier otro uso de 
ellos sin la debida autorización. 

o) El incumplimiento deliberado, por parte 
de los operadores, de las obligaciones en materia 
de interceptación legal de las comunicaciones 
impuestas en desarrollo del artículo 33 de esta ley.  

p) El incumplimiento reiterado de los 
requerimientos de información formulados por el 
órgano competente de la Administración del 
Estado en el ejercicio de sus funciones. 

q) El incumplimiento de las instrucciones 
dictadas por la Comisión del Mercado de las 
Telecomunicaciones, en el ejercicio de las 
competencias que en materia de mercados de 
referencia y operadores con poder significativo le 
atribuye esta ley. 

r) El incumplimiento de las resoluciones 
adoptadas por la Comisión del Mercado de las 
Telecomunicaciones en el ejercicio de sus 
funciones en materia de comunicaciones 
electrónicas, con excepción de las que lleve a 
cabo en el procedimiento arbitral previo 
sometimiento voluntario de las partes. 

s) El incumplimiento grave o reiterado por los 
operadores de las condiciones para la prestación 
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de servicios o la explotación de redes de 
comunicaciones electrónicas.  

t) La explotación de redes o la prestación de 
servicios de comunicaciones electrónicas sin 
cumplir los requisitos exigibles para realizar tales 
actividades establecidos en esta ley y su normativa 
de desarrollo. 

u) El incumplimiento de lo establecido en el 
artículo 6.1.  

v) El incumplimiento, por parte de las 
personas físicas o jurídicas habilitadas para la 
explotación de redes o la prestación de servicios 
de comunicaciones electrónicas accesibles al 
público, de las obligaciones en materia de acceso 
e interconexión a las que estén sometidas por la 
vigente legislación. 

w) El incumplimiento de las condiciones 
determinantes de la adjudicación y asignación de 
los recursos de numeración incluidos en los planes 
de numeración debidamente aprobados.  

x) El incumplimiento reiterado de los 
requerimientos de información formulados por la 
Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones 
en el ejercicio de sus funciones. 

y) La falta de notificación a la Administración 
por el titular de una red de comunicaciones 
electrónicas de los servicios que se estén prestando 
a través de ella cuando esta información sea 
exigible de acuerdo con la normativa aplicable. 

z) La vulneración grave o reiterada de los 
derechos previstos por el artículo 38.3, salvo el 
previsto por el párrafo h), cuya infracción se regirá 
por el régimen sancionador previsto por la Ley 
34/2002, de 11 de julio, de Servicios de la Sociedad 
de la Información y Comercio Electrónico. 

   Artículo  54. Infracciones graves.  
Se consideran infracciones graves: 
a) La realización de actividades sin título 

habilitante cuando sea legalmente necesario o 
utilizando parámetros técnicos diferentes de los 
propios del título y la utilización de potencias de 
emisión notoriamente superiores a las permitidas o 
de frecuencias radioeléctricas sin autorización o 
distintas de las autorizadas, siempre que las 
referidas conductas no constituyan infracción muy 
grave. 

b) La instalación de estaciones 
radioeléctricas sin autorización, cuando, de 
acuerdo con lo dispuesto en la normativa 
reguladora de las telecomunicaciones, sea 
necesaria, o de estaciones radioeléctricas a bordo 
de un buque, de una aeronave o de cualquier otro 
objeto flotante o aerotransportado, que, en el mar 
o fuera de él, posibilite la transmisión de emisiones 
desde el exterior para su posible recepción total o 
parcial en territorio nacional. 

c) La mera producción de interferencias 
definidas como perjudiciales en esta ley que no se 
encuentren comprendidas en el artículo anterior. 

d) La emisión de señales de identificación 
falsas o engañosas. 

e) El uso, en condiciones distintas de las 
autorizadas, del espectro radioeléctrico que 
provoque alteraciones que dificulten la correcta 
prestación de otros servicios por otros operadores. 

f) No atender el requerimiento hecho por la 
autoridad competente para el cese de las 
emisiones radioeléctricas, en los supuestos de 
producción de interferencias. 

g) El establecimiento de comunicaciones 
con estaciones no autorizadas. 

h) Efectuar emisiones radioeléctricas que 
incumplan los límites de exposición establecidos en 
la normativa de desarrollo del artículo 44 de esta 
ley e incumplir las demás medidas de seguridad 
establecidas en ella, incluidas las obligaciones de 
señalización o vallado de las instalaciones 
radioeléctricas. 

i) La instalación, puesta en servicio o 
utilización de terminales o de equipos conectados 
a las redes públicas de comunicaciones 
electrónicas que no hayan evaluado su 
conformidad, conforme al título IV de esta ley, 
salvo que deba ser considerado como infracción 
muy grave. 

j) La distribución, venta o exposición para la 
venta de equipos o aparatos cuya conformidad 
con los requisitos esenciales aplicables no haya 
sido evaluada de acuerdo con lo dispuesto en el 
título IV de esta ley o con los acuerdos o convenios 
internacionales celebrados por el Estado español. 

k) La realización de la actividad de 
instalación de aparatos y sistemas de 
telecomunicación sin disponer del correspondiente 
título habilitante, así como el incumplimiento de los 
requisitos aplicables al acceso a los servicios de 
telecomunicaciones en el interior de los edificios y 
a la instalación en ellos de las infraestructuras de 
telecomunicaciones. 

l) La alteración, la manipulación o la omisión 
de las características técnicas, de las marcas, de 
las etiquetas, de los signos de identificación o de la 
documentación de los equipos o de los aparatos 
de telecomunicaciones.  

m) El incumplimiento por las entidades 
colaboradoras de la Administración para la 
normalización y la homologación de las 
prescripciones técnicas y del contenido de las 
autorizaciones o de los conciertos que les afecten, 
con arreglo a lo que reglamentariamente se 
determine. 

n) Los siguientes actos de colaboración con 
los usuarios de buques o aeronaves, ya sean 
nacionales o de bandera extranjera, efectuados 
deliberadamente y que posibiliten la producción 
de las infracciones previstas en el párrafo h) del 
artículo 53 y en el párrafo b) de este artículo: 
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1.º El suministro, el mantenimiento o la 
reparación del material que incorpore el buque o 
la aeronave. 

2.º Su aprovisionamiento o abastecimiento. 
3.º El suministro de medios de transporte o el 

transporte de personas o de material al buque o a 
la aeronave. 

4.º El encargo o la realización de 
producciones de todo tipo desde buques o 
aeronaves, incluida la publicidad destinada a su 
difusión por radio. 

5.º La prestación de servicios relativos a la 
publicidad de las estaciones instaladas en los 
buques o en las aeronaves. 

6.º Cualesquiera otros actos de colaboración 
para la comisión de una infracción en materia de 
telecomunicaciones mediante el uso de buques o 
aeronaves. 

ñ) El incumplimiento por parte de los 
operadores de las obligaciones en materia de 
interceptación legal de las comunicaciones 
impuestas en desarrollo del artículo 33 de esta ley, 
salvo que deba ser considerado como infracción 
muy grave, conforme a lo dispuesto en el artículo 
anterior. 

o) El incumplimiento de las obligaciones de 
servicio público, según lo establecido en el título III, 
salvo que deba considerarse como infracción muy 
grave, conforme a lo previsto en el artículo 
anterior.  

p) El incumplimiento por los operadores de 
las condiciones para la prestación de servicios o la 
explotación de redes de comunicaciones 
electrónicas. 

q) Cualquier otro incumplimiento grave de 
las obligaciones de los operadores explotadores 
de redes o prestadores de servicios de 
comunicaciones electrónicas o de sus usuarios, 
previsto en las leyes vigentes, salvo que deba ser 
considerado como infracción muy grave, 
conforme a lo dispuesto en el artículo anterior. 

r) La vulneración de los derechos previstos 
por el artículo 38.3, salvo que deba ser reconocida 
como infracción muy grave. Queda exceptuado el 
derecho previsto por el párrafo h), cuya infracción 
se regirá por el régimen sancionador previsto por la 
Ley 34/2002, de 11 de julio, de Servicios de la 
Sociedad de la Información y Comercio 
Electrónico. 

   Artículo  55. Infracciones leves. 
Se consideran infracciones leves: 
a) La producción de cualquier tipo de 

emisión radioeléctrica no autorizada, salvo que 
deba ser considerada como infracción grave o 
muy grave. 

b) La mera producción de interferencias 
cuando no deba ser considerada como infracción 
grave o muy grave.  

c) Carecer de los preceptivos cuadros de 
tarifas o de precios cuando su exhibición se exija 
por la normativa vigente. 

d) No facilitar los datos requeridos por la 
Administración o retrasar injustificadamente su 
aportación cuando resulte exigible conforme a lo 
previsto por la normativa reguladora de las 
comunicaciones electrónicas.  

e) Cualquier otro incumplimiento de las 
obligaciones impuestas a operadores de redes o 
de servicios de comunicaciones electrónicas o de 
sus usuarios, previsto en las leyes vigentes, salvo 
que deba ser considerado como infracción grave 
o muy grave, conforme a lo dispuesto en los 
artículos anteriores. 

   Artículo  56. Sanciones.  
1. El Ministerio de Ciencia y Tecnología o la 

Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones 
impondrán, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, las siguientes sanciones: 

a) Por la comisión de infracciones muy 
graves tipificadas en los párrafos q) y r) del artículo 
53 se impondrá al infractor multa por importe no 
inferior al tanto, ni superior al quíntuplo, del 
beneficio bruto obtenido como consecuencia de 
los actos u omisiones en que consista la infracción. 
En caso de que no resulte posible aplicar este 
criterio o que de su aplicación resultara una 
cantidad inferior a la mayor de las que a 
continuación se indican, esta última constituirá el 
límite del importe de la sanción pecuniaria. A estos 
efectos, se considerarán las siguientes cantidades: 
el uno por ciento de los ingresos brutos anuales 
obtenidos por la entidad infractora en el último 
ejercicio en la rama de actividad afectada o, en 
caso de inexistencia de éstos, en el ejercicio 
actual: el cinco por ciento de los fondos totales, 
propios o ajenos, utilizados en la infracción, o 20 
millones de euros. 

b) Por la comisión de las demás infracciones 
muy graves se impondrá al infractor multa por 
importe no inferior al tanto, ni superior al quíntuplo, 
del beneficio bruto obtenido como consecuencia 
de los actos u omisiones en que consista la 
infracción. En caso de que no resulte posible 
aplicar este criterio, el límite máximo de la sanción 
será de dos millones de euros.  

Las infracciones muy graves, en función de 
sus circunstancias, podrán dar lugar a la 
inhabilitación hasta de cinco años del operador 
para la explotación de redes o la prestación de 
servicios de comunicaciones electrónicas.  

c) Por la comisión de infracciones graves se 
impondrá al infractor multa por importe de hasta el 
duplo del beneficio bruto obtenido como 
consecuencia de los actos u omisiones que 
constituyan aquéllas o, en caso de que no resulte 
aplicable este criterio, el límite máximo de la 
sanción será de 500.000 euros. 
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Las infracciones graves, en función de sus 
circunstancias, podrán llevar aparejada 
amonestación pública, con publicación en el 
«Boletín Oficial del Estado» y en dos periódicos de 
difusión nacional, una vez que la resolución 
sancionadora tenga carácter firme.  

d) Por la comisión de infracciones leves se 
impondrá al infractor una multa por importe de 
hasta 30.000 euros. Las infracciones leves, en 
función de sus circunstancias, podrán llevar 
aparejada una amonestación privada.  

2. En todo caso, la cuantía de la sanción que 
se imponga, dentro de los límites indicados, se 
graduará teniendo en cuenta, además de lo 
previsto en el artículo131.3 de la Ley 30/1992, de 26 
de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, lo siguiente: 

a) La gravedad de las infracciones 
cometidas anteriormente por el sujeto al que se 
sanciona.  

b) La repercusión social de las infracciones. 
c) El beneficio que haya reportado al 

infractor el hecho objeto de la infracción. 
d) El daño causado. 
Además, para la fijación de la sanción se 

tendrá en cuenta la situación económica del 
infractor, derivada de su patrimonio, de sus 
ingresos, de sus cargas familiares y de las demás 
circunstancias personales que acredite que le 
afectan. 

El infractor vendrá obligado, en su caso, al 
pago de las tasas que hubiera debido satisfacer en 
el supuesto de haber realizado la notificación a 
que se refiere el artículo 6 o de haber disfrutado de 
título para la utilización del dominio público 
radioeléctrico. 

3. Sin perjuicio de lo establecido en el 
apartado 1 de este artículo, el Ministerio de 
Ciencia y Tecnología o la Comisión del Mercado 
de las Telecomunicaciones, en el ámbito de sus 
respectivas competencias, podrán adoptar las 
siguientes medidas: 

a) Las infracciones a las que se refieren los 
artículos 53 y 54 podrán dar lugar a la adopción de 
medidas cautelares, que de conformidad con el 
artículo 136 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, 
de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, podrán consistir en el precintado y, en su 
caso, la retirada del mercado de los equipos o 
instalaciones que hubiera empleado el infractor 
por un plazo máximo de seis meses, y en la orden 
de cese inmediato de la actividad presuntamente 
infractora, siendo, en su caso, aplicable el régimen 
de ejecución subsidiaria previsto en el artículo 98 
de dicha ley. 

b) Cuando el infractor carezca de título 
habilitante para la ocupación del dominio público 

o su equipo no haya evaluado su conformidad, se 
mantendrán las medidas cautelares previstas en el 
párrafo anterior hasta la resolución del 
procedimiento o hasta la evaluación de la 
conformidad. 

c) Las sanciones impuestas por cualquiera 
de las infracciones comprendidas en los artículos 
53 y 54, cuando se requiera título habilitante para 
el ejercicio de la actividad realizada por el 
infractor, podrán llevar aparejada, como sanción 
accesoria, el precintado o la incautación de los 
equipos o aparatos o la clausura de las 
instalaciones en tanto no se disponga del referido 
título.  

d) Asimismo, podrá acordarse, como 
medida de aseguramiento de la eficacia de la 
resolución definitiva que se dicte, la suspensión 
provisional de la eficacia del título y la clausura 
provisional de las instalaciones, por un plazo 
máximo de seis meses. 

4. Además de la sanción que corresponda 
imponer a los infractores, cuando se trate de una 
persona jurídica, se podrá imponer una multa de 
hasta 60.000 euros a sus representantes legales o a 
las personas que integran los órganos directivos 
que hayan intervenido en el acuerdo o decisión. 

Quedan excluidas de la sanción aquellas 
personas que, formando parte de órganos 
colegiados de administración, no hubieran asistido 
a las reuniones o hubieran votado en contra o 
salvando su voto.  

5. Las cuantías señaladas en este artículo 
podrán ser actualizadas por el Gobierno, teniendo 
en cuenta la variación de los índices de precios de 
consumo.  

   Artículo  57. Prescripción. 
1. Las infracciones reguladas en esta ley 

prescribirán, las muy graves, a los tres años; las 
graves, a los dos años, y las leves, a los seis meses. 

El plazo de prescripción de las infracciones 
comenzará a computarse desde el día en que se 
hubieran cometido. Interrumpirá la prescripción la 
iniciación, con conocimiento del interesado, del 
procedimiento sancionador. El plazo de 
prescripción volverá a correr si el expediente 
sancionador estuviera paralizado durante más de 
un mes por causa no imputable al presunto 
responsable. 

En el supuesto de infracción continuada, la 
fecha inicial del cómputo será aquélla en que deje 
de realizarse la actividad infractora o la del último 
acto con que la infracción se consume. No 
obstante, se entenderá que persiste la infracción 
en tanto los equipos, aparatos o instalaciones 
objeto del expediente no se encuentren a 
disposición de la Administración o quede 
constancia fehaciente de su imposibilidad de uso. 

2. Las sanciones impuestas por faltas muy 
graves prescribirán a los tres años; las impuestas 



Dossier para el III Congreso DerechoTICs  Red www.derechotics.com 
 

 121

por faltas graves, a los dos años, y las impuestas 
por faltas leves, al año. El plazo de prescripción de 
las sanciones comenzará a computarse desde el 
día siguiente a aquel en que adquiera firmeza la 
resolución por la que se impone la sanción. 
Interrumpirá la prescripción la iniciación, con 
conocimiento del interesado, del procedimiento 
de ejecución, volviendo a correr el plazo si aquél 
está paralizado durante más de un mes por causa 
no imputable al infractor. 

   Artículo  58. Competencias sancionadoras. 
La competencia sancionadora 

corresponderá: 
a) A la Comisión del Mercado de las 

Telecomunicaciones, cuando se trate de 
infracciones muy graves tipificadas en los párrafos 
q) a x) del artículo 53, infracciones graves 
tipificadas en el párrafo p) y, en el ámbito material 
de su actuación, en el párrafo q) del artículo 54, e 
infracciones leves tipificadas en el párrafo d) del 
artículo 55, respecto de los requerimientos por ella 
formulados. Dentro de la Comisión del Mercado de 
las Telecomunicaciones, la imposición de 
sanciones corresponderá: 

1.º Al Consejo, respecto de las infracciones 
muy graves y graves. 

2.º Al Presidente, en cuanto a las leves. 
b) A la Agencia de Protección de Datos, 

cuando se trate de las infracciones muy graves 
comprendidas en el párrafo z) del artículo 53 y de 
las infracciones graves previstas por el párrafo r) 
del artículo 54. 

c) Cuando se trate de infracciones no 
incluidas en los párrafos anteriores, y en el ámbito 
de competencias de la Administración General del 
Estado, la imposición de sanciones corresponderá 
al Secretario de Estado de Telecomunicaciones y 
para la Sociedad de la Información. 

El ejercicio de la potestad sancionadora se 
sujetará al procedimiento aplicable, con carácter 
general, a la actuación de las Administraciones 
públicas. No obstante, el plazo máximo de 
duración del procedimiento será de un año y el 
plazo de alegaciones no tendrá una duración 
inferior a un mes. 

… 
 
Disposición adicional sexta. Multas 

coercitivas. 
Para asegurar el cumplimiento de las 

resoluciones que dicten, la Administración General 
del Estado o la Comisión del Mercado de las 
Telecomunicaciones podrán imponer multas 
coercitivas por importe diario de 100 hasta 10.000 
euros, en los términos previstos en la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común. 

Las multas coercitivas serán independientes 
de las sanciones que puedan imponerse con tal 
carácter y compatibles con ellas. 

El importe de las multas coercitivas previstas 
en esta disposición se ingresará en el Tesoro 
Público.  

Disposición adicional séptima. Obligaciones 
en materia de acceso condicional, acceso a 
determinados servicios de radiodifusión y televisión, 
televisión de formato ancho y obligaciones de 
transmisión.  

1. Mediante reglamento se regularán las 
condiciones aplicables a los operadores de redes 
públicas de comunicaciones electrónicas en 
materia de acceso condicional a los servicios de 
televisión y radio digitales difundidos a los 
telespectadores y oyentes, con independencia del 
medio de transmisión utilizado. Asimismo, se 
regulará mediante real decreto el procedimiento 
de revisión de dichas condiciones por la Comisión 
del Mercado de las Telecomunicaciones, en el 
supuesto de que el operador obligado ya no 
tuviera poder significativo en el mercado en 
cuestión. 

2. En la medida que sea necesario para 
garantizar el acceso de los usuarios finales a 
determinados servicios digitales de radiodifusión y 
televisión, la Comisión del Mercado de las 
Telecomunicaciones podrá imponer, en la forma y 
para los servicios que se determine 
reglamentariamente por el Gobierno, obligaciones 
a los operadores que dispongan de interfaces de 
programa de aplicaciones (API) y guías 
electrónicas de programación (EPG) para que 
faciliten el acceso a estos recursos en condiciones 
razonables, justas y no discriminatorias.  

3. Las redes públicas de comunicaciones 
electrónicas utilizadas para la distribución de 
servicios de televisión digital deberán disponer de 
capacidad para distribuir programas y servicios de 
televisión de formato ancho. Los operadores de 
dichas redes que reciban programas o servicios de 
televisión de formato ancho para su posterior 
distribución estarán obligados a mantener dicho 
formato.  

4. Mediante reglamento aprobado por el 
Gobierno podrán imponerse, como obligaciones 
de servicio público, exigencias razonables de 
transmisión de determinados canales y servicios de 
programas de radio y televisión a los operadores 
que exploten redes de comunicaciones 
electrónicas utilizadas para la distribución de 
programas de radio o televisión al público, si un 
número significativo de usuarios finales de dichas 
redes las utiliza como medio principal de 
recepción de programas de radio y televisión, 
cuando resulte necesario para alcanzar objetivos 
de interés general claramente definidos y de forma 
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proporcionada, transparente y periódicamente 
revisable. 

Disposición adicional octava. Mecanismo de 
consulta. 

Las medidas adoptadas por una Autoridad 
Nacional de Reglamentación de acuerdo con los 
artículos 10, 13, 19 y de la disposición adicional 
séptima de esta ley y de su normativa de desarrollo 
se someterán al mecanismo de consulta 
establecido en el artículo 7 de la Directiva 
2002/21/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 7 de marzo de 2002, relativa a un marco 
regulador común de las redes y de los servicios de 
comunicaciones electrónicas (Directiva marco) y 
las normas dictadas al efecto en desarrollo del 
mismo por la Comisión Europea. 

Disposición adicional novena. Protección de 
datos personales. 

No será preciso el consentimiento del 
interesado para la comunicación de datos 
personales necesaria para el cumplimiento de lo 
previsto en los artículos 7 y 38.6 de esta ley.  

Disposición adicional décima. Servicios de 
difusión por cable. 

Los servicios de difusión de radio y televisión 
por cable se prestarán en régimen de libre 
competencia, en las condiciones que se 
establezcan por el Gobierno mediante 
reglamento. Para su prestación en un ámbito 
territorial superior al de una comunidad autónoma 
será preceptiva la previa obtención de una 
autorización administrativa estatal y su inscripción 
en el registro que a tal efecto se llevará en la 
Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones. 

Los operadores cuyo ámbito territorial de 
actuación no exceda del correspondiente al de 
una comunidad autónoma deberán solicitar la 
autorización al órgano competente de la misma. 
Dichas autorizaciones se inscribirán en los registros 
establecidos al efecto por cada comunidad 
autónoma. Tales inscripciones deberán 
comunicarse al registro de la Comisión del 
Mercado de las Telecomunicaciones a efectos 
meramente informativos.  

El reglamento de los servicios de difusión de 
radio y televisión establecerá las obligaciones de 
los titulares de las autorizaciones y, en particular, las 
relativas a:  

a) Distribución de programas de titularidad 
de programadores independientes. 

b) Cumplimiento de la legislación aplicable 
en materia de contenidos de los servicios de radio 
y televisión. 

Disposición adicional undécima. 
El Ministerio de Ciencia y Tecnología podrá 

requerir a los solicitantes de los informes a que se 
refiere el apartado 4 del artículo 33 de la Ley 
43/1995, de 27 de diciembre, del Impuesto sobre 
Sociedades, la aportación de informe de 

calificación de las actividades e identificación de 
los gastos e inversiones asociados en investigación 
y desarrollo o innovación realizados por entidades 
debidamente acreditadas en los términos que se 
establezcan reglamentariamente. 

Disposición adicional duodécima. 
Despliegue de infraestructuras de 
radiocomunicación. 

En el marco de lo previsto en el apartado 7 
del artículo 5 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, se creará un órgano de 
cooperación con participación de las 
comunidades autónomas para impulsar, 
salvaguardando las competencias de todas las 
administraciones implicadas, el despliegue de las 
infraestructuras de radiocomunicación, en especial 
las redes de telefonía móvil y fija inalámbrica, de 
acuerdo con los principios de seguridad de las 
instalaciones, de los usuarios y del público en 
general, la máxima calidad del servicio, la 
protección del medio ambiente y la disciplina 
urbanística. A estos efectos, y de acuerdo con lo 
previsto por el apartado 8 del citado artículo 5 de 
la Ley 30/1992, la asociación de las entidades 
locales de ámbito estatal con mayor implantación 
podrá ser invitada a asistir a las reuniones del 
citado órgano de cooperación. 

… 
 
Disposición transitoria segunda. Prestación 

del servicio universal. 
Durante el período transitorio previsto en el 

apartado cinco de la disposición transitoria 
primera, la prestación del servicio universal en el 
ámbito definido por la Ley 11/1998, de 24 de abril, 
General de Telecomunicaciones, seguirá 
correspondiendo a Telefónica de España, S.A.U. 
Una vez aprobado el reglamento previsto en dicho 
apartado, se estará a lo dispuesto en él.  

Disposición transitoria tercera. Fijación de 
precios. 

Durante el período transitorio previsto en el 
apartado tres de la disposición transitoria primera, 
la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos 
Económicos, previo informe de la Comisión del 
Mercado de las Telecomunicaciones, podrá fijar, 
transitoriamente, precios fijos, máximos y mínimos, o 
los criterios para su fijación y los mecanismos para 
su control, en función de los costes reales de la 
prestación del servicio y del grado de 
concurrencia de operadores en el mercado. Para 
determinar el citado grado de concurrencia, se 
analizará la situación propia de cada uno de los 
distintos servicios, de forma tal que se garantice la 
concurrencia, el control de las situaciones de 
abuso de posición dominante y el acceso a 
aquéllos de todos los ciudadanos a precios 
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asequibles. A estos efectos, los operadores que 
exploten redes o presten servicios estarán 
obligados a suministrar información pormenorizada 
sobre sus costes, atendiendo a los criterios y 
condiciones que se fijan reglamentariamente. En 
todo caso, dicha información deberá ser relevante 
a los fines de la regulación de los precios y, 
asimismo, deberá suministrarse acompañada de 
un informe de conformidad emitido por una 
empresa auditora independiente. 

 
… 
Por tanto, 
Mando a todos los españoles, particulares y 

autoridades, que guarden y hagan guardar esta 
ley.  

Madrid, 3 de noviembre de 2003. 
JUAN CARLOS R. 
El Presidente del Gobierno, 
JOSÉ MARÍA AZNAR LÓPEZ 
 

Reglamento sobre las condiciones 
para la prestación de servicios de 
comunicaciones electrónicas, el 
servicio universal y la protección de 
los usuarios, aprobado por Real 
Decreto 424/2005, de 15 de abril 

 
ÍNDICE 
Título I. Disposiciones generales. 
    Artículo 1. Objeto del reglamento. 
    Artículo 2. Sujetos obligados. 
    Artículo 3. Régimen jurídico. 
Título II. Explotación de redes y prestación de 

servicios de comunicaciones electrónicas en 
régimen de libre competencia. 

Capítulo I. Régimen general de explotación 
de redes y de prestación de servicios de 
comunicaciones electrónicas. 

    Artículo 4. Requisitos generales. 
    Artículo 5. Notificación a la Comisión del 

Mercado de las Telecomunicaciones. 
    Artículo 6. Extinción de la habilitación. 
Capítulo II. Registro de operadores. 
    Artículo 7. Objeto del Registro de 

operadores. 
    Artículo 8. Acceso al registro y expedición 

de certificaciones. 
    Artículo 9. Estructura del registro. 
    Artículo 10. Inscripción en el registro. 
    Artículo 11. Declaración normalizada de 

haberse producido la notificación e inscripción. 
    Artículo 12. Modificación de los datos 

inscritos. 
    Artículo 13. Otros datos incluidos en el 

registro. 

    Artículo 14. Cancelación de la inscripción. 
Capítulo III. Condiciones para la explotación 

de redes y la prestación de servicios de 
comunicaciones electrónicas. 

    Artículo 15. Derechos de los operadores. 
    Artículo 16. Condiciones que deben 

cumplir los operadores. 
    Artículo 17. Condiciones generales. 
    Artículo 18. Condiciones exigibles a los 

operadores que exploten redes públicas de 
comunicaciones electrónicas. 

    Artículo 19. Condiciones exigibles a los 
operadores que exploten redes telefónicas 
públicas. 

    Artículo 20. Condiciones exigibles a los 
operadores que presten el servicio telefónico 
disponible al público. 

    Artículo 21. Obligaciones de suministro de 
información. 

    Artículo 22. Modificación de las 
condiciones exigibles. 

Título III. Obligaciones de servicio público y 
de carácter público. 

Capítulo I. Disposiciones generales. 
    Artículo 23. Categorías de obligaciones de 

servicio público o de carácter público. 
    Artículo 24. Sujetos obligados. 
    Artículo 25. Administración competente. 
    Artículo 26. Principios aplicables en la 

imposición de obligaciones de servicio público. 
Capítulo II. Servicio universal. 
Sección 1.ª Delimitación del servicio 

universal. 
    Artículo 27. Concepto y delimitación de los 

servicios que se incluyen en el ámbito del servicio 
universal. 

    Artículo 28. Conexión a la red pública y 
acceso al servicio telefónico disponible al público. 

    Artículo 29. Solicitudes de conexión a la 
red y plazo máximo de suministro de la conexión 
inicial. 

    Artículo 30. Guías telefónicas. 
    Artículo 31. Servicio de consulta telefónica 

sobre números de abonado. 
    Artículo 32. Teléfonos públicos de pago. 
    Artículo 33. Otras medidas para facilitar la 

accesibilidad al servicio por las personas con 
discapacidad. 

    Artículo 34. Condiciones relativas a la 
calidad. 

Sección 2.ª Carácter asequible del precio 
del servicio universal. 

    Artículo 35. Concepto y objetivos. 
Sección 3.ª Operadores obligados a la 

prestación; procedimiento de designación de 
operadores. 

    Artículo 36. Designación de operador para 
la prestación del servicio universal. 



e-consumidores. Consumidores y usuarios ante las nuevas tecnologías 
 

 124 

    Artículo 37. Prestación del servicio universal 
por un operador designado mediante licitación. 

    Artículo 38. Prestación del servicio universal 
por operadores con poder significativo en el 
mercado. 

Sección 4.ª Coste neto de la prestación del 
servicio universal. 

    Artículo 39. Determinación de la existencia 
de una carga injustificada. 

    Artículo 40. Componentes de coste del 
servicio universal. 

    Artículo 41. Componente territorial: zonas 
no rentables. 

    Artículo 42. Componente social: usuarios 
con necesidades 

especiales. 
    Artículo 43. Concepto de coste neto. 

Costes recuperables y no recuperables. 
    Artículo 44. Criterios aplicables para la 

determinación e imputación de los costes. 
    Artículo 45. Consideración de los ingresos 

asociados y de los beneficios derivados. 
    Artículo 46. Determinación periódica del 

coste neto, verificación y aprobación 
administrativa. 

Sección 5.ª Financiación del servicio 
universal. 

    Artículo 47. Operadores obligados a 
financiar el servicio universal. 

    Artículo 48. Objetivos y principios de la 
financiación. 

    Artículo 49. Parámetros de reparto del 
coste neto entre los operadores obligados. 

    Artículo 50. Fondo nacional de 
financiación del servicio universal. Naturaleza y 
fines. Supresión del fondo. 

    Artículo 51. Recursos del fondo nacional 
de financiación del servicio universal. Aportaciones 
y gestión. 

    Artículo 52. Costes de administración del 
fondo. 

Capítulo III. Otras obligaciones de servicio 
público. 

    Artículo 53. Obligaciones de servicio 
público previstas en el apartado 1 del artículo 25 
de la ley 32/2003, de 3 de noviembre, General de 
Telecomunicaciones. 

    Artículo 54. Obligaciones de servicio 
público previstas en el apartado 2 del artículo 25 
de la ley 32/2003, de 3 de noviembre, General de 
Telecomunicaciones. 

    Artículo 55. Principios aplicables para la 
determinación de los operadores obligados a 
cumplir las obligaciones de servicio público 
previstas en este capítulo. 

    Artículo 56. Obligaciones de servicio 
público en materia de transmisión de 
determinados canales y servicios de programas de 
radiodifusión y televisión. 

Título IV. Derecho de los operadores a la 
ocupación del dominio público, a ser beneficiarios 
en el procedimiento de expropiación forzosa y 
condiciones de establecimiento de servidumbres y 
limitaciones. 

    Artículo 57. Derecho a la ocupación del 
dominio público y a ser beneficiario en 
expedientes de expropiación forzosa. 

    Artículo 58. Derecho a ser beneficiarios en 
el procedimiento de expropiación forzosa. 

    Artículo 59. Uso compartido del dominio 
público y privado para la instalación de 
infraestructuras. 

    Artículo 60. Otras servidumbres y 
limitaciones. 

Título V. Obligaciones de carácter público. 
Secreto de las comunicaciones y protección de los 
datos personales. 

Capítulo I. Protección de los datos 
personales en la explotación de redes y en la 
prestación de los servicios de comunicaciones 
electrónicas disponibles al público. 

Sección 1.ª Disposiciones generales. 
    Artículo 61. Ámbito de aplicación. 
    Artículo 62. Protección y seguridad de los 

datos personales. 
    Artículo 63. Régimen jurídico. 
    Artículo 64. Definiciones. 
Sección 2.ª Los datos de carácter personal 

en relación con determinados aspectos de los 
servicios de comunicaciones electrónicas. 

    Artículo 65. Datos personales sobre el 
tráfico y la facturación. 

    Artículo 66. Protección de los datos 
personales en la facturación desglosada. 

    Artículo 67. Guías de servicios de 
comunicaciones electrónicas disponibles al 
público. 

    Artículo 68. Prestación de los servicios de 
elaboración de guías de abonados y de consulta 
telefónica sobre números de abonado. 

    Artículo 69. Llamadas no solicitadas para 
fines de venta directa. 

    Artículo 70. Datos de localización distintos 
de los datos de tráfico. 

Sección 3.ª Protección de los datos 
personales en los servicios avanzados de telefonía. 

    Artículo 71. Visualización y restricción de la 
línea de origen y conectada. 

    Artículo 72. Supresión en origen llamada a 
llamada de la identificación de la línea de origen. 

    Artículo 73. Supresión en origen por línea 
de la identificación de la línea de origen. 

    Artículo 74. Código de selección de 
operador. 

    Artículo 75. Supresión en destino de la 
identificación de la línea de origen. 

    Artículo 76. Filtrado en destino de llamadas 
sin identificación. 



Dossier para el III Congreso DerechoTICs  Red www.derechotics.com 
 

 125

    Artículo 77. Eliminación de la supresión en 
origen de la identificación de línea de origen. 

    Artículo 78. Supresión permanente en 
destino de la identidad de la línea de origen. 

    Artículo 79. Supresión de la identificación 
de la línea conectada. 

    Artículo 80. Características técnicas. 
    Artículo 81. Responsabilidad de los 

operadores que tengan sus redes interconectadas. 
    Artículo 82. Desvío automático de 

llamadas. 
Capítulo II. La interceptación legal de las 

comunicaciones. 
Sección 1.ª Disposiciones generales. 
    Artículo 83. Objeto. 
    Artículo 84. Definiciones. 
    Artículo 85. Sujetos obligados y obligación 

de colaborar. 
    Artículo 86. Requisitos generales. 
    Artículo 87. Acceso a las comunicaciones 

electrónicas. 
    Artículo 88. Información relativa a la 

interceptación. 
Sección 2.ª Requisitos operacionales. 
    Artículo 89. Información previa a la 

interceptación. 
    Artículo 90. Información para la 

interceptación. 
    Artículo 91. Lugares para la interceptación. 
    Artículo 92. Personal autorizado. 
    Artículo 93. Confidencialidad. 
    Artículo 94. Acceso en tiempo real. 
    Artículo 95. Interfaces de interceptación. 
    Artículo 96. Señal en claro y calidad de la 

señal entregada. 
    Artículo 97. Secreto de las 

comunicaciones. 
    Artículo 98. Interceptaciones múltiples y 

simultáneas. 
    Artículo 99. Plazo de ejecución de la 

interceptación. 
    Artículo 100. Abono del coste de la 

interceptación. 
    Artículo 101. Infracciones. 
Título VI. Derechos de los consumidores que 

sean personas físicas y otros usuarios finales. 
Capítulo I. Disposiciones generales. 
    Artículo 102. Objeto. 
    Artículo 103. Condiciones de prestación de 

los servicios. 
    Artículo 104. Procedimientos de resolución 

de conflictos. 
Capítulo II. Contratos. 
    Artículo 105. Contratos para el acceso a la 

red de telefonía pública. 
    Artículo 106 Otros contratos. 
    Artículo 107. Modificaciones contractuales. 
    Artículo 108. Aprobación y notificación de 

contratos. 

Capítulo III. Derechos y obligaciones de 
transparencia, información y calidad. 

    Artículo 109. Transparencia y publicación 
de información. 

    Artículo 110. Obligaciones sobre calidad y 
facturación. 

    Artículo 111. Modificación de ofertas. 
Capítulo IV. Derechos en relación con el 

servicio telefónico disponible al público. 
    Artículo 112. Facturación del servicio 

telefónico. 
    Artículo 113. Derecho de desconexión de 

determinados servicios. 
    Artículo 114. Conservación de los números 

telefónicos por los abonados. 
    Artículo 115. Derecho a indemnización por 

la interrupción temporal del servicio telefónico 
disponible al público. 

    Artículo 116. Regulación de determinados 
aspectos del servicio telefónico disponible al 
público. 

    Artículo 117. Depósitos de garantía. 
    Artículo 118. Suspensión temporal del 

servicio telefónico disponible al público desde una 
ubicación fija. 

    Artículo 119. Interrupción definitiva del 
servicio telefónico disponible al público desde una 
ubicación fija. 

Disposición adicional única. Cálculo del 
coste neto del servicio universal en caso de 
recepción de ayudas. 

Disposición transitoria primera. Títulos 
habilitantes para la prestación de servicios y el 
establecimiento de redes de comunicaciones 
electrónicas anteriores a este reglamento. 

Disposición transitoria segunda. Régimen 
transitorio aplicable al servicio universal. 

Disposición transitoria tercera. Vigencia de la 
Orden CTE/711/2002, de 26 de marzo, del Real 
Decreto 903/1997, de 16 de junio, y de la Orden de 
14 de octubre de 1999. 

Disposición transitoria cuarta. Prestación de 
los servicios a los que se refiere la disposición 
transitoria cuarta de la ley 32/2003, de 3 de 
noviembre, General de Telecomunicaciones. 

Disposición transitoria quinta. Obligaciones 
de servicio público del servicio portador de 
televisión analógica. 

Disposición transitoria sexta. Plazo para el 
cumplimiento de los requisitos en materia de 
interceptación legal de las comunicaciones. 

Disposición transitoria séptima. Guías de 
servicios de comunicaciones electrónicas. 

Disposición transitoria octava. Derechos de 
los consumidores y usuarios. 

Disposición transitoria novena. Disposiciones 
relativas a la prestación de las facilidades de 
identificación de la línea de origen o de la línea 
conectada. 



e-consumidores. Consumidores y usuarios ante las nuevas tecnologías 
 

 126 

Disposición final única. Modelo de 
declaración normalizada. 

 
 
 
TÍTULO I 
Disposiciones generales 
    Artículo 1. Objeto del reglamento. 
El objeto de este reglamento es la regulación 

de las condiciones para la prestación de servicios 
o la explotación de redes de comunicaciones 
electrónicas, en desarrollo del capítulo I del título II 
de la Ley 32/2003, de 3 de noviembre, General de 
Telecomunicaciones, y de las obligaciones de 
servicio público y los derechos y obligaciones de 
carácter público aplicables en desarrollo del título 
III de dicha ley. 

    Artículo 2. Sujetos obligados. 
Los derechos y obligaciones regulados en 

este reglamento serán aplicables a los operadores 
y, sin perjuicio de la aplicación del régimen 
sancionador del título VIII de la Ley 32/2003, de 3 
de noviembre, General de Telecomunicaciones, a 
los que, sin haber efectuado la notificación a que 
se refiere el artículo 6 de dicha ley, exploten redes 
públicas de comunicaciones electrónicas o 
presten servicios de comunicaciones electrónicas 
disponibles al público. 

Lo dispuesto en el capítulo I del título V de 
este reglamento será también de aplicación a 
quienes, sin estar comprendidos en el párrafo 
anterior, realicen actividades reguladas en la 
normativa sobre telecomunicaciones. 

    Artículo 3. Régimen jurídico. 
El régimen jurídico general aplicable en la 

explotación de las redes y prestación de los 
servicios de comunicaciones electrónicas será el 
regulado en la Ley 32/2003, de 3 de noviembre, 
General de Telecomunicaciones, en este 
reglamento y, en los términos previstos en el 
artículo 20 de la ley anteriormente citada, el 
régimen establecido para la concesión de servicio 
público del texto refundido de la Ley de Contratos 
de las Administraciones Públicas, aprobado por el 
Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio. 

 
CAPÍTULO III 
Condiciones para la explotación de redes y 

la prestación de servicios de comunicaciones 
electrónicas 

 
    Artículo 16. Condiciones que deben 

cumplir los operadores. 
1. Los operadores estarán obligados al 

cumplimiento de las condiciones que se imponen 
en la Ley 32/2003, de 3 de noviembre, General de 
Telecomunicaciones, en este reglamento y en el 
resto de la normativa que la desarrolle. 

2. Las condiciones que se establecen en este 
capítulo se entienden sin perjuicio de otras 
condiciones que estén obligados a cumplir los 
operadores por alguno de los siguientes motivos: 

a) Por razón del uso del dominio público 
radioeléctrico, de la numeración, 
direccionamiento y denominación o de la 
ocupación de la propiedad pública o privada 
para la instalación de redes. 

b) Por ser designados para la prestación del 
servicio universal u otras obligaciones de servicio 
público. 

c) Por la imposición, en su caso, de 
obligaciones específicas en el marco del análisis 
de mercado previsto en el artículo 10 de la Ley 
32/2003, de 3 de noviembre, General de 
Telecomunicaciones. 

d) Por la imposición de obligaciones en 
materia de interconexión y acceso previstas en el 
capítulo III del título II y en la disposición adicional 
séptima de la Ley 32/2003, de 3 de noviembre, 
General de Telecomunicaciones  

    Artículo 17. Condiciones generales. 
Las condiciones generales que deben 

cumplir todos los operadores, con independencia 
de la red o servicio que pretendan explotar o 
prestar, y sin perjuicio de otras que resulten 
exigibles conforme a los artículos siguientes de este 
capítulo, serán las siguientes: 

a) Contribuir a la financiación del servicio 
universal, en los términos previstos en la Ley 
32/2003, de 3 de noviembre, y en su normativa de 
desarrollo. 

b) Pagar las tasas previstas en el título VII de 
la Ley 32/2003, de 3 de noviembre, conforme a lo 
regulado en ella y en su normativa de desarrollo. 

c) Garantizar la interoperabilidad de los 
servicios. 

d) Garantizar a los usuarios finales la 
accesibilidad de los números, nombres o 
direcciones, de conformidad con lo recogido en 
los correspondientes planes nacionales. 

e) Garantizar la protección de los datos 
personales y la intimidad de las personas, 
conforme a lo establecido en la Ley Orgánica 
15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de 
Datos de Carácter Personal, y en la Ley 32/2003, 
de 3 de noviembre, y en su normativa de 
desarrollo.  

f) Garantizar a los consumidores y los usuarios 
finales los derechos que como tales les 
corresponden, de acuerdo con la Ley 32/2003, de 
3 de noviembre, con este reglamento y con el 
resto de normativa que la desarrolle y con el resto 
de la normativa que resulte de aplicación. 

g) Suministrar a las autoridades nacionales 
de reglamentación la información y 
documentación que precisen para el 
cumplimiento de sus fines, en los términos 
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establecidos en el artículo 9 de la Ley 32/2003, de 3 
de noviembre, General de Telecomunicaciones, y 
en el artículo 21 de este reglamento. 

h) Ejecutar las órdenes de interceptación 
legal que emanen de la autoridad competente, 
conforme a la Ley de Enjuiciamiento Criminal y a la 
Ley Orgánica 2/2002, de 6 de mayo, reguladora 
del control judicial previo del Centro Nacional de 
Inteligencia, de acuerdo con lo establecido en el 
artículo 33 de la Ley 32/2003, de 3 de noviembre, y 
en el título V de este reglamento. 

i) Cumplir, cuando así venga establecido en 
la normativa vigente, las resoluciones de las 
autoridades adoptadas por razones de interés 
público, de seguridad pública y de defensa 
nacional. 

j) Asegurar el cumplimiento de las normas y 
especificaciones técnicas y los requisitos técnicos 
que, en cada caso, resulten aplicables, incluyendo 
los correspondientes en materia de equipos y 
aparatos de telecomunicaciones. 

k) Cumplir las restricciones en cuanto a la 
transmisión de contenidos ilegales establecidas en 
la Ley 34/2002, de 11 de julio, sobre servicios de la 
sociedad de la información y comercio 
electrónico, y en relación con la transmisión de 
contenidos nocivos establecidas en la Ley 25/1994, 
de 12 de julio, por la que se incorpora al 
ordenamiento jurídico español la Directiva 
89/552/CEE, sobre la coordinación de disposiciones 
legales, reglamentarias y administrativas de los 
Estados miembros relativas al ejercicio de 
actividades de radiodifusión televisiva. 

l) Cumplir el resto de requisitos y condiciones 
que se establecen en la Ley 32/2003, de 3 de 
noviembre, y en su normativa de desarrollo. 

    Artículo 18. Condiciones exigibles a los 
operadores que exploten redes públicas de 
comunicaciones electrónicas. 

Las condiciones que deben cumplir los 
operadores que exploten redes públicas de 
comunicaciones electrónicas serán las siguientes: 

a) Garantizar la interconexión de las redes y 
el acceso a estas y a los recursos asociados, de 
conformidad con lo dispuesto en la Ley 32/2003, 
de 3 de noviembre, y en su normativa de 
desarrollo. 

b) Respetar las normas y resoluciones 
aprobadas por las autoridades competentes en 
materia de urbanismo, de medio ambiente y de 
ordenación del territorio, salud pública, seguridad 
pública, defensa nacional y tributación por 
ocupación del dominio público, conforme al 
artículo 28 de la Ley 32/2003, de 3 de noviembre, y 
a su normativa de desarrollo. 

c) Respetar las normas y resoluciones 
aprobadas por las autoridades competentes en 
materia de acceso al dominio público y a la 

propiedad privada para la instalación de redes de 
comunicaciones electrónicas. 

d) Cuando así sea preciso conforme a lo 
dispuesto en la Ley 32/2003, de 3 de noviembre, 
permitir la coubicación y el uso compartido de las 
instalaciones. 

e) Respetar las limitaciones establecidas en 
la Ley 32/2003, de 3 de noviembre, y en su 
normativa de desarrollo en relación con las 
emisiones radioeléctricas y la exposición del 
público a campos electromagnéticos. 

f) Mantener la integridad de las redes 
públicas de comunicaciones electrónicas, así 
como evitar la producción de interferencias 
perjudiciales. 

g) Procurar la seguridad de las redes 
públicas contra el acceso no autorizado y 
garantizar la confidencialidad de los mensajes 
transmitidos y el secreto de las comunicaciones. 

h) Cumplir las obligaciones de extensión y 
cobertura establecidas en la disposición transitoria 
quinta de este reglamento. 

i) Establecer condiciones de uso de sus redes 
o servicios para situaciones de catástrofes que 
garanticen las comunicaciones entre los servicios 
de emergencia y entre las autoridades, y para la 
difusión de informaciones a la población en 
general. 

    Artículo 19. Condiciones exigibles a los 
operadores que exploten redes telefónicas 
públicas. 

Las condiciones que deben cumplir los 
operadores que exploten redes telefónicas 
públicas serán las siguientes: 

a) Garantizar la integridad de la red desde 
una ubicación fija y, en caso de avería de la red 
debido a catástrofes o fuerza mayor, adoptar las 
medidas que establezca el Gobierno para 
garantizar la disponibilidad de la red telefónica 
pública y de los servicios telefónicos disponibles al 
público desde una ubicación fija. 

b) Proporcionar a los usuarios a los que 
provea la conexión a la red telefónica el acceso a 
servicios de asistencia mediante operador y a los 
servicios de información sobre números de 
abonados previstos en el artículo 27.2. 

c) Prestar las facilidades de marcación por 
tonos e identificación de la línea llamante, cuando 
sea técnicamente factible y económicamente 
viable. 

d) Garantizar la conservación del número 
del abonado en los supuestos establecidos en la 
Ley 32/2003, de 3 de noviembre, y en su normativa 
de desarrollo. 

e) Asegurar el encaminamiento gratuito de 
llamadas a los servicios de emergencia a través del 
número telefónico 112 y de otros números 
telefónicos que se determinen mediante real 
decreto. 
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    Artículo 20. Condiciones exigibles a los 
operadores que presten el servicio telefónico 
disponible al público. 

Las condiciones que deben cumplir los 
operadores que presten el servicio telefónico 
disponible al público serán las siguientes: 

a) Cuando se preste el servicio desde una 
ubicación fija, se adoptarán las medidas 
necesarias para asegurar el acceso sin 
interrupciones a los servicios de emergencia. 

b) Facilitar a la Comisión del Mercado de las 
Telecomunicaciones, para las finalidades previstas 
en el artículo 68, en soporte informático, como 
mínimo, los datos a los que se refiere el artículo 30.4 
correspondientes a los abonados a los que 
ofrezcan la posibilidad de recibir llamadas a través 
de un número telefónico de abonado 
administrado por dichos operadores, incluyendo, 
de forma separada, los de aquellos que hubieran 
decidido no figurar en las guías. A estos efectos, 
estarán obligados a solicitar el consentimiento de 
los abonados conforme se indica en el artículo 67. 

En caso de abonados de prepago, con los 
que no exista una relación contractual nominal, la 
aportación de datos se realizará previa solicitud y 
acreditación fehaciente por el abonado de su 
titularidad. 

c) Asegurar la gratuidad de las llamadas a 
los servicios de emergencias. Esta obligación se 
exigirá respecto de las llamadas dirigidas al 
número telefónico 112 y a otros que se establezcan 
mediante real decreto, incluidas aquellas que se 
efectúen desde teléfonos públicos de pago, sin 
que sea necesario utilizar ninguna forma de pago 
en estos casos. 

d) Poner a disposición de las autoridades 
receptoras de las llamadas a servicios de 
emergencias la información relativa a cada 
llamada sobre la ubicación de su procedencia, en 
la medida en que sea técnicamente viable, con 
respeto a la regulación establecida en el título VI y 
en las condiciones que se establezcan mediante 
orden ministerial. 

e) Garantizar la conservación del número del 
abonado en los supuestos establecidos en la Ley 
32/2003, de 3 de noviembre, General de 
Telecomunicaciones, y en su normativa de 
desarrollo. 

f) Establecer condiciones de uso de sus redes 
o servicios para situaciones de catástrofes que 
garanticen las comunicaciones entre los servicios 
de emergencia y entre las autoridades, y para la 
difusión de informaciones a la población en 
general. 

    Artículo 21. Obligaciones de suministro de 
información. 

1. Las autoridades nacionales de 
reglamentación establecidas en el artículo 46 de la 
Ley 32/2003, de 3 de noviembre, y los organismos 

con competencias inspectoras derivadas de dicha 
ley podrán, en el ámbito de su actuación, requerir 
a los operadores la información, incluso financiera, 
necesaria para el cumplimiento de alguna de las 
siguientes finalidades: 

a) Comprobar el cumplimiento de las 
obligaciones que resulten de este capítulo, de los 
derechos de uso del dominio público 
radioeléctrico, de la numeración, 
direccionamiento y denominación o de la 
ocupación del dominio público o de la propiedad 
privada. 

b) Satisfacer necesidades estadísticas o de 
análisis. 

c) Evaluar la procedencia de las solicitudes 
de derechos de uso del dominio público 
radioeléctrico y de la numeración, 
direccionamiento y denominación. 

d) Publicar síntesis comparativas sobre 
precios y calidad de servicio, en interés de los 
usuarios. 

e) Elaborar análisis que permitan la definición 
de los mercados de referencia, la determinación 
de los operadores encargados de prestar el 
servicio universal y el establecimiento de 
condiciones específicas a los operadores con 
poder significativo de mercado en aquellos. 

f) Cumplir los requerimientos que vengan 
impuestos en el ordenamiento jurídico. 

g) Comprobar el cumplimiento del resto de 
obligaciones derivadas de la Ley 32/2003, de 3 de 
noviembre, y su normativa de desarrollo, en 
especial el cumplimiento de las obligaciones de 
servicio público y de carácter público. 

Esta información, excepto aquella a que se 
refiere el párrafo c), no podrá exigirse antes del 
inicio de la actividad, y se suministrará en el plazo 
que se establezca en cada requerimiento, 
atendidas las circunstancias del caso. Las 
autoridades nacionales de reglamentación 
garantizarán la confidencialidad de la información 
suministrada que pueda afectar al secreto 
comercial o industrial. 

2. Las solicitudes de información que se 
realicen de conformidad con el apartado anterior 
habrán de ser motivadas y proporcionadas al fin 
perseguido. En dichas solicitudes se indicará el 
plazo y grado de detalle con que deberá 
suministrarse la información requerida, así como los 
fines concretos para los que va a ser utilizada. El 
incumplimiento de la obligación de información 
por los titulares de redes o servicios de 
comunicaciones electrónicas podrá ser 
sancionado conforme a lo establecido en el título 
VIII de la Ley 32/2003, de 3 de noviembre. 

3. La Comisión del Mercado de las 
Telecomunicaciones llevará a cabo la publicación, 
en la medida en que pueda contribuir al 
mantenimiento de un mercado abierto y 
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competitivo, de la información que haya obtenido 
en el ejercicio de sus competencias, y garantizará 
la confidencialidad de la información y el derecho 
a la protección de los datos de carácter personal, 
conforme se indica en el apartado 1. 4. La 
información de que dispongan los operadores en 
relación con los servicios que presten al Ministerio 
de Defensa o instituciones militares no podrá ser 
facilitada en virtud de lo dispuesto en este artículo. 

No obstante, lo dispuesto en el párrafo 
anterior, el Ministerio de Defensa aprobará una 
resolución en la que especificará de forma clara e 
inequívoca el tipo o categorías de información 
que puede ser suministrada. Esta resolución será 
comunicada a la Secretaría de Estado de 
Telecomunicaciones y para la Sociedad de la 
Información y al resto de Autoridades de 
Reglamentación a que se refiere el artículo 46 de 
la Ley 32/2003, de 3 de noviembre, General de 
Telecomunicaciones. 

    Artículo 22. Modificación de las 
condiciones exigibles. 

1. Con arreglo a los principios de objetividad 
y proporcionalidad, el Gobierno, mediante real 
decreto, podrá modificar las condiciones 
impuestas en la prestación de servicios y el 
establecimiento y explotación de redes de 
comunicaciones electrónicas, y establecerá un 
plazo para que los operadores se adapten a dicha 
modificación. 

2. En la tramitación de las modificaciones a 
que se refiere el apartado anterior se otorgará un 
trámite de audiencia, que no será inferior a cuatro 
semanas, a los interesados, al Consejo de 
Consumidores y Usuarios y, en su caso, a los 
sindicatos más representativos y a las asociaciones 
más representativas de los restantes usuarios. 

Asimismo, será preceptivo el informe de la 
Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones. 

 
CAPÍTULO II 
Servicio universal 
SECCIÓN 1.ª DELIMITACIÓN DEL SERVICIO 

UNIVERSAL 
    Artículo 27. Concepto y delimitación de los 

servicios que se incluyen en el ámbito del servicio 
universal. 

1. Se entiende por servicio universal el 
conjunto definido de servicios cuya prestación se 
garantiza para todos los usuarios finales con 
independencia de su localización geográfica, con 
una calidad determinada y a un precio asequible. 

2. Bajo el concepto de servicio universal se 
deberá garantizar, en los términos y condiciones 
que se establecen en esta sección, lo siguiente: 

a) Que todos los usuarios finales puedan 
obtener una conexión a la red telefónica pública 
desde una ubicación fija y acceder a la prestación 
del servicio telefónico disponible al público con las 

características que se establecen en el artículo 28, 
siempre que sus solicitudes se consideren 
razonables en los términos establecidos en el 
artículo 29. 

b) Que se ponga a disposición de los 
abonados al servicio telefónico disponible al 
público una guía general de números de 
abonados, de acuerdo con lo establecido en el 
artículo 30. Asimismo, que se ponga a disposición 
de todos los usuarios finales de dicho servicio un 
servicio de información general o consulta 
telefónica sobre números de abonados, en las 
condiciones establecidas en el artículo 31. 

c) Que exista una oferta suficiente de 
teléfonos públicos de pago, en todo el territorio 
nacional, de acuerdo con los términos que se 
establecen en el artículo 32. 

d) Que los usuarios finales con discapacidad 
tengan acceso al servicio telefónico disponible al 
público desde una ubicación fija en condiciones 
equiparables a las que se ofrecen al resto de 
usuarios finales. 

e) Que las personas con necesidades 
sociales especiales, dispongan de opciones o 
paquetes de tarifas que difieran de las aplicadas 
en condiciones normales de explotación comercial 
y que les permitan tener acceso al servicio 
telefónico disponible al público desde una 
ubicación fija o hacer uso de éste. 

f) Que se apliquen, cuando proceda, 
opciones tarifarias especiales o limitaciones de 
precios, tarifas comunes, equiparación por zonas u 
otros regímenes similares, de acuerdo con 
condiciones transparentes, públicas y no 
discriminatorias. 

    Artículo 28. Conexión a la red pública y 
acceso al servicio telefónico disponible al público. 

1. La conexión a la red telefónica pública, 
desde una ubicación fija, referida en el apartado 
2.a) del artículo anterior, deberá ofrecer a sus 
usuarios la posibilidad de:  

a) Conectar y utilizar equipos terminales 
adecuados, de conformidad con la normativa 
aplicable. 

b) Recibir y efectuar llamadas telefónicas de 
ámbito nacional e internacional a números 
geográficos y no geográficos, de conformidad con 
lo establecido en el Plan nacional de numeración 
telefónica. 

c) Establecer comunicaciones de fax, al 
menos de telefax grupo III de conformidad con las 
recomendaciones pertinentes de la serie T de la 
UIT-T. 

d) Establecer comunicaciones de datos a 
velocidad suficiente para acceder de forma 
funcional a Internet, con arreglo a las 
recomendaciones pertinentes de la serie V de la 
UIT-T, sin perjuicio de que se puedan utilizar otros 
interfaces, previa autorización del Ministerio de 
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Industria, Turismo y Comercio, en casos concretos y 
debidamente justificados. A estos efectos, se 
considerará velocidad suficiente la utilizada de 
manera generalizada para acceder a Internet por 
los abonados al servicio telefónico fijo disponible al 
público con conexión a la red mediante pares de 
cobre y módem para banda vocal. 

2. El operador designado deberá disponer 
de los recursos técnicos adecuados para 
garantizar la continuidad del servicio telefónico fijo 
disponible al público en situaciones de interrupción 
del suministro eléctrico por un periodo mínimo de 
cuatro horas. No obstante, para aquellas 
conexiones a la red pública que sea necesario 
proporcionar a través de satélite, dicho período 
será, como mínimo, de dos horas. 

3. Cuando se produzcan interrupciones del 
servicio telefónico disponible al público 
proporcionado a través de dicha conexión, por 
causas no atribuibles al abonado, el operador 
deberá compensarle de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 115. 

    Artículo 29. Solicitudes de conexión a la 
red y plazo máximo de suministro de la conexión 
inicial. 

1. El operador designado para la prestación 
del servicio universal deberá satisfacer las 
solicitudes razonables de conexión a la red 
telefónica pública, desde una ubicación fija, y de 
acceso al servicio telefónico disponible al público 
con las prestaciones especificadas en el artículo 
anterior. 

2. Se considerarán en todo caso razonables 
las peticiones de conexión en las que se den 
alguna de las siguientes condiciones: 

a) Que la conexión se solicite para cualquier 
inmueble situado en suelo urbano. 

b) Que la conexión se solicite para una 
edificación de las previstas en el apartado 1 de la 
disposición transitoria quinta del texto refundido de 
la Ley del Suelo, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 1/1992, de 26 de junio, y que, además, 
dicha edificación esté destinada a uso residencial 
como vivienda habitual del solicitante. 

c) Que la solicitud de instalación sea para 
una edificación destinada a uso residencial como 
vivienda habitual del solicitante que, aunque esté 
en suelo no urbanizable, haya sido 
excepcionalmente autorizada de acuerdo con lo 
dispuesto en el párrafo segundo del artículo 20.1 
de la Ley 6/1998, de 13 de abril, sobre régimen del 
suelo y valoraciones. 

3. Cuando dicho operador designado 
considere que una solicitud no es razonable, 
deberá someterla al Director General de 
Telecomunicaciones y Tecnologías de la 
Información, quien resolverá. 

4. El operador designado deberá satisfacer 
cada solicitud razonable de conexión inicial a la 

red telefónica pública fija en un plazo máximo de 
60 días naturales, contados a partir de su 
recepción. En el caso de no poder realizar el 
mencionado suministro en dicho plazo, sin mediar 
causas de fuerza mayor u otras imputables al 
solicitante, deberá compensar automáticamente 
a este, y le eximirá del pago de un número de 
cuotas mensuales de abono equivalentes al 
número de meses o fracción en los que se haya 
superado dicho plazo, salvo que a solicitud del 
operador el Director General de 
Telecomunicaciones y Tecnologías de la 
Información haya autorizado un tiempo de 
suministro mayor debido a la necesidad de 
obtener permisos, derechos de ocupación o de 
paso específicos o por cualquier otra causa no 
imputable al operador. 

5. La tramitación de las autorizaciones 
previstas en los apartados 3 y 4 se llevará a cabo 
por el procedimiento establecido en el 
Reglamento aprobado por el anexo I del Real 
Decreto 1773/1994, de 5 de agosto. 

    Artículo 30. Guías telefónicas. 
1. Los abonados al servicio telefónico 

disponible al público tendrán derecho a disponer 
de una guía general impresa de números de 
abonados, que se actualice, como mínimo, una 
vez al año.  

Todos los abonados al servicio telefónico 
disponible al público tendrán derecho a figurar en 
la mencionada guía general, sin perjuicio, en todo 
caso, del respeto a las normas que regulen la 
protección de los datos personales y el derecho a 
la intimidad. 

2. Tanto el operador designado como los 
demás operadores que presten el servicio 
telefónico disponible al público podrán suministrar 
a sus respectivos abonados a los que le 
proporcionen la conexión a la red telefónica 
pública, siempre que la solicitud se realice de 
forma que permita tener constancia del contenido 
de la misma y de la identidad del solicitante, una 
guía telefónica en formato electrónico en lugar de 
la edición impresa, en las mismas condiciones que 
las establecidas para esta última en este artículo. 

3. Cuando la elaboración de la guía a la 
que se refiere este artículo no quede garantizada 
por el libre mercado, su elaboración 
corresponderá al operador que tenga 
encomendada la prestación del servicio universal. 
Dicho operador habrá de entregarla 
gratuitamente a sus abonados y ponerla a 
disposición gratuitamente del resto de abonados 
al servicio telefónico disponible al público. 
Asimismo, deberá poner gratuitamente a 
disposición de los operadores que presten dicho 
servicio que se lo soliciten los ejemplares necesarios 
para que estos la pongan a disposición, 
igualmente de manera gratuita, a sus respectivos 
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abonados a los que le proporcionen la conexión a 
la red telefónica pública. 

El operador designado para la prestación 
del servicio universal no tendrá la obligación de 
poner la guía a disposición de los abonados de los 
operadores a los que, en virtud de lo dispuesto en 
el párrafo anterior, haya entregado los ejemplares 
necesarios de la guía. 

Cuando varios contratos de abono al 
servicio telefónico disponible al público estén 
domiciliados en la misma dirección, se entenderá 
cumplida la obligación a la que se refieren los 
párrafos anteriores cuando los operadores hayan 
facilitado una guía. 

Cuando, de acuerdo con lo especificado en 
el apartado 6, la guía se haya organizado en varios 
tomos, el operador designado podrá limitar la 
entrega al tomo correspondiente a la 
demarcación territorial en que se incluya el 
domicilio del abonado, y pondrá a su disposición, 
gratuitamente, el resto de los tomos de la 
provincia. 

4. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 
67, en relación con los datos relativos a cada 
abonado, deberá figurar, al menos, la siguiente 
información: 

a) Nombre y apellidos, o razón social. 
b) Número o números de abonado. 
c) Dirección postal del domicilio, excepto 

piso, letra y escalera. 
d) Terminal específico que deseen declarar, 

en su caso. 
e) Nombre del operador que facilite el 

acceso a la red. 
Cuando se trate del servicio telefónico fijo y 

el titular sea una persona física, podrá solicitar, al 
operador que le proporciona el servicio de acceso 
a la red, que asociado a un mismo número figure 
el nombre de otra persona mayor de edad con la 
que conviva. La solicitud de alta de dicha 
inscripción se realizará de forma conjunta, mientras 
que para la baja bastará con la solicitud del 
interesado. 

Cuando se trate del servicio telefónico fijo y 
el titular sea una entidad u organización que tenga 
asignada una pluralidad de números, el operador 
del cual dependan esos números deberá 
asegurarse de que figuren, debidamente 
ordenadas, las inscripciones necesarias, para 
facilitar la localización de los números de los 
usuarios externamente más relevantes de dicha 
entidad u organización. 

5. En las hojas iniciales de cada ejemplar de 
guía telefónica se facilitará, al menos, la siguiente 
información: 

a) La dirección postal y números telefónicos 
de atención al usuario de los proveedores del 
servicio telefónico disponible al público de los que 

dependa alguno de los números que figuran en 
ese ejemplar. 

b) Información a los abonados sobre su 
derecho a no figurar en una guía accesible al 
público o, en su caso, a que se omita parcialmente 
su dirección o algún otro dato, en los términos que 
haya estipulado su proveedor, a que sus datos que 
aparezcan en la guía no sean utilizados con fines 
de publicidad o prospección comercial y sobre el 
ejercicio de los derechos de acceso, oposición, 
rectificación y cancelación de sus datos, en los 
términos previstos por la legislación vigente en 
materia de protección de datos de carácter 
personal. 

c) Instrucciones que indiquen cómo acceder 
y hacer uso de la guía telefónica y del servicio 
telefónico disponible al público. 

d) Las direcciones postales y números 
telefónicos de los servicios públicos en materia de 
atención de urgencias sanitarias, de extinción de 
incendios y salvamento, de seguridad ciudadana y 
de protección civil. 

e) Los números de los servicios de consulta 
sobre números de abonado. 

f) Fecha completa de edición y 
actualización, así como nombre y dirección del 
editor. 

g) Información relativa al Departamento de 
atención al cliente del prestador del servicio 
universal, al que se refiere el artículo 104. 

6. Los datos que figuren en las guías 
telefónicas estarán recogidos en un tipo de letra 
claro y de fácil lectura. 

La impresión se realizará preferentemente a 
dos caras, utilizando un papel con una textura que 
permita dicha impresión sin dificultar la lectura de 
la información. 

La encuadernación deberá soportar sin 
deterioro un uso normal durante la vigencia de la 
guía. 

Los datos estarán relacionados por orden 
alfabético del primer apellido o razón social. 
Después del primer apellido se reflejará completo 
el segundo, seguido tras una coma, del nombre 
propio o de sus iniciales. Asociado a cada número 
figurará, además, la dirección del abonado, sin 
especificación de piso o letra, y, en su caso, un 
identificador del tipo de terminal (teléfono normal, 
fax, RDSI, videoconferencia, telefonía móvil, 
telefonía de texto para sordos, entre otros) que el 
abonado haya manifestado su deseo de que 
figure de forma tal que permita tener constancia 
del contenido de la solicitud y la identidad del 
solicitante. 

Con carácter general y dentro del ámbito 
provincial de las guías telefónicas, su contenido se 
organizará por orden alfabético de los términos 
municipales y, en su caso, de entidades locales 
menores, salvo la capital de la provincia que 
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aparecerá en primer lugar. Dentro de cada 
término o entidad local menor se organizará por la 
letra del primer apellido o razón social. 

Cuando el número de abonados de una 
provincia sea elevado, la guía telefónica se podrá 
organizar territorialmente en varios tomos para 
facilitar su manejo. La división de la información 
provincial para su inclusión en cada tomo se 
realizará de modo que se facilite su uso, teniendo 
especialmente en cuenta para ello la demanda y 
utilización habitual de la información por los 
usuarios del servicio telefónico disponible al 
público. En todo caso, una misma población no 
podrá ser dividida en tomos distintos. La 
información relativa a los abonados de distintos 
servicios telefónicos o de diferentes operadores 
deberá tener un tratamiento tipográfico 
equivalente. 

Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 
67, la guía general de números de abonados que 
se incluye en el ámbito del servicio universal 
deberá actualizarse, cómo mínimo, cada 12 
meses. En cada actualización se incluirán todas las 
rectificaciones, altas y bajas que hayan sido 
comunicadas con anterioridad al cierre de la 
edición. El período comprendido entre la fecha de 
actualización de los datos y la fecha de edición de 
las guías telefónicas no podrá superar los tres 
meses. 

7. En relación con los datos de carácter 
personal relativos a cada abonado incluidos en las 
guías, así como a sus derechos, será de aplicación 
lo establecido en el capítulo I del título V de este 
reglamento y la legislación vigente en materia de 
protección de datos de carácter personal. 

    Artículo 31. Servicio de consulta telefónica 
sobre números de abonado. 

El operador designado para la prestación 
del servicio universal pondrá a disposición de todos 
los usuarios finales del servicio telefónico disponible 
al público un servicio de consulta telefónica sobre 
números de abonado contenidos en las guías 
telefónicas a las que se refiere el artículo 30, 
actualizado y de ámbito nacional. Este servicio se 
prestará a un precio asequible y tendrá carácter 
gratuito para el usuario cuando se efectúe desde 
un teléfono público de pago de los referidos en el 
artículo 32. 

En relación con los datos personales relativos 
a cada abonado, será de aplicación lo 
establecido en el capítulo I del título V y en la 
demás normativa vigente en cada momento sobre 
protección de los datos personales. 

    Artículo 32. Teléfonos públicos de pago. 
1. En la prestación del servicio universal se 

deberá garantizar la existencia de una oferta 
suficiente de teléfonos públicos de pago. A estos 
efectos, se consideran teléfonos públicos de pago 
los situados en el dominio público de uso común. 

El operador designado deberá garantizar la 
existencia de una oferta suficiente de teléfonos 
públicos de pago en la zona correspondiente a la 
designación, con las condiciones técnicas mínimas 
que se establecen en el apartado 3. 

Se considerará oferta suficiente la existencia 
de, al menos, un teléfono público de pago y uno 
más por cada 1.500 habitantes en cada municipio 
de 500 o más habitantes y de un teléfono público 
de pago en cada uno de los municipios de menos 
de 500 habitantes en los que esté justificado sobre 
la base de la existencia de una distancia elevada 
a facilidades similares, la baja penetración del 
servicio telefónico fijo, la falta de accesibilidad del 
servicio telefónico móvil o la elevada tasa de 
población flotante. 

El operador designado deberá satisfacer, en 
un plazo razonable, todas las solicitudes de 
instalación de nuevos teléfonos públicos de pago 
que le presenten los ayuntamientos hasta cumplir 
con los criterios de oferta suficiente. 

Cuando el operador designado considere 
que la solicitud no se corresponde con la 
aplicación de los criterios de oferta suficiente, 
podrá dirigirse a la Dirección General de 
Telecomunicaciones y Tecnologías de la 
Información, la cual resolverá siguiendo el mismo 
procedimiento que el indicado en el artículo 29.5. 

2. Para la elección de las nuevas 
ubicaciones se tendrán en cuenta las zonas o 
lugares más transitados y de mayor demanda 
potencial, así como aquellas otras con escasa 
penetración del servicio telefónico fijo disponible al 
público.  

3. Los teléfonos públicos de pago a los que 
se refiere este artículo deberán: 

a) Ofrecer a los usuarios la posibilidad de 
realizar llamadas con destino a cualquier abonado 
del servicio telefónico disponible al público, 
respetando su carácter gratuito, en su caso. 

b) Permitir efectuar gratuitamente llamadas 
de emergencia sin tener que utilizar ninguna forma 
de pago, utilizando el número único de llamadas 
de emergencia 112 y demás números de 
emergencia que estén definidos como gratuitos 
por la normativa vigente en cada momento. 

c) Permitir su uso durante las 24 horas del día, 
contando con iluminación suficiente durante las 
horas nocturnas. 

d) Disponer del aislamiento acústico 
necesario para proteger al usuario del ruido 
exterior y asegurar un nivel adecuado de 
privacidad de las comunicaciones. 

e) Incorporar una pantalla electrónica que 
indique el número marcado, el crédito mínimo 
exigido y el crédito disponible, y sistemas ópticos y 
acústicos de aviso de finalización de crédito. 

f) Disponer, en lugar visible, de información 
adecuada y actualizada sobre las condiciones 
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básicas de uso del servicio y sobre sus precios, en la 
que se incluirá en todo caso indicación sobre el 
carácter gratuito de las llamadas de emergencias 
al servicio 112, así como, en su caso, los demás 
servicios de emergencias que estén definidos 
como gratuitos por la legislación vigente en cada 
momento y sobre el servicio de consulta telefónica 
sobre números de abonado al que se refiere el 
artículo 31. 

g) Disponer de medidas de seguridad 
adecuadas contra el vandalismo y contra su 
utilización indebida. 

h) Efectuar el cobro de la comunicación al 
final de esta y devolver el saldo sobrante sobre la 
base de las monedas previamente depositadas. En 
el caso de pago con tarjeta, el cobro se efectuará 
al finalizar la comunicación. 

Además, las nuevas instalaciones de 
teléfonos públicos de pago deberán ofrecer las 
opciones de pago por monedas y por tarjeta. 
Cuando se instalen de forma agrupada, dichas 
opciones deberán ser ofrecidas por el conjunto de 
los teléfonos públicos de pago de la agrupación. 

4. El operador designado deberá mejorar 
progresivamente las condiciones de accesibilidad 
de los teléfonos públicos de pago a los que se 
refiere este artículo, teniendo en cuenta: la 
necesaria compatibilidad con el uso por personas 
con discapacidad, los estándares internacionales 
sobre accesibilidad aplicados en los países más 
avanzados, las normas de las distintas 
Administraciones públicas españolas y los trabajos 
de las organizaciones más representativas de 
personas con discapacidad, así como la 
distribución de la demanda y la climatología de las 
distintas zonas del territorio. 

Para ello, el operador designado presentará, 
para su aprobación por el Ministerio de Industria, 
Turismo y Comercio, planes de adaptación de los 
teléfonos públicos de pago para facilitar su 
accesibilidad por los usuarios con discapacidad y, 
en particular, por los usuarios en silla de ruedas o 
con deficiencias de crecimiento. Dichos planes se 
deberán presentar con un año de antelación a la 
finalización del que estuviera vigente o cuando el 
Ministerio de Industria, Turismo y Comercio lo 
demande por considerar 
 

superado el vigente. 
    Artículo 33. Otras medidas para facilitar la 

accesibilidad al servicio por las personas con 
discapacidad. 

1. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 
22.1.d) de la Ley 32/2003, de 3 de noviembre, 
General de Telecomunicaciones, los operadores 
designados para la prestación del servicio universal 
deberán garantizar que los usuarios finales con 
discapacidad tengan acceso al servicio telefónico 
disponible al público desde una ubicación fija en 

condiciones equiparables a las que se ofrecen al 
resto de usuarios finales. 

Dentro del colectivo de las personas con 
discapacidad, se considerarán incluidas las 
personas invidentes o con graves dificultades 
visuales, las personas sordas o con graves 
dificultades auditivas, las mudas o con graves 
dificultades para el habla, las minusválidas físicas y, 
en general, cualesquiera otras con 
discapacidades físicas que les impidan 
manifiestamente el acceso normal al servicio 
telefónico fijo o le exijan un uso más oneroso de 
este. 

2. A los efectos de lo dispuesto en el 
apartado anterior, el operador designado 
promoverá la existencia de una oferta suficiente y 
tecnológicamente actualizada de terminales 
especiales, adaptados a los diferentes tipos de 
discapacidades, tales como teléfonos de texto, 
videoteléfonos o teléfonos con amplificación para 
personas con discapacidad auditiva, y realizará 
una difusión suficiente de aquella. 

Los abonados invidentes o con 
discapacidad visual, previa solicitud al operador 
designado, dispondrán de las facturas y la 
publicidad e información, suministrada a los demás 
abonados de telefonía fija sobre las condiciones 
de prestación de los servicios, en sistema Braille o 
en letras grandes. 

    Artículo 34. Condiciones relativas a la 
calidad. 

El operador designado deberá cumplir, en 
relación con el conjunto de usuarios finales a los 
que le proporcione el servicio telefónico fijo 
disponible al público en todo el territorio abarcado 
por dicha designación, los niveles mínimos de 
calidad de servicio que se establezcan por orden 
ministerial, y mantendrá una razonable uniformidad 
en las distintas zonas del territorio y en relación con 
los distintos tipos de usuarios. 

Cuando de la aplicación de los niveles de 
calidad de servicio al conjunto de los usuarios, 
según lo previsto en el párrafo anterior, se deriven 
desviaciones significativas para determinadas 
zonas o tipos de usuarios que supongan para 
dichos grupos unos niveles peores a los fijados con 
carácter general, el Ministerio de Industria, Turismo 
y Comercio podrá establecer ámbitos de análisis 
más restringidos y fijar para dichos ámbitos niveles 
mínimos de calidad de servicio que limiten las 
mencionadas desviaciones con el objetivo de 
subsanar los efectos prácticos no deseados 
derivados del establecimiento de dichos niveles 
con carácter general. 

Las definiciones y métodos de medida de los 
parámetros de calidad de servicio, los 
requerimientos relativos a la remisión periódica de 
los datos a la Administración, las condiciones 
orientadas a garantizar la fiabilidad y la posibilidad 
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de comparación de los datos y las demás 
condiciones relativas a la medida y seguimiento de 
los niveles de calidad de servicio serán las 
establecidas mediante orden ministerial. 

Los parámetros que se establezcan en dicha 
orden incluirán los que figuran en la norma del 
Instituto Europeo de Normas de Telecomunicación 
ETSI EG 201 769-1 y el desglose regional será, como 
mínimo, por comunidad autónoma. 

SECCIÓN 2.ª CARÁCTER ASEQUIBLE DEL 
PRECIO DEL SERVICIO UNIVERSAL 

    Artículo 35. Concepto y objetivos. 
1. La Comisión Delegada del Gobierno para 

Asuntos Económicos, a propuesta de los Ministros 
de Industria, Turismo y Comercio y de Economía y 
Hacienda, y previo informe de la Comisión del 
Mercado de las Telecomunicaciones, garantizará 
el carácter asequible de los precios de los servicios 
incluidos dentro del servicio universal. 

Serán objeto de especial consideración los 
colectivos de pensionistas y jubilados de renta 
familiar baja y el colectivo de las personas con 
discapacidad a las que se refiere el artículo 33.1. 

Se entenderá que los precios de los servicios 
incluidos en el servicio universal son asequibles 
para los usuarios cuando se cumplan los siguientes 
objetivos: 

a) Que los precios de los servicios incluidos 
en el servicio universal en zonas de alto coste, 
rurales, insulares y distantes sean comparables a los 
precios de dichos servicios en áreas urbanas, 
teniendo en cuenta, entre otros factores, sus costes 
y los colectivos con necesidades sociales 
especiales conforme a este reglamento. 

b) Que se asegure la eliminación de barreras 
que impidan a determinados colectivos de 
personas con discapacidad el acceso y uso de los 
servicios incluidos en el servicio universal en 
condiciones equivalentes al resto de usuarios. 

c) Que exista una oferta suficiente, a precio 
uniforme, de teléfonos de uso público en el 
dominio público de uso común, en todo el territorio 
nacional. 

d) Que se ofrezcan planes de precios en los 
que el importe de las cuotas de alta, el de los 
conceptos asimilados y el de las cuotas periódicas 
fijas de abono no limiten la posibilidad de ser 
usuario del servicio. 

2. Para alcanzar los objetivos citados en el 
apartado anterior, el operador designado deberá 
ofrecer a sus abonados: 

a) Programas de precios de acceso y uso de 
los servicios incluidos en el servicio universal que 
permitan el máximo control del gasto por parte del 
usuario y, en particular, los siguientes: 

1.º Abono social. Este plan de precios estará 
destinado a jubilados y pensionistas cuya renta 
familiar no exceda del indicador que se determine, 
en cada momento, por la Comisión Delegada del 

Gobierno para Asuntos Económicos, y consistirá en 
la aplicación de una bonificación en el importe de 
la cuota de alta y en la cuota fija de carácter 
periódico. 

2.º Usuarios invidentes o con graves 
dificultades visuales. Este plan de precios irá 
destinado a las personas invidentes o con graves 
dificultades visuales y consistirá en la aplicación de 
una determinada franquicia en las llamadas al 
servicio de consulta telefónica sobre números de 
abonado y en el establecimiento de las 
condiciones para la recepción gratuita de las 
facturas y de la publicidad e información 
suministrada a los demás abonados de telefonía 
fija sobre las condiciones de prestación de los 
servicios, en sistema Braille o en letras grandes. 

3.º Usuarios sordos o con graves dificultades 
auditivas. 

Este plan especial de precios se aplicará a 
las llamadas realizadas desde cualquier punto del 
territorio nacional que tengan como origen o 
destino un terminal de telefonía de texto y que se 
establezcan a través del centro de servicios de 
intermediación para teléfonos de texto. 

b) Posibilidad de que el usuario elija la 
frecuencia de facturación que mejor se adapte a 
sus preferencias, dentro de las posibilidades 
ofertadas por el operador, las cuales incluirán, 
como mínimo, la frecuencia mensual y la bimestral. 

c) Posibilidad de restringir y bloquear por 
parte de los usuarios, a través de un procedimiento 
sencillo y sin coste alguno, las llamadas 
internacionales y las que se hagan a servicios con 
tarificación adicional. Todo ello sin perjuicio de que 
se pueda seguir realizando el mismo tipo de 
llamadas a través de mecanismos de selección de 
operador cuando tengan contratado el servicio 
con algún otro proveedor sin la restricción o el 
bloqueo de los mencionados tipos de llamadas. 

d) Publicidad e información que los 
operadores suministren a los usuarios sobre las 
condiciones de prestación de los servicios, 
especialmente con relación al carácter accesible 
de estos. 

e) Un nivel básico y gratuito de detalle en las 
facturas, para que los consumidores puedan 
comprobar y controlar los gastos generados por el 
uso de la red telefónica pública desde una 
ubicación fija y de los servicios telefónicos conexos 
disponibles al público, así como efectuar un 
seguimiento adecuado de sus propios gastos y 
utilización, ejerciendo con ello un nivel razonable 
de control sobre sus facturas. 

f) Medios para el abono previo, tanto del 
acceso a la red telefónica pública como de la 
utilización de los servicios telefónicos disponibles al 
público, así como la posibilidad de efectuar el 
pago de la conexión a la red telefónica pública de 
manera escalonada, cuando así se establezca por 
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resolución del Secretario de Estado de 
Telecomunicaciones y para la Sociedad de la 
Información. 

 
… 
 
TÍTULO V 
Obligaciones de carácter público. Secreto 

de las comunicaciones y protección de los datos 
personales 

CAPÍTULO I 
Protección de los datos personales en la 

explotación de redes y en la prestación de los 
servicios de comunicaciones electrónicas 
disponibles al público 

SECCIÓN 1.ª DISPOSICIONES GENERALES 
    Artículo 61. Ámbito de aplicación. 
1. Este capítulo tiene por objeto el 

establecimiento de las normas reglamentarias de 
carácter técnico de desarrollo de la Ley 32/2003, 
de 3 de noviembre, General de 
Telecomunicaciones, en relación con la 
protección de los datos personales en la 
explotación de redes y en la prestación de los 
servicios de comunicaciones electrónicas 
disponibles al público. Lo regulado en este capítulo 
es de aplicación al tratamiento de los datos 
personales en la prestación de servicios de 
comunicaciones electrónicas disponibles al 
público y en la explotación de redes públicas de 
comunicaciones electrónicas, así como en las 
actividades que realicen los sujetos a los que se 
refiere el artículo 51.c) de la Ley 32/2003, de 3 de 
noviembre, en los supuestos en que este resulte de 
aplicación. 

2. Las disposiciones sobre visualización y 
limitación de la identificación de la línea de origen 
y de la línea conectada y sobre el desvío 
automático de llamadas se aplicarán, en los 
términos establecidos en la sección 3.ª de este 
capítulo, a las líneas de abonados conectadas a 
centrales digitales y, cuando sea técnicamente 
posible y no exija una inversión desproporcionada 
por el operador, a las líneas de abonados 
conectadas a centrales analógicas. Los 
operadores deberán obtener del Ministerio de 
Industria, Turismo y Comercio la autorización 
correspondiente para quedar exentos del 
cumplimiento de los requisitos sobre visualización y 
limitación de la identificación de la línea de origen 
y conectada y sobre desvío automático de 
llamadas. 

3. No será de aplicación lo establecido en 
este capítulo cuando, de conformidad con la 
normativa vigente, sea necesario adoptar medidas 
para la protección de la seguridad pública, la 
seguridad del Estado, la aplicación del derecho 
penal y la interceptación legal de las 

comunicaciones electrónicas para cualesquiera 
de estos fines. 

    Artículo 62. Protección y seguridad de los 
datos personales. 

1. Los sujetos obligados a los que se refiere el 
artículo 51 de la Ley 32/2003, de 3 de noviembre, 
deberán garantizar la protección de los datos 
personales en el ejercicio de su actividad, en los 
términos establecidos en este reglamento y en la 
legislación vigente. 

2. Los operadores deberán adoptar las 
medidas técnicas y de gestión adecuadas para 
preservar la seguridad en la explotación de su red 
o en la prestación de sus servicios, para garantizar 
los niveles de protección de los datos de carácter 
personal establecidos en este reglamento y demás 
normativa aplicable. 

En caso de que exista un riesgo particular de 
violación de la seguridad de la red pública de 
comunicaciones electrónicas, el operador que 
explote dicha red o preste el servicio de 
comunicaciones electrónicas informará a los 
abonados sobre dicho riesgo y, cuando el riesgo 
quede fuera del ámbito de las medidas que 
deberá tomar el prestador del servicio, sobre las 
posibles soluciones, con una indicación de los 
posibles costes. 

    Artículo 63. Régimen jurídico. 
La protección de los datos personales 

vinculados a las redes y servicios de 
comunicaciones electrónicas se regirá por lo 
dispuesto en el artículo 38 de la Ley 32/2003, de 3 
de noviembre, por este título V y, en lo no previsto 
por aquellas normas, por lo dispuesto en legislación 
vigente sobre protección de los datos de carácter 
personal. 

    Artículo 64. Definiciones. 
A los efectos de este título, se entiende por: 
a) Datos de tráfico: cualquier dato tratado a 

efectos de la conducción de una comunicación a 
través de una red de comunicaciones electrónicas 
o a efectos de su facturación. 

b) Datos de localización: cualquier dato 
tratado en una red de comunicaciones 
electrónicas que indique la posición geográfica 
del equipo terminal de un usuario de un servicio de 
comunicaciones electrónicas disponible para el 
público. 

c) Comunicación: cualquier información 
intercambiada o conducida entre un número finito 
de interesados por medio de un servicio de 
comunicaciones electrónicas disponible para el 
público. No se incluye en la presente definición la 
información conducida, como parte de un servicio 
de radiodifusión al público, a través de una red de 
comunicaciones electrónicas, excepto en la 
medida en que la información pueda relacionarse 
con el abonado o usuario identificable que reciba 
la información. 
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d) Llamada: una conexión establecida por 
medio de un servicio telefónico disponible para el 
público que permita la comunicación 
bidireccional en tiempo real. 

e) Servicio con valor añadido: todo servicio 
que requiere el tratamiento de datos de tráfico o 
datos de localización distintos de los de tráfico que 
vaya más allá de lo necesario para la transmisión 
de una comunicación o su facturación. 

f) Tratamiento de datos: operaciones y 
procedimientos técnicos de carácter 
automatizado o no, que permitan la recogida, 
grabación, conservación, elaboración, 
modificación, bloqueo y cancelación, así como las 
cesiones de datos que resulten de 
comunicaciones, consultas, interconexiones y 
transferencias. 

g) Facilidad de identificación de la línea de 
origen: la prestación que permite que el usuario 
que recibe una llamada, obtenga la información 
del número telefónico de la línea desde donde se 
origina esa comunicación. 

h) Facilidad de identificación de línea 
conectada: la prestación que permite que el 
usuario que origina la llamada obtenga 
información del número telefónico de la línea a la 
que ha sido conectada su llamada. 

SECCIÓN 2.ª LOS DATOS DE CARÁCTER 
PERSONAL EN RELACIÓN CON DETERMINADOS 
ASPECTOS DE LOS SERVICIOS DE 
COMUNICACIONES ELECTRÓNICAS 

    Artículo 65. Datos personales sobre el 
tráfico y la facturación. 

1. Los operadores deberán eliminar o hacer 
anónimos los datos de carácter personal sobre el 
tráfico referidos a una comunicación y 
relacionados con los usuarios y los abonados que 
hayan sido tratados y almacenados para 
establecer una comunicación, en cuanto ya no 
sean necesarios a los efectos de su transmisión, sin 
perjuicio de lo dispuesto en los apartados 
siguientes. 

2. Los datos de tráfico que fueran necesarios 
para realizar la facturación y los pagos de las 
interconexiones podrán ser tratados únicamente 
durante el plazo en que pueda impugnarse la 
factura o exigirse el pago, de conformidad con la 
legislación aplicable. Transcurrido dicho plazo, los 
operadores deberán eliminar o hacer anónimos los 
datos de carácter personal, en los términos del 
apartado 1. 

3. Asimismo, los operadores podrán tratar los 
datos de tráfico con fines de promoción comercial 
de servicios de comunicaciones electrónicas o 
para la prestación de servicios con valor añadido, 
en la medida y durante el tiempo necesarios para 
la prestación de tales servicios o su promoción 
comercial, siempre y cuando el abonado haya 
dado su consentimiento informado. 

A estos efectos, los sujetos obligados 
deberán dirigirse a los abonados, al menos, con un 
mes de antelación al inicio de la promoción o de 
la prestación del servicio con valor añadido, 
informarles del tipo de servicios para los que se 
efectuará el tratamiento, los tipos de datos que 
serán objeto de tratamiento y la duración que 
tendrá y solicitarles su consentimiento para el 
tratamiento de los datos. Esta comunicación, que 
deberá efectuarse a través de un medio que 
garantice su recepción por parte del abonado, 
podrá llevarse a cabo de forma conjunta a la 
facturación del servicio prestado por los sujetos 
obligados al abonado. 

Deberá facilitarse al interesado un medio 
sencillo y que no implique ingreso alguno para el 
sujeto obligado para manifestar su negativa al 
tratamiento de los datos. 

En particular, se considerará ajustado a este 
reglamento el procedimiento en el que tal 
negativa pueda efectuarse mediante un envío 
prefranqueado al sujeto obligado o la llamada a 
un número telefónico gratuito o a los servicios de 
atención al cliente que aquel hubiera establecido. 

Si en el plazo de un mes desde que el 
abonado reciba la solicitud este no se hubiese 
pronunciado al respecto, se entenderá que 
consiente el tratamiento de los datos de tráfico 
para esta finalidad, siempre que así se hubiera 
hecho constar en la información dirigida al 
abonado. 

En todo caso, los abonados dispondrán de la 
posibilidad de retirar en cualquier momento su 
consentimiento para el tratamiento de sus datos 
de tráfico al que se refiere este apartado. 

4. El operador deberá informar al abonado o 
al usuario de los tipos de datos de tráfico que son 
tratados y de la duración de este tratamiento a los 
efectos mencionados en el apartado 2 y, antes de 
obtener el consentimiento, a los efectos previstos 
en el apartado 3. 

5. El tratamiento de los datos de tráfico, de 
conformidad con los apartados anteriores, sólo 
podrá realizarse por las personas que actúen bajo 
la autoridad del operador prestador del servicio o 
explotador de la red que se ocupen de la 
facturación o de la gestión del tráfico, de las 
solicitudes de información de los clientes, de la 
detección de fraudes, de la promoción comercial 
de los servicios de comunicaciones electrónicas, 
de la prestación de un servicio con valor añadido 
o de suministrar la información requerida por los 
jueces y tribunales, por el Ministerio Fiscal o por los 
órganos o entidades que pudieran reclamarla en 
virtud de las competencias atribuidas por la Ley 
32/2003, de 3 de noviembre. 

En todo caso, dicho tratamiento deberá 
limitarse a lo necesario para realizar tales 
actividades. 
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    Artículo 66. Protección de los datos 
personales en la facturación desglosada. 

Los abonados tendrán derecho a recibir 
facturas no desglosadas cuando así lo soliciten a 
los operadores que, de conformidad con lo 
dispuesto en este reglamento, tengan la 
obligación de prestar dicho servicio. 

Asimismo, por resolución del Secretario de 
Estado de Telecomunicaciones y para la Sociedad 
de la Información, se fijarán las distintas 
modalidades de presentación de la facturación 
desglosada que los abonados pueden solicitar a 
los operadores, tales como la supresión de un 
determinado número de cifras en la factura de los 
números a los que se ha llamado o la no aparición 
en la factura de los números a los que se llama 
cuando el pago se haga con tarjeta de crédito, 
como mecanismos de garantía de la utilización 
anónima o estrictamente privada del servicio. 

Las llamadas que tengan carácter gratuito 
para el abonado que efectúa la llamada, incluidas 
las llamadas a los números de asistencia, no 
figurarán en las facturas detalladas del abonado 
que efectúa la llamada. 

    Artículo 67. Guías de servicios de 
comunicaciones electrónicas disponibles al 
público. 

1. Los sujetos obligados deberán informar 
gratuitamente a sus abonados antes de incluir o 
facilitar sus datos a otra entidad con destino a su 
inclusión en cualquier tipo de guía de abonados, 
impresa o electrónica, disponible al público o 
accesible a través de servicios de información o de 
consulta sobre ella, de la finalidad de dicha guía, 
así como de cualquier otra posibilidad de uso 
basada en funciones de búsqueda incorporadas 
en sus versiones electrónicas. 

Dicha información a los abonados deberá 
producirse al menos con un mes de antelación a 
que los datos sean incluidos o facilitados a otra 
entidad para su inclusión, y se les deberá solicitar 
su consentimiento, en los términos establecidos en 
los apartados siguientes. 

2. Para que los datos correspondientes a un 
abonado a los que se refiere el artículo 30.4 sean 
incluidos por primera vez en algún tipo de guía o 
facilitados a otra entidad para su inclusión en ella 
o para la prestación de servicios de información o 
de consulta sobre ella, será preciso el 
consentimiento expreso de dicho abonado. A 
estos efectos, se entenderá que existe 
consentimiento expreso de un abonado cuando el 
operador le solicite su consentimiento para la 
inclusión de tales datos, con indicación expresa de 
cuáles serán estos, el modo en que serán incluidos 
en la guía y su finalidad, y este le responda dando 
su aceptación. También se producirá cuando este 
se dirija por escrito a su operador solicitándole que 
sus datos figuren en la guía. 

Si el abonado no hubiese dado su 
consentimiento expreso, se entenderá que no 
acepta que se publiquen en la guía 
correspondiente sus datos. 

Una vez otorgado el consentimiento 
conforme al párrafo anterior, para las sucesivas 
inclusiones de dichos datos en la guía o su entrega 
a otra entidad para su inclusión en ella o para la 
prestación de servicios de información o de 
consulta sobre ella, bastará con que, en el plazo 
de un mes, en la comunicación en la que se 
solicita el consentimiento, el abonado no se 
oponga expresamente a dicha inclusión. 

3. La inclusión en una guía, impresa o 
electrónica, de cualquier dato distinto de los 
previstos en el artículo 30.4 exigirá el 
consentimiento expreso del abonado para ello, 
tanto la primera vez como las sucesivas inclusiones. 

A estos efectos, se entenderá que existe 
consentimiento expreso de un abonado cuando 
este se dirija por escrito a quien elabora la guía o a 
quien facilita sus datos personales a otra entidad 
con esa finalidad y le solicite que amplíe sus datos 
personales que figuran en la guía. 

También se producirá cuando quien elabora 
la guía o a quien facilita sus datos personales a 
otra entidad con esa finalidad solicite al abonado 
su consentimiento para la inclusión de tales datos, 
indicando expresamente cuáles serán estos, el 
modo en que serán incluidos en la guía y su 
finalidad, y este le responda dando su aceptación. 

Si el abonado no hubiese dado su 
consentimiento expreso, se entenderá que no 
acepta que se publiquen en la guía 
correspondiente otros datos que no sean los que se 
establecen en el párrafo primero de este 
apartado. 

4. Los abonados tendrán derecho a que sus 
datos que aparezcan en la guía no sean utilizados 
con fines de publicidad o prospección comercial y 
a que así conste de forma clara en la guía. Del 
mismo modo tendrán derecho a que se omita 
parcialmente su dirección o algún otro dato, en los 
términos que haya estipulado su proveedor. 

Asimismo, podrán ejercer los derechos de 
acceso, rectificación, cancelación y oposición, en 
los términos previstos en la legislación vigente en 
materia de protección de datos de carácter 
personal. 

El ejercicio de los derechos a los que se 
refiere este apartado no deberá implicar ingreso 
alguno para el sujeto obligado. 

Los abonados que hayan ejercido su 
derecho a no figurar en las guías tendrán derecho 
a recibir la información adicional a la que se refiere 
el párrafo primero del apartado 2 del artículo 71. 

5. La guía a la que se refiere el artículo 30 
dejará de tener el carácter de fuente accesible al 
público cuando se publique la siguiente 
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actualización. El resto de guías perderán dicho 
carácter con la siguiente actualización o, en su 
defecto, tras el transcurso del plazo de un año 
desde su última publicación, con independencia 
del formato en que se hayan elaborado. 

6. Lo dispuesto en los apartados anteriores 
en relación con las guías de abonados será de 
aplicación a los datos utilizados para la prestación 
de servicios de consulta sobre números de 
abonado. 

    Artículo 68. Prestación de los servicios de 
elaboración de guías de abonados y de consulta 
telefónica sobre números de abonado. 

1. La elaboración y comercialización de las 
guías de abonados a los servicios de 
comunicaciones electrónicas y la prestación de 
servicios de consulta telefónica sobre números de 
abonado se realizará en régimen de libre 
competencia. 

2. La Comisión del Mercado de las 
Telecomunicaciones deberá suministrar 
gratuitamente a las entidades que vayan a 
elaborar guías telefónicas de abonados, a las que 
presten el servicio de consulta telefónica sobre 
números de abonado y a las que presten los 
servicios de llamadas de emergencia, los datos 
que le faciliten los operadores, de conformidad 
con lo establecido en este reglamento, con las 
instrucciones que, en su caso, dicte la Comisión del 
Mercado de las Telecomunicaciones y con lo que 
a tal efecto se establezca por orden ministerial. 

Los datos referentes a los abonados que 
hubieran ejercido su derecho a no figurar en las 
guías accesibles al público únicamente se 
proporcionarán a las entidades titulares del servicio 
de atención de llamadas de emergencia. 

A estos efectos, se entenderá que los 
servicios de llamadas de emergencia son los 
prestados a través del número 112 y aquellos otros 
que determine la Secretaría de Estado de 
Telecomunicaciones y para la Sociedad de la 
Información. 

El suministro se realizará a solicitud expresa 
de la entidad interesada y previa resolución 
motivada de la Comisión del Mercado de las 
Telecomunicaciones, previo informe de la Agencia 
Española de Protección de Datos, en la que se 
reconozca que la entidad reúne los requisitos para 
acceder a los datos y se establezcan las 
condiciones de suministro y de utilización de los 
datos suministrados. 

3. Las entidades que reciban los datos de la 
Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones 
estarán obligadas a la prestación de los servicios 
que motivan la comunicación de los datos, a la 
utilización de los datos comunicados única y 
exclusivamente para dicha prestación y a la 
utilización para ello de la última versión 

actualizada de los datos que se encuentre 
disponible. 

En caso de que en el plazo de seis meses 
desde el reconocimiento del derecho de la 
entidad solicitante al acceso a los datos del 
abonado esta no hubiera iniciado la prestación de 
los servicios en virtud de los cuales se acordó el 
suministro de la información, o se comprobase que 
con posterioridad al reconocimiento del derecho 
los datos se utilizan para otras finalidades distintas o 
son empleados de forma distinta a la establecida 
por la Comisión del Mercado de las 
Telecomunicaciones, esta, previo informe de la 
Agencia Española de Protección de Datos, dictará 
una resolución motivada que revoque, en su caso, 
la resolución por la que se reconoció el derecho 
de acceso a los datos. 

Si se acordase la revocación de la resolución 
por la que se reconoció el derecho de acceso a 
los datos, la entidad interesada deberá proceder a 
la supresión inmediata de los datos que le hubieran 
sido comunicados, así como cualquier copia de 
estos. 

Lo establecido en este apartado se entiende 
sin perjuicio de las competencias atribuidas a la 
Agencia Española de Protección de Datos por la 
legislación vigente en materia de protección de 
datos de carácter personal. 

    Artículo 69. Llamadas no solicitadas para 
fines de venta directa. 

1. Las llamadas no solicitadas por los 
abonados con fines de venta directa que se 
efectúen mediante sistemas de llamada 
automática, a través de servicios de 
comunicaciones electrónicas, sin intervención 
humana (aparatos de llamada automática) o 
facsímil (fax), sólo podrán realizarse a aquellos que 
hayan dado su consentimiento previo, expreso e 
informado. 

El incumplimiento de lo establecido en el 
párrafo anterior será sancionado de acuerdo con 
lo establecido en el artículo 38.3.c), o en el artículo 
38.4.d) de la Ley 34/2002, de 11 de julio, de 
servicios de la sociedad de la información y de 
comercio electrónico. 

2. Las llamadas no solicitadas por los 
abonados con fines de venta directa que se 
efectúen mediante sistemas distintos de los 
establecidos en el apartado anterior podrán 
efectuarse salvo las dirigidas a aquellos que hayan 
manifestado su deseo de no recibir dichas 
llamadas. 

No obstante lo dispuesto en el párrafo 
anterior, para realizar las llamadas a las que este se 
refiere a quienes hubiesen decidido no figurar en 
las guías de comunicaciones electrónicas 
disponibles al público o a los que hubiesen ejercido 
su derecho a que los datos que aparecen en ellas 
no sean utilizados con fines de publicidad o 
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prospección comercial, será preciso contar con el 
consentimiento expreso de aquéllos. 

    Artículo 70. Datos de localización distintos 
de los datos de tráfico. 

1. En el caso de que puedan tratarse datos 
de localización, distintos de los datos de tráfico, 
relativos a los usuarios o abonados de redes 
públicas de comunicaciones o de servicios de 
comunicaciones electrónicas disponibles al 
público, sólo podrán tratarse estos datos si se 
hacen anónimos, o previo consentimiento expreso 
de los usuarios o abonados, en la medida y por el 
tiempo necesarios para la prestación de un 
servicio con valor añadido. 

A estos efectos, los sujetos obligados 
deberán dirigirse a los usuarios o abonados, al 
menos, con un mes de antelación al inicio de la 
prestación del servicio con valor añadido, e 
informarles del tipo de datos de localización 
distintos de los datos de tráfico que serán tratados, 
de la finalidad y duración del tratamiento y de si 
los datos se transmitirán a un tercero a los efectos 
de la prestación del servicio con valor añadido, y 
solicitarles su consentimiento para el tratamiento 
de los datos. Esta comunicación, que deberá 
efectuarse por un medio que garantice su 
recepción por el usuario o abonado, podrá 
llevarse a cabo de forma conjunta a la facturación 
del servicio prestado por los sujetos obligados al 
abonado. 

Se entenderá que existe consentimiento 
expreso cuando el usuario o el abonado se dirijan 
al sujeto obligado y le soliciten la prestación de los 
servicios con valor añadido que exijan el 
tratamiento de sus datos de localización. 

En todo caso, los usuarios o abonados 
deberán contar con la posibilidad de retirar en 
cualquier momento su consentimiento para el 
tratamiento de sus datos de localización distintos 
de los de tráfico al que se refiere este apartado, así 
como de rechazar temporalmente el tratamiento 
de tales datos, mediante un procedimiento sencillo 
y gratuito, para cada conexión a la red o para 
cada transmisión de una comunicación. 

2. Cuando se haya obtenido el 
consentimiento de un usuario o abonado para el 
tratamiento de datos de localización distintos de 
los datos de tráfico, el usuario o abonado deberá 
seguir contando con la posibilidad, por un 
procedimiento sencillo y gratuito, de rechazar 
temporalmente el tratamiento de tales datos para 
cada conexión a la red o para cada transmisión 
de una comunicación. 

3. Sólo podrán encargarse del tratamiento 
de datos de localización distintos de los datos de 
tráfico de conformidad con los apartados 1 y 2 las 
personas que actúen bajo la autoridad del 
operador de las redes públicas de 
comunicaciones o de servicios de comunicaciones 

electrónicas disponibles al público o del tercero 
que preste el servicio con valor añadido, y dicho 
tratamiento deberá limitarse a lo necesario a 
efectos de la prestación del servicio con valor 
añadido. 

4. No obstante lo dispuesto en este artículo, 
los operadores facilitarán los datos de localización 
distintos a los datos de tráfico a las entidades 
autorizadas para la atención de las de urgencia, 
cuando el destino de las llamadas corresponda a 
tales entidades. 

SECCIÓN 3.ª PROTECCIÓN DE LOS DATOS 
PERSONALES EN LOS SERVICIOS AVANZADOS DE 
TELEFONÍA 

    Artículo 71. Visualización y restricción de la 
línea de origen y conectada. 

1. Lo establecido en este capítulo será de 
aplicación a los operadores que presten servicios 
telefónicos disponibles al público con las 
facilidades de identificación de la línea de origen 
e identificación de la línea conectada. 

2. Los operadores citados en el apartado 1 
informarán individualmente a cada uno de sus 
abonados, con 15 días de antelación al inicio de la 
prestación de las facilidades de identificación de 
la línea de origen y de la línea conectada, de las 
características de dichas facilidades. En particular, 
en la información dirigida a los abonados que 
hubieran decidido no aparecer en las guías, 
poniéndose de manifiesto la especial situación del 
abonado, deberá detallarse el modo en que la 
utilización de las mencionadas facilidades puede 
afectar a la protección de su intimidad y a su 
derecho a la protección de sus datos de carácter 
personal. 

Los operadores deberán someter la 
comunicación que vayan a utilizar para informar a 
los abonados a informe de la Agencia Española de 
Protección de Datos. 

Los operadores ofrecerán a los abonados un 
servicio de atención rápido y gratuito para que 
puedan realizar consultas sobre el funcionamiento 
de estas facilidades y para que comuniquen, en su 
caso, la configuración y opciones elegidas para 
éstas. 

Los operadores que vayan a prestar las 
facilidades de identificación de la línea de origen 
o de la línea conectada deberán remitir al 
Ministerio de Industria, Turismo y Comercio y a la 
Agencia Española de Protección de Datos, con 
carácter previo a la prestación de estas 
facilidades, un documento que recoja las 
características y los procedimientos empleados 
para garantizar el cumplimiento de lo establecido 
en este reglamento sobre dichas facilidades. 

Asimismo, los operadores tendrán obligación 
de comunicar, de manera previa a su aplicación, 
las posteriores variaciones de las características de 
sus ofertas. 
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    Artículo 72. Supresión en origen, llamada a 
llamada, de la identificación de la línea de origen. 

Los operadores citados en el apartado 1 del 
artículo anterior que intervengan en el 
establecimiento de comunicaciones con la 
facilidad de identificación de la línea de origen 
deberán, necesariamente, ofrecer la posibilidad, 
en el tramo de red correspondiente, de que el 
usuario que origine las llamadas pueda suprimir, en 
cada una de ellas y mediante un procedimiento 
sencillo y gratuito, la identificación de la línea de 
origen. 

La supresión en origen por el usuario, 
llamada a llamada, de la identificación de la línea 
de origen en las redes telefónicas públicas fijas se 
realizará mediante la marcación de un código en 
los accesos telefónicos que se realicen a través de 
estas redes. 

A los efectos de lo establecido en el párrafo 
anterior, la Secretaría de Estado de 
Telecomunicaciones y para la Sociedad de la 
Información atribuirá un número corto como 
código para la supresión en origen por el usuario, 
llamada a llamada, de la identificación de la línea 
de origen. 

La supresión en origen por el usuario, 
llamada a llamada, de la identificación de la línea 
de origen en las redes de telefonía móvil, en su 
modalidad GSM y en la red digital de servicios 
integrados deberá realizarse mediante la 
marcación de códigos que se ajusten, por orden 
de preferencia, a la normativa técnica europea, a 
la normativa internacional, a los acuerdos 
internacionales de operadores y, en su defecto o 
de manera complementaria, a las 
especificaciones técnicas nacionales. 

La marcación de los códigos mencionados 
en los párrafos anteriores deberá realizarse de 
manera previa al de selección de operador, en su 
caso, y al número del abonado destinatario de la 
llamada. 

No obstante lo anterior, la prestación de la 
telefonía rural de acceso celular basada en 
tecnología analógica no estará sujeta a la 
obligación establecida en este artículo. 

    Artículo 73. Supresión en origen por línea 
de la identificación de la línea de origen. 

Los operadores citados en el apartado 1 del 
artículo 71, que intervengan en el establecimiento 
de comunicaciones con la facilidad de 
identificación de la línea de origen, deberán 
necesariamente ofrecer la posibilidad, en la 
medida en que cooperen en el establecimiento de 
dichas comunicaciones, de que cualquier 
abonado pueda suprimir de forma automática en 
todas sus llamadas la identificación de su línea. 

Los abonados podrán, de manera gratuita, 
activar o desactivar dicha supresión automática 
dos veces en los seis meses siguientes al inicio del 

suministro de información referida en el apartado 3 
del artículo 71. Posteriormente, el abonado podrá, 
de manera gratuita, realizar dicha operación una 
vez por cada período de seis meses. 

Para las activaciones o desactivaciones más 
frecuentes, los operadores podrán establecer un 
precio, orientado a costes. Los operadores no 
podrán establecer cuotas periódicas o precios por 
otros conceptos distintos de este último en la 
prestación de la supresión automática de la 
identificación de la línea de origen. 

    Artículo 74. Código de selección de 
operador. 

Cuando en el establecimiento de una 
comunicación se haya realizado una selección de 
operador mediante la marcación de código, éste 
no deberá visualizarse en destino. 

    Artículo 75. Supresión en destino de la 
identificación de la línea de origen. 

Cuando los operadores citados en el 
apartado 1 del artículo 71 ofrezcan en destino la 
identificación de la línea de origen, deberán 
ofrecer al abonado que recibe la llamada la 
posibilidad, mediante un procedimiento sencillo y 
gratuito, de impedir la visualización de la 
identificación de la línea de origen en las llamadas 
recibidas. 

Los abonados podrán, de manera gratuita, 
activar o desactivar la supresión de la visualización 
en destino de la línea de origen dos veces en los 
seis meses siguientes al inicio del suministro de 
información referida en el apartado 3 del artículo 
71. Posteriormente, el abonado podrá, de manera 
gratuita, realizar dicha operación una vez por 
cada período de seis meses. Para las activaciones 
o desactivaciones más frecuentes, los operadores 
podrán establecer un precio, orientado a costes. 
Los operadores no podrán establecer cuotas 
periódicas o precios por otros conceptos distintos 
de este último en la prestación de la supresión 
automática de la identificación en destino de la 
línea de origen. 

    Artículo 76. Filtrado en destino de llamadas 
sin identificación. 

Cuando los operadores citados en el 
apartado 1 del artículo 71 ofrezcan en destino la 
identificación de la línea de origen y ésta se 
presente con anterioridad a que se establezca la 
llamada, deberán ofrecer al abonado que recibe 
la llamada la posibilidad, mediante un 
procedimiento sencillo, de rechazar las llamadas 
procedentes de usuarios o abonados que hayan 
impedido la visualización de la identificación de la 
línea de origen. 

    Artículo 77. Eliminación de la supresión en 
origen de la identificación de línea de origen. 

Los operadores citados en el apartado 1 del 
artículo 71 eliminarán las marcas de supresión en 
origen de la identificación de la línea de origen, 
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cuando el destino de las llamadas corresponda a 
entidades que presten servicios de llamadas de 
urgencias a través del número 112 y otras 
autorizadas para la atención de las de 
emergencia o a las relacionadas con la seguridad 
pública o la defensa nacional. 

La aplicación del mecanismo de eliminación 
de marcas de supresión en origen de la 
identificación de la línea de origen para servicios 
de emergencias distintos de los atendidos a través 
del número 112 deberá ser aprobada, a solicitud 
de las entidades prestadoras de los citados 
servicios de emergencia o de oficio, de manera 
previa y para cada caso particular o tipo de 
servicio de emergencia, mediante resolución de la 
Secretaría de Estado de Telecomunicaciones y 
para la Sociedad de la Información. 

La aplicación del mecanismo de eliminación 
de marcas de supresión en origen de la 
identificación de la línea de origen por motivos de 
seguridad pública o defensa nacional se realizará 
cuando así lo establezca por resolución el 
Ministerio competente en dichas materias. La 
resolución se tramitará y aprobará siguiendo los 
principios de transparencia y proporcionalidad, y 
será comunicada a la Secretaría de Estado de 
Telecomunicaciones y para la Sociedad de la 
Información y al resto de Autoridades de 
Reglamentación a que se refiere el artículo 46 de 
la Ley 32/2003, de 3 de noviembre, General de 
Telecomunicaciones. 

Asimismo, se podrán eliminar por un período 
de tiempo limitado las marcas de supresión en 
origen de la identificación de la línea de origen 
cuando el abonado haya solicitado la 
identificación de las llamadas maliciosas o 
molestas, de acuerdo con lo establecido en la 
normativa vigente en cada momento sobre 
protección y suspensión de las garantías del 
secreto de las comunicaciones. 

    Artículo 78. Supresión permanente en 
destino de la identidad de la línea de origen. 

El Ministerio de Industria, Turismo y Comercio 
podrá establecer, para proteger los derechos de 
los ciudadanos, en especial el derecho a la 
intimidad, que, de manera gratuita, ciertos destinos 
de las llamadas asociados a determinados 
servicios no dispongan de la facilidad de 
identificación de la línea de origen. 

    Artículo 79. Supresión de la identificación 
de la línea conectada. 

Cuando los operadores citados en el 
apartado 1 del artículo 71 ofrezcan la facilidad de 
identificación de la línea conectada, el abonado 
que recibe la llamada deberá tener la posibilidad, 
mediante un procedimiento sencillo y gratuito, de 
suprimir la visualización al usuario que realiza la 
llamada de la identidad de la línea conectada. 

    Artículo 80. Características técnicas. 

Los operadores citados en el apartado 1 del 
artículo 71 aplicarán, de manera general y siempre 
que sea factible, para la implantación de las 
facilidades de identificación de la línea de origen y 
de la línea conectada, las normas técnicas 
comunitarias que sean de aplicación. En su 
defecto, aplicarán las normas, especificaciones o 
recomendaciones de organismos europeos o, a 
falta de éstas, las adoptadas por organismos 
internacionales de normalización. 

En ausencia de todas las anteriores, se 
tendrán en cuenta las normas nacionales. 

En cualquier caso, dichos operadores 
pondrán a disposición de los fabricantes de 
equipos terminales u otras entidades interesadas, 
de manera neutral, transparente y no 
discriminatoria, información actualizada sobre las 
características y normas técnicas aplicadas para 
la implantación en sus redes de las facilidades de 
identificación de la línea de origen y de la línea 
conectada. En lo que se refiere a la información 
que debe suministrarse a los fabricantes de 
equipos terminales, ésta deberá contener un nivel 
de detalle suficiente que permita el diseño de 
equipos capaces de hacer uso de todas las 
funcionalidades que forman parte de las 
facilidades de identificación de la línea de origen y 
de la línea conectada. 

    Artículo 81. Responsabilidad de los 
operadores que tengan sus redes interconectadas. 

1. En el caso de que las redes de varios 
operadores estén interconectadas, será 
responsabilidad del operador desde cuya red se 
origine la llamada la generación y entrega en el 
punto de interconexión de la identidad de la línea 
de origen y el respeto de la posible marca de 
supresión que haya sido introducida por el usuario. 

El operador cuya red sea el destino final de 
la llamada y preste la facilidad de identificación 
de la línea de origen deberá hacerlo atendiendo a 
la información recibida asociada a la llamada y en 
el marco de lo que se establece en los artículos 
anteriores. 

2. Igualmente, en la prestación de la 
facilidad de identificación de la línea conectada, 
los operadores de las redes origen o destino de las 
llamadas serán responsables de la correcta 
provisión de las funcionalidades específicas que 
correspondan a su red. 
 

El operador cuya red realice exclusivamente 
servicios de tránsito de las llamadas deberá 
transmitir en cada caso y de manera transparente 
la identidad de la línea de origen o de la línea 
conectada y sus marcas asociadas. 

3. El envío de la información sobre la 
identidad de la línea de origen en la interconexión 
internacional con terceros países sólo se realizará 
hacia aquellos cuya normativa garantice el 
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adecuado tratamiento de los datos de carácter 
personal. La relación de países a los que puede ser 
enviada información sobre la identidad de la línea 
de origen se establecerá por el Director de la 
Agencia Española de Protección de Datos, previo 
informe de la Secretaría de Estado de 
Telecomunicaciones y para la Sociedad de la 
Información. 

    Artículo 82. Desvío automático de 
llamadas. 

Los operadores a los que se refiere el 
apartado 1 del artículo 71 deberán ofrecer a todos 
los abonados, por un procedimiento sencillo y 
gratuito, la posibilidad de evitar el desvío 
automático de llamadas a su terminal por parte de 
un tercero. 

CAPÍTULO II 
La interceptación legal de las 

comunicaciones 
SECCIÓN 1.ª DISPOSICIONES GENERALES 
    Artículo 83. Objeto. 
Es objeto de este capítulo el establecimiento 

del procedimiento que debe seguirse y las 
medidas que deberán adoptar, de conformidad 
con el artículo 33 de la Ley 32/2003, de 3 de 
noviembre, General de Telecomunicaciones, los 
operadores que presten o estén en condiciones de 
prestar servicios de comunicaciones electrónicas 
disponibles al público o de establecer o explotar 
redes públicas de comunicaciones electrónicas. 

Las únicas interceptaciones que estarán 
obligados a realizar los sujetos a los que se refiere el 
artículo 85 son las dispuestas en el artículo 579 de la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal, en la Ley Orgánica 
2/2002, de 6 de mayo, reguladora del control 
judicial previo del Centro Nacional de Inteligencia, 
y en otras normas con rango de ley orgánica. 

    Artículo 84. Definiciones. 
A los efectos de lo dispuesto en este 

capítulo, los términos definidos en este artículo 
tendrán el significado siguiente: 

a) Interceptación legal: medida establecida 
por ley y adoptada por una autoridad judicial que 
acuerda o autoriza el acceso o la transmisión de 
las comunicaciones electrónicas de una persona, y 
la información relativa a la interceptación, a los 
agentes facultados, sin perjuicio de lo establecido 
en el artículo 579.4 de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal. 

b) Interfaz de interceptación: localización 
física o lógica dentro de las instalaciones de los 
sujetos obligados en la que se proporcionan las 
comunicaciones electrónicas interceptadas y la 
información relativa a la interceptación a los 
agentes facultados. La interfaz de interceptación 
no es necesariamente un único punto fijo. 

c) Orden de interceptación legal: resolución 
acordada por una autoridad judicial por la que se 
acuerda o autoriza la adopción de una medida 

de interceptación legal o se ordena lo necesario 
para su ejecución técnica a los sujetos obligados o 
un agente facultado. 

d) Sujeto a la interceptación: la persona o las 
personas designadas, o bien incluidas de forma 
individualizadas, en la orden de interceptación 
legal cuyas comunicaciones electrónicas son 
objeto de la medida. 

e) Agente facultado: policía judicial o 
personal del Centro Nacional de Inteligencia 
habilitado por una autoridad judicial para 
materializar una interceptación legal. 

f) Autoridad judicial: autoridad a la que la 
ley faculta para acordar o autorizar la adopción y 
ordenar la ejecución técnica de una medida de 
interceptación legal. 

g) Centro de recepción de las 
interceptaciones: instalación de los agentes 
facultados que recibe las comunicaciones 
electrónicas interceptadas y la información relativa 
a la interceptación de un determinado sujeto 
sometido a interceptación. 

h) Itinerancia: situación en la que se presta 
un servicio de comunicaciones electrónicas por 
una red distinta de la local en la que está inscrito el 
usuario. 

i) Identidad: etiqueta técnica que puede 
representar el origen o el destino de cualquier 
tráfico de comunicaciones electrónicas, en 
general identificada mediante un número de 
identidad de comunicaciones electrónicas físico 
(tal como un número de teléfono) o un código de 
identidad de comunicaciones electrónicas lógico 
o virtual (tal como un número personal) que el 
abonado puede asignar a un acceso físico caso a 
caso. 

    Artículo 85. Sujetos obligados y obligación 
de colaborar. 

1. Estarán obligados a seguir los 
procedimientos y adoptar las medidas a las que se 
refiere el artículo 83 los operadores que presten o 
estén en condiciones de prestar servicios de 
comunicaciones electrónicas disponibles al 
público o de establecer o explotar redes públicas 
de comunicaciones en España, con 
independencia de la naturaleza, ámbito territorial y 
momento en que tuvo efecto su habilitación. 

Los operadores a los que se refiere el párrafo 
anterior estarán obligados a cumplir lo establecido 
en este capítulo, aun en el caso de que sólo 
presten en España acceso a una red pública de 
comunicaciones electrónicas, y todo aquel 
equipamiento susceptible de emplearse para 
realizar la interceptación se encuentre bajo la 
jurisdicción de otro Estado. 

2. Cualquier operador de red que ponga 
ésta a disposición de un proveedor de servicios de 
comunicaciones electrónicas deberá colaborar 
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con él en el cumplimiento de los requisitos de este 
capítulo. 

Asimismo, cualquier otro proveedor de 
servicios de comunicaciones electrónicas 
disponibles al público que acuerde facilitar servicio 
de itinerancia con un proveedor principal estará 
obligado a colaborar con éste en el cumplimiento 
de los requisitos de este capítulo. 

    Artículo 86. Requisitos generales. 
1. Los sujetos obligados deberán tener sus 

equipos configurados de forma que puedan 
facilitar el acceso de los agentes facultados a 
todas las comunicaciones transmitidas, generadas 
para su transmisión o recibidas por el sujeto de una 
interceptación legal y los datos de tráfico 
asociados a dicha comunicación. Junto con las 
comunicaciones deberán poder facilitar la 
información relativa a la interceptación que se 
enumera en el artículo 88, aun cuando la 
comunicación quede en mero intento por no 
llegar a establecerse. La correspondencia entre 
una comunicación y la información relativa a 
dicha interceptación se hará de tal manera que se 
pueda establecer entre ambos una correlación 
inequívoca, siempre que sea técnicamente 
posible. 

2. La interceptación a que se refiere el 
apartado anterior deberá facilitarse para cualquier 
comunicación que tenga como origen o destino el 
punto de terminación de red o el terminal 
específico que se determine a partir de la orden 
de interceptación legal, incluso aunque esté 
destinada a dispositivo de almacenamiento o 
procesamiento de la información; asimismo, la 
interceptación podrá realizarse sobre un terminal 
conocido y con unos datos de ubicación temporal 
para comunicaciones desde locales públicos. 
Cuando no exista una vinculación fija entre el 
sujeto de la interceptación y el terminal utilizado, 
este podrá ser determinado dinámicamente 
cuando el sujeto de la interceptación lo active 
para la comunicación mediante un código de 
identificación personal. 

3. Los sujetos obligados a los que hacen 
referencia los apartados anteriores deberán 
disponer de los medios técnicos y humanos que 
permitan el cumplimiento de las obligaciones 
establecidas en este reglamento. 

    Artículo 87. Acceso a las comunicaciones 
electrónicas. 

1. El acceso a una comunicación 
electrónica por el sujeto obligado se hará 
excluyendo cualquier otra comunicación que no 
se incluya en el ámbito de aplicación de la orden 
de interceptación legal. 

2. El acceso se facilitará para todo tipo de 
comunicaciones electrónicas, en particular, por su 
penetración y cobertura, para las que se realicen 
mediante cualquier modalidad de los servicios de 

telefonía y de transmisión de datos, se trate de 
comunicaciones de vídeo, audio, intercambio de 
mensajes, ficheros o de la transmisión de facsímil. 

3. El acceso facilitado servirá tanto para la 
supervisión como para la transmisión a los centros 
de recepción de las interceptaciones de la 
comunicación electrónica interceptada y la 
información relativa a la interceptación, y permitirá 
obtener la señal con la que se realiza la 
comunicación. 

4. El acceso a las comunicaciones se 
facilitará aun cuando el sujeto de la interceptación 
utilice procedimientos para desviar las llamadas a 
otros servicios de comunicaciones electrónicas o a 
otros puntos de terminación de red, o a otros 
terminales, y aun cuando las llamadas sean 
procesadas por proveedores de servicios de 
comunicaciones electrónicas distintos de aquel al 
que se dirige la orden de interceptación, siempre 
que se pueda discernir la comunicación que es 
objeto de la orden de interceptación. 

    Artículo 88. Información relativa a la 
interceptación. 

1. Los sujetos obligados deberán facilitar al 
agente facultado, salvo que por las características 
del servicio no estén a su disposición y sin perjuicio 
de otros datos que puedan ser establecidos 
mediante real decreto, los datos indicados en la 
orden de interceptación legal, de entre los que se 
relacionan a continuación: 

a) Identidad o identidades –en la acepción 
definida en el artículo 84.i)– del sujeto objeto de la 
medida de la interceptación. 

b) Identidad o identidades –en la acepción 
definida en el artículo 84.i)– de las otras partes 
involucradas en la comunicación electrónica. 

c) Servicios básicos utilizados. 
d) Servicios suplementarios utilizados. 
e) Dirección de la comunicación. 
f) Indicación de respuesta. 
g) Causa de finalización. 
h) Marcas temporales. 
i) Información de localización. 
j) Información intercambiada a través del 

canal de control o señalización. 
2. Además de la información relativa a la 

interceptación prevista en el apartado anterior, los 
sujetos obligados deberán facilitar al agente 
facultado, salvo que por las características del 
servicio no estén a su disposición y sin perjuicio de 
otros datos que puedan ser establecidos mediante 
real decreto, de cualquiera de las partes que 
intervengan en la comunicación que sean clientes 
del sujeto obligado, los siguientes datos: 

a) Identificación de la persona física o 
jurídica. 

b) Domicilio en el que el proveedor realiza 
las notificaciones. 
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Y, aunque no sea abonado, si el servicio de 
que se trata permite disponer de alguno de los 
siguientes: 

c) Número de titular de servicio (tanto el 
número de directorio como todas las 
identificaciones de comunicaciones electrónicas 
del abonado). 

d) Número de identificación del terminal. 
e) Número de cuenta asignada por el 

proveedor de servicios Internet. 
f) Dirección de correo electrónico. 
3. Junto con los datos previstos en los 

apartados anteriores, los sujetos obligados deberán 
facilitar, salvo que por las características del 
servicio no esté a su disposición, información de la 
situación geográfica del terminal o punto de 
terminación de red origen de la llamada, y de la 
del destino de la llamada. En caso de servicios 
móviles, se proporcionará una posición lo más 
exacta posible del punto de comunicación y, en 
todo caso, la identificación, localización y tipo de 
la estación base afectada. 

SECCIÓN 2.ª REQUISITOS OPERACIONALES 
    Artículo 89. Información previa a la 

interceptación. 
1. En el marco de la investigación legal a 

requerimiento de la autoridad judicial o cuando así 
lo determine una norma con rango legal, los 
sujetos obligados conforme al artículo 85 pondrán 
a disposición de la autoridad que lleve a cabo 
dicha investigación, con carácter previo a la 
interceptación legal, información actualizada 
relativa a los datos a que hace referencia el 
artículo 90. 

2. Con carácter previo a la ejecución de la 
orden de interceptación legal, los sujetos obligados 
deberán facilitar al agente facultado información 
sobre los servicios y características del sistema de 
telecomunicación que utilizan los sujetos objeto de 
la medida de la interceptación y, si obran en su 
poder, los correspondientes nombres de los 
abonados con sus números de documento 
nacional de identidad, tarjeta de residencia o 
pasaporte, en el caso de personas físicas, o 
denominación y código de identificación fiscal en 
el caso de personas jurídicas. 

3. Los sujetos obligados conforme al artículo 
85 deben tener dispuesta la organización 
necesaria que garantice el cumplimiento de la 
orden de interceptación legal en los términos 
establecidos en el artículo 99. Para ello, deberán 
identificar la unidad habilitada para recibir una 
orden de interceptación que les sea notificada y 
establecer los procedimientos internos para dar 
soporte a las actuaciones necesarias. 

    Artículo 90. Información para la 
interceptación. 

La interceptación se llevará a efecto si en la 
orden de interceptación legal se incluye, al menos, 
uno de los datos siguientes: 

a) La identificación del abonado o usuario 
sujeto a la interceptación. 

b) La ubicación donde se encuentre un 
punto de terminación de red al que el operador 
da servicio. 

c) Un identificador de punto de terminación 
de red (dirección), o de terminal, al que el 
proveedor de servicios de comunicaciones 
electrónicas da servicio. 

d) El código de identificación en caso de 
que sea el usuario el que active el terminal para la 
comunicación. 

e) Cualquier otra identidad –en la acepción 
definida en el artículo 84.i)– que corresponda al 
sujeto especificado en la orden de interceptación 
legal. 

    Artículo 91. Lugares para la interceptación. 
Para delimitar las responsabilidades y 

asegurar mejor el secreto de las 
telecomunicaciones frente a terceras partes 
ajenas, su interceptación se realizará 
preferentemente en salas con acceso restringido 
que garantice la confidencialidad en los términos 
del artículo 92. En cualquier caso, se deberá 
garantizar el secreto de las comunicaciones, para 
lo que deberán adoptarse las medidas técnicas 
necesarias. 

    Artículo 92. Personal autorizado. 
Sin perjuicio de lo establecido en la 

legislación sobre protección de materias 
clasificadas, el sujeto obligado será responsable de 
que sólo el personal que haya sido expresamente 
autorizado pueda acceder a los mecanismos de 
interceptación. 

    Artículo 93. Confidencialidad. 
1. Todo documento relativo a las 

operaciones de interceptación, al igual que 
cualquier información relativa a procedimientos de 
interceptación, será de circulación restringida a las 
personas autorizadas de acuerdo con lo 
establecido en el artículo anterior y sin perjuicio de 
lo establecido en la legislación sobre materias 
clasificadas. 

2. La interceptación se efectuará de manera 
que ni el sujeto a la interceptación, ni ninguna 
persona no autorizada, pueda tener conocimiento 
de ella. En particular, las prestaciones del servicio 
deben ser las mismas que en ausencia de 
interceptación, y ninguna alteración de éste 
puede permitir sospechar que se está realizando 
una interceptación. 

    Artículo 94. Acceso en tiempo real. 
La interceptación se realizará en tiempo real, 

sin más retardo que el mínimo imprescindible para 
realizar el encaminamiento y transmisión, e 
ininterrumpidamente durante el plazo establecido 
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en la orden de interceptación legal. Si no se 
pudiera facilitar la información relativa a la 
interceptación a la que se refiere el artículo 88 en 
tiempo real por causa de fuerza mayor, se 
efectuará al finalizar la conexión y, en todo caso, 
lo antes posible. 

    Artículo 95. Interfaces de interceptación. 
Los sujetos obligados deberán tener en todo 

momento preparadas una o más interfaces a 
través de las cuales las comunicaciones 
electrónicas interceptadas y la información relativa 
a la interceptación se transmitirán a los centros de 
recepción de las interceptaciones. Las 
características de estas interfaces y el formato 
para la transmisión de las comunicaciones 
interceptadas a estos centros estarán sujetas a las 
especificaciones técnicas que 
reglamentariamente se establezcan por el 
Ministerio de Industria, Turismo y Comercio. 

    Artículo 96. Señal en claro y calidad de la 
señal entregada. 

En el caso de que los sujetos obligados 
apliquen a las comunicaciones objeto de 
interceptación legal algún procedimiento de 
compresión, cifrado, digitalización o cualquier otro 
tipo de codificación, deberán entregar aquellas 
desprovistas de los efectos de tales 
procedimientos, siempre que sean reversibles. 

Las comunicaciones interceptadas deben 
proveerse al centro de recepción de las 
interceptaciones con una calidad no inferior a la 
que obtiene el destinatario de la comunicación. 

    Artículo 97. Secreto de las 
comunicaciones. 

Las comunicaciones y la información relativa 
a la interceptación sólo se facilitarán al agente 
facultado. Para ello, los sujetos a los que se refiere 
el artículo 85 pondrán todos los medios necesarios 
para impedir la manipulación de los mecanismos 
de interceptación, y para garantizar la 
autenticidad, confidencialidad e integridad de la 
información obtenida con la interceptación. 

    Artículo 98. Interceptaciones múltiples y 
simultáneas. 

1. Los sujetos obligados garantizarán que 
pueda llevarse a cabo de forma múltiple más de 
una interceptación legal en relación con una línea, 
un usuario o abonado. 

2. El número máximo de interceptaciones 
simultáneas que ha de ser capaz de proveer un 
operador de red o proveedor de servicio se 
establecerá mediante orden ministerial. 

    Artículo 99. Plazo de ejecución de la 
interceptación. 

1. El plazo de ejecución de una orden de 
interceptación legal será el fijado en ella. Cuando 
no se establezca plazo, las órdenes se ejecutarán 
antes de las 12:00 horas del día laborable siguiente 

al que el sujeto obligado reciba la orden de 
interceptación legal. 

2. Cuando la orden de interceptación legal 
establezca la urgencia de su ejecución, los sujetos 
obligados deberán ejecutarla con la mayor 
brevedad posible teniendo en cuenta lo dispuesto 
en la orden de interceptación. 

3. La activación del mecanismo de 
interceptación será notificada al agente facultado 
por el medio que se acuerde entre dicho agente y 
el sujeto obligado. 

    Artículo 100. Abono del coste de la 
interceptación. 

El operador o proveedor de servicios de 
comunicaciones electrónicas que haya realizado 
una interceptación legal tendrá derecho a que se 
le abonen las cantidades en que haya incurrido 
por el uso de canales de comunicación, 
temporales o permanentes, que establezca de 
modo específico para facilitar la transmisión de las 
comunicaciones electrónicas interceptadas y la 
información relativa a la interceptación a los 
agentes facultados, teniendo en cuenta los precios 
que se apliquen en cada caso. En ningún caso 
serán objeto de compensación los gastos relativos 
a equipamientos específicos para la 
interceptación de que, en su caso, tuviera que 
dotarse, toda vez que constituyen una carga 
accesoria a los deberes de la habilitación 
correspondiente. 

    Artículo 101. Infracciones. 
1. Sin perjuicio de la responsabilidad penal 

en que pueda incurrirse en la ejecución de las 
interceptaciones, el incumplimiento de las órdenes 
de interceptación legal será constitutivo de una 
infracción sancionable de acuerdo con las 
previsiones del título VIII de la Ley 32/2003, de 3 de 
noviembre, General de Telecomunicaciones. 

2. En la imposición de la sanción se valorará 
el retraso en la ejecución de la interceptación y 
otros perjuicios causados por el incumplimiento. 

TÍTULO VI 
Derechos de los consumidores que sean 

personas físicas y otros usuarios finales 
CAPÍTULO I 
Disposiciones generales 
    Artículo 102. Objeto. 
1. Son objeto de regulación en este título los 

aspectos específicos del ámbito de las 
telecomunicaciones relativos a los derechos de los 
consumidores que sean personas físicas y otros 
usuarios finales de servicios de comunicaciones 
electrónicas. 

2. Lo dispuesto en este título se entiende sin 
perjuicio de lo dispuesto en otras normas aplicables 
y, en especial, de la Ley 26/1984, de 19 de julio, 
General para la Defensa de los Consumidores y 
Usuarios, y de la legislación autonómica dictada 
en esta materia. 
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3. La responsabilidad por daños que se 
produzcan a los usuarios finales se exigirá conforme 
a lo previsto en la legislación civil o en la normativa 
sectorial que resulte de aplicación. 

    Artículo 103. Condiciones de prestación de 
los servicios. 

Los consumidores que sean personas físicas y 
otros usuarios finales tendrán derecho al uso de los 
servicios de comunicaciones electrónicas en los 
términos establecidos en la normativa vigente y, en 
su caso, en los contratos que celebren con los 
operadores. Los operadores cumplirán las 
obligaciones que les imponga la normativa 
aplicable en relación con los consumidores que 
sean personas físicas y otros usuarios finales. 

    Artículo 104. Procedimientos de resolución 
de conflictos. 

1. Los operadores deberán disponer de un 
departamento o servicio especializado de 
atención al cliente, que tenga por objeto atender 
y resolver las quejas y reclamaciones y cualquier 
incidencia contractual que planteen sus clientes. 
Los titulares del departamento o servicio de 
atención al cliente serán los encargados de 
relacionarse, en su caso, con el titular del servicio 
administrativo de solución de controversias a que 
se refiere el apartado 4 y al que remitirán copia de 
las actuaciones realizadas con indicación del 
número de referencia asignado a la 
correspondiente reclamación. Este servicio de 
atención al cliente, de carácter gratuito, deberá 
prestarse de forma que el consumidor tenga 
constancia, en cualquier caso, de la reclamación, 
queja o petición efectuada, estando obligado el 
operador a comunicar al abonado el número de 
referencia dado a la reclamación, queja o 
incidencia planteada por el usuario. 

No obstante lo dispuesto en el párrafo 
anterior, mediante orden ministerial podrá 
establecerse, en función del número de 
trabajadores del operador o de su volumen de 
negocio, la exención de la obligación de disponer 
del departamento o servicio especializado a que 
dicho párrafo se refiere, sin perjuicio del 
cumplimiento del resto de requisitos establecidos 
en el artículo 105.2.k). 

Si el medio habilitado por el operador para 
la atención de quejas, reclamaciones o 
incidencias es telefónico, éste estará obligado a 
informar al consumidor de su derecho a solicitar un 
documento que acredite la presentación y 
contenido de la queja o reclamación mediante 
cualquier soporte que permita tal acreditación. 

2. Los abonados deben formular sus quejas o 
reclamaciones en el plazo de un mes desde el 
momento en que se tenga conocimiento del 
hecho que las motive. 

Formulada la reclamación, si el abonado no 
hubiera obtenido respuesta satisfactoria del 

operador en el plazo de un mes, podrá acudir a las 
vías indicadas en los apartados siguientes. 

3. Los abonados podrán dirigir su 
reclamación a las Juntas Arbitrales de Consumo, 
en los términos establecidos en su normativa 
reguladora. 

4. Para el supuesto de que el operador o el 
abonado no se sometan a las Juntas Arbitrales, 
éste podrá dirigirse, en el plazo de tres meses 
desde la respuesta del operador o la finalización 
del plazo para responder, a la Secretaría de Estado 
de Telecomunicaciones y para la Sociedad de la 
Información que, una vez realizados los trámites 
oportunos, dictará resolución sobre la cuestión 
planteada que únicamente podrá versar sobre los 
derechos de los consumidores que sean personas 
físicas otros usuarios finales regulados 
específicamente en este título y en su normativa 
de desarrollo. El plazo para resolver y notificar la 
resolución será de seis meses. La resolución que 
ésta dicte agotará la vía administrativa y contra 
ella podrá interponerse recurso contencioso-
administrativo. 

El abonado podrá presentar su reclamación 
ante la Secretaría de Estado de 
Telecomunicaciones en el plazo de los tres meses 
siguientes a la notificación de la no aceptación del 
arbitraje por el operador, siempre que haya 
planteado la solicitud de arbitraje en el plazo de 
los tres meses siguientes a la respuesta del 
operador o a la finalización del plazo para 
responder. 

5. El Ministerio de Industria, Turismo y 
Comercio podrá autorizar la ampliación de los 
plazos para la suspensión o la interrupción del 
servicio, previa solicitud de cualquier abonado que 
haya iniciado el procedimiento de resolución de 
conflictos al que se refiere este artículo. 

6. Las reclamaciones dirigidas a la Secretaría 
de Estado de Telecomunicaciones y para la 
Sociedad de la Información podrán realizarse por 
vía telemática, utilizando la firma electrónica 
reconocida. Asimismo, los trámites de 
requerimiento de información o documentación a 
los operadores podrán realizarse a través de dicha 
vía. 

Los usuarios podrán realizar consultas sobre 
los derechos reconocidos en este título ante una 
ventanilla única habilitada al efecto por el 
Ministerio de Industria, Turismo y Comercio en su 
página www.mityc.es\ventanillavirtual. 

CAPÍTULO II 
Contratos 
    Artículo 105. Contratos para el acceso a la 

red de telefonía pública. 
1. Los consumidores que sean personas 

físicas y otros usuarios finales tendrán derecho a 
celebrar contratos con los operadores que faciliten 
la conexión o el acceso a la red de telefonía 
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pública. A la formalización del contrato le será de 
aplicación la normativa general sobre protección 
de los consumidores y usuarios. 

2. Los contratos a los que se refiere el 
apartado anterior precisarán, como mínimo, los 
siguientes aspectos: 

a) El nombre o razón social del operador y el 
domicilio de su sede o establecimiento principal. 

b) El teléfono de atención al cliente. 
c) Las características del servicio ofrecido, 

con indicación del plazo de la conexión inicial, la 
descripción de cada una de las prestaciones 
incluidas en el contrato, con la indicación de qué 
conceptos se incluyen respectivamente en la 
cuota de abono y, en su caso, en otras cuotas. 

Asimismo, figurará el derecho de 
desconexión, en su caso, y su modo de ejercicio, 
en los supuestos del artículo 113. 

d) Los niveles individuales de calidad de 
servicio que el operador se compromete a ofrecer 
y los supuestos en que su incumplimiento dé 
derecho a exigir una indemnización, así como su 
método de cálculo. A tales efectos, los operadores 
deberán utilizar los parámetros y métodos de 
medida que, en su caso, determine el Ministerio de 
Industria, Turismo y Comercio. 

e) Precios y otras condiciones económicas 
de los servicios. Esta información comprenderá los 
datos relativos a los precios y tarifas que se aplican 
y las modalidades de obtención de información 
actualizada sobre las tarifas aplicables. 

f) Período contractual, indicando, en su 
caso, la existencia de plazos mínimos de 
contratación y de renovación. 

g) Política de compensaciones y reembolsos, 
con indicación de los mecanismos de 
indemnización o reembolso ofrecidos, así el 
método de determinación de su importe. 

h) Tipos de servicio de mantenimiento 
ofrecido. 

i) Procedimientos de resolución de litigios de 
entre los previstos en el artículo 104, con inclusión, 
en su caso, de los que haya creado el propio 
operador. 

j) Causas y formas de extinción y renovación 
del contrato de abono. El contrato se extinguirá 
por las causas generales de extinción de los 
contratos y, especialmente, por voluntad del 
abonado, comunicándolo previamente al 
prestador del servicio con una antelación mínima 
de 15 días naturales al momento en que ha de 
surtir efectos. 

k) Dirección de la oficina comercial del 
operador, dirección postal y electrónica del 
departamento o servicio especializado de 
atención al cliente a que se refiere el apartado 1 
del artículo anterior, teléfonos propios del operador 
y, en su caso, página web, a efectos de la 
presentación de quejas, reclamaciones y 

peticiones por parte del abonado, especificando 
un procedimiento sencillo y gratuito y sin cargos 
adicionales, que permita la presentación de las 
mismas y su acreditación. 

l) Reconocimiento del derecho a la elección 
del medio de pago entre los comúnmente 
utilizados en el tráfico comercial. 

m) Información referida al tratamiento de los 
datos de carácter personal del cliente, en los 
términos exigidos por la legislación vigente en 
materia de protección de datos. 

n) Información al cliente en los supuestos y 
con el contenido exigido por las disposiciones del 
capítulo I del título V de este reglamento, cuando 
proceda. 

3. Los consumidores que sean personas 
físicas y otros usuarios finales que se adhieran a 
modalidades contractuales de prepago tendrán 
derecho a que el contenido mínimo previsto en el 
artículo anterior conste en las condiciones 
generales y particulares que les sean de 
aplicación. 

4. El operador se abstendrá de facturar y 
cobrar cualquier cantidad que se haya podido 
devengar, por causa no imputable al usuario, con 
posterioridad al plazo de 15 días en que debió surtir 
efectos la baja. 

El procedimiento habilitado por el operador 
para que el consumidor haga uso de este derecho 
se ajustará a lo previsto en el artículo 104, 
garantizando en todo caso al usuario la 
constancia del contenido de su solicitud de baja 
en el servicio. 

Sin perjuicio de las obligaciones del 
operador previstas en los artículos 118 y 119, 
instada por el usuario la resolución por 
incumplimiento contractual, la eficacia de este 
requerimiento será inmediata, absteniéndose las 
partes de reclamarse las obligaciones recíprocas 
derivadas del contrato que se generen con 
posterioridad a la fecha del requerimiento, en 
tanto no se resuelva la reclamación por 
incumplimiento que debe formular el consumidor, 
conforme a los procedimientos previstos en el 
artículo 104. 

    Artículo 106. Otros contratos. 
1. La celebración de contratos entre 

consumidores que sean personas físicas u otros 
usuarios finales y operadores que no sean los que 
facilitan conexión a la red telefónica pública se 
regirá por las normas específicas aplicables, en 
especial las de defensa de los consumidores y 
usuarios y de ordenación del comercio minorista. 

2. En todo caso, el contenido de los 
contratos a que hace referencia el apartado 
anterior deberá reunir los requisitos establecidos en 
el apartado 2 del artículo anterior. 

    Artículo 107. Modificaciones contractuales. 
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Cualquier propuesta de modificación de las 
condiciones contractuales, incluidas las 
mencionadas en el artículo 105.2, deberá ser 
comunicada al abonado con una antelación 
mínima de un mes, en la que se informará, al 
mismo tiempo, del derecho del abonado a resolver 
anticipadamente el contrato sin penalización 
alguna en caso de no aceptación de las nuevas 
condiciones. 

    Artículo 108. Aprobación y notificación de 
contratos. 

1. La Secretaría de Estado de 
Telecomunicaciones y para la Sociedad de la 
Información aprobará, previo informe de la 
Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones, 
de la Agencia Española de Protección de Datos y 
del Instituto Nacional del Consumo, y con 
audiencia de las asociaciones de consumidores y 
usuarios, a través del Consejo de Consumidores y 
Usuarios, con carácter previo a su utilización, los 
modelos de contrato-tipo relativos a la prestación 
de servicios de comunicaciones electrónicas que 
estén sujetos a obligaciones de servicio público. 

Estos contratos respetarán los niveles mínimos 
de calidad que, en su caso, se establezcan. 

2. La Secretaría de Estado de 
Telecomunicaciones y para la Sociedad de la 
Información podrá aprobar con carácter previo a 
su utilización los modelos de contratotipo relativos 
a la prestación de servicios con tarifas superiores, y 
establecerá, en su caso, las condiciones 
imperativas aplicables. A los efectos de este 
reglamento, tendrán la consideración de servicios 
de tarifas superiores los servicios de tarificación 
adicional y otros que hayan sido declarados como 
tales por resolución de la Secretaría de Estado de 
Telecomunicaciones y para la Sociedad de la 
Información, en razón de la existencia de una 
facturación superior al coste del servicio de 
comunicaciones electrónicas y en interés de una 
especial protección de los derechos de los 
usuarios. 

3. Los modelos de contrato-tipo con usuarios 
que presten servicios de tarificación adicional 
serán aprobados por la Secretaría de Estado de 
Telecomunicaciones y para la Sociedad de la 
Información, previo informe de la Comisión de 
supervisión de los servicios de tarificación 
adicional, de la Agencia Española de Protección 
de Datos, del Consejo de Consumidores y Usuarios 
y de la Comisión del Mercado de las 
Telecomunicaciones. 

Mediante orden del Ministro de la 
Presidencia, a propuesta de los Ministros de 
Industria, Turismo y Comercio y de Sanidad y 
Consumo, se regulará la prestación de los servicios 
de tarificación adicional, su sujeción a un código 
de conducta, así como la composición y 

funcionamiento de la Comisión de supervisión de 
servicios de tarificación adicional. 

4. Los contratos-tipo distintos a los 
mencionados en el apartado anterior y sus 
actualizaciones y modificaciones deberán ser 
comunicados al Ministerio de Industria, Turismo y 
Comercio. 

CAPÍTULO III 
Derechos y obligaciones de transparencia, 

información y calidad 
    Artículo 109. Transparencia y publicación 

de información. 
1. Los operadores que presten servicios de 

comunicaciones electrónicas remitirán los 
contratos a los que se hace referencia en los 
artículos anteriores y sus modificaciones, con al 
menos 10 días de antelación a su entrada en vigor, 
al Ministerio de Industria, Turismo y Comercio, a la 
Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones, 
al Instituto Nacional del Consumo, a la Agencia 
Española de Protección de Datos y al Consejo de 
Consumidores y Usuarios. Este último organismo la 
pondrá a disposición de las asociaciones de 
consumidores y usuarios integradas en él. 

2. Los operadores facilitarán la información 
sobre el contenido mínimo de los contratos en su 
página de Internet, por escrito, si así lo solicita un 
consumidor que sea persona física u otro usuario 
final, que no deberá afrontar gasto alguno por su 
recepción, y en el teléfono de atención al público, 
cuyas llamadas tendrán el coste máximo del 
precio ordinario del servicio de 
telecomunicaciones sin recargo. 

3. Asimismo, los operadores que presten el 
servicio telefónico disponible al público facilitarán, 
por los medios establecidos en el apartado 
anterior, la siguiente información: 

a) Su nombre o razón social y el domicilio de 
su sede o establecimiento principal. 

b) En relación con el servicio telefónico 
disponible al público que prestan: 

1.º Descripción de los servicios ofrecidos, 
indicando lo que se incluye en la cuota de alta, en 
la cuota de abono y en otras cuotas de 
facturación periódica. 

2.º Tarifas generales que incluyan la cuota 
de acceso y todo tipo de cuota de utilización y 
mantenimiento, con inclusión de información 
detallada sobre reducciones y tarifas especiales y 
moduladas. 

3.º Política de compensaciones y 
reembolsos, con detalles concretos de los 
mecanismos de indemnización y reembolso 
ofrecidos. 

4.º Tipos de servicios de mantenimiento 
ofrecidos. 

5.º Condiciones normales de contratación, 
incluido el plazo mínimo, en su caso. 
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c) Procedimientos de resolución de 
conflictos, con inclusión de los creados por el 
propio operador. 

d) Información, en su caso, acerca de los 
derechos en relación con el servicio universal, 
incluidas las facilidades y servicios citados en el 
artículo 35. 

4. Los operadores a los que se refiere el 
artículo 71.1 deberán comunicar la información 
relativa a la prestación de las facilidades a que se 
refiere dicho artículo a las entidades citadas en el 
apartado 1 de este artículo, así como facilitar 
dicha información por los medios indicados en el 
apartado 2. 

    Artículo 110. Obligaciones sobre calidad y 
facturación. 

1. Los operadores que presten servicios de 
comunicaciones electrónicas publicarán 
información detallada, comparable, pertinente, 
fácilmente accesible y actualizada sobre la 
calidad de los servicios que presten, tanto de la 
ofertada como de la efectivamente conseguida. 
Los parámetros y métodos para su medición 
deberán estar disponibles para los consumidores 
que sean personas físicas y otros usuarios finales. 

A tales efectos, el Ministerio de Industria, 
Turismo y Comercio podrá especificar, mediante 
orden, entre otros elementos, los parámetros de 
calidad de servicio que habrán de cuantificarse, 
así como el contenido y formato de la información 
que deberá hacerse pública, las modalidades de 
su publicación y las condiciones orientadas a 
garantizar la fiabilidad y la posibilidad de 
comparación de los datos, incluida la realización 
anual de auditorías. 

2. Los prestadores de servicios de 
comunicaciones electrónicas disponibles al 
público deberán facilitar al Ministerio de Industria, 
Turismo y Comercio, previa petición, la información 
de calidad de servicio que le requiera para la 
publicación de síntesis comparativas y para el 
control y seguimiento de las condiciones de 
prestación de los servicios y de las obligaciones de 
carácter público. 

Dicha información se deberá referir a los 
parámetros establecidos por la orden ministerial a 
la que se refiere el apartado anterior. 
Adicionalmente se podrá establecer la obligación 
de informar sin necesidad de petición previa 
cuando se produzcan degradaciones importantes 
de la calidad de servicio, en los términos que allí se 
establezcan. 

3. Mediante orden ministerial podrán 
establecerse, asimismo, mecanismos para 
garantizar la exactitud de la facturación realizada, 
que podrán incluir, en particular, la necesidad de 
que determinadas categorías de operadores, 
como aquellos que prestan servicio con 
tarificación en función de la duración de la 

conexión, del volumen de información o de la 
distancia, tengan que acreditar que sus sistemas 
de medida, de tarificación y de gestión de la 
facturación cumplan con normas de 
aseguramiento de la calidad como las de la 
familia ISO 9000. 

    Artículo 111. Modificación de ofertas. 
La modificación de ofertas publicitarias se 

regirá por la normativa específica aplicable y, en 
todo caso, deberá publicarse en términos similares 
a la oferta original y notificarse a los usuarios finales 
afectados. 

CAPÍTULO IV 
Derechos en relación con el servicio 

telefónico disponible al público 
    Artículo 112. Facturación del servicio 

telefónico. 
Los consumidores que sean personas físicas y 

otros usuarios finales tendrán derecho a que los 
operadores del servicio telefónico disponible al 
público les presenten facturas por los cargos en 
que hayan incurrido. Las facturas deben contener 
de forma obligatoria y debidamente diferenciados 
los conceptos de precios que se tarifican por los 
servicios que se prestan. Los usuarios tendrán 
derecho a obtener, a su solicitud, facturas 
independientes para los servicios de tarificación 
adicional y otros servicios de tarifas superiores y a 
las garantías sobre estos servicios que se 
establezcan por orden ministerial. Asimismo, 
tendrán derecho a obtener facturación detallada, 
con el desglose que se establezca mediante orden 
ministerial, sin perjuicio del derecho de los 
abonados a no recibir facturas desglosadas, al que 
se refiere el artículo 66. 

    Artículo 113. Derecho de desconexión de 
determinados servicios. 

1. Los operadores que presten el servicio 
telefónico disponible al público deberán garantizar 
a sus abonados el derecho a la desconexión de 
determinados servicios, entre los que se incluirá, al 
menos, el de llamadas internacionales y el de 
llamadas a servicios de tarifas superiores, en 
especial, a servicios de tarificación adicional. 

2. Los operadores que presten el servicio 
telefónico disponible al público regularán en sus 
correspondientes contratos de abono la forma de 
ejercicio del derecho de desconexión. A estos 
efectos, el abonado comunicará al operador, su 
intención de desconectarse de determinados 
servicios. El operador habrá de proceder a dicha 
desconexión como máximo en el plazo de 10 días 
desde la recepción de la comunicación del 
abonado. En caso de que dicha desconexión no 
se produjera tras esos 10 días, por causas no 
imputables al abonado, serán de cargo del 
operador los costes derivados del servicio cuya 
desconexión se solicita. 
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3. Las facturas o documentos de cargo que 
se emitan por los operadores que presten el 
servicio telefónico disponible al público para el 
cobro de los servicios prestados deberán reflejar, 
de manera adecuada para ser percibido 
claramente por el abonado, el derecho de 
desconexión establecido en este artículo. Los 
términos y la periodicidad en que dicha obligación 
deberá ser llevada a cabo podrán ser 
concretados mediante resolución de la Secretaría 
de Estado de Telecomunicaciones y para la 
Sociedad de la Información, previo informe del 
Instituto Nacional del Consumo y, en el caso de los 
servicios de tarificación adicional, de la Comisión 
de supervisión de servicios de tarificación 
adicional. 

    Artículo 114. Conservación de los números 
telefónicos por los abonados. 

Los abonados al servicio telefónico 
disponible al público tendrán derecho a conservar, 
previa solicitud, los números que les hayan sido 
asignados en los términos establecidos en el 
Reglamento de desarrollo de la Ley General de 
Telecomunicaciones en materia de interconexión y 
numeración. 

    Artículo 115. Derecho a indemnización por 
la interrupción temporal del servicio telefónico 
disponible al público. 

1. Cuando, durante un período de 
facturación, un abonado sufra interrupciones 
temporales del servicio telefónico disponible al 
público, el operador deberá indemnizar con una 
cantidad que será, al menos, igual a la mayor de 
las dos siguientes: 

a) El promedio del importe facturado por 
todos los servicios interrumpidos durante los tres 
meses anteriores a la interrupción, prorrateado por 
el tiempo que haya durado la interrupción. En caso 
de una antigüedad inferior a tres meses, se 
considerará el importe de la factura media en las 
mensualidades completas efectuadas o la que se 
hubiese obtenido en una mensualidad estimada 
de forma proporcional al período de consumo 
efectivo realizado. 

b) Cinco veces la cuota mensual de abono 
vigente en el momento de la interrupción, 
prorrateado por el tiempo de duración de ésta. 

El operador estará obligado a indemnizar 
automáticamente al abonado, en la factura 
correspondiente al período inmediato al 
considerado cuando la interrupción del servicio 
suponga el derecho a una indemnización por 
importe superior a 1 euro. 

En interrupciones por causas de fuerza 
mayor, el operador se limitará a compensar 
automáticamente al abonado con la devolución 
del importe de la cuota de abono y otras 
independientes del tráfico, prorrateado por el 
tiempo que hubiera durado la interrupción. 

El contrato de abono del servicio telefónico 
deberá recoger los términos y condiciones en que 
se dará cumplimiento a esta obligación. 

2. No será de aplicación lo dispuesto en el 
apartado anterior cuando la interrupción temporal 
esté motivada por alguna de las causas siguientes: 

a) Incumplimiento grave por los abonados 
de las condiciones contractuales, en especial en 
caso de fraude o mora en el pago que dará lugar 
a la aplicación de la suspensión temporal e 
interrupción de los artículos 118 y 119, 
respectivamente. En todo caso, la suspensión 
temporal o interrupción afectará únicamente al 
servicio en el que se hubiera producido el fraude o 
mora en el pago. 

b) Por los daños producidos en la red debido 
a la conexión por el abonado de equipos 
terminales que no hayan evaluado la 
conformidad, de acuerdo con la normativa 
vigente. 

c) Incumplimiento del código de conducta 
por parte de un usuario que preste servicios de 
tarificación adicional, cuando la titularidad del 
contrato de abono corresponda a este último. 

    Artículo 116. Regulación de determinados 
aspectos del servicio telefónico disponible al 
público. 

La regulación de los depósitos de garantía, 
de la suspensión temporal del servicio telefónico y 
de la interrupción definitiva del servicio telefónico 
se regirá por lo dispuesto en los artículos 117 a 119 
para el servicio telefónico disponible al público 
desde una ubicación fija. 

En los restantes supuestos dichos aspectos se 
regirán por lo dispuesto en los correspondientes 
contratos de abono o de prepago con sujeción a 
lo previsto en el capítulo II de este título. 

    Artículo 117. Depósitos de garantía. 
1. Los operadores únicamente podrán exigir 

a los abonados al servicio telefónico disponible al 
público desde una ubicación fija la constitución de 
un depósito de garantía, tanto en el momento de 
contratar como durante la vigencia del contrato, 
en los siguientes supuestos: 

a) En los contratos de abono al servicio 
telefónico disponible al público desde una 
ubicación fija solicitado por personas físicas o 
jurídicas que sean o hayan sido con anterioridad 
abonados al servicio y hubieran dejado 
impagados uno o varios recibos, en tanto subsista 
la morosidad. 

b) En los contratos de abono al servicio 
telefónico disponible al público desde una 
ubicación fija cuyos titulares tuvieran contraídas 
deudas por otro u otros contratos de abono, 
vigentes o no en ese momento, o bien que de 
modo reiterado se retrasen en el pago de los 
recibos correspondientes. 
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c) Para los abonados al servicio telefónico 
disponible al público desde una ubicación fija 
titulares de líneas que dan servicio a equipos 
terminales de uso público para su explotación por 
terceros en establecimientos públicos. 

d) En los contratos de abono cuyos titulares 
presten servicios de tarificación adicional. 

e) En aquellos supuestos en que 
excepcionalmente lo autorice la Secretaría de 
Estado de Telecomunicaciones y para la Sociedad 
de la Información, a petición de los operadores, en 
casos de existencia de fraude o tipos de fraude 
detectados de modo cierto y para asegurar el 
cumplimiento del contrato por los usuarios finales. 

2. La cuantía de los depósitos, su duración, el 
procedimiento para su constitución y si serán 
remunerados o no se determinará mediante orden 
ministerial. 

    Artículo 118. Suspensión temporal del 
servicio telefónico disponible al público desde una 
ubicación fija. 

1. El retraso en el pago total o parcial por el 
abonado durante un período superior a un mes 
desde la presentación a éste del documento de 
cargo correspondiente a la facturación del servicio 
telefónico disponible al público desde una 
ubicación fija podrá dar lugar, previo aviso al 
abonado, a su suspensión temporal. El impago del 
cargo por los servicios de acceso a Internet o de 
servicios de tarifas superiores, en especial del 
servicio de tarificación adicional, sólo dará lugar a 
la suspensión de tales servicios. 

2. En el supuesto de suspensión temporal del 
servicio telefónico por impago, éste deberá ser 
mantenido para todas las llamadas entrantes, 
excepto las de cobro revertido, y las llamadas 
salientes de urgencias. 

3. El abonado tiene derecho a solicitar y 
obtener del operador del servicio la suspensión 
temporal de éste por un período determinado que 
no será menor de un mes ni superior a tres meses. El 
período no podrá exceder, en ningún caso, de 90 
días por año natural. En caso de suspensión, se 
deducirá de la cuota de abono la mitad del 
importe proporcional correspondiente al tiempo al 
que afecte. 

    Artículo 119. Interrupción definitiva del 
servicio telefónico disponible al público desde una 
ubicación fija. 

1. El retraso en el pago del servicio telefónico 
disponible al público desde una ubicación fija por 
un período superior a tres meses o la suspensión 
temporal, en dos ocasiones, del contrato por mora 
en el pago de los servicios correspondientes dará 
derecho al operador, previo aviso al abonado, a la 
interrupción definitiva del servicio y a la 
correspondiente resolución del contrato. 

2. Las condiciones en que puede efectuarse 
la suspensión o interrupción del servicio en los 

supuestos previstos tanto en este artículo como en 
el anterior serán fijados por orden ministerial. En la 
misma orden se regulará el procedimiento a seguir 
para la suspensión o interrupción. 

 
Disposición transitoria séptima. Guías de 

servicios de comunicaciones electrónicas. 
Para la inclusión en las guías de los datos de 

los abonados que, a la entrada en vigor de este 
reglamento, ya figuren en la guía prevista en el 
artículo 30, bastará con que, en el plazo de un mes 
tras la recepción de la comunicación a que se 
refiere el artículo 67.1, el abonado no se oponga 
expresamente a dicha inclusión. 

 
Disposición transitoria octava. Derechos de 

los consumidores y usuarios. 
Hasta tanto no se desarrolle mediante orden 

ministerial el título VI de este reglamento en 
materia de derechos de los consumidores y 
usuarios y servicios de tarifas superiores, seguirá 
siendo de aplicación, en cuanto no se oponga a 
este reglamento, la Orden PRE/361/2002, de 14 de 
febrero, de desarrollo, en lo relativo a los derechos 
de los usuarios y a los servicios de tarificación 
adicional, del título IV del Real Decreto 1736/1998, 
de 31 de julio, por el que se aprueba el 
Reglamento por el que se desarrolla el título III de la 
Ley General de Telecomunicaciones. En aquella 
orden se establecerá el régimen aplicable a los 
servicios de mensajería que se prestan a través de 
números cortos. 

Disposición transitoria novena. Disposiciones 
relativas a la prestación de las facilidades de 
identificación de la línea de origen o de la línea 
conectada. 

1. Los operadores que, en el momento de 
entrada en vigor de este reglamento, se 
encuentren prestando las facilidades de 
identificación de la línea de origen y de la línea 
conectada, deberán cumplir lo previsto en el 
segundo párrafo del apartado 2 del artículo 71 y 
en el último párrafo de dicho artículo en el plazo 
de un mes desde dicha entrada en vigor. 

2. Hasta que se apruebe la resolución que 
atribuya un número corto como código para la 
supresión en origen por el usuario, llamada a 
llamada, de la identificación de la línea de origen, 
continuará vigente el código establecido en la 
Resolución de la Secretaría General de 
Comunicaciones, de 2 de diciembre de 1998, por 
la que se atribuye el código 067 al servicio de 
supresión en origen llamada a llamada de la 
identificación de la línea llamante, con las 
modificaciones que, en su caso, se establezcan 
por las disposiciones de desarrollo del plan de 
numeración. 

Disposición final única. Modelo de 
declaración normalizada. 
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En el plazo de un mes desde la entrada en 
vigor de este reglamento, la Secretaría de Estado 
de Telecomunicaciones y para la Sociedad de la 
Información aprobará, a propuesta del Consejo de 
la Comisión del Mercado de las 
Telecomunicaciones, el modelo de declaración 
normalizada de notificación e inscripción al que se 
refiere el artículo 11. 

 
Real Decreto 292/2004, de 20 de 
febrero, por el que se crea el 
distintivo público de confianza en 
los servicios de la sociedad de la 
información y de comercio 
electrónico y se regulan los 
requisitos y procedimiento de 
concesión. 

La Directiva 2000/31/CE del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 8 de junio de 2000, 
relativa a determinados aspectos jurídicos de los 
servicios de la sociedad de la información, en 
particular el comercio electrónico en el mercado 
interior (Directiva sobre el comercio electrónico), 
presta una especial atención a los códigos de 
conducta, estableciendo la previsión de que se 
fomente su adopción. 

Asimismo, en su artículo 16.2 la citada 
directiva dispone que se fomente la participación 
de las asociaciones u organizaciones que 
representen a los consumidores en la redacción y 
aplicación de los códigos de conducta que 
afecten sus intereses, añadiendo que, cuando 
resulte adecuado, a fin de tener en cuenta sus 
necesidades específicas, deberá consultarse a las 
asociaciones que representen a los 
discapacitados. 

En transposición de lo dispuesto en la norma 
comunitaria y considerando que los códigos de 
conducta son un instrumento de autorregulación 
especialmente apto para adaptar las exigencias 
legales a las características específicas de cada 
sector, el artículo 18 de la Ley 34/2002, de 11 de 
julio, de servicios de la sociedad de la información 
y de comercio electrónico, establece que las 
Administraciones públicas impulsarán la 
elaboración y aplicación de códigos de conducta 
voluntarios por parte de las corporaciones, 
asociaciones u organizaciones comerciales, 
profesionales y de consumidores en las materias 
reguladas en dicha ley. 

Tales códigos podrán versar, en particular —
según el citado precepto—, sobre los 
procedimientos para la detección y retirada de 
contenidos ilícitos y la protección de los 
destinatarios frente al envío por vía electrónica de 
comunicaciones comerciales no solicitadas, así 

como sobre los procedimientos extrajudiciales para 
la resolución de los conflictos que surjan por la 
prestación de servicios de la sociedad de la 
información. 

En la elaboración de dichos códigos, habrá 
de garantizarse la participación de las 
asociaciones de consumidores y usuarios y la de las 
organizaciones representativas de personas con 
discapacidades físicas o psíquicas, cuando 
afecten a sus respectivos intereses. 

También el Plan estratégico de protección al 
consumidor para el período 2002-2005, adoptado 
por la 15.a Conferencia Sectorial de Consumo, 
celebrada el 9 de julio de 2001, y con el objetivo 
de impulsar, desde las Administraciones de 
consumo, la concertación, el acuerdo y la 
mediación entre representantes de los 
consumidores y usuarios y de los sectores 
económicos, había previsto el fomento de códigos 
de conducta elaborados conjuntamente entre 
sectores y asociaciones de consumidores que 
incluyan la creación de un comité de seguimiento 
en el que participen representantes de los 
consumidores y usuarios, así como la imposición de 
sanciones en caso de incumplimiento (expulsión 
de las asociaciones del sector, publicidad de la 
infracción, etc.), y la posibilidad de comunicación 
a las Administraciones competentes para la 
incoación y ejecución, en su caso, del 
correspondiente expediente sancionador. 

Por otra parte, la Ley 34/2002, de 11 de julio, 
impulsa la adopción de procedimientos 
extrajudiciales de resolución de conflictos, en 
particular, en las relaciones con los consumidores, 
el sistema arbitral de consumo, al con 

siderar que este es un procedimiento ágil, 
sencillo y eficaz para la resolución de las 
controversias que surjan en las relaciones de 
consumo articuladas por medios electrónicos, 
especialmente tras ser habilitadas las fórmulas para 
administrar el arbitraje a través de medios 
telemáticos. 

Así, la Ley 34/2002, de 11 de julio, de servicios 
de la sociedad de la información y de comercio 
electrónico, establece en su artículo 32 que el 
prestador y el destinatario de servicios de la 
sociedad de la información podrán someter sus 
conflictos a los arbitrajes previstos en la legislación 
de arbitraje y de defensa de los consumidores y 
usuarios y a los procedimientos de resolución 
extrajudicial de conflictos que se instauren por 
medios de códigos de conducta u otros 
instrumentos de autorregulación. 

Específicamente, la disposición adicional 
tercera de la citada ley dispone que el prestador y 
el destinatario de servicios de la sociedad de la 
información podrán someter sus conflictos al 
arbitraje de consumo, mediante la adhesión de 
aquéllos al sistema arbitral de consumo. A tal 
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efecto, la norma señala que la Junta Arbitral 
Nacional de Consumo y aquellas otras de ámbito 
territorial inferior, autorizadas para ello por el 
Instituto Nacional del Consumo, podrán dirimir los 
conflictos planteados por los consumidores de 
acuerdo con lo dispuesto en el Real Decreto 
636/1993, de 3 de mayo, por el que se regula el 
sistema arbitral de consumo, a través de medios 
telemáticos. 

Con el objetivo de fomentar la utilización de 
códigos de conducta en cuya elaboración 
participen las asociaciones de consumidores y 
usuarios que utilicen el sistema arbitral de consumo 
u otros sistemas extrajudiciales de resolución de 
conflictos con los consumidores que respeten los 
principios establecidos en la normativa 
comunitaria, la disposición final octava de la Ley 
34/2002, de 11 de julio, prevé que en el plazo de un 
año desde su entrada en vigor, el Gobierno 
apruebe un distintivo que permita identificar a los 
prestadores de servicios adheridos a tales códigos. 

Este real decreto desarrolla la previsión 
contenida en la disposición final octava de la Ley 
34/2002, de 11 de julio, para la aprobación de un 
distintivo de identificación de los códigos de 
conducta que ofrezcan determinadas garantías a 
los consumidores y usuarios. 

El distintivo público de confianza que se crea 
pretende servir de guía para que los consumidores 
y usuarios puedan discernir, dentro del conjunto de 
sellos y códigos nacidos de la autonomía privada, 
aquéllos que incorporen garantías que 
proporcionen un elevado nivel de protección de 
sus derechos. 

En este sentido, el presente real decreto 
recoge los requisitos ya establecidos en la Ley 
34/2002, de 11 de julio, de servicios de la sociedad 
de la información y de comercio electrónico, 
referidos a la participación del Consejo de 
Consumidores y Usuarios en su elaboración y a los 
sistemas de resolución extrajudicial de conflictos 
admisibles, es decir, el sistema arbitral de consumo 
o cualquier otro sistema de resolución extrajudicial 
de conflictos que figure en la lista que publica la 
Comisión Europea sobre sistemas alternativos de 
resolución de conflictos con consumidores y que 
respeten los principios establecidos por la 
normativa comunitaria a este respecto, contenidos 
básicamente en la Recomendación de la 
Comisión, de 30 de marzo de 1998, relativa a los 
órganos responsables de la solución extrajudicial 
de los litigios en materia de consumo y 
disposiciones concordantes, y en la 
Recomendación de la Comisión, de 4 de abril de 
2001, relativa a los principios aplicables a los 
órganos extrajudiciales de resolución consensual 
de litigios en materia de consumo. 

Igualmente, el texto hace especial hincapié 
en la conformidad del código adoptado con la 

legislación vigente; en la precisión de su 
contenido, que debe abordar aspectos 
determinantes de la confianza de los consumidores 
y usuarios en los servicios de la sociedad de la 
información; en la inclusión de garantías que 
aporten un valor añadido respecto a la regulación 
jurídica, y en la previsión de mecanismos de 
autocontrol o seguimiento de la aplicación del 
código. Asimismo, exige la actualización periódica 
de los códigos que hayan obtenido el distintivo 
público de confianza, para asegurar la 
adecuación permanente al ordenamiento jurídico 
y a la evolución de los servicios de la sociedad de 
la información. 

Finalmente, este real decreto encomienda al 
Instituto Nacional del Consumo la atribución del 
distintivo y la supervisión del mantenimiento de las 
condiciones referentes a aquél. 

En la tramitación de este real decreto se ha 
consultado a las comunidades autónomas y ha 
sido oído el Consejo de Consumidores y Usuarios. 

En su virtud, a propuesta de los Ministros de 
Sanidad y Consumo y de Ciencia y Tecnología, 
con la aprobación previa de la Ministra de 
Administraciones Públicas, de acuerdo con el 
Consejo de Estado y previa deliberación del 
Consejo de Ministros en su reunión del día 20 de 
febrero de 2004, 

D I S P O N G O : 
CAPÍTULO I 
Disposiciones generales Artículo 1. Objeto. 
Este real decreto tiene por objeto crear el 

distintivo que podrán mostrar los prestadores de 
servicios que se adhieran a códigos de conducta 
que cumplan las condiciones previstas en el 
capítulo II de este real decreto, en cumplimiento 
de lo previsto en la disposición final octava de la 
Ley 34/2002, de 11 de julio, de servicios de la 
sociedad de la información y de comercio 
electrónico. 

Asimismo, este real decreto establece las 
condiciones que deben reunir tales códigos de 
conducta, la concesión y retirada del distintivo y el 
procedimiento aplicable. 

Artículo 2. Denominación y forma del 
distintivo. 

Este distintivo se denominará «distintivo 
público de confianza en línea». Su formato es el 
que figura en el anexo. 

Artículo 3. Ámbito de aplicación. 
Este real decreto es de aplicación a las 

corporaciones, asociaciones u organizaciones 
comerciales, profesionales y de consumidores que 
adopten códigos de conducta destinados a 
regular las relaciones entre prestadores de servicios 
de la sociedad de la información y los 
consumidores y usuarios, cuando la adhesión a 
tales códigos conceda el derecho al uso y 
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administración del «distintivo público de confianza 
en línea». 

Esta norma se aplicará, asimismo, a los 
prestadores de servicios de la sociedad de la 
información que hagan uso de dicho distintivo. 

CAPÍTULO II 
Requisitos de los códigos de conducta 

Artículo 4. Ámbito y contenido de los códigos. 
1. Los códigos de conducta de ámbito 

nacional o superior regulados por este real decreto 
deberán estar redactados en términos claros y 
accesibles. 

2. Además del resto de los requisitos exigidos 
en este real decreto, los códigos de conducta 
deben respetar la legalidad vigente e incluir, como 
mínimo, con suficiente grado de precisión: 

a) Las garantías concretas que ofrecen a los 
consumidores y usuarios que mejoren o 
incrementen las reconocidas por el ordenamiento 
jurídico. 

b) Un sistema de resolución extrajudicial de 
conflictos de entre los previstos en el artículo 7. 

c) Los compromisos específicos que asumen 
los prestadores de servicios adheridos en relación 
con los problemas concretos planteados a los 
consumidores y usuarios del sector, identificados 
según la información de los promotores del código 
y la que, al efecto, les faciliten las asociaciones de 
consumidores y las Administraciones públicas sobre 
las reclamaciones presentadas por los 
consumidores y usuarios. 

d) El ámbito de las actividades del prestador 
de servicios sometidas al código, que, al menos, 
englobará alguna de las siguientes áreas: las 
comunicaciones comerciales o la información 
precontractual, la contratación y los 
procedimientos de solución de quejas o 
reclamaciones, cuando éstos sean distintos de los 
sistemas de resolución extrajudicial de conflictos a 
los que se refiere el artículo 7. 

3. Estos códigos de conducta deberán 
contemplar la posibilidad de adhesión al código 
de prestadores de servicios que no sean miembros 
de la entidad promotora, siempre que la actividad 
desarrollada por éstos esté incluida en el ámbito 
del código. 

Artículo 5. Compromisos adicionales. 
1. Sin perjuicio de cualquier otro compromiso 

que puedan establecer las entidades promotoras 
de los códigos de conducta regulados por este 
real decreto, éstos podrán contener previsiones 
específicas sobre: 

a) El grado de accesibilidad a los contenidos 
de los consumidores y usuarios que tengan alguna 
discapacidad o de edad avanzada, conforme a 
los criterios de accesibilidad generalmente 
reconocidos, así como los calendarios adoptados 
para el establecimiento de medidas adicionales. 

b) Las medidas concretas adoptadas en 
materia de protección de los menores y de respeto 
a la dignidad humana y a los valores y derechos 
constitucionalmente reconocidos. 

c) La adhesión a códigos de conducta sobre 
clasificación y etiquetado de contenidos. En tales 
casos, deberá facilitarse información completa 
sobre tales códigos. 

d) Las instrucciones sobre los sistemas de 
filtrado de contenidos utilizables en las relaciones 
con los prestadores de servicios. 

e) Los procedimientos previstos para 
comprobar que los prestadores de servicios reúnen 
las condiciones exigidas para la adhesión al 
código de conducta y la utilización del distintivo. 

2. Las entidades promotoras de los códigos de 
conducta impulsarán que los prestadores de 
servicios adheridos ofrezcan al consumidor o 
usuario la posibilidad de elegir, entre las lenguas 
oficiales de la Unión Europea, la lengua en que se 
han de realizar las comunicaciones comerciales y, 
en especial, la información precontractual y el 
contrato. 

Artículo 6. Participación del Consejo de 
Consumidores y Usuarios. 

En la elaboración y modificación de los 
códigos de conducta regulados en este real 
decreto deberá darse 

participación al Consejo de Consumidores y 
Usuarios. Esta participación se articulará, como 
mínimo, de la siguiente forma: 

a) Que, con carácter previo a la redacción 
del código de conducta, las entidades promotoras 
de éste pongan en conocimiento del Consejo su 
voluntad de adoptarlo, solicitando la colaboración 
de este órgano a través del procedimiento que, en 
cada caso, se acuerde. 

b) Que las entidades promotoras soliciten a 
las asociaciones de consumidores y usuarios, a 
través del Consejo, la identificación de los 
problemas específicos del sector, partiendo de las 
reclamaciones y consultas por ellas tramitadas, y a 
los efectos previstos en el artículo 4.2.c). 

c) Que el Consejo no emita motivadamente 
un dictamen desfavorable sobre el contenido 
definitivo del código de conducta en el plazo de 
un mes desde que la entidad promotora se lo 
hubiera solicitado. La mera formulación de 
observaciones al código no supone la emisión de 
un dictamen desfavorable. El dictamen 
desfavorable únicamente podrá fundarse en el 
incumplimiento de los requisitos recogidos en este 
real decreto o en las normas de protección a los 
consumidores y usuarios. 

Artículo 7. Sistemas de resolución extrajudicial 
de conflictos. 

1. Los códigos de conducta que pretendan 
obtener el «distintivo público de confianza en 
línea» deberán establecer, como medio de 
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solución de controversias entre los prestadores de 
servicios y los consumidores y usuarios, el sistema 
arbitral de consumo u otro sistema de resolución 
extrajudicial de conflictos que figure en la lista que 
publica la Comisión Europea sobre sistemas 
alternativos de resolución de conflictos con 
consumidores y que respete los principios 
establecidos por la normativa comunitaria a este 
respecto. 

2. En los procedimientos de resolución 
extrajudicial de conflictos a que hace referencia el 
apartado anterior, podrá hacerse uso de medios 
electrónicos en la medida en que lo posibilite su 
normativa específica y con las condiciones 
previstas en ella. 

3. La adhesión de los prestadores de servicios 
a uno de los sistemas mencionados en el apartado 
anterior es requisito necesario para la 
incorporación de los prestadores de servicios a los 
códigos de conducta. 

Artículo 8. Supervisión del cumplimiento de los 
códigos de conducta por los prestadores 
adheridos. 

1. Los códigos de conducta deberán incluir 
procedimientos de evaluación independientes 
para comprobar el cumplimiento de las 
obligaciones asumidas por los prestadores de 
servicios adheridos, y establecer un régimen 
sancionador adecuado, eficaz y disuasorio. 

2. El procedimiento de evaluación que se 
prevea, que podrá realizarse íntegramente por 
medios electrónicos, deberá garantizar: 

a) La independencia e imparcialidad del 
órgano responsable de la evaluación y sanción. 

b) La sencillez, accesibilidad y gratuidad para 
la presentación de quejas y reclamaciones ante 
dicho órgano por los eventuales incumplimientos 
del código de conducta y la celeridad en todas 
las fases del procedimiento. 

c) La audiencia del reclamado y el principio 
de contradicción. 

d) Una graduación de sanciones que permita 
ajustarlas a la gravedad del incumplimiento. Esas 
sanciones deberán ser disuasorias, y podrá 
establecer, en su caso, su publicidad o la 
suspensión o expulsión de la adhesión 

al código o a la entidad promotora, en el 
caso de que se trate de prestadores de servicios 
integrados en ella. 

e) La notificación al denunciante de la 
solución adoptada. 

3. Las sanciones que se impongan a los 
prestadores de servicios por incumplimiento de los 
códigos deberán notificarse al Instituto Nacional 
del Consumo trimestralmente y, si éstas supusieran 
la expulsión de la adhesión al código o la 
suspensión de sus derechos, en el plazo de cinco 
días siguientes a la adopción de la sanción. 

CAPÍTULO III 

Obligaciones de las entidades promotoras 
Artículo 9. Obligaciones de las entidades 

promotoras de los códigos de conducta. 
Las entidades promotoras de códigos de 

conducta regulados en este real decreto tendrán 
las siguientes obligaciones: 

a) Administrar el «distintivo público de 
confianza en línea», facilitando y gestionando su 
utilización por los prestadores de servicios 
adheridos al código de conducta adoptado por 
ellas y que, conforme a lo previsto en el artículo 
7.3, le acrediten su adhesión al sistema extrajudicial 
de resolución de conflictos previsto en el código 
de conducta. Las entidades promotoras, asimismo, 
deberán informar al Instituto Nacional del 
Consumo sobre las adhesiones al código de 
conducta de nuevos proveedores de servicios o 
sobre las bajas, mediante la comunicación 
quincenal de las variaciones producidas. 

b) Mantener accesible al público la 
información actualizada sobre las entidades 
promotoras, el contenido del código de conducta, 
los procedimientos de adhesión y de denuncia 
frente a posibles incumplimientos del código, los 
sistemas de resolución extrajudicial de conflictos 
que promueve el código y los prestadores de 
servicios adheridos a éste en cada momento. 

Esta información deberá presentarse de forma 
concisa y clara y estar permanentemente 
accesible por medios electrónicos. 

c) Remitir al Instituto Nacional del Consumo 
una 

memoria anual sobre las actividades 
realizadas para difundir el código de conducta y 
promover la adhesión a éste, las actuaciones de 
verificación del cumplimiento del código y sus 
resultados, las quejas y reclamaciones tramitadas y 
el curso que se les hubiera dado, las sanciones 
impuestas y cualquier otro aspecto que las 
entidades promotoras deseen destacar. 

d) Evaluar periódicamente la eficacia del 
código de conducta, midiendo el grado de 
satisfacción de los consumidores y usuarios y, en su 
caso, actualizar su contenido para adaptarlo a los 
cambios experimentados en la tecnología, en la 
prestación y uso de los servicios de la sociedad de 
la información y en la normativa que les sea 
aplicable. 

Esta evaluación deberá contar con la 
participación del Consejo de Consumidores y 
Usuarios en los términos previstos en el artículo 6 y 
tendrá lugar, al menos, cada cuatro años, salvo 
que sea precisa la adaptación de los compromisos 
del código a la modificación de la normativa 
aplicable en un plazo menor. 

Los resultados de la evaluación se 
comunicarán a la Comisión Europea y al Instituto 
Nacional del Consumo. 
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e) Favorecer la accesibilidad de las personas 
que tengan alguna discapacidad o de edad 
avanzada a toda la información disponible sobre 
el código de conducta. 

CAPÍTULO IV 
Concesión y retirada del distintivo 
Artículo 10. Órgano competente para la 

concesión y retirada del distintivo. 
El Instituto Nacional del Consumo será el 

órgano competente para la concesión y retirada 
del distintivo de confianza regulado en este real 
decreto, así como para velar por el mantenimiento 
de los requisitos que justifican su otorgamiento. 

Artículo 11. Otorgamiento del distintivo. 
1. Las entidades promotoras de los códigos de 

conducta regulados en este real decreto 
presentarán su solicitud ante el Instituto Nacional 
del Consumo, acompañando una copia del 
código, de la documentación acreditativa de la 
participación del Consejo de Consumidores y 
Usuarios y, en su caso, de haberse comunicado el 
proyecto de código a la Comisión Europea. 

Asimismo, deberán aportar la documentación 
relativa a la adhesión de los prestadores de 
servicios que lo hayan suscrito al sistema 
extrajudicial de resolución de litigios que se prevea 
en el código. 

2. El Instituto Nacional del Consumo requerirá 
cuantos informes estime pertinentes para valorar el 
alcance y contenido del código de conducta 
presentado y, en todo caso, con carácter 
preceptivo, el informe del Ministerio de Ciencia y 
Tecnología y de la Comisión de Cooperación de 
Consumo; asimismo, podrá solicitar informe del 
Servicio de Defensa de la Competencia cuando, 
por el alcance y contenido del código, surgieran 
dudas sobre si puede afectar negativamente a la 
competencia. El Instituto Nacional del Consumo 
solicitará también el informe preceptivo del 
Ministerio de Economía cuando se trate de 
códigos de conducta que afecten a actividades 
de venta a distancia. 

3. Por resolución motivada del Director del 
Instituto Nacional del Consumo, se concederá o 
denegará el derecho a la utilización y 
administración del «distintivo público de confianza 
en línea». La concesión del distintivo se publicará 
en el «Boletín Oficial del Estado». 

Dicha resolución será recurrible conforme a lo 
previsto en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas 
y del Procedimiento Administrativo Común. 

Artículo 12. Retirada del «distintivo público de 
confianza en línea». 

El derecho a la utilización y administración del 
«distintivo público de confianza en línea» podrá ser 
retirado si las entidades promotoras de los códigos 
de conducta reconocidos incumplen las 
obligaciones establecidas en este real decreto. La 

retirada del derecho a la utilización y 
administración del «distintivo público de confianza 
en línea» a una entidad promotora implicará la 
imposibilidad de su utilización por parte de los 
prestadores de servicios adheridos al código de 
conducta. 

Asimismo, ante la inactividad de la entidad 
promotora y sin perjuicio de las medidas que 
pudieran adoptarse frente a ella por tal causa, 
podrá retirarse directamente el uso del distintivo a 
los prestadores de servicios que incumplan 
manifiesta y reiteradamente el código de 
conducta cuya adhesión les confiera tal derecho. 

La retirada del distintivo de confianza se 
tramitará mediante un procedimiento 
contradictorio y contará con el informe preceptivo 
de la Comisión de Cooperación de Consumo, 
pudiéndose adoptar como medida provisional la 
suspensión del derecho a utilizar el distintivo. 

La resolución por la que se retire el distintivo 
será recurrible conforme a lo previsto en la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico 
de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común. 

Artículo 13. Publicidad del distintivo. 
1. El Instituto Nacional del Consumo publicará 

en su página de Internet los códigos de conducta 
a los que se conceda el distintivo regulado en esta 
norma; la relación de las entidades promotoras de 
dichos códigos y la de los prestadores de servicios 
adheridos; las sanciones impuestas a los 
prestadores de servicios por incumplimiento, si son 
públicas, especialmente cuando lleven aparejada 
la suspensión o expulsión del prestador de servicios 
del código o de la entidad promotora o la retirada 
del «distintivo público de confianza en línea», y la 
dirección establecida para la presentación de 
quejas por incumplimiento de los códigos y la de 
los órganos de resolución extrajudicial de conflictos 
previstos en los códigos de conducta. 

2. Las entidades promotoras de los códigos de 
conducta a las que se haya concedido el derecho 
a la utilización y administración del distintivo 
regulado en este real decreto y los prestadores de 
servicios adheridos a tales códigos podrán usar, 
tanto gráficamente como por su denominación, el 
«distintivo público de confianza en línea» en todas 
sus manifestaciones internas y externas, incluidas 
las campañas de publicidad. Todo ello sin perjuicio 
del cumplimiento de las obligaciones de 
información al consumidor, en particular, en 
relación con la adhesión a sistemas extrajudiciales 
de resolución de conflictos. 

3. Las entidades promotoras y los prestadores 
de servicios adheridos a los códigos de conducta 
deberán posibilitar el acceso al contenido del 
código y a la dirección habilitada para presentar 
las quejas y reclamaciones a través de los soportes 
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informáticos en los que se inserte el «distintivo 
público de confianza en línea». 

CAPÍTULO V Actuaciones de control Artículo 
14. Actuaciones de control. 

Cuando la utilización del «distintivo público de 
confianza en línea», contraviniendo lo dispuesto en 
este real decreto, constituya publicidad ilícita, el 
Instituto Nacional del Consumo y los órganos 
competentes en materia de consumo de las 
comunidades autónomas podrán iniciar el 
procedimiento sancionador o promover el 
ejercicio de las acciones judiciales que procedan, 
de conformidad con lo previsto en la Ley 26/1984, 
de 19 de julio, General para la Defensa de los 
Consumidores y Usuarios, en el Real Decreto 
1945/1983, de 22 de junio, por el que se regulan las 
infracciones y sanciones en materia defensa del 
consumidor y de la producción agroalimentaria, 
en la Ley 34/1988, de 11 de noviembre, General de 
Publicidad, o en las respectivas leyes autonómicas. 

Disposición transitoria única. Adaptación de 
los códigos vigentes. 

Durante los 12 meses siguientes a la entrada 
en vigor de este real decreto, las entidades 
promotoras de códigos vigentes en dicha fecha 
podrán solicitar del Instituto Nacional del Consumo 
la concesión del «distintivo público de confianza 
en línea», acreditando, en su caso, que se ha 
comunicado el proyecto modificado a la Comisión 
Europea. 

En tales supuestos, no será exigible la 
notificación previa al Consejo de Consumidores y 
Usuarios prevista en el artículo 6.a), y bastará con 
que se requiera la colaboración de dicho órgano, 
a través del procedimiento que en cada caso se 
acuerde, para la realización de las adaptaciones 
precisas para cumplir los requisitos exigidos en este 
real decreto. 

Disposición final primera. Título y habilitación 
competencial. 

Este real decreto se dicta al amparo del 
artículo 149.1.1.a, 6.a , 8.a y 21.a de la Constitución 
y en ejecución de lo dispuesto en la disposición 
final octava de la Ley 34/2002, de 11 de julio, de 
servicios de la sociedad de la información y de 
comercio electrónico 

Disposición final segunda. Facultad de 
aplicación. 

Se faculta al Presidente del Instituto Nacional 
del Consumo para adoptar las resoluciones 
precisas para la aplicación de lo dispuesto en este 
real decreto, en particular aquellas que posibiliten 
la gestión íntegra de los procedimientos previstos 
en él mediante la utilización de técnicas 
electrónicas, informáticas y telemáticas, de 
conformidad con lo previsto en el Real Decreto 
263/1996, de 16 de febrero, por el que se regula la 
utilización de técnicas electrónicas, informáticas y 
telemáticas por la Administración General del 

Estado, en la redacción dada por el Real Decreto 
209/2003, de 21 de febrero, por el que se regulan 
los registros y las notificaciones telemáticas, así 
como la utilización de medios telemáticos para la 
sustitución de la aportación de certificados por los 
ciudadanos, y disposiciones concordantes y 
complementarias. 

Las resoluciones del Presidente del Instituto 
Nacional del Consumo a que se refiere el párrafo 
precedente se publicarán en el «Boletín Oficial del 
Estado». 

Disposición final tercera. Entrada en vigor. 
El presente real decreto entrará en vigor el día 

siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial 
del Estado». 

Dado en Madrid, a 20 de febrero de 2004. 
JUAN CARLOS R. 
El Vicepresidente Segundo del Gobierno 
y Ministro de la Presidencia, 
JAVIER ARENAS BOCANEGRA 
 
Denominación: distintivo público de confianza 

en línea. 
Construcción gráfica: una figura vertical 

constituida por cuatro rectángulos iguales de 45 
mm de base por 20,25 mm de altura. Las medidas 
totales exteriores incluidos los cuatro elementos son 
45 mm de base por 81 mm de altura. El segundo 
recuadro contiene una imagen mixta 
representativa de la expresión abreviada de la 
arroba y el logotipo de Arbitraje de Consumo. 

Los rectángulos superior e inferior contienen 
los siguientes textos: el superior «CONFIANZA EN 
LÍNEA» y el inferior «PRESTADOR ADHERIDO», ambos 
en mayúsculas. La expresión «PRESTADOR 
ADHERIDO» se sustituirá por «CÓDIGO DE 
CONDUCTA» cuando el logotipo sea utilizado por 
la entidad promotora del Código. El tercer 
recuadro es un espacio en blanco para situar 
distintos logotipos. 

Tipografía: helvética, en su versión normal con 
un cuerpo de letra 22, interlineado sólido y escala 
horizontal 100. 

Colores: naranja y negro. El primero 
compuesto por: magenta 42%, amarillo 76% y el 
segundo, negro base. El logotipo arriba descrito 
figura calado en blanco sobre el fondo naranja. 

Todas las líneas que forman el conjunto son en 
color negro de 0,5 puntos. 

 
Proyecto de Ley de mejora de la 
protección de los consumidores y 
usuarios, informe de la ponencia, 
OCTUBRE DE 2006 

Exposición de motivos  
I  
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La defensa de los consumidores se configura 
en el artículo 51 de nuestra Constitución como un 
principio rector de la política social y económica, 
que los poderes públicos deben garantizar. A este 
propósito responde esta Ley, en la que se 
introducen determinadas modificaciones en 
nuestra legislación sobre esta materia, por una 
parte, para dar cumplimiento a una reciente 
sentencia del Tribunal de Justicia de las 
Comunidades Europeas y, por otra, para 
incorporar una serie de mejoras en la protección 
de los consumidores en una serie de ámbitos en los 
que se ha considerado necesario. 

II  
Mediante sentencia de 9 de septiembre de 

2004, en el Asunto C-70/2003, el Tribunal de Justicia 
de las Comunidades Europeas declaró que el 
Reino de España había incumplido las obligaciones 
que le incumben en virtud de la Directiva 
93/13/CEE del Consejo, de 5 de abril de 1993, sobre 
las cláusulas abusivas en los contratos celebrados 
con consumidores. En concreto, el Tribunal de 
Justicia entiende que España no ha adaptado 
correctamente su Derecho interno a los artículos 5 
y 6, apartado 2, de la citada directiva. 

La Directiva 93/13/CEE ha sido incorporada 
a nuestro Derecho interno mediante la Ley 7/1998, 
de 13 de abril, sobre Condiciones Generales de 
Contratación, la cual, a través de su disposición 
adicional primera, modifica la Ley 26/1984, de 19 
de julio, General para la Defensa de los 
Consumidores y Usuarios. 

III  
El incumplimiento que el Tribunal de Justicia 

considera que se ha producido en relación con el 
artículo 5 de la Directiva 93/13/CEE, obedece a 
que cuando dicho precepto establece la regla de 
interpretación más favorable a los consumidores 
de las cláusulas de los contratos celebrados por 
éstos, exceptúa las denominadas acciones de 
cesación del artículo 7.2 de la directiva. Sin 
embargo, cuando el artículo 10.2 de la Ley 
General para la Defensa de los Consumidores y 
Usuarios, y el artículo 6 de la Ley sobre Condiciones 
Generales de Contratación incorporaron dicho 
principio a nuestro ordenamiento jurídico no 
incluyeron restricción alguna en relación con las 
acciones colectivas de cesación. 

Por esta razón, el Tribunal de Justicia ha 
considerado que no se ha tenido en cuenta la 
precisión recogida en la tercera frase del artículo 5 
de la Directiva, cuando señala que la norma de 
interpretación favorable al consumidor no será 
aplicable en el marco de los procedimientos 
correspondientes a las acciones de cesación que 
establece el apartado 2 del artículo 7 de la 
Directiva 93/13/CEE. 

Como manifestó en la citada sentencia de 9 
de septiembre de 2004 el Tribunal de Justicia, "la 

distinción que establece el artículo 5 de la 
directiva, en lo que atañe a la regla de 
interpretación aplicable, entre las acciones que 
implican a un consumidor individual y las acciones 
de cesación, que implican a las personas u 
organizaciones representativas del interés 
colectivo, se explica por la distinta finalidad de 
ambos tipos de acciones. En el primer caso, los 
tribunales u órganos competentes han de efectuar 
una apreciación in concreto del carácter abusivo 
de una cláusula contenida en un contrato ya 
celebrado, mientras que, en el segundo caso, les 
incumbe efectuar una apreciación in abstracto 
del carácter abusivo de una cláusula cuya posible 
inclusión se prevé en contratos que todavía no se 
han celebrado. En el primer supuesto, una 
interpretación favorable al consumidor 
individualmente afectado beneficia 
inmediatamente a éste. En el segundo supuesto, 
en cambio, para obtener con carácter preventivo 
el resultado más favorable para el conjunto de los 
consumidores, no procede, en caso de duda, 
interpretar la cláusula en el sentido de que 
produce efectos favorables para ellos. De este 
modo, una interpretación objetiva permite prohibir 
con mayor frecuencia la utilización de una 
cláusula oscura o ambigua, lo que tiene como 
consecuencia una protección más amplia de los 
consumidores". 

A la vista de esta argumentación, resulta 
necesaria la modificación de los artículos 10.2 de la 
Ley General para la Defensa de los Consumidores y 
Usuarios, y 6 de 68 

la Ley sobre Condiciones Generales de 
Contratación, recogiendo la doctrina del Tribunal 
de Justicia, para matizar que el principio de 
interpretación favorable al consumidor de las 
cláusulas oscuras sólo se va a aplicar en los 
supuestos en los que se ejerciten acciones 
individuales, pero no las colectivas. 

IV  
Por lo que se refiere al apartado 2 del 

artículo 6 de la Directiva 93/13/CEE, este precepto 
dispone que "los Estados miembros adoptarán las 
medidas necesarias para que el consumidor no se 
vea privado de la protección que ofrece la 
presente directiva por el hecho de haber elegido 
el derecho de un Estado tercero como derecho 
aplicable al contrato cuando el contrato 
mantenga una estrecha relación con el territorio 
de un Estado miembro de la Comunidad". 

La incorporación al Derecho español de esta 
norma se ha producido, por un lado, mediante el 
artículo 10 bis, apartado 3, de la Ley General para 
la Defensa de los Consumidores y Usuarios, que 
remite a estas normas de protección de los 
consumidores frente a las cláusulas abusivas, 
"cualquiera que sea la ley que las partes hayan 
elegido para regir el contrato, en los términos 
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previstos en el artículo 5 del Convenio de Roma de 
1980, sobre la ley aplicable a las obligaciones 
contractuales". 

Por otro lado, la Ley sobre Condiciones 
Generales de Contratación dispone en su artículo 
3, párrafo segundo, que dicha norma "también se 
aplicará a los contratos sometidos a legislación 
extranjera cuando el adherente haya emitido su 
declaración negocial en territorio español y tenga 
en éste su residencia habitual, sin perjuicio de lo 
establecido en Tratados o Convenios 
internacionales."  

Frente a estos preceptos, el Tribunal de 
Justicia considera en su sentencia de 9 de 
septiembre de 2004 que el ámbito de aplicación 
material de la protección al consumidor que 
otorga la directiva abarca a todos los contratos 
celebrados entre un profesional y un consumidor, 
mientras que el artículo 5 del Convenio de Roma 
sólo se aplica a determinados contratos. También 
considera que el concepto "estrecha relación" 
utilizado en el apartado 2 del artículo 6 de la 
Directiva no debe resultar restringido por la 
combinación de criterios de conexión previamente 
definidos, tales como los requisitos acumulativos a 
la residencia y celebración del contrato, 
contemplados en el artículo 5 del Convenio de 
Roma. 

Todo ello ha supuesto según el Tribunal de 
Justicia que España habría introducido en este 
ámbito una restricción incompatible con el nivel de 
protección fijado en la Directiva 93/13/CEE. 

Se ha de aclarar que al objeto de cumplir 
con este aspecto de la sentencia se ha tenido en 
cuenta que la regulación del artículo 6 de la Ley 
sobre Condiciones Generales de Contratación se 
dirige no tanto a los consumidores como a las 
relaciones entre empresarios o profesionales, por lo 
que se matiza que los supuestos en los que el 
adherente sea un consumidor su regulación se 
encuentra en la Ley General para la Defensa de 
Consumidores y Usuarios. 

Por su parte, la redacción del artículo 10 bis, 
apartado 3, de la Ley General para la Defensa de 
Consumidores y Usuarios se aproxima a la del 
precepto de la Directiva 93/13/CEE, añadiendo un 
segundo párrafo, con un claro carácter 
explicativo, propuesto por la Sección Primera de 
Derecho Civil de la Comisión General de 
Codificación. 

V  
A la vista de la mencionada sentencia, es 

necesario que se modifiquen los preceptos que se 
han comentado al objeto de adecuarlos a los 
términos de la Directiva 93/13/CEE. Unas 
modificaciones puntuales que se van a reducir a 
los artículos 10.2 y 10 bis, apartado 3, de la Ley 
General para la Defensa de los Consumidores y 
Usuarios, y a los artículos 3, párrafo segundo, y 6.2 

de la Ley sobre Condiciones Generales de 
Contratación. 

VI  
Por otra parte, esta Ley pretende 

incrementar la protección del consumidor en 
diferentes ámbitos, en los que la experiencia ha 
puesto de manifiesto la existencia de diversos 
déficit de protección. 

En aras a reforzar la protección de los 
consumidores y la leal competencia se introducen 
en materia de contratos con los consumidores, 
diversas modificaciones destinadas a regular 
aspectos esenciales de las relaciones jurídico 
privadas con los consumidores. 

Para evitar la imposición a los consumidores 
de obstáculos onerosos o desproporcionados para 
el ejercicio de los derechos reconocidos en el 
contrato y en coherencia con lo previsto en la 
Directiva 2005/29/CEE del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 11 de mayo de 2005, sobre 
prácticas comerciales desleales, que prohíbe los 
obstáculos no contractuales para el ejercicio de 
tales derechos, y en tal sentido deberá ser 
transpuesta a nuestro ordenamiento jurídico, se 
prohíben las cláusulas contractuales que 
establezcan estas limitaciones y, en particular, la 
imposición de plazos de duración excesiva o las 
limitaciones que excluyan u obstaculicen el 
derecho del consumidor a poner fin al contrato. 

En los contratos de prestación de servicios o 
suministro de bienes de tracto sucesivo o 
continuado, se han observado prácticas 
obstruccionistas al derecho del consumidor a 
ponerles fin. Para evitarlas, se introducen reformas 
para que quede claramente establecido, tanto en 
la fase previa de información como en la efectiva 
69 

formalización contractual, el procedimiento 
mediante el cual el consumidor puede ejercitar 
este derecho y se asegura que pueda ejercitarlo 
en la misma forma en que contrató, sin sanciones o 
cargas. 

Estas reglas se completan con dos 
previsiones. De un lado, la integración del contrato 
conforme a la buena fe objetiva, según las reglas 
de interpretación e integración del Código Civil y 
las exigencias de la leal competencia. Se refuerza 
así la posición contractual del consumidor y se 
establece con claridad en la norma la 
interpretación que del artículo 1258 del Código 
Civil mantenían la doctrina y jurisprudencia más 
avanzada. 

De otro lado, estableciendo la necesidad de 
que la información precontractual obligatoria se 
facilite al consumidor de forma gratuita, sin costes 
adicionales. Esta previsión tiene por objeto evitar 
prácticas lesivas, conforme a las cuales el 
cumplimiento de las obligaciones legales de los 
empresarios no sólo suponen costes adicionales a 
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los consumidores, sino una retribución adicional al 
operador, mediante la utilización de las nuevas 
tecnologías. Nuevas tecnologías que, por otra 
parte, permiten la prestación gratuita de la 
información mínima exigible, conforme ya está 
previsto en algunos ámbitos de la actividad 
económica. 

Se refuerza, asimismo, la protección del 
consumidor adquirente de vivienda al precisar el 
carácter abusivo de las cláusulas que les trasladen 
gastos que corresponden al vendedor, tal es el 
caso de los impuestos en los que el sujeto pasivo es 
el vendedor, o los gastos de las conexiones a los 
suministros generales de la vivienda, tales como 
enganche del suministro de agua, alcantarillado, 
etc., con el fin de evitar prácticas desleales que 
trasladan dichos gastos al consumidor por 
cláusulas no negociadas. 

Esta Ley pretende, igualmente, dar mayor 
claridad en las modalidades de cálculo del precio 
de los contratos, evitando la facturación de 
servicios no prestados efectivamente. 

En materia contractual, por último, se 
clarifica en el artículo 10 bis 1 la equiparación entre 
las estipulaciones contractuales no negociadas y 
las prácticas no consentidas expresamente con 
idénticos efectos para los usuarios. 

VII  
Por otro lado, también se ha constatado la 

ineficacia del artículo 10.4 de la Ley General para 
la Defensa de los Consumidores y Usuarios, para 
prevenir la imposición al consumidor de arbitrajes 
distintos del Sistema Arbitral de Consumo. Esto 
justifica la modificación que ahora se realiza, 
suprimiendo este precepto y reconduciendo, en el 
artículo 31, los pactos de sumisión al momento en 
el que el consumidor puede evaluar 
correctamente el alcance de la decisión que, en 
la mayor parte de los casos, se ve obligado a 
adoptar, y que es aquél en el que surge la 
controversia. Se eleva con ello la protección del 
usuario ante fórmulas arbitrales no siempre lícitas y 
se garantiza la no renuncia previa a los derechos 
reconocidos legalmente. Esta regla se completa 
con la determinación de la nulidad de los pactos 
suscritos contraviniéndola, en aplicación de las 
previsiones de la propia Ley General para la 
Defensa de los Consumidores y Usuarios sobre la 
irrenunciabilidad de los derechos reconocidos por 
la ley al consumidor. La tipificación de su 
vulneración, como infracción de consumo, se 
deduce claramente del artículo 34, apartado 11, 
según la modificación efectuada por esta norma, 
en el que se califica como tal el incumplimiento de 
los requisitos, obligaciones o prohibiciones 
establecidas en esta Ley y disposiciones que la 
desarrollen. 

Se aclara, asimismo, la eficacia de esta 
previsión en todos los sectores, incluido el de 

seguros, a cuyo efecto es preciso introducir una 
ligera modificación en el artículo 61, apartado 3 
del Real Decreto Legislativo 6/2004, de 29 de 
octubre, por el que se aprueba el texto refundido 
de la Ley de ordenación y supervisión de los 
seguros privados. 

Transcurridos cuatro años desde la entrada 
en vigor de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de 
Enjuiciamiento Civil, se facilita el ejercicio de las 
acciones en defensa de los intereses difusos de los 
consumidores y usuarios, y se da cumplimiento a lo 
previsto en el artículo 11. 3 de dicha norma. En 
materia de legitimación procesal, se amplía la 
concedida al Instituto Nacional del Consumo para 
el ejercicio de acciones de cesación.  

VIII  
Asimismo, se modifica la regulación del 

capítulo VI de la Ley General para la Defensa de 
los Consumidores y Usuarios para establecer, 
conforme a lo dispuesto en el artículo 1.3 de la Ley 
Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, reguladora del 
derecho de asociación, la regulación específica 
básica a que quedan sometidas las asociaciones 
de consumidores, conforme a la actual distribución 
de competencias entre el Estado y las 
comunidades autónomas, y modificar el régimen 
jurídico de las asociaciones de consumidores de 
ámbito nacional y de todas aquéllas que no 
desarrollen principalmente sus funciones en el 
ámbito de una comunidad autónoma, aclarando 
algunos aspectos oscuros o no abordados por las 
normas preexistentes y las relaciones entre el 
registro nacional y los registros autonómicos y 
reforzando las obligaciones de transparencia de 
las asociaciones de consumidores, obligaciones 
estrictamente precisas para asegurar su 
independencia, máxime en los supuestos de 
colaboración con empresas o instituciones que 
directa o indirectamente intervienen en el 
mercado. 

Se establece, por otra parte, con absoluto 
respeto a las competencias autonómicas, un 
régimen mínimo sobre reglas de competencia en 
las infracciones interautonómicas, acompañado 
de la obligación del Gobierno de presentar ante 
las Cortes Generales, en el plazo de dos años, un 
proyecto de ley que, en el marco de las 
competencias estatales, establezca las reglas 
sobre infracciones y sanciones. 

Con objeto de superar cualquier dificultad 
en el cumplimiento de las obligaciones impuestas 
a las administraciones públicas por el artículo 8 de 
la Directiva 2001/95/CEE, del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 3 de diciembre de 2001, relativa a 
la seguridad general de productos, y de 
conformidad con lo previsto en la Ley 30/1992 de 
20 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, se aclara el alcance de las 
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competencias atribuidas a éstas por el Real 
Decreto 1801/2003, de 26 de diciembre, sobre 
seguridad general de productos.  

Se modifica también el artículo 8 de la Ley 
General para la Defensa de los Consumidores y 
Usuarios para eliminar del texto de la Ley el inciso 
"constituidas de acuerdo con lo establecido en 
esta Ley", en cumplimiento de la Sentencia del 
Tribunal Constitucional 15/1989, de 26 de enero, y 
para adecuar la redacción del precepto a la 
posterior legislación sobre publicidad, conforme a 
la cual los procedimientos establecidos para hacer 
cesar la publicidad falsa o engañosa son de 
carácter judicial. 

IX  
Por último, en relación al contrato de 

aparcamiento de vehículos, se determinan 
legalmente, sin necesidad de desarrollo 
reglamentario, los requisitos que debe contener el 
justificante o resguardo que debe entregar el titular 
del aparcamiento, flexibilizando las formas de 
identificación del vehículo; así como las formas 
admisibles de cálculo del precio que debe pagar 
el consumidor en los estacionamientos rotatorios. 
Se amplía, asimismo, el ámbito de aplicación de la 
ley a todas las actividades de estacionamiento 
realizadas en el marco de una actividad 
empresarial o profesional. 

 
    Artículo 1. Modificación de la Ley 26/1984, 

de 19 de julio, General para la Defensa de los 
Consumidores y Usuarios. 

Se introducen dos nuevos artículos, el sexto 
bis y el 42, se modifican los artículos octavo, 
décimo, décimo bis, duodécimo, decimotercero, 
trigésimo primero, trigésimo segundo, trigésimo 
tercero, trigésimo cuarto y trigésimo sexto, así 
como todo el Capítulo VI, artículos vigésimo, 
vigésimo primero y vigésimo segundo, 
introduciendo los nuevos artículos vigésimo bis, 
vigésimo primero bis, vigésimo primero ter, vigésimo 
segundo bis y vigésimo segundo ter, y se da nueva 
redacción a las disposiciones adicionales primera y 
tercera de la Ley General para la Defensa de 
Consumidores y Usuarios, en los siguientes términos:  

Uno. Se incorpora un nuevo artículo, el sexto 
bis, del siguiente tenor:  

"1. Ante situaciones de riesgo para la salud y 
seguridad de los consumidores y usuarios, las 
administraciones públicas competentes podrán 
adoptar las medidas que resulten necesarias y 
proporcionadas para la desaparición del riesgo, 
incluida la intervención directa sobre las cosas y la 
compulsión directa sobre las personas. En estos 
supuestos, todos los gastos que se generen serán a 
cargo de quien con su conducta los hubiera 
originado, con independencia de las sanciones 
que, en su caso, puedan imponerse. La exacción 

de tales gastos y sanciones podrá llevarse a cabo 
por el procedimiento administrativo de apremio. 

2 (nuevo). Los responsables de la 
coordinación de los sistemas estatales de 
intercambio de información integrados en los 
sistemas europeos de alertas, trasladarán las 
comunicaciones que reciban a las autoridades 
aduaneras cuando, conforme a la información 
facilitada en las comunicaciones, los bienes o 
servicios alertados procedan de terceros países."  

Dos. Se modifica el artículo octavo, 
apartado 3 en los siguientes términos:  

"3. La oferta, promoción y publicidad falsa o 
engañosa de productos, actividades y servicios 
será perseguida y sancionada como fraude. Las 
asociaciones de consumidores estarán legitimadas 
para iniciar e intervenir en los procedimientos 
legalmente habilitados para hacerlas cesar."  

Tres. Se modifica el artículo décimo, 
suprimiendo su apartado 4 y dando a su apartado 
2 la siguiente redacción:  

"2. Cuando se ejerciten acciones 
individuales, en caso de duda sobre el sentido de 
una cláusula prevalecerá la interpretación más 
favorable al consumidor."  

Cuatro. Los apartados 1, párrafo primero, 2 y 
3 del artículo 10 bis quedan redactados de la 
siguiente manera:  

"1. Se considerarán cláusulas abusivas todas 
aquellas estipulaciones no negociadas 
individualmente y todas aquéllas prácticas no 
consentidas expresamente que, en contra de las 
exigencias de la buena fe causen, en perjuicio del 
consumidor, un desequilibrio importante de los 
derechos y obligaciones de las partes que se 
deriven del contrato. En todo caso, se 
considerarán cláusulas abusivas los supuestos de 
estipulaciones que se relacionan en la disposición 
adicional primera de esta Ley. 

2. Serán nulas de pleno derecho y se tendrán 
por no puestas las cláusulas abusivas. La parte del 
contrato afectada por la nulidad se integrará con 
arreglo a lo dispuesto por el artículo 1258 del 
Código Civil y al 71 

principio de buena fe objetiva. A estos 
efectos, el Juez que declare la nulidad de dichas 
cláusulas integrará el contrato y dispondrá de 
facultades moderadoras respecto de los derechos 
y obligaciones de las partes, cuando subsista el 
contrato, y de las consecuencias de su ineficacia 
en caso de perjuicio apreciable para el 
consumidor o usuario. 

Sólo cuando las cláusulas subsistentes 
determinen una situación no equitativa en la 
posición de las partes que no pueda ser 
subsanada podrá declarar la ineficacia del 
contrato. 

3. Las normas de protección de los 
consumidores frente a las cláusulas abusivas serán 
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aplicables cualquiera que sea la ley que las partes 
hayan elegido para regir el contrato, cuando el 
mismo mantenga una estrecha relación con el 
territorio de un Estado miembro del Espacio 
Económico Europeo. 

Se entenderá, en particular, que existe un 
vínculo estrecho cuando el profesional ejerciere sus 
actividades en uno o varios Estados miembros del 
Espacio Económico Europeo, o por cualquier 
medio de publicidad o comunicación dirigiere 
tales actividades a uno o varios Estados miembros 
y el contrato estuviere comprendido en el marco 
de esas actividades. En los contratos relativos a 
inmuebles se entenderá, asimismo, que existe un 
vínculo estrecho cuando se encuentren situados 
en el territorio de un Estado miembro."  

Cinco. Se modifica el artículo duodécimo 
que pasa a quedar redactado en los siguientes 
términos:  

"1 (nuevo). En la contratación con 
consumidores debe constar de forma inequívoca 
su voluntad de contratar o, en su caso, de poner 
fin al contrato. 

2 (antes 1). Se prohíben, en los contratos con 
consumidores, las cláusulas que impongan 
obstáculos onerosos o desproporcionados para el 
ejercicio de los derechos reconocidos al 
consumidor en el contrato. 

3 (antes 2). En particular, en los contratos de 
prestación de servicios o suministro de bienes de 
tracto sucesivo o continuado se prohíben las 
cláusulas que establezcan plazos de duración 
excesiva o limitaciones que excluyan u 
obstaculicen el derecho del consumidor a poner 
fin al contrato. 

El consumidor podrá ejercer su derecho a 
poner fin al contrato en la misma forma en que lo 
celebró, sin ningún tipo de sanción o de cargas 
onerosas o desproporcionadas, tales como la 
pérdida de las cantidades abonadas por 
adelantado, el abono de cantidades por servicios 
no prestados efectivamente, la ejecución 
unilateral de las cláusulas penales que se hubieran 
fijado contractualmente o la fijación de 
indemnizaciones que no se correspondan con los 
daños efectivamente causados.  

4 (antes 3). Los contratos de prestación de 
servicios o suministro de bienes de tracto sucesivo o 
continuado deberán contemplar expresamente el 
procedimiento a través del cual el consumidor 
puede ejercer su derecho a poner fin al contrato. 

5 (antes 4). Los contratos con los 
consumidores se integrarán, en beneficio del 
consumidor, conforme al principio de buena fe 
objetiva, también en los supuestos de omisión de 
información precontractual relevante. 

6 (antes 5). No se podrá hacer obligatoria la 
comparecencia personal del consumidor o usuario 
para realizar cobros, pagos o trámites similares."  

Seis. Se modifica el artículo décimotercero, 
adicionando dos nuevas letras, la d) y la g) en su 
apartado 1, y dos nuevos apartados, el 3 y el 4, y 
modificando la letra d) del apartado, con la 
siguiente redacción:  

"d) (nuevo). Las condiciones esenciales del 
contrato, en particular sobre sus condiciones 
jurídicas y económicas y la información sobre el 
precio completo, incluidos los impuestos, o 
presupuesto, en su caso. En toda información al 
consumidor sobre el precio de los bienes o 
servicios, incluida la publicidad, se informará del 
precio final completo, desglosando, en su caso, el 
importe de los incrementos o descuentos que sean 
de aplicación, de los gastos que se repercutan al 
consumidor y usuario y de los gastos adicionales 
por servicios accesorios, financiación u otras 
condiciones de pago similares."  

"g) Procedimiento de que dispone el 
consumidor para poner fin al contrato."  

"3. La información precontractual debe 
facilitarse al consumidor de forma gratuita."  

"4. (nuevo). Las oficinas y servicios de 
información y atención al cliente que las empresas 
pongan a disposición del consumidor deberán 
asegurar que éste tenga constancia de sus quejas 
y reclamaciones. Si tales servicios utilizan la 
atención telefónica o electrónica para llevar a 
cabo sus funciones deberán garantizar una 
atención personal directa, más allá de la 
posibilidad de utilizar complementariamente otros 
medios técnicos a su alcance."  

Siete. Se modifica el Capítulo VI que pasa a 
tener el siguiente contenido:  

"Artículo vigésimo. 
El presente capítulo tiene por objeto 

adoptar, conforme a lo previsto en el artículo 1.3 
de la Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, 
reguladora del derecho de asociación, el régimen 
básico de las asociaciones de consumidores y la 
regulación específica a la que quedan sometidas 
las asociaciones de consumidores y usuarios de 
ámbito supraautonómico. 

 
    Artículo vigésimo bis. 
1. Son asociaciones de consumidores y 

usuarios las organizaciones sin ánimo lucro que, 
constituidas 72 

conforme a lo previsto en la legislación sobre 
asociaciones, y reuniendo los requisitos específicos 
exigidos en esta Ley y sus normas de desarrollo y, 
en su caso, en la legislación autonómica que les 
resulte de aplicación, tengan como finalidad la 
defensa de los derechos e intereses legítimos de los 
consumidores, incluyendo su información, 
formación y educación, bien sea con carácter 
general, bien en relación con productos o servicios 
determinados. 
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También son asociaciones de consumidores 
y usuarios las entidades constituidas por 
consumidores con arreglo a la legislación de 
cooperativas, que respeten los requisitos básicos 
exigidos en esta Ley y entre cuyos fines figure, 
necesariamente, la educación y formación de sus 
socios, y estén obligadas a constituir un fondo con 
tal objeto, según su legislación específica. 

2. Las asociaciones de consumidores y 
usuarios podrán integrarse en uniones, 
federaciones o confederaciones que tengan 
idénticos fines y cumplan los requisitos específicos 
exigidos por esta Ley. 

3. Las asociaciones de consumidores y 
usuarios constituidas conforme a lo previsto en este 
capítulo son las únicas legitimadas para actuar en 
nombre y representación de los consumidores y 
usuarios.  

Las asociaciones o cooperativas que no 
reúnan los requisitos exigidos en esta Ley o en la 
normativa autonómica que les resulte de 
aplicación, sólo podrán representar los intereses de 
sus asociados o de la asociación, pero no los 
intereses generales, colectivos o difusos, de los 
consumidores. 

4. Se prohíbe utilizar los términos consumidor 
o usuario, la denominación de asociación de 
consumidores y usuarios o cualquier otra expresión 
similar que induzca a error o confusión sobre su 
naturaleza o su legitimidad para la defensa de los 
derechos e intereses de los consumidores y 
usuarios, a aquellas organizaciones que no reúnan 
los requisitos exigidos en esta Ley o en la normativa 
autonómica que les resulte de aplicación. 

 
    Artículo vigésimo primero. 
1. Las asociaciones de consumidores y 

usuarios deben actuar para el cumplimiento de sus 
fines con independencia frente a los operadores 
del mercado y a los poderes públicos, sin que la 
obtención de subvenciones u otros recursos 
públicos concedidos en base a criterios de 
objetividad puedan mermar tal independencia. 

2. En particular, las asociaciones de 
consumidores no podrán:  

a) Incluir como asociados a personas 
jurídicas con ánimo de lucro. 

b) Percibir ayudas económicas o financieras 
de las empresas o grupo de empresas que 
suministran bienes o servicios a los consumidores o 
usuarios. 

No tendrán la consideración de ayudas 
económicas las aportaciones que se realicen en 
las condiciones de transparencia establecidas en 
esta Ley y normas reglamentarias, no mermen la 
independencia de la asociación y tengan su 
origen en los convenios o acuerdos de 
colaboración a que se refiere el artículo siguiente. 

c) Realizar comunicaciones comerciales de 
bienes y servicios. 

A estos efectos se entiende por 
comunicación comercial todo acto, conducta o 
manifestación, incluida la publicidad, no 
meramente informativa, que se relacione 
directamente con la promoción o venta de bienes 
y servicios. 

d) Autorizar el uso de su denominación, 
imagen o cualquier otro signo representativo en la 
publicidad comercial realizada por los operadores 
del mercado, o no realizar las actuaciones 
tendentes a impedir dicha utilización, a partir del 
momento en que se tenga conocimiento de esta 
conducta. 

A estos efectos no se considerarán 
operadores de mercado las sociedades 
mercantiles en las que participen las asociaciones 
de consumidores en los términos contemplados en 
el apartado 3. 

e) Dedicarse a actividades distintas de la 
defensa de los intereses de los consumidores o 
usuarios, salvo lo previsto en el artículo 20 bis 1, 
párrafo segundo. 

f) Incumplir las obligaciones de 
transparencia previstas en el artículo 21 bis.  

g) Actuar la organización o sus 
representantes legales con manifiesta temeridad, 
judicialmente apreciada. 

h) Incumplir cualquier otra obligación 
impuesta a las asociaciones de consumidores y 
usuarios, legal o reglamentariamente. 

3. (nuevo). Las asociaciones de 
consumidores podrán participar en sociedades 
mercantiles siempre que reúnan los siguientes 
requisitos:  

a) Tengan como objeto social exclusivo el 
desarrollo de actividades instrumentales 
concretamente delimitadas que sirvan a los fines 
de información, formación y defensa de los 
consumidores y usuarios.  

b) Su capital social corresponda 
íntegramente a asociaciones de consumidores 
que reúnan los requisitos exigidos por la legislación 
que les resulte de aplicación y cuyos beneficios 
sólo se repartan entre las asociaciones de 
consumidores que participen en el capital social.  

Estas sociedades mercantiles están 
sometidas a las prohibiciones previstas en el 
apartado anterior y a la obligación de depositar 
sus cuentas, que en todo caso deberán ajustarse a 
la normativa que les resulte de aplicación según su 
naturaleza, en el Instituto Nacional del Consumo 
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 
vigésimo primero bis, 3.73 

Del cumplimiento por estas sociedades 
mercantiles de lo dispuesto en esta Ley, serán 
responsables las asociaciones de consumidores 
que participen en su capital social en los términos 
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previstos en ella, pudiendo derivar, en su caso, en 
la pérdida de la condición de asociación de 
consumidores. 

4. (antes 3) Las organizaciones que incurran 
en alguna de las prohibiciones previstas por la 
legislación que les resulte de aplicación perderán, 
en todo caso y por un período no inferior a los 
cinco años siguientes desde que dejaron de 
concurrir tales circunstancias, su condición de 
asociación de consumidores y usuarios. 

 
    Artículo vigésimo primero bis. 
1. Estatutariamente o por acuerdo adoptado 

en asamblea general, las asociaciones de 
consumidores y usuarios definirán, con pleno 
respeto a lo establecido en esta Ley, cuál es el 
marco legítimo de su colaboración con los 
operadores del mercado de cualquier sector de 
actividad, en defensa de los derechos de los 
consumidores y la leal competencia, así como los 
supuestos en que podrán celebrarse convenios o 
acuerdos de colaboración con éstos, su alcance y 
modo de instrumentarlos. 

Los estatutos o acuerdos de asamblea 
general en los que se establezca este marco de 
colaboración con los operadores del mercado de 
las asociaciones de ámbito supraautonómico, se 
depositarán en el Instituto Nacional del Consumo y 
en la Secretaría del Consejo de Consumidores y 
Usuarios. 

2. Los convenios o acuerdos de 
colaboración, de duración temporal o indefinida, 
de las asociaciones de consumidores y usuarios 
con empresas, agrupaciones o asociaciones de 
empresas, fundaciones o cualquier organización 
sin ánimo de lucro deberán cumplir los siguientes 
requisitos:  

a) Tener como finalidad exclusiva el 
desarrollo de proyectos específicos de 
información, formación y defensa de los 
consumidores y usuarios. 

b) Respetar los principios de independencia 
y transparencia. 

c) Consistir en la realización de actuaciones, 
trabajos, estudios o publicaciones de interés 
general para los consumidores y usuarios. 

d) Ser depositados, así como sus 
modificaciones, prórrogas o denuncias, en el 
Instituto Nacional del Consumo y en la Secretaría 
del Consejo de Consumidores y Usuarios. 

3. Las cuentas anuales de la entidad se 
depositarán en el Instituto Nacional del Consumo 
en el plazo de un mes desde el día siguiente a la 
fecha de su aprobación por los órganos 
estatutarios correspondientes.  

Tales cuentas anuales, integradas por el 
balance, la cuenta de resultados y la memoria, 
deberán formalizarse cumpliendo las exigencias 
del Real Decreto 776/1998, de 30 de abril, por el 

que se aprueban las normas de adaptación del 
Plan General de Contabilidad a las entidades sin 
fines lucrativos y las normas de información 
presupuestaria de estas entidades. 

4. La información a que se refieren los 
apartados precedentes será pública. 

5. Reglamentariamente podrán establecerse 
los plazos, condiciones y requisitos adicionales de 
las obligaciones de depósito y acceso reguladas 
en este artículo. 

 
    Artículo vigésimo primero ter. 
1. Las asociaciones de consumidores y 

usuarios de ámbito estatal y todas aquéllas que no 
desarrollen principalmente sus funciones en el 
ámbito de una comunidad autónoma, deberán 
figurar inscritas en el Registro Estatal de 
Asociaciones de Consumidores que se gestiona en 
el Instituto Nacional del Consumo.  

Tras su denominación, estas asociaciones de 
consumidores y usuarios indicarán su número de 
inscripción registral. 

2. El cumplimiento de los requisitos exigidos 
en este capítulo será condición indispensable para 
acceder a la inscripción en el Registro Estatal de 
Asociaciones de Consumidores. 

No obstante lo previsto en el párrafo anterior, 
reglamentariamente se establecerán los requisitos 
mínimos de implantación territorial, número de 
asociados y programas de actividades a 
desarrollar que deberán acreditar las asociaciones 
de consumidores y usuarios para su inscripción en 
el Registro Estatal de Asociaciones de 
Consumidores. 

3. A los exclusivos efectos de publicidad, en 
el Registro Estatal de Asociaciones de 
Consumidores podrá figurar información sobre las 
asociaciones de consumidores inscritas en los 
registros que, con tal finalidad, pudieran crearse en 
las comunidades autónomas.  

4. El Instituto Nacional del Consumo 
cooperará con las comunidades autónomas para 
que la información a que se refiere el apartado 
anterior figure en el Registro Estatal de 
Asociaciones de Consumidores y les facilitará 
información de las asociaciones de consumidores 
de ámbito nacional o que no desarrollen 
principalmente sus funciones en el ámbito de una 
comunidad autónoma inscritas en él.  

5. El Instituto Nacional del Consumo podrá 
pedir a las asociaciones de consumidores y 
usuarios que soliciten su inscripción en el Registro 
Estatal de Asociaciones de Consumidores o a las 
ya inscritas en él, cuanta documentación e 
información sea precisa para verificar el 
cumplimiento y mantenimiento de los requisitos 
exigidos en este capítulo. 

Asimismo, podrán realizar, por sí o mediante 
la contratación con entidades externas e 
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independientes, auditorías de cuentas con 
idéntica finalidad.74 

6. La realización por las asociaciones de 
consumidores y usuarios inscritas en el Registro 
Estatal de Asociaciones de Consumidores de 
alguna de las actuaciones prohibidas por el 
artículo 21 dará lugar a su exclusión de dicho 
registro, previa tramitación del procedimiento 
administrativo previsto reglamentariamente. 

La resolución de exclusión del Registro Estatal 
de Asociaciones de Consumidores determinará la 
pérdida de esta condición, en todo caso, y por un 
período no inferior a cinco años desde la fecha de 
la exclusión, sin perjuicio del mantenimiento de su 
personalidad jurídica con arreglo a la legislación 
general de asociaciones o cooperativas. 

 
    Artículo vigésimo segundo. 
1. Las asociaciones de consumidores y 

usuarios de ámbito supraautonómico, legalmente 
constituidas e inscritas en el Registro Nacional de 
Asociaciones de Consumidores regulado en el 
artículo 21 ter, tendrán derecho, en los términos 
que legal o reglamentariamente se determinen, a:  

a) Ser declaradas de utilidad pública. 
b) Percibir ayudas y subvenciones públicas. 
c) Representar, como asociación de 

consumidores y usuarios, a sus asociados y ejercer 
las correspondientes acciones en defensa de los 
mismos, de la asociación o de los intereses 
generales, colectivos o difusos, de los 
consumidores y usuarios. 

d) Disfrutar del derecho de asistencia jurídica 
gratuita en la forma prevista en la Ley 1/1996, de 
10 de enero, de Asistencia Jurídica Gratuita. 

e) Integrarse, en los términos que 
reglamentariamente se determine, en el Consejo 
de Consumidores y Usuarios. 

2. A efectos de lo previsto en el artículo 11.3 
de la Ley de Enjuiciamiento Civil, tendrán la 
consideración legal de asociaciones de 
consumidores y usuarios representativas las que 
formen parte del Consejo de Consumidores y 
Usuarios, salvo que el ámbito territorial del conflicto 
se circunscriba a una sola comunidad autónoma, 
en cuyo caso se estará a su legislación sobre la 
materia. 

 
    Artículo vigésimo segundo bis. 
1. Como órgano nacional de consulta y 

representación institucional de los consumidores y 
usuarios a través de sus organizaciones, el Consejo 
de Consumidores y Usuarios integrará las 
asociaciones de consumidores y usuarios de 
ámbito supraautonómico que, atendiendo a su 
implantación territorial, número de socios, 
trayectoria en el ámbito de la protección de los 
consumidores y usuarios y programas de 

actividades a desarrollar, sean más 
representativas. 

Reglamentariamente se determinará la 
composición y funciones del Consejo de 
Consumidores y Usuarios. 

2. La Administración fomentará la 
colaboración entre el Consejo de Consumidores y 
Usuarios y las asociaciones de consumidores que lo 
integran con las organizaciones de empresarios. 

3 (nuevo). El Consejo de Consumidores y 
Usuarios articulará mecanismos de cooperación 
con los órganos de consulta y representación de 
los consumidores constituidos por las Comunidades 
Autónomas. A través de los mecanismos 
habilitados por el Consejo de Consumidores y 
Usuarios, éste y los respectivos órganos consultivos 
podrán colaborar en la elaboración de los 
dictámenes que les sean solicitados en trámite de 
audiencia. 

 
    Artículo vigésimo segundo ter. (Antes 

vigésimo tercero ter)  
1. El Consejo de Consumidores y Usuarios 

será oído en consulta, en el procedimiento de 
elaboración de disposiciones de carácter general 
de ámbito estatal relativas a materias que afecten 
directamente a los consumidores y usuarios. 

2. Será preceptiva su audiencia en los 
siguientes casos:  

a) Reglamentos de aplicación de esta Ley. 
b) Reglamentaciones sobre bienes o 

servicios de uso y consumo. 
c) Ordenación del mercado interior y 

disciplina del mercado. 
d) Precios y tarifas de servicios, en cuanto 

afecten directamente a los consumidores o 
usuarios, y se encuentren legalmente sujetos a 
control de las administraciones públicas. 

e) Condiciones generales de los contratos o 
modelos de contratos regulados o autorizados por 
los poderes públicos en servicios de interés general 
o prestados a los consumidores por empresas 
públicas.  

f) En los demás casos en que una ley así lo 
establezca. 

3. Las asociaciones empresariales serán 
oídas en consulta en el procedimiento de 
elaboración de las disposiciones de carácter 
general relativas a materias que les afecten 
directamente. 

Será preceptiva su audiencia en los 
supuestos contenidos en los apartados a), b), c) y 
f) del apartado anterior. 

4. Se entenderá cumplido dicho trámite 
preceptivo de audiencia cuando las asociaciones 
citadas se encuentren representadas en los 
órganos colegiados que participen en la 
elaboración de la disposición. En los demás casos, 
la notificación o comunicación se dirigirá a la 
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federación o agrupación empresarial 
correspondiente." 75 

Ocho. Se modifica el artículo trigésimo 
primero, adicionándole un nuevo apartado, el 
cuarto, del siguiente tenor:  

"4. Los convenios arbitrales con los 
consumidores distintos del arbitraje de consumo 
previsto en este artículo, sólo podrán pactarse una 
vez surgido el conflicto material o controversia 
entre las partes del contrato, salvo que se trate de 
la sumisión a órganos de arbitraje institucionales 
creados por normas legales o reglamentarias para 
un sector o un supuesto específico. 

Los convenios arbitrales pactados 
contraviniendo lo dispuesto en el párrafo 
precedente serán nulos."  

Nueve. Se modifica el artículo trigésimo 
segundo para añadir los nuevos apartados 3, 4 y 5, 
con la siguiente redacción:  

"3. Las Administraciones españolas que en 
cada caso resulten competentes sancionarán las 
infracciones de consumo cometidas en territorio 
español cualquiera que sea la nacionalidad, el 
domicilio o el lugar en que radiquen los 
establecimientos del responsable. 

4. Las infracciones se entenderán cometidas 
en cualquiera de los lugares en que se desarrollen 
las acciones u omisiones constitutivas de las mismas 
y, además, salvo en el caso de infracciones 
relativas a los requisitos de los establecimientos e 
instalaciones o del personal, en todos aquellos en 
que se manifieste la lesión o riesgo para los 
intereses de los consumidores y usuarios protegidos 
por la norma sancionadora. 

5. Las autoridades competentes en materia 
de consumo sancionarán, asimismo, las 
infracciones tipificadas como infracciones en 
materia de defensa de los consumidores y usuarios 
de los empresarios y profesionales de los sectores 
que cuenten con regulación específica."  

Diez. El apartado 10 del artículo trigésimo 
cuarto pasa a ser el apartado 11, de manera que 
el apartado 10 queda redactado de la siguiente 
forma:  

"10. Las limitaciones o exigencias 
injustificadas al derecho del consumidor de poner 
fin a los contratos de prestación de servicios o 
suministro de bienes de tracto sucesivo o 
continuado, la obstaculización al ejercicio de tal 
derecho del consumidor a través del 
procedimiento pactado, la falta de previsión de 
éste o la falta de comunicación al usuario del 
procedimiento para darse de baja en el servicio."  

Diez bis. Se añade un apartado, el 4, al 
artículo trigésimo sexto del siguiente tenor:  

"4. Conforme a lo previsto en el artículo 130.2 
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de régimen 
jurídico de las Administraciones Públicas y del 
procedimiento Administrativo Común, en el 

procedimiento sancionador podrá exigirse al 
infractor la reposición de la situación alterada por 
la infracción a su estado original y, en su caso, la 
indemnización de daños y perjuicios probados 
causados al consumidor que serán determinados 
por el órgano competente para imponer la 
sanción, debiendo notificarse al infractor para que 
en el plazo de un mes proceda a su satisfacción, 
quedando, de no hacerse así, expedita la vía 
judicial."  

Diez ter. Se añade un nuevo artículo 42 con 
la siguiente redacción:  

"Artículo 42. La Conferencia Sectorial de 
Consumo. 

1. La Conferencia Sectorial de Consumo, 
presidida por el Ministro de Sanidad y Consumo e 
integrada por éste y los Consejeros competentes 
en esta materia por las Comunidades Autónomas, 
es el máximo órgano de cooperación institucional 
del Estado con las Comunidades Autónomas. 

2. Son funciones de la Conferencia Sectorial 
de Consumo:  

a) Servir de cauce de colaboración, 
comunicación e información entre las 
Comunidades Autónomas y la Administración del 
Estado en materia de consumo.  

b) Aprobar los criterios comunes de 
actuación y coordinación, así como las propuestas 
en relación con la política del sector. 

c) Aprobar los planes, proyectos y 
programas conjuntos. 

d) Hacer efectiva la participación de las 
Comunidades Autónomas en los asuntos 
comunitarios europeos en la materia. 

e) Facilitar la información recíproca en 
materia de consumo, diseñar estadísticas comunes 
y poner a disposición de los ciudadanos los datos 
de las estadísticas estatales obtenidas por ella. 

f) Cooperar e impulsar las Campañas 
Nacionales de Inspección y Control. 

g) Promover la promulgación de la 
normativa oportuna en materia de consumo o su 
reforma e informar, en su caso, las disposiciones 
reglamentarias sobre la materia. 

h) Establecer criterios de actuación cuando 
resulten competentes varias Comunidades 
Autónomas. 

i) Programar el empleo racional de medios 
materiales de posible utilización común. 

j) Articular un sistema de formación y 
perfeccionamiento del personal con tareas 
específicas en el ámbito de consumo. 

k) Cuantas otras funciones le atribuya la 
legislación vigente.76 

Once. Se añaden dos nuevas cláusulas, la 7 
bis y la 17 bis, a la disposición adicional primera, y 
se modifica la cláusula número 22, en los siguientes 
términos:  
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"7 bis. Las estipulaciones que prevean el 
redondeo al alza en el tiempo consumido o en el 
precio de los productos o servicios o cualquier otra 
estipulación que prevea el cobro por productos o 
servicios no efectivamente usados o consumidos 
de manera efectiva. 

En aquellos sectores en los que el inicio del 
servicio conlleve indisolublemente unido un coste 
para las empresas o los profesionales no 
repercutido en el precio, no se considerará abusiva 
la facturación por separado de tales costes, 
cuando se adecuen al servicio efectivamente 
prestado."  

"17 bis. Las estipulaciones que impongan 
obstáculos onerosos o desproporcionados para el 
ejercicio de los derechos reconocidos al 
consumidor en el contrato, en particular en los 
contratos de prestación de servicios o suministro de 
bienes de tracto sucesivo o continuado, la 
imposición de plazos de duración excesiva, la 
renuncia o el establecimiento de limitaciones que 
excluyan u obstaculicen el derecho del 
consumidor a poner fin a estos contratos, así como 
la obstaculización al ejercicio de este derecho a 
través del procedimiento pactado, cual es el caso 
de las que prevean la imposición de formalidades 
distintas de las previstas para contratar o la 
pérdida de las cantidades abonadas por 
adelantado, el abono de cantidades por servicios 
no prestados efectivamente, la atribución al 
profesional de la facultad de ejecución unilateral 
de las cláusulas penales que se hubieran fijado 
contractualmente o la fijación de indemnizaciones 
que no se correspondan con los daños 
efectivamente causados."  

"22. La imposición al consumidor de los 
gastos de documentación y tramitación que por 
ley corresponda al profesional. En particular, en la 
compraventa de viviendas:  

a) La estipulación de que el consumidor ha 
de cargar con los gastos derivados de la 
preparación de la titulación que por su naturaleza 
correspondan al profesional (obra nueva, 
propiedad horizontal, hipotecas para financiar su 
construcción o su división y cancelación). 

b) La estipulación que obligue al consumidor 
a subrogarse en la hipoteca del profesional de la 
vivienda o imponga penalizaciones en los 
supuestos de no subrogación. 

c) La estipulación que imponga al 
consumidor el pago de tributos en los que el sujeto 
pasivo es el profesional. 

d) La estipulación que imponga al 
consumidor los gastos derivados del 
establecimiento de los accesos a los suministros 
generales de la vivienda, cuando ésta deba ser 
entregada en condiciones de habitabilidad."  

Doce. Se modifica el apartado 3 de la 
disposición adicional tercera, que quedará 
redactado en los siguientes términos:  

"3. La legitimación para el ejercicio de esta 
acción se regirá por lo dispuesto en el artículo 11, 
apartados 2 y 3, de la Ley 1/2000, de 7 de enero, 
de Enjuiciamiento Civil. 

Asimismo, estarán legitimados para el 
ejercicio de esta acción:  

a) El Instituto Nacional del Consumo y los 
órganos o entidades correspondientes de las 
comunidades autónomas y de las corporaciones 
locales competentes en materia de defensa de los 
consumidores. 

b) El Ministerio Fiscal."  
 
Artículo 2. Modificación de la Ley 7/1998, de 

13 de abril, sobre Condiciones Generales de 
Contratación. 

Los artículos 3 y 6.2 de la Ley sobre 
Condiciones Generales de Contratación se 
modifican en los siguientes términos:  

Uno. El párrafo segundo del artículo 3 de la 
Ley sobre Condiciones Generales de Contratación, 
queda redactado de la siguiente manera:  

"También se aplicará a los contratos 
sometidos a legislación extranjera cuando el 
adherente haya emitido su declaración negocial 
en territorio español y tenga en éste su residencia 
habitual, sin perjuicio de lo establecido en los 
tratados o convenios internacionales. Cuando el 
adherente sea un consumidor se aplicará lo 
dispuesto en el apartado 3 del artículo 10 bis de la 
Ley General para la Defensa de Consumidores y 
Usuarios."  

Dos. El artículo 6, apartado 2, de la Ley sobre 
Condiciones Generales de Contratación, queda 
redactado de la siguiente manera:  

"Las dudas en la interpretación de las 
condiciones generales oscuras se resolverán a 
favor del adherente. En los contratos con 
consumidores esta norma de interpretación sólo 
será aplicable cuando se ejerciten acciones 
individuales."  

 
    Artículo 3. Modificación de la Ley 40/2002, 

de 14 de noviembre, reguladora del Contrato de 
Aparcamiento de Vehículos. 

Los artículos 1, 2.b) y 3.1.b) y d) de la Ley 
reguladora del Contrato de Aparcamiento de 
Vehículos se modifican en los siguientes términos: 
77 

Uno. Se modifica el artículo 1 y se le adiciona 
un nuevo apartado, que quedará redactado en 
los siguientes términos:  

"1. Esta Ley establece el régimen jurídico 
aplicable a los aparcamientos en los que una 
persona cede, como actividad mercantil, un 
espacio en un local o recinto del que es titular 
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para el estacionamiento de vehículos de motor, 
con los deberes de vigilancia y custodia durante el 
tiempo de ocupación, a cambio de un precio 
determinado en función del tiempo real de 
prestación del servicio. 

2. A los efectos de esta Ley, se considera 
estacionamiento rotatorio aquél en el que el titular 
del aparcamiento se obliga a facilitar una plaza 
de aparcamiento por un período de tiempo 
variable, no prefijado. 

En esta modalidad de estacionamiento 
rotatorio el precio se pactará por minuto de 
estacionamiento, sin posibilidad de redondeos a 
unidades de tiempo no efectivamente consumidas 
o utilizadas."  

Dos. La letra b) del artículo 2 de la Ley 
reguladora del Contrato de Aparcamiento de 
Vehículos, queda redactado de la siguiente 
manera:  

"b) Los estacionamientos no retribuidos 
directa o indirectamente."  

Tres. Los párrafos b) y d) del artículo 3.1 de la 
Ley reguladora del Contrato de Aparcamiento de 
Vehículos, quedan redactados de la siguiente 
manera:  

"b) Entregar al usuario en formato papel o en 
cualquier otro soporte duradero que permita su 
conservación, un justificante o resguardo del 
aparcamiento, con expresión del día, hora y 
minuto de entrada. En el justificante se hará 
constar, en todo caso, la identificación del 
vehículo y si el usuario hace entrega al responsable 
del aparcamiento de las llaves del vehículo. El 
vehículo se identificará mediante su matrícula o 
cualquier marcador que permita tal identificación 
en el justificante o resguardo del aparcamiento 
entregado al usuario."  

"d) Indicar por cualquier medio que posibilite 
su conocimiento antes de contratar y de manera 
fácilmente perceptible los precios, horarios y las 
normas de uso y funcionamiento del 
aparcamiento, incluido si es práctica habitual del 
aparcamiento requerir al usuario la entrega de las 
llaves del vehículo."  

Disposición transitoria primera. Régimen 
transitorio en materia de contratos celebrados con 
los consumidores. 

Los contratos con los consumidores deberán 
adaptarse a las modificaciones introducidas por 
esta ley, en el plazo de dos meses desde su 
entrada en vigor. Transcurrido dicho plazo, las 
cláusulas contrarias a lo previsto en esta Ley serán, 
por tanto, nulas de pleno derecho.  

Disposición transitoria segunda. Régimen 
transitorio en materia de aparcamientos. 

1. Las nuevas obligaciones impuestas por el 
artículo 3 de esta Ley no serán exigibles a los 
titulares de los aparcamientos hasta transcurridos 
tres meses desde su entrada en vigor. 

2. A los aparcamientos que operen en 
régimen de concesión administrativa, las 
obligaciones impuestas en el artículo 1.2 de la Ley 
40/2002, de 14 de noviembre, reguladora del 
contrato de aparcamiento de vehículos, no les 
serán exigibles hasta transcurridos seis meses desde 
la entrada en vigor de esta Ley. 

3. A los titulares de los aparcamientos 
dependientes o accesorios de otras instalaciones 
no les serán exigibles las obligaciones establecidas 
en el artículo 3.1..b) de la Ley 40/2002, de 14 de 
noviembre, reguladora del Contrato de 
Aparcamiento de Vehículos, hasta transcurridos 
seis meses desde su entrada en vigor. 

Disposición transitoria tercera. Régimen 
transitorio en materia de asociaciones de 
consumidores y usuarios. 

1. Las obligaciones previstas en el artículo 21 
bis de la Ley General para la Defensa de los 
Consumidores y Usuarios son exigibles desde la 
entrada en vigor de esta Ley. 

No obstante lo previsto en el párrafo 
precedente, los convenios o acuerdos de 
colaboración que se hubieran suscrito con 
anterioridad a la entrada en vigor de esta Ley y 
estuvieran vigentes en dicha fecha, deberán 
depositarse en el Instituto Nacional del Consumo 
en el plazo de un mes desde la entrada en vigor 
de esta Ley.  

2. En el plazo de seis meses desde la entrada 
en vigor de esta Ley las asociaciones de 
consumidores y usuarios deberán adaptarse a lo 
dispuesto en ella. 

Disposición transitoria cuarta. Registro 
Nacional de Asociaciones de Consumidores. 

Sin perjuicio de la regulación que 
reglamentariamente se establezca del Registro 
Nacional de Asociaciones de Consumidores, éste 
adaptará su funcionamiento a lo previsto en esta 
Ley en el plazo de seis meses desde su entrada en 
vigor. 

Disposición final primera. Reforma del texto 
refundido de la Ley de Ordenación y Supervisión 
de los Seguros Privados. 

El artículo 61, apartado 3 del Real Decreto 
Legislativo 6/2004, de 29 de octubre, por el que se 
aprueba el texto refundido de la Ley de 
Ordenación y 78 

Supervisión de los Seguros Privados, quedará 
redactado en los siguientes términos:  

"3. En cualquier caso, y salvo aquellos 
supuestos en que la legislación de protección de 
los consumidores y usuarios lo impida, también 
podrán someter a arbitraje las cuestiones litigiosas, 
surgidas o que puedan surgir, en materia de libre 
disposición conforme a derecho, en los términos de 
la Ley 60/2003, de 23 de diciembre de Arbitraje."  

Disposición final segunda. Título 
competencial. 
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1. El artículo 1, apartado uno de esta Ley 
tiene su fundamento constitucional en el artículo 
149.1.16.ª  

2. El artículo 1, apartado siete, artículos 
vigésimo bis, apartados 1 y 4, y vigésimo primero, 
apartados 1 y 4 se dictan al amparo de lo previsto 
en el artículo 149.1.1.º de la Constitución. 

El artículo 1, apartado siete, artículo vigésimo 
bis, apartado 3, se dicta en base a lo dispuesto en 
el artículo 149.1.1.ª y 6.ª  

3. El resto de los preceptos de esta ley se 
dictan al amparo de lo dispuesto en el artículo 149, 
apartado 1, .6.ª y 8.ª y apartado 3 de la 
Constitución. 

Disposición final tercera. Incorporación de 
Derecho comunitario. 

En los apartados tres y cuatro del artículo 1 y 
en el artículo 2 de esta Ley se incorporan aquellas 
disposiciones de la Directiva 93/13/CEE del 
Consejo, de 5 de abril de 1993, sobre las cláusulas 
abusivas en los contratos celebrados con 
consumidores, que, de conformidad con la 
sentencia del Tribunal de Justicia de las 
Comunidades Europeas de 9 de septiembre de 
2004, en el Asunto C-70/2003, no habían sido 
correctamente transpuestas al Derecho español. 

Disposición final cuarta. Infracciones y 
sanciones en materia de consumo. 

En el plazo de dos años, desde la entrada en 
vigor de esta Ley, el Gobierno remitirá a las Cortes 
Generales un proyecto de ley de modificación de 
la Ley General para la Defensa de los 
Consumidores y Usuarios que establezca, en el 
ejercicio de las competencias estatales, las reglas 
sobre infracciones y sanciones en materia de 
consumo. 

Disposición final cuarta bis (nueva). 
Habilitación al Gobierno para elaborar un texto 
refundido. 

Se habilita al Gobierno para que en el plazo 
de 12 meses proceda a refundir en un único texto 
la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la 
Defensa de los Consumidores y Usuarios y las 
normas de transposición de las directivas 
comunitarias dictadas en materia de protección 
de los consumidores y usuarios, que inciden en los 
aspectos regulados en ella, regularizando, 
aclarando y armonizando los textos legales que 
tengan que ser refundidos. 

Disposición final cuarta ter (nueva). 
Regulación del Sistema Arbitral del Consumo.  

En el plazo de un año, desde la entrada en 
vigor de esta Ley, el Gobierno, contando con el 
parecer de las Comunidades Autónomas a través 
de la Conferencia Sectorial de Consumo y con 
audiencia del Consejo de Consumidores y Usuarios, 
dictará una nueva regulación del sistema arbitral 
de consumo, regulando también el arbitraje virtual. 

Disposición final cuarta quáter (nueva). 
Actualización del catálogo de bienes y servicios de 
uso ordinario, común y generalizado. 

En el plazo de un año se procederá a la 
actualización del catálogo de bienes y servicios de 
uso común, ordinario y generalizado, incluidos en 
el Anexo I del Real Decreto 1507/2000, de 1 de 
septiembre, que actualiza los catálogos de 
productos y servicios de uso común, ordinario y 
generalizado y de bienes de naturaleza duradera, 
incorporando a él los servicios de la sociedad de la 
información. 

Disposición final cuarta quinque (nueva). 
Modificación de la Ley 11/2001, de 5 de julio, por la 
que se crea la Agencia Española de Seguridad 
Alimentaria. 

Uno. Desde la entrada en vigor de esta Ley, 
la Agencia Española de Seguridad Alimentaria 
cambia su denominación por la de "Agencia 
Española de Seguridad Alimentaria y Nutrición". 

Dos. Se modifica la letra a) del artículo 2.1 en 
los términos siguientes:  

"a) Propiciar la colaboración y coordinación 
de las Administraciones Públicas competentes en 
materia de seguridad alimentaria y nutrición."  

Tres. Se añade un nuevo apartado al artículo 
2.1 con la siguiente redacción:  

"a.bis) Planificar, coordinar y desarrollar 
estrategias y actuaciones que fomenten la 
información, educación y promoción de la salud 
en el ámbito de la nutrición y en especial la 
prevención de la obesidad."  

Cuatro. Se modifican las letras a), d), e), g), 
h), k), p), t) y u) del artículo 2.2 sustituyendo el 
término "seguridad alimentaria" por el término 
"seguridad alimentaria y nutrición".79 

Cinco. Se añaden dos apartados al artículo 
2 con la siguiente redacción:  

"3. La Agencia Española de Seguridad 
Alimentaria y Nutrición estará legitimada para el 
ejercicio de la acción de cesación frente a 
conductas que lesionen los intereses colectivos o 
difusos de los consumidores y usuarios tanto en el 
ámbito de la seguridad de los alimentos dirigidos al 
consumo humano como en lo referido a las 
alegaciones nutricionales. 

La acción de cesación se dirigirá a obtener 
una sentencia que condene al demandado a 
cesar en la conducta y a prohibir su reiteración 
futura. Así mismo, la acción podrá ejercerse para 
prohibir la realización de una conducta cuando 
ésta haya finalizado al tiempo de ejercitar la 
acción, si existen indicios suficientes que hagan 
temer su reiteración de modo inmediato. 

4. En los términos de la Ley 34/1988, de 11 de 
noviembre, General de Publicidad, la Agencia 
Española de Seguridad Alimentaria y Nutrición 
podrá solicitar al anunciante la cesación o 
rectificación de la publicidad ilícita que afecte a 
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los intereses colectivos o difusos de los 
consumidores y usuarios tanto en el ámbito de la 
seguridad de los alimentos dirigidos al consumo 
humano como en lo referido a las alegaciones 
nutricionales. En este mismo ámbito la Agencia 
estará legitimada para el ejercicio de la acción de 
cesación prevista en el artículo 29 y siguientes de la 
Ley 34/1988."  

Disposición final quinta. Habilitación 
normativa. 

Se faculta al Gobierno para dictar cuantas 
disposiciones sean necesarias para el desarrollo y 
aplicación de esta Ley. 

Disposición final sexta. Entrada en vigor. 
La presente Ley entrará en vigor el día 

siguiente al de su publicación en el "Boletín Oficial 
del Estado". 

 
Proyecto de Ley sobre 
comercialización a distancia de 
servicios financieros destinados a los 
consumidores, 8 de septiembre de 
2006  

 
I  
La presente Ley tiene como objeto 

completar la incorporación al ordenamiento 
jurídico español de la Directiva 2002/65/CE, del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de 
septiembre de 2002, relativa a la comercialización 
a distancia de servicios financieros destinados a los 
consumidores. Una parte de ella fue incorporada 
mediante la Ley 34/2003, de 4 de noviembre, de 
modificación y adaptación de la normativa 
comunitaria de la legislación de seguros privados. 

Esta Directiva debe aplicarse de 
conformidad con el Tratado de la Unión Europea y 
con el Derecho derivado, en particular con la 
Directiva 2000/31/CE, del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 8 de junio, relativa a determinados 
aspectos de los servicios de la sociedad de la 
información, en particular el comercio electrónico 
en el mercado interior, conocida como la 
"Directiva sobre comercio electrónico", que fue 
incorporada al ordenamiento jurídico español 
mediante la Ley 34/2002, de 11 de julio, de servicios 
de la sociedad de la información y de comercio 
electrónico. 

Lo que la Directiva y, por tanto, la Ley 
denominaron como sociedad de la información se 
refiere a la extraordinaria expansión de las redes 
de telecomunicaciones y, en especial, de Internet, 
como vehículo de transmisión e intercambio de 
todo tipo de información. Se señaló entonces, y se 
ve confirmado en la realidad, que la incorporación 
de esas nuevas tecnologías a la vida económica y 
social ofrece innumerables ventajas, como la 

mejora de la eficiencia empresarial, el incremento 
de las posibilidades de elección de los usuarios y la 
aparición de nuevas fuentes de empleo. 

Pero la aparición y el desarrollo de Internet y 
las nuevas tecnologías causan incertidumbres 
jurídicas inevitables que han de ser compensadas 
con las necesarias reformas legislativas. 

A esta preocupación hizo frente la primera 
Directiva de carácter general sobre comercio 
electrónico y, posteriormente, la Directiva 
específica sobre servicios financieros que ahora se 
incorpora al Derecho español. 

Por otra parte, el legislador comunitario, al 
considerar que los servicios financieros 
demandaban una regulación específica, quiso 
extenderla más allá de la contratación 
electrónica, a todos los servicios que se prestaran a 
distancia, sin la presencia física de las partes 
contratantes, como es el caso de la contratación 
por vía telefónica, por fax u otros sistemas de 
alcance similar, toda vez que la Directiva 97/7/CE, 
de 20 de mayo, del Parlamento Europeo y del 
Consejo, relativa a la protección de los 
consumidores en materia de contratos a distancia, 
había excluido expresamente de su ámbito de 
aplicación a los servicios financieros. 

II  
En consecuencia, la regulación específica 

sobre comercialización a distancia de los servicios 
financieros, dentro del objetivo general de ofrecer 
una adecuada protección a los clientes 
consumidores de servicios financieros, contiene 
elementos peculiares. 

Se respeta, como es obligado, lo esencial de 
la libertad contractual y, por ello, se insiste en la 
vigencia del Convenio de Roma de 1980 sobre la 
ley aplicable a las obligaciones contractuales en la 
comercialización a distancia de los servicios 
financieros. 

Aunque ello no obsta para que se 
armonicen las normas de los Estados miembros de 
la Unión Europea en aspectos que se consideran 
imprescindibles para la construcción del mercado 
interior. En el caso objeto de esta Ley, lo más 
importante es la protección de los consumidores, 
ya que en otras disposiciones ya está asegurada la 
protección de servicios financieros prestados en los 
Estados miembros con completa libertad, en el 
marco de la legislación comunitaria. 

III  
Los objetivos principales de la Directiva y, por 

tanto, de la Ley se centran en una mayor 
protección de los consumidores, atendiendo 
siempre a las especiales características de los 
servicios financieros. 

En prueba de ello, se establece un régimen 
riguroso en cuanto a la información que deben 
recibir los consumidores antes de la celebración 
del contrato. Puede considerarse que las 
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exigencias son suficientes para que el contrato 
pueda cerrarse con completo conocimiento por 
las partes contratantes de sus respectivos derechos 
y obligaciones. 

La figura singular que se regula es el derecho 
de desistimiento, en cuya virtud el cliente puede 
rescindir el contrato firmado en un plazo 
determinado sin argumentar más que su voluntad 
de hacerlo. Pero dada la naturaleza de muchos 
servicios financieros, este derecho no lo podrá 
ejercitar en los importantes casos que la Ley 
recoge. Estos casos se fundamentan, 
principalmente, en la inevitable fluctuación de las 
condiciones de muchos contratos financieros, lo 
que hace necesario que las obligaciones 
contractuales hayan de cumplirse desde el inicio 
de la formalización del contrato o porque esas 
condiciones contractuales exijan una seguridad 
jurídica especial, como es el caso de las hipotecas. 

Debe también destacarse que la Ley ofrece 
garantías complementarias a los consumidores 
para protegerse contra el uso fraudulento de las 
tarjetas de pago cuando fueran utilizadas para el 
pago de servicios financieros e igualmente en 
cuanto concierne a servicios y comunicaciones no 
solicitadas. 

La Ley asegura, por otra parte, la necesaria 
defensa judicial para el consumidor y promueve, 
de manera decidida, el uso de la reclamación 
extrajudicial, cuando la requiera el consumidor. 

Por último, la Ley establece un equilibrado 
régimen sancionador, armonizando el que 
establece la Ley 34/2002, de servicios de la 
sociedad de la información, con los regímenes 
específicos vigentes para los prestadores de 
servicios financieros. 

 
CAPÍTULO I  
Objeto, ámbito de aplicación y carácter 

imperativo de los derechos recogidos en la Ley  
    Artículo 1. Objeto. 
Esta Ley establece el régimen específico que 

habrá de aplicarse a los contratos con 
consumidores de servicios financieros prestados, 
negociados y celebrados a distancia, sin perjuicio 
de la aplicación de la normativa general sobre 
servicios de la sociedad de la información y 
comercio electrónico que se contiene en la Ley 
34/2002, de 11 de julio, de servicios de la sociedad 
de la información y comercio electrónico, y, en su 
caso, en el capítulo II del Título III y disposición 
adicional primera de la Ley 7/1996, de 15 de enero, 
de ordenación del comercio minorista y demás 
normativa de aplicación general a los 
consumidores, así como la normativa especial que 
rige la prestación de los servicios financieros en 
cada caso. 

    Artículo 2. Ámbito subjetivo de aplicación. 

1. Esta Ley se aplicará a los contratos de 
servicios financieros prestados a distancia por las 
entidades de crédito, las empresas de servicios de 
inversión, las entidades 3 

aseguradoras, las sociedades gestoras de 
instituciones de inversión colectiva, las entidades 
gestoras de fondos de pensiones, los mediadores 
de seguros, las sociedades gestoras de entidades 
de capital riesgo y cualesquiera otras que presten 
servicios financieros, así como las sucursales en 
España de entidades extranjeras de la misma 
naturaleza, que figuren inscritas en alguno de los 
registros administrativos de entidades a cargo del 
Banco de España, la Comisión Nacional del 
Mercado de Valores y la Dirección General de 
Seguros y Fondos de Pensiones, o, en su caso, de 
las Comunidades Autónomas, cuando se trate de 
determinadas empresas aseguradoras. 

2. En el caso de servicios financieros 
prestados por sujetos distintos de los mencionados 
en el apartado precedente, esta Ley se aplicará a 
los proveedores de los mismos establecidos en 
España y a los que se ofrezcan a través de un 
establecimiento permanente situado en España. 

A los efectos de esta Ley, se entenderá que 
un proveedor de servicios está establecido en 
España u opera mediante un establecimiento 
permanente situado en territorio español cuando 
se den las circunstancias y presunciones previstas 
en el artículo 2 de la Ley 34/2002, de 11 de julio, de 
servicios de la sociedad de la información y de 
comercio electrónico. 

3. Las disposiciones de esta Ley se aplicarán 
igualmente cuando la contratación a distancia se 
lleve a cabo con la participación de uno o varios 
intermediarios. 

4. Esta Ley, teniendo en consideración lo 
dispuesto en el artículo 3 de la Ley 34/2002, 
también se aplicará a los proveedores de servicios 
establecidos en otro Estado miembro de la Unión 
Europea o del Espacio Económico Europeo 
cuando el destinatario de los servicios radique en 
España y resulten afectadas las siguientes materias:  

a) Emisión de publicidad por instituciones de 
inversión colectiva. 

b) Actividad de seguro directo realizada en 
régimen de derecho de establecimiento o en 
régimen de libre prestación de servicios. 

c) Obligaciones nacidas de los contratos 
celebrados por personas que tengan la condición 
de consumidores. 

d) Régimen de elección por las partes 
contratantes de la legislación aplicable a su 
contrato. 

e) Licitud de las comunicaciones 
comerciales por correo electrónico u otro medio 
de comunicación electrónica equivalente no 
solicitada. 
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Estos proveedores de servicios quedarán 
igualmente sometidos a las normas del 
ordenamiento jurídico español que regulen dichas 
materias. 

En todo caso, la constitución, transmisión, 
modificación y extinción de derechos reales sobre 
bienes inmuebles sitos en España se sujetará a los 
requisitos formales de validez y eficacia 
establecidos en el ordenamiento jurídico español. 

No será aplicable lo dispuesto en las letras a) 
a e) a los supuestos en que, de conformidad con 
las normas reguladoras de las materias 
enumeradas anteriormente, no fuera de 
aplicación la ley del país en que resida o esté 
establecido el destinatario del servicio. 

5. Sin perjuicio de que a los proveedores 
establecidos en países que no sean miembros de 
la Unión Europea o del Espacio Económico 
Europeo les sea de aplicación lo dispuesto en los 
artículos 7.2, relativo al principio de libre prestación 
de servicios, y 8, relativo a las restricciones a la 
prestación de servicios, de la Ley 34/2002, las 
obligaciones previstas en esta Ley se aplicarán a 
esos proveedores cuando dirijan sus servicios 
específicamente al territorio español, siempre que 
ello no contravenga lo establecido en tratados o 
convenios internacionales que sean aplicables. 

    Artículo 3. Carácter imperativo. 
Los consumidores de los servicios financieros 

prestados a distancia no podrán renunciar a los 
derechos que se les reconocen en esta Ley. 

La renuncia a los derechos reconocidos por 
esta Ley a los consumidores es nula, siendo 
asimismo nulos los actos realizados en fraude de 
esta Ley, conforme a lo previsto en el artículo 6 del 
Código Civil. 

Las normas de protección a los 
consumidores contenidas en esta Ley serán de 
aplicación cuando la ley elegida por las partes 
para regir el contrato sea la de un Estado no 
comunitario, siempre que el contrato tenga un 
vínculo estrecho con el territorio de un Estado 
miembro del Espacio Económico Europeo. 

Se entenderá, en particular, que existe un 
vínculo estrecho cuando el proveedor ejerciere sus 
actividades en uno o varios Estados miembros del 
Espacio Económico Europeo o por cualquier medio 
de publicidad o comunicación dirigiere tales 
actividades a uno o varios Estados miembros y el 
contrato estuviere comprendido en el marco de 
esas actividades. En los contratos relativos a 
inmuebles se entenderá, asimismo, que existe un 
vínculo estrecho cuando se encuentren situados 
en el territorio de un Estado miembro. 
    Artículo 4. Ámbito material. 

1. Se comprenden en el ámbito de la Ley los 
contratos celebrados entre un proveedor y un 
consumidor y las ofertas relativas a los mismos 
siempre que generen obligaciones para el 

consumidor, cuyo objeto es la prestación de todo 
tipo de servicios financieros a los consumidores, en 
el marco de un sistema de venta o prestación de 
servicios a distancia organizado por el proveedor, 
cuando utilice exclusivamente técnicas de 
comunicación a distancia, incluida la propia 
celebración del contrato.4 

En el caso de contratos relativos a servicios 
financieros que comprendan un acuerdo inicial de 
servicio seguido por operaciones sucesivas o una 
serie de distintas operaciones del mismo tipo 
escalonadas en el tiempo, las disposiciones de la 
presente Ley solamente se aplicarán al acuerdo 
inicial. 

En caso de que no exista un acuerdo inicial 
de servicio pero que las operaciones sucesivas o 
distintas del mismo tipo escalonadas en el tiempo 
se realicen entre las mismas partes, los artículos 7 y 
8 de la presente Ley se aplicarán cuando se 
realice la primera operación. No obstante, cuando 
no se realice operación alguna de la misma 
naturaleza durante más de un año, la realización 
de la operación siguiente se entenderá como la 
primera de una nueva serie de operaciones, 
siendo en consecuencia de aplicación lo dispuesto 
en los artículos 7 y 8 de la Ley. 

2. A los efectos de la presente Ley, se 
entenderán por servicios financieros los servicios 
bancarios, de crédito o de pago, los servicios de 
inversión, las operaciones de seguros privados, los 
planes de pensiones y la actividad de mediación 
de seguros. En particular, se entenderá por:  

a) Servicios bancarios, de crédito o de pago: 
las actividades relacionadas en el artículo 52 de la 
Ley 26/1988, de 29 de julio, sobre Disciplina e 
Intervención de las Entidades de Crédito. 

b) Servicios de inversión: los definidos como 
tales en la Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado 
de Valores. 

c) Operaciones de seguros privados: las 
definidas en el artículo 3 del texto refundido de la 
Ley de ordenación y supervisión de los seguros 
privados, aprobado por Real Decreto Legislativo 
6/2004, de 29 de octubre. 

d) Planes de pensiones: los definidos en el 
artículo 1 del texto refundido de la Ley de 
Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones, 
aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2002, de 
29 de noviembre. 

e) Actividad de mediación en seguros: la 
definida en el artículo 2 de la Ley 26/2006, de 17 de 
julio, de mediación de seguros y reaseguros 
privados. 

3. Se entiende que el contrato se celebra a 
distancia cuando para su negociación y 
celebración se utiliza exclusivamente una técnica 
de comunicación a distancia, sin presencia física y 
simultánea del proveedor y el consumidor, 
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consistente en la utilización de medios telemáticos, 
electrónicos, telefónicos, fax u otros similares. 

CAPÍTULO II  
Régimen de los contratos a distancia  
    Artículo 5. Las partes. 
Las partes del contrato a distancia son el 

proveedor y el consumidor. 
Se considera como proveedor toda persona 

física o jurídica, privada o pública, que, en el 
marco de sus actividades comerciales o 
profesionales, presta un servicio financiero a 
distancia. A los efectos de esta Ley, se considera 
como proveedores a quienes intervengan por 
cuenta propia como intermediarios en cualquier 
fase de la comercialización. 

A los efectos de esta Ley, se consideran 
como consumidores las personas físicas que, en los 
contratos a distancia, actúan con un propósito 
ajeno a su actividad empresarial o profesional. 

    Artículo 6. Instrumentos técnicos. 
1. En la comercialización a distancia de los 

servicios financieros, deberá quedar constancia de 
las ofertas y la celebración de los contratos en un 
soporte duradero. Por soporte duradero se 
entiende todo instrumento que permita al 
consumidor almacenar la información dirigida 
personalmente a él, de modo que pueda 
recuperarla fácilmente durante un período de 
tiempo adecuado para los fines para los que la 
información está destinada y que permita la 
reproducción sin cambios de la información 
almacenada. 

2. Se entiende por proveedor de una técnica 
de comunicación a distancia toda persona, física 
o jurídica, pública o privada, cuya actividad 
comercial o profesional consista en poner 
directamente a disposición de los proveedores de 
servicios financieros una o más técnicas de 
comunicación a distancia. 

    Artículo 7. Requisitos de información previa 
al contrato. 

1. El proveedor del servicio financiero deberá 
suministrar al consumidor, con tiempo suficiente y 
antes de que éste asuma cualquier obligación 
derivada de la oferta o del contrato a distancia, al 
menos, la información que a continuación se 
detalla. 

1) En cuanto al propio proveedor:  
a) la identidad y actividad principal del 

proveedor, la dirección geográfica en que el 
proveedor esté establecido y cualquier otra 
dirección geográfica que proceda para las 
relaciones del consumidor con el proveedor;  

b) cuando intervenga un representante del 
proveedor establecido en el Estado miembro de 
residencia del consumidor, la identidad de dicho 
representante legal, su dirección geográfica, 
teléfono, fax y, en su caso, correo electrónico a los 

cuales pueda dirigirse el consumidor para sus 
relaciones con el representante;  

c) en caso de que las relaciones comerciales 
del consumidor sean con algún profesional distinto 
del proveedor, como los representantes o 
intermediarios de entidades financieras, la 
identidad de dicho profesional, la condición con 
arreglo a la que actúa respecto al consumidor 5 

y la dirección geográfica que proceda para 
las relaciones del consumidor con el profesional;  

d) cuando el proveedor esté inscrito en un 
registro público, el registro en el que el proveedor 
esté inscrito y su número de registro, o medios 
equivalentes de identificación en dicho registro;  

e) si el proveedor o una determinada 
actividad del proveedor está sujeta a un régimen 
de autorización, los datos de la correspondiente 
autoridad de supervisión. 

2) En cuanto al servicio financiero:  
a) una descripción de las principales 

características del servicio financiero, en los 
términos que determinen las normas 
reglamentarias de desarrollo;  

b) el precio total que debe pagar el 
consumidor al proveedor del servicio financiero, 
con inclusión de todas las comisiones, cargas y 
gastos, así como todos los impuestos pagados a 
través del proveedor o, cuando no pueda 
indicarse un precio exacto, la base de cálculo que 
permita al consumidor comprobar el precio;  

c) en su caso, una advertencia que indique 
que el servicio financiero está relacionado con 
instrumentos que implican riesgos especiales, tales 
como los de escasa o nula liquidez, la posibilidad 
de que no se reembolsen íntegramente los fondos 
depositados o de que el precio del servicio se 
incremente de manera significativa, ya deriven de 
sus características específicas o de las operaciones 
que se vayan a ejecutar o cuyo precio depende 
de fluctuaciones en mercados financieros ajenos al 
control del proveedor, y cuyos resultados históricos 
no son indicadores de resultados futuros;  

d) la indicación de que puedan existir otros 
impuestos o gastos que no se paguen a través del 
proveedor o que no los facture él mismo;  

e) toda limitación del período durante el 
cual la información suministrada sea válida;  

f) las modalidades de pago y de ejecución;  
g) cualquier coste suplementario específico 

para el consumidor inherente a la utilización de la 
técnica de comunicación a distancia, en caso de 
que se repercuta dicho coste;  

h) en el caso de los planes de pensiones se 
informará al consumidor de que las cantidades 
aportadas y el ahorro generado se destinarán 
únicamente a cubrir las situaciones previstas en el 
contrato y no podrán ser recuperados para otro fin 
distinto que los supuestos excepcionales 
contemplados en las condiciones contractuales, 



e-consumidores. Consumidores y usuarios ante las nuevas tecnologías 
 

 174 

todo ello de acuerdo con lo previsto en la 
normativa aplicable. 

3) En cuanto al contrato a distancia:  
a) la existencia o no de derecho de 

desistimiento, de conformidad con el artículo 10 y, 
de existir tal derecho, su duración y las condiciones 
para ejercerlo, incluida la información relativa al 
importe que el consumidor pueda tener que 
abonar con arreglo al artículo 11, así como las 
consecuencias de la falta de ejercicio de ese 
derecho y su pérdida cuando, antes de ejercer 
este derecho, se ejecute el contrato en su 
totalidad por ambas partes, a petición expresa del 
consumidor;  

b) las instrucciones para ejercer el derecho 
de desistimiento, indicando, entre otros aspectos, a 
qué dirección postal o electrónica debe dirigirse la 
notificación del desistimiento;  

c) la duración contractual mínima, en caso 
de contratos de prestación de servicios financieros 
permanentes o periódicos;  

d) información acerca de cualquier 
derecho, distinto del contemplado en la letra a), 
que puedan tener las partes a resolver el contrato 
anticipadamente o unilateralmente con arreglo a 
las condiciones del contrato, incluidas las 
penalizaciones que pueda contener el contrato en 
ese caso;  

e) el Estado o Estados miembros en cuya 
legislación se basa el proveedor para establecer 
relaciones con el consumidor, antes de la 
celebración del contrato;  

f) las cláusulas contractuales, si las hubiere, 
relativas a la ley aplicable al contrato a distancia y 
a la jurisdicción competente para conocer el 
asunto;  

g) la lengua o las lenguas en que las 
condiciones contractuales y la información previa 
se presentan, y la lengua o lenguas en que podrá 
formalizarse el contrato y ejecutarse las 
prestaciones derivadas del mismo, de acuerdo con 
el consumidor. 

4) En cuanto a los medios de reclamación e 
indemnización:  

a) a qué sistemas de resolución extrajudicial 
de conflictos, de carácter público o privado, 
puede el consumidor tener acceso y cómo puede 
acceder a ellos,  

b) la existencia de fondos de garantía u otros 
mecanismos de indemnización, sean de carácter 
obligatorio o voluntario. 

2. Toda la información exigida en el 
apartado 1 deberá suministrarse indicando 
inequívocamente su finalidad comercial y se 
comunicará de manera clara y comprensible por 
cualquier medio que se adapte a la técnica de 
comunicación a distancia utilizada, respetando 
debidamente, en particular, los principios de 
buena fe en las transacciones comerciales y los 

principios que regulan la protección de las 
personas que carecen de capacidad de obrar. 

3. En el caso de comunicación a través de 
telefonía vocal, se observarán las siguientes 
normas:  

a) al comienzo de toda conversación con el 
consumidor se indicará claramente la identidad 
del proveedor y el fin comercial de la llamada 
iniciada por el proveedor;  

b) previa aceptación expresa del 
consumidor, sólo deberá suministrarse la 
información siguiente: 6 

1.º la identidad de la persona en contacto 
con el consumidor y su vínculo con el proveedor;  

2.º una descripción de las características 
principales del servicio financiero;  

3.º el precio total que debe pagar el 
consumidor al proveedor del servicio financiero, 
incluidos todos los impuestos pagados a través del 
proveedor o, cuando no se pueda indicar un 
precio exacto, la base del cálculo que permita al 
consumidor comprobar el precio;  

4.º indicación de que pueden existir otros 
impuestos o gastos que no se paguen a través del 
proveedor o que no los facture él mismo;  

5.º la existencia o inexistencia de un derecho 
de desistimiento, de conformidad con el artículo 10 
y, de existir tal derecho, su duración y las 
condiciones para ejercerlo, incluida la información 
relativa al importe que el consumidor pueda tener 
que abonar con arreglo al artículo 11;  

c) el proveedor informará al consumidor 
acerca de la existencia de información adicional 
disponible previa petición y del tipo de información 
en cuestión. 

4. La información sobre las obligaciones 
contractuales, que deberá comunicarse al 
consumidor durante la fase precontractual, 
deberá ser conforme a las obligaciones 
contractuales que resulten de la legislación a la 
que se sujete el contrato, si se celebra. 
 

    Artículo 8. Requisitos adicionales de 
información. 

Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 
7, serán de aplicación los requisitos adicionales de 
información previa establecidos en la legislación 
especial que sea aplicable al servicio financiero 
objeto del contrato a distancia. 

    Artículo 9. Comunicación de las 
condiciones contractuales y de la información 
previa. 

1. El proveedor comunicará al consumidor 
todas las condiciones contractuales, así como la 
información contemplada en los anteriores 
artículos 7 y 8, en soporte de papel u otro soporte 
duradero accesible al consumidor, con suficiente 
antelación a la posible celebración del contrato a 
distancia o a la aceptación de una oferta. 
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2. Sin perjuicio del cumplimiento de los 
requisitos de incorporación de las condiciones 
generales de contratación, el proveedor habrá de 
cumplir las obligaciones previstas en el apartado 1, 
inmediatamente después de la formalización del 
contrato cuando éste se hubiera celebrado a 
petición del consumidor utilizando una técnica de 
comunicación a distancia que no permita 
transmitir las condiciones contractuales y la 
información exigida con arreglo a lo previsto en 
dicho apartado 1. 

3. En cualquier momento de la relación 
contractual, el consumidor tendrá derecho, si así lo 
solicita, a obtener las condiciones contractuales en 
soporte de papel. Además, el consumidor tendrá 
el derecho de cambiar la técnica o técnicas de 
comunicación a distancia utilizadas, salvo que sea 
incompatible con el contrato celebrado o con la 
naturaleza del servicio financiero prestado. 

4. El incumplimiento de los requisitos relativos 
a la información previa que se deriven de los 
contratos, así como los relativos a la comunicación 
de dicha información previa, que se establecen en 
el capítulo II, en los artículos 7, 8 y 9 de la presente 
Ley, podrá dar lugar a la invalidez de los contratos, 
de acuerdo con lo previsto en la legislación civil. 

    Artículo 10. Derecho de desistimiento. 
1. El consumidor dispondrá de un plazo de 

catorce días naturales para desistir del contrato a 
distancia, sin indicación de los motivos y sin 
penalización alguna. 

El mencionado plazo será de treinta días 
naturales en el caso de contratos relacionados con 
seguros de vida, según la normativa aplicable. 

El plazo para ejercer el derecho de 
desistimiento empezará a correr desde el día de la 
celebración del contrato, salvo en relación con los 
seguros de vida, en cuyo caso el plazo comenzará 
cuando se informe al consumidor de que el 
contrato ha sido celebrado. No obstante, si el 
consumidor no hubiera recibido las condiciones 
contractuales y la información contractual 
indicada en el artículo 7.1, el plazo para ejercer el 
derecho de desistimiento comenzará a contar el 
día en que reciba la citada información. 

2. El derecho de desistimiento no se aplicará 
a los contratos relativos a:  

a) servicios financieros cuyo precio dependa 
de fluctuaciones de los mercados financieros que 
el proveedor no pueda controlar, que pudieran 
producirse durante el plazo en el transcurso del 
cual pueda ejercerse el derecho de desistimiento, 
entre ellos, las transacciones sobre:  

1.º operaciones de cambio de divisas,  
2.º instrumentos del mercado monetario,  
3.º valores negociables,  
4.º participaciones en instituciones de 

inversión colectiva,  

5.º contratos financieros de futuros, incluidos 
los instrumentos equivalentes que impliquen una 
liquidación en efectivo,  

6.º contratos de futuros sobre tipos de interés,  
7.º contratos de permuta sobre tipos de 

interés, sobre divisas o los ligados a acciones o a un 
índice sobre acciones, opciones destinadas a la 
compra o venta de cualquiera de los instrumentos 
relacionados en los anteriores guiones, incluidos los 
instrumentos equivalentes que impliquen una 
liquidación en efectivo. Concretamente, 7 

se incluyen en esta categoría las opciones 
sobre divisas y sobre tipos de interés,  

8.º contratos referenciados a índices, precios 
o tipos de interés de mercado,  

9.º contratos vinculados, en los que, al 
menos, uno de los negocios jurídicos suponga una 
transacción de las mencionadas en los guiones 
anteriores. A los efectos de esta Ley, se 
considerarán contratos vinculados aquellos 
negocios jurídicos complejos resultado de la 
yuxtaposición de dos o más negocios jurídicos 
independientes, en los que, como resultado de esa 
yuxtaposición, la ejecución de uno dependa de la 
de todos los demás, ya sea silmultánea o 
sucesivamente;  

b) los contratos de seguros siguientes:  
1.º contratos de seguro en los que el 

tomador asume el riesgo de la inversión, así como 
los contratos en los que la rentabilidad garantizada 
esté en función de inversiones asignadas a los 
mismos,  

2.º los de viaje o equipaje de una duración 
inferior a un mes,  

3.º aquellos cuyos efectos terminen antes del 
plazo al que se refiere el apartado 1,  

4.º los que den cumplimiento a una 
obligación de aseguramiento del tomador,  

5.º los planes de previsión asegurados;  
c) contratos que se hayan ejecutado en su 

totalidad por ambas partes a petición expresa del 
consumidor antes de que éste ejerza su derecho 
de desistimiento, como las órdenes de 
transferencia y las operaciones de gestión de 
cobro;  

d) créditos destinados principalmente a la 
adquisición o conservación de derechos de 
propiedad en terrenos o en inmuebles existentes o 
por construir, o destinados a renovar o mejorar 
inmuebles;  

e) créditos garantizados ya sea por una 
hipoteca sobre un bien inmueble o por un derecho 
sobre un inmueble;  

f) las declaraciones de consumidores hechas 
con la intervención de notario, siempre y cuando 
éste dé fe de que se han garantizado los derechos 
del consumidor contemplados en el artículo 7;  

g) los planes de pensiones. 
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3. El consumidor que ejerza el derecho de 
desistimiento lo habrá de comunicar al proveedor 
en los términos previstos por el contrato, antes de 
que finalice el plazo correspondiente, por un 
procedimiento que permita dejar constancia de la 
notificación de cualquier modo admitido en 
Derecho. Se considerará que la notificación ha 
sido hecha dentro de plazo si se hace en un 
soporte de papel o sobre otro soporte duradero, 
disponible y accesible al destinatario, y se envía 
antes de expirar el plazo. 

4. En el caso de que al contrato a distancia 
sobre el que se haya ejercido el derecho de 
desistimiento, se le haya vinculado otro contrato a 
distancia de servicios financieros prestados por el 
mismo proveedor o por un tercero, previo acuerdo 
con el proveedor, dicho contrato adicional 
también quedará resuelto, sin penalización alguna. 

5. Las previsiones contenidas en la presente 
Ley en relación con el derecho de desistimiento no 
serán de aplicación a los contratos resueltos como 
consecuencia del ejercicio del derecho de 
desistimiento reconocido en otra norma. 

    Artículo 11. Pago del servicio prestado 
antes del desistimiento. 

1. El consumidor que ejerza el derecho de 
desistimiento solamente estará obligado a pagar, 
a la mayor brevedad, el servicio financiero 
realmente prestado por el proveedor de 
conformidad con el contrato, hasta el momento 
del desistimiento. 

El importe que el consumidor deba pagar no 
rebasará el importe proporcional de la parte ya 
prestada del servicio comparada con la cobertura 
total del contrato, ni será en ningún caso de tal 
magnitud que equivalga a una penalización. 

2. El proveedor no podrá exigir pago alguno 
al consumidor en cualquiera de las siguientes 
situaciones:  

a) Si no demuestra que le ha facilitado la 
información exigida en el artículo 7.1.3), a). 

b) Si inicia la ejecución del contrato, sin 
haberlo solicitado el consumidor, antes de que 
expire el periodo de desistimiento. 

3. El proveedor reembolsará al consumidor a 
la mayor brevedad, y dentro de un plazo máximo 
de treinta días naturales, cualquier cantidad que 
haya percibido de éste con arreglo a lo 
establecido en el contrato a distancia, salvo el 
importe mencionado en el apartado 1. Dicho 
plazo se iniciará el día en que el proveedor reciba 
la notificación del desistimiento. 

4. El consumidor devolverá al proveedor 
cualquier cantidad que haya recibido de éste, a la 
mayor brevedad, y, en todo caso, en el plazo 
máximo de treinta días naturales, a contar desde 
la notificación del desistimiento. 

    Artículo 12. Pago mediante tarjeta. 

Cuando el importe de las obligaciones 
pecuniarias derivadas del contrato a distancia 
hubiese sido cargado fraudulenta o 
indebidamente utilizando el número de una tarjeta 
de pago, su titular podrá exigir la inmediata 
anulación del cargo. En tal caso, las 
correspondientes anotaciones de adeudo y 
reabono en las cuentas del proveedor y del titular 
se efectuarán a la mayor brevedad.8 

    Artículo 13. Servicios no solicitados. 
1. No se podrán prestar servicios financieros a 

un consumidor, incluso en el supuesto de 
renovación tácita de un contrato a distancia, sin la 
solicitud previa de aquél, cuando esta prestación 
implique una exigencia de pago inmediato o 
aplazado. 

No se considerará que existe renovación 
tácita de un contrato a distancia, en el caso de las 
diferentes prestaciones derivadas de un contrato 
sucesivo o cuando la renovación al vencimiento 
del contrato esté expresamente prevista en el 
contrato inicialmente suscrito a falta de denuncia 
por una de las partes y siempre que no se 
modifiquen las condiciones contractuales 
inicialmente pactadas. 

2. En el caso de prestación no solicitada, el 
consumidor quedará eximido de toda obligación, 
sin que la falta de respuesta pueda considerarse 
como consentimiento. No obstante, si el 
consumidor hiciera uso efectivo del servicio 
financiero no solicitado deberá satisfacer el 
importe de la parte realmente utilizada o 
disfrutada, sin que tal deber suponga la prestación 
del consentimiento para obligarse mediante un 
nuevo contrato no solicitado ni la obligación de 
satisfacer gastos o comisiones, ni, en general, 
cantidades no acordadas previamente con la 
entidad proveedora del servicio. 

    Artículo 14. Comunicaciones no 
solicitadas. 

1. Las comunicaciones no solicitadas por vía 
telefónica, por fax o por vía electrónica se regirán 
por lo dispuesto, respectivamente, en la Ley 
32/2003, de 3 de noviembre, General de 
Telecomunicaciones, y en la Ley 34/2002, de 11 de 
julio, de Servicios de la Sociedad de la Información 
y de Comercio Electrónico, así como, en su caso, 
por lo previsto en sus respectivas normativas de 
desarrollo. 

Sólo será posible la utilización por parte del 
proveedor de otras técnicas de comunicación a 
distancia que permitan una comunicación 
individual, distintas de las mencionadas en el 
anterior apartado, cuando el consumidor no se 
haya opuesto manifiestamente a las mismas. 

2. El uso de las técnicas descritas en los 
anteriores apartados no supondrá gasto alguno 
para el consumidor. 

    Artículo 15. Acciones de cesación. 
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1. Podrá ejercitarse la acción de cesación 
contra las conductas contrarias a la presente Ley 
que lesionen los intereses tanto colectivos como 
difusos de los consumidores y usuarios. 

2. La acción de cesación se dirige a obtener 
una sentencia que condene al demandado a 
cesar en la conducta contraria a la presente Ley y 
a prohibir su reiteración futura. Asimismo, la acción 
podrá ejercerse para prohibir la realización de una 
conducta cuando ésta haya finalizado al tiempo 
de ejercitar la acción, si existen indicios suficientes 
que hagan temer su reiteración de modo 
inmediato. 

3. Estarán legitimados para ejercitar la 
acción de cesación:  

a) El Instituto Nacional del Consumo y los 
órganos o entidades correspondientes de las 
Comunidades Autónomas y de las Corporaciones 
Locales competentes en materia de defensa de 
los consumidores. 

b) Las asociaciones de consumidores y 
usuarios que reúnan los requisitos establecidos en 
la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la 
Defensa de los Consumidores y Usuarios o, en su 
caso, en la legislación autonómica en materia de 
defensa de los consumidores. 

c) El Ministerio Fiscal. 
d) Las entidades de otros Estados miembros 

de la Comunidad Europea constituidas para la 
protección de los intereses colectivos y de los 
intereses difusos de los consumidores que estén 
habilitadas mediante su inclusión en la lista 
publicada a tal fin en el "Diario Oficial de la Unión 
Europea". 

Los Jueces y Tribunales aceptarán dicha lista 
como prueba de la capacidad de la entidad 
habilitada para ser parte, sin perjuicio de examinar 
si la finalidad de la misma y los intereses afectados 
legitiman el ejercicio de la acción. 

Todas las entidades citadas en este 
apartado podrán personarse en los procesos 
promovidos por otra cualquiera de ellas, si lo 
estiman oportuno para la defensa de los intereses 
que representan. 

4. Los proveedores de técnicas de 
comunicación a distancia pondrán fin, cuando así 
les sea requerido judicialmente, a la prestación del 
servicio de comunicación a distancia que esté 
siendo utilizado indebidamente. 

    Artículo 16. Reclamación extrajudicial. 
1. El proveedor y el consumidor podrán 

someter sus conflictos al arbitraje de consumo, 
mediante adhesión de aquéllos al Sistema Arbitral 
del Consumo, o a otros sistemas de resolución 
extrajudicial de conflictos, que figuren en la lista 
que publica la Comisión Europea sobre sistemas 
alternativos de resolución de conflictos con 
consumidores y que respete los principios 
establecidos por la normativa comunitaria, así 

como a los mecanismos previstos en la legislación 
sobre protección de los clientes de servicios 
financieros. 

2. Los órganos arbitrales de consumo o los 
órganos previstos en la legislación sobre protección 
de los clientes de servicios financieros, que 
intervengan en la resolución de reclamaciones 
sobre servicios financieros prestados a distancia, 
habrán de cooperar en la resolución de los 
conflictos de carácter transfronterizo que se 
produzcan a nivel intracomunitario, a través de la 
"Red transfronteriza de denuncia extrajudicial sobre 
servicios financieros" (FIN NET) o cualquier otro 
mecanismo habilitado al efecto. 

    Artículo 17. Carga de la prueba. 
Corresponderá al proveedor la carga de la 

prueba del cumplimiento de las obligaciones que 
le incumban al amparo de esta Ley, en materia de 
información al consumidor, así como del 
consentimiento del consumidor para la 
celebración del contrato y, cuando proceda, para 
su ejecución. 

CAPÍTULO III  
Régimen sancionador  
    Artículo 18. Sanciones administrativas. 
1. Los proveedores de servicios financieros a 

distancia estarán sujetos al régimen sancionador 
establecido en este capítulo cuando la presente 
Ley les sea de aplicación y, subsidiariamente, al 
previsto en la Ley 34/2002, de 11 de julio, de 
Servicios de la Sociedad de la Información y de 
Comercio Electrónico. 

2. En el caso de los proveedores de servicios 
financieros incluidos en el artículo 2.1 de esta Ley, 
se considerarán normas de ordenación y disciplina 
las disposiciones contenidas en la presente Ley 
relativas a la obligación de dejar constancia de las 
ofertas y la celebración de los contratos en un 
soporte duradero según establece el artículo 6.1; a 
los requisitos de información previa al contrato 
establecidos en el artículo 7; a las obligaciones de 
comunicación de las condiciones contractuales y 
de la información previa reguladas en el artículo 9 
y a las contenidas en el artículo 14 relativas a 
servicios no solicitados. Su incumplimiento será 
sancionado según lo establecido por la normativa 
sectorial correspondiente, con las siguientes 
especialidades:  

a) Para las entidades de crédito, y 
cualesquiera otras que presten servicios 
financieros, de acuerdo con el artículo 2.1 de esta 
Ley, que figuren inscritas en los registros 
administrativos del Banco de España, y siempre 
que las infracciones no tengan carácter ocasional 
o aislado, como una infracción grave, de acuerdo 
con lo previsto en la Ley 26/1988, de 29 de julio, 
sobre Disciplina e Intervención de las Entidades de 
Crédito. 
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b) Para las empresas de servicios de 
inversión, las instituciones de inversión colectiva, las 
entidades de capital riesgo y sus sociedades 
gestoras, respectivamente, como una infracción 
grave de acuerdo con lo previsto en la Ley 
24/1988, de 28 de julio, del Mercado de Valores, la 
Ley 35/2003, de 4 de noviembre, de Instituciones 
de Inversión Colectiva, y la Ley 1/1999, de 5 de 
enero, reguladora de las Entidades de Capital 
Riesgo y de sus sociedades gestoras. 

c) Para las entidades aseguradoras, como 
infracción grave o muy grave de acuerdo con los 
artículos 40.4.b y 40.3.b del texto refundido de la 
Ley de ordenación y supervisión de los seguros 
privados, aprobado por Real Decreto Legislativo 
6/2004, de 29 de octubre. 

d) Para los mediadores de seguros, como 
infracción grave o muy grave de acuerdo con los 
artículos 26.3.a) y 26.2.a) de la Ley 9/1992, de 
Mediación de Seguros. 

e) Para las entidades gestoras de fondos de 
pensiones, como infracción grave o muy grave de 
acuerdo con los artículos 35.3.ñ) y 35.4.ñ) del texto 
refundido de la Ley de regulación de los Planes y 
Fondos de Pensiones, aprobada por Real Decreto 
Legislativo 1/2002, de 29 de noviembre. 

3. En el caso de proveedores de servicios 
financieros distintos de los contemplados en el 
apartado 2 precedente, el incumplimiento de las 
disposiciones de esta Ley será sancionado como 
infracción en materia de consumo, aplicándosele 
lo dispuesto en la legislación específica sobre 
protección de consumidores y usuarios. 

4. En el expediente sancionador no podrán 
examinarse las cuestiones civiles o mercantiles que 
suscite el incumplimiento de las disposiciones de 
esta Ley. 

5. Cuando, como consecuencia de una 
actuación sancionadora, se tuviera conocimiento 
de hechos que pudieran ser constitutivos de 
infracciones tipificadas en otras leyes, se dará 
cuenta de los mismos a los órganos u organismos 
competentes para su supervisión y sanción. 

Disposición adicional única. Modificación de 
la Ley 26/1984, 19 de julio, general para la defensa 
de consumidores y usuarios. 

Se introduce un nuevo apartado, 19 bis, a la 
disposición adicional primera ("Cláusulas abusivas") 
con la siguiente redacción:  

"19 bis. La imposición al consumidor de la 
carga de la prueba sobre el incumplimiento, total 
o parcial, del proveedor a distancia de servicios 
financieros de las obligaciones impuestas por la 
norma que los regula."  

Disposición derogatoria única. Derogación 
normativa. 

Quedan derogados a la entrada en vigor de 
esta Ley:  

a) El artículo 6 bis de la Ley 50/1980, de 8 de 
octubre, de Contrato de Seguro. 

b) Los párrafos segundo y tercero del 
apartado 1 del artículo 83.a) de la Ley 50/1980, de 
8 de octubre, de Contrato de Seguro. 

c) Del apartado 2 del artículo 83.a) de la Ley 
50/1980, de 8 de octubre, de Contrato de Seguro, 
el inciso que dice "Tratándose de un contrato de 
seguro comercializado a distancia, la 
comunicación se hará de acuerdo con las 
instrucciones que el tomador haya recibido de 
conformidad con lo previsto en el apartado 10 

3 del artículo 60 de la Ley 30/1995, de 8 de 
noviembre, de Ordenación y Supervisión de los 
Seguros Privados". 

d) La disposición adicional segunda de la 
Ley 50/1980, de 8 de octubre, de Contrato de 
Seguro. 

e) El primer párrafo del apartado 3, el 
apartado 4 y el apartado 5 del artículo 60 del texto 
refundido de la Ley de ordenación y supervisión de 
los seguros privados, aprobado por Real Decreto 
legislativo 6/2004, de 29 de octubre. 

Disposición final primera. Competencia 
constitucional. 

La presente Ley se dicta al amparo del 
artículo 149.1.6.ª, 8.ª, 11.ª y 13.ª de la Constitución, 
sin perjuicio de las competencias que, en su caso, 
correspondan a las Comunidades Autónomas. 

Disposición final segunda. Incorporación de 
Derecho de la Unión Europea. 

Mediante esta Ley se completa la 
incorporación al ordenamiento jurídico español de 
la Directiva 2002/65/CE del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 23 de septiembre de 2002, relativa 
a la comercialización a distancia de servicios 
financieros destinados a los consumidores. 

Disposición final tercera. Entrada en vigor. 
Esta Ley entrará en vigor a los tres meses de 

su publicación en el Boletín Oficial del Estado. 
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